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PRÓLOGO

gustavo esteva

Un prólogo es una palabra introductoria sobre el autor, el libro y el tema. 
Al declarar mi admiración por el libro y mi pasión por los temas que 
aborda, debo confesar de entrada que David Barkin y yo hemos sido 
amigos por casi medio siglo, que escribimos juntos un par de libros y que 
hemos mantenido un diálogo enriquecedor.

Según David, la selección de los artículos que lo forman le exigió re-
pasar profundamente la trayectoria de su vida. Seguirlo como lectores en 
este repaso significa revisar lo que ha pasado en México y el mundo en 
los últimos 50 años —un ejercicio necesario en el actual momento de 
peligro—. Como alguna vez dijo el finado subcomandante Marcos, esta-
mos en una circunstancia especial en que para otear el futuro necesita-
mos ver hacia atrás. Con esta guía, podemos examinar sin nostalgia pero 
con vergüenza los caminos que no tomamos. Una y otra vez sus textos 
muestran que el país no tomó un camino ineluctable y que el desastre 
actual no estaba escrito en las estrellas. Su trabajo muestra la medida en 
que una clase política irresponsable y corrupta se puso al servicio del 
capital y traicionó sus compromisos con el país y sus habitantes.

Al terminar la lectura del libro resentí la ausencia de algunos textos 
que parecerían muy pertinentes para el momento actual, como el que se 
refiere a las relaciones entre México y Estados Unidos. Pero entiendo 
bien las dificultades de la selección, que podrá satisfacer a dos tipos de 
lectores: los que conocen ya su trabajo, para verlo en conjunto, apreciar 
su coherencia y descubrir ángulos o temas que desconocían —porque 
nadie, de seguro, ha podido leer una obra tan extensa—; y los que no lo 
conocen, porque esta dosis podrá despertar su apetito para explorar más 
ampliamente ciertos temas o argumentos que se presentan aquí.

Tiene David títulos y reconocimientos que lo llevan al más alto rango 
del mundo académico. Se le reconoce sin reservas el rigor y la calidad 
de su trabajo: domina la literatura pertinente y aplica sistemática y ho-
nestamente las herramientas adecuadas a sus objetos de estudio. Sin 
embargo, no emplea ese rigor para entregarse a la especulación abstrac-
ta y vacía, tan común en su oficio. Su trabajo está bien arraigado en un 
suelo social al que nunca traiciona. Usa la jerga abstracta para criticar la 
mentalidad dominante y el lenguaje ordinario para compartir experien-
cias a ras de tierra y explorar acotamientos en el suelo que pisamos. Tuvo 
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la fortuna, hace unos 25 años, de hacerse uno con Blanca Lemus, lo que 
le dio nuevas y más profundas raíces en el país que decidió hacer suyo.

El libro muestra los resultados de una capacidad singular de David 
para la interlocución y la escucha. Escuchar, decía el comandante Tacho, 
no es simplemente oír sino estar dispuesto a ser transformado por el otro. 
David sabe escuchar. Lo hace con personas como el general Cárdenas, 
Iván Illich o algunos de los más prominentes académicos del planeta, a 
quienes interpela sin inhibiciones, acortando la distancia que su rango 
impone habitualmente a quienes se les acercan. Hace lo mismo con 
personas comunes de barrios, comunidades y pueblos a quienes interpe-
la. En este caso, como descubre que el diálogo intercultural no llega muy 
lejos si se reduce a la conversación lo lleva a la práctica, es decir, realiza 
actividades con personas de culturas profundamente diferentes a la suya. 
Esta capacidad de interlocución indagadora con todo tipo de personas, 
que a veces lo hace parecer entrometido, rompe con la mirada etnográ-
fica en la que fue adiestrado y se convierte en capacidad de escuchar. 
Logra así tomar sensata distancia de su visión estrictamente occidental y 
en particular de la epistemología convencional y sus métodos. Empezó a 
poner en práctica y someter a prueba el diálogo de saberes mucho antes 
de que se pusiera de moda.

David se adelantó repetidas veces a amigos y colegas en su ejercicio 
crítico. No da lanzadas a caballos muertos ni asalta molinos de viento. Se 
enfrenta con vigor y desfachatez a todo género de vacas sagradas, dis-
puesto a pagar el precio de hacerlo —que a veces ha sido muy alto—. 
Quiero mencionar algunas de ellas.

·· Cuando el ‘desarrollo’ era un mantra intocable y funcionaba como 
tabú inmarcesible para personas de todo el espectro ideológico lo 
puso en la picota de un análisis severo y mostró el impacto real de 
algunos de los ‘proyectos de desarrollo’ más exitosos. Sus trabajos 
sobre ‘desarrollo regional’ siguen siendo referencia obligada.

·· El artículo que impulsó a Iván Illich a llamar a Barkin para consulta 
(capítulo 12) es una crítica eficaz de la educación, al mostrar que 
obliga a todos a correr cada vez más rápido sólo para mantenerse en 
el mismo lugar. Como Illich demostró, se trata de una institución 
contraproductiva.

·· La apertura al mercado mundial está inscrita en los genes del capi-
talismo, pero el Estado-nación fue la arena privilegiada de su expan-
sión por más de dos siglos, incluso si se toman en cuenta los ejercicios 
imperiales. La internacionalización/transnacionalización del capital 
es un fenómeno reciente, que culminó en los años setenta. Hasta 
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donde sé, David fue el primero en traer a México el debate sobre el 
asunto y el análisis de sus consecuencias.

·· La cuestión ecológica, que hoy es preocupación general y opera como 
uno de los límites del capitalismo, no tenía mayor relevancia en el 
análisis económico predominante en los años setenta. En México no 
tuvieron mayor impacto los llamados de 1972 por parte del Club de 
Roma —aunque en él militaba don Víctor Urquidi—, o de la Confe-
rencia de Naciones Unidas en Estocolmo —el primer gran esfuerzo 
internacional sobre el tema—. Pero David incorporó desde entonces 
la cuestión a sus análisis. Por ello, este libro da buena cuenta de lo 
que interesa saber en la materia, en particular lo que se ha dado en 
llamar ‘justicia ambiental’. El agua y los bosques, dos cuestiones in-
terconectadas que generan en todas partes creciente preocupación, 
fueron objeto temprano de atención para Barkin, que hace aporta-
ciones tanto analíticas como prácticas en ambos temas.

·· Como muestra bien este libro, David ha sido defensor sistemático, tan 
apasionado como riguroso, de lo que puede llamarse “vía campesina”, 
un camino que tiene sustento empírico claro en México y que defien-
de la más grande organización campesina de la historia humana. Su 
propuesta de una ‘nueva ruralidad comunitaria’ parece particularmen-
te interesante: como en otros campos, aprovecha lo más avanzado de 
la literatura y la dinámica actual de los movimientos sociales para 
elaborar una síntesis novedosa. Cuando expresa la convicción de “que 
son las propias comunidades, organizadas en agrupaciones étnicas y 
alianzas regionales e internacionales, quienes tendrán la última palabra 
en el diseño de las estrategias para superar las diversas crisis que en-
frenta la humanidad actualmente” lo hace con un sustento teórico, 
analítico y práctico que ha trabajado durante mucho tiempo.

·· En plena era globalizadora, Barkin llamó la atención y concentró 
análisis y experiencias en la ‘economía local’. Mientras sus numerosas 
propuestas de política pública fueron continuamente ignoradas, en 
este campo no sólo ofreció sólidos argumentos y elaboraciones teó-
ricas. Además de incontables ejemplos, que acopió con rigor, descri-
bió experiencias específicas que contribuyó directamente a organizar 
y caracterizó con expresiones como la “economía política de la auto-
nomía” y la “economía ecológica desde abajo”.

·· La convicción anticapitalista de Barkin no tuvo raíz ideológica, sino 
teórica y analítica, pero sólo en los últimos años, ante lo que se sos-
pecha cada vez más como el colapso del capitalismo, en una ola 
violenta y destructiva que pone en peligro la supervivencia de la es-
pecie humana, la tradujo en observaciones, experiencias y prescrip-
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ciones pertinentes y valiosas. Entra con fundamento al examen de la 
construcción de sociedades poscapitalistas que aparece legítimamen-
te como la conclusión de un prolongado empeño que es a la vez 
teórico, político y vivencial.

Terminado este prólogo, quisiera aún intentar algunos elementos del 
diálogo que David y yo hemos mantenido por tanto tiempo y ha sido para 
mí tan valioso.

Este año se cumplen 25 años de la publicación de El diccionario del de-
sarrollo: una guía del conocimiento como poder. Habrá eventos y publicaciones 
que examinen su impacto, el significado de la corriente del posdesarrollo 
y el estado actual de las reflexiones y las experiencias al respecto. Según 
Wolfgang Sachs, el editor del Diccionario, “como desarrollo significa cual-
quier cosa, desde levantar rascacielos hasta instalar letrinas, lo mismo 
perforar pozos de petróleo que de agua, es un concepto de un vacío 
monumental… Es un testimonio del poder de las ideas que un concepto 
vacío haya dominado las discusiones por medio siglo”. Aunque David no 
estuvo entre los autores del Diccionario, compartía sus ideas. Sus análisis 
mostraban una postura crítica respecto al desarrollo mucho antes de que 
el libro apareciera. ¿Por qué, entonces, sigue usando la palabra hasta hoy?

En sus muy diversas y hasta contradictorias alusiones al ‘desarrollo’,1 
David muestra que sabe que el emperador está desnudo. Desde que Tru-
man acuñó la palabra ‘subdesarrollo’, el desarrollo implicó aceptar como 
meta universal la definición de la buena vida del American Way of Life. 
David advierte tajantemente que “no se pueden generalizar los niveles 
actuales de consumo de recursos per cápita en los países ricos a la gente 
que vive en el resto del mundo” y que “los niveles actuales de consumo 
no pueden ser mantenidos, aun para aquellos grupos que ahora disfrutan 
de elevados niveles de consumo material”. Adopta sin reservas la defini-

1   Se ha referido al desarrollo como “un proceso dual de enriquecimiento y cambio 
estructural”; ha aludido al famoso efecto cascada: que los beneficios concentrados del 
‘desarrollo’ se transmitirían eventualmente a las masas; que en México ha sido sobre todo 
un proceso para incorporar a toda la población “dentro de los pliegues de las relaciones 
sociales capitalistas”; que el ‘desarrollo sostenible’ es “un compromiso esencial para en-
frentar los retos de la supervivencia de la humanidad”; que “enfrentar los retos del desa-
rrollo sostenible no consiste sólo en cuestionar nuestros patrones y prioridades de vida: 
también es poner en tela de juicio los valores básicos y el funcionamiento de los grupos 
más poderosos en todo el mundo”; que “el desarrollo sostenible no es una meta: es un 
proceso que tendrá que abarcar a todos, un camino que tendremos que recorrer juntos 
para que la humanidad tenga la opción de perdurar”; que los proyectos de desarrollo son 
una nueva forma de colonización, que beneficia a los inversionistas pero no a los pobla-
dores…
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ción del desarrollo que formula Rist, como “una serie de prácticas… que 
requieren la transformación y destrucción del ambiente y de las relacio-
nes sociales”. Consciente del desastre del desarrollo y como uno de sus 
más sólidos críticos, David asume la noción plural y diversa del ‘buen 
vivir’ para caracterizar la miríada de opciones al desarrollo y al régimen 
dominante, en la construcción de las sociedades poscapitalistas que for-
man la desembocadura de su análisis.

Es probable que en esto, como en otras cosas, Barkin haya tratado de 
evitar el gelatinoso campo de las propuestas utópicas. Una analogía pue-
de ilustrar el punto. En los años setenta Marcos Kaplan podía examinar 
con algún fundamento “la autonomía relativa del Estado” para referirse, 
no tanto al fantasma lingüístico, al fetiche, a los usos que se dan conven-
cionalmente a la palabra ‘Estado’, sino a la medida en que el subsistema 
político y las instituciones públicas eran terreno de lucha en el cual la 
gente podía defender e impulsar sus intereses. No era insensato proponer 
políticas públicas que se ajustaran a los intereses y aspiraciones de obreros 
y campesinos. A medida que las clases políticas y las instituciones públicas 
quedaron cada vez más subordinadas al capital y se hizo prácticamente 
imposible que adoptaran políticas justas y sensatas, el énfasis de Barkin 
se trasladó a la gente misma, a su capacidad de ejercer sus poderes y 
capacidades para crear en forma autónoma sus formas de vida, sus mun-
dos poscapitalistas. Conforme a esta analogía, David habría abandonado 
teórica y prácticamente la mentalidad dominante en relación con el ‘de-
sarrollo’ o el ‘Estado’, pero retuvo el uso de estas palabras, tratando de 
darles nuevo significado, para mantener el diálogo con sus interlocutores.

Aunque ha pasado toda su vida en la academia, desde sus tiempos de 
estudiante hasta la fecha, David no se ha dejado atrapar por ella: además 
de las luchas que libraba dentro de las propias instituciones académicas 
para transformarlas, acercándolas a la realidad social y comprometiéndo-
las con ella, realizó en la práctica lo que planteaba, involucrándose per-
sonalmente con diversos actores del mundo a cuyo servicio quiso estar. 
Le interesaba más la verdad de la transformación que la transformación 
de la verdad, como alguna vez escribimos.

Traigo aquí a colación estos elementos de nuestro diálogo, como com-
plemento del prólogo, para invitar a los lectores de este libro a seguir un 
camino semejante: se presta como pocos para reflexionar en los caminos 
y maneras en que podemos poner manos a la obra en la tarea de detener 
el horror que nos agobia cotidianamente y empeñarnos, cotidianamente 
también, en la construcción del mundo nuevo.

San Pablo Etla, marzo de 2017
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INTRODUCCIÓN

Nunca imaginé, cuando se me propuso editar una colección de artículos 
propios, que implicaría un repaso tan profundo de mi propia historia y 
una toma de conciencia. Al reunir estos escritos, he examinado mi propia 
trayectoria, resultado de más de medio siglo de actividad académica y de 
transformación, producto de mi decisión, hace más de 55 años, de mu-
darme a México y comprometerme con la historia de una nación en 
continuo cambio y un pueblo en lucha, un pueblo que sigue mostrando 
su enorme capacidad de resistir y de avanzar. Desde la primera oportu-
nidad que tuve de vivir en la comunidad indígena de Huecorio, Pátzcua-
ro, Michoacán, en 1962, y convivir con un pueblo en rápida integración 
a la sociedad nacional, tuve experiencias que marcaron mi vida y que se 
plasman en los materiales incluidos aquí: mi primer encuentro con el 
expresidente de la nación, el General Lázaro Cárdenas, redefinió la 
orientación de mis estudios de posgrado y me marcó de por vida. No fue 
sólo por su generosidad, que me permitió entender el profundo contras-
te entre los “proyectos de desarrollo” que ya estaban polarizando el país 
y las colaboraciones entre productores en las comunidades rurales, que 
incidieron en elevar la calidad de vida de los comuneros, sino porque él 
también me abrió oportunidades para que entendiera el significado de 
la escuela cepalina y su relación con otros pensadores, quienes apuntaban 
hacia diferentes estrategias de las que dominaban en el Norte, como 
señalo en los capítulos 3 y 6.

Siendo estudiante en Yale University, se manifestó la profunda división 
paradigmática entre los estudiosos muy teóricos/tecnocráticos de la eco-
nomía convencional y los que optamos por una vía más definida por los 
esfuerzos de transformar las condiciones de los países “subdesarrollados”. 
Esta brecha se hizo más evidente para mí por la fortuita interacción con 
Celso Furtado, que llegó como invitado, huyendo del golpe militar en 
Brasil, y con otros dos brasileños, Clovis Cavalcanti y Edmar Bacha, com-
pañeros de casa y de debate. Las diferencias no eran de forma sino de 
fondo; se hicieron evidentes durante mis largas conversaciones con dos 
antropólogos: Sidney Mintz, como tutor de mi segunda área de especia-
lización, cuyo compromiso con los pueblos caribeños, afrodescendientes, 
me llevó a entender de otra forma el significado de la caña de azúcar en 
la historia del capitalismo y de la región, y June Nash, que me demostró lo 
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trascendental del reconocimiento de género como fenómeno que incide 
en todas las dimensiones de nuestra existencia. Si estas influencias no 
fueron suficientes, la oportunidad de ser asistente de James Tobin, futuro 
premio Nobel, durante el periodo en que estaba formulando las bases de 
lo que sería la propuesta del “Tobin Tax” sobre transacciones bursátiles 
(Tobin, 1974), me convenció de la necesidad de encontrar otras episte-
mologías y ontologías. En este sentido, la posibilidad de colaborar con la 
Facultad de Economía de la Universidad de La Habana durante algunos 
años abrió otra puerta (un producto es el capítulo 12 de este libro) al 
igual que mi participación en el gobierno de la Unidad Popular durante 
la presidencia de Salvador Allende en Chile (Barkin, 1972b).

Regresando a México en 1974, tuve la oportunidad de participar en 
los importantes debates sobre las estrategias de desarrollo que transitaron 
desde el debate “estabilizador” hasta el “compartido” para llegar al 
neoliberalismo que todavía nos flagela. En aquellos días, había mucha 
esperanza de que la universalización de la educación constituiría un ca-
mino para asegurar la movilidad social y la democratización de la socie-
dad; eran los esfuerzos iniciales para extender la educación primaria a 
todos los grupos sociales, como parte de la herencia de la Revolución 
mexicana. Sin embargo, rápidamente se volvió evidente que las estructu-
ras económicas e institucionales resultaron imperantes, limitando las 
acciones sociales (capítulo 1) y la posibilidad de enfrentar la crisis del 
cambio climático (capítulo 5). Unos años atrás, en este ámbito había 
realizado un análisis merecedor de una invitación para colaborar con 
Iván Illich (capítulo 2), experiencia que me abrió nuevas perspectivas 
sobre el quehacer social y político que imprimieron marcas indelebles 
que todavía llevo conmigo.

Bajo el liderazgo de Iván Restrepo, y con el apoyo del nuevo conacyt, 
en 1974, se formó el Centro de Ecodesarrollo (siguiendo un modelo 
creado en París por Ignacy Sachs unos años antes) donde pudimos em-
prender investigaciones transdisciplinarias, pioneras en México y en el 
mundo. Encontré un ambiente muy acogedor para esta nueva epistemo-
logía en la recién creada Universidad Autónoma Metropolitana, donde 
se presentó una espléndida oportunidad para diseñar un nuevo programa 
docente en economía política en colaboración con un grupo de jóvenes 
y entusiastas profesores, reflejando la gran diversidad de pensamiento y 
disposición de experimentar que caracterizaba a México en aquel mo-
mento. Durante los más de cuarenta años de docente en esta Universidad, 
he disfrutado de una amplia oportunidad de desarrollar las líneas de 
trabajo que se plasman en los veintinueve capítulos de este libro; la do-
cencia que realicé en estos años dentro del novedoso esquema modular 
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propició una interacción dinámica y transdisciplinaria con los estudian-
tes, que fue una fuente de constante enriquecimiento y que examino en 
un artículo que se publicó recientemente en la revista divisional, Argu-
mentos (Barkin, 2015).

El Centro de Ecodesarrollo patrocinó importantes líneas de investiga-
ción que incidieron en el debate nacional sobre el camino a seguir. Entre 
ellas, dirigí un grupo de estudios sobre la evolución del sector primario 
en México, dando continuidad al trabajo previo en el Centro de Investi-
gaciones Agrarias (Reyes Osorio, 1966). Publicamos numerosos trabajos 
sobre el papel del campesinado en la dinámica de la sociedad mexicana 
y su relación con los ecosistemas. Prestábamos particular atención a la 
problemática de la autosuficiencia alimentaria, ya que se estaba descu-
briendo que el ‘olvido’ de los campesinos en aras de un desarrollo 
agroindustrial había dejado al país a merced de los vientos del mercado 
internacional con un deterioro importante en la calidad de los alimentos 
disponibles para la población nacional (capítulos 13, 18, 23, 26); los libros 
que publicamos en aquella época se volvieron de lectura obligada como 
parte del debate nacional (Barkin y Suárez, 1982; 1985). Nuestra posición 
firme en cuanto al peligro de acceder al Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (tlcan) provocó tanta ira en las esferas más altas de 
la jerarquía política que ordenaron cerrar el Centro en 1992. Aun cuan-
do desapareció el Centro, seguimos con su espíritu, involucrándonos en 
apoyar iniciativas campesinas, como la de las comunidades de la Reserva 
de la Mariposa Monarca (capítulo 9), tecnologías apropiadas para forta-
lecer sus capacidades (capítulos 19 y 21), y análisis que insistieron en la 
fortaleza subyacente de la sociedad campesina, a pesar de sus muchos 
detractores (e.g., capítulo 15).

Durante este periodo, mucho de nuestro trabajo siguió con un enfoque 
de desarrollo regional. Tomamos un papel activo en la formación de la 
Red Nacional de Investigación Urbana y en la Asociación Mexicana de 
Ciencias para el Desarrollo Regional; se publicaron varios trabajos que 
dieron seguimiento a mi tesis doctoral sobre desarrollo regional en cuen-
cas hidrológicas (Barkin y King, 1970). La problemática del desarrollo 
desigual entre regiones estaba llamando la atención de muchos académicos 
quienes lamentaron la híper-urbanización del Valle de México y el relativo 
olvido de otras regiones. Muy pocos analistas estaban dispuestos a recono-
cer que estos desequilibrios eran producto inherente de la operación de 
las mismas fuerzas del mercado que estaban provocando la creciente des-
igualdad económica y social, resultado del profundo cambio en el modelo 
de desarrollo a raíz del cambio en el patrón de acumulación que se dio 
en México a mediados de la década de los ochenta (capítulos 7, 8, 25).
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El análisis de la estrategia de desarrollo y sus impactos en la sociedad 
mexicana fue tema subyacente a lo largo de mis trabajos profesionales. 
Los trabajos tempranos sobre la transformación de su naturaleza pronto 
evolucionaron en búsqueda de alternativas (capítulos 14, 18). Nutridos 
de la experiencia popular de Inglaterra durante la segunda guerra mun-
dial, ofrecen una reflexión sobre la posibilidad de superar la volatilidad 
y el relativo estancamiento de la economía nacional (capítulo 16). Siem-
pre estuve convencido (y lo sigo estando) de que el desaire oficial al 
sector campesino y a la producción de bienes de consumo básico fue un 
error; por eso, dediqué un esfuerzo permanente a identificar las diversas 
formas en que los actores rurales están contribuyendo a la dinámica 
nacional y a su propio bienestar (capítulos 14, 17, 18, 28).

Me he mantenido atento también a los conflictos al interior de la 
sociedad mexicana. A medida que examinaba la dinámica de la econo-
mía nacional, me resultó claro que el discurso oficial de la necesidad de 
controlar la inflación era una forma no tan sutil para imponer una 
compresión sobre los salarios, que ha venido apretándose cada vez más. 
El ensayo sobre la inflación en México, escrito con Gustavo Esteva (ca-
pítulo 4), inició una colaboración que sigue viva hasta estos días. Fue 
galardonado con el Premio Nacional de Economía Política y provocó 
una polémica airada y constructiva entre los economistas, sin que logra-
ra contrarrestar la embestida neoliberal, apoyada ampliamente por el 
Banco de México, que insistía en la necesidad de reprimir la inflación 
mediante el control férreo de los salarios mínimos. Más reciente, la 
polémica en torno a la política nacional se ha hecho cada vez más com-
pleja por la creciente inflexibilidad de la gestión económica; hoy en día, 
cuando el cambio climático está empezando a hacer sentir sus impactos 
de variadas formas en las diferentes regiones del país, las fuerzas de 
capital están intensificando sus impactos ambientales, implementando 
cambios superficiales y limitando las posibilidades de implementar po-
líticas adecuadas para atender a las necesidades del país y de las mayorías 
(capítulo 5). 

Los conflictos económicos empezaron a arreciarse hacia finales del 
siglo xx. Después de haber participado en el esfuerzo para frenar la in-
clusión del país al gatt en 1979, nos vimos superados por una nueva y 
mejor organizada campaña oficial para acceder en 1986, que a la postre 
resultó ser la antesala a la creación del tlcan, que entró en operación 
en 1994; no se requerían grandes investigaciones para dictaminar que 
tendría nefastas consecuencias para los trabajadores y el medio ambiente. 
Desgraciadamente, el tiempo nos ha dado la razón. Las instituciones del 
nuevo tratado no resultaron adecuadas para enfrentar los retos: las Co-
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misiones para la Cooperación Laboral y Ambiental generaron importan-
tes contradicciones (capítulo 3). 

La gestión del agua sigue como un foco de crecientes problemas en 
México. Nuestros trabajos con estudiantes de la uam y colaboradores del 
Centro de Ecodesarrollo identificaron importantes sesgos en la política 
gubernamental. Desde mis primeros trabajos sobre las cuencas hidroló-
gicas, mantuvimos una línea coherente de análisis de las contradicciones 
en la política hidráulica del país, primero con los municipios sin capaci-
dades para cumplir sus mandatos, y después con una orientación hacia 
la privatización del control y gestión del recurso (capítulo 11); este tra-
bajo se amplió en la obra colectiva que documentó las secuelas sociales 
y ambientales de la gestión del agua urbana (Barkin, 2006). A pesar de 
la centralización del control, hay muchos ejemplos de grupos locales que 
han logrado mantener y extender su dominio sobre este recurso tan 
importante, con importantes beneficios sociales y ambientales (capítulo 
22). La gestión forestal también ha representado un ámbito de actividad 
comunitaria; las comunidades mexicanas han estado en la delantera de 
un movimiento internacional para conciliar, culturalmente, las estrategias 
de aprovechamiento y de conservación de los bosques, a la vez que con-
tribuyen al bienestar de sus miembros (capítulo 20). El ejemplo de los 
indígenas que se han capacitado para defender y cuidar el bosque más 
grande del trópico húmedo mexicano sigue siendo motivo de estudio 
internacionalmente (capítulo 10) y un foco de conflicto entre modelos 
de sociedad diametralmente opuestos.

En años más recientes, al integrarme plenamente en los programas de 
posgrado en la uam, he enfocado mi docencia en contribuir a la integra-
ción del enfoque de la economía ecológica en los programas de ‘ciencias’ 
económicas. Con la creciente comprensión de la relación integral entre 
la economía, la sociedad, y el ecosistema, las enseñanzas transdisciplina-
rias nos han llevado a explorar nuevas aristas del análisis económico, 
vinculado al tema sociocultural y ambiental. Participé en esfuerzos para 
modificar la enseñanza de la economía, integrando consideraciones de 
su relación con la biosfera (capítulo 23). Asimismo, abogué por una 
economía ecológica radical (capítulo 27) y una epistemología mejor ar-
monizada con las demandas y el reconocimiento de las luchas y estrate-
gias de organización de “los de abajo” (capítulos 24, 29). Por eso, tomé 
parte activa en la formación de la Sociedad Mesoamericana de Economía 
Ecológica, integrante de la Sociedad Internacional.

Para la implementación de este nuevo enfoque, era necesario revisar 
nuestras formas de interactuar con las comunidades que reconocían 
sus posibilidades de emprender estrategias propias para su bienestar. 
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Así, aprendimos a reconocer las aportaciones de las praxis rurales en la 
construcción territorial de nichos de sustentabilidad, de procesos de una 
nueva ruralidad comunitaria y en la innovación de la tradición. Sobre esta 
última enseñanza, aprendimos a colaborar en la introducción de tecno-
logías que complementaran las formas tradicionales en las comunidades 
(capítulos 19 y 21). También, integramos a algunos miembros de las co-
munidades en nuestros equipos de investigación y docencia, generando 
propuestas alternativas e interculturales para la organización social y pro-
ductiva, siempre cuidando los impactos ambientales (capítulos 25 y 29).

Estoy convencido de que son las propias comunidades, organizadas en 
agrupaciones étnicas y alianzas regionales e internacionales, quienes 
tendrán la última palabra en el diseño de las estrategias para superar las 
diversas crisis que enfrenta la humanidad actualmente. A lo largo de más 
de un cuarto de siglo he tenido la suerte de ser acompañado por mi 
compañera Blanca Lemus con nuestros hijos y nietos. Ella ha asegurado 
que nuestra investigación esté siempre a la altura de las comunidades con 
las cuales estamos colaborando. Su participación en el proyecto interna-
cional “Gobernanza Ambiental en América Latina” contribuyó a transfor-
mar esta experiencia en una “hoja de ruta” para forjar una economía 
social y solidaria, un reto que seguimos aceptando (capítulo 28). Segui-
remos caminando con las comunidades con las que tenemos la suerte de 
colaborar, las que están empeñadas en forjar sus propios mundos posca-
pitalistas (capítulo 29).

Ahora que este “paquete” está armado, resulta claro que mi participa-
ción en la vida académica y política de México es algo más que la suma 
de estos ensayos. Sigo insistiendo en las limitaciones de la disciplina de 
la economía tal como la conocemos y es enseñada en nuestro país; a 
pesar del florecimiento de heterodoxias en muchas otras partes, aquí, la 
oferta dominante sigue siendo anacrónica. Desde mi participación en la 
academia he logrado impulsar una dinámica diferente, impulsando a mis 
estudiantes y en los auditorios donde tengo la oportunidad de hablar, a 
buscar nuevas explicaciones y nuevos campos de comprensión, combi-
nando el diagnóstico crítico con la búsqueda de soluciones. 

Se parte de principios muy elementales, heredados de algunos de los 
grandes pensadores de nuestros tiempos y de antaño. Empezamos con la 
muy evidente observación de que la economía no debe ser un mundo 
en sí mismo, sino parte de un sistema muy complejo. Seguimos con otra 
menos clara para muchos analistas: casi todas las sociedades en la historia 
tenían posibilidades de generar excedentes, pero la economía de subsis-
tencia generalmente fue impuesta o, en algunos casos, una elección co-
lectiva para evitar el surgimiento de desigualdades que minarían a la 
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solidaridad. Es notable que al reclamar esta capacidad de generar y 
controlar estos excedentes hoy, muchas comunidades están forjando 
nuevas bases para otros futuros posibles. Hemos comprendido esta posi-
bilidad a medida que nuestras interacciones con ellas han “descubierto” 
el significado de las otras cosmovisiones que las caracterizan, las infor-
man, y les ofrecen dinamismo.

Muchos académicos están inmersos en discusiones interminables sobre 
la naturaleza y las causas de la profunda desigualdad que carcome las 
sociedades en las principales economías del mundo. Están dándose cuen-
ta del “hilo negro del capitalismo”, de que la concentración y centraliza-
ción del capital alimenta la búsqueda por tajadas siempre mayores de 
poder que inevitablemente lleva a su abuso. Las letanías desde sus altares 
del poder, rogándonos respetar nuestra progenie y cuidar al planeta 
suenan huecas cuando tiran sus desechos en nuestros patios. ¿Realmente 
es necesario precisar los múltiples caminos de la desigualdad y la destruc-
ción ambiental? ¿No es suficiente emprender otros caminos como los que 
los protagonistas de muchos de los ensayos en este libro están trazando? 

Así, a diferencia de muchas colecciones, este libro comienza con una 
historia de decepciones y protestas contra los dogmas heredados. Su se-
cuencia ofrece al lector una “visión panorámica” o una perspectiva a “ojo 
de pájaro” de la evolución de la protesta a la propuesta. La segunda 
parte está firmemente anclada en la diversidad regional que orgullosa-
mente presume México: una diversidad que ocasiona numerosos proble-
mas de gobernanza centralizada y grandes promesas traicionadas, y de 
esfuerzos todavía vivos de grupos sociales tratando de generar formas de 
autogobierno para que puedan tomar control de sus propias situaciones. 
La tercera parte empieza con una crítica de la gran transformación de 
la economía cubana para abordar la compleja trama que ha tejido la 
evolución capitalista en México, que creó contradicciones y callejones sin 
salida para las administraciones públicas en el siglo xxi a medida que 
abrió caminos para muchas sociedades locales. La cuarta parte asienta el 
enorme potencial del sector rural para impulsar un proceso diferente de 
desarrollo. En su primera sección, aborda los efectos dañinos y los resul-
tados decepcionantes de las políticas oficiales, mientras que la segunda 
traza las posibilidades generadas por las acciones locales de numerosas 
comunidades. La segunda sección plantea una visión optimista, anclada 
en la realidad de las investigaciones y colaboraciones que hemos realiza-
do en los últimos lustros con estudiantes y mi compañera de vida.





PARTE I
UNA VISIÓN CRÍTICA DEL DESARROLLO CAPITALISTA
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INTRODUCCIÓN

El libro abre con una visión macroeconómica y social del proceso de 
desarrollo en México, contrastante con la que reina actualmente. El país 
gozó de un periodo casi sin precedentes en la historia del capitalismo 
mundial, que se conoció como el “Milagro Mexicano”. Durante tres de-
cenios (1935-1965) experimentó un crecimiento económico de más de 
6 por ciento global y un aumento sostenido de casi 3 por ciento en tér-
minos per cápita. La herencia de la Revolución mexicana y un grupo de 
políticos comprometidos con sus principios imprimieron una dinámica 
singular en el país: las nuevas políticas económicas y transformaciones 
institucionales impulsaron la integración de enormes contingentes de la 
población a nuevas actividades productivas y a las organizaciones creadas 
para asegurar su apoyo a la naciente estructura de control político. En 
el proceso, una gran mayoría de los mexicanos experimentaron una 
ampliación de sus oportunidades y un mejoramiento de su calidad de 
vida. La distribución de una parte importante de las tierras agrícolas y 
forestales, la extensión del sistema educativo, el inicio de una infraestruc-
tura productiva (de riego y de transporte) y de desarrollo urbano, así 
como la promoción de un proceso de industrialización, son facetas de 
este proceso que están quedando en el olvido ideológico de los nuevos 
próceres, que preferirían enfocarse en las bondades de la libre empresa 
y su mercado internacional. 

A diferencia de tiempos más recientes, este hito no se limitó a un 
grupo de políticos y empresarios acaudalados que hoy están canalizando 
los recursos de la nación y del erario público en provecho propio. Claro, 
las cúpulas no se quedaron fuera del avance material y financiero que 
generó el “Milagro”. Pero, en esta época única en la historia del país, 
parecía haber suficiente para compartir algo con “los de abajo”, como 
los nombró Mariano Azuela, aquellos que lucharon en las filas de las 
fuerzas revolucionarias: campesinos, indígenas, obreros y tantos otros 
grupos que no quedan nítidamente clasificados en la historia social de 
aquel momento. 

Como se examina en el primer capítulo, a pesar del proceso de inclu-
sión social y económica, la concentración económica y política no se 
detuvo y la estructura productiva del país empezó a adaptarse a las exi-
gencias de los capitanes del mercado mundial. El impulso inicial gene-
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rado por la distribución agraria y por la demanda exterior generada 
durante la segunda guerra mundial siguió durante casi dos decenios más 
por la política del “desarrollo estabilizador” (Ortiz Mena, 1970), infor-
mada por la propuesta estructuralista cepalina del “desarrollo hacia 
adentro”, derivada del análisis de la evolución desfavorable a largo plazo 
de los términos de intercambio (Prebisch, 1950). 

Uno de los pilares del pensamiento revolucionario fue la educación. 
En los tiempos del “Milagro Mexicano” el sistema educativo se expandió 
mucho, creando nuevas oportunidades y esperanzas. La visión oficial 
como una institución integradora de la población fue dominante, influi-
da por las visiones del principio de siglo xx de José Vasconcelos, uno de 
los primeros secretarios de Educación después de la Revolución, quien 
manifestó su desdén hacía la población indígena. Sin embargo, la expan-
sión del sistema escolar tuvo la función de integración nacional y control 
político, aunque nunca logró vencer las barreras sistémicas para impulsar 
la movilidad social que sus promotores presumían. Como muestro en el 
segundo capítulo, a pesar de los importantes aumentos en el financia-
miento, el apoyo presupuestal era inadecuado, en comparación con otros 
países en condiciones similares. Tampoco es extraño que el sistema pa
decía de todos los defectos señalados por Iván Illich, con quien tuve la 
oportunidad de intercambiar ideas durante el tiempo que elaboré este 
texto, en sus trabajos sobre el tema, resumidos en La sociedad desesco-
larizada (1971). No es por demás señalar que las reformas ‘estructurales’ 
del sistema educativo que se están implementando hoy en día servirán 
para acentuar el proceso de filtro para seguir beneficiando a los grupos 
privilegiados sin responder eficazmente a las necesidades de una sociedad 
moderna. 

Los mismos problemas de carencias presupuestales y visiones institu-
cionales inadecuadas caracterizaban a todas las dimensiones de la políti-
ca social. Como se muestra en el tercer capítulo, la integración económi-
ca internacional sirvió para intensificar los ritmos de trabajo, agudizar los 
problemas de salud de los trabajadores e intensificar los impactos am-
bientales dañinos de la industria. En este trabajo se da cuenta de una 
dinámica de cooptar a los sindicatos formales, a la vez que se toma nota 
del surgimiento de otras agrupaciones que estaban tratando de exigir 
cumplimiento de la legislación laboral. Como hemos visto desde inicios 
del presente siglo, esta tarea se está volviendo tremendamente más com-
plicada a medida que la integración económica facilita la apertura de 
centros donde las condiciones de trabajo difícilmente pueden ser vigila-
das y la administración pública carece de capacidades e interés para 
asegurar su cumplimiento. 
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En el plano macroeconómico, los “hacedores” de política abandona-
ron sus preocupaciones anteriores (durante el periodo del Desarrollo 
Estabilizador) de promover la creación de nuevas oportunidades econó-
micas y sociales a favor de declarar a la inflación como el “enemigo nú-
mero uno” de la sociedad. El cuarto capítulo ofrece una interpretación 
alternativa de sus orígenes y dinámica, situándola en el entramado del 
tejido social. La iniciativa privada, estaba sumamente preocupada por el 
aumento sostenido de los salarios reales en México durante el periodo 
anterior,1 tendencia que tenía un impacto negativo sobre sus ganancias. 
En el capítulo la identificamos como una manifestación del conflicto 
social que estaba brotando de nuevo a medida que el gobierno estaba 
fallando en cumplir sus promesas. Como respuesta, las autoridades, con-
juntamente con poderosos sectores empresariales, identificaron este 
problema como “una enfermedad” que tendría que ser desterrada a toda 
costa, imponiendo un régimen draconiano de represión salarial, conoci-
do como “pactos sociales” que involucró la franca subyugación de las 
fuerzas sociales ante la “disciplina del mercado”. Esta disciplina salarial 
sigue treinta y cinco años después con tremendas consecuencias para la 
calidad de vida de las mayorías.

Finalmente, terminamos con un análisis de las respuestas cupulares al 
cambio climático. En el ambiente actual, todos los actores oficiales se han 
vuelto buenos ciudadanos, responsables, sustentables y ‘verdes’. Las em-
presas están buscando la denominación de “socialmente responsable” y 
reformulando sus productos, o por lo menos sus etiquetas, para que sean 
amistosas con el ambiente, dejando residuos reciclables y generando 
menos “gases de efecto invernadero” (véase Barkin en Utting, 2002). En 
este capítulo, se ofrece un triste examen de la forma en que los actores 
más poderosos están movilizándose para adaptarse a este nuevo contexto 
(más resiliente), volviéndose cada vez más cínicos y estridentes en decla-
rar su cumplimento con objetivos ambientalmente amigables, sin afectar 
el modelo de consumo o la estructura de la sociedad que genera cada 
día más conflictos sociales y contaminación ambiental.

En fin de cuentas, esta primera parte del libro ofrece un conjunto de 
trabajos protestando contra los cuerpos teóricos y los colegas que insisten 
en que se podrían manejar las contradicciones evidentes en nuestra so-
ciedad con modificaciones menores en nuestro comportamiento o con 
elevar la capacidad técnica de nuestros análisis. Abarcando casi la totali-
dad de mi tiempo en México, se ofrece un testimonio de la dificultad de 

1   Aumentaron cinco veces en términos reales entre 1946 y 1976 (Barkin, 1991).
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influir en los cambios dentro de las instituciones académicas. Las contra-
dicciones que identificamos reflejan las grandes resistencias encontradas 
para externar nuestras inconformidades. Es claro que habrá que avanzar 
hacia una colaboración con grupos sociales comprometidos con ambicio-
sas transformaciones, algunas de las cuales están pintadas en las demás 
secciones del libro.
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1.  LOS LÍMITES DEL DESARROLLO CAPITALISTA:  
EL CASO DE MÉXICO1

Durante varias décadas, el desarrollo económico de México se ha des-
envuelto sobre la base del supuesto de que los beneficios derivados del 
crecimiento del producto nacional y de una industrialización progresiva 
se transmitirían eventualmente en forma gradual a las masas. Aunque los 
programas de acumulación capitalista nunca se fundamentaron en ilusio-
nes con respecto a sus objetivos —el incremento de la ganancia por me-
dio de la ampliación de sus mercados y del empleo de más trabajadores— 
el Estado nunca fue capaz de dedicarse de manera singular a perseguir 
estos objetivos. El desarrollo mexicano ha ido en forma sistemática en 
pos de la meta del estímulo al crecimiento económico proporcionando 
la infraestructura necesaria a la inversión privada y creando un ambiente 
propicio para la obtención de beneficios; pero el verdadero éxito del 
Estado ha dependido de su flexibilidad para responder cuando se hizo 
necesario a las demandas de los obreros y de los campesinos cuando 
solicitaban algunas medidas de participación en el proceso.

La característica principal del desarrollo económico mexicano duran-
te el último medio siglo ha residido en su habilidad para incorporar de 
manera virtual a la totalidad de su población y a su estructura productiva 
dentro de los pliegues de las relaciones sociales capitalistas. Esto no quie-
re decir que todos los obreros mexicanos sean nuevos proletarios o que 
ahora toda la producción se realice con propósitos de lucro y por mano 
de obra asalariada; ciertamente esto no es así. Durante las últimas déca-
das, sin embargo, se produjeron profundos cambios en la forma de 
producir los bienes y en los mismos bienes producidos, lo cual ha hecho 
prácticamente imposible para cualquier grupo evitar la influencia del 
mercado en su vida cotidiana. Aún aquellas comunidades campesinas que 
han podido preservar o reconstruir sus formas cooperativas de produc-
ción se encuentran con que sus decisiones con respecto a lo que van a 
cultivar y cómo producirlo se ven influidas en gran medida por las fuer-
zas del mercado nacional e internacional, las cuales se encuentran más 
allá de su control y con frecuencia les son aún desconocidas. Lo mismo 

1  Publicado en Revista Mexicana de Sociología, 1984, vol. 46:(2), pp. 399417.
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sucede con los patrones de consumo, que también han sido alterados en 
forma radical por el cambio en los estilos de vida, por las demandas de 
la fuerza de trabajo y las estructuras sociales, todo lo cual se relaciona 
con modificaciones en el aparato productivo como resultado de la inser-
ción progresiva de la economía y la sociedad mexicanas en el sistema 
capitalista mundial.

En este capítulo presento un amplio bosquejo de este proceso. En la 
primera sección se examinan las transformaciones estructurales de la 
producción y se hacen algunas consideraciones en cuanto a quienes han 
sido los principales actores. La segunda sección se refiere a la naturaleza 
del proceso que asignó los beneficios entre los diversos grupos involucra-
dos. Una tercera sección examina las contradicciones internas y externas 
que surgieron como resultado de décadas de acumulación capitalista, 
creando la profunda crisis en la cual se encuentra el país en la actualidad. 
Por último, se examina el debate en torno al desarrollo capitalista de 
México, a la luz de la evolución de la economía mundial en su totalidad.

1.1 el éxito del desarrollo capitalista

En medio de la crisis es a veces difícil reconocer la larga historia de éxi-
tos que ha conducido al país a sus dificultades presentes. A lo largo de 
esta sección, el debate sobre la historia económica reciente de México se 
expresará en términos de los propios objetivos del sistema y se analizarán 
los instrumentos que se usaron para construir una estructura agrícola e 
industrial crecientemente diversificadas. La discusión comienza a partir de 
la premisa según la cual, no obstante las importantes diferencias políticas 
entre las administraciones presidenciales durante el último medio siglo, 
ha existido una congruencia notable en las metas generales. Los instru-
mentos para promover el desarrollo capitalista han cambiado con frecuen-
cia, adaptándose a las diversas condiciones prevalecientes dentro del país 
y en la economía internacional. El compromiso común de promover el 
desarrollo industrial y de desarrollar un sector agrícola moderno, orienta-
do hacia el mercado, está presente en todos los análisis, aun en aquellos 
que destacan las diferencias importantes entre las políticas sexenales.

Para definir y comprender las transformaciones que han ocurrido, una 
discusión acerca del cambio estructural debe establecer los parámetros. 
De manera tradicional, éstos se definen en términos de la distribución 
del producto nacional entre los diversos tipos de actividad económica. 
Así, la distribución del producto nacional, que se aleja de la agricultura 
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y va hacia la industria, se considera por lo general evidencia suficiente 
de las profundas modificaciones en la producción que han ocurrido a 
partir de 1940. Los datos sobre los cuales se apoya este análisis están 
disponibles en el siguiente cuadro:

cuadro 1.1. distribución sectorial del producto nacional

sector 1940 1950 1960 1970 1980
Primario 10 19 16 11   8

Secundario 25 27 29 34 37
Terciario 56 54 55 55 55

fuente: nafinsa, La economía mexicana en cifras, México, 1978 y Secretaría de Programación 
y Presupuesto, 1981.

]

Existen, sin embargo, maneras aún más reveladoras de examinar los 
cambios estructurales que han ocurrido. Los datos sobre la fuerza de 
trabajo son, a este respecto, elocuentes:

cuadro 1.2. distribución sectorial de la fuerza de trabajo

sector 1940 1950 1960 1970 1980
Primario 65 58 54 38 37
Secundario 16 16 19 23 26
Terciario 19 26 27 39 37

fuente: nafinsa, La economía mexicana en cifras, México, 1978 y Secretaría de Programación 
y Presupuesto, 1981.

La comparación de los datos del producto y de la fuerza de trabajo 
sugiere las importantes modificaciones estructurales que tuvieron lugar 
en cada sector. La incapacidad de la agricultura y de la industria para 
absorber en forma provechosa a nuevos individuos dentro de la fuerza de 
trabajo los obligó a buscar empleo en el sector servicios, en el cual la 
productividad ha estado declinando sistemáticamente, en relación con 
los otros. La agricultura también ha ido creciendo con menor rapidez 
que la industria, pero debido a los cuellos de botella en el reclutamiento 
de la mano de obra en el resto de la economía, ya no pueden los campe-
sinos y los trabajadores rurales abandonar simplemente las comunidades 
agrícolas en busca de horizontes más amplios; éstos no existen en México 
y las perspectivas de la migración ilegal hacia Estados Unidos también 
se han oscurecido.

Estas dos presentaciones del cambio estructural reflejan una caracte-
rística importante del desarrollo mexicano: la extraordinaria polarización 
de la sociedad en todas sus dimensiones. Aunque se volverá a hacer re-
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ferencia a este fenómeno en la sección siguiente, aquí es importante 
examinar algunas de las implicaciones de estas transformaciones. Un 
primer indicador podría ser el de la productividad. Algunos estudios 
recientes indican tremendas y crecientes diferencias en la productividad 
del trabajo y del capital en todas las partes de la economía mexicana. En 
la agricultura, por ejemplo, estudios microeconómicos de sociedades 
campesinas demuestran que las unidades agrícolas tradicionales son sig-
nificativamente más eficientes en el uso de sus escasos recursos —tierra 
y capital— que cualquier otro tipo de organización productiva. Otros 
estudios han esclarecido disparidades productivas considerables entre 
productores, las cuales pueden explicarse por la diferencia en el acceso 
al crédito y a los insumos productivos modernos que por esa razón pue-
den ser adquiridos.

También son notables en la industria las diferencias en productividad, 
aunque en promedio son sustancialmente más altas que en otros sectores 
de la economía. Algunos estudios recientes han demostrado que estas 
diferencias están altamente correlacionadas con el ritmo acelerado de 
la concentración, la cual ha dado nueva forma a la industria durante las 
décadas recientes (Trejo, 1971; Hernández, 1983). Grandes firmas inte-
gradas están desplazando o absorbiendo a las pesquerías, con las consi-
guientes modificaciones en los productos, en el proceso de trabajo y en 
los grupos que controlan los medios de producción. Estudios anteriores 
habían demostrado que las empresas tradicionales habían sufrido una 
desventaja competitiva diferente en el proceso de modernización (Trejo, 
1971). La nueva información confirma estos resultados, confirmando el 
proceso aparentemente interminable del aumento de la centralización 
del control de la producción y del control financiero; este último fenóme-
no está todavía por clarificarse como resultado de la nacionalización del 
sistema bancario que hizo enfocar la mirada del público sobre la vastedad 
de las relaciones entre el sector financiero y la producción industrial.

En el sector servicios, la productividad ha caído en relación con los 
demás sectores como resultado del incremento de los desocupados rura-
les y urbanos que no encuentran otro tipo de trabajo. A pesar de los 
incrementos sustanciales en la productividad de la industria moderna de 
servicios (bancos, comunicaciones y aun transportes), que abarca la re-
organización del comercio como resultado de la expansión de los centros 
comerciales y de los supermercados, la proliferación de comerciantes 
ambulantes y de trabajadores de servicios ha llegado a ser de nuevo un 
fenómeno común a lo largo de todo el país. Durante el auge de la pros-
peridad inducida por el gobierno y del boom de la época de la ilusoria 
riqueza petrolífera existió una marcada escasez en el mercado de trabajo, 
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la cual ha sido de nuevo revertida a medida que el subempleo se convier-
te en un fenómeno social crecientemente atemorizador. El sector tercia-
rio continúa siendo un pozo para los rechazados de los otros sectores, 
para los inadaptados sociales a los cuales la sociedad es incapaz de absor-
ber productivamente dentro de sus pliegues capitalistas.

Las tendencias divergentes en el crecimiento de la productividad tam-
bién reflejan la estructura cambiante de los bienes producidos en Méxi-
co. No sólo las grandes y medianas firmas han desplazado a los produc-
tores tradicionales, tanto en la agricultura como en la industria, sino que 
también han cambiado la fisonomía del país. Estos cambios han sido 
ampliamente documentados: en la agricultura, el cambio de la produc-
ción de alimentos básicos para la población por la de forrajes, la produc-
ción de artículos exportables y de frutas y vegetales de lujo fue el tema 
de una vasta literatura y el blanco de un esfuerzo funesto y de corta vida 
para restablecer el equilibrio (Barkin, 1982; Barkin y Suárez, 1982; Red-
clift, 1981). Los resultados fueron tan profundos que transformaron al 
país en un importante comprador de granos básicos en los mercados 
mundiales, con lo cual se puso punto final a la importante contribución 
histórica de la agricultura para reducir el déficit del país en su cuenta 
con el exterior. En el contexto actual de restricciones internas y de po-
breza internacional, esto ha dado como resultado la reducción sustancial 
de los niveles nutricionales de importantes segmentos de la población y 
un deterioro general que se refleja en los indicadores de la salud pública.

En la industria, también, los cambios han sido espectaculares; desde 
1962, el gobierno definió su compromiso con un programa de desarrollo 
basado en el eslabonamiento interindustrial a partir de un programa de 
producción nacional de automóviles. El país sostuvo un ritmo dinámico 
de crecimiento industrial (9.1% durante los años sesenta y 6.4% durante 
los setenta). Pero un examen de la distribución de este crecimiento entre 
sectores demuestra claramente su orientación hacia pequeños segmentos 
de la población (quizá 30%), que recibió los reflejos de la luz emitida 
por la prosperidad extraordinariamente concentrada durante varias dé-
cadas. Estas tendencias fueron exacerbadas durante los años setenta, 
como lo ponen en evidencia los datos del cuadro 1.3.

Estos datos reflejan la gran importancia que se dio a las industrias 
básicas y a la de bienes de consumo durable, las cuales claramente están 
orientadas hacia la demanda de los grandes capitalistas industriales y de 
los grupos de consumidores más ricos. Lo que estos datos no demues-
tran es la creciente dependencia que creó este patrón de industrializa-
ción, basado en importaciones extranjeras de maquinaria básica y aun 
en la de materias primas y componentes intermedios para mantener el 



36� una visión crítica del desarrollo capitalista

cuadro 1.3. la estructura de la producción industrial  
y el crecimiento

Sector
Participación en el 

producto manufacturero 
—1978— %

Tasa anual de 
crecimiento 1970-1976

Trabajo en metales y máquinas-
herramientas 27.0 7.3

Metales no ferrosos 2.7 8.2
Instrumentos de precisión 0.5 13.9

Electrónica 1.8 11.3
Electrodomésticos 0.9 12.9

Automóviles y partes 6.5 8.3
Químicas 15.1 8.5

Química básica 2.0 10.3
Fibras sintéticas 1.8 12.3

Productos farmacéuticos 1.7 9.2
Pinturas 2.1 7.2
Caucho 1.4 8.8

Productos del petróleo 2.3 6.8
Industrias tradicionales 57.9 4.8

Alimentos y bebidas 31.0 5.1
Forrajes 1.5 8.7

Cemento 0.9 9.0
Vidrio 0.9 9.5

Hilos e hilados 4.7 3.0
Cuero 2.4 4.3
Papel 2.5 6.9

fuente: Secretaría de Programación y Presupuesto, Sistema de Cuentas Nacionales, 1978.

funcionamiento de esta estructura productiva; las importaciones de mate-
rias primas crecieron de 32% del total en 1954 a casi 60% en 1980. Sólo 
la industria de ensamblado y partes de automóviles representó 8 000 mi-
llones de dólares del total del déficit en la cuenta con el exterior durante 
los años recientes. La industria del acero, no obstante un amplio progra-
ma de inversiones del gobierno, se ha convertido también en un drenaje 
creciente del balance de pagos, puesto que requiere importaciones netas 
equivalentes al 10% de su producción total nacional, así como subsidios 
sustanciales, en tanto ocasiona daños ecológicos devastadores (Restrepo, 
1983). Hay disponibles amplias evidencias que apoyan la opinión de que 
la dependencia de las importaciones de este patrón de industrialización 
sustitutiva de importaciones es creciente (por ejemplo, Ramírez de la 
O, 1980). Por otra parte, y a pesar de los sustanciales subsidios y de los 
esfuerzos de promoción de las exportaciones industriales, éstas no han 
sido diversificadas de manera importante; aun antes del boom de las expor-
taciones petroleras, los minerales en bruto representaban una creciente 
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proporción del total. Incluyendo ahora el petróleo, alcanzan a más de 
las tres cuartas partes del total. Incluso las tan proclamadas y subsidiadas 
“maquiladoras” o industrias de ensamblado de la región fronteriza em-
plean menos de 1% de la fuerza de trabajo y ni siquiera pueden hacer 
una contribución neta a la balanza de pagos del país.

Por último, un examen de las finanzas públicas revela la forma en que 
el gobierno ha afectado el crecimiento económico. Durante el último 
medio siglo, el gobierno se ha negado sistemáticamente a imponer im-
puestos sustanciales a los beneficios (del capital) porque, según sus argu-
mentos, esto frena la inversión productiva privada. En consecuencia, ha 
recurrido al expediente de obtener ingresos, aumentando los impuestos 
a la renta y al consumo; los impuestos a la renta se elevaron de menos de 
10% a más del 35% de los ingresos del gobierno entre 1940 y 1980, en 
tanto que los impuestos a las ventas (ahora valor agregado) subieron de 
prácticamente nada a 17% del total. Estas modificaciones, sin embargo, 
han incrementado más la regresividad de la estructura impositiva mexi-
cana, puesto que sólo los asalariados (con un ingreso superior al salario 
mínimo oficial) y los consumidores cautivos de productos nacionales son 
gravados en forma sistemática, sin que puedan recurrir a ninguna forma 
de alivio cuando las tasas son relativamente altas. A pesar de los repe-
tidos esfuerzos por realizar reformas y por mejorar los procedimientos 
de recolección, estas fuentes de ingreso han resultado inadecuadas para 
financiar los gastos oficiales, obligando constantemente al gobierno a 
buscar nuevas fuentes de financiación; durante décadas, las fuentes ex-
tranjeras fueron un expediente excelente y de bajo costo.

La inversión pública ha mostrado precisamente la tendencia opuesta. 
Es decir, los gastos han sido canalizados para promover directamente 
inversiones productivas provenientes de los segmentos más adinerados 
de la clase capitalista, tanto nacional como internacional. La escasez 
creciente de fondos gubernamentales en los años recientes muestra cla-
ramente las prioridades oficiales, incrementando el apoyo a las inversio-
nes productivas en manufacturas, especialmente en las industrias básicas 
como son el petróleo y el acero, a expensas de los gastos en bienestar 
social. Como se sugirió antes, aun los gastos públicos en agricultura fue-
ron realizados en su mayor parte en grandes programas de irrigación que 
beneficiaron a la clase de agricultores modernos, bien establecidos, a 
expensas de la vasta mayoría de productores campesinos; el resurgimien-
to del gasto en productos de la agricultura en 1980 es el aberrante resul-
tado del funesto Sistema Alimentario Mexicano.

En resumen, la economía mexicana ha cambiado en forma dramática 
en el último medio siglo. La orientación de la economía hacia la produc-
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ción industrial no sólo ha castigado a la mayoría de los productores di-
rectos que no han podido participar plenamente en estos programas, 
sino que también ha hecho que la economía fuera sistemáticamente in-
capaz de producir los bienes básicos que requiere la mayoría de la po-
blación para su supervivencia; entre los productos cuya oferta es escasa 
se incluyen alimentos, vivienda, servicios médicos y educación, para 
mencionar sólo unos pocos de los más importantes.

cuadro 1.4. la estructura de la inversión del sector público

sector 1940 1950 1960 1970 1980
Agricultura 15 19   8 13 21

Industria 21 30 37 38 53
Transporte y comunicaciones 52 40 30 20 16

Bienestar social 10 10 23 27   9
Defensa y administración   2   1   2   2   1

fuente: nafinsa, La economía mexicana en cifras, México, 1978 y Secretaría de Programación 
y Presupuesto, 1981.

En lugar de ello, la economía se ha estado modernizando, creándose 
un pequeño proletariado industrial y muchos sectores medios (intelec-
tuales, burócratas, profesionistas y técnicos). Ahora puede producir una 
amplia gama de bienes de consumo durable y bienes de producción 
básicos, lo cual le da una apariencia de poder industrializante moder-
no; pero para sostener esta actividad debe importar su maquinaria y 
equipo básicos y muchos otros productos. El desarrollo tecnológico 
local ha sido virtualmente inexistente y los patrones de consumo han 
sido modificados para imitar un estilo de consumo crecientemente 
internacionalizado.

1.2. los beneficiarios del éxito del desarrollo capitalista

Uno de los aspectos más notables de esta historia de transformación es-
tructural consiste en las extensas mejoras en materia de bienestar social 
que se produjeron en un comienzo. Durante los años cuarenta y los 
primeros cincuenta, hubo continuos incrementos en los niveles reales de 
vida, marcados sólo por una declinación en la tasa de crecimiento du-
rante la última parte de la década de los años sesenta. Al mismo tiempo, 
el ingreso real en el sector rural también ascendió a medida que aumen-
tó la productividad y que se introdujeron nuevas cosechas. Se crearon 
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oportunidades de empleo con la expansión de la agricultura comercial, 
la agroindustria y los programas de inversiones públicas.

En tanto se elevaban los ingresos de los trabajadores y de los campe-
sinos, se iba produciendo un cambio sustancial en la composición social 
de la población. El crecimiento de la burocracia continuó sin control 
hasta hace poco, expandiéndose diez veces desde 1940, hasta llegar a su 
nivel actual de 1.8 millones. Con la generalización progresiva de la edu-
cación primaria y el crecimiento de un sistema universitario que cuenta 
actualmente con más de 700 000 estudiantes, surgieron nuevos grupos 
importantes de profesionistas, creándose nuevas comunidades suburba-
nas que adoptaron los nuevos estilos de vida y patrones de consumo 
ofrecidos por la panoplia de industrias orientadas hacia el consumo.

En los niveles de vida, el gobierno proporcionó otras mejoras. Duran-
te este periodo hubo un creciente esfuerzo por expandir el sistema de 
educación pública y por mejorar la calidad y el volumen de los servicios 
médicos a disposición de la población. Aunque es cierto que las escuelas 
todavía constituyen un mecanismo para estratificar y canalizar a la gente 
por clase social en las diferentes categorías ocupacionales, el acelerado 
crecimiento del periodo abrió oportunidades para muchos que fueron 
capaces de escapar de sus “senderos” y encontrar caminos de movilidad 
social y económica ascendentes. Al mismo tiempo, las mejoras en la salud 
pública redujeron las tasas de mortalidad, en especial entre los niños, y 
elevaron la esperanza de vida, en tanto que mejoraban lentamente los 
niveles nutricionales.

El desarrollo capitalista también creó un ambiente muy favorable para 
los inversionistas. Las barreras de tarifas proteccionistas y una legislación 
permisiva facilitaron el crecimiento de las industrias de bienes de consu-
mo, las cuales prosperaron en el invernáculo de la demanda interna en 
rápida expansión proveniente de los sectores medios y de las clases su-
periores. Aunque siempre existió la amenaza de la “fayuca” (el comercio 
de contrabando de los bienes de consumo y de algunos equipos indus-
triales) los mercados locales eran dinámicos y la competencia suficiente-
mente limitada como para no constituir una amenaza para los beneficios.

La prosperidad generada por las altas tasas de crecimiento económico 
y la ampliación del mercado estimulada por un programa sustancial de 
inversiones gubernamentales alteró la estructura del control de la econo-
mía mexicana. A lo largo de toda la sociedad se consolidaron las grandes 
empresas y absorbieron a las más pequeñas. En la agricultura, el sector 
campesino se estancó, mientras que quienes practicaban la agricultura 
comercial aprovecharon las oportunidades de exportación, las demandas 
de los sectores medios y los nuevos requerimientos industriales para el 
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alimento de los animales; sus beneficios aumentaron mediante los pro-
gramas de incentivos y subsidios del gobierno. La concentración y cen-
tralización industrial han sido ampliamente documentadas (véase Trejo, 
1983), así como lo han sido sus implicaciones para el bienestar social 
(Tello, 1979; Barkin, 1975). También en las finanzas el control fue alta-
mente centralizado, como se hizo bien evidente al quedar descubierto 
después de la nacionalización del sistema bancario en 1982.

La concentración acelerada del control sobre el aparato productivo ha 
sido mucho más importante que el alza de los niveles de ingreso en la 
determinación del efecto global de bienestar del desarrollo económico 
de México. En último análisis, como lo han demostrado las tendencias 
recientes, los incrementos en el ingreso monetario pueden ser rápida-
mente erosionados por una política de ingresos que en forma sistemáti-
ca redistribuye los recursos en contra de los trabajadores. Esto es exacta-
mente lo que ocurrió en México: a pesar de las décadas de rápido 
crecimiento de la fuerza laboral y de los incrementos reales en los niveles 
generales de vida, la crisis económica reciente, que empezó en 1976, 
erosionó progresivamente áreas de mejoras logradas por las clases traba-
jadoras del país. Desafortunadamente, los datos disponibles sobre la 
distribución del ingreso terminan justo en los momentos en que comen-
zó este deterioro. Son sin embargo ilustrativos.

Durante la década pasada se acostumbraba señalar la alta concentra-
ción de los ingresos personales durante el periodo de rápido crecimien-
to económico. Aun después de las medidas redistributivas relativamente 
fuertes tomadas durante la primera mitad de la década de los setenta, el 
Banco Mundial caracterizaba a México por tener “uno de los peores 
perfiles de distribución del ingreso de todas las naciones del mundo” 
(World Development Report, 1980).

Los datos del siguiente cuadro reflejan con claridad un deterioro en 
la distribución del ingreso entre las clases sociales. La reducción en la 
parte correspondiente al 10% más rico de la población refleja una distri-
bución dentro de los sectores superior y medio más que una inversión 
de las tendencias hacia la concentración. Es importante señalar que el 
dato para 1977 viene justo después del auge del programa sustancial de 
gastos del gobierno, ampliamente considerado como “populista” y, por 
lo tanto, redistributivo. Estos datos terminan precisamente en el momen-
to en que se aceleró la declinación del poder adquisitivo de los salarios, 
especialmente si se considera la creciente proporción de la fuerza de 
trabajo que probablemente se ve obligada a trabajar con salarios que 
están por debajo del mínimo oficial (véase la gráfica 1). Es posible que 
esta tendencia empeore el año próximo.
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cuadro 1.5. distribución del ingreso personal

grupo de ingreso 1950 1963 1969 1977
El 20% inferior   5.1   4.2   4.0   2.9

Segundo quintil   6.2   6.9   6.5   7.0
Tercer quintil 10.3   9.8   9.5 10.0
Cuarto quintil 15.6 16.5 10.0 29.4
Quinto quintil 59.8 62.6 64.0 57.7

El 10% superior 49.0 49.9 51.0 40.6

fuente: Barkin (1975) y SPP, Encuesta nacional de ingresos y gastos de las familias, 1979.

gráfica 1.1. poder adquisitivo en los salarios mínimos  
(enero 1971 = 100)

160  �

      �

140  �

      �

120  �

      �

100  �

      �

  80  �

      �

  60  �

      �
1972 1973 1974 1975 1976 1977 1978 1979 1980 1981 1982 1983

fuente: elaborado por el ceesp con datos de Banxico y c. n. de s. m., 9 de agosto de 1983.

87.1

Así pues, aunque el desarrollo capitalista estimuló inicialmente un 
proceso de mejoras reales en los niveles de vida, el proceso autocorrec-
tivo del crecimiento económico ha invertido esta tendencia en los años 
recientes. Aun durante el auge del periodo de prosperidad, cuando los 
obreros y campesinos disfrutaban de importantes mejoras en su poder 
de compra real y de un acceso más amplio a los servicios sociales básicos, 
el capital se apropió continuamente, para sus propios usos de los bene-
ficios producidos por el crecimiento. La concentración del ingreso per-
sonal y el crecimiento y centralización del control del aparato productivo 
fueron financiados por las ganancias extraordinariamente altas generadas 
en el ambiente excesivamente protegido al que un Estado muy solícito 
fue dando forma.
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3. las contradicciones del desarrollo mexicano

Históricamente, el capitalismo no funciona para permitir que los obreros 
logren mejoras de largo plazo en sus niveles de vida a costa del capital. 
Éste es precisamente el juicio que hicieron el capital nacional y el inter-
nacional con respecto a la evolución de largo plazo de la economía 
mexicana durante los años setenta, cuando se dieron pasos para invertir 
la tendencia y una vez más reestructurar la economía mexicana para 
ajustarla a las necesidades de la consolidación del mercado mundial. Esta 
internacionalización del capital ha funcionado dentro del marco de la 
crisis nacional e internacional para reorientar la producción y reformar 
la correlación de fuerzas políticas y para asignar los recursos entre los 
grupos sociales competitivos en México (Barkin y Rozo, 1981; Barkin, 
1984). Las contradicciones creadas por los desarrollos durante las pasadas 
décadas han vuelto para quedarse, imponiendo una pesada carga al país, 
la cual estarán forzados a pagar sus clases trabajadoras. En esta sección 
se examinan estas contradicciones antes de efectuar un análisis sobre el 
camino futuro para el desarrollo mexicano.

Las múltiples contradicciones provocaron desequilibrios en toda la 
sociedad. El alza de los ingresos y los precios estables impidieron que la 
producción de bienes de consumo básico arrojara beneficios y la produc-
ción se reestructure para responder a las demandas de nueva creación 
de los grandes y dinámicos sectores medios. La mejor educación, junto 
con la mayor incorporación de las regiones aisladas dentro de la sociedad 
nacional y las promesas retóricas de participación popular en un proceso 
político democrático, incrementaron las expectativas y las aspiraciones 
que sólo podían ser satisfechas por medio del incremento de los gastos 
estatales en servicios sociales y en subsidios destinados a mantener la 
estabilidad de los precios frente al alza de los costos y las altas ganancias. 
Pero los ingresos del sector público estaban virtualmente congelados 
porque el capital se negaba a pagar una parte mayor de los costos en 
forma de impuestos y otros sectores ya habían sido forzados a aumentar 
sus contribuciones.

También desde el punto de vista del sector externo el desarrollo 
mexicano se encuentra con problemas, los cuales fueron exacerbados 
por sus propias contradicciones. Las exportaciones agrícolas comenza-
ron a enfrentarse con algunas barreras restrictivas en los mercados ex-
teriores, en tanto la demanda nacional iba absorbiendo una parte cre-
ciente de la producción de los nuevos productos de “alto valor”. Las 
demandas de ganado para satisfacer a los ricos del país y para los mer-
cados extranjeros desplazaron a la agricultura destinada al consumo 
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humano en algunas de las regiones más prósperas del país, forzando a 
una reorganización de los trópicos mexicanos y a la deforestación de 
millones de hectáreas de tierra para dedicarlas a formas ineficientes de 
pastoreo extensivo. El sector de manufacturas nacionales resultó dema-
siado ineficiente para competir en los mercados internacionales y el 
drenaje de las reservas de divisas del país necesarias para pagar las ma-
terias primas, los productos intermedios y el equipo de capital —que 
eran insumos cada vez más importantes— se hizo demasiado gravoso; la 
situación se agravó después, a raíz de importaciones agrícolas básicas, lo 
cual convirtió al sector agrícola en otra fuente de problemas que pesaron 
sobre la balanza de pagos.

Así fue como la deuda externa creció progresivamente. Dado que los 
recursos nacionales eran insuficientes para pagar los gastos del gobierno 
y que el comercio exterior ocasiona un creciente desequilibrio, se requi-
rieron ahorros externos para cubrir la diferencia. El rasgo significativo 
de este periodo (el de los años setenta) fue que la comunidad financiera 
internacional estaba deseosa (y aun ansiosa) de proporcionar el financia-
miento necesario y podía hacerlo. Esta disposición favorable fue el resul-
tado de otras contradicciones de escala mundial, provocadas por el re-
pentino flujo de recursos líquidos de las naciones de la opep, que el 
sistema bancario internacional estaba tratando de utilizar provechosa-
mente. Antes de eso, México había sido uno de los países favoritos de los 
funcionarios de las agencias financieras multilaterales debido a su esta-
bilidad política y a su desempeño como modelo de desarrollo capitalista, 
tornándose aún más atractivo como deudor al anunciarse, a mediados de 
la década, el hallazgo de vastas reservas de petróleo.

Los conflictos nacionales por la distribución de recursos disponibles, 
que en otro tiempo hubieran tenido que ser resueltos por medio de lu-
chas políticas internas, pudieron diluirse. Los programas de nuevos gastos 
o subsidios, la disminución de las barreras restrictivas de las importacio-
nes y las políticas económicas liberales para nuevas inversiones fueron 
todos instrumentos para posponer el día de rendir cuentas. Todos estos 
instrumentos costaron dinero o restaron eficiencia al sistema, pero en 
apariencia los recursos externos estaban disponibles en cantidades ilimi-
tadas. La paranoia de los países desarrollados respecto a una posible 
acción cartelizada futura ante el alza continua del precio del petróleo 
encendió el optimismo de la nación y se adoptó una actitud descuidada 
en cuanto al gasto y la reestructuración industrial.

El capital internacional se unió al de los empresarios nacionales para 
invertir en industrias nuevas y para inducir a los agricultores capitalistas 
a reorientar su producción hacia los mercados de manufacturas y del 
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exterior. Los nuevos proyectos industriales del sector privado se conjun-
taron con los ambiciosos programas de desarrollo de la petroquímica y 
el acero para lanzar una nueva ola de construcciones. Esto sólo empeoró 
los ya severos cuellos de botella creados por la construcción de la infraes-
tructura básica que fue necesaria para facilitar la exportación de petróleo 
que habría de financiar el proceso. Para algunos observadores el cambio 
de la estructura productiva fue motivo de preocupaciones, en tanto que 
para otros fue una marca de progreso y modernidad.

Las tensiones e incongruencias podían verlas todos. La creciente deu-
da con el extranjero era del conocimiento público. El cambio de la es-
tructura productiva ocasionó una duplicación en el valor relativo de las 
importaciones totales representadas por bienes de consumo básico du-
rante los años setenta (constituyeron el 7% del total de importaciones 
en 1970 y el 13% en 1980). Los déficits del sector público se convirtieron 
de pronto en un tema de debate abierto y de vocingleras reprimendas de 
impotentes legisladores. Los frustrados campesinos buscaron vanamente, 
una vez más, recursos para hacer productivas sus tierras y los obreros 
luchaban intentando mantener el valor real de sus salarios frente a la 
acelerada inflación. Los inversionistas, y aun algunos de los sectores me-
dios, en respuesta a la incapacidad evidente del gobierno para controlar 
la situación, incrementaron aún más las contradicciones, llevando literal-
mente miles de millones de dólares fuera del país, convirtiendo al go-
bierno y al sistema bancario en un canal para atraer capital internacional 
barato al país, de tal manera que pudiera ser drenado hacia las arcas 
privadas en cuentas en el exterior.

Fue un periodo de intensa competencia. Las contradicciones fueron 
claramente visibles y los problemas eran comprendidos. El debate na-
cional con respecto al camino apropiado a seguir advertía acerca de los 
peligros de las políticas que se estaban adoptando. Fue un periodo de 
intensas críticas y de profundo conflicto. Duró lo que duró sólo debido 
a la codicia de la comunidad bancaria internacional. Su deseo de pres-
tar volúmenes sin precedentes de capital especulativo la condujo a 
añadir su propia indisciplina a la de todos los poderosos participantes 
de la escena mexicana. Las medidas financieras para adornar los estados 
de cuenta individuales en los bancos y para evitar las agencias naciona-
les de regulación financiera en Estados Unidos y en otras partes, sólo 
crearon un fino velo extendido sobre los desequilibrios estructurales 
subyacentes.
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4. la crisis mexicana desde una perspectiva más amplia

Una característica sorprendente de la historia mexicana es la del periodo 
relativamente largo de prosperidad que disfrutó el país en su conjunto y 
la mayor parte de sus grupos sociales. El alza de los niveles de vida, la 
ampliación de los sectores medios y las actividades empresarias de altos 
rendimientos se combinaron para crear el “milagro mexicano”, como 
quedó inscrito en la literatura. Esta aberración en la conducta del sistema 
capitalista merece ser analizada.

Es importante hacer notar que el periodo comenzó con alguna medi-
da de restricción, la cual fue reforzada por los acontecimientos que lle-
varon a las sustanciales devaluaciones del periodo 1948-1984. Fue un 
periodo de rápidos incrementos productivos financiados por la moviliza-
ción de recursos nacionales no utilizados y por reservas internacionales 
acumuladas. El control político interno canalizó cuidadosamente mejoras 
limitadas en las condiciones de vida de segmentos cada vez mayores de 
la población. También los capitalistas fueron inducidos y estaban ansiosos 
por invertir sus ganancias en un prometedor mercado nuevo, ya fuera de 
manera individual o conjuntamente con el capital extranjero. La intran-
quilidad laboral de la última parte de la década de los años cincuenta se 
explicó, por lo general, como el resultado de la codicia indisciplinada de 
unos pocos grupos cuya impaciencia podía haber alterado el proceso de 
crecimiento y redistribución ordenados.

Los años siguientes, de continuo crecimiento, comenzaron a requerir 
compromisos y limitaciones. Los gastos del gobierno no pudieron elevar-
se junto con las ganancias y los salarios en tanto se mantenía, sin conflic-
to, la estabilidad de precios. El modelo de negociación política, que 
mezclaba una buena cantidad de represión con dosis medidas de caridad 
para las mayorías y desbocada generosidad para el capital, requería más 
recursos de los que disponía el gobierno o el país como un todo.

En esta coyuntura el ambiente internacional comenzó a desempeñar 
un papel importante. México ofrecía un modelo de desarrollo económi-
co alternativo que podría ser un contraste con las aspiraciones del expan-
sionismo cubano, como algunos ideólogos del Consejo de Relaciones 
Exteriores podrían haberlo planteado. Por otra parte, Estados Unidos 
estaba envuelto en una lucha perdida (finalmente) en Vietnam, que 
provocaba sus propias contradicciones internas dentro de la sociedad 
norteamericana. La mano de obra mexicana, aunque nominalmente 
ilegal, era una parte importante de la escena productiva en diversas par-
tes de Estados Unidos y constituía una pequeña válvula de escape para 
algunas de las contradicciones internas que se estaban desarrollando en 
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México. En este ambiente, no es extraño que el capital privado y el oficial 
respondieran favorablemente a los requerimientos mexicanos de mayores 
recursos, posponiendo y agravando de esta manera algunos de los mismos 
problemas que se estaba intentando resolver.

El capital internacional no podía permitir tal indisciplina en forma 
indefinida. El modelo mexicano, tal como evolucionó era extremadamen-
te ineficiente y requería crecientes transferencias de recursos. Se necesi-
taban cambios estructurales para imponer límites a los diversos actores 
sociales y para reorganizar la producción de manera que el país pudiera 
transferir recursos, con mayor rapidez, a los centros internacionales de 
acumulación del capital. Los salarios reales tendrían que declinar, junto 
con los niveles prevalecientes de vida, con el objeto de liberar recursos 
para esta transferencia y para abaratar la mano de obra mexicana con el 
propósito de que el capital internacional pudiera establecer nuevos cen-
tros de beneficios, más rentables, en el país. La nueva división interna-
cional del trabajo es imponente: no sólo requiere recursos y productos; 
también necesita incorporar rentablemente entre sus pliegues a la fuerza 
de trabajo, en cada uno y en todos los países.

El nuevo modelo de desarrollo mexicano ha cambiado fundamen-
talmente la naturaleza del Estado así como el papel del país en la eco-
nomía internacional. Ya no puede México permitirse ser la vitrina de 
exposición del desarrollo capitalista del tercer mundo; el costo está más 
allá de sus posibilidades, aunque la comunidad internacional estuviera 
deseosa de que así fuera. En lugar de ello, ahora debe ser un socio ple-
no del desarrollo capitalista mundial, contribuyendo con sus recursos, 
sus productos y su fuerza de trabajo al proceso global del poder econó-
mico centralizado. Como se dijo en el gatt, en su revista anual de la 
economía internacional en 1982: “En un sistema de economía abierta, 
una de las principales funciones de la política comercial es garantizar 
la congruencia de la política económica nacional entre las naciones y 
sobre un plano internacional.” Sin duda alguna esto significa la subor-
dinación de los objetivos y las necesidades nacionales a los imperativos 
de la acumulación internacional.

Existe una alternativa posible, pero no dentro del marco de la integra-
ción económica internacional.
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2.  LA EDUCACIÓN: ¿UNA BARRERA AL DESARROLLO 
ECONÓMICO?1

El desarrollo económico enriquece a la nación y generalmente propicia 
una cierta concentración del ingreso personal, por lo menos durante las 
primeras etapas. La educación, por el contrario, es un instrumento bási-
co de democratización de la sociedad. Así va la sabiduría convencional 
sobre el tema. Se adscribe este efecto a la educación porque las personas 
con mayor educación tienen mejores perspectivas ocupacionales y mayor 
movilidad ocupacional, es decir, tienen mejores posibilidades para supe-
rar las limitaciones impuestas por las carencias culturales y materiales de 
sus familiares. Además existe comúnmente la creencia de que una difu-
sión educativa conduce a una distribución más igualitaria del ingreso 
personal y que, de esta manera, la educación puede ser un mecanismo 
para corregir las tendencias observables en las etapas iniciales del desa-
rrollo económico. La educación va todavía más lejos, según este razona-
miento, preparando a la gente para su participación en la vida sociopo-
lítica de la comunidad, lo cual facilita una distribución más amplia en el 
ejercicio del poder y la toma de decisiones.

Así, Seymour Martin Lipset (1966: 68) cita con aprobación la afirma-
ción hecha para el caso puertorriqueño de que

la educación es el factor principal de destrucción de las barreras que se oponen 
a la movilidad social. La educación abre la estructura de clases y la mantiene en 
un estado de fluidez, permitiendo una circulación entre las clases mucho mayor 
de lo que de otro modo sería posible. Además, la educación crea aptitudes y 
capacidades importantes para el desarrollo económico, el que, a su vez, ofrece 
nuevas oportunidades a los individuos en las categorías inferiores.

De esta manera se plantea la necesidad de invertir en el sistema edu-
cativo para facilitar el crecimiento equilibrado del país, sin que surjan 
cuellos de botella causados por la escasez de cuadros preparados para 
dirigir y manejar la naciente planta industrial. Además, la ampliación de 
la base educativa es necesaria, según sigue la explicación tradicional, para 

1  Publicado en El Trimestre Económico, vol. xxxviii: 4 (núm. 152), 1971, pp. 951994.
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la integración nacional —o sea, la creación de una cultura cívica para 
todos— y para la movilidad social y económica. En México, como en otros 
países, los planificadores de la educación han prestado mucha atención 
al diseño de un sistema que reúna las características necesarias para 
cumplir estas funciones. Han hecho hincapié en la manera en que la 
educación cumple simultáneamente sus dos funciones de alentar el cre-
cimiento económico y la redistribución del ingreso en favor de los grupos 
populares.

El examen de la herencia de la historia educativa de México y de la 
situación actual en las escuelas no ofrece bases muy firmes para apoyar 
esta descripción optimista. Por el contrario, los datos disponibles sugieren 
que la expansión escolar no ha colaborado ni para una mayor movilidad 
ocupacional ni una redistribución del ingreso para el beneficio de los 
grupos más humildes. Nuestro análisis del desarrollo del sistema escolar 
y del crecimiento económico del país durante los últimos decenios, por 
el contrario, nos lleva a concluir que el patrocinio público de la educa-
ción en México no ha abierto avenidas de movilidad ocupacional para 
los grupos mayoritarios. Esto es consecuencia del número limitado de 
nuevas oportunidades de trabajo disponibles en el sector moderno de la 
economía en relación con el número de personas que actualmente tienen 
acceso al sistema escolar. El exceso de la oferta sobre la demanda de 
personas en los sectores económicos de mayor remuneración ha deter-
minado la creación de mecanismos de selección basados en el número 
de años de asistencia escolar, el cual ha ido en aumento continuo. Pero 
la asistencia, en sí, está determinada, en gran medida, por el ingreso 
familiar, lo cual está estrechamente ligado a la clase social de los niños. 
El resultado ha sido la exclusión de la mayoría de la gente de las clases 
bajas de las mejores oportunidades.

En la primera sección de este trabajo presentamos una breve reseña 
de las hipótesis sobre el papel de la educación dentro de la sociedad para 
reforzar nuestra argumentación posterior. Veremos, en seguida, la rela-
ción entre educación e ingreso en México antes de examinar la estruc-
tura del sistema escolar mexicano. En esa misma sección usaremos datos 
sobre el acceso al sistema escolar y la supervivencia dentro de él, para 
poder describirlo adecuadamente. Con esta perspectiva, formularemos 
una hipótesis para explicar la aparente contradicción entre los resultados 
y las expectativas de la educación. Esta hipótesis se utilizará para analizar 
la relación entre el desarrollo económico y la educación.

El propósito de esta evaluación es el de sugerir la necesidad de una 
reconsideración a fondo de las cuestiones básicas que se formulan para 
el análisis del sistema escolar mexicano. Esta reorientación estaría dirigi-
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da hacia una apreciación de la estrecha relación existente entre la edu-
cación y el crecimiento económico. Tal relación no consiste en un mero 
refuerzo de la educación a la capacidad de expansión económica, sino 
que es una función mucho más compleja. El resultado de la interacción 
entre el crecimiento y la educación es la concentración de los frutos del 
progreso económico y el robustecimiento de la estructura de estratifica-
ción social que actualmente rige.

2.1. el papel de la educación en el desarrollo social  
y económico

Tradicionalmente, los economistas se han dedicado a confirmar y explicar 
las ideas comunes sobre el papel de la educación en el desarrollo econó-
mico. Muchas de estas ideas son compartidas tanto por la comunidad 
académica como por la población en general, siendo tales como: una 
mayor inversión en educación puede contribuir a elevar la tasa de creci-
miento de la economía por ser una inversión de alta rentabilidad para 
los que inviertan en ella; mayores gastos en la educación propician una 
disminución de la desigualdad entre los ingresos de la sociedad porque 
los incrementos pueden tener mayores efectos sobre los grupos más hu-
mildes: y, finalmente, el supuesto de que con mayores logros educativos 
es posible obtener mejores oportunidades económicas personales y rom-
per las limitaciones impuestas por la herencia y el medio ambiente. No 
obstante que las limitaciones del sistema educativo para funcionar como 
un mecanismo de movilidad ocupacional y social están plenamente re-
conocidas, prevalece la convicción de que, con ciertas reformas, la edu-
cación puede jugar un papel importante como un factor democratizante 
de la sociedad. El objetivo de este trabajo es el de cuestionar esta supo-
sición para el caso concreto de México.

Partiremos de dos observaciones iniciales: que las personas con mayor 
educación tienen mayores ingresos y que las disparidades entre ellos 
mismos son menores que las existentes entre personas con ninguna edu-
cación. Notaremos también la importancia de la educación para el cre-
cimiento económico, no solamente en cuanto a la capacitación de per-
sonas para responder a las demandas de la industria y servicios modernos, 
sino también al facilitar el proceso de adaptación a la sociedad moderna. 
Señalaremos, finalmente, que la expansión del sistema escolar en México 
ha sido notable y que en 1970 casi 20% de la población mexicana estaba 
escolarizado, en comparación con 11% 20 años antes, lo que no es poca 
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hazaña si se toma en consideración la rápida expansión demográfica que 
caracterizaba al país.

Sin embargo, México continúa estando caracterizado por grandes 
desigualdades entre las clases sociales, mismas que se están agudizando. 
Una de las tesis de este trabajo es que, en parte, el sistema educativo está 
contribuyendo a acentuar este problema. En efecto, al igual que en otros 
países, la selección geográfica, ocupacional y según el nivel de ingreso el 
sistema funciona para limitar el acceso a la escuela a las personas de las 
clases más bajas.

En México, la selectividad en la educación superior es sumamente alta 
aun en comparación con otros países del mismo nivel de ingreso, con 
una estructura económica comparable, o con un nivel similar de asisten-
cia universitaria. Otros sociólogos han señalado la existencia del mismo 
fenómeno en varios países en todos los niveles educativos. De hecho, se 
podría afirmar que son los sociólogos los que han dedicado más tiempo 
al estudio de un problema que los economistas apenas ahora están pre-
ocupándose por entender. A saber: la relación entre la educación y la 
distribución del ingreso o status social.2

Queda claro, también, que las oportunidades educacionales pueden 
ser efectivas solamente hasta el punto en que las personas puedan apro-
vecharlas y obtener utilidad de ellas dentro del contexto de la economía. 
Si no existen suficientes posibilidades de conseguir ocupación que le 
produzca mayores ingresos a una persona con educación en relación con 
otra no educada, el valor económico de la educación está limitado. Nues-
tra hipótesis es que no solamente la estratificación dentro del sistema 
escolar contribuye a las desigualdades personales observadas en México, 
sino que éstas se deben también a la función del sistema educativo como 
un mecanismo de filtro que selecciona las personas que pueden entrar 
a los sectores modernos de la economía, donde ofrecen mejores posibi-
lidades económicas.

Si bien el examen del sistema escolar mexicano proporciona en sí una 
visión amplia de una de las posibles fuentes de desigualdad en México, 
creemos que resultaría incompleto, y quizá erróneo, un enfoque que se 
limitara al examen de la educación y los alumnos. La educación no es 
una institución que pueda funcionar fuera de un contexto macrosocial 
y, en consecuencia, sería difícil entender sus repercusiones sobre la so-

2   Para mayor información sobre el interés de los economistas en problemas de la 
igualdad y la educación, véase Mincer (1970), Hollister (1970), Hansen y Weisbrod (1969). 
La literatura sociológica es más amplia; véase Anderson (1961) y otros trabajos en el mis-
mo libro y Girard (1967).
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ciedad si no enfocamos el análisis hacia sus interacciones con otras ins-
tituciones y sectores. Así, pues, el examen de los mecanismos de selección 
puede entenderse solamente dentro del contexto del mercado de traba-
jo y de las políticas de crecimiento que utilizan a la educación no sola-
mente por sus funciones productivas de entrenamiento, sino también por 
su capacidad de selección de las personas más indicadas para su entrada 
al sector moderno y, como consecuencia, por su capacidad de limitar los 
ingresos de muchas.

Este enfoque analítico nos parece importante en la coyuntura mexi-
cana actual [1970], dado el énfasis puesto en la reforma educativa y la 
popularidad del enfoque de la planeación educativa en función de las 
necesidades de mano de obra calificada para el desarrollo económico. 
Esta herramienta para la planeación parece ser sumamente útil en un 
nivel superior, dado el aumento continuo de la necesidad de personas 
altamente calificadas para elevar los niveles de productividad y para man-
tener al país al corriente, con respecto al desarrollo tecnológico mundial.3 
No es nuestro papel cuestionar la importancia de asegurar una oferta 
adecuada de mano de obra calificada para el desarrollo. El enfoque de 
la planeación de la mano de obra puede servir para estimar los flujos 
educativos correspondientes aunque ha sido criticado a fondo en varias 
ocasiones. Tampoco podemos pretender poner en duda los programas 
de inversión pública y privada ni las suposiciones sobre las cuales están 
basadas las proyecciones de la demanda de mano de obra.4 El propósito 
de este trabajo es el de sugerir algunos de los peligros inherentes en la 
utilización en este enfoque, en el contexto actual del desarrollo socioe-
conómico de México. La utilización del mismo, implícita en muchas 
de las declaraciones oficiales sobre la evolución de la estructura escolar 
mexicana y la persistencia de los métodos actuales en la expansión del 
sistema educativo, no propiciarían la integración de la gran masa de 
mexicanos que no han podido conseguir trabajo en el sector moderno 
de la economía, hacia posiciones que les ofrecieran la oportunidad de 
una mejora relativa en sus niveles de vida.

3   Véase, por ejemplo, Hollister (1966) y Bowles (1970), especialmente el capítulo 3, 
para una crítica de este enfoque. Nota de 2017: es irónico que el mismo análisis es perti-
nente frente a las “nuevas” reformas “estructurales” del sistema educativo.

4   Convendría notar que varios analistas han puesto en duda la capacidad de la econo-
mía mexicana para absorber, en forma productiva, el flujo creciente de nuevos entrantes 
a la fuerza de trabajo en los próximos años. Revísese, por ejemplo, Ibarra (1970).
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2.2. educación e ingreso

Si bien se dispone de poca información directa sobre ingresos personales 
por años de educación de los recipientes, la que existe indica una renta-
bilidad positiva y atractiva para las inversiones en educación en la mayor 
parte del mundo. En México había, hasta hace muy poco, solamente dos 
estudios al efecto (Carnoy, 1964 y 1967, y Selowski, 1967). Con base en 
los datos publicados podemos, sin embargo, decir algo sobre la relación 
entre la distribución del ingreso y la distribución de la educación, y sobre 
su evolución durante los últimos veinte años. Para 1960 podemos elaborar 
medidas más específicas sobre la relación entre educación e ingreso con 
base en una muestra del 1.5 % del Censo de Población (Bialostozky, 1970).

En este apartado, presentamos datos de un corte longitudinal y uno 
transversal para examinar la relación entre educación e ingreso. Los re-
sultados del primero sugieren la ausencia de una relación fuerte entre la 
distribución de las dos variables que tradicionalmente se piensa tendrían 
una elevada correlación. A pesar de esto, la segunda parte del análisis, la 
transversal, muestra la existencia de tal relación en una forma aparente 
y fuerte. La yuxtaposición de los dos niveles de análisis señala el peligro 
de sacar conclusiones sobre cambios intertemporales con datos transver-
sales y sugiere la necesidad de una nueva explicación del fenómeno. La 
suposición tradicional de que un mero aumento en el nivel y el número 
de la gente educada en el país traería no solamente un aumento en los 
niveles de ingreso, sino también una mejor distribución del ingreso no 
parece comprobarse en el caso mexicano, o en el caso de otros países 
donde se ha planteado la misma cuestión.

a] Relaciones longitudinales

Con base en los datos sobre la distribución del ingreso, analizados por 
Navarrete (1970), sabemos que en México ha tenido lugar un gran de-
terioro en la distribución del ingreso entre 1950 y 1963. Así, durante el 
periodo hubo un aumento en el coeficiente de Gini de 0.50 a 0.55.5 (El 
coeficiente de Gini varía de 1.0 a 0.0. Mientras más bajo sea el valor, más 
equitativa será la distribución.)

5   La cifra para 1960 y 1970 en el cuadro 2.1 está basada solamente en ingresos del 
trabajo y, como consecuencia, no es comparable con las otras, ni comparable entre sí. Nos 
parece que esta cifra es bastante elevada —indica un grado de desigualdad completamen-
te fuera de orden— y como consecuencia no es confiable para fines de comparación.
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Los datos censales indican que la distribución del acervo de educación 
entre la población cambió muy poco durante los años cincuenta y sesen-
ta. Así, a pesar de un fuerte incremento en el sistema escolar —casi 250% 
en inscripciones— y un aumento de más de 600% en el gasto (a precios 
constantes) entre 1950 y 1970, el coeficiente de Gini, midiendo la distri-
bución de la educación, no cambió en forma significativa entre los dos 
años. Es decir, entre las personas que pudieron haber terminado la es-
cuela (mayores de 25 años en 1950 y de 30 años en 1960 y 1970) hubo 
poco cambio y en sentido opuesto al esperado en la distribución del 
número de años-personas de educación durante el periodo (cuadro 2.1).6

Otro aspecto notable es la mayor concentración en la educación que 
en el ingreso. Esto es sorprendente, en vista de la expectativa de que el 
aumento en el nivel educativo de la población —reflejado en el ritmo 
superior de crecimiento de la población escolar en comparación con el 
crecimiento demográfico— iría acompañado de un mejoramiento en la 
distribución del ingreso. Durante los años cincuenta y sesenta esta expan-
sión no solamente no fue acompañada de una mejora en la distribución 
del ingreso, sino de una ausencia de cambio en las cifras de concentra-
ción del acervo educativo de la población.7

Hay, sin embargo, ciertas similitudes entre estos hallazgos y la expe-
riencia de otros países, donde se dispone de datos relevantes. Hollister 
(1970) examinó la relación entre la distribución del ingreso y la educa-
ción y encontró “ausencia de una relación fuerte entre cambios educa-
cionales y cambios de ingresos”, en varios países desarrollados tales como: 
Alemania occidental, Australia, Canadá, Dinamarca, Estados Unidos de 
América, Finlandia, Francia, Inglaterra, Noruega, los Países Bajos y Sue-
cia. Hollister señaló que “en todos los casos, la educación está distribuida 
en una forma más equitativa que el ingreso”. De los datos mexicanos 
también podemos desprender la falta de una relación clara entre los

6   El coeficiente para la distribución de la educación fue calculado con datos del acer-
vo de educación en el país; es decir, el número de personas con el número de años de 
educación cursado por cada uno. Se comparó la distribución de personas con la distribu-
ción del acervo, empezando con las personas que no habían cursado ningún año de es-
tudio. Por ejemplo, el grupo de personas sin educación en 1970 representó 35% de la 
población; sin embargo, no recibió ningún peso en la consideración del acervo total de 
personas —años de educación en el país; en el caso opuesto de personas con 17 y más 
años de educación, éstos representaron solamente 0.2 % de la población, pero acumula-
ron 1.1 % del total del acervo educativo en México en 1970. Para una discusión más ex-
tensa de la técnica para calcular este coeficiente. Véase Holguín (1971).

7  Aunque los datos de ingresos para 1960 parecen contradecir esta conclusión, cabe 
mencionar de nuevo la observación de que el coeficiente para la distribución del ingreso 
en 1960 es demasiado elevado con respecto a lo que uno podría esperar.
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cuadro 2.1. méxico 1950-1963: distribución del ingreso  
y de los recursos educativos (medido en coeficientes de gini)

años
distribución del 

ingreso 1 distribución de la educación ponderada por:

Años de 
educación

Uso de recursos 
educativos 2

Rendimiento de 
la educación 3

1950 0.5 0.61 4 0.83 4 0.88 5

1958 0.53
1960 1 0.64 a) 0.61 a) 0.79 a) 0.84

b) 0.65 b) 0.82
c) 0.58

1963 0.55

1970 6 0.58
a) 0.55

b) 0.62
b) 0.81 b) 0.85

1 La información para 1950, 1958 y 1963 proviene de Navarrete (1970: 1). El dato para 1960 
fue calculado directamente de una muestra del Censo de Población de 1960 y se refiere 
exclusivamente a los ingresos del trabajo, véase Bialostozky (1970), y nota 4 de este trabajo.
2 Calculado usando información sobre costos de la educación estimados por Carnoy (1964).
3 Calculado usando información sobre la rentabilidad de la educación presentada por 
Keesing (1968) basada en el trabajo de Carnoy.
4 Esta información se refiere a todas las personas en la población de 1950 mayores de 25 
años. Fue necesario hacer supuestos sobre el nivel educativo de la población para inter-
polar los datos censales. Éstos son: que el grupo con 1 a 6 años de estudio tenía como 
promedio 2 años de educación; el de 6 a 9 años un promedio de 8; el de 10 a 12 años, 
11; el de 13 a 29 años, 17. Con los promedios localizados a 3, 8, 11 y 16 años los coefi-
cientes serían .56 y .78, respectivamente.
5 Usando 3, 8, 11 y 17 años como promedios para la interpolación de los datos censales.
6 Datos del Censo de Población de 1970. La distribución del ingreso refiere solamente a 
los ingresos de trabajo y están basados en interpolaciones burdas. 1960 y 1970 : a] todas 
las personas mayores de 15 años de edad; b] todas las personas mayores de 30 años de 
edad, y c] todas las personas en la población económicamente activa.

cambios educativos y los cambios en los ingresos, desde un punto de 
vista distributivo. Notamos, además, una excepción importante al patrón 
de uniformidad observado en los países más ricos: la educación está dis-
tribuida en una forma menos equitativa que el ingreso en México. Como 
veremos más adelante, parte de la explicación reside en la escasez de los 
recursos asignados a la educación.

La aparente incongruencia entre la expectativa de una fuerte relación 
entre la distribución del ingreso y la de la educación resultaron de pre-
ocupación. En un seminario en la Organización de Cooperación y Desa-
rrollo Económico se introdujeron varias consideraciones adicionales al 
análisis que desmintieron la supuesta relación directa entre educación e 
ingreso. Éstas incluyen la observación que: 1] las variaciones en las dos 
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distribuciones son sensibles a cambios en los factores de ponderación; 2] 
el efecto redistributivo de la educación puede ser compensado por otros 
cambios en la sociedad tales como la estructura de la industria, la com-
posición por edades o razas de la población, etcétera; 3] “en el reempla-
zo de una ‘aristocracia’ por una ‘meritocracia’ el efecto neto sobre la 
distribución del ingreso no es muy claro”; 4] la distribución de recursos 
educacionales, en vez de los años de educación, puede ser la explicación 
para entender mejor la relación, y ésta sí puede estar empeorándose; y 
5] los resultados de los datos transversales nos engañan con respecto a 
las tasas de rendimiento realmente observadas a través del tiempo (Ho-
llister, 1970). Finalmente, cabe mencionar la hipótesis sugerida en este 
trabajo de que es erróneo concebir a la educación como una institución 
que funcionara independientemente de otras y, por lo tanto, no debe 
analizarse fuera del contexto dentro del cual funciona. Así, la explicación 
de la observada incongruencia entre los datos y las esperanzas de encon-
trar una relación entre la distribución del ingreso y la educación, radica 
en la determinación de ésta en función de aquél, como respuesta a las 
necesidades de los grupos más acomodados de la población.

Todos estos factores son interesantes para una investigación más depu-
rada de la relación real entre educación e ingreso. Desde nuestro punto 
de vista varios de ellos son complementarios. Los primeros tres puntos 
mencionados por Hollister parecen tener una relación más estrecha con 
la hipótesis desarrollada en este trabajo, y los estudiaremos en el apartado 
correspondiente. El quinto parece bastante evidente pero incompleto por 
la falta de explicación del porqué; creemos que también está relacionado 
con la hipótesis general de que la educación no funciona sola e indepen-
dientemente de las otras instituciones que la condicionan.

Examinaremos el cuarto factor aquí con algún detalle porque ya exis-
te cierta literatura al respecto y es posible examinar datos para el caso 
mexicano. También es interesante por las incongruencias con otros paí-
ses. La sugerencia de que los recursos educacionales no están distribuidos 
de la misma manera que lo están los años de educación no es nueva, 
pero últimamente ha encontrado apoyo adicional basado en trabajos 
empíricos. Meade (1964) señaló que el apoyo financiero del gobierno a 
la educación pudiera tener un efecto completamente opuesto al efecto 
igualitario de la educación primaria. Weisbrod y Hansen (1969, 1970) 
examinaron esta posibilidad en el caso del “sistema educativo que es 
supuestamente el más igualitario en todo el mundo, el del estado de 
California”, y encontraron que la especulación de Meade podía confir-
marse. Subsecuentemente se confirmaron los resultados para el estado 
de Wisconsin (Hansen, 1970).
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Esto está claro también en el caso de México, como mostraremos más 
adelante, donde los factores económicos, sociales y políticos se combinan 
para facilitar el acceso a la educación a los hijos de las familias de las 
clases altas. Una encuesta en Monterrey mostró en una forma bastante 
clara que “la educación empieza a operar como medio de movilidad 
social a partir de, prácticamente, el estrato de la clase media solvente” 
(Puente Leyva, 1969: 41). Los datos indicaron que mientras los miembros 
de las clases bajas podían mandar a sus hijos a la escuela primaria por 
varios años, sólo una proporción sumamente reducida de éstos logró 
avanzar a los niveles escolares intermedios. La situación aparece todavía 
más aguda si se toma en cuenta el hecho de que el sistema escolar está 
mejor desarrollado en las regiones más ricas del país —las zonas urbanas 
e industriales— y que en el resto la educación es accesible sólo a propor-
ciones reducidas de la población y por un menor número de años. Tra-
taremos este problema en el siguiente apartado.

Harbison y Myers sugirieron que en la medición de la educación se 
debe dar mayor ponderación a los niveles superiores de la educación por 
su mayor contribución al desarrollo económico. De hecho, en su índice 
compuesto del nivel de desarrollo de los recursos humanos ignoraron 
por completo el nivel primario y las diferencias en ingresos entre las 
personas en la mitad inferior de la población (medidas en logros escola-
res) para construir un índice de destreza educacional (1964: 32); ¡si 
consideramos la experiencia mexicana se debe ponderar la terminación 
de la carrera universitaria cincuenta veces más que una educación dos 
años arriba de la mediana a nivel nacional! Hollister (1970) eligió pon-
derar los distintos niveles de la educación por los costos totales de la 
misma (costos directos más ingresos no percibidos) para examinar este 
efecto en los Estados Unidos de América. Encontró que, al contrario de 
la distribución de la educación sin ponderaciones, los datos ponderados 
por diferencias en costos llegaron a ser más desiguales con el tiempo; 
esto es, el uso de recursos educacionales, tal y como lo definió, estuvo 
más concentrado en 1960 que en 1950 en su país.

Cálculos parecidos efectuados para México mostraron diferencias sor-
prendentes con estos hallazgos. Con base en los costos de la educación 
para 1962 (el único año para el cual disponíamos de datos adecuados 
cuando se escribió este artículo) encontramos pocos cambios en los co-
eficientes de Gini durante los años cincuenta y sesenta. De existir alguna 
diferencia, ésta consistiría en que la distribución del uso de recursos 
educacionales entre las personas en el sistema escolar fue ligeramente 
más igual en 1960 que en 1950 (cuadro 2.1). Hay poco cambio si usamos 
los rendimientos a la educación en vez del uso de recursos educativos. 
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Esto se debe, sin lugar a duda, al peso predominante de la escuela pri-
maria dentro del total; cuenta con el 81% de la población escolar total.

A pesar de que las matrículas universitarias crecieron durante los años 
sesenta casi dos veces más rápido que la cifra correspondiente al nivel pri-
mario, había en las universidades solamente 2% del número de estudiantes 
de primaria en 1970. Por consecuencia, el alto grado de concentración en 
los niveles inferiores del sistema escolar implica que la rápida expansión de 
las inscripciones en los otros niveles no ha podido cambiar la distribución 
del uso de recursos educativos de la población en su conjunto.8

b] Relaciones transversales

La muestra de los datos censales de 1960 nos permite examinar la rela-
ción entre escolaridad e ingreso en aquel año. Además del aumento en 
ingresos correspondiente a un mayor número de años de asistencia es-
colar, lo cual era plenamente esperado, se observó también un cambio 
en la distribución del ingreso en los distintos niveles educacionales ten-
diendo hacia una mayor igualdad en los niveles de mayor educación 
(cuadro 2.2). Estos resultados están más de acuerdo con los esperados, 
según la primera parte de este apartado y confirman la experiencia mun-
dial con respecto a la relación entre educación e ingreso.

cuadro 2.2. méxico 1960: distribución del ingreso por niveles 
educativos (medido en coeficientes de gini)

años de educación terminados

coeficiente de desigualdad en 
la distribución del ingreso 

derivado del trabajo

ingreso promedio 
del trabajo

0 0.67    421
1-3 0.62    482
4-6 0.55    698
7-9 0.50 1 128

10-11 0.47 1 508
12-14 0.46 1 572

15 y más 0.47 2 118
Promedio nacional 0.64    615

datos: Bialostozky (1970), cuadro 9-1, desglose especial.

8   Los cálculos cuantitativos están sujetos a fuertes limitaciones debido a la calidad de 
los datos en que se basan. Los datos para 1950 están basados en interpolaciones de datos 
sumamente agregados del censo y los costos usados para ponderar los distintos niveles 
tienen su base en 1962. Se desconoce el efecto sobre los resultados de usar costos actua-
lizados para cada cohorte para medir la igualdad.



58� una visión crítica del desarrollo capitalista

Como se puede ver del análisis de las siete categorías de escolaridad 
en las cuales dividimos la población, los coeficientes de Gini para la dis-
tribución del ingreso disminuyeron progresivamente, desde 0.67 entre 
los individuos sin educación hasta 0.46 entre los individuos con prepara-
ción universitaria. La alta ponderación del número de personas en el 
primer grupo mencionado produce una distribución global más cercana 
a la cifra elevada.9 Datos adicionales refuerzan este punto sobre la con-
centración del ingreso dentro del estrato de las personas con menos es-
colaridad y cuando las categorías están determinadas por grupos ocupa-
cionales en vez de educacionales se observa el mismo fenómeno (cuadro 
2.3). Aunque estos datos no se prestan a afirmaciones tan fuertes como 
en el caso anterior, la tendencia hacia una mayor igualdad entre las ocu-
paciones denominadas “más altas” es clara: a mayor nivel profesional, la 
distribución del ingreso derivado del trabajo y de la educación es más 
igualitaria.10 Se observa asimismo un aumento continuo en los niveles 
promedio del ingreso y de la educación con el paso de las categorías 
bajas hacia las más altas. La heterogeneidad del grupo de directores, 
gerentes, funcionarios, etcétera, puede ser la explicación de la baja cifra 
correspondiente a su nivel educacional promedio, pero esta excepción 
no invalida la conclusión de que la educación y el ingreso están relacio-
nados estrechamente en el corte transversal, es decir, en un momento 
determinado la relación es fuerte y en la dirección esperada.

9   Los coeficientes para 1960 se refieren solamente a las personas en la fuerza de tra-
bajo, y que el ingreso es solamente el del trabajo. Es interesante notar que en el grupo 
de 12 a 14 años de escuela los años adicionales de educación aparentemente no contri-
buyeron en gran medida al aumento del ingreso personal del trabajo; éste es un grupo 
con estudios universitarios incompletos y la diferencia con respecto a los egresados de 
preparatoria (o su equivalente) es bastante reducida, sugiriendo la existencia de un efec-
to “credencial” en este nivel. Aunque hay fuertes incongruencias entre el nivel del coefi-
ciente de Gini en esta serie y en las otras, lo cual hace su comparación imposible, parece 
ser que la serie es consistente desde adentro, permitiéndonos hacer las comparaciones 
entre grupos mencionados en el texto. Sin embargo, siempre hay problemas con el uso 
de datos que muestran niveles marcadamente diferentes de la realidad.

10   Las diferencias señaladas en los cuadros 2.2 y 2.3 serían todavía más grandes si se 
pudiera agregar las personas realmente desocupadas a la fuerza de trabajo y calcular los 
coeficientes con esta información.
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cuadro 2.3. méxico 1960: distribución del ingreso  
y de la educación por niveles profesionales  
(medido en coeficientes de gini)

coeficientes de desigualdad en la 
distribución

promedios

Categoría 
ocupacional

del ingreso 
derivado del 

trabajo

del ingreso 
derivado de la 

educación

Ingreso del 
trabajo

Ingreso de la 
educación

1 0.49 0.32 2 182 10.2
2 0.56 0.39 2 043 6.5
3 0.32 0.30 1 072 8.6
4 0.50 0.30    991 6.5
5 0.89 0.52    510 3.4
6 0.65 0.64    573 2.4
7 0.59 0.60    422 2.0

Total 0.64 0.58    615 2.9

datos: Bialostozky (1970), cuadro 9-1.

2.3. el acceso al sistema escolar en méxico

Antes de intentar profundizar más sobre las contradicciones aparentes 
entre los datos transversales y los longitudinales conviene explorar un 
poco las características fundamentales del sistema educativo mexicano. 
En esta sección presentamos cierta información empírica sobre el fun-
cionamiento del sistema escolar para entender la naturaleza de los me-
canismos que han creado la situación descrita en el apartado anterior. 
Empezamos con el problema al nivel nacional antes de entrar en detalle 
a un nivel más desagregado para entender el proceso de selección que 
predomina actualmente.

a] El acceso a la educación en México y su eficiencia

A nivel nacional, los cambios en la educación han sido importantes duran-
te los últimos decenios. La población escolar a nivel primario ha subido 
de 2 666 300 personas en 1950 a 8 085 300 en 1970 o sea un incremento 
de 23% durante los 20 años. Incrementos todavía más espectaculares han 
sido registrados en los otros niveles educativos: 1 000% en la educación 
media y 720% al nivel superior. Estos incrementos absolutos en la pobla-
ción escolar superan el crecimiento demográfico durante el periodo y, 
como consecuencia, han resultado en un mayor grado de satisfacción de 
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la demanda potencial de educación en México. En esta sección veremos 
algunos aspectos del problema nacional para enfocar con más precisión 
los aspectos regionales en la siguiente parte del trabajo.

Los fuertes aumentos en la población escolar de nivel primario han 
representado un aumento en la tasa de asistencia —o satisfacción de la 
demanda potencial— a la educación primaria, de 44% en 1950 a más de 
66% en 1970, medida con relación a la población entre 6 y 14 años de edad. 
Esto quiere decir que aproximadamente dos terceras partes de la demanda 
de la población en edad escolar están siendo satisfechas actualmente; estas 
cifras también incluyen personas que terminaron su educación del nivel 
primario y pasaron al nivel secundario o salieron del sistema escolar.11

En los otros niveles, el incremento en el número de estudiantes ha 
sido todavía más fuerte, pero la base de la educación media y superior 
en 1950 era tan reducida que la tasa de participación todavía está muy 
por debajo de la correspondiente al nivel primario. En 1970 el Censo de 
Población reportó 1 430 000 estudiantes asistiendo a los varios cursos de 
enseñanza media (secundaria, preparatoria, prevocacional y vocacional). 
Hay, además, otras 145 000 personas en distintas formas de enseñanza 
media profesional. En el nivel superior (incluyendo posgrado) la asisten-
cia escolar es mayor que 150 000 individuos.

El mejoramiento en las tasas de satisfacción de la demanda indica 
también un aumento en la eficiencia del sistema escolar. Es decir, un 
mayor porcentaje de los niños que entran al primer año de primaria 
tendrán oportunidad de seguir estudiando hasta los niveles superiores. 
Según las estadísticas continuas de la Secretaría de Educación Pública 
(sep) uno de cada tres estudiantes que se encuentra asistiendo al final 
del primer año terminará su educación primaria aprobando sexto grado. 
Estas estimaciones tienden a sobreestimar la retención escolar porque no 
consideran la deserción durante el primer año; desgraciadamente las 

11   Hay muchos problemas en los datos originales de los que sacamos estas relaciones. En 
1969, según un estudio de Latapí (1971), la diferencia entre las estadísticas de la sep y la 
del Censo de Población para el número de alumnos en la escuela era de aproximadamente 
800 000 y hubo fuertes diferencias en la estructura de edades reportada por las dos fuentes: 
la sep tenía las cifras agregadas más elevadas y reportó un número menor de personas ma-
yores de 14 años asistiendo. Según las cifras estadísticas continuas el grado de satisfacción 
de la demanda potencial era superior a 80% mientras que el Censo confirmó solamente 
66.5%. Es irónico que las cifras continuas tengan el efecto de agudizar el problema de la 
poca eficiencia escolar —aumentando la tasa de deserción en los primeros años del ciclo 
básico— por el sesgo al aumentar sistemáticamente el número de estudiantes en los grados 
inferiores de la escuela. Nosotros hemos hecho nuestros cálculos sobre la eficiencia del 
sistema escolar con base en las cifras de la sep por falta de una alternativa factible. Véase 
Barkin (Apéndice) para una discusión más extensiva de las fuentes de información.
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estadísticas no son del todo adecuadas para examinar este fenómeno por 
el alto grado de sobreenumeración de primeras inscripciones en la es-
cuela primaria. Sin embargo, es posible estimar que la tasa de retención 
durante los seis años de primaria es de aproximadamente 25% actual-
mente. Esta cifra global oculta grandes diferencias entre las escuelas 
rurales y las urbanas. El bajo grado de retención se debe principalmente 
a la incapacidad de las escuelas rurales de proveer suficientes oportuni-
dades a sus alumnos potenciales; de los alumnos de la generación que 
entró a primaria en 1958 terminaron solamente 5% en los planteles ru-
rales y 42% en los urbanos (medidas con el sesgo hacia abajo menciona-
do arriba). En otras palabras, a pesar de los incrementos notables logra-
dos en los últimos decenios en la capacidad del sistema primario para 
retener a sus estudiantes, hay todavía una fuerte deserción escolar que 
es más notable en las zonas rurales; eso es evidente en el cuadro 2.4 de 
este trabajo, donde se puede ver que la población escolar para la gene-
ración de 1958-1963 tenía ligeramente más estudiantes en escuelas rura-
les que urbanas para empezar, pero la relación era de 6.7 estudiantes 
urbanos por cada estudiante rural al terminar sexto grado.

Una vez saliendo de la primaria las tasas de retención bajan fuerte-
mente. Para la generación que entró en la universidad en 1969 podemos 
observar que en 1964 solamente 58 se inscribieron en el primer curso de 
secundaria básica; de éstos, casi las dos terceras partes pudieron aprobar 
el tercer año de secundaria en el tiempo planeado (cuadro 2.4). La tasa 
de deserción en el ciclo superior de la educación intermedia era menor, 
pero podemos observar que al llegar al primer año de la universidad 
solamente 3% de los alumnos que se inscribieron en el primer año de 
primaria estaban todavía dentro del sistema escolar.12 Desde luego, la 
acelerada expansión de los sistemas intermedio y superior viene aumen-
tando las posibilidades de corregir esta situación, pero el problema está 
todavía lejos de resolverse.

12   Es necesario aclarar que estas cifras estaban sesgadas hacia abajo por haber tomado 
el número de inscritos en el primer año de primaria como base. En el cuadro 2.4 se 
presenta una serie alternativa donde se basan los porcentajes en el número de personas 
aprobadas en el primer año de primaria. Las diferencias resultan de: 1] el alto grado de 
deserción durante el primer año de asistencia, y 2]) la sobreenumeración de la matrícula 
inicial debido a la doble inscripción y a cifras infladas por los maestros. También debe 
tomarse en cuenta que las series están construidas con base en un supuesto importante: 
los patrones de repetición por reprobación y reinscripciones no varían sensiblemente de 
año a año: este supuesto es necesario por no tener datos sobre las causas de la deserción 
y el grado de repetición que se observa dentro del sistema escolar mexicano.
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cuadro 2.4. supervivencia escolar: primaria a universidad. 
generaciones 1955, 1957, 1958

generación de 19581 datos de otras  
generaciones

Años

A
b

so
lu

to
s

R
el

at
iv

o
s
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rb

an
o

 
(%

)

R
ur

al
 (%

)

1955 1957 1958

Primaria
Estudiantes inscritos

1958 Primer año 1 823 765 100 44 56 100 100 100
1959 Segundo año 1 024 732   56 55 45
1960 Tercer año    799 862   44 66 34
1961 Cuarto año    613 145   34 n.d. n.d.
1962 Quinto año    502 823   28 84 16
1963 Sexto año    118 863   25 87 13

Estudiantes aprobados
1963 Sexto año    387 533   21 87 13   26.23   31.45   33.4

Secundaria básica
Estudiantes inscritos

1964 Primer año    224 361   12   12.05   18.24   20.62
Estudiantes aprobados

1966 Tercer año    146 058     8     9.38   13.08   14.33
Medio superior

Estudiantes inscritos
1967 Primer año      88 439     5     5.48   6.8     7.62

Estudiantes aprobados
1968 Segundo año      72 719     4     4.45   5.88     6.26

Nivel Superior
Estudiantes inscritos

1969 Primer año      58 332     3     3.98   5.11     5.03

nota: incluye solamente estudiantes en cursos que permiten  llegar al nivel superior.
n.d. No disponible
1 Véase Barkin (1971a) para una discusión de los problemas metodológicos en la elabo-
ración de estos datos.
2 Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Enseñanza Superior, véase nota 
9 para una explicación metodológica de las diferencias entre las dos series.

Con el fin de financiar este crecimiento en asistencia escolar, con el 
cambio del énfasis hacia los niveles superiores, el presupuesto educativo 
está creciendo más rápido que el gasto total del gobierno, por lo menos 
hasta el principio del decenio de los sesenta. Inmediatamente después 
de la segunda guerra mundial (durante el régimen del presidente Ale-
mán) el gasto educativo representó 8.3% del presupuesto federal (Wilkie, 
1970: 160-161) mientras que 15 años más tarde (durante el periodo del 
presidente Díaz Ordaz) el gasto había subido a 13.2% del total, reflejan-
do un mayor énfasis en la educación. Durante el periodo 1950-1970 el 
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gasto público en educación creció a un ritmo de aproximadamente 11% 
anual en términos reales (Rivera Borbón, 1970: 70).

Es necesario, sin embargo, subrayar un hecho sobresaliente de la si-
tuación financiera de la educación en México: la parquedad de recursos. 
El presupuesto federal en México está entre los más reducidos del mun-
do, con respecto al producto interno bruto (Barkin, 1971b). Como con-
secuencia, México gastó solamente 2.1% de su pib en la educación en 
1965 (contra 0.9% en 1950), mientras otros países están asignando ma-
yores partidas a este importante renglón (8.1% en Canadá, 6.6% en Es-
tados Unidos, 5.6% en Cuba, 3.6% en Chile, 3.3% en Argentina) (Alejo, 
1970: 230). Las implicaciones de la carencia de recursos para la educación 
son patentes: las posibilidades de ensanchar la amplitud de la educación 
y corregir sus deficiencias estructurales están bastante limitadas por la 
falta de posibilidades materiales para efectuar cualquier reforma. Como 
consecuencia, aun con el mejor programa de reforma educativa no sería 
posible esperar grandes cambios en la situación descrita arriba y en las 
siguientes páginas, si la reforma no plantea al mismo tiempo una nueva 
política de financiamiento para la educación.

b] Las desigualdades regionales y la educación en México

La educación no enfrenta, sin embargo, solamente problemas presupues-
tarios. Los adelantos en la asistencia escolar —sobre todo en los niveles 
superiores— han sido objeto de mucha autoalabanza entre los líderes 
educativos, pero ocultan grandes disparidades regionales que son de 
primera importancia para entender cómo funciona el sistema escolar en 
la actualidad. La estructura actual y el presupuesto limitado se han com-
binado para producir planes para la reforma educativa que son realmen-
te desalentadores. Una evaluación de los planes para la educación en 
1969 notó:

el hecho doloroso, pero todavía irremediable, de la continuación de las enormes 
diferencias de todo orden, pero particularmente en el económico y en el edu-
cativo, entre las distintas regiones del país. Estas desigualdades del desarrollo 
nacional, que han hecho pensar a algunos en la existencia de un coloniaje in-
terno, desafortunadamente seguirán caracterizando a nuestro país por un largo 
periodo de tiempo (Palerm, 1969: 29).

Esta afirmación viene a complementar los datos transversales sobre el 
alto grado de estratificación que parece coincidir con el análisis del 
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acceso al sistema escolar hecho en la segunda sección. Parece que hay 
varias fuentes independientes que refuerzan la hipótesis de la falta de 
un efecto redistributivo a través del sistema escolar. Hasta el momento, 
la única evidencia directa sobre el asunto es el estudio de gastos, distri-
bución del ingreso y el efecto redistributivo de los gastos públicos en 
bienestar social efectuado en Monterrey. Se encontró que pocas de las 
personas de los grupos socioeconómicos más bajos pueden mandar a sus 
hijos a las escuelas de enseñanza media y superior, mientras que la ma-
yor parte de la población recibe algún beneficio del sistema primario 
(Puente Leyva, 1969).

Para obtener mayor información acerca de este problema hicimos una 
desagregación de los datos sobre asistencia escolar al nivel estatal y por 
áreas urbanas y rurales en el nivel primario, donde existieran datos. Es-
peramos poder analizar esta información para saber un poco más de las 
grandes diferencias entre estados y zonas del país que están ocultas en 
las cifras agregadas del cuadro 2.4. Desgraciadamente, este enfoque es 
una manera bastante indirecta de enfrentar el problema del efecto redis-
tributivo de la educación en México; en vez de poder agrupar a los estu-
diantes en el sistema escolar por su estatus socioeconómico, tenemos que 
hacer la estratificación con base en su lugar de residencia. Desde luego, 
las diferencias que se pueden notar a nivel regional también están repro-
ducidas dentro de cada entidad, como lo demostró la evidencia del estu-
dio de Monterrey, y pueden solamente ser, por consecuencia, una subes-
timación del grado de discriminación que existe entre los grupos 
socioeconómicos de la población.

La relación entre las disparidades regionales en el desarrollo y el cum-
plimiento de las necesidades educativas (demanda potencial) es bastante 
comentada pero difícil de especificar por falta de un concepto concreto 
del desarrollo.13 Usaremos aquí un esfuerzo reciente para medir el bien-
estar socioeconómico de cada una de las entidades federativas mexicanas 
para estas comparaciones: esta medida está basada en un análisis de los 
componentes principales usando 12 variables para determinar un índice 
de desarrollo socioeconómico (dse) para cada uno de los estados mexi-
canos durante el periodo 1940-1960 (Unikel y Victoria, 1970). Compa-
rando esta medida con varias otras del cumplimiento del sistema escolar 
encontramos el resultado esperado o sea: que hay una alta correlación 
entre el nivel relativo de desarrollo socioeconómico de una entidad y la 
satisfacción de las necesidades escolares de su población.

13   En otro trabajo se hizo un análisis de las relaciones entre estructura económica y 
oportunidades educativas y se encontraron altas correlaciones. Véase Mir (1971).
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Para empezar, encontramos que las tasas de participación de la pobla-
ción en edad escolar —o escolaridad— varían directamente con el dse 
de cada entidad; la correlación de rangos al medir este fenómeno —usan-
do el índice de Spearman— era de 0.71 en 1950, y 0.74 en 1970.14 Esto 
indica una alta y estrecha correlación entre el desarrollo y la escolaridad; 
el nivel de desarrollo de una entidad parece afectar en forma directa su 
capacidad de satisfacer su propia demanda potencial de educación. Aun 
de mayor importancia es la correlación todavía más estrecha entre el dse 
y la capacidad de la escuela primaria para retener alumnos y asegurar la 
terminación de, por lo menos, el ciclo básico de la educación; el índice 
era 0.85 y 0.87 para las generaciones primarias que terminaron en 1955 
y 1963. Así, la variabilidad entre los estados se reduce al mínimo con 
respecto a su grado de desarrollo y la supervivencia escolar en cada en-
tidad. En otras palabras, las personas que viven en los estados más atra-
sados tienen menor probabilidad de llegar a asistir a la escuela y, una vez 
inscritos, la probabilidad es muy baja de que podrán completar el ciclo 
básico de educación en su lugar de residencia.

Las marcadas diferencias entre estados son todavía más agudas en los 
casos de regiones rurales y urbanas. A pesar de que la tasa de superviven-
cia en la primaria rural ha aumentado más rápido que en la urbana, las 
diferencias todavía son bastante grandes. La tasa de supervivencia —que 
muestra el porcentaje de personas que terminan el ciclo básico dentro 
de una cohorte determinada—15 en las zonas rurales —5.0%— era sola-
mente 12% de la tasa registrada en el medio urbano —41.9% — para la 
generación que terminó la primaria en 1963. Estas cifras miden solamen-
te el progreso de los estudiantes una vez dentro del sistema; sería todavía 
más abrumador el contraste si pudiéramos incluir datos sobre la tasa de 
satisfacción de la demanda potencial —o tasa de escolaridad— en las dos 
regiones. Las grandes diferencias en las tasas se deben a que las oportu-
nidades en el área rural son menores por la falta absoluta de suficientes 
escuelas para satisfacer la demanda (Myers, 1965). Muchas de las escue-
las ni siquiera imparten los seis años de enseñanza.

Dos puntos adicionales sobre el significado de estos datos son funda-
mentales. Primero, las diferencias entre zonas rurales y urbanas están 

14   Técnicamente, la comparación para 1970 no es del todo adecuada. Por falta de 
información tuvimos que hacer la comparación con el rango de la sep de 1960. Todos los 
resultados son significativos al grado 0.95 de confianza. Los datos a nivel estatal están en 
Barkin (1971a).

15   Una cohorte es una generación escolar. La cohorte de 1958, por ejemplo, terminó 
la primaria en 1963 y entró en la universidad en 1969.
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basadas en la definición censal de las zonas. Según ésta, una zona rural 
tiene menos de 2 500 personas, mientras que una definición más funcio-
nal tomaría un nivel de 15 000 como un tamaño adecuado para definir 
un área urbana.16 Si usáramos esta definición más realista, habría muchas 
más personas en las zonas rurales y se verían todavía con más claridad 
las disparidades entre las zonas. Segundo, Raúl Benítez (1970) ha notado 
que, a pesar de la mejora en las tasas de escolaridad, se ha observado un 
descenso en las tasas de participación de niños de seis años de edad. Esto 
implica que, aun con estas mejoras, la edad a la cual el alumno pueda 
terminar el ciclo escolar es mayor y esto ocasiona un alza proporcional 
en el costo de la educación al estudiante (por el aumento en el costo de 
oportunidad —ingresos que no percibe el estudiante— de la educación 
al alumno); como consecuencia hay un sesgo más en contra de los grupos 
más humildes de la población.

Las marcadas diferencias regionales en oportunidades educativas están 
agudizadas todavía más por los patrones de migración interna que rigen 
actualmente en México. Muchos de los emigrantes empiezan la escuela 
en sus lugares de nacimiento y terminan sus carreras educativas en otras 
entidades de atracción migratoria; este fenómeno, en sí, tiende a afectar 
las cifras de retención escolar en las dos localidades en formas opuestas, 
especialmente sobreenumerando la retención en las localidades de des-
tino, que son, a su vez, lugares más desarrollados. En los lugares de origen 
la sobreenumeración de deserción real indica, más bien, un fenómeno 
de rechazo de población estrechamente asociado a los niveles relativos 
de desarrollo. (Véanse los capítulos de H. Muñoz, O. Oliveira y C. Stern, 
en Balan, et al., 1971.)Estas diferencias estatales aumentan a medida que 
ascendemos por la escala académica hasta llegar al nivel de educación 
superior, donde nos encontramos una concentración sustancial de las 
oportunidades educacionales en unos cuantos planteles. Este mismo fe-
nómeno se observa en otros países y no es nada sorprendente encontrar 
que el índice de dse y la tasa de participación de la población en la 
educación profesional estén relacionados; la correlación de rangos es 
0.59. De la misma manera encontramos una correlación entre el índice 
de dse y la tasa de supervivencia desde la primaria hasta el primer ingre-
so a la universidad; la correlación de rangos es 0.57.17 18

16   Véase Unikel (1968) para una nueva clasificación de zonas urbanas.
17   La expansión universitaria durante los sesenta ha influido mucho en la disminución 

de las diferencias regionales. La concentración regional disminuyó sustancialmente como 
consecuencia, Lajous (1968).

18   Cabe oponerse a este tipo de análisis de la distribución estatal de las universidades 
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Varios otros hechos sobresalen del análisis de la educación posprima-
ria en México. Primero, el porcentaje de personas que entran a la secun-
daria, en comparación con los egresados de la primaria, era del orden 
de 58% en 1964; hubo muy poca variación entre los estados a este res-
pecto, siendo la desviación estándar de solamente 4.3%. Una vez dentro 
del ciclo intermedio, sin embargo, la variación aumentó en forma nota-
ble. Aunque el porcentaje de alumnos inscritos en primer año de la se-
cundaria básica que termina el ciclo (65%) está muy por encima de la 
cifra correspondiente al nivel primario, la variación es mucho mayor, 
siendo la desviación estándar en este caso de 24%. Estos datos indican 
una característica importante del sistema mexicano: su incapacidad de 
retener estudiantes en el sistema escolar en las regiones menos desarro-
lladas a pesar de sus aspiraciones evidentes de tratar de seguir a los nive-
les más avanzados.

Hay algunos datos adicionales que iluminan todavía más el panorama 
de la concentración de oportunidades educativas en los estratos so-
cioeconómicos más altos. Según una encuesta hecha en la Universidad 
Nacional Autónoma de México, en la capital, en 1963, más del 43% de 
los estudiantes declararon pertenecer a grupos familiares con ingresos 
mensuales del décimo más rico de la población, más que el 75% de los 
capitalinos en aquel año. Además es notable que el ingreso promedio de 
las familias de los estudiantes en la unam era 3.2 veces superior al nivel 
nacional. Ésta es una indicación bastante concisa que ilustra el problema 
de la concentración de las oportunidades de lograr acceso a la educación 
superior (Lajous, 1968).

No parece necesario entrar en más detalle sobre el tema: los datos 
hablan del problema con bastante elocuencia. Las oportunidades educa-
cionales están sumamente concentradas y las personas de las regiones 
atrasadas se encuentran en gran desventaja con respecto al resto de la 
población, ya si no por otra cosa, por la falta de instalaciones escolares 
adecuadas. El problema se agudiza todavía más cuando se agrega a estos 
problemas el costo de la educación “gratuita” y la falta de oportunidades 
de percibir ingresos mientras el estudiante está en la escuela. Esto último 
pesa mucho más sobre el presupuesto familiar en las clases bajas.

porque muchos estudiantes emigran a la capital nacional o regional para seguir sus estu-
dios. Aunque sea cierto que haya marcada migración interna de estudiantes universitarios; 
nos parece importante el hecho de que muchos de éstos permanezcan dentro de las zonas 
donde se recibieron y el beneficio quede dentro del área de influencia del centro univer-
sitario. Éstas son las zonas de mayor desarrollo socioeconómico y ellas ofrecen las mejores 
oportunidades económicas y culturales para los graduados.
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En este apartado hemos visto dos niveles de análisis referentes al pro-
blema del acceso a la educación en México. En el primero vimos que la 
pirámide educacional selecciona personas para la ruta hacia los niveles 
superiores de la educación. A pesar de los grandes avances, todavía una 
parte reducida —aproximadamente 25%— de las personas que logran 
entrar al ciclo escolar básico podrán completarlo. La expansión escolar 
ofrece actualmente la posibilidad de alguna educación primaria a las dos 
terceras partes de los demandantes potenciales. En el segundo, podría-
mos citar otro estudio, más extenso, para resumir nuestras conclusiones:

Estos resultados no son sorprendentes. Simplemente revelan la abrumadora in-
fluencia del lugar de residencia en la determinación de las oportunidades edu-
cativas En el nivel primario, la brecha urbano-rural puede pronto quedar cerra-
da en el caso de los estados más desarrollados; en los predominantemente 
rurales, por lo contrario, podemos esperar que las discrepancias continúen 
agudizándose (Mir, 1971: 25-29).

Tanto en el nivel primario como en los niveles superiores, la perspec-
tiva es que la brecha entre las entidades pobres y las ricas seguirá ensan-
chándose.

En términos generales, los datos sobre las disparidades regionales 
presentados en esta sección pueden también reflejar los problemas in-
terpersonales que existen dentro de cada entidad: con excepción de los 
estados donde la tasa de asistencia es relativamente elevada, las personas 
en las clases bajas están sistemáticamente excluidas del proceso educativo. 
Aun en las zonas donde las tasas de participación son altas, los mecanis-
mos de selección parecen excluir a las personas de las clases bajas después 
de los primeros años del proceso escolar.19 En México, el análisis refleja 
la importancia de la clase social de los padres para el grado de aprove-
chamiento de los hijos en el sistema escolar, y, como consecuencia, su 
propia clase social.

19   Ésta es, también, la conclusión de los varios estudios sobre la educación superior en 
Estados Unidos. Véanse, por ejemplo, los trabajos de Wiesbrod y Hansen para una des-
cripción de varias experiencias estatales.
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2.4. el darwinismo social en méxico: una hipótesis

A lo largo de este trabajo hemos venido señalando una serie de incon-
gruencias entre las esperanzas con respecto a la educación y la realidad 
mexicana. Vimos al principio la falta de una relación a través del tiempo 
entre la distribución del ingreso y la de la educación, contrastante con 
la clara esperanza de lo contrario; esta esperanza se debe principalmen-
te a la existencia de dicha relación en los datos transversales, analizados 
tanto en México como en otros países. Se suponía también que, en 
México, la educación debería ser el renglón más importante del gasto 
público, de acuerdo con las declaraciones oficiales de los líderes políticos 
máximos. Sin embargo, las múltiples demandas de recursos gubernamen-
tales y el proceso de negociación para la asignación de éstas han resulta-
do en un gasto educativo muy por debajo de las metas declaradas. La 
fuerte concentración geográfica de los recursos educativos que señalamos 
en el último apartado es el resultado, en parte, de la escasez de fondos 
y de una política que refuerza las tendencias actuales de la concentración 
del desarrollo de México en unas cuantas regiones. Se puede suponer 
que esta concentración, a su vez, explica parte del aumento en la con-
centración del ingreso personal en México.

Nos parece, sin embargo, que esta explicación no es del todo satisfac-
toria para entender el papel de la educación dentro del desarrollo mexi-
cano durante las últimas décadas. Un análisis más completo debe, desde 
nuestro punto de vista, ubicar la educación dentro del marco socioeco-
nómico y político mexicano y basarse en la interacción entre el sistema 
educativo y el conjunto de políticas económicas que lo condicionan. Para 
realizar esta tarea empezaremos con una descripción muy esquemática 
del desarrollo mexicano y procederemos a encajar la educación dentro 
de este marco.

Durante más de 30 años, México ha experimentado un crecimiento 
económico anual real superior al 6% y un aumento en su fuerza de tra-
bajo de más de 3%; el ingreso per cápita ha aumentado a un ritmo his-
tórico ligeramente inferior a 3% anual y en 1970 es superior a 8 000 
pesos anuales. Durante este periodo ha habido cambios estructurales en 
la economía, disminuyendo el sector agrícola y elevando las actividades 
secundarias. En 1939, el sector primario contribuyó con 24% al produc-
to interno bruto (pib), mientras que 30 años más tarde participó con 
menos de un 18% del mismo. Las cifras correspondientes a la industria 
manufacturera son 18 y 26%. Los cambios en la participación de los otros 
sectores de la economía han sido menores; es conveniente, sin embrago, 
señalar dos aspectos importantes de la economía mexicana: la elevada y 
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estable posición del comercio dentro del total —26%— y la reducida 
participación y tendencia descendente del sector gubernamental 
—2.7%— en contraposición con los demás países latinoamericanos (Iba-
rra, 1970).

El intercambio de lugares de la agricultura y la industria ha sido acom-
pañado por cambios correspondientes en la estructura del empleo en 
México. De 1930 a 1970 la quinta parte del aumento total en la ocupación 
se registró en el sector primario: el secundario absorbió la tercera parte, 
y el sector terciario casi la mitad. Desde 1950 el sector manufacturero ha 
podido ensanchar su participación, tanto dentro del pib como dentro de 
la fuerza de trabajo; debiéndose esto a su acelerada tasa de crecimiento 
—más del 7.5 % anual de valor agregado— y a su acelerada absorción 
de mano de obra: 5% anual (Ibarra, 1970). La importancia del sector 
manufacturero dentro de la pauta actual del desarrollo y su contribución 
al crecimiento en los últimos años nos lleva a la necesidad de examinar 
con un poco más de detalle su dinámica, lo cual haremos para poder 
relacionarlo con su demanda de mano de obra y estudiar su relación con 
el sistema escolar.20

Durante los 20 años a partir de 1950, la industria manufacturera du-
plicó su empleo en más de un millón de personas. Con base en los datos 
disponibles podemos llegar a algunas conclusiones sobre los cambios 
en la estructura interna del sector. Al principiar el periodo las ramas 
alimenticias produjeron el 8% del valor agregado de la industria y em-
plearon un 20% de la mano de obra, siendo las cifras para 1965 de 6% 
y 24% (Banco de México, 1969). Es decir, estas empresas, caracterizadas 
principalmente como artesanales en un estudio reciente (Trejo, 1970), 
aumentaron su producción relativamente despacio, pero lograron elevar 
su participación dentro del total de ocupación industrial. Además, este 
aumento representa la absorción de casi el 40% de todos los nuevos 
entrantes al sector industrial; en otras palabras, dos de los cinco puntos 
de crecimiento anual de la fuerza de trabajo se deben a la dinámica del 
crecimiento de pequeñas empresas dedicadas a la molienda de maíz y 
nixtamal y de las más grandes en otras ramas alimenticias (incluyendo 
las dedicadas a la fabricación de bebidas y productos de tabaco) (Trejo, 
1971). Otras industrias crecieron a ritmos más acelerados en términos 
tanto de absorción de nuevos trabajadores como de valor agregado. Éstas 
fueron las “que producen bienes de capital o intermedios, y que recibie-

20   Desgraciadamente, las primeras tabulaciones del Censo de Población de 1970 han 
revelado fuertes discrepancias con los censos anteriores, lo cual hace imposible el uso de 
los datos ya disponibles para comparaciones con los años anteriores.
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ron un importante estímulo del gobierno en la forma de subsidios y tari-
fas de protección durante el periodo” (Trejo, 1970: 112). Estas industrias 
son las más dinámicas en México y su crecimiento ha ido acompañado de 
un aumento en la productividad por trabajador. Sin embargo, la política 
de sustitución de importaciones y el cambio tecnológico se combinaron 
para limitar la capacidad de absorción, la mano de obra en varias ramas 
industriales. Actualmente, a pesar de su elevada tasa de crecimiento, el 
sector industrial en su conjunto —industrias modernas y tradicionales— 
puede absorber solamente la cuarta parte del crecimiento anual de la 
fuerza de trabajo total.

El análisis del crecimiento económico subrayó la importancia de sepa-
rar el sector industrial del resto de la economía y de examinar la natura-
leza del efecto empleo de las industrias modernas distinguiéndolo del 
observable en las industrias más tradicionales y de lento crecimiento. 
Vimos que aquéllas absorbieron menos mano de obra que éstas y que 
puede esperarse que en los próximos años el crecimiento dinámico esté 
acompañado de mejoras tecnológicas que seguirán absorbiendo menos 
mano de obra que lo deseable en comparación con la oferta disponible. 
Además, la transformación de la estructura industrial de pequeñas em-
presas tradicionales a grandes empresas modernas ha resultado en fuer-
tes desplazamientos de mano de obra dentro de la industria (Trejo, 1970: 
117-118). No es inevitable pero es improbable que la industrialización 
acelerada resulte incapaz de absorber los fuertes incrementos de mano 
de obra disponible en México. Esto es, en parte, resultado de la inefica-
cia industrial que ha subido costos y creado dificultades para la expansión 
de la producción. Por otra parte, los precios relativos del capital y mano 
de obra en el mercado privado han sido notablemente alterados con 
respecto a sus niveles sociales y han propiciado, como consecuencia, la 
tendencia hacia la adopción de técnicas de producción altamente inten-
sivas en su uso de capital.21 Esto ha resultado en la situación paradójica 
de que la tasa de aumento de la relación capital-trabajo —la cantidad de 
inversión por cada trabajador— es más alta en México que en países más 
industrializados, como Italia, y se aproxima a la de Francia o Inglaterra 
(Sheahan, 1971: 25). Sería necesario adoptar nuevas políticas para im-
pulsar el uso eficiente y en proporciones más apropiadas de los factores 
disponibles, siempre que el gobierno quisiera alterar la situación actual. 

21   Esta descripción esquemática del desarrollo mexicano y los efectos del cambio de 
tecnologías y políticas gubernamentales sobre la absorción de la mano de obra está trata-
do en más detalle en Barkin (1970).
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Estas medidas constituyen un programa mínimo necesario para enfrentar 
el problema del empleo en los próximos años.22

En los primeros años de la expansión industrial hubo indicaciones de 
que muchas industrias tenían que recurrir a obreros no calificados para 
llenar sus necesidades. Las bajas iniciales en productividad por trabajador 
era una indicación de éste. Datos más recientes sobre la migración inter-
na, tanto hacia la ciudad de México como a la de Monterrey confirman 
esta inferencia, sugiriendo que los emigrantes tenían mucho menos 
problemas para conseguir trabajo en los años cincuenta que en los últi-
mos años. Esto es producto tanto de un ensanchamiento de la corriente 
migratoria —con la consecuente disminución de su preparación— como 
del estrechamiento de oportunidades dentro de las áreas urbanas.23 Las 
razones del cambio en las posibilidades de conseguir trabajo son múlti-
ples. Por un lado, el sistema educativo se ha ensanchado enormemente 
para permitir grandes incrementos en el número de egresados a cada 
nivel, siendo esta expansión relativamente más importante en los niveles 
superiores. Por otro lado, la demanda de mano de obra dentro del sector 
industrial está cambiando de naturaleza. Con la caída relativa en la par-
ticipación de las industrias tradicionales, la mano de obra requerida 
dentro de la industria es de un más alto nivel. Esto es resultado tanto de 
la incorporación de nuevas técnicas dentro de las industrias como del 
cambio en la estructura de la organización de las empresas hacia la crea-
ción de grandes compañías que tienden a desplazar la producción arte-
sanal. Como resultado, los industriales no se ven obligados a recurrir a 
obreros carentes de la preparación básica necesaria para satisfacer sus 
necesidades de personal. La oferta de egresados de las escuelas está au-
mentando lo suficientemente rápido como para surtir sus demandas. 
(Esto no quiere decir que los industriales estén satisfechos con la calidad 
de la preparación de sus nuevos trabajadores, lo cual no es cierto. Impli-
ca únicamente que pueden reclutar personas con mayor preparación 
educativa; personas mejor preparadas para recibir entrenamiento adicio-
nal en el trabajo.) Uno de los resultados de este proceso es que la expan-
sión económica no se ha difundido ampliamente entre todos los grupos 
sociales del país. Como se sugirió en el segundo apartado de este trabajo, 
el ingreso en México está altamente concentrado en unas cuantas manos. 
El empeoramiento de la distribución desde 1950 es producto de la estra-

22   Para una discusión más amplia de políticas adecuadas, véase Little Scott y Scitovsky 
(1970).

23   Véase Balan, et al. (1971), para una discusión más amplia de la migración interna 
en México.
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tegia de desarrollo seguido en esta época. En parte es el resultado del 
aumento continuo en el número de personas empleadas en los subsec-
tores agrícolas más atrasados y de la fuerte emigración de muchos de los 
restantes a las zonas urbanas donde vienen a constituir parte de la “ofer-
ta ilimitada de mano de obra”.24 Operando conjuntamente con esto está 
el ensanchamiento del empleo dentro del sector industrial a bajos salarios 
iguales o menores que el salario mínimo.25 Según el Censo de Población 
de 1960 se puede estimar que más de la mitad de la población ocupada 
en las actividades secundarias se encuentra en la posición descrita (Ibarra, 
1970: 130). La encuesta de gastos familiares en 1963 confirmó esta im-
presión general: la tercera parte de las familias cuyo jefe está dentro de 
la fuerza de trabajo industrial gastó menos de 700 pesos mensuales; esto 
resulta ser, aproximadamente un ingreso per cápita igual al 30% del 
promedio nacional en aquel año. (La situación en el campo era peor: 
70% de todas las familias en el sector agrícola reportaron estar en las 
mismas condiciones) (Banco de México, 1966.) El empeoramiento de la 
distribución del ingreso agrandó la brecha entre los pobres y los ricos. 
Fue la clase media —las personas en los estratos económicos entre el 70 
y 95% de la población más rica— la que logró aumentar su participación 
a costa de los demás. La situación mexicana es notable no solamente por 
el aumento en la desigualdad entre 1950 y 1963, sino también porque 
sitúa a México en primer lugar entre los países industrializados en el 
Hemisferio con respecto a la concentración del poder adquisitivo. Esta 
situación y las tendencias históricas han llevado a un estudioso del tema 
a concluir que sería “inconcebible” seguir la pauta histórica, dada la in-
formación que hay sobre los otros países latinoamericanos (Martínez de 
Navarrete, 1972: 44-46). Sea cual fuere la posibilidad de cambiarla en los 
próximos años, el hecho es que la distribución actual es el resultado de 
la interacción entre el crecimiento económico y las instituciones sociales 
y políticas que se han formado en los años posrevolucionarios en México, 
y la educación es una de las más importantes de éstas.

Esta brecha es, en parte, el resultado de una estratificación dentro de 
la clase obrera. Desde luego, en una economía como la mexicana, donde 
hay grandes números de personas subempleadas —en el sentido de estar 
trabajando pocas horas o percibiendo ingresos sumamente bajos—, la 

24   Véase Eckstein (1968) para una discusión más a fondo del problema de la concen-
tración del ingreso y el aumento del desempleo en el campo mexicano.

25   Para mayores detalles sobre el problema del empleo y la productividad dentro del 
sector industrial véase Alejo (1970) e Isbister (1971) y las referencias mencionadas en 
ellos.
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presión bajista en los salarios es muy fuerte para las personas que no 
están en los sectores modernos. Con una “oferta ilimitada de mano de 
obra” la influencia de los niveles de vida en el sector agrícola es grande 
y las posibilidades de aumentar los salarios de la mayoría de los trabaja-
dores son limitadas (Isbister, 1971). Solamente en algunas de las empre-
sas sindicalizadas o sujetas a otras presiones políticas o económicas se 
pueden observar salarios por encima de los promedios importantes en 
la economía. Muchas, si no es que todas las empresas más dinámicas en 
la industria de transformación se cuentan entre ellas. En otras palabras, 
los sectores de mayor crecimiento son, también, los sectores que ofrecen 
mejores condiciones materiales a sus empleados.

Los salarios en estas industrias están determinados en función de varias 
fuerzas que operan a otros niveles que el del reclutamiento de empleados. 
Para muchos obreros en estas industrias sus ingresos están muy por arri-
ba de los niveles mínimos predominantes en las industrias tradicionales 
de las áreas urbanas. Como es de suponerse, es relativamente reducida 
la proporción de obreros que realmente pueden gozar de estos elevados 
niveles de salarios; mientras que persista la abundancia de obreros la 
mayor parte de la fuerza de trabajo seguirá viendo sus ingresos estrecha-
mente ligados a los niveles de salarios prevalecientes en el campo.

La primera de las fuerzas tendientes a la creación de una élite en la 
clase obrera es la serie de salarios “mínimos” establecidos a nivel regional 
por el gobierno que en realidad sirven como topes para las personas 
empleadas en industrias y ocupaciones marginales o poco controladas 
(como la de la construcción o la del trabajo agrícola). En la industria 
moderna estos niveles oficiales tienen mayor vigencia y en las negocia-
ciones resultantes de los otros factores descritos abajo son usados como 
bases para fijar salarios. Estos salarios mínimos están determinados de 
acuerdo con una estimación del costo de la vida en cada región e inter-
vienen en el proceso de su negociación representantes de los empleado-
res, sindicatos y gobierno en cada zona. La segunda presión surge de 
estimaciones oficiales de los niveles topes, consistentes con el desarrollo 
“equilibrado” no inflacionario de México. No se sabe mucho del proceso 
de negociación entre los empresarios y el gobierno, pero la impresión 
general es que, durante el transcurso de las discusiones sobre el otorga-
miento de exenciones fiscales, subsidios y protección arancelaria, tam-
bién entran consideraciones de los límites dentro de los cuales pueden 
variar los salarios. Finalmente, en ciertas industrias sujetas a presiones 
sindicales, los salarios dependen de acuerdos políticos para la fijación de 
sus niveles. El resultado de estas fuerzas es la determinación de la dife-
rencia entre el nivel de remuneración que regiría si no hubiera interven-
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ción oficial y los niveles corrientes de salarios. El empresario toma los 
salarios casi como un factor predeterminado y exógeno y trata de conse-
guir los mejores empleados, al precio establecido.26

No es de sorprenderse, dada esta situación, ni el exceso de oferta sobre 
la demanda para obreros en las industrias con salarios elevados ni la 
preferencia por parte de los empresarios por emplear a las personas con 
mayores niveles educativos. Dado que el empresario no se ve obligado a 
pagar salarios más elevados para conseguir empleados con mayor prepa-
ración educativa, es lógico que una de las consecuencias de las fuerzas 
descritas arriba sea el alza en los requisitos educativos para entrar a tra-
bajar en las empresas modernas. El beneficio resultante de la educación, 
para el empresario, consiste en la posibilidad de impartir programas de 
entrenamiento en el trabajo a niveles más elevados y en tener personas 
mejor preparadas para recibirlos.

De hecho, los requisitos educativos han ido en aumento paulatino, 
llegando a sobrepasar el del diploma primario, hasta llegar a exigir la 
asistencia o aun la terminación del ciclo básico de la secundaria. Mientras 
la oferta no esté limitada, el industrial podrá subir los requisitos mínimos 
sin temor de encontrarse con una falta de obreros.27 Aun con los cuadros 
mejor escolarizados, tendría que incluir un gran elemento de entrena-
miento en el trabajo durante un periodo inicial, ya que las escuelas, en su 
mayoría, no se esfuerzan por preparar a sus estudiantes para actividades 
directamente productivas. No lo ven como una de sus responsabilidades. 
Esto no quiere decir que la educación no contribuya a la productividad de 
los nuevos entrantes a la fuerza de trabajo. Su contribución es importante, 
no solamente por los conocimientos específicos que tienen aplicación 
en el trabajo —tales como procesos técnicos y enfoques para resolver 
problemas—, sino también por la mayor facilidad con que sus egresados 

26   Una explicación alternativa —más dentro de la teoría y funcionamiento del merca-
do— sería que la oferta de personas con mayores niveles educativos está creciendo a un 
ritmo acelerado en comparación con la demanda. Como consecuencia, la determinación 
de los salarios en el mercado está influida, en gran medida, por las fuertes presiones ba-
jistas ejercidas por la sobreoferta de mano de obra sobre la industria en su conjunto. El 
único problema con esta explicación es su falta de capacidad para explicar las diferencias 
entre salarios en las empresas de una determinada industria o entre industrias.

27   Hay algunos que proyectan la terminación del periodo de “superabundancia” de 
trabajadores agrícolas y la necesidad de elevar todavía más la razón capital-trabajo. Basados 
en “varios supuestos optimistas” llegan a sus conclusiones sobre la oferta y demanda para 
personas calificadas dentro de la fuerza de trabajo en 1980 (Keesinp y Manne, 1970). 
Otros han desarrollado modelos reforzando la posición expresada en el texto (Ibarra, 
1970). Nos parece que el primer modelo ignora muchas tendencias implícitas en el desa-
rrollo industrial mexicano y que sus supuestos son demasiado optimistas.
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pueden obtener el entrenamiento adicional necesario para llegar a ser 
empleados eficientes. Entonces, tanto el empresario como el individuo 
perciben importantes beneficios de los años adicionales de asistencia es-
colar. Pero un resultado de la creciente oferta y de las restricciones con 
respecto a la demanda es que dentro de las zonas mayormente desarrolla-
das —donde están ubicadas las industrias más dinámicas y la mayor parte 
de las escuelas de niveles superiores— es más difícil conseguir trabajo 
sin un cierto grado mínimo de asistencia escolar. Muchas personas que 
tenían la esperanza de que con unos cuantos años de escuela primaria 
podrían obtener buenos puestos se encuentran ahora sin los requisitos 
formales necesarios para conseguir los trabajos esperados.

Nuestro análisis sugiere que el alza en los antecedentes educativos 
necesarios para conseguir un buen puesto dentro del sector moderno ha 
tenido importantes implicaciones para las aspiraciones económicas de los 
estudiantes. Mientras que la escuela secundaria generalmente sigue pro-
porcionando beneficios en la forma de buenas oportunidades ocupacio-
nales a sus estudiantes, la rápida expansión de la escuela primaria no ha 
otorgado las mismas oportunidades a todos los suyos. En otras palabras, 
las personas que salen de la primaria antes de terminarla y aun los que 
se gradúan a este nivel, encuentran grandes dificultades para obtener un 
trabajo decoroso por la gradual subida de los requisitos educacionales de 
los empresarios. Esto sucede por el gran aumento en el número de egre-
sados de la escuela primaria, con relación a las necesidades de trabaja-
dores en los sectores que ofrecen las mejores oportunidades económicas. 
A los factores anteriormente mencionados como limitantes deben agre-
garse otras barreras a los aspirantes, tales como el requisito de pertenecer 
a un sindicato —lo cual limita la entrada a ciertos grupos de personas— 
o el pago de cuotas de iniciación. Desde luego, este fenómeno puede 
darse solamente en aquellas regiones donde la escuela posprimaria se ha 
desarrollado para poder surtir los cuadros necesarios para la industria 
local. En otras regiones más atrasadas, donde la escuela no está tan ple-
namente desarrollada como para ofrecer oportunidades de educación 
media y superior, el valor de la educación primaria todavía puede ser lo 
suficientemente grande como para garantizar la entrada del trabajador 
al sector moderno. No es extraño pensar, sin embargo, que estas regiones 
son las que limitan el acceso a la educación primaria a los grupos socia-
les más acomodados y, por ende, la educación tiene el mismo efecto es-
tratificador que en las áreas donde existen niveles escolares más avanza-
dos. Con el crecimiento en el sistema escolar hemos visto, entonces, que 
para mantenerse en un estrato determinado es necesario seguir aumen-
tando el propio nivel de escolaridad. Solamente de esta manera muchas 
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de las personas pertenecientes a los grupos sociales que actualmente 
tienen acceso a los mejores trabajos y oportunidades económicas podrían 
evitar que sus hijos quedaran marginados en el futuro. Así, a pesar del 
éxito gubernamental logrado al agrandar el sistema escolar en todos sus 
niveles, los beneficios económicos que esta inversión hubiera podido 
prometer a los estudiantes se vieron disminuidos por la reducción en la 
amplitud de oportunidades ocupacionales abiertas a los nuevos gradua-
dos de cada nivel. Por supuesto, los beneficios a la sociedad en su con-
junto han sido grandes en términos de surtir la mano de obra necesaria 
para proseguir con el programa nacional de crecimiento económico.28

Es importante subrayar las limitaciones de esta explicación. No estamos 
refiriéndonos a toda la economía ni a todos los obreros que forman la 
fuerza de trabajo. La mayor parte de la fuerza de trabajo todavía tiene 
que encontrar su subsistencia dentro de la agricultura o las industrias 
que ofrecen salarios relativamente reducidos en comparación con las 
empresas incluidas dentro de los sectores aquí considerados. Esta hipó-
tesis que relaciona la educación y el trabajo puede darse claramente sólo 
en aquellas partes de la economía donde los salarios, prestaciones y 
oportunidades son mayores; es decir, en el sector moderno de la industria 
y en ciertos servicios donde el crecimiento ha sido más dinámico y don-
de la tecnología y reorganización de la estructura de producción han 
cambiado las relaciones de trabajo y las responsabilidades y requisitos de 
los obreros. También se debe limitar la aplicabilidad potencial de este 
razonamiento a los nuevos entrantes a la fuerza de trabajo —los que no 
han acumulado experiencia o entrenamiento en el puesto— porque con 
los que actualmente tienen trabajo pudieran operar otros mecanismos 
que les abrieran nuevas oportunidades dentro del sector moderno. Estas 
limitaciones son necesarias para poder explicar la forma en que la edu-
cación podría contribuir a la estratificación social a través de sus relacio-
nes con el mercado de trabajo.

Vimos, anteriormente, cómo funciona la estratificación del sistema 
escolar para proporcionar las mejores oportunidades a los hijos de las 
familias que habitan en las zonas más prósperas del país. En las regiones 
más rezagadas, las plazas en las escuelas primarias están disponibles en 

28   Para la exposición de un modelo que trate de explicar las incongruencias dentro 
del contexto norteamericano véase Hollister (1970). Su modelo no tiene semblanza en 
las hipótesis presentadas aquí, pero su objetivo es el mismo: explicar la falta de una rela-
ción a largo plazo entre la distribución del ingreso y la de la educación. Para un marco 
analítico más estrechamente relacionado con el presente trabajo véase Gintis (1971) y 
Bowles (1971) y las referencias en éstos.
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números reducidos y se puede suponer que se encuentran ocupadas en 
mayor grado por las personas mejor acomodadas y las que tienen aspira-
ciones de que sus hijos emigren. En las zonas más avanzadas del país las 
facilidades escolares son mayores, pero, como vimos en el caso de Mon-
terrey, están mejor aprovechadas por las personas de la clase media alta 
para arriba. La explicación de la selección con base en el estatus socioe-
conómico radica tanto en la distribución geográfica de las plazas como 
en los costos de la educación. Los requisitos formales y el número redu-
cido de oportunidades limitarían efectivamente las posibilidades a los 
hijos de las familias humildes, aun si pudieran costear la educación 
“gratuita”, es decir, si se pudieran mantener la familia y el estudiante sin 
percibir el ingreso que hubiera podido recibir éste de no estar asistiendo 
a la escuela.

Dada la concentración regional de las instalaciones escolares en las 
grandes urbes, donde también se está concentrando el desarrollo indus-
trial, el efecto distributivo de los cambios sobre la población en el reclu-
tamiento ocupacional dentro del sector moderno es bastante importante. 
El acceso a los nuevos trabajos en la industria y los servicios modernos 
depende en gran medida de un mayor número de años de asistencia 
escolar. Estos trabajos ofrecen la promesa de mejores salarios con aumen-
tos en la productividad obtenidos con el empleo pleno de la capacidad 
instalada y nuevas inversiones. Los acuerdos sindicales y gubernamentales 
ofrecen también mejores perspectivas en estas industrias. La combinación 
del aumento en los requisitos formales y la estratificación escolar se com-
binan para limitar las mejores oportunidades en la economía a las per-
sonas que ya están en las capas más altas de la población, las familias de 
las clases alta y media alta. Éste es un proceso que continúa y quizá 
acentúa la ya bastante concentrada distribución del ingreso en México.

Así, mientras que las personas que tienen acceso al sector moderno 
pueden beneficiarse de las mejores condiciones materiales allí ofrecidas, 
esta hipótesis sugiere que el sistema escolar en México tiene el papel de 
un filtro socioeconómico. Un filtro que dificulta la movilidad socioeco-
nómica que se supone que la educación primaria tradicionalmente ha 
otorgado. Vimos que hasta hace pocos años, la escasez de mano de obra 
escolarizada hizo posible todavía que la educación llenara este papel para 
los nuevos aspirantes al sector moderno; ahora esto es mucho menos 
probable. Esta descripción nos ayuda a entender la aparente contradic-
ción entre el alza continua de la escolaridad de la población y el deterio-
ro en la distribución del ingreso. Sugiere que el sistema educacional no 
es solamente un mecanismo de preparación de personas para el trabajo, 
sino también una institución de selección que ayuda a los empresarios a 
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seleccionar al mejor de los trabajadores disponibles; eso es, los que han 
sido mejor socializados y tienen ya las ventajas de los subsidios guberna-
mentales realizados a través del sistema educacional.29, 30

2.5. conclusiones

Hemos examinado la compleja relación entre la educación y la economía. 
Una de las conclusiones sobresalientes del análisis es el grado de influen-
cia que la clase social tiene sobre las posibilidades de aprovechar plena-
mente el sistema escolar y, como consecuencia, de beneficiarse de las 
oportunidades ofrecidas por el sector moderno de la economía. Pero la 
relación no es solamente unidireccional. Si bien es cierto que muchas 
oportunidades educativas no están disponibles para todos, también es 
importante notar que las limitaciones del crecimiento económico obsta-
culizan la capacidad de muchos grupos de aprovechar las oportunidades 
disponibles. Un cambio en la educación sin los cambios correspondientes 
en la estructura ocupacional y económica del país sólo conseguirá per-
petuar muchas de las limitaciones anotadas en este trabajo.

Actualmente, sin embargo, el sistema mexicano no solamente no con-

29   Uno de los efectos irónicos de este proceso de selección es la reducción de la efi-
ciencia en el uso de los escasos recursos que se están canalizando hacia la educación. Por 
un lado, muchas personas que han recibido una educación de nivel medio o superior se 
encuentran frente a la imposibilidad de conseguir el tipo de trabajo más adecuado de 
acuerdo con su preparación formal; como consecuencia consiguen trabajos en otros 
campos. Por el otro, algunas personas que están educadas nunca llegan a participar en la 
fuerza de trabajo en forma directa y la sociedad no puede aprovechar los beneficios de 
las inversiones ya hechas.

30   Si la hipótesis tiene alguna validez puede, también, poner en duda el enfoque pre-
dilecto de los economistas neoclásicos al examinar la contribución de la educación al 
crecimiento económico (véase, por ejemplo, Mincer, 1970). Dado que el número de 
personas disponibles para un determinado trabajo está limitado artificialmente por un 
mecanismo diseñado para facilitar el proceso de reclutamiento y que el salario no se ve 
afectado por este proceso de limitación, una evaluación de las utilidades de las inversiones 
educativas que acepte los precios de mercado para la mano de obra con distintos niveles 
educativos puede resultar en conclusiones erróneas. Dado que las mismas personas deter-
minan tanto la oferta de trabajadores como la demanda, el nivel de salarios no tiene que 
reflejar costos sociales. En muchos casos el trabajo actualmente ejercido por personas con 
altos grados de educación podría cumplirse con personas con menos educación y podría 
concebirse el caso de una reasignación de recursos humanos para lograr una mayor pro-
ductividad total. Esto no va ocurrir mientras el sistema no genere suficientes oportunida-
des de trabajo productivo.



80� una visión crítica del desarrollo capitalista

tribuye a reducir las desigualdades entre los grupos sociales, las está 
agudizando. Vimos que la distribución del ingreso en México se ha con-
centrado todavía más durante los últimos dos decenios y notábamos que 
las personas que han logrado los mayores grados de escolaridad actual-
mente reciben niveles de ingresos superiores a los promedios nacionales 
y que éstos están distribuidos en forma más igualitaria. Es importante 
subrayar la importancia de este hallazgo: la participación en el sistema 
escolar y el acceso ofrecido por ésta a los mejores puestos en la economía 
no solamente proporcionan mayores ingresos, sino que a ese nivel pro-
pician una mejor distribución de los mismos.

El acceso al sistema educativo, que facilita estos beneficios, está bas-
tante limitado. En parte, esto se debe a los reducidos recursos disponibles 
para el presupuesto educativo pero también, en gran medida, a la alta 
concentración de las oportunidades escolares en las zonas más ricas del 
país. La gran disparidad entre las oportunidades ofrecidas a las personas 
de las áreas rurales y de las urbanas para poder aprovechar las plazas 
escolares, está superada solamente por la disparidad entre las entidades 
federativas ricas y las pobres. Los efectos notados en este trabajo y en 
otros al nivel primario (Mir, 1971) son, sin embargo, todavía más agudos 
en los niveles superiores, donde las oportunidades son menores con 
respecto a la demanda total, y la concentración de la satisfacción de la 
demanda potencial es todavía mayor. Esto nos ha llevado a una situación 
en la que un gran porcentaje de los estudiantes en la máxima casa de 
estudios de México, la unam, vienen del 9% más rico de la población 
nacional. Podemos concluir, entonces, que la falta de capilaridad educa-
tiva hace muy difícil la subida de personas de las clases humildes a los 
niveles más altos de la educación en México.

Finalmente vimos que la interrelación entre la estructura educativa y 
la económica nos llevó a la hipótesis de que el sistema educativo no sola-
mente no está proporcionando suficientes oportunidades a las personas 
de medios escasos, sino que están funcionando en forma activa como 
una institución de selección, impidiendo el progreso de las personas que 
no gozan de los privilegios de clase. En el nivel agregado, el desarrollo 
escolar ha sido consistente con el proceso de industrialización —propor-
cionando mayores números de personas con mejor preparación— pero 
en el proceso, ha creado un efecto de rezago en el sentido de que ha 
dejado sistemáticamente a la mayor parte de los mexicanos sin posibilidad 
de participación en la economía moderna.

Una conclusión de este análisis es que a medida que se han venido 
ensanchando las oportunidades educativas ha sido necesaria más educa-
ción para que una persona cualquiera pueda mantenerse en el mismo 
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estrato socioeconómico. A medida que se va subiendo, los requisitos 
educativos para entrar al sector moderno, donde se dan los niveles de 
vida correspondientes a la clase media, exigen que las familias de estos 
grupos sociales procuren mandar a sus hijos a la escuela por un mayor 
número de años. En otras palabras, los cambios económicos exigen mayor 
preparación educativa, para mantenerse en el mismo nivel social.

No es de sorprenderse, tampoco, del énfasis que se está poniendo en 
la reforma educativa en los niveles superiores. Tanto los asistentes a la 
escuela, como sus padres y otros demandantes potenciales, así como los 
industriales, se dan cuenta de la importancia de la educación y de su 
contribución a la productividad del individuo. Sin una reorganización de 
la enseñanza media y superior para ajustarla a las necesidades de una 
estructura económica y moderna, ciertas posibilidades de crecimiento se 
verán frenadas por falta de personas con las habilidades adecuadas. La 
reforma educativa es necesaria para garantizar un número suficiente de 
egresados con la preparación mínima necesaria para las oportunidades 
productivas que se están creando. Los grupos sociales tienen un fuerte 
interés en asegurarse de que la escuela emprenda esta tarea para posibi-
litar la entrada de su progenie a las mejores oportunidades de la econo-
mía. Son de esperarse mayores esfuerzos para hacer más flexibles los 
programas educativos y, posiblemente, para reducir el tiempo necesario 
para completarlos. Mientras tanto, en el nivel básico de la escuela las 
medidas de la reforma educativa tendrán, probablemente, efectos de un 
orden más cuantitativo. Es decir, habrá esfuerzos para aumentar el nú-
mero de aulas y mejorar su distribución, pero sin grandes preocupaciones 
o posibilidades de cambiar la naturaleza de la enseñanza y hacerla más 
relevante para los trabajos dentro del sector moderno. Esto se debe a las 
grandes presiones que pueden ejercer las clases más altas para lograr que 
la mayor parte de los presupuestos adicionales que se otorguen para 
implementar la reforma educativa sean utilizados en los niveles superio-
res, que son los más estrechamente ligados al programa nacional de 
crecimiento económico. Pero sin mayores recursos no habrá los elemen-
tos necesarios para cualquier reforma.

Es deseable, sin embargo, aclarar que la educación no ha perdido su 
capacidad de favorecer la movilidad social para los que logran entrar en 
los niveles correspondientes. Aunque las probabilidades son menores, 
hay cierta posibilidad de que personas de las clases medias bajas y de las 
bajas puedan cursar hasta los niveles superiores y recibir los debidos 
beneficios. Desde luego, estas posibilidades son mayores en las zonas 
donde hay mayor concentración de facilidades escolares, como es el caso 
del Valle de México. En estas zonas las oportunidades de educación y 
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trabajo son mayores que en provincia y el ensanchamiento de las opor-
tunidades educativas trae consigo la apertura de mayores canales de ca-
pilaridad educacional y, probablemente, social. Mientras esta expansión 
se acompañe de otra, correspondiente, dentro del mercado de trabajo 
no se pondrá en peligro la posición de los estratos más altos, pero sí se 
satisfarán las necesidades económicas del crecimiento.31

Finalmente, es conveniente subrayar la relación de la educación con 
el desarrollo económico. En la mayor parte de este trabajo nos hemos 
limitado a hablar de los beneficios de la educación para el crecimiento 
económico. Hemos visto la necesidad de hacer esta distinción porque la 
evolución de la economía mexicana en los últimos decenios ha mostrado 
que el aumento en el producto interno no se ha visto acompañado de 
una mejor repartición de la riqueza (o aun del ingreso). Si bien es inne-
gable el mejoramiento en las condiciones materiales de vida de un gran 
porcentaje de la población en este periodo, las diferencias regionales y 
personales en México han seguido en persistente aumento.32 La educa-
ción ha jugado un papel importante al asegurar la disponibilidad de los 
recursos humanos capacitados necesarios para el crecimiento económico, 
pero no ha podido contraponerse a las tendencias concentradoras en la 
economía mexicana; por el contrario, su funcionamiento ha fortalecido 
esos movimientos.

Nuestro análisis sugiere, sin embargo, que el problema no radica en 
el sistema escolar y, por consecuencia, una mera expansión de éste no 
corregiría el problema. Nuestra hipótesis plantea la incompatibilidad 
entre la ampliación de oportunidades sociales y la pauta de desarrollo 
que no crea suficientes fuentes de trabajo bien remunerado para toda la 
población. Aunque el análisis sugiere que la educación agudiza las ten-
dencias actuales hacia la concentración, el remedio de reestructurar el 
sistema escolar —si esto se pudiera lograr frente a los actuales intereses 
creados— solamente provocaría la aparición de otros mecanismos de 
selección para canalizar los beneficios del desarrollo hacia los grupos que 
actualmente gozan del poder y dirigen la estrategia del crecimiento eco-
nómico.33

31   Para una discusión más amplia de las posibilidades de que los individuos suban a 
pesar de las limitaciones de su clase social en México, véanse las discusiones del tema en 
Balan et al. (1971), y para una discusión teórica del problema, con datos norteamericanos, 
véase Rogoff (1961).

32   Para una discusión más extensa del crecimiento económico y sus relaciones con la 
posibilidad para el desarrollo véase Barkin (1970).

33   Un análisis reciente de las dificultades del reformismo dentro de una determinada 
estructura de dominación económica y política aparece en Cinta (1971).



la educación: ¿una barrera al desarrollo económico� 83

Debemos aclarar, antes de terminar este ensayo, algunas de las impli-
caciones para la política educativa que se pueden desprender de este 
trabajo. Uno de los propósitos ha sido el de destacar la relación integral 
entre los sistemas social, económico y político y una de sus más impor-
tantes instituciones: la educación. No es nuestro intento o nuestro deseo 
menospreciar la importancia que tiene la educación para el desarrollo 
humano y económico; al contrario, estamos convencidos de que la edu-
cación es importante para los dos y de que una mayor comprensión de 
ella y de sus relaciones con los sistemas social, político y económico faci-
litaría los intentos para reformarla.

Es evidente que habrá importantes esfuerzos para implantar una re-
forma educativa en México. Sin importar cuáles sean sus características 
específicas, parece imprescindible una reforma previa del sistema fiscal 
que permita al Estado captar mayores recursos y también un cambio en 
el proceso de asignación presupuestaria que deje un porcentaje mayor 
para la educación. Dentro del contexto descrito en la última sección del 
trabajo —en el cual vimos que la educación no puede jugar un papel 
clave para asegurar la movilidad socioeconómica para las capas bajas— 
una reforma educativa probablemente afectará principalmente a los ni-
veles medios y superiores de la educación, siendo precisamente en éstos 
donde la entrada se encuentra más restringida para los miembros de las 
clases populares.

En el contexto actual, la educación no parece estar en condiciones 
para oponerse a todas las demás instituciones sociales. Es solamente una 
de varias instituciones que resultan de y afectan la estructura socioeco-
nómica del país y no está estructurada para presentar un reto fundamen-
tal a todas las demás. Su incapacidad de promover la capilaridad social 
no es el resultado solamente de las limitaciones inherentes a su estructu-
ra; se debe, más bien y fundamentalmente a la pauta de desarrollo eco-
nómico del país, que ha restringido la capacidad de absorción de mano 
de obra en trabajos productivos. Sin un cambio profundo en esta estra-
tegia, dirigido hacia una mayor absorción de trabajadores en los sectores 
modernos, una reforma educativa no cambiaría la función que la educa-
ción actualmente tiene en el proceso de selección, reforzando inevitable-
mente la estructura de clases actualmente prevaleciente.
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3.  EL IMPACTO DE LA INTEGRACIÓN EN LOS TRABAJADORES 
MEXICANOS1

con blanca lemus

Después de décadas de aislamiento, los encargados de la política econó-
mica han estado tratando durante más de dos decenios de acelerar la 
integración de México en la economía mundial. Si bien el país comenzó 
a “administrar la prosperidad” con base en el petróleo después de la 
primera crisis grave del peso en 1976, el Departamento del Tesoro inició 
conversaciones para la adhesión del país al Acuerdo General sobre Co-
mercio y Aranceles (gatt) como parte de la llegada a su “madurez”. 
Inesperadamente, una efectiva coalición de los economistas académicos, 
sindicatos rebeldes y pequeños empresarios lanzaron una campaña na-
cional efectiva para detener la iniciativa; a pesar de sus amenazas de 
nefastas consecuencias para los trabajadores del país, obligó al gobierno 
a retirarse de la ronda de negociaciones de Tokio en 1980. Ese episodio 
resultó ser sólo la primera escaramuza en una batalla perdida por las 
fuerzas sociales en México. Un proceso acelerado de la integración eco-
nómica internacional catapultó al país a una nueva era de libre comercio 
e inversión; finalmente se unió al gatt en 1986 (más tarde se transformó 
en la Organización Mundial del Comercio), siendo admitido en la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos en 1992, y 
adherido al Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) 
en 1994.2

1   Publicado en inglés en New Solutions, vol. 8:2 (nov.), 1998, pp. 243-252. Traducción 
de Blanca Lemus.

2   El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio fue creado en 1947 para 
promover un comercio más libre entre naciones como parte del proceso de reconstrucción 
después de la guerra; durante casi cincuenta años, tuvo éxito en reducir sustancialmente 
las barreras comerciales y la incorporación de muchos países en el pacto. En 1994, se 
transformó en la Organización Mundial del Comercio, con objetivos aún más ambiciosos, 
para abarcar servicios, derechos de propiedad intelectual y la inversión privada. La Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo es una consecuencia del grupo creado para 
administrar el Plan Marshall para la reconstrucción de la Europa devastada por la guerra; 
generalmente considerado como un club de naciones de “primer mundo”, con la incor-
poración de México, se ha ampliado su alcance para incorporar algunos de los países más 
ambiciosos en proceso de industrialización, y de armonización de las políticas de integra-
ción internacional. El tlcan es un segundo paso en los esfuerzos de Estados Unidos para 
consolidar su influencia sobre las relaciones hemisféricas; primero fue el pacto con Canadá.
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Por desgracia, las predicciones sombrías de los opositores a la integra-
ción han demostrado ser correctas. La calidad de vida, medida en tantas 
dimensiones como seamos capaces de imaginar, continúa deteriorándose 
aun cuando la prensa financiera del mundo celebra la asombrosa recu-
peración de México de su último combate con la depresión económica 
y su capacidad de adaptación frente a la crisis en Asia. En este capítulo 
se analiza por qué la globalización y la integración han sido tan eficaces 
en la reducción de los niveles de vida para los trabajadores y campesinos 
en México, incluso mientras los expertos siguen aplaudiendo los esfuer-
zos y hacen un llamado a la paciencia, acumulando descontentos. Aún 
más, sostenemos que esta disminución es un resultado inherente e inevi-
table que sólo puede ser frenado por movimientos internacionales de 
solidaridad eficaces, junto con la coordinación de luchas locales en esca-
la internacional en contra de este proceso. Por último, ya que la nueva 
economía mundial es incapaz de satisfacer las necesidades de la mayoría 
de los pueblos del mundo que no encontrarán empleo dentro de sus 
pliegues, se deben hacer esfuerzos serios para apoyar sus luchas por la 
autonomía local e integrar las coaliciones más amplias que produzcan los 
bienes y servicios para los trabajadores y al mismo tiempo fomentar am-
plias mejoras en las condiciones ambientales.

3.1. los efectos de la integración internacional

La integración internacional requiere un cambio profundo en los arre-
glos institucionales. En México, los líderes utilizan varios métodos, desde 
el completo soborno a diversas formas de coacción, para avanzar en su 
proyecto. Para comenzar el proceso, el nuevo equipo económico neoli-
beral redujo rápidamente las barreras al comercio internacional. Aunque 
ensalzado como una medida para aprovechar los “vientos de la compe-
tencia” para obligar a la industria nacional a ser más eficiente, no se 
ofreció apoyo a las miles de empresas que no tenían acceso a los recursos 
para modernizar sus plantas y aumentar la productividad; el resultado, la 
drástica reducción de los aranceles despejó el camino para una avalancha 
virtual de bienes de consumo importados, como consecuencia se perdie-
ron casi dos millones de puestos de trabajo en las pequeñas y medianas 
empresas obligadas a cerrar durante los años ochenta.

En este nuevo entorno, el gobierno coloca a la inflación como el ene-
migo público “número uno”. Al igual que en la mayor parte del mundo 
occidental, el ataque ideológico contra la inflación demostró ser una 
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manera eficaz de revertir los logros sustanciales de medio siglo de lucha 
de la clase trabajadora.3 Para obtener el apoyo público para esta nueva 
dirección de la política, se ofrecieron una serie de ventajas muy concre-
tas a los grupos sociales mayoritarios (migajas dirían algunos): sandalias 
y ropa barata fueron importados de China para los más pobres; los bienes 
de consumo procesados llenaron las estanterías de los supermercados; el 
crédito llegó a estar disponible para las computadoras personales y la 
electrónica de consumo; las autoridades aduaneras hicieron la vista gor-
da mientras los campesinos trajeron millones de coches usados al país 
con documentos de turista y luego se les concedió una “amnistía” para 
que los pudieran legalizar. Los más ricos no sólo fueron retomando por 
asalto el control del aparato productivo; debilitaron el control que tenían 
muchos sindicatos en las empresas y encaminaron al Estado para la pri-
vatización de muchas empresas públicas. También, transformaron a la 
Bolsa Mexicana de Valores en un nicho privilegiado para obtener bene-
ficios especulativos libres de impuestos y donde las fortunas cuestionables 
podrían ser lavadas detrás de la pantalla del anonimato.

Increíblemente, a pesar de la historia de dos décadas de derrotas po-
pulares, portavoces de la mayoría de las organizaciones obreras y campe-
sinas participaron en esta transformación. Las cámaras empresariales 
parecían falsos espectadores, sin entender que la nueva institucionaliza-
ción pudiera dar un golpe de muerte a muchos de los que habían logra-
do sobrevivir a las primeras rondas de la poda. La burocracia sindical, 
estrechamente controlada, encabezó una serie innovadora de “pactos 
sociales” tripartitas (gobierno, trabajo y empresa privada) que controla-
ban efectivamente los salarios mientras que los precios seguían subiendo; 
durante los diez años que estos pactos han estado operando, el poder 
adquisitivo real de los salarios mínimos en México ha disminuido más de 
50%.4 Dirigentes campesinos aceptaron el discurso de la modernización, 
y con ello, el inevitable final de la reforma agraria y además el aislamien-
to del campesinado que todavía comprende una tercera parte de la po-
blación. A la postre, muchos grupos de obreros y campesinos quedaron 

3   El ataque ideológico contra la inflación en Estados Unidos y Europa Occidental fue 
eficaz en la transformación de la opinión pública en contra de las políticas keynesianas 
de estilo que habían sido tan eficaces en el apoyo a las políticas de una red de bienestar 
social desde la Gran Depresión. Véase Kirschner (1998) y Bonefeld y Burnham (1998).

4   Sólo una pequeña minoría de trabajadores en el movimiento sindical oficial pudieron 
escapar a esta política de “compresión salarial” a cambio de su agresivo liderazgo en apo-
yo a la “política impositiva” mexicana; incluso ellos vieron declinar sus salaries después de 
1994. Véase D. Barkin, I. Ortiz y F. Rosen, “Globalization and Resistance: The Remaking 
of Mexico”, NACLA Report on the Americas, 30:1, pp. 14-29, enero de 1997.
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enojados e incrédulos de que su liderazgo hubiera sido tan ciego como 
para haber aceptado las falsas promesas de una nueva vida de prosperidad 
—bienes más baratos, más obras públicas, crecimiento impulsado por las 
exportaciones y empleo— que sería provocada por la integración, el 
control de la inflación, y la privatización. Pero a diferencia de la gente 
en muchas otras partes, están menos convencidos por la afirmación oficial 
(prestada de la señora Thatcher del Reino Unido) de que “no hay alter-
nativa”.

La integración internacional es un arma de doble filo para la salud de 
los trabajadores y los derechos humanos. Por un lado, con la imposición 
de las políticas neoliberales, los salarios reales son forzados hacia abajo, 
el empleo en el sector industrial se redujo drásticamente, y la inversión 
extranjera en el sector automovilístico y las maquiladoras aumentó brus-
camente. Por otro lado, el mismo proceso ha permitido a organizaciones 
de base y grupos rebeldes de trabajadores mayor libertad de acción, así 
como una mayor presión por parte de organizaciones locales e interna-
cionales para el cumplimiento de las normas laborales y ambientales. 
Como resultado, incluso mientras que las presiones destructivas para los 
trabajadores y los campesinos se intensifican, hay mayores posibilidades 
de apoyo colectivo a las luchas individuales y de organización política en 
los lugares de trabajo y comunidades, así como en el ámbito nacional.

Dos características más destacadas del nuevo orden económico en 
México son:

a]	 Un cambio sustancial en la estructura productiva del país. La políti-
ca de sustitución de importaciones creó una estructura industrial 
diversificada durante el periodo 1935-1970 permitiendo a México 
mantener una tasa promedio de crecimiento de más de 6% al año, 
creó una fuerza de trabajo industrial y una clase media profesional, 
mientras que el campesinado se animó a participar, creando un bre-
ve pero glorioso periodo de la autosuficiencia alimentaria para el 
país. Después de casi quince años, el programa orientado a la expor-
tación y especialización en el sector automovilístico, algunos produc-
tos electrónicos de consumo, las operaciones de ensamblaje para la 
exportación (maquila) y la explotación de recursos naturales no han 
sido capaces de aumentar las tasas de crecimiento promedio más de 
2%, con el consecuente deterioro de los ingresos per cápita y calidad 
de vida. Puestos de trabajo de alta productividad se han concentrado 
en los servicios financieros globalizados, sectores comerciales y de 
información, mientras que las oportunidades de empleo decente en 
la industria y la agricultura han ido disminuyendo.
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  La agricultura comercial también está creciendo rápidamente, 
como el tlcan indujo reducciones en las barreras no arancelarias 
están entrando poco a poco al juego. Desafortunadamente, las condi-
ciones de trabajo en los campos son deplorables y prácticamente sin 
regulación, ya que los intereses agrícolas locales son cautivos de las 
burocracias. A estas preocupaciones se debe agregar el uso abusivo 
de agroquímicos, con terribles consecuencias para los trabajadores y 
la salud comunitaria, la reducción de los mantos acuíferos regionales 
que afectan desproporcionadamente a los pobres que tienen poca 
influencia para hacer valer sus derechos de suministros adecuados, 
y el creciente número de accidentes con maquinaria agrícola, como 
operadores mal pagados y mal preparados para afrontar los retos de 
la producción globalizada.
  Para las personas sin un empleo decente, el sector comercial flo-
reciente generó oportunidades para los vendedores ambulantes, 
tragafuegos, lavacoches y actividades delictivas de todo tipo. La des-
esperación de las crecientes filas de pobres crea un caldo de cultivo 
para el tráfico de drogas y oportunidades de corrupción minando a 
fondo la capacidad y credibilidad del sector público en todos los 
niveles de la sociedad, por lo que es cada vez más difícil hacer cum-
plir el creciente corpus de la legislación progresista que se discute a 
continuación.

b]	 La disminución de los salarios reales y el aumento de la polarización 
social. La gráfica 3.1 ofrece una elocuente historia de la suerte de 
las personas que trabajan en el país. Para una pequeña minoría de 
los trabajadores sindicalizados en las o la mayoría de las fábricas 
transnacionales modernas controladas por el Estado, los salarios in-
dustriales fueron sustancialmente más altos que la media nacional; 
este grupo fue especialmente privilegiado hasta 1994, cuando la 
descomposición de la burocracia sindical frenó su estatus especial. 
El dramático descenso de los salarios mínimos afectó a un importan-
te segmento de la población, el gobierno estima que más de la mitad 
de la población vive en la pobreza y cerca de un cuarto en pobreza 
extrema. Por el contrario, la riqueza se acumula en la parte superior 
para financiar un auge de la nueva construcción y una pantalla de 
consumo conspicuo tan excesivo como para provocar las críticas 
dentro de las propias filas de los beneficiarios.
  Un fenómeno asociado es el notable incremento de mujeres y ni-
ños en la fuerza de trabajo. Mientras algunos celebran el enorme 
ingenio de las estrategias de supervivencia diseñadas por las mujeres 
cada vez más desesperadas, parece más apropiado lamentar el grado 
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de sacrificio que estas personas deben soportar en su lucha por llegar 
a fin de mes, con terribles consecuencias para las futuras generacio-
nes que están siendo mal educadas y mal alimentadas debido a las 
presiones del momento.

Salario industrial

Salario mínimo

gráfica 3.1. salarios en méxico 1938-1996
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3.2. efectos medioambientales del nuevo orden económico

Sin extenderse sobre el punto innecesariamente, es importante mencio-
nar los impactos medioambientales de estos cambios. Quizá el más dra-
mático y sintomático es el rápido declive en los índices de calidad del 
medioambiente en las áreas industriales en ambos lados de la frontera 
México-Estados Unidos. Sumado a la falta de adecuados suministros de 
agua para soportar la población existente y las actividades productivas, 
los gobiernos locales del lado de México carecen de capacidades técnicas 
o administrativas para instalar y manejar una apropiada infraestructura 
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para procesar los flujos residuales que son generados por la industria 
maquiladora, incluso si fueran capaces de obtener los recursos financie-
ros (que simplemente no están disponibles). En otras partes del país, 
también, la expansión de la industria se está llevando a cabo sin hacer 
referencia a la “capacidad de carga” de los ecosistemas locales, y especial-
mente a los suministros de agua. En mayor escala, el empobrecimiento 
generalizado de las personas y la creciente polarización social tiene de 
igual forma un profundo impacto medioambiental. Las personas están 
siendo forzadas a alargar sus jornadas de trabajo, buscando nuevas fuen-
tes de ingreso, de cualquier manera marginal. Migración, nacional e 
internacional, denota un consecuente declive en el número de personas 
disponibles para las labores del hogar y tareas comunitarias; como resul-
tado el mantenimiento del hogar y la infraestructura comunitaria está 
siendo pospuesto indefinidamente con un resultado directo en el dete-
rioro en la calidad de los servicios colectivos como suministro de agua, 
alcantarillado, reparación de calles y edificios, y en la calidad misma de 
la vida.5

3.3. desgarrador periodo laboral

Las organizaciones sindicales están pasando por un intenso y desgarrador 
periodo. Con la muerte de Fidel Velázquez en 1997, un militante líder 
sindical y fiel protagonista del régimen oficial, el movimiento obrero está 
en desorden. La ctm, la Confederación Nacional de Trabajadores en 
México, está intentando redefinir su misión y mantener la disciplina 
dentro de sus facciones. Grupos insurgentes están intentando forjar al-
ternativas dentro de los márgenes institucionales; el Frente Auténtico del 
Trabajo (fat) es cada vez más eficaz en la organización de plantas locales; 
su lucha por el poder, reconocimiento, y control en todos los niveles en 
que se lleva a cabo tiene efectos revitalizantes y debilitadores a la vez. El 
fat, por ejemplo, recientemente ganó un voto de representación en una 
subsidiaria de la firma coreana, Hyundai, pero las autoridades locales del 
Ministerio del Trabajo y de la planta han sido capaces de posponer la 
aceptación de los resultados y, mientras tanto, más de una docena de los 
cincuenta y cinco trabajadores han sido despedidos; del mismo modo, 
en una planta de la GM, activistas que lograron organizarse con éxito 

5   Boyce (1994) discute este tema con mayor detenimiento en su sugerente artículo, 
“Desigualdad como causa de la degradación ambiental”; véase también, Barkin (1998).
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ante la empresa para hacer obligatorios los pagos de reparto de utilidades 
a los trabajadores fueron despedidos. En estos dos casos recientes, sin 
embargo, su proximidad a la frontera y la participación de empresas 
transnacionales ha creado importantes oportunidades para los movimien-
tos de solidaridad internacional en el movimiento norteamericano; utili-
zan su comprensión del proceso de negociación comercial y legislativa 
para apoyar a los grupos locales mexicanos. Otros problemas que enfren-
ta el movimiento sindical son:

a]	 Incremento de la inseguridad laboral. Los despidos en una planta 
tienen un importante efecto en aquellos que aún laboran dentro de 
la misma y en otros trabajadores de la región y la industria. Los sin-
dicatos están en una posición muy vulnerable frente a una gestión 
vis-à-vis su poder de negociación disminuye, y las tensiones en el 
trabajo aumentan.

b]	 Creciente conciencia de los graves efectos en la salud y seguridad en 
el trabajo y, por lo tanto, una mayor demanda de información por 
parte de los trabajadores. También hay una nueva voluntad de reco-
nocer la importancia de esta situación para la agenda sindical.

c]	 Hay una renovación en las demandas de adhesión a los acuerdos 
internacionales existentes acerca de la organización de los trabaja-
dores y la implementación de las reglas existentes sobre la salud y 
seguridad del trabajador; en otros casos de acuerdos sobre los dere-
chos de los trabajadores, las demandas son para el cumplimiento de 
los compromisos ya existentes.

3.4. efectos sobre la salud y seguridad

La modernización industrial y la inversión están provocando importan-
tes contradicciones que afectan la salud y la seguridad. Desde que la 
modernización y la reducción de personal son conceptos dominantes 
en la carrera para forjar una “ventaja competitiva”, nos encontramos 
con que por un lado, cuando una maquinaria moderna reemplaza un 
equipo obsoleto, puede haber un aumento de la seguridad; sin embargo, 
la eficiencia y la productividad, así como las nuevas prácticas de gestión 
laboral, están aumentando las cargas de trabajo y, con ello, el estrés y el 
agotamiento físico en el lugar de trabajo. La modernización, por lo tanto, 
intensifica los problemas creados por la disminución de los ingresos rea-
les y aumenta la pobreza. Las nuevas tecnologías no siempre son benig-
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nas, como en el caso de la industria azucarera donde la introducción de 
cosechadoras mecánicas para la caña de azúcar aumenta la exposición de 
los trabajadores al ruido y al polvo, ocasionado accidentes y enfermedades 
graves (Lemus, 1999). Muy a menudo, introducen nuevas tecnologías sin 
la capacitación adecuada para los trabajadores, lo que da lugar a acci-
dentes y otros resultados desfavorables para la salud (Levenstein, 2008).

Las empresas están tratando de crear sus propias organizaciones, ge-
nerando normas industriales y ambientales en aras de evitar una regula-
ción estatal o internacional. En México, estos esfuerzos se concentran en 
el área de ecoeficiencia y se adhieren a las normas internacionales en las 
que el cumplimiento es importante para evitar que las empresas pierdan 
en la competencia mercantil. En otras áreas, donde los costos colectivos 
y externalidades siguen siendo importantes y no reglamentados, las pre-
siones comerciales y mayor intercambio internacional están provocando 
un aumento en la descarga de desechos tóxicos y producción de conta-
minantes. La falta de créditos para las pequeñas y medianas empresas 
genera otros problemas de concentración industrial, ya que son incapaces 
de implementar programas para cumplir con las normas de salud, de 
seguridad y del medio ambiente, incluso cuando sería claramente renta-
ble; ésta es una queja común de las empresas que participan en dos 
programas de producción limpia patrocinados por la Comisión para la 
Cooperación Ambiental del tlcan y la Organización de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo Industrial.6

5. instituciones que cambian

Las presiones sociales están cambiando el clima en cuestión de salud y 
seguridad de los trabajadores en México. Grupos de la industria en Mé-
xico están comenzando a patrocinar programas de capacitación y así 
participar en los esfuerzos de investigación para mejorar su capacidad de 
cumplir con las propuestas y regulaciones existentes. Aunque la mayor 
parte de sus esfuerzos aún están dirigidos a intentar bloquear la promul-
gación de estas normas o su aplicación, hay un creciente reconocimiento 
de la necesidad de más investigación y la colaboración entre las empresas 
para asegurar un mayor conocimiento y cumplimiento de las normas. 

6   Un caso notable de eso es la industria de la curtiduría en León, Guanajuato. García 
(2013) examina este proceso en detalle (véanse también Blackman, 2003; Blackman y 
Kildegaard, 2010).
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También están empezando a discutir el problema de la obtención de 
recursos para la capacitación del personal en salud y seguridad en el 
trabajo; su objetivo principal sigue siendo la Secretaría del Trabajo.

Hay una conciencia creciente de que las recientes medidas para pro-
mover la aplicación más estricta de las normas de salud y seguridad en 
el lugar de trabajo se asocian con una disminución de los accidentes 
reportados al Instituto de Seguridad Social en los dos últimos años. Estos 
datos, por supuesto, pueden ser el resultado estadístico de empresas que 
compiten para cumplir con las nuevas reglas y evitar multas informando 
menos accidentes. El resultado neto puede ser más bajo en los informes 
sin ninguna mejora real para la salud y seguridad de los trabajadores y 
con una menor capacidad para comprender la situación actual.

La privatización de los servicios públicos de salud en México está te-
niendo un impacto particularmente fuerte en los que están en la parte 
inferior de la estructura social. Los trabajadores se quejan de la mala 
calidad de la atención sanitaria. La medicina privada es una mejor solu-
ción, pero su costo está aumentando rápidamente y los sistemas de segu-
ros privados son insuficientes. Otros servicios de carácter social, como la 
educación y el cuidado infantil, se desmantelan rápidamente o están 
hambrientos de fondos, mientras que el sistema de pensiones ha sido 
privatizado. Para aquellos que pueden permitírselo, sin embargo, el sec-
tor privado va en aumento según las oportunidades que presenta el 
mercado.

Finalmente, la comunidad académica y de investigación está empezan-
do a responder a los desafíos en este campo. El programa pionero de 
Medicina Social en la Universidad Autónoma Metropolitana continúa, 
aunque en este momento se encuentra bajo ataque político de la jerar-
quía nacional de acreditación académica. Hay varios programas para la 
formación de personas en materia de salud y seguridad del trabajador y 
las organizaciones internacionales están comenzando a complementar 
los recursos locales; en un notable avance, están surgiendo esfuerzos para 
promover la producción más limpia. En diciembre de 1995, el Instituto 
Politécnico Nacional fue designado como el Centro Mexicano para la 
Producción Más Limpia, centrándose en una estrategia global para la 
reducción de sustancias tóxicas desde su origen en los procesos indus-
triales, principalmente en las pequeñas y medianas empresas; el primer 
grupo de proyectos se ha centrado en galvanoplastia.

Del mismo modo, el Instituto Nacional de Salud Pública opera una 
serie de programas para evaluar el impacto de las aguas residuales en la 
salud de la comunidad y proponer soluciones alternativas. El aumento 
en la colaboración para la investigación y la formación en cuestiones de 
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salud ocupacional está surgiendo y algunas organizaciones sindicales es-
tán comenzando a tomar un papel más activo en un área que se suponía 
iba a estar en su ámbito de competencia desde el principio del siglo; sin 
embargo, los obstáculos son múltiples.

En conclusión, esta rápida visión general de la evolución de la situación 
de salud y seguridad de los trabajadores en México muestra claramente 
las dinámicas complejas y contradictorias que se encuentran en el traba-
jo. La propagación mundial de la producción y las finanzas genera una 
destrucción de los recursos, contaminando el medio ambiente, poniendo 
en peligro la vida de los trabajadores y de nuestra capacidad colectiva 
para sobrevivir. Hay algunos signos positivos con una mayor disposición 
para prestar atención a estos asuntos y permitir que se dediquen más 
recursos a la resolución de problemas. Pero también hay muchas opor-
tunidades para los grupos de base y sus aliados para aumentar su influen-
cia y ayudar a empoderar a las organizaciones que, en el pasado, habrían 
sido derrotadas por su anonimato.
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4.  INFLACIÓN Y DEMOCRACIA: EL CASO DE MÉXICO1

con gustavo esteva2

introducción

Este texto intenta presentar, en términos sencillos y accesibles, una ex-
plicación de los procesos inflacionarios que actualmente se registran en 
nuestro país y apuntar algunas formas sociales de someterlos a control.

En las condiciones actuales del pensamiento económico predominan-
te el intento sólo puede plantearse como un ensayo preliminar. Los ex-
pertos tienden a rechazar con desprecio las reacciones epidérmicas del 
“hombre de la calle”, ante las manifestaciones más evidentes de la infla-
ción. Rechazan con semejante irritación los comentarios banales de los 
locutores de la economía, que compiten entre sí por el trofeo a la de-
nuncia más agresiva y escandalosa sobre sus culpables favoritos: el gobier-
no, los sindicatos, los comerciantes abusivos, los monopolios, las transna-
cionales, etc. Sin embargo, al examinar las “explicaciones” que los 
expertos consideran satisfactorias, surge inevitablemente la impresión de 
que su creciente sofisticación se ejercita sobre cuestiones cada vez más 
irrelevantes; los análisis cobran belleza especulativa a medida que se ale-
jan del mundo real. El “hombre de la calle”, por su parte, atrapado en 
el juego de fenómenos resultantes de la inflación que afectan adversa-
mente su vida, se halla inmerso en esas realidades cotidianas que lo 
agobian; aunque, acaso por ello sus impresiones intuitivas se encuentran 
más cerca de un diagnóstico científico de la inflación que las versiones 
académicas, tampoco él puede llegar a formular una explicación clara y 
sencilla sobre lo que ocurre, para orientar su comportamiento, entre 
otras cosas por la influencia que ejercen sobre sus ideas las mistificaciones 
de la realidad que circulan en los mercados ideológicos como explicacio-
nes “objetivas” del fenómeno.

1   A este trabajo le fue otorgado el primer lugar del Premio de Economía Política Juan 
F. Noyola 1978, por El Colegio Nacional de Economistas. Publicado en El Economista Mexi-
cano (1978), vol. xii ( 6), pp. 6-36.

2   Gustavo Esteva es un luchador social e intelectual público desprofesionalizado. Autor 
de libros y columnista de La Jornada. Fue asesor de los zapatistas en sus negociaciones con 
el gobierno. Colabora con el Centro de Encuentros y Diálogos Interculturales y la Uni-
versidad de la Tierra en Oaxaca, y con diversas organizaciones, universidades y redes lo-
cales, nacionales e internacionales; gustavoesteva@gmail.com.

mailto:gustavoesteva@gmail.com
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La ciencia ha de ocuparse, sin duda, de describir los fenómenos que 
estudia y analiza sus manifestaciones más evidentes, pero de esa manera 
apenas ha iniciado su tarea; un buen diagnóstico comprende el examen 
de los síntomas de una enfermedad, pero no se detiene en ellos. Cuando 
este diagnóstico permite descubrir la causa de la enfermedad: la terapia 
se concentra en atacar, como una intervención quirúrgica, por ejemplo. 
El tratamiento de los síntomas se sujeta enteramente a las necesidades 
y condiciones de la prescripción terapéutica fundamental, ya que ataca 
las raíces de la enfermedad. El problema del debate sobre la inflación 
radica en que el diagnóstico habitual caracteriza el fenómeno como 
una colección de síntomas interconectados, que operan en la forma 
de vasos comunicantes. Los expertos se ocupan, a niveles crecientes de 
sofisticación técnica, de definir los procedimientos más adecuados para 
controlar esos síntomas mediante la intervención sobre algunos de 
ellos. Al detener el diagnóstico en esta instancia, la discusión adquiere 
un carácter circular; tengan éxito o no, las medidas para controlar los 
síntomas no llegan a tocar los problemas de fondo, salvo para agravar-
los. Los síntomas se hallan efectivamente relacionados entre sí aunque 
no por una conexión de causa a efecto: lo que ocurre en uno de ellos 
se transmite a los demás de diversas maneras. Las ondas inflacionarias 
pueden así moverse de un espacio económico a otro, pero de ese modo, 
lejos de extinguirse, adquieren vigor adicional.

En este texto se admite la hipótesis, que comparten muchos analistas 
pero pocas veces se lleva a sus últimas consecuencias, de que la inflación 
es un proceso que abarca a la sociedad entera. Sólo es posible explicarlo 
mediante un análisis global del funcionamiento de la economía. Para 
controlarlo, es preciso inducir un comportamiento de todos los actores 
del proceso que efectivamente concurran a ella. Se requiere, por lo tan-
to, que exista una comprensión general del problema, en torno a la cual 
pueda desatarse una acción igualmente general que contribuya a su solu-
ción. Sea cual fuere la calidad de las explicaciones de la cuestión elabo-
radas hasta ahora por los expertos, la incapacidad de transmitirlas a todos 
los sectores de la población, para organizar a partir de esa comprensión 
común aquellos comportamientos socialmente necesarios, se revela como 
una de las más graves ineptitudes de la ciencia económica en boga.

Se pretende aquí presentar de manera sencilla y comprensible un 
diagnóstico de la inflación actual. Se ha intentado, por ello, prescindir 
de los términos técnicos que no son estrictamente indispensables para la 
precisión teórica del análisis. Se ha preferido, por la misma razón, evitar 
la acumulación de cifras que ilustren los argumentos a funciones como 
su fundamentación cuantitativa. No se considera que ello reste validez a 
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la presentación del análisis, porque los hechos que se estudian han sido 
objeto de innumerables investigaciones de coyuntura y son ampliamente 
conocidas sus manifestaciones estadísticas. Las series que las recogen, 
además, presentan tales deficiencias, que todo análisis de la cuestión 
obliga a combinar el uso de esas informaciones cuantitativas con mate-
riales empíricos de apoyo, que puedan dar validez a la investigación. De 
este modo, las presentaciones de los resultados se tornan de lectura difí-
cil, a pesar de que el empleo generoso de cifras e índices no contribuye 
mayormente a enriquecer la exposición. Mantener bajo una bella cúpula 
la cimbra empleada en su contribución es un estorbo cuando se trata de 
apreciar su calidad; sólo necesitan hacerlo quienes temen que la cons-
trucción entera se caiga al retirarla. Sobre los economistas recae la prin-
cipal responsabilidad de una opinión generalizada sobre su ciencia que 
Carlos Fuentes ha resumido de la siguiente manera: “la opinión econó-
mica es la opinión personal convertida en norma dogmática: la única 
opinión que se sirve de números para imponerse” (1978: 44).

Conviene precisar dos limitaciones explícitas de este trabajo. Diversas 
corrientes de pensamiento económico, entre ellas las que aquí se han 
seguido, estudian la inflación en el contexto de la crisis económica de la 
sociedad capitalista, como una de sus expresiones principales. En este 
trabajo, sin embargo, no es posible ocuparse de la crisis en sí; sólo se 
hace referencia a ella como marco de referencia indispensable para el 
análisis. Tampoco es posible tratar aquí los aspectos internacionales de 
la inflación, que aquellas corrientes consideran indispensable abordar al 
explicarla. Puesto que el trabajo busca ante todo suscitar esfuerzos con-
cretos de nuestra sociedad para atacar sus problemas específicos, puede 
omitir sin grave daño el tratamiento de fenómenos a nivel mundial en 
cuya modificación poco puede influir nuestro país: para todo propósito 
práctico, es preciso considerarlos como restricciones insuperables.

En el texto también se elude otra cuestión trascendente. Desde nues-
tro punto de vista, no puede existir una solución definitiva de la inflación 
en nuestras sociedades, bajo el régimen de producción prevaleciente. 
Pero sólo un dogmatismo de esencia reaccionaria extrae como conse-
cuencia de ese pronóstico la necesidad de adoptar una actitud pasiva ante 
los procesos en curso, a la expectativa de un estallido de sus contradic-
ciones sobre cuyos restos pueda construirse la nueva sociedad. Pensamos 
que es posible avanzar un largo trecho en el dominio concreto de las 
fuerzas sociales que impulsan la inflación y en este campo de maniobras 
hemos concentrado el análisis, que por ello no necesita para su funda-
mentación o desarrollo, abordar el tema de la transición a otro régimen 
productivo o especular sobre las características de éste.
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A pesar de sus diversas limitaciones, consideramos que nuestro inten-
to se justifica. Ante una de las crisis económicas más severas de la historia 
de nuestro país, es necesario ocuparse más de la verdad de la transfor-
mación que de la transformación de la verdad. El debate académico y 
sofisticado puede pasar a segundo término y ceder su lugar a esfuerzos 
de transmisión del conocimiento acumulado, que puedan suscitar la 
participación colectiva en acciones que es urgente emprender para la 
transformación de nuestra sociedad.

4.1. las raíces de la inflación

a] Los enfoques convencionales

Para la mayor parte de la gente, incluso para los economistas especiali-
zados en el tema, la inflación es sinónimo de alzas en el costo de la vida: 
“un incremento continuo en el nivel de los precios” de las mercancías 
en los mercados (Frisch, 1977: 1289). Esto resulta natural, porque ese 
fenómeno es el aspecto más evidente del proceso inflacionario. Los precios, 
sin embargo, son sólo la expresión final de un proceso social mucho más 
complejo, cuyas raíces penetran profundamente en la estructura social y 
productiva de la sociedad. Por ello, los análisis de la inflación que sola-
mente abarcan el fenómeno superficial de los precios no permiten expli-
carla y enfrentarla adecuadamente. En este ensayo sostenemos que la 
inflación es reflejo y expresión de la contienda existente entre las diversas fuerzas 
que integran la sociedad. Se manifiesta en ellos la interacción entre las di-
versas clases sociales, cuya lucha continua moldea la estructura produc-
tiva nacional y determina las reglas del juego mercantil y político a esca-
la mundial, en cuyo contexto se mueve nuestro país.

Las versiones convencionales sobre el tema rechazan este enfoque. 
Explican la inflación como un fenómeno principalmente monetario, que 
se desarrolla casi exclusivamente en el ámbito de la circulación del dine-
ro y de las mercancías. Este proceso afecta indirectamente la producción, 
a través de su impacto en las ganancias y en los ingresos reales de la 
población. Dentro de esta corriente analítica, se examinan opciones de 
solución a partir de los elementos identificados como causas del proceso: 
una cantidad excesiva de dinero en circulación; cuellos de botella en la 
estructura de la producción que limitan la disponibilidad de ciertos pro-
ductos básicos para el consumo o para la exportación; incapacidad de 
los precios de reaccionar con flexibilidad ante las necesidades del mer-



inflación y democracia: el caso de méxico� 99

cado, por la presencia de estructuras monopólicas en la producción o en 
la distribución, etc. Entre las causas de la inflación el análisis convencio-
nal incluye también fenómenos respecto a los que poco puede hacer un 
país cualquiera, como las tendencias inflacionarias de los mercados in-
ternacionales, o que parecen rebasar el ámbito de los fenómenos infla-
cionarios mismos, como el desequilibrio en las relaciones económicas 
con el exterior o la desigual distribución del ingreso.

A pesar de sus diferencias y contradicciones internas, la corriente mo-
netarista encuentra un fuerte respaldo intelectual entre muchos econo-
mistas y dispone de un abultado instrumental analítico, cada vez más 
sofisticado. Un examen concienzudo de la literatura puede mostrar un 
claro desarrollo técnico en este campo de investigación; sus modelos, 
cada vez mejor elaborados, no sólo incorporan con mayor precisión las 
variables tradicionales (dinero, demanda agregada y sectorial, desem-
pleo, uso de capacidad productiva, etc.), sino también algunas de defini-
ción compleja, como las expectativas y la transmisión internacional de 
precios a través del comercio.3 En sus diversas elaboraciones teóricas, se 
sugiere la manipulación de una amplia gama de instrumentos de política 
económica para modificar los movimientos en los precios, aunque sus 
esfuerzos se constriñen por lo general al campo de las políticas moneta-
rias y fiscales y de las relacionadas con el comercio internacional.

Otros economistas consideran que la elevación de precios no disminu-
ye su ritmo por medidas monetarias y fiscales, pues existen mecanismos 
más profundos que afectan directamente a las fuerzas sociales que actúan 
en el seno de cada sociedad. Esto fue reconocido en México en fecha 
temprana por Noyola, quien emprendió un estudio detallado del com-
portamiento de los salarios reales (Noyola y Rosado, 1951) y consideró 
que las causas primordiales de los aumentos en los precios se encuentran 
en factores reales en la economía. En su análisis de la situación econó-
mica de la posguerra abogó por controles sobre la producción misma y 
por una política de salarios flexibles, ajustados de acuerdo con las alzas 
en el costo de la vida (Noyola, 1956). En los últimos lustros, se ha exten-
dido esta línea de pensamiento, al insertarse el examen de la inflación 
dentro del estudio más general de la crisis.

Los análisis marxistas han intentado explicar la inflación como un ele-
mento integral “del problema (del) desplome y la depresión; la inflación 
es un medio para posponerlos o evitarlos, ya que retrasa la llegada de 
la verdadera crisis...” (Gamble y Watson, 1977: 249 y ss). Al considerar 

3   Véase Frisch (1977), también Bronfenbrenner y Holzman (1963), y Laidler y Parkin 
(1975).
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la inflación de los países “avanzados”, apuntan que el problema de los 
análisis que se concentra en los fenómenos monetarios radica en su “in-
capacidad de ubicar la crisis en el contexto de la producción capitalista 
y mostrar de qué manera el aumento secular en los precios, incluyendo 
los salarios monetarios, la extensión masiva de créditos, etc., así como 
el crecimiento del gasto público, son formas necesarias de aparición de 
las contradicciones de la producción capitalista en su última fase, la del 
capitalismo en declinación” (Bullock y Yaffe, 1979: 11).4 En relación con 
estos países, las nuevas elaboraciones teóricas sobre la inflación tienen 
que explicar cómo es posible que se presenten en forma simultánea tasas 
inflacionarias más altas y una tendencia al aumento en el desempleo. Se 
requiere explicar un fenómeno que ha dado lugar, incluso, a un nuevo 
término económico: la estanflación (estancamiento con inflación), que 
intenta captar la forma novedosa en que se manifiesta actualmente la 
situación en los países “avanzados”.

Los países “pobres” experimentan el problema de otra manera. Tam-
bién padecen la estanflación, pero en ellos se trata de un fenómeno 
endémico, carente por completo de novedad, como se analizará más 
adelante. El estudio de la crisis capitalista en los países avanzados es ob-
viamente importante para lograr la comprensión del marco global en el 
cual se desenvuelven los países “pobres”: como en ellos, insistimos, la 
crisis es un estado permanente, al analizar su caso los teóricos no sólo 
necesitan explicar las causas de la inflación, sino además demostrar que 
las políticas que se derivan de sus análisis no causarán mayores problemas 
de estancamiento económico.

En todos los países capitalistas la dinámica económica está determina-
da fundamentalmente por la tasa de ganancia sobre el capital invertido 
por las empresas capitalistas; el avance de la acumulación directamente 
de las utilidades. Su tendencia histórica a disminuir ha llevado a un gra-
do creciente de intervención estatal, para mantener la estabilidad de la 
moneda y asegurar la rentabilidad de la acumulación y el ritmo de creci-
miento. En las nuevas condiciones, los gobiernos se encuentran ante una 
disyuntiva permanente; frenar la actividad económica, limitando la oferta 
monetaria, a fin de mantener la estabilidad en los precios y un alto nivel 
de utilidades que permita la acumulación privada, o alentar la actividad 
económica, mediante el aumento del gasto público, para reducir el des-
empleo y conservar la paz y la estabilidad sociales. Acumulación o pros-
peridad, he aquí la nueva contradicción del mundo capitalista moderno.

4   Los dos textos citados en este párrafo constituyen una introducción excelente a la 
teoría marxista de la crisis, junto con Alcaly (1978).
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Para explicar la inflación en estas condiciones, en consecuencia, no es 
suficiente analizar los aspectos monetarios, que son los más evidentes de 
las estructuras económicas. Es preciso tomar en cuenta la contienda social 
entre los diversos grupos sociales, que se ha estado agudizando y expresa 
la pugna por lograr una tasa elevada de utilidad sobre el capital, de un 
lado, y por alcanzar un mejor nivel de vida obrero-campesina, por el otro.

A final de cuentas, aunque muchos economistas tienden a olvidarlo 
en la actualidad, desde hace tiempo se reconocía la naturaleza política 
de la inflación. Joan Robinson recordó recientemente que ya en 1939 
Kalecki había examinado el problema de la formación de los precios y 
su relación con el empleo, llegando a la conclusión de que, “si el capita-
lismo puede ajustarse al pleno empleo, se habrá registrado una reforma 
fundamental”. “El análisis de Kalecki refuerza la concepción de Keynes 
—comenta la señora Robinson—, cuando señala que la inflación es esen-
cialmente un problema político y destacó la relación entre la formación de 
precios y la proporción de los salarios en el producto de la industria” 
(Robinson, 1977; Kalecki, 1939, 1943).

b] La inflación en países “ricos” y “pobres”

Al analizar estos problemas, parece en verdad sorprendente observar las 
grandes diferencias en las tasas de inflación y sus variaciones entre los 
distintos países. En los países “ricos” sus niveles son generalmente “bajos” 
(inferiores a 10%) y muestran bastante estabilidad, con cambios relativa-
mente moderados, aun tomando en cuenta los sobresaltos de los últimos 
años. Las fluctuaciones o elevaciones bruscas de la tasa de inflación que 
en estos países se consideran catastróficas o niveles que para ellos serían 
socialmente sostenibles, constituyen la situación normal en los países 
“pobres”. Si bien en todos los países el aumento en la tasa de inflación 
causa preocupaciones semejantes y los esfuerzos para someterla a control 
movilizan a todos los grupos sociales y particularmente a los gobiernos, 
los niveles y ritmo de cambio de la tasa de inflación que se consideran 
deseables o aceptables en uno y otro tipo de países y que se proponen 
como metas sociales son enteramente diferentes.

El examen de las cifras relativas a la experiencia inflacionaria en distintos 
países confirma estas consideraciones. Las series estadísticas sobre la evolu-
ción de los precios durante los últimos veinticinco años, elaboradas por el 
Fondo Monetario Internacional, muestran con claridad tales diferencias 
regionales. En los países industriales (según la clasificación del fmi) los pre-
cios crecieron a un ritmo promedio de sólo 3.9% anual durante el periodo 
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1952-1976, a pesar de las elevaciones derivadas de los aumentos en los 
precios de ciertos productos básicos que se registraron de 1973 a 1975 
(hecho que se analiza enseguida). Los demás “países del Hemisferio Occi-
dental” (excluyendo a Venezuela y a Cuba) experimentaron, en contraste, 
un incremento en los precios de 27% anual durante el periodo 1958-1976. 
De otro lado, mientras las cifras sobre la evolución de los precios en los 
países del primer grupo muestran bastante homogeneidad, entre las que 
corresponden al segundo grupo se observan agudas diferencias: desde la 
relativa estabilidad de algunos países del Caribe hasta los ritmos galopantes 
del Cono Sur en América Latina (véanse el cuadro 10.1 y la gráfica 10.1).

La revisión de estas variadas experiencias hace evidente la naturaleza 
política del proceso. Por ejemplo: el súbito aumento en los ritmos de 
cambio de los precios en los países industriales hacia mediados de los 
años setenta refleja claramente los exitosos esfuerzos de las grandes com-
pañías productoras de petróleo para imponer una nueva estructura de 
precios en el mercado de energéticos.5 Otro factor que influyó en la 
aceleración del ritmo de incremento de los precios en esos años y man-
tiene su vigencia hasta hoy es la creciente competencia entre Estados 
Unidos de América, por un lado y Japón y Alemania Federal, por otro, 
en los mercados internacionales y en los santuarios del poder a escala 
mundial. Así resultaron anulados, en buena medida, los grandes esfuer-
zos nacionales de los años cincuenta y sesenta para contener las presiones 
inflacionarias. Tales esfuerzos habían logrado éxitos importantes cuando 
en el mundo prevalece cierto equilibrio entre grupos sociales antagónicos 
y entre países, al haberse puesto en marcha un programa común de re-
cuperación y de expansión económica, con la ayuda interesada de Esta-
dos Unidos. En lugar de esos acuerdos de acción concertada, pasaron al 
primer plano los desacuerdos entre los diversos grupos de las sociedades 
nacionales, algunos de los cuales acentuaron su cuestionamiento del 
statu quo, así como los cambios bruscos en las reglas de juego internacio-
nal en materia de colaboración y ayuda mutua.

En los países “pobres”, a los que se suele llamar en la actualidad países 
del tercer mundo (o del cuarto y el quinto), nunca prevaleció una autén-
tica estabilidad de precios. En México, incluso, uno de los países con más 

5   No hay que olvidar, al respecto, que la iniciativa que desató la “crisis del petróleo” 
de 1973 provino de las “Siete Hermanas” —las grandes empresas transnacionales de la 
industria petrolera— y no de los países productores de petróleo, aunque éstos, como es 
obvio, han recibido beneficios con la reestructuración mundial de la industria de energé-
ticos impulsada por las grandes compañías. Los ingresos de estas empresas aumentaron 
de manera sustancial en 1973, el año del gran salto adelante: 53.3% en conjunto, 306.1% 
la Gulf Oil, 1 073.3% la Commonwealth Oil Refining. Véanse Tanzer (1975) y Blair (1975).
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alto grado de estabilidad dentro de este grupo, el crecimiento del índice 
de precios al consumidor fue de 6.8% anual durante este cuarto de siglo.

Recordemos, sin embargo, que los promedios engañan. Los cambios 
responden a hechos concretos del mundo real. Aunque se sigue argu-
mentando que esos cambios reflejan los que se registran en la cantidad de 
dinero en circulación o se deben a los cuellos de botella de la estructura 
productiva, no parecen capaces de explicar las agudas diferencias regio-
nales que se observan en las estadísticas; se manifiestan de muchas otras 
maneras y tienden a ensancharse a pesar de la aplicación cada vez más 
general de las prescripciones terapéuticas de las ortodoxias monetaristas 
y estructuralistas. La persistencia misma del fenómeno exige llevar más 
lejos el análisis, para lograr una comprensión cabal del problema y de sus 
soluciones. Las experiencias de estos últimos años no permiten ya atribuir 
esas diferencias a las dificultades y limitaciones de los países “pobres” para 
aplicar el recetario tradicional de medidas de política, como se sugiere en 
algunos planteamientos convencionales. Aunque en algunos de estos países 
se ha observado un manejo torpe, ineficiente o sesgado de los instrumentos 
ortodoxos de control de la inflación, muchos de ellos han sido capaces de 
emplearlos con eficiencia, pero los resultados que han obtenido han sido 
muy distintos a los que esos mismos instrumentos parecen conseguir en 
los países “ricos”. Esas experiencias recientes, incluso, han llevado a poner 
en duda en los propios países “ricos” la vigencia de aquellos planteamien-
tos convencionales o de sus instrumentos de política. Se postula ahora la 
necesidad de “administrar la demanda” y “reconciliar las demandas con-
trapuestas”, como adiciones fundamentales a las tradicionales políticas de 
control monetario y fiscal y de un manejo más adecuado del problema del 
empleo. Se comienza también a examinar la naturaleza de los mercados 
y se descubre —¡hasta ahora!— que no son los agricultores los causantes 
del alza en los precios de los alimentos, sino las empresas transnacionales 
que acaparan los productos para su beneficio y comercialización (Moore y 
Collins, 1977). Se identifican así controles monopólicos sobre los mercados 
y acuerdos tácitos entre empresas para repartirse el mercado o manipular 
los precios. Aun los teóricos del establishment se están viendo obligados a 
preguntarse si los diversos empleos de los instrumentos tradicionales y sus 
efectos aparentes en cuanto al control de la inflación se encuentran real-
mente asociados entre sí por una relación de causa a efecto, o se trata más 
bien de resultados simultáneos de otros fenómenos que las explicaciones 
convencionales no toman suficientemente en cuenta.6

6   La revista Perspectivas económicas, núm. 21, 1978, distribuida por la Embajada de Es-
tados Unidos, presentó un buen ejemplo de los planteamientos “revisionistas” de la teoría 



104� una visión crítica del desarrollo capitalista

cuadro 4.1. precios al consumidor (variación porcentual)
19
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19
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19
64

19
65

19
66

19
67
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19
69

19
70

19
71

19
72

19
73

19
74

19
75

19
76

Países 
industriales 3.6 0.5 0.9 0.5 2.0 2.9 3.5 1.2 1.9 1.8 2.5 2.6 2.3 2.8 3.3 2.9 3.9 4.8 5.6 5.1 4.5 7.5 12.6 10.7 7.7

Estados 
Unidos 2.2 0.7 0.4 -0.3 1.4 3.4 2.7 1.0 1.6 1.0 1.2 1.3 1.3 1.6 3.0 2.8 4.2 5.4 5.9 4.3 3.3 6.2 11.0 9.2 5.7

Japón 4.1 7.6 5.5 -1.3 0.8 3.1 1.1 1.3 3.7 5.2 6.8 8.0 4.2 7.3 4.9 4.1 5.6 5.6 7.3 6.3 4.8 11.7 22.7 12.2 9.7

Alemania 2.0 -1.8 0.3 1.6 2.5 2.1 2.1 1.0 1.5 2.3 2.9 3.0 2.3 3.2 3.6 1.7 1.6 1.9 3.4 5.2 5.5 7.0 7.0 5.9 4.6

Otros Hem. 
Occidental - - - - - - 20.2 32.3 18.1 14.9 21.5 28.2 34.9 27.5 23.1 18.2 14.5 12.4 13.5 16.0 21.6 30.9 38.0 52.0 74.6

México 14.4 -1.7 4.9 16.0 4.5 5.4 12.5 2.6 4.9 1.8 1.2 0.6 2.3 3.6 4.2 3.0 2.3 3.8 5.1 5.7 5.1 11.2 22.4 17.0 16.0

fuente: Internacional Financial Statistics, Suplemento, mayo de 1977, fmi, Washington, 
D.C.

gráfica 4.1. precios al consumidor (variación a 12 meses)
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convencional en una serie de artículos sobre “El acertijo de la inflación”. Los artículos 
están firmados por eminentes “economistas políticos” como Paul McCracken, Alice Rivlin 
y G. William Miller. Véase, para una concepción distinta del funcionamiento de la econo-
mía norteamericana y una revisión crítica de las teorías tradicionales para resolver los 
problemas de aquella sociedad, Union for Radical Political Economics (1977). El libro ya 
citado de Gamble y Walton presenta también una revisión crítica de los empleos de la 
teoría tradicional o de la marxista e incluye una interpretación propia, muy interesante, 
sobre la experiencia inglesa y sobre las líneas en que se requiere avanzar para elaborar 
una nueva concepción intelectual y política de la teoría.
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c] El fondo de la cuestión

Aquellas diferencias entre países respecto a las tasas de inflación y sus 
ritmos de cambio no parecen tan sorprendentes cuando se incluye en el 
análisis la cuestión del reparto del producto social y de los mecanismos 
que lo determinan en cada sociedad. Las diferencias en tasas de inflación 
y ritmos de cambio entre los distintos países son sin duda impresionan-
tes, pero aún más lo son las diferencias en la relación entre salarios y 
ganancias, o sea, en las porciones del producto social que corresponden 
al trabajo o al capital, las diferencias en el grado de estabilidad de ese 
esquema de reparto y las diferencias en cuanto a los mecanismos sociales 
que lo determinan.

En los países “ricos”, la contienda social parece institucionalizada: en 
ellos existen acuerdos tácitos o explícitos entre los diversos grupos sociales, 
que permiten reducir al mínimo los enfrentamientos directos que alteren 
de manera brusca el esquema del reparto, lo que otorga a éste un mayor 
grado de estabilidad. Durante los años cincuenta se amplió la conciencia 
de la necesidad de un proceso ordenado de negociación entre los dis-
tintos actores —empresarios, sindicatos, gobierno— para determinar el 
reparto del producto social y se integraron diversos órganos —consejos de 
precios y salarios, juntas de política salarial, etc.— que adquirieron gran 
importancia en la definición de la política económica (e.g., Fellner, 1958). 
Los esfuerzos de coordinación internacional no resultaron muy eficaces 
y en el plano nacional tampoco tuvieron gran éxito, porque cada grupo 
trató de usarlos para limitar los avances del otro, aunque estas iniciativas 
se moderaron a medida que amenazaban la paz social (e.g., Nordhaus, et 
al., 1974). Lo más interesante de todas estas experiencias es la relativa 
estabilidad que ha demostrado la distribución del ingreso personal du-
rante largos periodos en la mayor parte de estas sociedades (Pen, 1971); 
las fluctuaciones resultantes de las guerras y otros fenómenos sociales 
que alteraban las pautas básicas de reparto fueron transitorios, lo que 
refleja la existencia de un profundo acuerdo social sobre el proceso de 
cambio, que se mantiene a través de las instituciones y los mecanismos 
de negociación social, a pesar de los esfuerzos para modificar los térmi-
nos de ese acuerdo básico derivados de la omnipresente lucha de clases.

Tal estabilidad no existe en los países “pobres”, donde no se han lo-
grado esos acuerdos institucionales. Sin cauce orgánico apropiado, la 
lucha por el reparto del producto social que en ellos se libra tiende a 
adoptar la forma de enfrentamientos directos, a diversos niveles de orga-
nización: al desbocarse, pueden poner en peligro la forma de organiza-
ción social prevaleciente, para impedir esto se establecen formas de 
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control autoritario, que no suprimen ni encauzan institucionalmente esos 
enfrentamientos (por lo que no logran contener la inflación), pero eli-
minan sus manifestaciones más peligrosas y determinan, por la fuerza, el 
sentido de sus resultados en favor de los grupos que han sido capaces de 
establecer tal control.

La falta de acuerdos institucionales en los países “pobres” puede ex-
plicarse, entre otros factores, por la dificultad política de establecerlos 
en el contexto de profundas desigualdades en el reparto del producto 
social que los caracteriza (cepal, 1971), las cuales se derivan, a su vez, de 
la incapacidad orgánica de los grupos menos favorecidos para conquistar 
una posición relativa mejor en el esquema del reparto. Además de que 
se carece por lo general de las organizaciones sociales y políticas que per-
mitieron concretar los acuerdos institucionales y dar cauce orgánico a las 
presiones y demandas de los distintos grupos, estabilizando su relación, el 
proceso mismo de institucionalización y estabilización tiende a implicar la 
consagración de las desigualdades y la brusca reducción de las expectativas 
de que se corrigen con rapidez, lo cual resulta políticamente inaceptable 
y sólo puede plantearse con base en procedimientos autoritarios. Cuan-
do se trata de concertar un “acuerdo para el cambio”, surge una fuerte 
oposición política y económica de los grupos privilegiados que se verían 
afectados por él y a menudo logran boicotear, por lo que algunos gobier-
nos optan por promoverlo “de trasmano”, mediante políticas reformistas 
bien conocidas; cuando éstas logran profundizar suficientemente en las 
estructuras sociales, suscitan respuestas populares que rebasan el marco 
de referencia de los reformadores, quienes se ven obligados a reprimirlas.

De esta manera, parece posible concebir las diferencias entre los dis-
tintos países en cuanto a los niveles y ritmos de cambios de las tasas de 
inflación, como un reflejo del grado en que los diversos grupos sociales 
manifiestan su aceptación general de las condiciones en que se realiza el 
reparto del ingreso nacional y de los mecanismos institucionales y orgáni-
cos a través de los cuales puede encauzarse la contienda social, en el afán 
de modificar el esquema de reparto prevaleciente. En este enfoque, no se 
descarta del análisis de la inflación la cuestión de la expansión monetaria: 
simplemente se le ubica en un contexto más amplio. Es posible concebir 
teóricamente y localizar en la historia situaciones en que se observa un 
alza brusca o continuada de precios, sin que aumente la cantidad total de 
dinero en circulación; esto puede ocurrir por la caída absoluta del con-
sumo real —total o de algunas mercancías— de ciertos grupos sociales.7 

7   Tal parece ser el caso en Chile después del golpe militar de 1973. Su política mone-
taria restrictiva fue acompañada por una fuerte reducción en el gasto público real, oca-
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En las condiciones actuales del mundo, sin embargo, el aumento de la 
cantidad de dinero en circulación tiende a ser un fenómeno concomitante 
a la inflación: en la expansión monetaria se materializan los aumentos de 
precios. Ambos fenómenos son característicos del proceso inflacionario y 
expresan la manera en que la contienda social desborda el ámbito de las 
unidades productivas —donde se ventila la lucha cotidiana por el reparto 
del producto social— y se traslada a la órbita más global de los mercados. 
Los aumentos de la cantidad de dinero en circulación podrían propiciar 
ese movimiento, pero no son su causa.8

Si en la sociedad existen acuerdos institucionales y mecanismos orgá-
nicos para encauzar la contienda social, el paso de ésta del nivel de las 
unidades productivas (donde pueden presentarse posiciones irreconci-
liables) al de la sociedad global, permite evitar los más agudos enfrenta-
mientos directos de los diversos grupos sociales y propiciar una modifi-
cación progresiva, relativamente estable, del esquema de reparto del 
producto social.9 Esta situación se expresaría en tasas de inflación relati-
vamente “bajas” y cambios moderados en las mismas. Si se carece de 
aquellos acuerdos y mecanismos, en cambio, el traslado de la contienda 
social al ámbito de la sociedad global puede agudizar y tornar caóticos 
los enfrentamientos directos entre los diversos grupos sociales, pues el 
cauce orgánico que les impone la unidad productiva (en cuya existencia 
misma coinciden por lo general los intereses de todos) no habría susti-
tuido por otros cauces sociales globales que permitieran ventilar las dife-
rencias de intereses en condiciones apropiadas. Éstas son las circunstan-
cias que se expresan como una inflación “desbocada”, en que todos los 
grupos sociales y agentes económicos tratan de sostener o mejorar su 
posición relativa sin orden ni concierto, desconcertados, fuera de todo 
cauce orgánico. Semejante situación sólo puede resolverse, en general, a 

sionando una aguda disminución en los niveles de consumo. Sin embargo, la inflación 
siguió, aunque a ritmos inferiores a los experimentados durante el gobierno de la Unidad 
Popular, cuando la lucha de clases no fue constreñida por la represión militar. Para un 
análisis temprano del proceso, véase Chossudovsky (1975)

8   “Una inflación sostenida sólo puede presentarse cuando la oferta monetaria se amplía 
con mayor rapidez que el producto; la cuestión que siempre surge es por qué y cómo la 
oferta monetaria se amplía de ese modo”, Gamble y Walton (1977: 247-248).

9   Tal era el caso en Estados Unidos en los años sesenta, cuando se observó una mejo-
ra sustancial en la posición de la clase obrera, producto de la militancia de grupos mino-
ritarios y de las presiones generadas por la guerra. Los reveses sufridos por los mismos 
con la “Nueva Política Económica” de Nixon y Ford a raíz del fin de la guerra también es 
revelador. La incapacidad de controlar la oposición a esta política tanto a nivel nacional 
cuanto internacional provocó fuertes presiones inflacionarias que todavía en 1978 son 
motivo de preocupación política (véase, Barkin, 1975).
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través de modalidades de control autoritario, que se ocupan de restable-
cer por la fuerza los esquemas previos de reparto del producto social o 
de modificarlo en forma más o menos radical, de acuerdo con los inte-
reses de los grupos sociales que representen quienes ejercen ese control.10

d] Naturaleza política de los procesos inflacionarios

Conviene tomar en cuenta, en este contexto, que el efecto real de la 
expansión monetaria que habitualmente acompaña a los procesos infla-
cionarios, depende de los usos y destinos que se den a las cantidades de 
dinero en circulación. En la práctica, pueden complementar, sustituir en 
cierta medida, reforzar o incluso contradecir los acuerdos institucionales 
y mecanismos orgánicos que encauzan la contienda social. En la medida 
en que influyan en la conservación o modificación del esquema de re-
parto del producto social en una forma y con una intensidad y ritmo que 
correspondan al estado real de la contienda social, o sea, a las posiciones 
y capacidades relativas de las fuerzas sociales presentes en el proceso, 
contribuirán a evitar o someter a control social sus enfrentamientos di-
rectos. Cuando siguen pautas diferentes a las de las condiciones reales 
de la contienda social, probablemente acentúan esos enfrentamientos y 
estimularán su desarrollo a otros niveles. En el primer caso, se registrará 
el hecho —altamente paradójico y desconcertante para la reflexión con-
vencional— de que un aumento en la cantidad de dinero en circulación 
estaría constituyendo un mecanismo de gran eficacia para reducir las 
presiones inflacionarias, sujetándolas a niveles manejables. En el segundo 
caso, la expansión monetaria reflejaba la incapacidad de hacer frente a 
los fenómenos en curso y se materializaron en ella tendencias profundas 
de la sociedad a la ruptura de sus cauces institucionales de concertación 
social, en el contexto de una inflación desbocada.

En consecuencia las raíces de la inflación se localizan en la contienda social. 
La idea de mantenerla bajo control (dentro de límites y ritmos de cambio 
“aceptables”) refleja la necesidad y la decisión de una sociedad determi-
nada de resolver las contradicciones entre los grupos que la integran, en 

10   En los países ricos, los esfuerzos para mantener el pleno empleo “significaron des-
echar uno más de los reguladores automáticos del capitalismo” (Gamble y Walton, 1977: 
252). Marx observó al respecto: “No bien … se dan circunstancias adversas que impiden 
la creación del ejército industrial de reserva, menoscabando la dependencia absoluta de 
la clase obrera respecto a la clase capitalista, el capital … se declara en rebeldía contra la 
‘sagrada’ ley de la oferta y la demanda y procura encauzarla con la ayuda de medios co-
rrectivos” (Marx, 1975, tomo i, vol. 3, p. 797).
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cuanto a las condiciones en que se efectúa el reparto del producto social, 
a través de cauces orgánicos y acuerdos institucionales. Tal necesidad y 
decisión expresa, a su vez, la de asegurar que los enfrentamientos entre 
los grupos no pongan en peligro la organización social prevaleciente, en 
su estructura orgánica o en sus modalidades de funcionamiento. La in-
flación en sí misma o los mecanismos para someterla a “control” (a nive-
les “aceptables”) no determinan la intensidad de la contienda social o el 
sentido de sus resultados concretos: pueden conservar el esquema de 
reparto del producto social prevaleciente o modificarlo, según las fuerzas 
que impulsan o dirigen el proceso. Sin embargo, cuando éste rebasa los 
niveles “aceptables” (específicos de cada sociedad) puede operar como 
factor de desorganización social y llevar la contienda social a formas más 
agudas y caóticas de expresión.

De esta manera, las políticas y medidas para controlar o regular la 
inflación pueden ser de naturaleza conservadora o reaccionaria, al 
proponerse el mantenimiento del statu quo, respaldar un esquema de 
distribución del producto nacional socialmente injusto y fortalecer ins-
tituciones políticas que protegen los intereses de grupos privilegiados 
y propician la concentración del ingreso. Pero esas mismas políticas y 
medidas pueden operar como agentes de cambio de gran penetración 
y eficacia, promoviendo modificaciones radicales del sistema de reparto 
del producto social y estimulando el desarrollo de sistemas de negocia-
ción y concertación social que fortalezcan la capacidad política y eco-
nómica de los grupos sociales más débiles. No hay aquí instrumentos 
“neutros” o medidas políticamente indiferentes. De ahí el interés, tanto 
para los gobiernos como para cada uno de los grupos que participan en 
la contienda social y son profundamente afectados por los fenómenos 
inflacionarios, de lograr una comprensión profunda de su naturaleza y 
características y de las formas de hacerles frente. La reacción espontánea 
del “hombre de la calle ante los aspectos más evidentes o aparentemente 
más dañinos de la inflación, aunada a la reacción miope y dogmática del 
técnico o del político atrapados en una reflexión convencional que sólo 
ve la superficie de los fenómenos y los acontecimientos del día, impulsa 
a menudo políticas y medidas que provocan efectos contrarios a los que 
se buscan. Las clásicas disposiciones para reducir la cantidad de dinero 
en circulación, por ejemplo, a menudo logran contener el crecimiento 
y el desarrollo pero no la inflación, y tienden a exacerbar los ánimos de 
la gente, llevando la contienda social a formas desarticuladas y violentas. 
El control artificial de los precios —que se exige por lo general a todos 
los gobiernos— como la restricción descuidada del gasto público de 
índole social, pueden tener los mismos efectos. El éxito de un grupo 
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social de que se atienda alguna de sus demandas específicas en relación 
con la inflación puede volverse en poco tiempo en su contra y acentuar 
las presiones inflacionarias generales. Medidas del gobierno que en un 
primer momento parecen aconsejables, pueden cortarle el camino poco 
después para que tome otras indispensables.

Al identificar las raíces de la inflación en la contienda social y señalar 
que los procesos inflacionarios manifiestan el desbordamiento de los cau-
ces institucionales de negociación y concertación social, resulta evidente 
que la política aconsejable ante tales procesos consiste en fortalecer esos 
cauces y los mecanismos de acuerdo social global. Es preciso, insistimos, 
ir todavía más lejos para definir la orientación que ha de adoptar esa 
política. Aquel desbordamiento se produce, por lo general, ante la insu-
ficiencia de esos cauces institucionales, cuando han dejado de correspon-
der a las condiciones concretas en que se desenvuelve la contienda social 
y no reflejan ya adecuadamente las posiciones y capacidades relativas de 
los diversos grupos sociales. El intento de regresar a ellos, a su condición 
previa, puede ser un remedio peor que la enfermedad. De lo que se trata, 
por lo contrario, es de transformarlos en la medida necesaria para que 
sean de nuevo capaces de encauzar la contienda social en sus nuevas fases 
de desarrollo. Comprender los procesos inflacionarios significa, en última 
instancia, tomar conciencia de los cambios que hacen falta en los arreglos 
institucionales globales de la sociedad, para ventilar sus contradicciones 
y resolver sus problemas de desarrollo económico y social. Actuar seria-
mente en la regulación de los procesos inflacionarios, sujetarlos a control, 
significa tomar medidas que involucran a todos los grupos sociales, con 
su cabal participación, para efectuar tantos cambios como sea necesario 
y viable en esos arreglos institucionales, con un claro sentido histórico 
de las inercias del pasado, las exigencias concretas de la coyuntura y las 
perspectivas de la evolución posterior, económica, social y política.

4.2. los recientes procesos inflacionarios en méxico:  
ensayo de interpretación11

En México, el reparto del ingreso nacional entre los trabajadores, de una 
parte, y los que controlan la riqueza, de la otra, ha tendido en las últimas 

11   Este apartado contiene únicamente una aplicación esquemática, sin pretensiones 
de análisis cuantitativo, del planteamiento anterior. Pensamos que los hechos a que se 
refiere son simplemente conocidos y han sido objeto de innumerables estudios de coyun-
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décadas a ser cada vez más desigual. Desde que se inició el proceso mo-
derno de industrialización comenzó a registrarse un progresivo deterioro 
en el sistema de distribución del ingreso personal, que refleja la constan-
te ampliación de la brecha entre la porción del producto social que 
quedaba en manos de los trabajadores y la porción que recibían los ca-
pitalistas (Banco de México, 1973).

Durante muchos años, tales hechos y tendencias sólo parecían preo-
cupar a los estudiosos, pues un sector estratégico de los grupos sociales 
cuya posición en el conjunto estaba sufriendo un deterioro relativo, lo-
graron a pesar de ello cierta mejoría absoluta en su nivel de vida, gracias 
al rápido crecimiento de la producción agropecuaria y de la economía 
en conjunto. El hecho de que aquella mejoría no fuese tan rápida como 
este crecimiento (lo que reflejaba la acentuación de la desigualdad en el 
reparto) no era fácil de percibir. No parecía importar que la participación 
relativa de los trabajadores organizados en el ingreso nacional dismi-
nuyera, si al mismo tiempo se estaban elevando en términos absolutos 
sus ingresos reales, su nivel de vida. Desde el punto de vista de quienes 
obtenían los principales beneficios del proceso, se configuraba así una 
situación aparentemente ideal: podría presentarse una acelerada concen-
tración del ingreso, sin que se registraran manifestaciones de descontento 
social excesivas, que pudiesen escapar a los mecanismos de control social 
y pusieran en peligro el mecanismo entero.

Relativa paz interna y bajas tasas de inflación, características de este 
periodo, son dos formas de referirse a un mismo proceso: una evolución 
en que parece perder vigor la contienda social y en que los enfrentamien-
tos directos pueden mantenerse, en general, bajo control institucional 
fluido, porque las partes principales del convenio social reciban beneficios 
claros, aunque el reparto de los mismos sea cada vez más desigual. Dicho 
de otra forma: aunque haya desigualdad en el reparto global de todo el 
país o de cada unidad productiva, aunque unos reciben mucho más que 
otros por su participación en el proceso productivo, mientras una porción 
estratégica de los menos favorecidos logren una mejoría absoluta, así 
sea modesta, y mantienen la expectativa de seguirla teniendo, tienden a 
aceptar la situación y no es fácil que expresen por ello un descontento 
agudo o una gran inquietud de cambio. Parece abierto un futuro pro-
misorio para todos.

Para la comprensión de los acontecimientos posteriores, es necesario 
analizar un poco más de cerca este proceso. Conviene, en primer térmi-

tura por lo que no se hace referencia a fenómenos y tendencias bien conocidos sin incluir 
las estadísticas respectivas.
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no, precisar el significado de la relativa estabilidad de precios a lo largo 
del periodo a que nos referimos, que no es homogéneo al respecto. De 
1935 a 1957 la expansión de la economía se presentó con aumentos 
significativos en los precios. En los cuarenta el ritmo de crecimiento del 
índice de precios al mayoreo con respecto al decenio anterior se triplicó: 
la tasa acumulativa anual fue de 11.2% en los cincuenta. Estos fenómenos 
alcistas se mantuvieron hasta los sesenta, cuando se adoptó una nueva 
estrategia de desarrollo, la del “Desarrollo Estabilizador”, que por un 
decenio permitió mantener la tasa de aumento de los precios al mayoreo 
al nivel de 2.6%. Al llegar a su término esta experiencia, se renovaron las 
tendencias alcistas, que llegaron a su nivel más alto en los últimos meses 
de 1976, cuando se registró una tasa superior a 4% mensual.

En las interpretaciones de estos fenómenos, se acostumbra atribuir la 
evolución de la primera parte del periodo, hasta 1957, a los factores 
provenientes del exterior: aumentos de la demanda de los productos del 
país y ampliación de sus reservas internacionales durante la segunda 
guerra mundial, registrados en forma paralela a las limitaciones para 
abastecerse de bienes de capital y productos intermedios; fenómenos 
inversos a los indicados en los primeros años de la posguerra; influencia 
del conflicto coreano y de la depresión económica norteamericana que 
se produjo a su término; etc. La misma línea de pensamiento se emplea 
para explicar las dos devaluaciones registradas durante el periodo.

En los términos planteados en este ensayo, resulta evidente que en los 
periodos de aguda tensión internacional, en medio de guerras “calientes” 
o “frías”, cuando el tumulto, si no el caos, define el funcionamiento de 
los intercambios mundiales, un país como México, plenamente insertado 
en ese mundo trastornado, resiente severamente el impacto de la evolu-
ción económica de los países avanzados, en particular de la que se regis-
tra en Estados Unidos. Debe tomarse en cuenta, asimismo, que el proce-
so de expansión económica productiva y ampliación simultánea de la 
oferta de bienes salariales y de la de artículos de consumo suntuaria, 
características del periodo, resultó posible, en México, por la disponibi-
lidad de grandes recursos productivos ociosos, que se encontraban en 
esa condición por una variedad de circunstancias. También debe tenerse 
presente la plena disposición de los inversionistas extranjeros a ampliar 
su participación en la economía y así financiar las importaciones mexi-
canas, cuyo rápido crecimiento era un factor clave en el proceso. Es útil, 
igualmente, recordar la existencia de algunos intereses estratégicos fun-
damentales, en el ámbito de las relaciones internacionales, cuyo mejor 
ejemplo puede consistir, acaso, en la ayuda “desinteresada” que nuestro 
país recibió desde 1943 en materia de asistencia técnica y financiera para 
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la investigación agrícola y la aplicación de sus resultados. Esta “ayuda” 
permitió, pocos días después, crear los enclaves de alta productividad en 
que se asentará una agricultura comercial moderna claramente comple-
mentaria de la norteamericana, en una estrategia de desarrollo agrope-
cuario que con el tiempo sería conocida como la “Revolución Verde” 
(Hewitt, 1978).

En el contexto de nuestro análisis, sin embargo, parece posible poner 
el acento en otros aspectos del proceso, que pocas veces se incluyen en 
los estudios sobre la inflación. Cabe recordar también, por ejemplo, que 
la contienda social se intensificó continuamente a lo largo de la década 
de 1930, hasta llegar en los últimos años de la misma a niveles de severo 
conflicto social. Sin embargo, al coincidir estos fenómenos con el inicio 
de las hostilidades de la segunda guerra, el proceso se revirtió brusca-
mente. Fueron sometidas a control, primero, y luego a progresiva desin-
tegración, numerosas organizaciones de trabajadores que habían tomado 
parte activa en la contienda social del decenio anterior. Perdieron fuerza, 
en particular, las organizaciones campesinas: al abandonar paulatinamen-
te el primer plano del escenario político, que habían logrado retener 
desde el estallido de la Revolución, fueron incapaces de resistir la estra-
tegia de desarrollo agropecuario que anuló buena parte de sus avances 
anteriores, ejercía una intensa presión sobre sus recursos y acelera su 
migración a las unidades o a las áreas de agricultura comercial. Se retra-
jeron también las luchas obreras en el plano político y concentraron su 
esfuerzo en algunos grandes sindicatos y confederaciones, de larga tradi-
ción de lucha, para la defensa de su situación económica, gravemente 
amenazada por la inflación y el desempleo.

Como es evidente, semejante evolución apenas podía disimular las 
tensiones sociales, cuyos brotes de violencia resultaban esporádicos pero 
se manifestaban constantemente por otras vías. La inflación, que operaba 
como un mecanismo eficaz de control o reducción del ingreso real de los 
trabajadores, no llegaba a desbocarse, entre otras cosas por el alto ritmo 
de expansión productiva, derivado de una acumulación acelerada y por 
el avance modesto pero constante en los ingresos reales de una porción 
estratégica de los trabajadores, la que integraban quienes habían podido 
mantener y consolidar sus organizaciones sindicales.

Años más tarde, Antonio Ortiz Mena, el secretario de Hacienda que 
organizó la nueva estrategia al agotarse las pautas de la evolución de 
estos años, se refirió a ella en los siguientes términos: “No debe olvidarse 
que durante el ciclo inflación-devaluación (como ha llegado a conocerse 
ese periodo) las utilidades aumentaron excesivamente” (1970). No resul-
ta claro, en el contexto, una expresión como la de utilidades “excesivas”: 
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para el inversionista, las únicas ganancias “adecuadas” son las ganancias 
máximas que puede obtener. El comentario, en todo caso, caracteriza el 
sentido fundamental de lo ocurrido en el periodo. Sin embargo, el costo 
social de semejante proceso de acumulación no podía mantenerse 
indefinidamente:12 alimentaba de manera constante las intensificaciones 
de la contienda social, que adquiere otras características a medida que 
logra abastecerse de nuevo la organización de los trabajadores. El proce-
so hizo explosión en 1958 —el año de más alta tasa de inflación en todo 
el periodo— cuando esa contienda social desbordó los cauces institucio-
nales de negociación y concertación social y llegó a constituir una ame-
naza para la existencia misma del Estado. La respuesta social a estos 
acontecimientos, ampliamente conocida, puede contribuir a explicar el 
decenio de estabilidad consecuente: después de una severa represión, 
bajo estricto control militar, miles de trabajadores fueron despedidos, en 
pocos meses quedaron desarticuladas buena parte de sus organizaciones, 
su fuerza orgánica fue eliminada o quedó bajo control.

En ese contexto social y político, el decenio de la estabilidad organizó 
nuevos avances del proceso de acumulación, ahora con estabilidad de 
precios. Para proteger la tasa de ganancias, se apeló a diversos expedien-
tes, asociados en buena medida a una más amplia intervención del Esta-
do, que captó crecientes recursos a través del sistema fiscal (procedentes 
fundamentalmente de los trabajadores) y del endeudamiento. Tales re-
cursos se aplicarán prioritariamente al estímulo de la inversión privada 
(obras de infraestructura que generasen las consabidas “economías ex-
ternas”, concesiones, franquicias, etc.) y a la prestación de servicios so-
ciales, con la función que ya hemos analizado. El incremento más rápido 
del salario real (en los sectores más adelantados) que el de la producción 
por hombre en este lapso, advirtió en su momento el licenciado Ortiz 
Mena, “no debe considerarse como un incremento de costos en detri-
mento de las perspectivas de utilidad, ya que éstas se han venido ajustan-
do a las nuevas circunstancias del desarrollo estabilizador”. Por otra 
parte, agrega, “los empresarios se beneficiaron de una reducción en el 
precio relativo de los insumos debido a la flexibilidad de la oferta agríco-
la y de las importaciones de materias primas y productos intermedios” 
(1970). Todo ello permite entender la evolución del proceso de acumu-
lación a lo largo del periodo. El coeficiente de inversión pasó de 12.7% 
en 1950 a 16.5% en 1958 y a 20.9% en 1967.

12   Dice Antonio Ortiz Mena: “el costo social del ciclo recurrente de inflación-devalua-
ción era inaceptable para los sectores de ingresos fijos: no se lograba compensar el dete-
rioro ocurrido en la proporción de los sueldos y salarios en el ingreso nacional” (1970).
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La contienda social del decenio de la estabilidad se había vuelto sorda, 
profunda. No podía expresarse de manera orgánica y clara. En la segun-
da mitad de los sesenta, sin embargo, no era posible ya desconocerla, a 
pesar de su contraste evidente con las formas que adoptó en el decenio 
anterior, las que condujeron a la lucha organizada de 1958. La crisis que 
empieza a mostrar síntomas preocupantes a partir de 1965, la crisis de 
una economía y de una estrategia de desarrollo, avanza en compañía de 
acciones desarticuladas, más o menos caóticas, a menudo planteadas 
como iniciativas sin destino. Son los años de las guerrillas, de las revuel-
tas campesinas, de los grupos urbanos clandestinos. Son los años que 
conducen a 1968.

Las condiciones que sustentaban el proceso se habían ido modifican-
do, en parte por su propia inercia. Para mantener el dinamismo reque-
rido en la expansión de la producción básica, especialmente en el sector 
agropecuario, era indispensable aumentar acelerada y constantemente 
las erogaciones gubernamentales, tanto de gastos corrientes (subsidios a 
insumos y precios, asistencia técnica, etc.) como de inversión (infraes-
tructura, crédito. etc.). Los gastos gubernamentales en servicios sociales 
(salud, educación, etc.), renglones básicos del mejoramiento en el nivel 
de vida de los grupos menos favorecidos en el proceso de desarrollo, 
también tenían que presentar un sostenido aumento, aunque sus niveles 
absolutos quedaban entre los más bajos del mundo: su existencia, de 
hecho, había sido el único factor compensatorio del deterioro registrado 
en el valor del ingreso monetario de amplios grupos, y a pesar de sus 
limitaciones mantenía la expectativa de una mejoría real en sus condi-
ciones de vida, aunque el proceso económico real no pareciese ofrecér-
sela. Los inversionistas nacionales y extranjeros, por su parte, demanda-
ban crecientes apoyos oficiales para mantener su expansión productiva 
y exigen el aumento de las franquicias fiscales, las facilidades financieras, 
las inversiones estatales de apoyo, los subsidios en diversos renglones de 
los costos de producción (transportes, insumos, etc.) y otras muchas 
concesiones. Estos apoyos habían sido de importancia estratégica en las 
etapas iniciales de la industrialización y acaso llegó a pensarse que con 
el tiempo dejarían de ser necesarios: en la práctica, sin embargo, se in-
corporaron de tal manera a las estructuras básicas de producción que su 
necesidad aumentó en vez de disminuir.

El Estado, en estas condiciones, quedaba sometido a una presión cons-
tante, de todos los grupos y sectores, para que aumentase sus gastos, in-
versiones y concesiones, a un ritmo más acelerado que el del incremento 
de sus recursos que podía derivarse del crecimiento de la economía. Las 
“soluciones de compromiso” agotaron pronto sus posibilidades. Perdie-
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ron dinamismo, simultáneamente, las erogaciones gubernamentales en 
la producción básica, en particular en el sector agropecuario, y sus gastos 
sociales, mientras mantenía sus apoyos a los inversionistas nacionales y 
extranjeros. Sin estos ingredientes, perdió también impulso la expansión 
productiva que había permitido la modesta pero constante mejoría en el 
nivel de vida de buena parte de los trabajadores (especialmente de los 
organizados en sindicatos), a pesar del reparto crecientemente desigual 
del producto social. Los inversionistas nacionales consideraron insufi-
ciente la tasa de ganancia y cedieron terreno ante las empresas transna-
cionales, que ya consideraban satisfactoria y acudieron en gran número.

Estos fenómenos, que se observan ya con toda claridad a partir de 1965, 
llevarían a prever una intensificación de la contienda social (y por ende 
un aumento en las tasas de inflación). Esto es justamente lo que ocurrió 
y las consecuencias de las desigualdades en el reparto se hicieron más 
evidentes cuando empezaron a mostrarse los efectos de la retracción re-
lativa de la acción pública en la producción básica (especialmente con la 
disminución del énfasis en las erogaciones gubernamentales en el sector 
agropecuario) y la acelerada concentración de la producción industrial 
en los bienes destinados a grupos acomodados (orientación que podría 
permitir a los inversionistas compensar la disminución relativa de los 
apoyos oficiales). Medidas de emergencia, como la importación masiva de 
productos básicos (trigo y maíz, sobre todo), agravaron los problemas de 
origen, en vez de resolverlos (por la absorción improductiva de recursos 
públicos que representaban), y resultaban claramente insuficientes ante 
los problemas que se estaban agudizando: creciente desempleo, migracio-
nes masivas a las zonas urbanas, estancamiento o progresivo deterioro en 
los niveles reales de vida de grandes grupos de trabajadores. La frustra-
ción colectiva que estos fenómenos provocan comenzó a expresarse en la 
intensificación de movimientos populares, dentro de un amplio espectro: 
desde explosiones circunstanciales más o menos caóticas de descontento 
social, hasta la proliferación o consolidación de organizaciones de tra-
bajadores y campesinos, efervescencia estudiantil e incluso insurgencia 
armada de grupos localizados, como ya se ha mencionado.

En los últimos años de la década pasada y los primeros de ésta tales 
fenómenos provocaron cambios en las condiciones del reparto del pro-
ducto social, sostenidos a nivel global por una expansión desmesurada 
del gasto público y al nivel de las unidades productivas por la presión 
social de los grupos menos favorecidos. Estas condiciones, aunadas a la 
relativa disminución de ciertos apoyos oficiales y al establecimiento de 
diversas restricciones a la operación privada (orientadas fundamental-
mente a impedir un mayor deterioro en el nivel de vida de grandes 
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grupos de trabajadores), indujeron un retraimiento de la inversión pri-
vada nacional. Como consecuencia, el Estado se vio en la necesidad de 
emprender una nueva escalada de sus gastos, en un esfuerzo por mante-
ner el nivel de la actividad económica global (e incluso su expansión), 
con base en inversiones públicas. Otros fenómenos contribuyen a refor-
zar esta evolución, impulsando con mayor fuerza en la misma dirección. 
Las presiones devaluatorias, par ejemplo, exigieron primero, por un 
largo periodo, erogaciones y medidas gubernamentales que compensa-
ran la fuga de capitales privados y su inversión en activos líquidos (con 
acentuada dolarización de la economía), y luego, con la devaluación, 
dosis adicionales de la misma medicina al acentuarse bruscamente ese 
comportamiento de los capitales privados.

Los análisis convencionales de las más altas tasas de inflación que en 
estas condiciones se presentaron las atribuyen a la expansión monetaria 
que caracterizó el proceso, pues buena parte de los recursos públicos que 
se pusieron en juego provinieron de aumentos netos en la cantidad de 
dinero en circulación. Si este análisis se ubica en el marco más amplio 
del proceso descrito, el fenómeno adquiere otra dimensión.

Es obvio que las mercancías disponibles en los mercados pudieron 
circular a más altos precios gracias a que existían cantidades adicionales 
de dinero en circulación; es ésta una expresión tautológica del fenómeno. 
El proceso descrito, en otras palabras, sólo podía presentarse con expan-
sión monetaria, o sea, con un aumento de la cantidad de dinero en cir-
culación. A primera vista, este aumento tiene la “iniciativa” en el proceso: 
al circular más dinero sin haberse elevado la cantidad total de mercancías 
disponibles sus precios se elevan. Admitido esto, el mecanismo correctivo 
parece también evidente: si disminuye la cantidad de dinero en circula-
ción, sin que se reduzca la cantidad total de mercancías disponibles, los 
precios disminuirán.

En la óptica adoptada en este documento, es pertinente preguntarse 
si esa expansión monetaria, destinada principalmente a sustentar el au-
mento en el gasto público, fue el origen de la inflación o constituye en 
realidad una respuesta ante los procesos en curso, y preguntarse, asimismo, 
por la necesidad de esa respuesta, considerando otras opciones (en caso 
de que las haya habido).

El financiamiento deficitario del sector público comienza a aumentar 
de manera acelerada cuando los enfrentamientos directos entre los gru-
pos sociales —registrados a diversos niveles de organización y formas de 
negociación— no han llevado a una solución aceptable para las partes. 
Puesto que el aumento de la presión de cada una de ellas sobre la otra 
puede desbordar los cauces orgánicos dentro de los que se mueven, sus 
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presiones se canalizan hacia el gobierno. Éste se ve obligado a atender, 
simultáneamente, crecientes y vigorosas demandas populares que exigen 
un mayor gasto público (para generar empleos, prestar servicios sociales, 
subsidiar artículos de consumo popular, realizar importaciones masivas 
de estos mismos artículos, etc.) y exigencias acrecentadas de los capita-
listas y otros grupos sociales (para que realice inversiones de apoyo, 
otorgue concesiones de diversa índole y otros estímulos, etc.) y para que 
no obtenga de estos grupos los recursos adicionales que requiere, a través 
de la reforma fiscal o por otros procedimientos.

La magnitud de las presiones ejercidas es bastante evidente, tanto las 
que expresan los inversionistas a través de comportamientos económicos 
(retracción de la inversión, fuga de capitales, etc.) o políticos, como las 
que se manifiestan en forma de descontento social más o menos difuso 
o presión sistemática de grupos populares organizados. De hecho, las 
presiones de los distintos grupos sociales representan un esfuerzo de 
modificar rápidamente el esquema de reparto del producto social. El 
modelo que había permitido a los trabajadores obtener mejoras reales, 
aunque sufriera deterioro su posición relativa en el esquema de distribu-
ción del ingreso, se había agotado años atrás, por lo que para mantener 
su nivel de vida o mejorarlo era indispensable modificar su participación 
en el ingreso nacional. El propio agotamiento del modelo, de otro lado, 
representaba para los inversionistas una reducción de los apoyos oficiales 
a que estaban acostumbrados (que era una forma de obtener una parte 
del producto social, que se les destina a través del gobierno), por lo que 
para mantener o incrementar sus ganancias necesitaban ampliar su par-
ticipación en el producto a costa de los trabajadores o del fisco, sea a 
través de sus negociaciones contractuales, de aumentos en los precios o 
de cualquier otro mecanismo.

En estas condiciones, la intervención del Estado en el enfrentamiento 
directo entre los grupos sociales buscaba la conciliación. Aunque intentó 
lograrla a través de múltiples modalidades e instancias (en particular las 
asociadas a mecanismos tripartitas), pronto llegaba a los límites de su 
acción institucional y las presiones parecen conducirlo al empleo de expe-
dientes autoritarios: represión social, si optaba por contener las demandas 
populares, camino que tenía un costo social y político elevado y creciente 
como se demostró en 1968, y que fácilmente podría convertirse en un 
callejón sin salida, un camino sin regreso o una simple posposición del 
conflicto, que reaparecía incrementado; o bien, “represión del sector priva-
do”, si optaba por contener las demandas de los inversionistas nacionales 
y extranjeros, camino que parecía cerrado ante las condiciones interna-
cionales concretas y los problemas internos, entre otras cosas porque así 



inflación y democracia: el caso de méxico� 119

se desestimulan aún más la actividad económica privada, ya retraída, y po-
drían agravarse adicionalmente los problemas que se intentaba resolver.13

Ante la incapacidad de imponer por la vía institucional una solución 
orgánica y a fin de evitar en la medida de lo posible esas vías “represivas”, 
todo hace pensar que el Estado optó por la vía indirecta del gasto públi-
co, que reducía a nivel manejable las tensiones sociales al dar atención 
a las demandas más urgentes o de mayor peso de los distintos grupos. La 
inflación que acompañó esta evolución del proceso aparece así como un 
producto no deseado del esfuerzo gubernamental, cuando respondió con 
gasto público deficitariamente financiado a las presiones sociales que 
amenazaba desbordar todo cauce orgánico. La evolución “natural” de 
tales presiones habría conducido, previsiblemente, a formas de confron-
tación que pondrían en peligro la organización social global; una de 
estas formas hubiera podido ser una inflación desbocada, que intensifi-
cara todavía más la confrontación directa entre las fuerzas sociales y 
provocaría un cambio en el esquema de reparto del producto social en 
sentido contrario al requerido, dada la correlación real existente entre esas 
fuerzas (insuficiente y débil capacidad orgánica de los trabajadores, en 
contraste con la amplia capacidad de acción directa de los inversionistas).

En estas condiciones, es posible suponer que la adopción de mecanis-
mos de financiamiento deficitario del gasto público y su empleo sistemá-
tico, en diversos grados de eficiencia, como forma de reducir las tensiones 
sociales, permitió mantener el proceso bajo control social y evitar esas 
formas de confrontación, que además de los riesgos que impondría a la 
vida social implican un retroceso en el esquema de reparto. Conforme a 
este enfoque, en vez de ser causa de inflación, la acción pública aparece 
aquí como un factor que la modera, que evita su desbocamiento incon-
trolado y otras formas de desorden social, sin duda más dañinas que el 
desorden administrativo que acompañó el proceso.

Cuando cambia el ámbito del enfrentamiento, sin embargo, se modi-
fican también las condiciones en que se realiza. Los diversos grupos so-
ciales no se encuentran igualmente preparados para defender sus inte-
reses en el contexto global y los acuerdos institucionales dan mayor 
libertad de acción a algunos de ellos, para obtener ventajas concretas y 
modificar, mediante la acción directa, su participación en el esquema de 
reparto del producto social. Al ejercer sus propios intereses en la con-
tienda social a escala internacional, grupos financieros poderosos, sobre 

13   Cabe observar que la “represión retórica” del sector privado que se empleó en estos 
años trajo algunas de las consecuencias cuya previsión inhibía la “represión real”, sin lograr 
sus objetivos.
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todo los de origen extranjero, se encontraron en una posición favorable 
para forzar una devaluación de la moneda nacional. Esta devaluación 
facilitó y aumentó la transferencia de recursos monetarios y reales hacia 
los países centrales. A la vez, agudizó las tendencias hacia una reestruc-
turación del aparato productivo nacional más acorde con las pautas de 
la nueva división internacional del trabajo, fomentando la especialización 
productiva en renglones de interés en los mercados internacionales y 
reduciendo la capacidad del país para abastecer sus propias necesidades.

La devaluación fue, en parte, consecuencia de la incapacidad de con-
trolar la contienda social en los años anteriores. Los crecientes déficits 
en la balanza comercial fueron en buena medida el resultado de la po-
lítica de gasto público y redistribución del régimen de 1970-1976, que 
trató de apaciguar a las masas campesinas y obreras con obras públicas 
de infraestructura, importaciones masivas de alimentos y servicios socia-
les, que no generaron trabajos productivos o ingresos permanentes. Esta 
política requiere de mayor endeudamiento externo y determinó que el 
país quedará más expuesto al impacto de la huida de capital. Tanto los 
que controlan la riqueza dentro del país como los banqueros internacio-
nales no veían con beneplácito este “despilfarro” de recursos y actuaron 
para modificar tal orientación de la política, hasta lograr, finalmente, la 
devaluación del peso, con la cual se eliminaron, de un sólo golpe, las 
ganancias que los grupos mayoritarios habían conquistado en muchos 
años de lucha social.

La defensa obcecada de la paridad del peso por parte de las autorida-
des agudizó aún más las presiones especulativas, que llevaron a adoptar 
una política precipitada, anunciada sin los preparativos adecuados y bajo 
condiciones que estimularon la incertidumbre general. La devaluación 
acentuó la contienda social dentro del país de diversas maneras y lo dejó 
aún más expuesto a la férrea explotación ejercida a través de los merca-
dos internacionales. La necesidad de acudir al Fondo Monetario Inter-
nacional, que se vuelve perentoria, tuvo un precio concreto: el compro-
miso de sujetarse a sus reglas de juego.14 La “política de austeridad” que 

14   Es evidente que un país como México no puede, por sí mismo, modificar las reglas 
del juego del Fondo Monetario Internacional o hacer caso omiso de ellas, aunque en 
unión de otros países puede luchar para modificarlas. Pero es falaz el argumento que con-
sidera irremediables estos fenómenos y pregona, consecuentemente, su pasiva y resignada 
aceptación: una especie de castigo de los dioses por un mal comportamiento económico. 
Para que el país se libere de los compromisos inaceptables que el Fondo impone no 
necesita destruirlo: basta que deje de necesitar su apoyo directo o indirecto, eventual o 
permanente: basta que organice sus fuerzas de desarrollo y encauce institucional, orgánica 
y democráticamente su contienda social. ello es muy difícil, sin duda, pero no imposible.
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el país se vio obligado a aceptar, frenó el gasto público y la actividad 
económica durante más de un año. Al abaratar los recursos nacionales 
en moneda internacional, se aceleró el ritmo de inversión extranjera en 
el país, pues se volvió ventajosa la compra de empresas nacionales de 
mayor rentabilidad y la expansión de empresas nacionales, dadas las 
mejores perspectivas de exportación de una mano de obra cada vez más 
barata. Junto con las mejores perspectivas del gran capital internacional, 
los grupos pudientes nacionales también se aprovecharon de la situación, 
concentrando aún más el control sobre el capital, reforzando su asocia-
ción con empresas transnacionales y expandiendo sus operaciones y sus 
bases de generación de ganancias. La nueva coyuntura era favorable para 
cambiar una vez más el esquema del reparto, canalizando una mayor 
parte del ingreso nacional hacia el capital nacional e internacional.

En una situación como ésta, y sobre todo en el corto plazo, resulta 
inevitable que los trabajadores sufran diversas formas de deterioro en sus 
niveles de vida. Aunque las presiones para ejercer un control más efecti-
vo de los precios se acrecientan, en la práctica pueden ser más efectivos 
los mecanismos institucionales para moderar las demandas de los traba-
jadores que los niveles de los precios. La retracción de la actividad eco-
nómica privada nacional que forma parte del proceso no puede ahora 
ser compensada por una acción pública, sobre la cual se ejercen también 
presiones generales para evitar su aumento excesivo, lo cual contribuye 
adicionalmente a reducir los ingresos reales de los trabajadores (sobre 
todo a través del aumento del desempleo y la disminución en el ritmo 
de crecimiento de los servicios sociales y los subsidios al consumo), y se 
retroalimenta así, adicionalmente, la retracción en la actividad económi-
ca privada.

A pesar de esa retracción, la posibilidad de aumentar los precios y rea-
lizar operaciones más o menos especulativas permite a los inversionistas 
aumentar sus ganancias y ampliar su participación en el producto social, 
a costa de una parte de los trabajadores. Si bien aquel aumento en las 
ganancias, que equivale a mayor rentabilidad de las inversiones, llevaría 
a esperar una ampliación de éstas que daría lugar a una nueva expansión 
productiva que permitiera establecer un nuevo equilibrio entre los gru-
pos económicos (a restablecer el anterior), la reducción en el ingreso real 
de los trabajadores y de su parte en el ingreso nacional que el proceso 
trae consigo impone limitaciones severas a tal expansión, por el lado de 
la demanda: aunque se incrementan sistemáticamente los activos líquidos 
de los inversionistas, por la acumulación de sus ganancias, no se tradu-
cen en proporción suficiente en inversiones reales, por la incertidumbre 
de las expectativas de la expansión, dados los niveles deprimidos de la 
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demanda, para cuyo incremento no inflacionario no se dispone de ins-
trumentos de política apropiados, de aplicación viable.15 Este panorama 
podría emplearse como descripción general de la situación actual.

4.3. ¿qué hacer?

El control de la inflación no es una cuestión de fe, ni de ideología. 
Necesitan lograrlo los gobiernos conservadores tanto como los liberales, 

los de izquierda como los de derecha. Nuestro catecismo secular 
sostiene, en lo fundamental, que lo que funcionó el siglo pasado 

funcionará en la actualidad. Redúzcase la intervención 
gubernamental, equilíbrese el presupuesto, contrólese la oferta 

monetaria, manténgase la fe y todo marchará bien. En la actualidad, 
empero, existen empresas poderosas y sindicatos fuertes que influyen 

significativamente en los precios. Los gobiernos y sus presupuestos 
tienen un impacto decisivo sobre la vida económica. Como todo esto 

seguirá existiendo, es preciso adaptar nuestras políticas a esa 
realidad. Debe recordarse que nuestros catequistas dominicales 

también advertían que la fe no es sustituto de la acción y 
probablemente sabían que el camino del infierno  

está empedrado de buenas intenciones.
john kenneth galbraith

La inflación se presenta como uno de los males más aterradores de la 
sociedad moderna. Causa la más seria preocupación en todos los sectores. 
Para los consumidores, sobre todo para los más humildes, representa una 
amenaza grave a la existencia misma. Para los productores, y en general 
para los que controlan la riqueza, constituye la posibilidad de que lo que 
han acumulado se consuma en el fuego inflacionario y que sus ganancias 
resulten ilusorias, lo cual les crea una gran incertidumbre y no es raro 
que suscite respuestas de pánico. Para los gobiernos, la inflación repre-
senta a menudo un síntoma de que ya no les resulta viable regular la 

15   Es importante tomar en cuenta que la aceleración de corto plazo del ritmo de cre-
cimiento de la producción que puede presentarse (y probablemente caracterizará la 
evolución del segundo semestre de 1978) es en buena medida ilusoria, a menos que se 
reviertan radicalmente las tendencias en la distribución. No sólo se harán presentes de 
inmediato los conocidos cuellos de botella de nuestra estructura productiva, sino que se 
agotará pronto la capacidad de rápida expansión basada en la atención de las demandas 
de los grupos acomodados y de los mercados internacionales.
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contienda social y una presión desmesurada para que controlen un pro-
ceso que en realidad parece haber escapado de sus manos.

La respuesta habitual ante esta amenaza, que adquiere para muchos un 
perfil apocalíptico, comprende esfuerzos de control de la inflación que 
se definen como medidas para restringir la cantidad de dinero en circu-
lación, romper cuellos de botella en la estructura productiva, mejorar los 
sistemas de distribución y comercialización de las mercancías e implantar 
o reforzar controles sobre los precios. La experiencia indica que estos 
esfuerzos resultan insuficientes e incluso contraproducentes, aunque en 
un primer momento parezcan conseguir resultados espectaculares. Como 
ya se dijo, a menudo detienen el crecimiento de la economía, no la in-
flación; funcionan como paliativos de algunos síntomas muy evidentes de 
la enfermedad inflacionaria, pero propician que ésta se desarrolle hasta 
estadios cada vez más agudos (mortales, en un sentido muy preciso); 
causan con frecuencia mayores males que los que pretenden remediar.

Tiende a pensarse que en los procesos inflacionarios se agudizan las 
desigualdades en la distribución del ingreso y que son los grupos más 
débiles quienes más resienten sus consecuencias. Esto resulta cierto, en 
general: en condiciones de estabilidad, los arreglos institucionales globa-
les protegen, aunque sea de manera limitada, los intereses de los grupos 
menos capacitados para intervenir directamente en los procesos de ne-
gociación y concertación social; durante la inflación, estos arreglos tien-
den a ser sustituidos por la acción directa de los agentes económicos, en 
cuya interacción cuenta decisivamente su fuerza relativa. Por ello los 
grupos más poderosos pueden obtener claros beneficios durante un 
proceso inflacionario y los más débiles resienten el mayor perjuicio. Sin 
embargo, no siempre se pone énfasis suficiente en los peligros que en-
cierra este avance de ciertos grupos. Por una parte, quienes obtuvieron 
ganancias importantes en el proceso se encuentran pronto con dificulta-
des para invertirlas lucrativamente, por lo que tienden a adoptar com-
portamientos profundamente irracionales desde el punto de vista de la 
sociedad en su conjunto. De otro lado, las modificaciones en el esquema 
de reparto del producto social que así se producen no son fruto de la 
negociación social, sino de una acción que se realiza al margen de ella y 
no puede ser aceptada por los sectores sociales afectados. Por ello, la 
única forma de consolidar ese beneficio parcial para ciertos grupos se 
encuentra en formas autoritarias de control de los procesos sociales. 
Éstas, independientemente de sus consecuencias, de orden general en la 
vida social, sustraen esas ganancias a la mayor parte de quienes las obtu-
vieron y las concentran en los grupos más poderosos, que se integran al 
esquema autoritario.
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Para atacar a fondo los problemas de la inflación se necesita en reali-
dad sentar nuevas bases de negociación y concertación social entre los 
grupos económicos que compiten entre sí, cuando tratan de definir en 
su favor el esquema de reparto del producto social. Se requiere, en rigor, un 
nuevo pacto social, que incluya nuevos proyectos de producción, participación y 
distribución social. Al plantearlo, es indispensable tener presentes los fac-
tores y condiciones que debilitan o rompen los cauces anteriores, para 
precisar el sentido de los nuevos arreglos institucionales y la orientación 
general de los esfuerzos a realizar.

Durante varios decenios, pudo mantenerse en nuestro país una evolu-
ción del desarrollo que tendía a acentuar las desigualdades en el esque-
ma de reparto del producto social, en virtud de que a pesar de ellas 
ciertos grupos de trabajadores lograban una efectiva mejoría en sus in-
gresos reales. Los arreglos institucionales de ese periodo cumplían, con 
razonable eficacia, la función de garantizar el proceso de acumulación, 
asegurar la mejoría real de los grupos de trabajadores organizados y 
mantener apropiadas expectativas de desarrollo en los demás. La estabi-
lidad de precios característica de periodo puede verse, al margen de otras 
consideraciones, como prueba de éxito de los arreglos institucionales 
prevalecientes en ese lapso.

Las debilidades inherentes a este régimen de desarrollo llevaron a su 
agotamiento progresivo. Su éxito no puede medirse en términos de los 
resultados que se esperaban del modelo, en cuanto al desarrollo global, 
que no se consiguieron. La expansión lograda, a todas luces impresio-
nante, tuvo costos económicos y sociales muy altos y sus consecuencias 
adversas se hicieron evidentes cuando tal expansión no pudo ya mante-
nerse y pasaron al centro de la atención general, una tras otro, profundos 
problemas de las estructuras de la producción y la distribución que se 
había ido desarrollando durante el periodo y se derivan directamente del 
modelo adoptado.

Fue preciso, en tales condiciones, intentar una nueva estrategia de 
desarrollo. En ella, el Estado asumió la responsabilidad principal de la 
expansión, con base en un financiamiento deficitario del gasto público, 
basado en proporción importante en el endeudamiento externo que 
cumplía diversas funciones: restablecer corrientes de inversión hacia los 
renglones estratégicos relativamente descuidados, mantener el flujo de 
recursos oficiales hacia los inversionistas privados y atender las demandas 
de los grupos que habían sufrido mayor deterioro. La estrategia suponía 
ciertas modificaciones en el esquema de reparto del producto social, prin-
cipalmente a costa de las clases media y de algunos grupos privados. Todo 
ello exige nuevos arreglos institucionales, cuya aparente eficacia inicial 
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comenzó pronto a debilitarse ante dos factores concretos: por una parte, 
el esquema hubiese requerido una expansión casi geométrica del gasto 
público, por un periodo relativamente prolongado, lo que en la práctica 
resultaba imposible; en segundo lugar, y éste fue en realidad el factor 
decisivo, un cambio en el esquema de reparto de beneficio de grandes 
grupos de trabajadores se traduce de inmediato en una mayor demanda 
de productos básicos, especialmente alimentos, y el país resultó incapaz 
de incrementar la oferta disponible de los mismos en la medida necesaria, 
por el efecto combinado del deterioro existente en las estructuras básicas 
de la producción agropecuaria y sus limitaciones para importar.

Los nuevos arreglos institucionales, que apenas comenzaban a con-
solidarse, empezaron así a ser desbordados, tanto por los grupos que 
controlan la riqueza como por amplios sectores de la población. Aque-
llos tenían obvias razones para oponerse a tales arreglos y comenzaron a 
resentir el cambio en el esquema de reparto, por lo que emprendieron 
acciones económicas directas en la forma de aumentos de precios. Diver-
sos grupos sociales, por su parte, algunos de ellos marginados por décadas 
del proceso de expansión, sintieron llegada la oportunidad de ejercer 
acciones directas en su beneficio. La creciente incapacidad del gobierno 
de atender simultáneamente todas las presiones que se ejercen sobre él, 
aunada a la creciente capacidad de los trabajadores del campo y de la 
ciudad de luchar para retener y proseguir sus avances en el esquema de 
reparto, acentuaron las tensiones en el curso de 1976, hasta llegar a la 
devaluación, cuyos factores determinantes se habían acumulado de tiem-
po atrás, pero tomaron brusco impulso con las reacciones privadas ante 
la evolución de los acontecimientos. Este fenómeno, por sí mismo y por 
las condiciones en que ocurrió, operó como detonante de un desborda-
miento general de los arreglos institucionales, que ya se habían estado 
debilitando, el cual dio lugar a una grave eclosión inflacionaria. Con ella 
quedaron rotas las instancias de estabilización económica y social y sólo 
se mantuvieron, aunque en medio de graves dificultades, las instancias 
políticas definitorias de la organización social global, a su más alto nivel.

Las condiciones en que se desarrolló la profunda crisis económica que 
siguió a estos acontecimientos —sin duda una de las más graves del si-
glo— operaron en el corto plazo como factor de ajuste. La rápida recu-
peración de las ganancias y la mejoría en el “clima” de la inversión pri-
vada fue posible, entre otros factores, por la medida en que el nivel de 
precios resultó superior al de los salarios. Al agudizarse el desempleo y 
sufrir deterioro el ingreso real de grandes grupos sociales, la demanda 
efectiva de productos básicos alcanzó (a la baja) los niveles de oferta, con 
lo que se desaceleró la tendencia al alza en los precios de estos productos.
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Los arreglos institucionales prevalecientes parecen haber permitido 
enfrentar la fase más aguda de la crisis y desatar un proceso de recupe-
ración. Sin embargo, no se han ajustado y consolidado para ponerlos 
en correspondencia con una nueva estrategia de desarrollo y un nuevo 
esquema de reparto del producto social. El intento de reforzarlos que bus-
cará su estructuración en los términos de los modelos anteriores llevaría 
rápidamente a su desbordamiento. Al plantearlos conforme a un nuevo 
enfoque, la cuestión estratégica está centrada en la producción básica. 
Cualquier avance en los ingresos reales de los trabajadores se traduce, 
como ya se ha indicado, en mayores demandas de productos básicos, 
sobre todo de alimentos; como no es posible aumentar en el corto plazo 
las importaciones, que se encuentran ya en el tope de la logística de 
internación, es preciso depender de los incrementos en la producción 
interna. En cuanto a ésta, no será posible confiar en la capacidad de 
expansión de la agricultura comercial para la producción tradicional y 
diversos factores, políticos sobre todo, restringen la capacidad pública de 
acción en el sector de economía campesina. En cuanto a la producción 
industrial de artículos básicos, tampoco es posible confiar en que los 
mecanismos de mercado puedan conducir a la utilización cabal de la 
capacidad ociosa disponible y a la reorientación de la actividad que se 
requiere, en virtud de la debilidad real de la demanda de productos 
básicos, de la capacidad demostrada por las empresas para consolidar 
sus ganancias sin emplear plenamente su capacidad y de otros factores.

Ha resurgido, en este contexto, el debate sobre la orientación de 
nuestra política productiva; que pone en entredicho el objetivo de la 
autosuficiencia con base en la tesis de las ventajas comparativas. Según 
esta línea, que ha logrado apoyo de diversos grupos en los últimos años, 
el país puede y debe confiar en su capacidad de exportación de petróleo 
y productos agropecuarios “altamente redituables” (carnes, frutales, hor-
talizas) para financiar cómodamente sus importaciones de alimentos. 
Frente a esta corriente, puede parecer obsoleta la reflexión de Keynes 
en torno a esta cuestión: “Simpatizo más, en consecuencia, con aquellos 
que reducirían al mínimo los entrelazamientos económicos entre las 
naciones, en vez de elevarlos al máximo. Las ideas, el conocimiento, la 
ciencia, la hospitalidad, los viajes, deben ser internacionales, por su pro-
pia naturaleza. Pero dejemos que los bienes se produzcan en casa, siem-
pre que sea posible y razonable hacerlo; por encima de todo, dejemos 
que el financiamiento sea primordialmente nacional” (1933).

Obsoleta quizá... pero fundamental. La división internacional del 
trabajo que promueven las grandes empresas transnacionales no co-
rresponde en modo alguno a los intereses nacionales y afecta muy ad-
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versamente las condiciones de vida de la población. Para México, con 
su enorme potencial productivo de bienes básicos —alimentarios y de 
vestuario, vivienda y servicios sociales— la meta de la autosuficiencia 
no constituye una decisión coyuntural, sino una necesidad apremiante 
e inaplazable, frente a las advertencias y amenazas de las grandes po-
tencias productoras de alimentos, que habrán de usarlos como arma 
política, y ante las necesidades internas de generar empleo e ingresos 
para la gran mayoría.

De nuevo, en consecuencia, parece quedar en manos del Estado la 
posibilidad de conducir el proceso de desarrollo, a través de arreglos 
institucionales que den mayor participación a todos los sectores y limiten 
drásticamente las acciones directas de agentes económicos aislados. En 
este caso, no se trata de que asuma directamente actividades de produc-
ción y distribución, como en el pasado inmediato, aunque también ten-
drá que actuar en este sentido; se trata, sobre todo, de que desempeñe 
su función rectora con eficacia y vigor, estimulando a todos los grupos 
sociales para que operen en términos de los objetivos trazados y mostran-
do su clara decisión de ejercer plenamente su autoridad con estos pro-
pósitos, sustituyendo, cuando sea necesario, a quienes no puedan o no 
quieran actuar como hace falta.

La estrategia de desarrollo que es preciso poner en marcha, supone 
cambios profundos en el esquema de reparto del producto social que 
afectarán los ingresos de quienes controlan la riqueza, aunque el acen-
to se ponga en la expansión. Para que esto resulte viable, sin provocar 
reacciones de los inversionistas que pongan en peligro todo el proceso 
y dando cauce institucional a las presiones sociales de los grupos que 
han estado sufriendo deterioro en sus ingresos reales, parece indis-
pensable que los nuevos arreglos institucionales comprendan, con la 
mayor participación de todos los grupos, una significativa movilización 
del trabajo: sólo ella, con una vigorosa acción estatal de concertación, 
puede dar empleo a los recursos disponibles y propiciar nuevas formas 
de acumulación, que permitan aumentar a la velocidad requerida la 
producción básica, específicamente en los renglones prioritarios de 
la producción agropecuaria, las agroindustrias y algunos rubros indis-
pensables de la producción industrial.

Al plantear esta opción, conviene precisar el carácter de los arreglos 
institucionales a que se hace referencia, para distinguirlos de los que 
sugieren otras corrientes. Es sabido, por ejemplo, que la desconfianza de 
los keynesianos respecto a la competencia, en tiempos inflacionarios, les 
lleva a sugerir arreglos institucionales que modifiquen el comportamien-
to de las empresas y de los sindicatos, mejorando los procedimientos de 
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negociación colectiva. Mientras los keynesianos propugnan así una mayor 
intervención gubernamental para combatir la inflación, los antikeynesia-
nos y en particular los monetaristas sugieren que se reduzca, lo cual 
también requiere cambios en los arreglos institucionales. Ambas corrien-
tes consideran que “la clave para resolver la inflación la constituyen el 
gobierno y el sector estatal”: sin embargo, no disponen hasta ahora de 
“una teoría respecto al sector estatal y al creciente papel desempeñado 
por el gobierno en la economía; para ambas escuelas se trata simplemen-
te de una intrusión más de lo ‘político’ en lo ‘económico’. Estos econo-
mistas se ven impedidos de realizar ese análisis, porque lo único funda-
mental que ven en lo ‘económico’ es el mercado, y todo lo que les 
preocupa es examinar los aspectos ‘económicos’ del comportamiento. A 
ello se debe que en general no están muy conscientes de las dificultades 
políticas que presentan sus remedios para la inflación” (Gamble y Watson, 
1977: 117).

En este texto se atribuye también un papel de gran importancia al 
Estado: como se acaba de indicar, es indispensable que asuma cabalmen-
te su función rectora del proceso de desarrollo, para encauzar los esfuer-
zos que permitirán enfrentar los procesos inflacionarios. Pero la modifi-
cación de los arreglos institucionales que aquí se plantea no tiene el 
mismo sentido que los propuestos por el pensamiento convencional y 
comprende dos aspectos diferentes: el asociado a la intervención del 
Estado en la economía, por una parte, y el que se refiere a la redistribu-
ción del poder político, por la otra.

Desde su origen, el liberalismo económico admitió, en la economía 
de mercado, la propensión a desarrollarse en el desorden: de ahí que 
dicha concepción quedase entrañablemente asociada a la del Estado 
gendarme. El principio que propone asignar los recursos sociales y or-
ganizar la producción en los términos de las ciegas fuerzas del mercado, 
atribuye a una mano invisible, a una fuerza oculta, la facultad de encauzar 
la vida social, aun a sabiendas de que no se trata de una fuerza única, 
previsora y consciente, sino de la suma metafísica de tantas inteligencias 
como productores y consumidores existan en una sociedad. “El mercado 
funciona —cuando llega a funcionar— como un ordenador a posteriori 
de la realidad, o sea, corrige y orienta a partir de la experiencia fallida, 
inevitable en el desorden que es su contexto natural. Para que funcione 
efectivamente, por ende, debe estar acompañado de una acción policiaca, 
o sea, de una fuerza que impida que ese desorden alcance grados que 
pongan en peligro la existencia misma de la sociedad. Desde la época 
del mercantilismo económico se produjeron tales desórdenes en todas las 
sociedades que se hizo indispensable introducir correctivos en el sistema. 
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Se requería que fuesen más eficaces y sutiles que la policía y que hiciesen 
frente a desórdenes como las crisis económicas, que se dieron tanto al 
nivel de la empresa como de la comunidad, de la nación o del planeta 
entero, y ante los cuales la policía parecía enteramente impotente.”

Ante la inflación, ahora, es preciso en aspectos centrales de la vida 
económica nacional y en particular para la asignación de los principales 
recursos de la sociedad, sustituir los mecanismos del mercado por un 
proceso consciente que oriente la actividad económica en función de 
las necesidades sociales. No se trata de burocratizar la economía, para 
sustituir con empleados públicos a los particulares sin alterar el sentido 
del proceso. Se trata de hacer de la planeación una actividad totalizadora, 
participativa y pública, a través de la cual se geste la posibilidad de que la 
sociedad se desarrolle como una voluntad consciente y autodeterminada.

Este aumento de la intervención del Estado en la economía para com-
batir los procesos inflacionarios exige, sin duda, introducir cambios en 
los arreglos institucionales actuales. Pero son aún de mayor importancia 
los que se requiere incorporar en cuanto a la redistribución del poder 
político, en función del cual podrá producirse la modificación sustancial 
del esquema de reparto del producto social que se requiere. La partici-
pación real de los trabajadores del campo y la ciudad y de sus organizaciones en 
la definición y orientación de la política económica y en la realización de las ac-
tividades de planeación, no sólo es condición de legitimidad del Estado, cuya in-
tervención en la economía ha de ampliarse, sino requisito del éxito en el empeño. 
No basta la creación y fortalecimiento de foros que propicien la negocia-
ción y la concertación social. No es suficiente dar creciente transparencia 
a las decisiones del Estado y avanzar tanto como sea posible por el cami-
no de la democracia formal. Es preciso, además, ampliar los esfuerzos de 
democracia directa en todos los ámbitos de la sociedad. Deben ser, ante 
todo, ejercicio cotidiano de las organizaciones de trabajadores, muchas 
de las cuales retienen pautas autoritarias de comportamiento; deben ser, 
igualmente, formas de expresión de la capacidad concreta de los traba-
jadores de organizarse para la producción o para el consumo; deben 
constituir ilustraciones concretas del significado de la solidaridad como 
norma de las relaciones sociales cuando se sustituye la homogeneización 
individualista de las sociedades de masas, vinculada a la competencia, por 
la puesta en ejercicio de la iniciativa creadora del individuo, en función 
de un interés social que se asume como propio.

Para hacer frente a los procesos inflacionarios, en suma, el camino principal 
consiste en fortalecer los arreglos institucionales y los cauces orgánicos para la 
negociación y la concertación social y para el ejercicio de la democracia directa. Se 
trata de lograr, bajo la función rectora del Estado y con la activa participación de 
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los trabajadores del campo y de la ciudad y de sus organizaciones, un cambio 
sustancial en el esquema de reparto prevaleciente, directamente asociado a un 
aumento en la producción básica, que se apoye en una efectiva y general movili-
zación del trabajo y en una redistribución del poder político. Es obvio que se 
trata de un camino lleno de dificultades y tensiones, que corresponde a 
transformaciones profundas de la sociedad; pero incluso el más superfi-
cial examen de otras opciones (propuestas por diversos grupos), puede 
mostrar que implican aún mayores dificultades y desembocarían, de 
manera casi inevitable, en procesos irracionales y destructivos que pon-
drían en peligro toda la vida social. Si bien el rumbo que aquí se sugiere 
no puede proponerse como una panacea ni es solución “final” a los 
problemas de nuestra sociedad, acaso sea el único asequible para llevar 
a sus límites teóricos e históricos las condiciones prevalecientes... para 
rebasarlos, y hacer posible la construcción de una nueva sociedad.
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5.  VIVIENDO EL PACTO FÁUSTICO: 
LA RESILIENCIA PERVERSA FRENTE AL CAMBIO CLIMÁTICO1, 2

introducción

El cambio climático es una de las amenazas más serias que actualmente 
enfrenta la sociedad humana y sus posibilidades de seguir en el planeta. 
Es uno de los fenómenos más evidentes que interactúan para reducir las 
posibilidades de mantener la vida humana, tal como la conocemos hoy 
en día. Además, hay algunos otros que también plantean graves proble-
mas para la continuidad de la especie humana en la Tierra: la pérdida 
de la biodiversidad, cambios en usos y fertilidad del suelo, contaminación 
y reducción de fuentes de agua dulce, acidificación de los océanos, re-
ducción en concentraciones atmosféricas de ozono, y la degradación de 
los ciclos globales de nitrógeno y fósforo (Rockstörm et al., 2009).3 Aun-
que este ensayo se limita a la problemática del cambio climático, es im-
portante no perder de vista la complejidad multidimensional y la enver-
gadura del conjunto de los problemas ambientales que la actividad 
antropogénica está ocasionando al planeta y a la supervivencia de nuestra 
especie.

El punto de partida para el presente ensayo es una reflexión con base 
en la economía política crítica sobre los límites de nuestras posibilidades 
de enfrentar con éxito los retos planteados por las transformaciones en 
el “Sistema Tierra” a raíz de las dinámicas generadas por la sociedad 
humana.4 El marco para este trabajo es la estructura de los conflictos 

1   Publicado en Veredas, vol. 14 (27), 2013, pp. 7-20.
2   El pacto fáustico se refiere a un “pacto con el demonio” en la leyenda clásica alemana 

de Fausto, según la cual una persona ofrecería su alma a Mefistófeles a cambio de favores 
diabólicos poderosos; según Wikipedia, es un referente cultural muy extendido de la cul-
tura “occidental”. Fue inmortalizado en la obra poética del mismo nombre de Goethe en 
1808-1832 e inspiró la creación de una obertura de Wagner.

3   Este grupo de 29 científicos asevera que la humanidad ya ha traspasado las fronteras 
planetarias de tres: cambio climático, pérdida de biodiversidad y cambios en el ciclo glo-
bal de nitrógeno. Sin embargo, su autor principal insistió en una plática en la serie “ted” 
en 2009 que todavía hay posibilidades de revertir la pérdida de resiliencia del sistema 
Tierra, <http://www.stockholmresilience.org/planetary-boundaries>.

4   Para una visión histórica de la evolución del pensamiento respecto al cambio climá-
tico y su relación con la evolución de la sociedad, véase Schoijet (2008).

http://www.stockholmresilience.org/planetary-
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ambientales, sociales y económicos en el plano global que se reproducen 
e intensifican en el ámbito nacional, impidiendo la puesta en moción de 
los cambios requeridos para enfrentar las profundas contradicciones que 
nos dominan, amenazando la virtual existencia de la vida humana y de 
otros seres vivos. Aunque son muchas y complejas, estas contradicciones 
pueden resumirse en dos: 1] el poderío de un “bloque hegemónico” de 
las grandes potencias económicas y políticas que controlan la dinámica 
económica y social y siguen insistiendo en el dominio de los combustibles 
fósiles para que funcione el sistema mundial, una resiliencia perversa,5 y 
2] la inherente tendencia en el sistema capitalista actual hacia la concen-
tración del poder político y económico a costa del bienestar de la huma-
nidad en su conjunto y del equilibro planetario que le lleva a destruir las 
condiciones necesarias para su propia reproducción.6

El cambio climático augura grandes trastornos en la naturaleza con 
implicaciones para toda la humanidad. En la sociedad mexicana en par-
ticular, los impactos serán mayores (véase sección final abajo), ya que la 
administración pública no parece estar preparada o tener la voluntad 
para ofrecer el liderazgo político requerido o movilizar los recursos ne-
cesarios para conducir las transformaciones productivas, sociales y geo-
gráficas necesarias para prepararnos para enfrentar los impactos previsi-
bles. A nivel global, el aumento en las temperaturas medias, ocasionado 
por la creciente concentración de los gases de efecto invernadero (gei) 
en la atmósfera, está provocando un derretimiento de los distintos cuer-
pos de hielo (glaciares), tanto en las alturas de las montañas continenta-
les como en las zonas polares. La elevación de los niveles de los océanos 
aumentará la vulnerabilidad de muchos estados-islas y de todas las zonas 
costeras a las variaciones en la dinámica propia que resulta de los diver-
sos fenómenos meteorológicos y a los desequilibrios ecosistémicos (Ha-
llegatte et al., 2013). Por otra parte, se anticipan otras transformaciones 
del clima que requerirán de importantes cambios en los sistemas de 
producción agrícola y su reubicación de las zonas tradicionales; estos 
cambios serán precisos tanto en las zonas de riego como en las de tem-
poral, por los desplazamientos de las lluvias y un realineamiento de la 
distribución de recursos hídricos en los diversos mantos acuíferos por lo 

5   Esta formulación fue presentada por Phelan et al., (2013), combinando el análisis 
gramsciano del “bloque hegemónico” con el concepto de la resiliencia perversa de Gallo-
pin (1997), resultado del dominio del grupo controlador de las energías fósiles en las 
negociaciones climáticas internacionales y en la formulación de políticas nacionales.

6   Conocido como la “segunda contradicción fundamental del capitalismo” (O’Connor, 
1998).
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mismo, así como en la disponibilidad de agua para la producción de 
temporal.

La disyuntiva que confronta a la sociedad en su totalidad y a cada uno 
de nosotros como individuos es si estamos dispuestos a modificar nuestros 
comportamientos y facilitar la emergencia de estos nuevos patrones de 
una manera ordenada y solidaria o si los distintos grupos sociales van a 
resistir estas presiones, provocando conflictos sociales que amenazarían 
al propio tejido social del país. La gravedad del problema en México ha 
sido ampliamente documentada en numerosos estudios, tanto por de-
pendencias dentro del gobierno mexicano (e.g., imta, 2009; Martínez-
Austria, 2007) como de varias agencias internacionales (e.g., Borja y De 
la Fuente, 2013).

5.1. el problema heredado

El calentamiento global, resultado palpable de la acumulación de los gei, 
es producto de la quema de combustibles fósiles y de otros procesos de 
consumo de recursos naturales y de producción que liberan los acervos 
de estos gases almacenados en los océanos, los suelos y en el subsuelo. 
En 2013 se registró una concentración de 400 partes por millón (ppm) 
de dióxido de carbono en la atmósfera por primera vez en tiempos 
modernos;7 los estudios geológicos muestran que sólo había niveles simi-
lares durante el Plioceno, unos tres millones de años antes, cuando las 
temperaturas terrenales no eran aptas para la vida humana. Este nuevo 
hito es un claro indicador del fracaso de las piadosas declaraciones de 
compromisos de la comunidad internacional de emprender acciones 
para limitar las emisiones de los gei, con acuerdos para establecer com-
plejos mecanismos firmemente anclados a una fe irrestricta en la capaci-
dad del mercado para guiar las decisiones de los actores. Esta confianza 

7   En Estados Unidos, la organización social 350 (350.org) construyó una red social 
para limitar las emisiones y detener las concentraciones atmosféricas por debajo de los 
350 ppm. Además de movilizaciones y una marcha nacional, han organizado una campa-
ña para que las universidades vendan los valores que tienen como parte de su patrimonio 
en empresas que producen las energías con base en recursos fósiles, parecida a la campa-
ña que utilizaron en otra época para levantar una presión contra África del Sur para 
terminar con el Apartheid. Enfocada en los efectos más visibles del proceso de cambio 
climático, la movilización social no cuestiona los factores subyacentes del estilo de vida, 
el paquete de consumo o la profunda y creciente desigualdad reinante en la sociedad 
como factores causantes del problema (McKibben, 2011).
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en el mercado se revela en los análisis de dos programas surgidos en 
distintas épocas: el comercio en “bonos de Kioto” (1992)8 y el programa 
más reciente, Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación 
Forestal (redd), acordado formalmente en la reunión de Río+20 (2012).9 

Las deficiencias de este enfoque de mercado se han revelado con bastan-
te crudeza, como estos mismos análisis han demostrado, algunos de los 
cuales señalan la necesidad de modificar los procedimientos para tratar 
de lograr efectos más positivos.

A pesar del reconocimiento del peligro del calentamiento desde hace 
mucho tiempo, la comunidad internacional se ha visto obligada a enfren-
tar varios segmentos del bloque económico-político que se empeñan en 
negar el problema o postergar la posibilidad para que la comunidad 
internacional emprenda acciones significativas para frenar sus propios 
sistemas productivos particulares, para contribuir efectivamente a la re-
ducción de gei en la atmósfera. Los economistas han participado de 
manera ejemplar en respaldar este bloque hegemónico, con modelos 
sofisticados, demostrando que los costos requeridos para actuar efectiva-
mente para frenar la generación de los gei serían mayores que los costos 
incurridos para enfrentar los efectos del cambio climático.10 Aquí no es 
el lugar de recontar la larga y peleada historia de los esfuerzos para negar 
la gravedad del problema o la historia de las negociaciones internacio-
nales y las complejas disputas políticas en los países signatarios del Pro-
tocolo de Kioto para implementar la legislación requerida para el cum-
plimiento de sus compromisos.11

Hoy en día hay un creciente reconocimiento de que enfrentamos una 
grave crisis, con dimensiones casi desconocidas. Los debates científicos 
en el plano internacional dejan muchas dudas sobre la magnitud de los 
daños esperados y su distribución geográfica. Sin embargo, hay algunos 
aciertos al respecto que se pueden dejar plasmados: 1] es claro que el 

8   Instrumentos financieros emitidos para implementar el Protocolo de Kioto de la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático firmado para controlar 
cuatro gei (CO2, CH4, N2O, O3). México es una parte de la Convención, sin compromisos 
fijos por ser considerado país en vías de desarrollo. Para una visión crítica del programa de 
comercio en carbón, véase la amplia discusión en Lohmann (2006, 2011).

9   A pesar de ser un programa relativamente nuevo, redd ha incitado una amplia lite-
ratura crítica de fácil acceso. Véanse, por ejemplo, Boas (2011), Brown (2013) y Barkin y 
Fuente en capítulo 25 de este libro.

10   Sin embargo, una fracción importante de la propia profesión ha sido bastante crí-
tica de los métodos y la información utilizada para realizar estos cálculos (Ackerman, 2009; 
Gay y Estrada, 2010; Estrada et al., 2011).

11   Para un análisis crítico del proceso para elaborar una política nacional en torno al 
tema en México, véase Estrada et al., (2012).
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derretimiento del hielo en la capa polar del Ártico dejará más accesible 
para su explotación a volúmenes grandes (pero actualmente incalcula-
bles) de reservas de combustibles fósiles; 2] habrá profundos cambios 
meteorológicos que llevarían a redistribuir los patrones de lluvias y un 
severo aumento en su variabilidad e intensidad; 3] habrá necesidad de 
hacer cambios en la agricultura, ya que las modificaciones en la disponi-
bilidad de agua obligará a estrictos ajustes regionales y en la distribución 
de productos y variedades; 4] se anticipan severas afectaciones en los 
sistemas costeros por los cambios en el nivel del mar, por mínimos que 
sean, y que posiblemente podrían obligar al abandono de asentamientos 
humanos alrededor del mundo.

La gravedad del problema en México está apenas conociéndose. Sin 
embargo, en el informe gubernamental que pretendió desmenuzar la 
situación, el prólogo —firmado por Nicolas Stern, quien encabezó el 
grupo que hizo una evaluación de la situación global (2007)— dice que 
“los costos de inacción serían tres veces superiores a los costos de miti-
gación” (involucrando una reducción de la mitad en las emisiones de gei 
para el fin del siglo), éstos serían una excelente inversión pública (Se-
marnat y shcp, 2009 y 2010). Datos más puntuales demuestran la nece-
sidad de considerar medidas importantes para enfrentar las probables 
modificaciones en los patrones de lluvia (Quintas y Rosengauss, 2011) y 
de reestructurar la producción de alimentos básicos en México, tanto en 
términos de los productos sembrados como su distribución geográfica, 
para anticipar los cambios previsibles en lluvia como en bienestar de la 
población y de los propios productores (Turrent et al., 2012).

Frente a la diagnosis preparada por el propio gobierno mexicano y la 
información disponible sobre los impactos esperados como consecuencia 
de los cambios climáticos, es llamativa la ausencia de una política concer-
tada para enfrentar el problema. Aunque ninguno de los estudios aborda 
el problema de la distribución social de los impactos, resulta claro que 
una vez más, serán los más desprotegidos —los más pobres— quienes ten-
drán que enfrentarlos, un tema que retomaremos al final de este ensayo.

5.2. la resiliencia perversa

El problema que enfrentamos hoy es el inmovilismo de la comunidad 
internacional, creado por los obstáculos políticos generados para imple-
mentar un programa efectivo de transformaciones sociales y productivas 
necesarias, que modificaría la emisión global de gei y empezaría el pro-
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ceso de reducir sus concentraciones en la atmósfera. La intensificación 
de la crisis ambiental actual es resultado de la capacidad de los grupos 
económicos dominantes de detener cualquier iniciativa social que modi-
fique los comportamientos necesarios para un cambio. El poder y rique-
za de este bloque hegemónico están anclados a un patrón de producción 
y de organización social fincado en el uso intensivo de energías fósiles y 
un modelo de consumo sin referencia a sus impactos en sus propias so-
ciedades o en las demás y en el planeta; pero de mayor importancia es 
la prepotencia con que operan, tomando control de las estructuras polí-
ticas para su propio provecho, violando las normas éticas y aun las legales 
para proseguir con su objetivo primordial: la acumulación de capital.

Los biólogos han identificado con mucha claridad el fenómeno de la 
resiliencia del sistema planetario (Gunderson y Pritchard, 2002; Hansen, 
2009). Vivimos en un complejo sistema socioecológico adaptativo que 
requiere procesos de resiliencia para mantener su funcionamiento y es-
tabilidad (Berkes y Folke, 1998; Walker y Salt, 2006; Walker et al., 2006). 
Sin embargo, en tiempos de crisis como el que viene acumulando, este 
grupo hegemónico ha impuesto su programa de reformas legislativas 
para actuar a través del mercado y con subsidios oficiales para solventar 
sus inversiones que no han contribuido a revertir la dinámica de emisión 
de gei. Ha demostrado su capacidad de condicionar la conducta de la co-
munidad internacional y de la mayoría de las administraciones nacionales 
para evitar propuestas radicales tendientes a restringir la producción de 
energía con combustibles fósiles o de implementar sistemas productivos 
más “amistosos” con el medio ambiente y la salud de la sociedad, mar-
ginando a los exponentes de propuestas más radicales (e.g., Kovel, 2002; 
McKibben, 2011; Rifkin, 2011). Esta forma de constreñir las posibilidades 
para que la sociedad se movilice para enfrentar lo que muchos conside-
ran una gran emergencia planetaria en provecho propio es la esencia 
de la resiliencia perversa. Con el liderazgo de este grupo, la economía 
global está funcionando de una manera contraria a lo que exigiría un 
programa de adaptación impuesto por los límites existentes del sistema 
planetario, tanto en términos de sus consumos corrientes de recursos 
como, particularmente, en términos de su dinámica. La efectiva presión 
de este grupo dominante es notable, ya que sigue imponiendo su agenda 
e intensificando el alcance de su modelo a pesar de que la existencia de 
estos límites planetarios ha sido conocida desde tiempo atrás (siglo xix) 
y fue demostrado por Nicolás Georgescu-Röegen (1971) y difundido de 
una manera impactante por el Club de Roma (Meadows et al., 1972).

Más aún, la conciencia de los límites se ha generalizado a través de 
actividades de la comunidad internacional y del movimiento ecologista 
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en casi todos los países del mundo. En diversas ocasiones se ha declarado 
la importancia de tomar medidas contundentes para limitar los efectos 
nocivos de la actividad antropogénica. Se ha convocado a varios eventos 
de gran visibilidad y amplia participación internacional para reafirmar 
la convicción de su importancia. Así se realizó la primera reunión de de-
sarrollo sustentable en Estocolmo sobre el “Ambiente Humano” (1972), 
que se derivó después en el Informe Brundtland, Nuestro Futuro Común 
(cmmad, 1987), mismo que definió un camino hacia el desarrollo susten-
table; posteriormente, se organizó la cumbre de Río de Janeiro en 1992, 
que produjo la agenda xxi, seguida por la Segunda Conferencia de Me-
dio Ambiente y Desarrollo de 2012 en la misma ciudad, que fue momento 
para renovar la Convención de Kioto, mencionada arriba. Acompañando 
a estas actividades “oficiales”, la sociedad civil ha emprendido su propia 
agenda intensa de actividades para promover los mismos objetivos.

El hecho de que todavía se debate sobre las mejores estrategias para 
enfrentar el problema del cambio climático refleja el extraordinario 
poderío de este bloque hegemónico. Ha logrado paralizar a la sociedad 
frente a la evidente necesidad de abandonar el modelo energético vigen-
te, no sólo remplazando las fuentes actuales con otras renovables, sino 
también, y quizá más importante, transformando las estructuras geográ-
ficas, económicas y sociales para reducir drásticamente su consumo. La 
resiliencia perversa, entonces, es reflejo de un entendimiento de la gra-
vedad de la amenaza a su dominio actual y, quizá, de su reconocimiento 
de la misma estructura y dinámica del capitalismo.12

5.3. el dilema mexicano

Algunos afirman que estamos al borde del desastre. La reconformación 
de la política nacional, la penetración de la violencia social y económica, 
la progresiva privatización de los espacios públicos y la marginación de 
importantes grupos sociales son manifestaciones crudas de la apropiación 
del país por nuestro propio “bloque hegemónico”. Al analizar el cambio 
climático tenemos una oportunidad para examinar con detenimiento los 
efectos de esta reconformación en la vida diaria de los mexicanos. Nos 
limitaremos a tres aspectos de esta problemática: la relación de los cam-
bios previsibles en la distribución de las lluvias con la población, el im-

12   Este análisis es refrendado de manera bien documentada y actualizada por Naomi 
Klein (2014).
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pacto de cambios en los niveles de los mares y la seguridad o soberanía 
alimentaria.

1]	Habrá que emprender una planeación cuidadosa para enfrentar la 
demanda generada por el crecimiento demográfico y los cambios en 
la distribución de lluvias anticipada en los próximos años. A pesar 
de las limitaciones en la información detallada de la población a 
nivel municipal, el análisis de Quintas y Rosengauss (2011) mues-
tra una creciente polarización de la problemática hídrica: si bien 
la situación actual es dramática para unos 12 millones de personas 
en el Valle de México (que disponen de menos de 140 litros diarios 
por individuo) y grave para otros 20 millones (con menos de 250 
litros diarios), 80% de la población nacional se caracteriza por ha-
bitar en zonas donde la disponibilidad es extremadamente baja por la 
clasificación internacional de referencia. Para 2030, el alcance de 
los dos grupos más carentes se ampliaría con otros diez municipios, 
concentrándose en la meseta central del país. Una política apropia-
da requeriría de mecanismos para cambiar los patrones actuales de 
migración interna y reubicar parte de la infraestructura productiva 
para aminorar las presiones sobre los recursos hídricos.

2]	Hay aproximadamente 25 millones de personas que habitan en zo-
nas costeras cuyas fuentes de agua dependen de acuíferos subterrá-
neos alimentados por fuentes de agua dulce. Con la anticipada ele-
vación del nivel del mar en los próximos años, es previsible que gran 
parte de estas personas tengan que migrar hacia otras partes del 
país por falta del vital líquido; estos movimientos podrían desatar 
enormes conflictos sociales. En contraste, por su atractivo escénico, 
es previsible que haya movimientos en el otro sentido, hasta estas 
zonas costeras, por grupos sociales acomodados que, para satisfacer 
sus necesidades, contarán con plantas desalinizadoras cuyo costo 
de operación elevará el precio del agua y ocasionará otros impac-
tos ambientales por la necesidad de combustible para su operación; 
promovidos por grupos inmobiliarios, estos desarrollos contribui-
rán a profundizar las brechas sociales y económicas que caracteri-
zan el periodo reciente en nuestro país.

3]	Un número significativo de comunidades campesinas que realizan 
labores de temporal en el centro y sur-centro del país tendrán que 
considerar la posibilidad de desplazarse hacia zonas en el centro-sur 
y sureste del país donde la disponibilidad de agua será más abun-
dante y confiable. Las previsiones sobre las necesidades de alimen-
tos y las presiones en los mercados internacionales claramente indi-
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can que habrá crecientes dificultades para conseguir los alimentos 
básicos de los mexicanos con la calidad y precio necesarios para 
ser accesibles en las condiciones sociales del país. Por esta razón, 
y considerando los cambios previsibles mencionados arriba, sería 
imperante empezar un programa de reconversión productiva de 
nuestro campo para asegurar una oferta adecuada para atender a la 
demanda anticipada (Turrent et al., 2012).

5.4. conclusión

Esta mención de tres de los múltiples problemas que se presentarán en 
los próximos años es sólo un indicador de la envergadura de los proble-
mas venideros. Para enfrentarlos, se requiere de cambios profundos en 
la política pública, cambios que no son prioridades nacionales para la 
clase política, cambios que no podrán realizarse si seguimos dependien-
do del enfoque dominante, esperando respuestas de la iniciativa privada 
y de los mercados. Seguir con los modelos actuales que permiten el va-
ciamiento de la estructura productiva y polarizando la estructura social 
es someterse al “bloque hegemónico”, nacional e internacional. Éste es 
el pacto fáustico reinante que garantizará que el país no podrá enfrentar 
los “desastres naturales” que azotarán nuestro territorio y la sociedad en 
los próximos años.
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INTRODUCCIÓN

Pidiendo prestado el título de mi libro sobre México, que ofrecía una 
visión un tanto pesimista de la perspectiva del país en el umbral de su in-
tegración a Norteamérica (Barkin, 1991), en esta parte retomo el análisis 
inicial que surgió de mi investigación como estudiante de posgrado en 
economía y de la privilegiada comunicación que disfruté con el general 
Lázaro Cárdenas. Me acuerdo de la última conversación que sostuve con 
él en la Tierra Caliente de Michoacán y Guerrero, cuando me respondió 
a una pregunta ingenua del momento: ¿Por qué la gente sigue respetán-
dole y siendo tan leal, si es tan evidente que ellos no han resultado ser 
los más favorecidos por la Revolución y por sus actividades? De hecho, 
esta sección del libro ofrece varias perspectivas de la miriada de formas 
en que la política nacional y las acciones de los distintos gobiernos a nivel 
nacional y local están organizándose y operando para discriminar a la 
gran mayoría de los mexicanos que todavía organizan sus vidas en torno 
a algunos de los ideales más preciados de la Revolución mexicana. Las 
partes siguientes de este libro ofrecen indicios de las respuestas que el 
expresidente esperaba que yo recuperara de los ejidatarios con quienes 
me presentó durante los días siguientes de nuestro viaje, parte de una 
base incondicional de admiradores. Efectivamente, ellos, y los muchos 
otros que he conocido en los años que siguieron, me han ayudado a 
entender su método y su mensaje, una herencia que él dejó y que el país 
todavía no entiende. 

Esta parte empieza con un ensayo que causó tanta molestia cuando 
lo presenté como el capítulo final de mi disertación doctoral que me 
obligaron a quitarlo. No resultó aceptable sugerir que los programas 
ortodoxos de desarrollo eran contraproducentes: formaban el mensaje 
principal del programa del “Centro de Desarrollo Económico” del De-
partamento de Economía de Yale University. En contraste, al darlo a 
conocer entre mis nuevos colegas y amigos en América Latina, provocó 
una reacción muy favorable y empezó a difundirse ampliamente, con-
virtiéndose en una lectura obligada en los cursos introductorios del 
Instituto Latinoamericano de Planificación Económica y Social (ilpes) 
de la cepal. La idea de que el aumento en la riqueza podría agudizar 
las brechas sociales y económicas no era aceptable en los círculos orto-
doxos, aun cuando era tan evidente a la gran mayoría de los economis-
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tas tercermundistas y los que se dedicaban a su estudio con una pers-
pectiva marxista.

El fenómeno de un desarrollo regional que empobrecía a los sujetos 
del proceso se repetía constantemente en los anales de la literatura 
desarrollista. El próximo capítulo integra el análisis económico con un 
examen de los impactos ambientales. Éste fue producto de uno de los pri-
meros proyectos del recién creado Centro de Ecodesarrollo que ofrecía 
integrar un estudio con base en las metodologías de las ciencias sociales 
con otro de las naturales, precursor de la economía ecológica que surgiría 
un cuarto de siglo más tarde. La devastación que estaba experimentando 
el trópico húmedo mexicano en aras de la acumulación y de la integra-
ción nacional era impactante; pero igualmente aterrador era observar la 
frialdad con que las fuerzas políticas se reunieron con los intereses del 
capital para arruinar la vida de decenas de miles de campesinos quienes 
fueron arreados a un modelo de existencia absolutamente inhumano. 

La tercera entrega (capítulo 8) lleva esta reflexión a un nivel nacional 
para un auditorio no especializado. Presenta un dictamen severo de la 
evolución regional del país. La descripción de la transformación espacial 
de la actividad productiva auguraba mal para las condiciones de vida de 
la mayor parte de los mexicanos. Preveía tendencias que aparecerían 
más tarde con la cínica toma de control de los recursos naturales por 
parte de los poderes “fácticos” que aun en ese momento se jactaban de 
ser “la fuerza viva” de México en el momento de la transición hacia el 
neoliberalismo.

Años más tarde una reflexión similar volvió a molestar a los diseñado-
res de la política para la protección de la biodiversidad. Después de años 
de investigación y colaboración con los comuneros en la zona de hiber-
nación de la Mariposa Monarca, con base en trabajos apoyados por el 
Centro de Ecodesarrollo, lanzamos una propuesta de un modelo auto-
sustentado por las propias comunidades. Sin embargo, la transformación 
del ecoturismo en imán de un nuevo estilo de ‘progreso’, motivaba a la 
Comisión de Cooperación Ambiental, creada con la firma del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (conocido como tlcan) y la Co-
misión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, a promover la zona como 
símbolo verde de la integración regional, una presea demasiada valiosa 
para dejar en manos de indígenas y campesinos que presumían como 
guardianes del bosque. El capítulo 9 da cuenta de esta tragedia, por la 
cual las comunidades siguen sujetas a un férreo control político en be-
neficio de caciques locales y capitales ajenos.

El capítulo 10 da cuenta de los impactos de una resistencia centenaria 
de grupos indígenas para defender su territorio en la selva del trópico 
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húmedo más grande de México. Azotado por un brote de incendios fo-
restales sumamente inusual, aun para un año cuando El Niño tuvo un 
marcado impacto, los comuneros en las Chimalapas se movilizaron para 
tratar de entender su trasfondo (después de haber colaborado en su 
control). Frente a una embestida oficial intensiva que los culpaba del 
fenómeno, por una funcionaria que había inspirado esperanzas de un 
cambio en el régimen de protección ambiental, se organizaron con las 
mejores herramientas analíticas para descubrir la cruda y triste realidad: 
las conflagraciones fueron producto de intereses políticos y económicos 
que habían querido tomar control de sus territorios desde hace tiempo. 
Estos grupos aprovecharon la coyuntura, contratando incendiarios para 
crear áreas que podrían ser apropiadas para usos redituables para los 
inversionistas. La colaboración que produjo este capítulo fue premiada 
y el trabajo presentado en un foro internacional convocado por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, provocando una gran molestia en 
los círculos mexicanos del poder. A dos decenios de estos hechos, los 
indígenas de esta región siguen defendiendo sus territorios contra mu-
chas de las mismas fuerzas políticas; ahora, los locales cuentan con el 
respaldo de un movimiento nacional que está exigiendo el cumplimien-
to de los acuerdos internacionales de los que daremos detalles en la úl-
tima parte de este libro.

Esta segunda parte del libro termina con un análisis de la trágica in-
capacidad de nuestro país de enfrentar de una manera adecuada el reto 
de gestionar el agua. El recuento de la historia de su administración es 
testimonio de la avaricia y ceguera del organismo responsable para dise-
ñar e implementar un sistema de agua potable al servicio de la población. 
No faltan cuadros bien capacitados para esta tarea, pero el modelo ad-
ministrativo y el deseo de mantener un control centralizado sobre su 
operación se han combinado con los intereses políticos para producir la 
destrucción o contaminación de acuíferos y la construcción de una in-
fraestructura inadecuada y mal diseñada para asegurar el abasto adecua-
do del agua potable. Igualmente trágica es la ausencia de capacidad de 
tratar las aguas residuales que resulta en enfermedades que redundan en 
un costo anual superior a lo que sería el costo de emplazar las instalacio-
nes necesarias. Ahora que el país aceptó como suya la declaración del 
“derecho humano al agua” (2012), la clase política sigue insistiendo en 
marginar a la población de su administración en aras de un nuevo pro-
grama de privatizaciones en este sector; sin embargo, mientras redacto 
estas líneas, se ha aglutinado una muy bien organizada respuesta ciuda-
dana que está luchando para crear un enfoque diferente <http://agua-
paratodos.org.mx/>.

http://aguaparatodos.org.mx/
http://aguaparatodos.org.mx/
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que los ingresos llegan a concentrarse cada vez más tanto a nivel personal 
como regional; aquellos que cuentan con el capital, o tienen acceso a él, 
pueden prosperar al llevar a cabo empresas redituables que generan 
mayores excedentes para reinversiones posteriores. La política guberna-
mental refuerza este patrón al aumentar las utilidades de las inversiones 
existentes y alentar reinversiones para acelerar el crecimiento económico. 
Las economías de escala y la aglomeración se combinan con factores 
culturales, políticos e históricos para favorecer la concentración de inver-
siones en una élite en algunos centros de crecimiento urbano rápido. Las 
instalaciones de producción que además no están construidas en estas 
áreas, generalmente están muy atadas a recursos naturales particulares o 
dependen de la disponibilidad de un tipo específico de trabajador que 
no se encuentra en las zonas prósperas.

Los programas de desarrollo regional responden a la necesidad —a 
veces política— de ocuparse de los problemas de áreas que quedaron a 
la zaga del crecimiento económico de un país. Por un lado, están planea-
dos generalmente para hacer un uso mejor de los recursos naturales y 
humanos en el área y, por el otro, para alentar la integración de grupos 
aislados de la prosperidad económica. Al movilizar los recursos no utili-
zados, a menudo se espera que tales programas contribuyan al crecimien-
to nacional mientras se aumentan los ingresos de las regiones que habían 
quedado fuera del proceso de crecimiento.

Para ser efectivos, los programas de desarrollo regional deben desviar 
la actividad económica de los centros de producción existentes a las áreas 
seleccionadas para el desarrollo. Si los programas de inversión se con-
centran en actividades de producción primarias tales como agricultura y 
minería, entonces las posibilidades de crecimiento autosostenido están li-
mitadas; las actividades de maquila también son autolimitantes, y a menos 
que se lleve a cabo un proceso de reinversión para establecer una base 
productiva creciente, resulta pobre la perspectiva del desarrollo regional. 
Para asegurar el éxito de tal proceso, con frecuencia es esencial que el 
gobierno proporcione subsidios especiales e inversiones de infraestruc-
tura. Sin embargo, a veces esta ayuda no es suficiente y para proteger el 
alto costo inicial de producción, se deben combinar medidas adicionales 
con una política coactiva de ubicación para alentar la descentralización.

Los programas de desarrollo regional, aunque tengan éxito, no nece-
sariamente facilitan o permiten una redistribución del ingreso personal. 
A menos que se tomen medidas adicionales para proporcionar recursos 
financieros a aquellos que no los tienen, con limitaciones efectivas para 
excluir a las élites, los programas de inversión tan sólo proporcionarán 
a los ricos oportunidades posteriores para ampliar el alcance de sus acti-
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vidades. El control sobre los recursos naturales potencialmente valiosos 
puede permitir al propietario mejorar su condición económica, pero 
solamente si dispone del crédito o capital necesario para explotarlos; en 
ausencia de tales recursos, es probable que el control efectivo sobre los 
recursos naturales pase a manos de aquéllos con las posibilidades finan-
cieras necesarias para desarrollarlos. Esto es, no sólo es necesario reloca-
lizar la actividad económica, sino que es imperativo rediseñarla para fa-
cilitar el acceso de gente que, de otra manera, no podría tomar ventaja 
de las nuevas oportunidades.

Como se demuestra más adelante, este punto de vista del problema en 
dos niveles —la relocalización de la actividad económica y la apertura de 
nuevos canales de acceso— es clave para el entendimiento de algunos de 
los principales obstáculos para el éxito de los proyectos del desarrollo 
regional desde el punto de vista social. El punto que se expresa aquí es 
que en el primer nivel —el económico y de ubicación— es relativamen-
te fácil llevar a cabo los objetivos manifestados; pero aun en este nivel, 
en el programa que se examina en este capítulo, el crecimiento regional 
autosuficiente no se logró debido al poco interés de subsidiar la indus-
trialización regional. En el segundo nivel —el humano— los problemas 
estructurales de cambio son mucho mayores y tal vez no son apreciados 
plenamente por aquellos que tratan de hacer que las regiones se desa-
rrollen en lugar de lograr simplemente un crecimiento a una tasa más 
elevada: en México, parece que cualquier descentralización de la activi-
dad económica que se haya alcanzado no alteró en forma sustancial la 
tendencia nacional de concentrar el ingreso y el acceso a las oportuni-
dades económicas en unas cuantas personas.2

6.1. un programa de desarrollo regional en méxico

El marco de este análisis es uno de los programas de desarrollo regional 
de más éxito en México, cuando se mide por el instrumental económico. 
Por lo menos durante un siglo se ha profesado en México gran preocu-
pación por el desarrollo regional, pero el programa que se examina aquí 
en detalle empezó en 1947, con el establecimiento de una comisión 

2   La estrategia del crecimiento económico manifestada por el gobierno mexicano, de 
hecho perseguía explícitamente concentrar recursos para estimular ahorros e inversiones 
adicionales. La Secretaría de Hacienda, durante el periodo 1958-1970, claramente mani-
festaba esta política (Ortiz Mena, 1970).
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gubernamental destinada a aprovechar las aguas de la cuenca del río 
Tepalcatepec, localizada en los estados de Michoacán y Jalisco, a unos 
320 km al oeste de la ciudad de México (Barkin y King, 1971). Dentro 
de los estándares nacionales de México, el proyecto era pequeño, con 
una inversión total de unos 600 millones de pesos durante 20 años, y en 
un área de sólo 18 000 km2; la población total de la cuenca en 1965 era 
de 600 000 personas.

Uruapan y Apatzingán, dos ciudades de la región, son centros impor-
tantes de mercado y sede de oficinas regionales de agencias guberna-
mentales y de la Comisión del río Balsas. Uruapan, que se localiza en la 
zona templada, es la más grande de las dos (82 672 habitantes). Como 
sucede a la mayoría de las ciudades secundarias de México, la migración 
de zonas rurales, en este caso del área montañosa de los alrededores, ha 
aumentado la población. Los indios de Tierra Fría se mezclan con los 
mestizos para intercambiar artesanías y otros productos regionales en el 
gran mercado del pueblo. Apatzingán (44 819 habitantes) está en la Tie-
rra Caliente y ha quintuplicado su población en los últimos veinte años, 
desde que se estableció la Comisión, como resultado de un gran aumento 
de la producción agrícola y la consiguiente necesidad de mano de obra.

Más de 60% de la inversión de la Comisión durante los primeros 20 
años, se realizó en Tierra Caliente. Aunque Tierra Caliente durante siglos 
ha estado habitada por grupos de purhépechas (tarascos) y nahuas, la 
población estaba muy dispersa y sus tierras no se cultivaban por la falta 
de capital para desarrollar su potencial. A principios de este siglo, se 
establecieron inmigrantes italianos en la zona y construyeron obras de 
irrigación para plantar arroz, huertos de limones y criar ganado. Apro-
vecharon casi 64 000 hectáreas, que les fueron expropiadas en 1938 y 
convertidas en ejidos colectivos.3

Después de la expropiación, los trabajadores con la ayuda de bancos 
agrícolas del gobierno, trataron de aumentar el cultivo y sembrar nuevos 
productos. Con la construcción de las obras de irrigación y el incremen-
to de las ya existentes en la región, se formaron nuevas comunidades y 
se amplió el área de cultivo. Además, se construyeron obras de infraes-
tructura que han tenido efectos impresionantes en Tierra Caliente. Du-
rante dos decenios de inversiones gubernamentales, los lazos de la región 
con el resto del país, consistentes en sistemas primitivos de caminos, que 
servían únicamente en la temporada de secas, se convirtieron en una red 
de carreteras de primera clase, también se construyeron aeropuertos y se 

3   Se puede encontrar una descripción de su establecimiento en la región y su desarro-
llo subsecuente, en Cusi (1969), escrito por el hijo del colonizador original.
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regularizó el servicio postal. Se aumentaron escuelas, hospitales y otros 
servicios públicos, y se redujo en gran medida la incidencia del paludismo 
y la disentería con el mejoramiento de las condiciones sanitarias. Los 
servicios de salud pública contribuyeron también a reducir la tasa de 
mortalidad del 16 al 10 por millar.

6.2. desarrollo agrícola

La Comisión del Tepalcatepec dedicó la mayor parte de su energía y sus 
recursos a la agricultura. Entre 1950 y 1970, el área cultivada en Tierra 
Caliente aumentó 2.5 veces, mientras que la zona de irrigación aumentó 
a casi seis veces el tamaño de la extensión original. Un cambio lento de 
la agricultura tradicional de subsistencia a la de exportación, acompañó 
a la expansión del área de irrigación. El algodón desplazó al maíz como 
cosecha principal, pero recientemente el aumento de los costos ha for-
zado la disminución de la producción en el área; mientras que las cose-
chas de melón aumentaron en importancia. Cambiaron también las 
técnicas agrícolas y se triplicó el valor de producción por hectárea. El 
valor del producto agrícola en la región aumentó más de seis veces, en 
términos de precios constantes correspondientes a 1960. La composición 
cambiante de las cosechas a una zona de irrigación mayor, combinada 
con la mecanización y tecnología modernas, ayudan a explicar el gran 
aumento en el valor del producto.

Aun dentro de los estándares más conservadores de valoración de su 
productividad, el proyecto redituó a la nación un 13% sobre la inversión 
de capital gubernamental. Además del aumento considerable de la pro-
ducción agrícola incluido en este cálculo, y de otros beneficios económi-
cos que se omiten, la inversión social de la Comisión aumentó la calidad 
del medio ambiente de los habitantes de la región. Por lo tanto, de 
acuerdo con la mayoría de los estándares de valoración, el programa de 
inversión de la Comisión del Tepalcatepec fue, desde un punto de vista 
nacional, un empleo sabio de los recursos. Es decir, el aumento del in-
greso y otros beneficios que se generaron con este programa de inversión, 
fueron mayores a aquellos que se hubieran esperado de haber invertido 
los fondos en cualquier otra parte del país.

Deben hacerse ciertas reservas a esta conclusión del análisis tradicional 
costo-beneficio que presenta un panorama tan positivo del efecto del 
programa de inversión pública en Tierra Caliente. Al no incluir en los 
cálculos el hecho de que las diferencias económicas entre clases sociales
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cuadro 6.1. la economía agrícola de tierra caliente,  
michoacán, 1950-1970

1949-1950 1954-1955 1959-1960 1964-1965 1969-1970
Área bajo cultivo (miles de hectáreas)

42.3 63.3 105.7 109.5 107.7
Porcentaje de tierra en cultivos principales

Ajonjolí 18.6 12.6 10.1 11.0 14.2
Algodón a   0.8 11.3 38.4 28.5
Arroz 16.2 18.4 13.1 11.0   5.8
Caña de azúcar   1.6   0.2   0.5 a a
Frijoles   1.4   1.7   1.5   0.5 a
Limón   7.4   7.0   7.9   7.3   8.0
Maíz 52.7 52.1 44.9 18.3 31.6
Melón   0.6   2.1   4.3   5.5   4.7
Sandía   0.2   0.2   3.8   4.6   0.2
Otros   1.3   4.9   2.6   3.4   7.0

Porcentaje de las tierras irrigadas
36.3 49.8 68.1 81.7 70.0 b

Valor de la producción agrícola (miles de pesos de 1960)
  33 600 219 000 252 300 b

a. Menos de 0.05 por ciento; b, estimado.
fuentes: Para 1950-1960, David Barkin y Timothy King, op. cit., cap. vi. Para 1970, 
Secretaría de Agricultura y Ganadería, Departamento de Economía Agrícola.

dentro de la cuenca son ahora [1970] mayores que en 1950, y que el 
beneficio del proyecto para la región es diferente que el del país, se están 
ignorando algunos de los aspectos del bienestar más importantes plan-
teados por programas de esta naturaleza. Buena parte del beneficio de 
la producción agrícola se dirige, a través del sistema bancario y del pro-
ceso de inversión, al desarrollo industrial de las regiones más prósperas 
del país; casi toda la fuerza hidroeléctrica se exporta a áreas industriales; 
y las partes más altas y frías de la cuenca, que suministran el agua para 
la prosperidad de Tierra Caliente, virtualmente no han experimentado 
cambio alguno durante este periodo. La pobreza que caracterizaba a 
Tierra Caliente ha disminuido, pero, como se muestra más adelante, no 
sin causar grandes diferencias en los ingresos personales de los habitan-
tes del área, y dejando a la zaga las zonas más altas de la cuenca.

6.3. crecimiento de la población y migración

En vista del estancamiento de la mayor parte de la región, no causa sor-
presa que haya habido menos inmigración en la región de la esperada 
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en 1947 por los planificadores del proyecto. El desarrollo agrícola en 
Tierra Caliente atrajo emigrantes en busca de oportunidades económicas 
mejores; pero, en último término, esta inmigración no pudo contrarres-
tar la de las zonas más pobres de la región. Como resultado, el crecimien-
to total de la población de la cuenca fue ligeramente menor al índice 
natural de crecimiento entre 1950 y 1970; se estima que durante estos 
años, 39 000 habitantes (o sea 0.5% de la población) dejaron la región. 
Parece claro que el aumento del estándar de vida y la disponibilidad de 
oportunidades de trabajo adicionales resultaron atractivos cuando se 
compara con otras partes del país donde la emigración de áreas rurales 
parece crecer año con año. Las políticas gubernamentales no impulsaron 
un proceso de crecimiento económico autosostenido en la región, pero, 
en cambio, proporcionaron incentivos para la transferencia de ganancias 
a otras partes mucho más industrializadas del país.

6.4. financiamiento del desarrollo agrícola

El programa de inversión proporcionó la infraestructura básica que hizo 
de Tierra Caliente un lugar muy atractivo en el cual se pudieran hacer 
inversiones agrícolas. Como con muchos otros proyectos en México, 
implícitamente se había supuesto que los empresarios se aprovecharían 
de las oportunidades lucrativas que proporcionaba la Comisión. Se tomó 
casi como artículo de fe el supuesto de que los productores individuales, 
al reaccionar ante las oportunidades productivas, harían una explotación 
rápida y eficiente de servicios de irrigación y de transporte.

Toda la producción agrícola de México está condicionada por la refor-
ma agraria promulgada después de la revolución de 1910. Desde enton-
ces, a los campesinos sin tierras se les han proporcionado parcelas que 
ellos mismos pueden cultivar. Aun cuando los ejidos fueron concebidos 
como unidades en las cuales los campesinos podrían trabajar y adminis-
trar colectivamente la tierra, la mayoría de los ejidatarios no trabajan sus 
tierras en tal forma, sino que las administran como si fueran propiedad 
privada. Sin embargo, una diferencia importante entre la tierra ejidal y la 
privada es que el ejidatario no tiene derecho legal de enajenar (vender, 
hipotecar, rentar, etc.) la tierra en cualquier forma, excepto en circuns-
tancias especiales, y no debe permitir que la tierra esté inactiva por más 
de dos años si quiere retener el derecho de cultivarla. A pesar de esta 
disposición, algunos ejidatarios encuentran la forma de rentar o vender 
sus derechos para cultivar la tierra cuando es necesario hacerlo.
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Esta situación parece ocurrir cuando la introducción de la irrigación 
permite cultivar cosechas comerciales. Sin el derecho de hipotecar la 
tierra, muchos ejidatarios se encuentran sin posibilidades de conseguir 
crédito para sus cultivos. El crédito es necesario para la producción de 
cosechas comerciales por su alto costo. En Tierra Caliente, el problema 
se agudizó debido a las inversiones iniciales que se necesitaron para pre-
parar la tierra para su cultivo. La mayoría de las tierras mejores y más 
accesibles pertenecían a los ejidatarios, pero estaban cubiertas de maleza, 
arbustos pequeños y piedras que tuvieron que quitarse para facilitar el 
uso de maquinaria, que en la actualidad es casi indispensable para la 
producción del algodón. Esta operación era muy cara y estaba más allá 
de los medios de los ejidatarios y pequeños propietarios.

Aun después de que la tierra se preparaba para el uso de maquinaria, 
la siembra de algodón todavía resultaba un proceso muy caro. La práctica 
tan difundida de rentar equipo con operadores para hacer gran parte de 
este trabajo, eliminó a la mayoría de los rancheros la necesidad de hacer 
inversiones grandes en maquinaria e hizo posible el cultivo de parcelas 
relativamente pequeñas en forma casi tan eficiente como la de los gran-
des ranchos, también proporcionó otra salida de inversión provechosa 
para aquéllos con capital o acceso al crédito. Sin embargo, el costo del 
cultivo del algodón es mucho mayor que el de las cosechas tradicionales 
a causa de la mecanización y de la necesidad de aumentar el control 
de enfermedades y plagas en el área donde se expande el cultivo. Estos 
gastos han aumentado sistemáticamente durante los últimos años. Tanto 
los altos costos de inversión para preparar la tierra para cultivo, como 
los costos de renta de equipo para trabajar la tierra usando productos 
químicos para controlar las enfermedades y plagas y para aumentar la 
fertilidad, presentaron grandes obstáculos para que entraran en el cultivo 
de algodón personas con tierras suficientes y apropiadas.

El Banco Nacional de Crédito Ejidal (bnce) se estableció en 1935, para 
ayudar a suministrar el crédito necesario sin aval, mediante préstamo a 
corto plazo para cosechas y con el fin de financiar la agricultura ejidata-
ria. El Banco comenzó a operar en Tierra Caliente en los años cuarenta, 
financiando la producción de las haciendas que fueron expropiadas en 
1938; financió principalmente la producción de las cosechas tradicionales 
de subsistencia, aunque dio apoyo también a algunos plantíos de arroz y 
experimentos ganaderos. Después de que se formó la Comisión del Te-
palcatepec y el agua de riego llegó a ser relativamente abundante, el 
éxito del experimento local y algunos esfuerzos privados provechosos con 
el algodón, indujeron al Banco a financiar en escala limitada la produc-
ción de esa fibra. Desde el principio, los recursos del Banco fueron in-
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adecuados para proporcionar crédito a todos los ejidatarios; los presta-
mistas privados no deseaban prestar a todos los solicitantes, dada la falta 
de seguridad y experiencia con las cosechas comerciales de la mayor 
parte de los terratenientes potenciales que pudieran solicitar crédito.

La imposibilidad del bnce para proporcionar el crédito necesario a 
los ejidatarios para cultivar algodón, contrasta con la expansión rápida 
de la superficie algodonera que financiaron las fuentes de crédito priva-
das, que se dieron cuenta del atractivo de la nueva cosecha. El sector 
privado no sólo financió la siembra, sino que comenzó a construir des-
pepitadoras para procesar el algodón en rama de la región; generalmen-
te fueron los mismos grupos financieros los que entraron en la construc-
ción de las despepitadoras y en el financiamiento del cultivo, o en la 
siembra misma a través de acuerdos arrendatarios.

Los inversionistas tenían que financiar la producción de algodón para 
asegurar un suministro mínimo de fibra para sus plantas despepitadoras 
y para cumplir con sus obligaciones de mercadeo. A iniciativa de un 
grupo de agricultores no ejidatarios, el bnce construyó en 1956 una 
despepitadora con componentes usados, y construyó otra al principio de 
los años sesentas; estas plantas beneficiaron a los usuarios ejidales y pri-
vados al transferir a los agricultores las ganancias del procesamiento de 
la fibra. Presiones subsecuentes y efectivas de parte de las otras firmas, y 
lo inadecuado de los recursos financieros, limitaron la capacidad del 
bnce para ampliar sus operaciones; los grupos privados construyeron 
otras ocho despepitadoras.

Los prestamistas buscaron activamente tierra cultivada y muchos ejida-
tarios encontraron redituable rentar sus tierras a otros, en lugar de plan-
tar cosechas tradicionales. Los ejidatarios rentaron sus tierras a otros que 
pudieran plantar algodón y, para 1960, los contratos de renta llegaron a 
ser muy comunes en la región. Los términos usuales permitieron que el 
arrendador limpiara la tierra y la preparara para la mecanización en lugar 
de pagar renta y poder usarla por dos años. Generalmente éste era un 
periodo suficiente en el cual se obtenía una remuneración atractiva de 
la preparación de la tierra. Se limpiaron aproximadamente 40 000 hec-
táreas durante cinco años.

Sin embargo, el arrendamiento se alargó más allá del periodo de dos 
años porque los ejidatarios aún no podían obtener el capital necesario 
para trabajar. En una encuesta, la oficina local de la Secretaría de Agri-
cultura y Ganadería estimó que en 1965 cerca del 65% de los ejidos en 
los que se cultivaba algodón se rentaban a otros ejidatarios o a rancheros 
privados (“inversionistas”, como se les llamaba en la región). Se permitía 
continuar con este sistema ilegal, tal vez porque la cosecha se encontraba 
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dentro de los productos mexicanos de exportación de mayor importancia 
(Restrepo y Sánchez, 1969).

Más recientemente, la renta de tierras ejidales ha disminuido sustan-
cialmente, a la vez que se ha reducido el área total de cultivo de algodón, 
ya que los costos continuaron subiendo. En una primera etapa, los costos 
ascendientes coincidieron con el debilitamiento del mercado mundial 
del algodón, y se indujo al gobierno de México para que eliminara los 
impuestos de exportación al algodón. Con la caída de las grandes tasas 
de utilidad que recibían de los agricultores, se hizo notable en la región 
un gran desencanto por los plantíos de algodón, especialmente de parte 
de los agricultores grandes. En respuesta parcial a esta tendencia y la 
importancia del algodón en relación con las necesidades de la balanza de 
pagos en México, el bnce aumentó su financiamiento para la cosecha de 
algodón de producción ejidal; sin embargo, durante este tiempo las utili-
dades de los plantíos de algodón habían descendido un nivel promedio 
de 2 500 pesos por hectárea a menos de 1 000 (estos cálculos se sujetan a 
una gran variación en cualquier cosecha anual e incluyen el valor de la 
renta como elemento de costo).

Como resultado, el algodón se cosechó en menos de una cuarta parte 
del total de la tierra cultivada en Tierra Caliente en 1970, y los arrenda-
tarios declararon haber cosechado sólo una quinta parte de esta superfi-
cie. Pero, debido a la importancia del algodón como una de las cosechas 
más destacadas en México, el gobierno había decidido un aumento de 
la producción en los años venideros.

El bnce y otros dos bancos gubernamentales agrícolas aumentaron 
considerablemente sus operaciones de renta; financiaron un aumento de 
casi 50% de la superficie cultivada para la estación agrícola en Tierra 
Caliente, 1971-1972. De esta manera, muchos de los inversionistas priva-
dos que tenían también grandes inversiones en despepitadoras, tuvieron 
asegurado el suministro de materias primas para sus plantas de proceso 
sin tener que correr el riesgo de las utilidades bajas del cultivo. Los eji-
datarios y otros cultivadores en pequeño reciben ahora los recursos para 
cultivar sus propias tierras, pero sólo en la medida en que la tasa de 
beneficio resulte poco atractiva para los otros.

Condiciones similares prevalecen para otros cultivos comerciales im-
portantes en la región —melón y sandía—. El cultivo de estos productos 
está financiado principalmente por las empacadoras, que han contratado 
la exportación a Estados Unidos, algunas de las cuales son propiedad de 
extranjeros. Durante los tres meses de cosecha, la producción de melón 
en Tierra Caliente es una de las fuentes principales de exportación de 
fruta a Estados Unidos.
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En ambos casos —algodón y melón—, así como otros cultivos en la 
zona, la etapa intermedia de preparar el producto para el mercado —
despepite o clasificación y empaque— es más rentable que el cultivo de 
los productos. El bnce proporcionó facilidades para eliminar a los inter-
mediarios; estos esfuerzos se habían frustrado continuamente por presio-
nes efectivas de los intereses privados que también querían entrar en este 
campo lucrativo. Grupos pequeños de ejidatarios han sido capaces de 
participar en la industria de empaque de melón, por los bajos requeri-
mientos de capital inicial y porque encontraron que podían recuperar 
completamente su inversión en menos de tres años, mientras empleaban 
a sus parientes como trabajadores y garantizaban los mejores precios para 
la fruta. Sin embargo, los costos altos de construir una despepitadora de 
algodón excluyen iniciativas similares con este producto. Es probable que 
empacadores establecidos ejercerán una presión todavía mayor en el 
futuro para prevenir el establecimiento de empacadores adicionales de 
melón, en vista de la falta de crecimiento del área cultivada, y del peligro 
que tal competencia representa para su capacidad de llenar los requisitos 
de los contratos de exportación.4

Como se mencionó antes, la división implícita de responsabilidad en-
tre los sectores público y privado de la economía, impidió que la mayoría 
de los agricultores en pequeño y los ejidatarios plantaran algodón u otras 
cosechas comerciales en sus tierras, hasta que las tasas de beneficio hu-
bieran bajado sustancialmente. El crédito es esencial para la producción 
redituable de productos agrícolas comerciales; en Tierra Caliente los 
costos iniciales de preparación de la tierra se añadieron a los costos nor-
malmente altos de producción, que están continuamente subiendo por 
la rotación inadecuada de cosechas y por la ausencia de defensas físicas 
naturales contra enfermedades y plagas. La escasez de crédito agrícola y 
su inequitativa distribución hacia los cultivadores en pequeño y ejidata-
rios provocó una concentración en los medios de producción que refuer-
za otros procesos concentradores en la cuenca del Tepalcatepec.

4   Después de un año de la fundación de la primera empacadora ejidal se ejerció pre-
sión efectiva de parte de grupos privados mayores para limitar el alcance de sus operacio-
nes y amenazar su existencia. En diciembre de 1971, una serie de artículos que aparecie-
ron en el diario capitalino Excélsior expusieron claramente los problemas que estos grupos 
de agricultores cooperativistas estaban enfrentando.
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6.5. desarrollo regional y concentración del ingreso

El gran aumento en la producción agrícola de Tierra Caliente fue acom-
pañado del aumento de la población y de la concentración del control 
de la tierra, lo cual facilitó a su vez la concentración del ingreso. En este 
apartado se examinan las causas de esta concentración y las posibilidades 
de un cambio en los patrones de distribución existentes.

El objetivo principal para llevar a cabo este programa de desarrollo 
regional fue un aumento eficaz de la producción agrícola. No sólo hubo 
un aumento considerable en la producción, sino que la mayoría de ésta 
fue para la exportación; el algodón es el producto más importante de 
exportación y el déficit persistente de la balanza de pagos es una preo-
cupación constante entre los políticos mexicanos. El aumento de la 
producción trajo consigo un aumento en el empleo; es posible que en 
Tierra Caliente 25 000 personas más de las que se hubieran esperado 
estén empleadas en la actualidad. Además, otras 15 000 personas emigran 
anualmente al área para trabajar durante un periodo de tres meses en 
las cosechas del algodón y del melón.

Parece claro que ha habido mejoría en las condiciones de vida de los 
habitantes de esa área. La disponibilidad mayor de medios educativos y 
médicos se combina con el mejoramiento de las comunicaciones y trans-
portes para hacer esta región más habitable. Estas mejoras elevaron la 
calidad de los servicios públicos en el área a un nivel ligeramente más 
bajo que el de otras comunidades rurales más cercanas al centro del país. 
El patrón de desarrollo de Tierra Caliente ha hecho posible que un nú-
mero pequeño de habitantes reciba ingresos mayores al promedio regio-
nal, y goce de un nivel de vida sumamente alto.

Otros que tenían capital y contactos comerciales apropiados, pudieron 
obtener franquicias valiosas al suministrar insumos a los agricultores co-
merciales de la región, o abrir empresas de alquiler o reparación de 
equipo, o proveer asistencia técnica y de mercado a los agricultores de 
más éxito. Los aumentos de los costos de producción muy rara vez los 
afectan; al contrario, el aumento de estos costos se debe al aumento de 
servicios que ellos suministran.

Muchos de los financiadores de las cosechas de melón y algodón en 
la región, y otros que se establecieron en las diferentes industrias de 
servicios asociadas con el desarrollo agrícola, son inmigrantes del norte 
o de Estados Unidos. Invirtieron su capital y pudieron establecerse en 
forma independiente durante los primeros años de crecimiento rápido, 
o bien, asociándose con alguno de los grupos adinerados involucrados 
directamente en el financiamiento del cultivo. Generalmente eran per-
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sonas que tenían contactos en su región de origen y que emigraron a 
Tierra Caliente específicamente para instalarse en este negocio nuevo. 
Llegaron con recursos financieros, conexiones comerciales y con la téc-
nica mercantil para empezar inmediatamente.

Pero no toda la gente de Tierra Caliente tenía la fortuna de contar 
con capital suficiente para poder participar en el lado lucrativo de la 
industria de servicios o para rentar tierras en las que se cultiven cosechas 
comerciales. En 1970, más de la mitad (55%) de la fuerza de trabajo 
agrícola declaró el trabajo para otros como fuente principal de ingreso; 
este porcentaje no incluye el número considerable de familiares que no 
recibían pago por trabajar en sus propias tierras, el grupo tan grande de 
ejidatarios que trabajaron tierras de otras personas en periodos cortos 
durante el año, o los trabajadores migratorios que de acuerdo con el 
censo venían de otras partes. Ya que la mayoría de las personas percibían 
el salario mínimo, estas cifras sugieren que una gran proporción de po-
blación en esta zona vive a nivel de subsistencia.

Aun aquellos que trabajan sus propias tierras, no están en posibilidad 
de cultivarlas con cosechas comerciales. En 1970, el bnce está proporcio-
nando crédito para el cultivo de algodón a únicamente 33 de los 96 ejidos 
de la zona, y el sistema de irrigación que construyó la Comisión no tiene 
tamaño suficiente para suministrar agua a todas las tierras durante la 
época de cultivo. Algunos agricultores privados pueden obtener crédito, 
pero aun entre ellos mismos hay un alto grado de concentración en el 
control de tierras por parte de algunos agricultores y financiadores im-
portantes. También, grupos privados, en algunas ocasiones, complemen-
tan el sistema de riego gubernamental con inversión en pozos; tales in-
versiones generalmente están fuera de las posibilidades financieras de la 
mayoría de las comunidades ejidales.

Parece irónico que entre más crece la disponibilidad de crédito oficial 
para el cultivo de algodón, más disminuyen las utilidades. Una sugerencia 
del que escribe esto era que una manera de atacar el problema podría 
ser reforzando la prohibición legal del arrendamiento de tierras; y la 
extensión del crédito ejidal parece ahora anticuada y aun errónea a la 
luz del aumento rápido de los costos (Barkin, 1969). Esto pudo haber 
sido efectivo en la redistribución del ingreso durante el decenio anterior, 
pero con el descenso de utilidades, el interés privado ha estado alentan-
do tal redistribución del crédito que traslade a los ejidatarios o al bnce 
los riesgos de los agricultores mayores (que a menudo son propietarios 
de las plantas despepitadoras).

La agricultura comercial y las empresas de servicios se enriquecieron 
debido al crecimiento del área y sólo unas cuantas personas estuvieron 
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en posibilidad de gozar indirectamente de los frutos del proyecto me-
diante el mejoramiento de las condiciones sanitarias y la mayor disponi-
bilidad de servicios públicos; la diferencia entre ricos y pobres se hizo 
más grande y más rígido el sistema de estratificación social de la región.

El aumento en las desigualdades de Tierra Caliente que se menciona 
en esta sección, no ha sido medido hasta ahora. Es posible verificarlo en 
cierto grado con la información disponible sobre salarios diarios de los 
trabajadores de Tierra Caliente. En los dos últimos decenios, el salario 
real (id est, en pesos con un valor adquisitivo constante) de este tipo de 
trabajador no ha aumentado, a pesar del gran incremento en la produc-
ción y en el valor de las cosechas. Sin embargo, hay algunas excepciones 
importantes; en el periodo cumbre de la cosecha cuando ésta era espe-
cialmente grande, la tarifa de trabajo por destajo aumentó sustancialmen-
te y los piscadores más hábiles tuvieron oportunidad de ganar hasta 
cuatro veces el salario diario que prevalecía. La mayoría de las personas 
que trabajaban en la cosecha eran de otra región, porque los nativos 
estaban ocupados con su trabajo cotidiano. Varios de los trabajadores de 
las plantas despepitadoras, empacadoras de melón y de otras industrias 
conexas, se agremiaron y también han obtenido salarios relativamente 
altos por su trabajo; lo mismo sucede con las personas que trabajan en 
las industrias de servicios en Apatzingán y en algunos de los pueblos más 
pequeños de la zona. Gran proporción de estas personas son inmigrantes 
de otras regiones del país o del extranjero que son atraídos al área por 
los salarios altos y los beneficios que ofrece. Esto sugiere que los benefi-
ciarios principales de la prosperidad de la región son las personas que 
financian y controlan la venta y el proceso de los productos agrícolas, así 
como algunos de los emigrantes trabajadores de cultivos y otros emplea-
dos por las industrias auxiliares; los agricultores están en la posición más 
desventajosa.

6.6. la perspectiva nacional

El mejoramiento de la distribución del ingreso es parte de la retórica 
política en México desde hace mucho tiempo. Pero la evidencia estadís-
tica disponible sugiere que en lugar de seguir esta dirección, el esfuerzo 
de desarrollo mexicano se ha apartado de ese fin (Martínez de Navarre-
te, 1970). Las autoridades de la Secretaría de Hacienda han reconocido 
abiertamente su creencia de que la concentración del ingreso facilita el 
uso del ahorro para la inversión (Ortiz Mena, 1970), y se han adoptado 



160� el desarrollo regional: espejo de un desarrollo distorsionado

políticas que estimulen la concentración ulterior del ingreso. Entonces 
no es sorprendente que menos de 1% de las empresas manufactureras 
controlen casi dos terceras partes (64.3%) de toda la producción, que 
seis grupos banqueros controlen casi tres cuartas partes (72.9%) de todos 
los recursos bancarios privados, y que el 3.3% de todas las unidades agrí-
colas produzcan más de la mitad (55.3%) de la producción del sector. 
La estabilidad política de México creó un ambiente atractivo para la in-
versión extranjera y su estructura social altamente estratificada ha creado 
un patrón de consumo suntuario que hace tal inversión esencial para 
compensar el gran déficit de la balanza de pagos; al implantarse, tal ca-
pital extranjero ganó el control de más de la cuarta parte (26.7%) de las 
938 empresas industriales más grandes a que nos referimos anteriormen-
te, y este capital se concentró en los sectores industriales más dinámicos 
y modernos. Esta actitud, y con el beneplácito que las autoridades le han 
otorgado, explica en parte el crecimiento rápido que ha experimentado 
México durante los tres decenios pasados, pero el precio ha sido un au-
mento de las diferencias entre ricos y pobres, y especialmente entre los 
habitantes rurales y urbanos.5 Como se explicó anteriormente, aun cuan-
do hubo un rápido aumento en la producción agrícola de la región, los 
beneficios se concentraron en manos de un grupo relativamente peque-
ño. En esta sección se hace un esfuerzo por situar la contribución de la 
Comisión del Tepalcatepec, antes mencionada, dentro del contexto del 
desarrollo nacional.

Aunque es claro que el proyecto de desarrollo regional tuvo éxito en 
lograr una tasa aceptable de recuperación de la inversión pública en 
Tierra Caliente, sus logros en inducir un proceso de crecimiento regional 
autosostenido fueron limitados. Desde que el área cultivable de la zona 
se estabilizó a un poco menos de 110 000 hectáreas, se ha visto poco 
aumento en la actividad económica; la suerte de la región depende en 
gran parte de la intensidad de las plagas de las cosechas y de las condi-
ciones del mercado mundial del algodón, el melón, la sandía y el limón. 
Al completarse las inversiones iniciales en los servicios de procesamiento, 
hubo pequeñas construcciones adicionales de servicios productivos para 
la industria. Tampoco parece que en la región pueda haber un desarro-
llo ulterior de nuevas industrias en un futuro no muy lejano; otras indus-
trias que debieran establecerse encuentran que el clima caliente y la 
falta de fuerza de trabajo estable y capacitado, son un serio obstáculo 

5   Hay abundante bibliografía acerca de los problemas en México sobre la distribución 
del ingreso, que no sólo explica lo que pasa, sino que explora las razones de estos cambios. 
Véase, en particular a Tello (1971), Prieto Vázquez (1969) y Puente Leyva (1969).
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para el desarrollo posterior. Un programa efectivo de descentralización 
regional o de desarrollo, debería incluir una reestructuración de la loca-
lización de todo programa de inversión pública nacional.

La reforma agraria pudo haber tenido éxito reduciendo la migración 
y estimulando el desarrollo regional en algunas de las partes más po-
bres del país. La distribución de tierras ejidales a un número mayor de 
campesinos fue efectiva en prevenir la migración de un gran número de 
personas a las ciudades. Sin embargo, esto se hizo a costa de aquellos 
que no abandonaron las áreas de subsistencia agrícola, rápidamente de-
jadas en el olvido. La concentración subsecuente de la inversión pública 
agrícola en algunas partes seleccionadas del país, dejó a la mayoría de los 
pequeños agricultores (y ejidatarios) a la zaga del desarrollo económico 
de la región. Al invertir sistemáticamente en grandes proyectos de irri-
gación y al desarrollar una tecnología intensiva en el empleo del capital 
para productos comerciales, el gobierno aseguró un aumento constante 
en la producción agrícola, pero no en el bienestar de toda la población 
agrícola. Como resultado, sólo 3% de las plantaciones (unas 75 000), que 
ocupaban 42% del área cultivada de México, produjo cuatro quintas par-
tes del aumento del valor de la producción en México durante los años 
cincuenta (Eckstein, 1968); la concentración del ingreso dentro de la 
agricultura actualmente es mayor que en la economía como un todo, y la 
concentración de medidas de producción dentro del sector es, probable-
mente, más grande en la actualidad que en los albores de la Revolución.

El número de migrantes que atrajo la inversión pública a Tierra Ca-
liente y otros programas de desarrollo agrícola a través del país, llega a 
ser aún menos significativo cuando se considera la fuga de personas del 
sector menos ventajoso de subsistencia agrícola el cual está constituido, 
en una buena parte, por el sector ejidal. El estancamiento de los ingresos 
de una gran parte de la gente del sector agrícola, contrasta fuertemente 
con el rápido crecimiento global de la producción agrícola. En general, 
éste es un problema que se ignora cuando se planea la asignación de la 
inversión pública y con frecuencia se lamenta en el análisis oficial de la 
economía mexicana (Navarrete, 1971).

Las inversiones en Tierra Caliente claramente se dirigieron a acumular 
una gran riqueza en la zona, pero sus beneficios se concentraron gran-
demente en manos de una minoría. Para llevar a cabo un programa de 
desarrollo regional efectivo, con oportunidades de empleo crecientes 
para las personas que no estén en posibilidad de participar en el surgi-
miento de la economía agrícola, hubiera requerido subsidios especiales 
y protección a las nuevas industrias para poder competir con los produc-
tores ya establecidos en las áreas más desarrolladas del país. Este tipo de 
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protección es semejante al que los países en desarrollo, incluyendo Mé-
xico, conceden a nuevas industrias; y la experiencia de Michoacán de-
muestra la necesidad imperativa de hacerlo. Como se muestra más abajo, 
esta medida no garantizaría que estas actividades contribuyeran a una 
redistribución del ingreso efectiva, a menos que se tomen pasos adiciona-
les para proporcionar el acceso únicamente a grupos anteriormente 
marginados del proceso de crecimiento.

El reciente desarrollo de México se ha caracterizado por una tasa 
acelerada de concentración geográfica y personal de la actividad econó-
mica. Aparentemente cuando se llevan a cabo programas de desarrollo 
regional, éstos se seleccionan con base en su contribución al crecimiento 
económico nacional. En la mayoría de los casos no se proporcionan in-
centivos especiales y necesarios para el crecimiento regional. Tales pro-
gramas, similares al proyecto de la cuenca del Tepalcatepec, podrían 
responder a las verdaderas necesidades de los habitantes de la región, 
pero el diseño del programa proporciona a la mayoría solamente bene-
ficios menores, por ejemplo un mejoramiento en las condiciones sanita-
rias, mientras que canaliza sistemáticamente el grueso de los beneficios 
a grupos pequeños de inversionistas privados que ya participan en la 
estructura elitista de la sociedad.

Para cambiar la estructura se requerirá no solamente la garantía de 
recursos para personas que no tienen acceso competitivo al capital y a 
mercados de consumo, sino también una decisión explícita para dirigir 
partes sustanciales de la producción nacional hacia los grupos que estén 
fuera de la estructura actual del control político y económico. Estas in-
novaciones serían necesarias para una redistribución tanto personal y 
geográfica como de riqueza y poder.

6.7. conclusiones

La experiencia de la cuenca del Tepalcatepec no debe tomarse como un 
caso aislado de fracaso. No logró estimular el desarrollo “regional” ni 
reducir las desigualdades del ingreso. Detengámonos en los mecanismos 
que causaron dicha situación. México está en proceso de desarrollo ca-
pitalista al proporcionar estímulos a la inversión privada que, a su vez, 
proporcionará empleo y productos; ésta es la filosofía detrás del progra-
ma del desarrollo nacional. Sin embargo, esta filosofía se ha dirigido a 
un proceso de desarrollo con tendencias sistemáticas a concentrar el 
ingreso en manos de la clase media alta, a pesar de sus deseos expresos 
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de igualar el ingreso. La distribución del ingreso en México resulta muy 
concentrada en la actualidad cuando se compara con la de otros países 
industrializados o en proceso de industrialización en el Hemisferio, y 
durante los últimos veinte años esta tendencia se ha agudizado.

La política pública ha modelado la economía mexicana dentro de este 
patrón. Las medidas económicas subsidiaron inversiones nuevas y asegu-
raron tasas altas de rentabilidad a los capitalistas, mientras aumentan los 
costos al emplear fuerza de trabajo adicional; dentro de la fuerza de 
trabajo una élite se ha beneficiado de la legislación de seguridad social 
mientras que la mayoría de los trabajadores tienen que luchar penosa-
mente por su subsistencia en ocupaciones marginadas y serviles. El cre-
cimiento económico de México ha demostrado su incapacidad para 
proporcionar oportunidades de empleo suficientes a causa de los conflic-
tos entre los intereses de los trabajadores y los capitalistas (Barkin, 1970). 
El sistema educativo refuerza este proceso al restringir el avance y al no 
proporcionar oportunidades a las personas de la clase media y baja (Bar-
kin, 1971).

El mismo proceso se ha llevado a cabo en el ámbito regional. Las dis-
paridades regionales aumentaron durante los primeros 60 años del pasa-
do siglo, es decir, las diferencias entre los estados ricos y los pobres se 
agudizaron en cuanto se inició la industrialización. Esta disparidad es 
parcialmente el resultado de una serie de políticas que han colocado 
inversiones en algunas de las regiones subdesarrolladas sólo cuando han 
representado un claro beneficio para el desarrollo económico nacional. 
Las consideraciones regionales parecen ser secundarias y responden a 
necesidades políticas más que al deseo de lograr un equilibrio regional. 
El patrón de inversión refleja el poco deseo de sacrificar la tasa de cre-
cimiento a corto plazo, a cambio de aumentar a largo plazo la igualdad 
entre regiones así como de una distribución más racional de la actividad 
económica y de la población. La estrategia actual consiste en subsidiar 
industrias y no regiones. (Hay una excepción: el Programa de Desarrollo 
Nacional Fronterizo se proyectó para contrarrestar la influencia del mer-
cado norteamericano.)

Incluso el estímulo a la industrialización de nuevas áreas no implica 
necesariamente un mejoramiento en la distribución del ingreso dentro 
de estas áreas. Como se ha mostrado en el caso de la cuenca del Tepal-
catepec, una parte considerable del aumento de la producción fue finan-
ciada por grupos que emigraron de partes más ricas del país. Sus recursos 
y experiencia ayudaron a aumentar la alta tasa de crecimiento de la re-
gión, pero también explica la concentración tan grande del ingreso que 
se observa actualmente. Este patrón de concentración es el resultado 
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directo de la actitud gubernamental que limita su papel al suministro de 
una infraestructura social y económica básica para la producción privada; 
ésta es una política que facilita la entrada a nuevas regiones y a nuevas 
industrias sólo a aquellos que tienen los recursos necesarios para finan-
ciar el crecimiento, o que pueden tener acceso al crédito.6 Quienes ca-
recen de recursos o de acceso al crédito, son precisamente las personas 
que tendrían que beneficiarse de cualquier programa de redistribución 
del ingreso; sólo se beneficiarían si la intervención gubernamental ofre-
ciera recursos productivos a los marginados.

Un programa eficaz de redistribución geográfica y personal requeriría 
no sólo la provisión de recursos a las personas que carecen de medios 
para producir y vender bajo condiciones comerciales; también sería ne-
cesaria una acción efectiva para impedir que las personas que ya están 
en los estratos más altos participen en los beneficios de estas nuevas 
empresas. Sin esta segunda acción las desigualdades existentes, que re-
sultan de una mejor educación, mayor experiencia y mayores recursos 
financieros, indudablemente tendrían un efecto nocivo en la distribución 
final de los beneficios.

Parecería erróneo continuar basando esperanzas para una redistribu-
ción del ingreso, ya sea personal o regional, en la evolución normal de 
la economía capitalista. Mientras existan los grupos de ingresos más altos 
que han tenido acceso privilegiado a los mercados de capital, a los recur-
sos educativos y a las nuevas oportunidades de inversión, el crecimiento 
económico dejará a los trabajadores a la zaga del desarrollo nacional. Esta 
posibilidad es todavía más seria durante el presente decenio que en el 
anterior, porque los sesgos de la tecnología moderna y de la eficacia de 
las políticas gubernamentales al estimular la inversión, reducen la capa-
cidad de la economía para proporcionar suficiente empleo productivo.

En otros países en desarrollo, no comprometidos irrevocablemente 
con un desarrollo capitalista, la experiencia de México puede proporcio-
nar algunas advertencias y puntos de guía para cualquier acción futura. 
La cuestión germinal planteada por Palerm en 1970 merece repetición 
aunque su respuesta es muy clara: ¿es el desequilibrio nacional un mero 
producto de la mala planeación, como sugieren algunos observadores, 
o, por el contrario, es el resultado de una planeación brillante pero 
guiada por objetivos poco acordes con los que se proclamaron en públi-
co? El desarrollo regional, como la redistribución interpersonal del in-
greso, requiere una acción vigorosa del gobierno para excluir a las regio-

6   Este patrón parece repetirse de manera constante en la economía mexicana. Una 
discusión más amplia sobre este problema puede verse en Reyes Osorio (1966).
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nes y a las personas más ricas de la participación del beneficio del 
desarrollo futuro. El poder y el bienestar deben redistribuirse, y esto 
requiere ciertamente un replanteamiento de la estrategia del desarrollo 
regional y nacional.
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6.  ¿QUIÉNES SON LOS BENEFICIARIOS DEL DESARROLLO 
REGIONAL?1

El desarrollo, ya sea regional o nacional, es un proceso dual de enriqueci-
miento y cambio estructural. Por un lado, aumenta el ingreso al usar más 
productivamente recursos disponibles y acumulando recursos adicionales 
para aumentar la producción. Por otro lado, generalmente involucra la 
transformación de una economía de origen principalmente agrícola y 
de subsistencia a una estructura más diversificada en la que se genera un 
superávit que permite inversiones subsecuentes. Este proceso dual tiene 
su contraparte a nivel humano —un nivel a menudo ignorado por las 
personas interesadas en el desarrollo económico— que también involucra 
enriquecimiento y cambio estructural. En este caso, una nueva estructura 
social debe propiciar mayor movilidad social y una distribución del ingreso 
más equitativa.

Uno de los dogmas básicos del desarrollo económico ha sido la bús-
queda desencadenada de niveles de ingreso más altos con el reconoci-
miento explícito de que esto puede, a corto plazo, causar algún deterio-
ro en la distribución del ingreso —id est, mayor concentración en las 
manos de unos pocos—; los estudiosos creen, y los políticos lo afirman 
con agrado, que una vez solucionado el problema básico del ingreso bajo 
y de la tasa de crecimiento inadecuada, será más fácil atacar los problemas 
distributivos que el proceso de crecimiento inicial pudiera haber exacer-
bado, este ataque al problema de la concentración —sigue la sabiduría 
convencional— podría llevarse a cabo mediante un programa bien estu-
diado y diseñado de medidas impositivas y de gasto orientadas a redistri-
buir el ingreso.

Los programas de desarrollo regional pretenden reducir las diferencias 
de ingreso entre personas y regiones. Tales programas son necesarios 
porque el desarrollo capitalista crea desigualdades; éstas son el resultado 
de patrones autorreforzantes del crecimiento económico que generan la 
inversión y, a su vez, la reinversión de utilidades en los actuales centros 
de producción. El proceso de reinversión es un elemento importante 
para sostener el crecimiento económico y ayuda a explicar la manera en 

1   Publicado como el primer capítulo en D. Barkin (comp.) (1972), Los beneficiarios del 
desarrollo regional, México, Sep-Setentas. Disponible en Barkin (1976).
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7.  DESARROLLO REGIONAL Y REORGANIZACIÓN CAMPESINA: 
LA CHONTALPA COMO REFLEJO DEL GRAN PROBLEMA 
AGROPECUARIO MEXICANO1

introducción

El agro mexicano está en crisis. Sus problemas no son nuevos, pero se 
agudizan: el ritmo de crecimiento de la producción ha disminuido; las 
exportaciones agropecuarias han perdido su dinamismo mientras las im-
portaciones crecen; la agricultura de subsistencia está estancada, en tanto 
que la comercial goza de subsidios, de inversión pública y de recursos 
para ampliar su alcance y su control sobre el sector. La estructura de la 
producción sufre un cambio paulatino pero notable hacia productos 
de exportación y de consumo suntuario; la política oficial lo alienta ca-
nalizando créditos a la ganadería y sosteniendo altos precios para estos 
productos, a la vez que los productores de subsistencia tienen mayores 
problemas para conseguir los recursos que necesitan para mantener 
su producción. Como consecuencia, también hay una crisis social en 
el agro: el arrendatario y el campesino ven que su pequeña economía 
familiar es desplazada por nuevas formas de organización social, en las 
cuales carecen de control sobre el cultivo, la tecnología y aun sobre su 
propia participación en la producción; se transforman en asalariados, 
dependientes de una nueva burocracia estatal o empresa comercial, o 
en marginados sostenidos con subsidios oficiales o empujados hacia las 
ciudades perdidas que crecen alrededor de la capital de la república.2

El Plan Chontalpa es un buen ejemplo de estos problemas. Concebido 
en 1963 para resolver problemas, para romper cuellos de botella en el 
agro, el Plan ha absorbido 90 000 ha y 5 000 familias en un ensayo de 
modernización agropecuaria. Su propósito fue servir como modelo en la 
utilización del gran potencial productivo del trópico húmedo y para la 
reorganización del sector ejidal. Las nuevas unidades colectivas permiti-
rían el manejo eficiente de grandes extensiones de tierra, sembradas con 
cultivos comerciales y labradas por los mismos ejidatarios, quienes dirigi-
rían los ejidos colectivos. Hasta 1975 en el Plan se han invertido 1 500 

1   Publicado en Comercio Exterior, xxvii: 12, 1977, pp. 1408-1417.
2   Para un análisis más extendido de esta problemática, véase Castell y Rello (1977).
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millones de pesos, financiados en partes casi iguales por el gobierno fe-
deral (52%) y el Banco Interamericano de Desarrollo (bid) (48%). 
Desde su inicio tropezó con grandes dificultades y no ha logrado sus 
metas relativas a la producción o a la incorporación de los ejidatarios a 
la gestión productiva. Los múltiples esfuerzos para reorganizarlo han 
conformado una estructura productiva eminentemente comercial, orien-
tada hacia mercados extrarregionales, y la economía local padece de los 
mismos problemas de la nación en su conjunto: 1] creciente incapacidad 
de satisfacer las necesidades básicas de la población con la producción 
local; 2] proletarización del trabajo y 3] la marginación de numerosos 
campesinos del proceso productivo.

El Plan era parte de un importante esfuerzo del gobierno para mo-
dernizar el agro mexicano. La organización capitalista de la producción 
promueve la sustitución de la tecnología tradicional por una nueva 
tecnología y traduce rápidamente las señales de mercado en decisiones 
que cambian la estructura productiva, de acuerdo con demandas del 
mercado nacional e internacional; también alienta la expansión de 
empresas comerciales y organismos estatales que dirijan la producción 
en torno a sus propias metas y necesidades, a costa de los productores 
pequeños. Ellos pueden seguir trabajando sus tierras en forma parecida 
a la del asalariado o enfrentar la posibilidad de ser subempleados o 
desempleados en otra parte del país. Esta organización capitalista, sin 
embargo, no abarca todo el sector agropecuario porque una gran parte 
de sus recursos no son lo suficientemente valiosos como para merecer 
tal inversión; el desarrollo agrícola deja a los campesinos en las zonas 
más rezagadas con los peores recursos, sin oportunidades alentadoras a 
su vida de subsistencia.

Esta modernización no es producto casual de fuerzas aleatorias; más 
bien es resultado de un proceso deliberado de expansión capitalista hacia 
todos los rincones del país. La economía crece e incorpora nuevos recur-
sos y grupos de personas al sector capitalista, sujetándoles a una raciona-
lidad capitalista y despojando a los productores independientes de su 
capacidad de determinar el uso de sus recursos, aun cuando no puede 
desplazarlos de sus tierras por ser beneficiarios de la reforma agraria. La 
expansión capitalista, sin embargo, no es un proceso autóctono; el pro-
ceso en cada nación responde en gran medida a las necesidades de la 
expansión del capital en escala mundial. En México, la influencia del 
capital extranjero en el sector agropecuario es particularmente notable: 
hay mayor dinamismo en la producción de exportaciones porque son de 
mayor interés y rentabilidad al capital extranjero y gozan de más apoyo 
financiero; de igual manera, la ganadería recibe apoyo por el interés a 
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largo plazo de exportar ganado y por la necesidad de asegurar la oferta 
de suficiente carne a las capas nacionales acomodadas. Es imprescindible 
comprender la dinámica del sector agropecuario como parte de un pro-
ceso único de expansión del capital a escala internacional y analizar el 
efecto que éste tiene sobre la estructura de la producción y el bienestar 
de la mayor parte de la población mexicana.

En este capítulo examinamos el sector agropecuario a través del Plan 
Chontalpa. Su reorganización refleja las tensiones del sector y los proble-
mas de producción, de mercados y de gestión. Los ejidos presentan 
problemas para la organización del trabajo, dado el papel que desempe-
ña el campesinado con la producción capitalista. Sus problemas son los 
del sector y las soluciones adoptadas reflejan intentos tempranos del 
capital extranjero de influir en el desarrollo agropecuario, sin ser dueño 
de los recursos productivos en la zona.

7.1. el desarrollo agropecuario

El Plan Chontalpa, lo mismo que los demás programas elaborados por 
la entonces Secretaría de Recursos Hidráulicos (srh), respondió, en 
parte, a la perenne necesidad de promover la producción agropecuaria. 
El ritmo acelerado del crecimiento demográfico y los bajos niveles de 
alimentación de la mayor parte de los mexicanos, obliga a los gobiernos, 
desde la época cardenista, cuando menos, a impulsar la producción 
agropecuaria. Pero el sector primario también sigue teniendo gran im-
portancia en México, por su contribución al crecimiento de la economía 
y a la acumulación de capital. Desde hace varios decenios, las exporta-
ciones agrícolas han sido determinantes en el financiamiento de las im-
portaciones de bienes de capital e intermedios para la industrialización. 
Las políticas de precios han logrado una constante transferencia de ex-
cedente económico del sector agropecuario hacia el industrial. A pesar 
de esta cuantiosa contribución del sector primario, la política de indus-
trialización, por medio de la sustitución de importaciones y la promoción 
de exportaciones, no ha sentado las bases de un crecimiento autososte-
nido; se siguen agudizando los problemas de desempleo y subocupación, 
de concentración del ingreso personal y de desequilibrio en la balanza 
comercial. La inversión privada y pública de origen extranjero resulta, 
así, necesaria para impulsar el crecimiento y financiar los déficits en la 
balanza de pagos. Detrás de este marco, la agricultura retiene su impor-
tancia estratégica porque, al fracasar este modelo de industrialización, 
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constituye, junto con el petróleo, la única fuente potencialmente diná-
mica de divisas y es imprescindible que también logre abastecer las de-
mandas internas de alimentos y materias primas.

En la agricultura el Estado cumple sólo parte de la tarea de promover 
la producción, pues por lo general ha dependido sobre todo de que 
los productores privados aprovechen adecuadamente las oportunidades 
productivas creadas por la intervención oficial.3 Estos esfuerzos públicos 
para facilitar el funcionamiento de la empresa privada en el sector 
agropecuario, generalmente han sido fructíferos. En efecto, desde los 
inicios de la Comisión Nacional de Irrigación (1927), una gran parte de la 
inversión total en el campo se destine, a la construcción de grandes obras 
de riego; han sido los agricultores privados —neolatifundios— los que, 
por razones bien conocidas y a través de mecanismos muy estudiados, 
han aprovechado este nuevo potencial productivo.4 Ellos han logrado 
que los nuevos distritos de riego sean en gran medida productivos y han 
contribuido en forma decisiva a la expansión agropecuaria. Una parte 
importante de esta inversión capitalista proviene de fuentes extranjeras, 
tanto de empresas agroindustriales transnacionales cuanto de créditos pú-
blicos canalizados a través de la banca mexicana, hacia aquellos renglones 
que las instituciones financiadoras estiman más convenientes.

El resultado ha sido bastante positivo: de 1935 a 1970 se logró aumen-
tar el volumen de la producción agropecuaria a un ritmo anual de 5.2%, 
ligeramente superior al del crecimiento demográfico. Esto permitió que 
México siguiera siendo un país exportador de productos agrícolas y que 
la agricultura proveyera de materias primas a algunas de las industrias de 
transformación, como la textil y la alimentaria. Con las políticas actuales, 
que otorgan fuertes subsidios para la producción, la compra de bienes 
de capital (tractores, camiones y otros equipos pesados) y de insumos 
modernos (fertilizantes, semillas mejoradas, herbicidas y energía), no es 
de sorprender que los empresarios agrícolas tengan un índice de empleo 
por hectárea sustancialmente inferior al de los demás sectores de la agri-
cultura mexicana.5

3   Para una discusión más amplia del papel del Estado en el desarrollo en México, 
véase el capítulo 6, “¿Quiénes son los beneficiarios del desarrollo regional?” en este libro.

4   El neolatifundismo es una categoría que se refiera a la concentración de un potencial 
productivo en el agro, generalmente asociado con la aglomeración de grandes superficies 
de tierra de manera “extralegal” y siempre incluyendo fuertes inversiones que permiten 
la utilización de tecnologías modernas y el empleo de asalariados.

5   Desgraciadamente, hasta el momento no se ha estimado el monto de estos subsidios 
ni existe un análisis de su efecto sobre el papel del capital extranjero en la reestructuración 
del agro mexicano.
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Esto es natural, ya que en aquellas zonas donde existe completa liber-
tad para organizar sus empresas, los capitalistas han logrado un alto 
grado de rentabilidad en el manejo del agro. Desde el punto de vista de 
la ganancia, tanto los subsidios para la compra de maquinaria cuanto los 
problemas de organización y de disciplina laboral, crean fuertes incenti-
vos para el desplazamiento de la mano de obra en las labores agrícolas 
a gran escala, sobre todo en el noroeste, donde la tecnología moderna 
se adapta mejor a la organización capitalista del trabajo agrícola.

La consecuencia ha sido significativa: después de muchos años, durante 
los cuales se notó un gran dinamismo en la producción de granos para el 
consumo popular, la política agrícola cambió bruscamente, alentando los 
productos suntuarios y de exportación. Como resultado, a partir de 1963 
se registra un alto ritmo de crecimiento de la producción de productos de 
exportación, de productos industriales y de productos para las clases pu-
dientes en México. Esto es resultado de las políticas agrícolas y de precios: 
mientras que se mantenían bajos los precios para productos primarios y 
subían los de los productos destinados a los grupos más acomodados y a 
la exportación, los productores comerciales respondían con cambios en la 
estructura de su producción. Desde el punto de vista de estos empresarios, 
el negocio seguía bien, pues las políticas de impulso a la producción y de 
precios les permitían aumentar sus ganancias, facilitando la reinversión y 
el crecimiento de sus empresas; los encargados de la política, por su parte, 
estaban satisfechos con el crecimiento de la producción y con la exporta-
ción que generaba las divisas requeridas por el crecimiento industrial.

Pero el crecimiento del sector neolatifundista no se ha extendido a 
toda la agricultura mexicana. La mayoría de los agricultores, tanto mi-
nifundistas como beneficiarios de la reforma agraria, sigue cultivando la 
tierra con técnicas tradicionales y no dispone de insumos mejorados y tec-
nología moderna. Estos productores no tienen la posibilidad de empren-
der cultivos costosos, como son los de exportación, por falta de acceso al 
crédito y a los conocimientos especializados y por el control monopolís-
tico de los canales de comercialización. Se concentran básicamente en 
la producción de granos para el consumo familiar y para el intercambio 
en pequeña escala que les permita satisfacer sus demás necesidades ele-
mentales. Así, se puede entender el crecimiento del sector agropecuario 
como un proceso integral en que se alienta la producción comercial, por 
un lado, mientras que por otro se mantiene en el estancamiento al sector 
minifundista y ejidal. Esta misma política ha creado un grupo próspero 
y otro, más numeroso y creciente, de marginados, empobrecidos por la 
propia expansión del capitalismo en el sector primario.

Por esta misma razón la oferta de alimentos básicos ha perdido su 
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dinamismo a la vez que sigue aumentando la demanda de granos. Sin 
precios adecuados, los grandes agricultores prefieren la producción de 
otros cultivos de mayor rentabilidad. Aun cuando el gobierno elevó de 
manera notable los precios de garantía para algunos productos básicos 
en 1973 y se observó un fuerte aumento en la superficie sembrada con 
estos cultivos (maíz, frijol, trigo, cártamo, soya y ajonjolí), los cambios 
fueron temporales en los distritos de riego. Al recuperarse los precios 
relativos de los productos de exportación, los productores comerciales 
cambiaron una vez más la estructura de su producción. De esta manera 
se agudizaron las diferencias dentro del campo y aumentó la transferen-
cia de recursos de la fracción más empobrecida del campo hacia los ca-
pitalistas industriales, por medio del sistema de precios. Los capitalistas 
industriales fueron beneficiados por la política de estabilización de pre-
cios urbanos para los productos básicos por su efecto en restringir los 
aumentos en los salarios de sus obreros. El resultado de este sistema fue 
la disminución previsible, por los sectores afectados, de la oferta comer-
cial de productos primarios y el aumento de las importaciones de éstos 
para satisfacer las demandas más apremiantes de la población.

Ante este panorama, no debe extrañar que la política económica bus-
que otros caminos para enfrentarse a los obstáculos estructurales que 
impedían la expansión del sector agropecuario. El capitalismo neolati-
fundista no puede incorporarse al ejido por razones legales y políticas y 
la absorción del minifundio es un proceso paulatino y prolongado. El 
arrendamiento ilegal de terrenos ejidales o la transferencia de los dere-
chos de usufructo no son soluciones permanentes para impulsar el cre-
cimiento de este sector, que actualmente ocupa más de 50% de la super-
ficie total y de labor del país; las limitaciones económicas son grandes, 
ya que en muchos casos los arrendatarios no tienen garantías para reali-
zar las inversiones fijas necesarias para mejorar la productividad de la 
tierra. Aún cuando los productores privados no han sido demasiado 
restringidos por la prohibición formal de la compra o del arrendamien-
to de terrenos ejidales o por la falta de inversiones fijas, las limitaciones 
institucionales en estas formas de ocupación de la tierra constituyen, en 
sí, un obstáculo casi insuperable para la expansión del neolatifundismo 
fuera de las mejores zonas productivas.6 El sector ganadero también se 

6   El grado de arrendamiento y concentración de la tierra en los distritos de riego se 
ejemplifica al señalar que en 1973 5% de los propietarios explotaba 37% de la superficie 
total, mientras que 86% de los usuarios disponían de 43%. El arrendamiento, por su 
parte, abarcaba en ocasiones a la mayoría de las tierras de riego del sector ejidal en varios 
distritos del norte y noroeste (Restrepo, 1976)
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sintió frenado en sus posibilidades de expansión, ante la probabilidad de 
que, una vez hechas las nuevas inversiones en una ganadería más pro-
ductiva, se expropiarán en beneficio de algunos de los grupos mayorita-
rios del campo que carecen de recursos propios.

Así, para los políticos, las posibilidades de seguir avanzando en el 
campo dependían, en gran medida, del aprovechamiento de zonas aisla-
das o subaprovechadas o de la reorganización de los sectores minifundis-
tas y ejidales para aumentar su productividad por medio de la unificación 
de parcelas y la introducción de tecnología moderna a gran escala, es 
decir, de su integración cabal al sistema capitalista. Además, la falta de 
una infraestructura adecuada de caminos, de sistemas de riego y desagüe, 
de canales de distribución y comercialización eficaces, aparecía como un 
obstáculo a la expansión del aparato productivo capitalista en el campo.

7.2. las contradicciones internas

Los problemas más agudos del desarrollo agropecuario mexicano no 
están aislados. Son producto de tendencias evidentes en la economía 
nacional y consecuencia de la influencia que ejerce el capitalismo inter-
nacional en el país. El creciente interés de las empresas agroindustriales 
originarias de los países industriales es producto del gran mercado mexi-
cano para sus productos y de la abundancia de recursos naturales y mano 
de obra disponible que posibilita la exportación ventajosa de productos 
primarios o semielaborados. Más importante aún es la presencia extran-
jera, reflejo de la penetración capitalista: la movilización de recursos 
materiales y humanos y su transformación para servir a las necesidades 
de acumulación de capital a escala mundial. Sin entrar en gran detalle 
se presentan en este apartado ciertos procesos comunes de la expansión 
del capitalismo que condicionan la transformación de la economía na-
cional y la reestructuración del sector agropecuario.7

A medida que el crecimiento económico continúa, se ha registrado en 
México una acelerada concentración del ingreso personal (Banco de 
México, 1973). Hay diversos estudios y explicaciones de este fenómeno 
que se apoyan en la incapacidad del sistema impositivo para redistribuir 

7   Para una discusión más extendida de este proceso, se recomienda la literatura sobre 
la internacionalización del capital en general y la referente especialmente a las agroindus-
trias. Véase, por ejemplo, los artículos de Palloix (1977), de Janvry y Garramon (1977), y 
Arroyo (1978).
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el ingreso y en la falta de oportunidades de empleo para los grupos más 
necesitados. En el fondo, sin embargo, parece claro que es resultado de 
la centralización, en manos de unas cuantas personas, del control sobre 
los medios de producción en todos los sectores económicos debido al 
mismo proceso competitivo que cuenta con el apoyo de la política esta-
tal.8 En el agro, por ejemplo, un décimo de las empresas agrícolas (los 
neolatifundistas) aportó 70% de la producción agropecuaria en 1970, 
mientras los minifundistas, en términos reales, cosecharon menos en 
1970 que en 1960, a pesar del aumento continuo en sus números (Castell 
y Rello, 1977). De la misma manera, en 1965 menos de 1 000 empresas 
industriales (1% del total) vendieron las dos terceras partes de la pro-
ducción manufacturera, y seis grupos bancarios controlaron tres cuartas 
partes de los recursos del sistema (Barkin, 1975).. Evidentemente la cen-
tralización del capital ha seguido alentada de muchas maneras, en el 
decenio transcurrido desde que se hicieron estos estudios, dada la polí-
tica de estímulos para la inversión privada, la política de precios y aun la 
de austeridad recién impuesta por insistencia del Fondo Monetario In-
ternacional.

Los mismos factores que producen una pronunciada desigualdad en 
la distribución del ingreso personal llevan a un desarrollo desigual que 
también se manifiesta en la distribución espacial de las actividades (Co-
rragio, 1974). Una gran parte de la actividad industrial se concentra en 
el Valle de México y otras tres o cuatro ciudades, mientras el grueso del 
crecimiento en la producción agropecuaria se concentra principalmente 
en los distritos de riego del noroeste del país. Estas zonas de crecimiento 
económico son también gran atractivo migratorio y como consecuencia 
se concentra en ellas una parte importante de las personas marginadas 
por el proceso de expansión del capitalismo que fueron expulsadas de 
las demás zonas.

Con la modernización de la agricultura en los distritos de riego y con 
la política económica de fomento a la agricultura comercial, ha habido 
un creciente desplazamiento de los pequeños agricultores y ejidatarios. 
Sus terrenos no alcanzan para sostener varias generaciones, a medida que 
crece la familia; incluso se han vuelto insuficientes para una sola, dadas 
las desfavorables condiciones de intercambio que prevalecen. Muchos 
campesinos se ven obligados a buscar trabajo como asalariados en el 

8   El análisis marxista hace evidente el carácter superficial de conclusiones relacionadas 
con la distribución personal del ingreso y con la necesidad de examinar el control de los 
medios de producción —y del proletariado— para entender la dinámica a que se hace 
referencia en el texto
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campo o en las ciudades. Expulsados del campo, se enfrentan a dificul-
tades para encontrar trabajo en las ciudades.

La modernización del campo, a la vez, trae una transformación en la 
estructura productiva del sector agropecuario. Las distintas regiones del 
país se están especializando en diferentes productos agropecuarios y en 
gran parte su producción se orienta hacia la exportación, donde la ga-
nancia es mayor. Así, las frutas y las hortalizas han tenido auge en el 
Bajío y en el norte del país; las grandes superficies para pastoreo exten-
sivo se expanden para aumentar la cría de becerros, para la exportación 
en pie a Estados Unidos, mientras que las nuevas zonas productivas del 
sureste se abren a la explotación ganadera para el mercado interno. El 
proceso de especialización regional y los incentivos a la exportación son 
un resultado “natural” de la penetración del capitalismo y de una situa-
ción en la que las decisiones productivas obedecen a las “señales del 
mercado”. La ausencia de un plan nacional restringe la injerencia del 
Estado en la programación de la producción agropecuaria y en la fijación 
de precios de garantía y de políticas crediticias; éstas son relativamente 
ineficaces frente a las señales de precios que provienen de los mercados 
internacionales y los abundantes recursos financieros de empresas trans-
nacionales. Como consecuencia, el país experimenta crisis periódicas de 
abastecimiento de alimentos, resultado del uso de gran parte de sus 
mejores tierras para producir para la exportación. Esta estrategia ocasio-
na grandes riesgos en términos de fluctuaciones de demanda y precios. 
El mercado interno resulta un último recurso para el productor capita-
lista, una garantía cuando las mejores posibilidades de venta y ganancia 
en el extranjero se desvanecen.

Para que la agricultura capitalista funcione, requiere de una amplia y 
ágil oferta de créditos y de insumos que están controlados por intereses 
extranjeros. Una gran parte de estos recursos para la producción es del 
sector privado, en el cual la empresa transnacional tiene una influencia 
predominante. Aun cuando no son de participación mayoritaria en la 
producción, estas empresas disponen de financiamiento y de tecnología, 
conocen las ventajas de distintos sistemas productivos y tienen acceso 
privilegiado a las empresas productoras de insumos y maquinaria. Tam-
bién controlan los canales de comercialización, lo cual las coloca en una 
relativa posición ventajosa respecto a las nacionales. El sector público 
tiene limitadas posibilidades de responder a las demandas para promover 
el desarrollo; sus recursos siempre son escasos y tradicionalmente el sec-
tor agropecuario ha llevado la peor parte en la competencia con otros 
intereses nacionales para estos fondos, aunque en años recientes la pro-
longada crisis agrícola facilitó la asignación de mayores recursos a la 
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agricultura. Como ocurre en muchos otros países, la falta de fondos de 
inversión en México permite al Banco Mundial y al bid tener una in-
fluencia desmesurada en la elaboración de las políticas específicas de 
promoción agropecuaria para las líneas de crédito que ambos ofrecen 
para respaldar y complementar esfuerzos “nacionales”, en programas 
específicos que son de su interés. Ofrecen el financiamiento adicional 
para encauzar recursos nacionales hacia productos que estos bancos, 
junto con organismos como la Agencia para el Desarrollo Internacional 
(aid) de Washington, consideren conveniente, tales como los programas 
para productos de exportación y sobre todo para la ganadería. Así, la 
disponibilidad de los insumos fundamentales para la producción misma 
del país está controlada por grupos extranjeros, cuyos objetivos no siem-
pre concuerdan con los mexicanos.

Esta dependencia se acentúa a medida que se sigue modernizando la 
producción. La tecnología necesaria para usar los nuevos insumos, culti-
var grandes extensiones y aumentar o mantener la productividad, requie-
re de fuertes inversiones. La producción y el mercado para estos bienes 
están controlados por empresas transnacionales aun cuando hay una 
fuerte participación estatal; las transnacionales forman parte de los gru-
pos que comercializan la producción o colaboran con ellos. Se ha creado 
una estructura monopolística, a escala internacional, que requiere de la 
participación de muchos trabajadores en México para la producción de 
bienes destinados a los mercados externos; los obreros están sujetos a un 
complejo sistema de control, disciplinados ante la amenaza del desem-
pleo, por la organización del trabajo y por la sistemática explotación que 
les impide usar los conocimientos y la experiencia acumulados a través 
de años en la agricultura tradicional.

El resultado de este proceso es evidente. El país se enfrenta a una 
aguda crisis de abastecimiento a medida que su estructura productiva 
cambia. Los que fijan la política se encuentran en una contradicción 
generada por los conflictos de intereses entre los que quieren estimular 
la producción nacional de artículos básicos y los que pugnan por la es-
pecialización y la más plena inserción de la economía mexicana en la 
internacional. Los obreros y campesinos se dan cuenta de la existencia 
de un proceso que los manipula, quitándoles el poder de decisión y aun 
el control sobre la parcela a que tienen derecho. El sector agropecuario 
forma parte, pues, de una contradicción profunda: la economía se mo-
derniza, integrando trabajadores y recursos mexicanos a un aparato 
productivo destinado a satisfacer demandas de mercados ajenos y a ca-
nalizar el control y los beneficios a unos pocos capitalistas extranjeros. 
La economía mexicana tiene una mayor capacidad productiva pero 
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menores posibilidades de movilizar sus recursos y su fuerza de trabajo 
para satisfacer sus propias necesidades.

7.3. la promoción estatal

Estas tendencias y contradicciones son bien conocidas en el país. El go-
bierno se muestra preocupado por la concentración del ingreso y de la 
actividad económica, por el creciente papel de la empresa transnacional 
en la economía y por la proletarización de la agricultura; pero orienta 
sus acciones a resolver otros problemas —estimular el crecimiento secto-
rial y las exportaciones— y en el proceso muchas veces contribuye a 
agudizar los demás. Esto no debe sorprender, ya que la dinámica de la 
economía capitalista produce estos resultados; el gobierno tiene bastante 
que hacer respondiendo a los obstáculos a que se enfrenta el crecimien-
to agropecuario como para cambiar la estrategia misma.

Se han escogido dos líneas principales para impulsar la producción: 
intensificar los programas de desarrollo regional y reorganizar las unida-
des productivas en el campo. La selección de estas líneas pone de mani-
fiesto las limitaciones de otro tipo de estrategias que dependen del in-
cremento del volumen de nuevos recursos materiales y humanos, como 
han sido los intentos de colonización, la exploración de áreas nuevas y 
la importación de recursos productivos. En cambio, las soluciones esco-
gidas hacen hincapié en el mejor aprovechamiento de los recursos, exis-
tentes y conocidos, aumentando la productividad mediante programas 
de intervención oficial.

7.4. desarrollo regional

El desarrollo regional es una estrategia que intenta aumentar la infraes-
tructura física e institucional, mediante la aportación de los recursos fi-
nancieros y humanos necesarios para facilitar la producción rentable, en 
escala comercial. En general, como se mencionó antes, los programas de 
desarrollo regional no pretenden comprometer al Estado mismo en el 
proceso productivo; más bien, crean las condiciones idóneas para que los 
productores —ejidatarios, neolatifundistas y minifundistas— puedan 
aumentar los rendimientos físicos y sus propios ingresos.

Existen muchas razones para haber puesto tanto esfuerzo en la pro-
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gramación regional en México; como estrategia tiene una historia de más 
de 30 años, pero se le ha prestado mayor importancia en los más recien-
tes. Quizá uno de los más significativos es la fuerte concentración de la 
actividad económica en el centro del país, con la consiguiente migración 
que provoca un despoblamiento de zonas de gran potencial agropecuario 
subaprovechado. Se ha promovido la creación de parques industriales y 
ampliado el concepto de las zonas fronterizas donde se pueden producir 
bienes libres de impuestos para la exportación. En las zonas rurales se 
han intensificado las labores de promoción para la pequeña irrigación 
mientras que se han seguido realizando grandes inversiones públicas para 
la agricultura; en los distritos de riego resultan importantes las nuevas 
áreas de desarrollo agropecuario, por su aporte a la transformación de 
la estructura productiva. Es ahí donde se puede crear la especialización 
necesaria para fomentar la expansión del capital privado en el sector y 
promover las exportaciones.

El método que se utiliza para aprovechar los recursos desconocidos o 
subaprovechados es el de crear polos de crecimiento. El Estado invierte 
grandes cantidades de dinero en la infraestructura y en los preparativos 
necesarios para el comienzo de las actividades productivas organizadas 
por el capital privado o estatal. La nueva infraestructura facilita la exten-
sión de una nueva organización de la producción a regiones aisladas, 
donde los grandes capitales cambian la forma de trabajo y convierten a 
los habitantes en asalariados. Este proceso no solamente modifica su 
condición laboral; cambia también su estilo de vida, insertándoles direc-
tamente en los canales de comercialización nacional mediante el debili-
tamiento de su capacidad para mantenerse autosuficientes. Su dieta, su 
vivienda y aun sus relaciones sociales tienen que adaptarse a las nuevas 
condiciones, conformadas por los esfuerzos oficiales para modernizar la 
estructura productiva e integrar plenamente a los campesinos y artesanos 
a la economía y política nacionales.

Actualmente se considera la inflexibilidad de la organización ejidal 
como uno de los más grandes obstáculos a la modernización del sector 
agropecuario mexicano. Más de la mitad de la tierra laborable del país 
está bajo la tenencia ejidal y no se le puede expropiar; una gran propor-
ción de esta tierra está subdividida en pequeñas parcelas familiares, tra-
bajadas con métodos tradicionales, donde se obtienen bajos rendimien-
tos. Los contados casos de cultivo a escala comercial, como algodón, 
trigo y cártamo, sugieren que hay muchas otras oportunidades. Para el 
Estado, una de éstas es el reordenamiento de la tierra ejidal, para poder 
someterla a las nuevas modalidades de exportación, que permiten tanto 
la agrupación de las parcelas para su explotación en gran escala cuanto 
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la introducción de nuevos procesos de trabajo que faciliten la transferen-
cia de parte del excedente generado por la modernización hacia los otros 
sectores donde se concentran las grandes capitales.9

Dentro de este marco, el ejido colectivo ha adquirido gran importan-
cia, por ser una manera factible y atractiva de lograr la reorganización 
del sector ejidal. Se le concibe como una agrupación de ejidatarios en 
una sola organización, responsable del manejo de la tierra, para facilitar 
el aumento de la producción en el campo. Generalmente se supone que, 
como parte del modelo de transformación institucional, la creación del 
ejido colectivo debe contar no sólo con un pleno apoyo político, sino 
también con el compromiso de quienes se asocian para trabajar, lo que 
permite desarrollar una participación real del grupo en la toma de deci-
siones (Restrepo, 1976: 315). Pero este sistema trae consigo una posible 
contradicción: a la vez que se abre teóricamente la oportunidad de una 
mayor participación campesina en la gestión de una empresa productiva; 
en la práctica la introducción de un nuevo proceso productivo, en el cual 
los ejidatarios no tienen injerencia ni siquiera en las decisiones sobre el 
uso de su propia tierra, cierra dicha posibilidad. En efecto, la organiza-
ción del trabajo de los nuevos ejidos está, en la mayoría de los casos, 
supeditada a la estructura productiva y la tecnología y las decisiones al 
respecto quedan fuera del control de los campesinos; asimismo, en el 
proceso de racionalizar la producción, la organización colectiva general-
mente ocupa menos mano de obra y expulsa algunos obreros hacia otras 
zonas.

Sin embargo, la necesidad de reorganizar el sector agropecuario es tan 
apremiante que la organización colectiva tendrá que seguir siendo un 
instrumento de la política agraria, a pesar de la plena comprensión de 
esta contradicción entre los que toman las decisiones. Sería interesante 
examinar cómo se instrumenta esta forma de organización para tratar de 
atenuar algunos problemas o efectos nocivos.

7.5. el plan chontalpa

Tanto la contradicción como las tendencias del desarrollo nacional se 
hacen evidentes en el Plan Chontalpa. Originalmente concebido como 

9   Evidentemente, existen varias opciones para la reorganización del campo. La que se 
analiza aquí fue puesta en marcha por el régimen pasado en 800 ejidos. Para un examen 
de esta experiencia desde un punto de vista operacional véase Ecxstein (1976).
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un programa de desarrollo regional (el Plan Limón, como primero se le 
conoció) tenía como propósito aprovechar un gran potencial económico 
para crear una agricultura diversificada, que daría pleno empleo a las 
5 000 familias que viven en la zona. Por insistencia del bid se elaboró un 
proyecto congruente con las necesidades del momento: un programa de 
reforma agraria integral. La expropiación masiva de la tierra llevaría a 
una distribución equitativa, con obras de integración social que facilita-
rían el reacomodo de la población y su integración a la vida política de 
la región y del país.

El Plan contemplaba cambios ecológicos, económicos y sociales radi-
cales. Los desmontes alcanzaron 40 000 ha, destruyendo el hábitat natural 
del cual se alimentaba la población. Con la construcción de la presa 
Raudales de Malpaso y la carretera del Golfo que unía el centro de la 
república con el sureste, se sentaron las bases para un aumento en la 
salinidad de las lagunas costeras y del manto freático, poniendo en peli-
gro la producción de ostiones en un corto plazo y limitando la posibilidad 
de usar los nuevos pozos que se estaban construyendo para el riego. Pero 
estos cambios (algunos imprevistos) debían compensarse, según el pen-
samiento de los planificadores, con un aumento importante en el valor 
de la producción agropecuaria. Existía un detallado programa de rees-
tructuración de la producción, que contemplaba arroz, maíz, cacao y hule 
hevea como productos principales, así como una gran variedad de otros 
artículos. Una pequeña parte de la zona tendría pastizales para mantener 
la ganadería extensiva que abastecería las necesidades locales.

La distribución espacial de la población se vio afectada por la cons-
trucción de 22 poblados nuevos, en los que actualmente viven casi 40 000 
personas. Este reacomodo de la población permitiría que la Comisión 
del Río Grijalva proveyera un cierto mínimo de servicios públicos y so-
ciales, como electricidad, agua, alcantarillado, escuelas, clínicas y admi-
nistración pública. La organización familiar de la vida social y el trabajo 
también se vio transformada por la creación de sociedades ejidales que 
actualmente trabajan la tierra colectivamente. También se propuso la 
capacitación de los campesinos para que pudieran participar en la gestión 
productiva y en la dirección del Plan.

Tanto en los aspectos económicos como en los sociopolíticos, los pla-
nes originales han sufrido fuertes modificaciones. La concepción inicial 
de una zona de agricultura diversificada se alteró por la falta de apoyo 
oficial. Esto se manifestó en el retardo de la definición de la organización 
campesina y la falta de crédito. En su lugar, se optó por implantar la 
producción ganadera, que ocuparía más de la mitad de la superficie, 
complementándola con caña de azúcar que vendría a cubrir otra cuarta 
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parte. Los créditos para conformar este giro llegaron rápidamente, una 
vez que se había ganado el respaldo de los grupos de decisión a nivel 
nacional, quienes habían visto con cierta alarma la posibilidad de que 
una inversión de más de 1 000 millones de pesos fuera a beneficiar a una 
sola región en la cual tenían poca injerencia.

Tampoco se realizaron los propósitos iniciales de que hubiera una 
activa participación campesina en el manejo del Plan. Por un lado, la 
tecnología escogida no les era accesible, pues no sólo representaba un 
cambio brusco en términos de introducción de maquinaria y de insumos 
químicos, sino que también suponía el rechazo de sus conocimientos del 
clima y de manejo del ambiente. Los resultados técnicos y económicos 
no fueron buenos y los campesinos terminaron rechazando las posibili-
dades de aprender la nueva tecnología y utilizando sus conocimientos 
tradicionales en las parcelas familiares que se les entregaron. El Plan 
impedía la activa participación campesina dadas las exigencias institucio-
nales de mantener control sobre sus respectivas áreas de autoridad; fue 
así como los técnicos y banqueros determinaron la estructura de la pro-
ducción, el calendario de labores y la forma de realizar los trabajos del 
campo, a los cuales tenían que sujetarse los ejidatarios.

Los campesinos respondieron a esta situación con su único instrumen-
to de resistencia: la negativa a cumplir con las demandas de trabajo. A 
pesar de la existencia de un instrumento legal que exige un mínimo de 
140 días al año de trabajo en los ejidos colectivos, es muy frecuente que 
no pasen de 90 o 110. Así responden los ejidatarios a los bajos ingresos 
que reciben en muchas de las labores del campo. También encuentran 
fácilmente sustitutos que cubran sus deberes en el trabajo colectivo y en 
el trabajo de las parcelas familiares. Algunos, sin embargo, tienen acceso 
privilegiado a puestos de mayor ingreso y poder en los ejidos y organismos 
oficiales. Esto, junto con sus propios recursos, crea una nueva estructura 
de estratificación social que reproduce, dentro del Plan Chontalpa, el 
mismo patrón de creciente diferenciación social que se da en la nación: 
mientras que una pequeña minoría goza de ingresos relativamente altos, 
provenientes de sus “rentas” como socios ejidales y, en ocasiones, de sus 
trabajos especiales, la mayor parte son jornaleros, asalariados pagados 
por los ejidos o los bancos.

El Plan no ha logrado todavía hacer efectivo su potencial económico. 
Con la transformación de su estructura productiva, en 1970 se empezó a 
construir un ingenio azucarero y a preparar el terreno para la ganadería. 
Los rendimientos físicos de la caña en el campo y del azúcar en la fábri-
ca son bastante bajos y obligan a subsidiar a los ejidatarios y al ingenio. 
Todavía es muy temprano para obtener ganancias de la ganadería, debi-
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do a las fuertes inversiones requeridas en los primeros años. Se espera 
que los problemas técnicos de esta actividad se resuelvan en un futuro 
cercano. Con la expansión de la producción ganadera y el mejoramiento 
de las plantaciones de cacao, además de los planes para la agroindustria, 
los nuevos dirigentes del Plan tienen grandes esperanzas de que la zona 
sea rentable en 1977 (nunca se realizó esta etapa).

Desde afuera, el Plan tampoco presenta un panorama alentador. Los 
cambios sociales han colocado a la población en una posición confusa 
pues al mismo tiempo son socios en una empresa colectiva y jornaleros 
que dependen de la banca oficial; se les exige que participen en sus so-
ciedades colectivas y se les niega la posibilidad de una injerencia efectiva. 
Fueron arrancados de una sociedad tradicional e insertados en la socie-
dad nacional en su eslabón más bajo. Económicamente, el Plan todavía 
no ha justificado la fuerte inversión pública ni ha generado las divisas 
necesarias para amortizar la deuda contraída para financiarlo. El costo 
por empleo creado es muy superior aun al que en los años sesenta pre-
sentaba la industria mexicana. En cuanto al ambiente, el Plan destruyó 
una gran selva sin remplazarla con una estructura equilibrada y todavía 
no pueden identificarse todos los daños. En el plano político, sin embar-
go, el gobierno sigue apoyando no solamente el concepto del ejido co-
lectivo sino también el mismo Plan Chontalpa. Al comprender por qué, 
se entenderá un poco mejor la dinámica de la economía agropecuaria 
mexicana.

7.6. la dinámica agropecuaria

No obstante la poca importancia relativa del Plan Chontalpa en el sector 
agropecuario mexicano, el esquema original y las modificaciones que ha 
sufrido son bastante reveladores de algunas tendencias importantes. 
Contribuyen a explicar la nueva estructura de la producción nacional; 
facilitan la comprensión de los efectos de los cambios tecnológicos y la 
organización del trabajo; finalmente, permiten un estudio más a fondo 
de la participación del capital extranjero en la conformación de la polí-
tica económica nacional y en la producción.

No es por mero accidente que el Plan, a diferencia de los otros proyec-
tos de desarrollo regional, fuera financiado con recursos internacionales. 
A fin de cuentas, este financiamiento y el apoyo del bid lo han sostenido, 
pese a la oposición inicial del Poder Ejecutivo Federal. En un primer 
momento, el Plan Limón fue concebido como un intento de “reforma 
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agraria integral” que pudiese servir como respuesta a las políticas de 
transformación estructural emprendidas por la recién nacida Revolución 
cubana, pues el bid fue creado para buscar opciones políticas que ofre-
cieran caminos alternativos al cambio social. El atractivo del Plan era, 
en aquel momento, la elaboración de un programa de reforma agraria 
integral que habría de beneficiar a un grupo rural, colaborando con el 
desarrollo del capitalismo privado regional. Fue precisamente este carác-
ter local lo que creó la oposición entre las fuerzas políticas mexicanas y 
restringió los fondos para financiar la producción. El apoyo financiero 
solamente se recuperó cuando empezó a responder a ciertas necesidades 
de orden nacional y a tener congruencia con el patrón de expansión 
capitalista, promoviendo la exportación de productos agropecuarios y 
modernizando la agricultura tradicional para que generara nuevos exce-
dentes económicos, transferibles a otros grupos.

El cambio hacia el desarrollo de la ganadería es un buen ejemplo de 
la injerencia de la economía internacional en la zona. Con la ventaja de 
un análisis más global del sector agropecuario, se puede afirmar que es 
parte de una estrategia internacional deliberada para aumentar la capa-
cidad productiva de la ganadería mexicana y abastecer el mercado nor-
teamericano con novillos para la engorda, producidos en el norte de 
México. Esto abarataría los costos de producción en aquel país y permi-
tiría un uso más productivo de los excedentes de granos que se producen 
allí.10 A nivel nacional los mejores terrenos se hallan reservados a la 
producción especializada para la exportación, y la ganadería es un rubro 
de gran importancia, aunque también lo son los otros cultivos importan-
tes de los distritos de riego. Con el uso de grandes extensiones en el 
norte de México para la cría de novillos de exportación, era imprescin-
dible encontrar otras tierras que satisfarían el crecimiento de la deman-
da interna de ganado. El sureste o trópico húmedo fue seleccionado y la 
decisión fue financiada con créditos internacionales de la aid, el bid y 
el Banco Mundial y apoyada por el Banco de México por medio de su 
respaldo a la banca privada. Esta tendencia no significa un aumento 
sustancial en la oferta de carne para el mercado nacional; más bien re-
presenta la desviación de cierto potencial productivo hacia la satisfacción 
de las demandas de los mercados internacionales.

Esto se explica por la necesidad impostergable de encontrar nuevas 
fuentes de divisas, dada la severa crisis en el sector externo. La política 

10   No es, quizá, una mera coincidencia que la Compañía Nestlé haya realizado inver-
siones en siete granjas lecheras en el Plan, como parte de esta reestructuración (véase 
Fernández Ortiz y Tarrío, 1977).
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de sustitución de importaciones no logró reducir el déficit estructural y 
la política de promoción de exportaciones pudo aumentarlas sólo a un 
costo muy alto en subsidios. Con las políticas expansionistas de los años 
setenta la crisis se agravó y ni siquiera la devaluación de 1976 logró co-
rregir el problema fundamental de una oferta inadecuada para la expor-
tación. La incapacidad del sector industrial para responder a este proble-
ma, así como las limitaciones del turismo como fuente de divisas, han 
dejado al petróleo y al sector agropecuario como únicas fuentes impor-
tantes de las mismas. Así, la especialización regional que promueve la 
producción agropecuaria para las exportaciones constituye una parte 
importante de la política económica nacional.

Esta preocupación se manifestó claramente en La Chontalpa, con el 
cambio estructural de 1970. El viraje hacia la producción de caña de 
azúcar respondió a las esperanzas que tenía el país para cubrir parte de 
las cuotas de exportación transferidas de Cuba a otros países productores 
del dulce. En cuanto a la ganadería, orientada sobre todo al mercado 
interno, era necesario impulsarla porque las otras regiones estaban dedi-
cándose a la exportación. Los mecanismos para realizar esta transforma-
ción fueron casi exclusivamente financieros: de repente había el crédito 
refaccionario para la ganadería y los directivos del Plan lo aceptaron.11 
El control de las fuentes de financiamiento agropecuario, así como la 
influencia de la banca internacional y el capital extranjero, en la confor-
mación de una estructura productiva mejor adaptada a las necesidades 
del sistema capitalista internacional, son de gran importancia.

La restructuración productiva no pudo haberse dado, sin embargo, sin 
cambios radicales en la organización de la producción en la zona. Era ne-
cesario ejercer un control centralizado de los ejidos colectivos, por parte 
de las instituciones gubernamentales, para garantizar así la instrumenta-
ción del nuevo programa en todas sus facetas. También era imprescindible 
la implantación de un nuevo proceso de trabajo que permitiera el cultivo 
de productos destinados a mercados en otras regiones o países. Aunque 
la historia de las transformaciones institucionales resulte interesante en 
sí, por ahora parece suficiente presentar su resultado: la formación de 
ejidos colectivos controlados completamente por instituciones oficiales.

11   La importancia de la ganadería tropical para el mercado interno y del financia-
miento internacional fue confirmada en un seminario patrocinado por el Fondo de Ga-
rantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura (fira) del Banco de México 
en 1976. Véase Secretaría de Agricultura y Ganadería y Banco de México (1976), uno de 
los tomos de esta publicación, el titulado Desarrollo en general de la ganadería en los trópicos 
y financiamiento de la producción es de especial interés.
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El ejido colectivo permite superar las actuales limitaciones de la mo-
dernización del campo mexicano. El reparto masivo de la tierra en pe-
queñas superficies no permite una coordinación de los productores in-
dividuales; su reunificación sólo es posible en el marco del ejido 
colectivo, o de alguna otra forma parecida, ya que la transformación del 
ejido en propiedad privada no es políticamente posible. Pero con una 
organización colectiva no sólo es factible unificar parcelas individuales 
para la producción en gran escala, sino también modificar el proceso del 
trabajo para asegurar el cumplimiento de las labores del campo, aun 
cuando los mismos ejidatarios no estén dispuestos o no sean capaces de 
ofrecer toda la fuerza de trabajo requerida en los campos. De hecho, el 
ejido colectivo es un instrumento muy útil para alentar la expansión 
capitalista en el campo mexicano: permite reorganizar el proceso de 
trabajo utilizando la nueva tecnología en nuevas unidades productoras, 
más idóneas para la producción capitalista, convirtiendo a los ejidatarios 
en asalariados rurales y facilitando la contratación de jornaleros eventua-
les para suplir la oferta estable cuando se presenta la necesidad. El ejido 
colectivo es un buen marco institucional para imponer cierto control 
sobre la producción agropecuaria, sujetándola a una racionalidad capi-
talista ligada directamente a procesos internacionales.

Es interesante anotar, un poco al margen, la semejanza de este proceso 
con algunas de las transformaciones que se dieron durante la revolución 
industrial inglesa en el siglo xviii. Se afirma, por ejemplo, que una parte 
importante del contenido de las modificaciones tecnológicas en aquel 
entonces tenían que ver no tanto con un mejoramiento en la producti-
vidad del trabajo, sino más bien con su aportación a la reorganización 
del trabajo. Es decir, la nueva tecnología permitía la concentración de 
los artesanos bajo un solo techo, con el control del capitalista quien 
pudo asegurar que los obreros se dedicaran todo el día a las labores ma-
nufactureras en lugar de pasar parte del día en el ocio o en actividades 
agropecuarias que eran sólo de beneficio familiar. La nueva tecnología 
acabó con el trabajo a domicilio, en el cual los capitalistas no podían 
controlar directamente el proceso de trabajo. Tenía ventajas no tanto por 
su aportación a la productividad laboral por unidad de trabajo, sino por 
la facilidad con que podía vigilarse al obrero y sujetarlo a la disciplina 
fabril, alargando de hecho el día laboral (Marglin, 1974).

En La Chontalpa también se observa un cambio importante en la or-
ganización de la producción mediante el uso de nuevas tecnologías, cuyas 
ventajas no se manifiestan en la productividad por hectárea; más bien 
contribuye a reorganizar el proceso laboral. Se sujeta a los obreros al 
control de la banca oficial, en este caso, y a los capitalistas privados en 
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otros, quienes imponen nuevas normas de trabajo. Se establecen metas 
en cuanto al trabajo físico por persona, basado en un sistema de remu-
neración a destajo que obliga al jornalero a cumplir o a recibir un sueldo 
inferior al mínimo que rige en la zona. De esta manera se convierte al 
agricultor tradicional en proletario, obligándolo a autodisciplinarse. En 
la medida en que no es eficaz, y en La Chontalpa el éxito es poco en lo 
que refiere a los socios del Plan,12 la banca simplemente exige la contra-
tación de otros jornaleros, entre los muchos subempleados de la zona, 
para el pleno cumplimiento de sus programas de cultivo. Así, la baja 
productividad laboral y la resistencia de los “beneficiarios” del Plan afec-
ta muy poco la rentabilidad de las inversiones productivas.

La nueva organización del proceso productivo también facilita la ex-
plotación de superficies mayores. El capitalista puede aprovechar la 
nueva infraestructura, aumentando sus recursos financieros y reclutando 
nuevos cuadros de jornaleros del creciente grupo de marginados atraídos 
a la zona por el programa de inversiones públicas. Una comparación de 
los rendimientos físicos obtenidos por los socios en sus parcelas indivi-
duales, explotadas con tecnología tradicional, y en los terrenos colectivos 
donde funciona la nueva tecnología, muestra la poca diferencia (a veces 
son mayores en aquéllas). Así, en La Chontalpa, como en muchas otras 
partes del campo mexicano, la reorganización del trabajo no parece 
responder tanto a preocupaciones por la productividad de la tierra cuan-
to a la posibilidad de expandir el control capitalista a nuevas zonas, con 
las ventajas que aporta al proceso global de la acumulación de capital. 
Los capitalistas dirigen la expansión del cultivo y canalizan los beneficios 
hacia otros sectores donde puedan apropiárselos más fácilmente, sin 
necesidad de compartirlos con los asalariados (socios del Plan) que están 
trabajando en sus propios terrenos colectivos.

La nueva tecnología y el proceso productivo alientan también el cre-
cimiento de las agroindustrias. El cultivo en gran escala y el uso de ferti-
lizantes y plaguicidas crean una demanda de los productos controlados 
por empresas transnacionales. Obviamente, su uso aumenta los costos de 
producción, algunas veces en forma dramática, reduciendo las ganancias 
para los ejidatarios. En La Chontalpa el alza en los costos ha llegado a 

12   Mientras que los socios mantengan cierto poder político, siempre tendrán la posi-
bilidad de exigir mayores pagos, en la forma de “utilidades” o de cuotas por el uso de sus 
terrenos, que les darán cierta libertad en cuanto a la necesidad de someterse al régimen 
proletario que se está extendiendo en la zona. Ellos constituyen, sin embargo, un grupo 
excepcional al que seguramente no le será permitido seguir viviendo de sus “rentas” du-
rante mucho tiempo.
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tal grado que un buen número de cultivos ya no es rentable. Así, aun 
cuando los rendimientos físicos puedan elevarse, la utilidad disponible 
para los trabajadores no aumenta en términos reales; el nuevo valor adi-
cional producido se destina al pago de los intereses bancarios, los insumos 
químicos, la maquinaria, etc. Las empresas transnacionales se benefician 
directamente, o por medio de sus socios nacionales, dada su posición 
monopolística en los mercados nacional e internacional. Para los ejida-
tarios, el nuevo estilo tecnológico no sólo es un mecanismo para conver-
tirlos en proletarios, quitándoles la independencia de los campesinos 
tradicionales, sino también es un sistema de producción que canaliza una 
gran parte de cualquier aumento en el valor agregado hacia grupos pu-
dientes que pertenecen a otros sectores económicos.

Es importante señalar la diferencia entre este proceso y otro conocido 
como capitalismo de Estado. En efecto, la gran injerencia del gobierno 
en la realización del Plan, en la reorganización de los ejidos y en la or-
ganización y financiamiento de la producción, permitiría suponer que 
los beneficios se canalizarían hacia los grupos oficiales y el proyecto re-
portaría grandes ventajas para los burócratas y técnicos que allí trabajan. 
Pero éste no es el caso: hasta el momento, el Plan ha creado muchos 
problemas para todos los grupos oficiales comprometidos con él, ocasio-
nando mucha inestabilidad laboral y grandes pérdidas financieras. Más 
bien, es conveniente analizar la intervención oficial como un esfuerzo 
que prepara el terreno para la participación del sector privado en una 
empresa productiva que reporte ganancias; las acciones gubernamentales 
se limitarían, en esta concepción, a aquellas actividades que no son ren-
tables o que presentarían problemas de índole política con la gestión 
privada. En este caso, las actividades en que participa el sector privado 
incluyen la venta de insumos y maquinaria y la comercialización de la 
producción.13 El gobierno se ha preocupado por financiar gran parte de 
la producción, actividad que no ha dado resultados, y organizarla, inclu-
yendo la reestructuración de los ejidos. Con esta perspectiva, es evidente 
que el Estado, una vez más, absorbe aquella parte de la actividad econó-
mica que presenta graves problemas, minimizando el riesgo de la empre-
sa privada, nacional e internacional.

A fin de cuentas, la modernización de la agricultura lleva implícita una 
contradicción profunda, pues la promesa de mayores ganancias para los 
productores pequeños, de una mayor participación en la toma de deci-

13   La Nestlé opera siete granjas lecheras en la zona y su presencia ha ocasionado 
grandes problemas políticos para la empresa y los directivos del Plan, pues ha sido obli-
gada a abandonar cuatro de ellas a pesar de su aparente rentabilidad empresarial.
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siones productivas y de un mejoramiento en los niveles de vida, se en-
frentan en la realidad a un nuevo proceso autoritario que impone una 
tecnología, un proceso de trabajo y una estructura de mercados sobre los 
cuales el agricultor no puede ejercer control alguno. En el caso de los 
ejidatarios de La Chontalpa el resultado ha sido una “modernización” de 
su vida social y económica, con todos los beneficios y contradicciones que 
esto implica. En su conjunto, el Plan refleja la tendencia más amplia de 
la agricultura nacional: su control por grandes capitales y su creciente 
integración en la división internacional del trabajo.

7.7. una evaluación

Para un buen número de analistas nacionales estas tendencias no son 
causa de preocupación. Ellos consideran que la inserción de México en 
la economía capitalista internacional, con sus consecuencias positivas y 
negativas, es saludable para el avance del país. Citan, sobre todo, la con-
tribución en términos de exportaciones, empleo y mayores ingresos que 
generan las actividades exportadoras. Ven con cierta complacencia el 
éxito con que México ha podido seguir aumentando sus exportaciones 
y diversificando el número de productos y mercados, aunque reconocen 
la importancia del estadunidense y el papel de unos cuantos productos.

Pero detrás de este éxito hay un sinnúmero de problemas a los que 
estos analistas no dan mucha importancia. El mayor impulso a la gana-
dería en el sureste para abastecer el mercado interno, requiere el des-
monte masivo del trópico húmedo. Las consecuencias de la desforestaron 
son enormes, tanto por la pérdida de la riqueza silvícola como por los 
cambios en la ecología, en los vientos y en las lluvias. Las modificaciones 
ocasionadas por el desmonte trascienden los límites regionales y los co-
nocimientos al respecto son todavía muy limitados.

El efecto social de la modernización del agro y su inserción en los 
mercados internacionales también son motivo de preocupación. Se quita 
el control del uso de la tierra a los campesinos, convirtiendo a la mayor 
parte de ellos en jornaleros. Pero el avance del Plan no puede garanti-
zarles suficiente empleo aun en su región de origen, y se les expulsa 
hacia la ciudad, donde crean “cinturones de miseria” (como también se 
les llama en La Chontalpa). Algunos pueden obtener mejoras por las 
oportunidades que se crean, pero la mayoría queda sometida al régimen 
proletario, con la inseguridad e inestabilidad que acarrea.

Para la economía nacional, la especialización trae consigo una profun-



188� el desarrollo regional: espejo de un desarrollo distorsionado

da crisis de abastecimiento. La producción comercial destinada a la ex-
portación está sujeta a los altibajos del mercado internacional que ni el 
país y aparentemente tampoco un grupo de países pobres, pueden con-
trolar. La rentabilidad de las cosechas depende de la oferta de otros 
países, de ciclos económicos en los países compradores y del control que 
sobre el mercado pueden ejercer uno o más grupos económicos pode-
rosos en la economía mundial. También implica que el país sea menos 
capaz, año tras año, de abastecerse con los productos que requiere para 
su propia alimentación y desarrollo económico. La creciente incapacidad 
del país para abastecerse a sí mismo provoca otros problemas en la polí-
tica económica que a veces no se consideran al evaluar las políticas de 
desarrollo agropecuario.

Finalmente, la nueva tecnología y los insumos modernos que facilitan 
la transformación de la estructura productiva traen otros problemas. 
Requieren de fuertes importaciones e inversiones de capital extranjero 
que contribuyen a desequilibrar la balanza en cuenta corriente. Fomen-
tan el crecimiento de empresas que van conformando la estructura pro-
ductiva y aceleran las otras tendencias citadas. Es decir, a medida que se 
fortalece la agroindustria con fuerte participación extranjera, también se 
agudizan los problemas de abastecimiento nacional y de control sobre el 
proceso y la estructura del crecimiento económico nacional.

Es importante señalar, sin embargo, que todo este proceso de mayor 
penetración del capital internacional en el agro mexicano, así como la 
transformación en la organización del sector y en el proceso de trabajo, 
no es producto de una gran conspiración; más bien responde a la ex-
pansión inexorable del capitalismo. Esto no quiere decir que el país no 
pudiera frenarla, o aun luchar para cambiar o limitar sus efectos en el 
ámbito nacional. En México, los políticos no ven con alarma este proceso; 
el actual régimen más bien está alentando el proceso mediante la im-
plantación de una política de austeridad y recuperación económica que 
tiene como base importante la participación activa del capital extranjero.

La Chontalpa es particularmente interesante a este respecto. La mayor 
parte de su producción no se destina a la exportación y hay relativamen-
te poca participación directa del capital extranjero. A pesar de eso, el 
Plan refleja cabalmente los esfuerzos del capitalismo internacional para 
transformar la agricultura: su actual estructura productiva es congruente 
con un modelo de evolución del sector más adecuado a las necesidades 
de exportación; sus socios están en proceso de convertirse en proletarios; 
su organización del trabajo está sujeta al control de los grupos financie-
ros. Aparentemente no es necesario que todos los elementos del aparato 
productivo sean controlados por el capital extranjero para que le sirvan 
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de apoyo; este caso muestra cómo la transformación del Plan en un “em-
porio capitalista” plenamente insertado en la economía nacional, permi-
te tanto una coordinación (por intereses particulares) que libera los re-
cursos de otras regiones para la exportación cuanto la explotación 
comercial por el capital extranjero.

Los actuales dirigentes del Plan tienen gran confianza en que podrán 
resolver algunos de los problemas técnicos. El éxito económico se logra-
rá mediante la producción de ganado y caña de azúcar y la construcción 
de nuevas agroindustrias. Para ello tuvieron que destruir la concepción 
original, pues contradecía el modelo nacional, ya que tenía un carácter 
cuyos beneficios locales eran demasiado restringidos para las necesidades 
de acumulación de capital a escala nacional e internacional. El éxito trae 
consigo problemas sociales al dar origen a la falta de empleo y de ingre-
sos seguros para la mayoría así como al despojo de los campesinos del 
ejercicio de sus derechos ejidales. Todavía queda por probarse si el Plan 
producirá los beneficios económicos que se esperan.

En La Chontalpa se ve claramente el avance del capitalismo mundial 
en México. El Plan fue reorganizado radicalmente para hacerlo con-
gruente con la nueva estrategia agropecuaria nacional. Los ejidatarios de 
la zona tienen cierta posición privilegiada por el carácter experimental 
del proyecto, pero a fin de cuentas el Plan es y seguirá siendo un buen 
ejemplo del efecto social, político y económico de la expansión del capi-
talismo mundial a nivel local.
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8.  PARÁBOLA DE LA REGIÓN Y LOS EMPORIOS1

8.1. el desarrollo regional en méxico

Es tradicional hablar del desarrollo regional en México haciendo refe-
rencia al aprovechamiento cabal de los recursos hidráulicos. Este interés 
se reflejó institucionalmente en 1946, con la creación de la Secretaría de 
Recursos Hidráulicos —sucesora de la Comisión Nacional de Irrigación— 
dentro de la estructura política y administrativa nacional. Pero más que 
un cambio administrativo, el hecho simbolizó un nuevo enfoque y la 
importancia concedida al desarrollo agropecuario mediante el desenvol-
vimiento productivo de las cuencas hidrológicas que, a su vez, servirían 
como motor del incipiente desarrollo industrial, aportando el fluido 
eléctrico generado por las grandes presas. El amanecer de la nueva épo-
ca trajo la creación de numerosos distritos de riego donde se concentra-
rían los recursos públicos y privados para impulsar la transformación del 
campo mexicano.

Fue un periodo de optimismo: se echaba a andar un nuevo patrón de 
crecimiento capitalista que ahora se conoce como “desarrollo estabiliza-
dor”. En 1962, los incrementos en la productividad agrícola y en la oferta 
interna de productos de consumo básico y de exportación, permitieron 
a destacados políticos declarar que el problema alimentario mexicano 
estaba resuelto. Según estas versiones, el sector agropecuario no sólo 
era capaz de alimentar a la población nacional, sino de generar también 
las materias primas y las divisas necesarias para el incipiente proceso de 
industrialización. El perfil geográfico del país evolucionó también de 
acuerdo con esa visión. Se crearon “polos de desarrollo”, centros de gran 
efervescencia económica, resultado de las obras públicas y los generosos 
incentivos oficiales para la inversión privada en actividades dirigidas a 
estimular la agricultura comercial. Esta política alentaba el neolatifundis-
mo, es decir la expansión del capitalismo al agro con los resultados —casi 
inevitables— de concentración y centralización del control de los recur-
sos más productivos (tierras óptimas, crédito, maquinaria, fertilizantes, 
etc.). Las cuencas y los nuevos distritos de riego constituyeron verdaderos 

1   Publicado en Nexos, núm. 35, 1980, pp. 27-38.
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emporios capitalistas, atrayendo capitales nacionales y extranjeros para 
impulsar el desarrollo agrícola. El proceso fue particularmente virulento 
en el noroeste del país; ahí las milagrosas semillas mejoradas de trigo 
lograron no sólo el florecimiento del desierto, sino que produjera tam-
bién jugosas ganancias para un nuevo grupo de capitalistas nacionales y 
extranjeros. Aunque la intención era crear una próspera zona de agricul-
tura campesina, el capitalismo nacional e internacional la transformó a 
su antojo en región ganadera, con deplorables consecuencias humanas 
y ecológicas.

8.2. una crisis en cinco manifestaciones

Es bien conocida la contraparte urbana de este desarrollo agropecuario. 
La macrocefalia que abruma al área metropolitana de la Ciudad de 
México es el otro lado de la misma política que hizo la prosperidad de 
los agricultores modernos: otorgando incentivos a la producción, la in-
versión, el crecimiento y constriñendo al obrero y al campesino. Del 
mismo modo que el Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), 
se fueron expandiendo desmesuradamente otros centros circunvecinos 
importantes, como Puebla, Toluca, Querétaro, y las áreas de Guadalajara 
y Monterrey. Existía un conocimiento de los peligros que podría acarrear 
este patrón de crecimiento; no hubo, sin embargo, la más mínima posi-
bilidad política de evitarlos.

De modo que hicieron explosión las mismas contradicciones del pro-
ceso. En varios planos, las presiones y tensiones se unieron para obligar 
respuestas. Respuestas parciales, orientadas a resolver problemas aislados, 
incapaces de poner un dique a la crisis social en su conjunto conforme 
muchos negaban su existencia y los demás no proponían soluciones al-
ternativas factibles para quienes estaban comprometidos con las estruc-
turas existentes.

La crisis se manifestó de diversos modos. 1] La migración rural-urbana 
no sólo ofreció un material abundante para los antropólogos de la “cul-
tura de la pobreza”, sino que ensanchó la población y el área física de 
las principales zonas metropolitanas del país. Los asentamientos espon-
táneos en las “ciudades perdidas” instalaron un fenómeno de significa-
ción mayúscula en el panorama nacional.

2] Una crisis ascendente de producción alimentaria. Como parte de 
la misma política de impulso a la industrialización y a la exportación de 
materias primas, la agricultura tradicional —sustento de la dieta básica 
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del pueblo mexicano— se vio fuertemente afectada y se mostró incapaz 
de seguir ofreciendo los productos básicos necesarios para el manteni-
miento de la población. La agricultura de exportación prosperaba, mien-
tras los campesinos y sus zonas de producción eran abandonados progre-
sivamente.

3] Un déficit estructural en la balanza de comercio exterior del país. 
Se trata del fracaso de la estrategia original de sustitución de importacio-
nes para reducir la brecha comercial, y de la ausencia manifiesta de una 
política de estímulos a la producción para la exportación. En este con-
texto, el sector agropecuario financiaba la importación continua de los 
bienes de capital e insumos intermedios, necesarios para la expansión 
del aparato industrial nacional.

4] Una crisis de confianza en el sistema, manifiesta en movimientos 
de franca insurgencia. El movimiento del 68 fue su expresión más signi-
ficativa, y le siguieron la organización sindical y los movimientos campe-
sinos, asumiendo distintos papeles contestatarios en los años siguientes 
a su fundación. Todos estos movimientos reflejaron la creciente polari-
zación del país y la desconfianza de importantes grupos sociales en la 
capacidad del gobierno para enfrentar las distintas demandas con res-
puestas constructivas.

5] Un patrón de industrialización concentrada geográficamente y con-
trolado por unos cuantos grupos de capitalistas nacionales y extranjeros. 
En ausencia de una política de descentralización, las normas establecidas 
ofrecieron fuertes ventajas a la aglomeración urbana: tarifas bajas para 
servicios y productos esenciales, acceso privilegiado a los centros del po-
der. Los tibios ofrecimientos de las administraciones estatales de terrenos 
baratos y exenciones de impuestos no lograron hacer un contrapeso fren-
te a las ventajas de los centros ya establecidos. La política de desarrollo 
fronterizo tampoco generó el empleo o la revitalización esperada por los 
autores del programa; la franja fronteriza sigue siendo un importante 
problema socioeconómico para la política nacional.

El entierro de la concepción que inicialmente ceñía el desarrollo 
regional fue un corolario de la misma crisis. Podría fijarse su fecha en 
1977, con el acto administrativo que fusionó a la Secretaría de Recursos 
Hidráulicos con la Secretaría de Agricultura y Ganadería. Esa vida limi-
tada de treinta años mide con bastante exactitud el auge y fracaso de la 
política de localización industrial fundamentada en algunos distritos de 
riego.
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8.3. la internacionalización del espacio mexicano

La nueva visión del desarrollo regional no apareció de golpe. Y las auto-
ridades nacionales tampoco la han formulado en un programa coherente 
y articulado. Como sucedió con los programas de la posguerra, ha sido 
más bien un producto derivado de la estrategia nacional de crecimiento 
económico, una estrategia que tampoco ha sido explicitada a pesar de 
las numerosas publicaciones de planes sectoriales y, recientemente, del 
Plan Global de Desarrollo, 1980-1982. La nueva estrategia no es producto 
de una apertura hacia la economía mundial ni, internamente, hacia los 
sectores privados nacionales del régimen actual. El proceso viene desa-
rrollándose desde todo el decenio anterior: con una creciente conciencia 
de las limitaciones de un estilo de desarrollo “hacia adentro”; paulatina-
mente se comenzaron a tomar medidas cautelosas para abrir la economía 
a los vientos de la competencia internacional; vientos que aceleraron el 
proceso de concentración y centralización del control monopolista en 
sectores importantes de la economía, incluyendo la agricultura moderna, 
la industria pesada, la industria de bienes intermedios para la producción 
de artículos de consumo inmediato, y la aún floreciente industria moder-
na de bienes de consumo. La estrategia no fue solamente producto de 
decisiones políticas internas; también se derivó de la aceptación implícita 
(y luego explícita) de la creciente inserción del país en la economía inter-
nacional de la internacionalización de la economía mexicana. Esto quiere 
decir que se generaron las condiciones conducentes para hacer coincidir 
con felicidad los intereses del gran capital nacional y el transnacional. La 
estructura productiva nacional tuvo que transformarse aceleradamente 
para acoplarse a las necesidades y conveniencias de la nueva división 
internacional del trabajo, al servicio de una clase capitalista que opera 
independiente —y por encima— de toda frontera nacional.

En el plano geográfico esta internacionalización está generando trans-
formaciones mayores. Al reconocer la imposibilidad de seguir alentando 
el crecimiento de los actuales centros urbanos, se intenta promover, con 
una gran variedad de medidas fiscales, la descentralización de la industria 
nacional. Siguiendo con la idea de crear polos de desarrollo, se ha refor-
zado el programa de incentivos (subsidios) para asegurar el éxito de al-
gunos parques industriales importantes en ciudades secundarias como 
San Luis Potosí, Saltillo o Monclova entre otras. La gigantesca inversión 
federal en la zona de Lázaro Cárdenas, Michoacán, también es foco de 
esperanza para los nuevos planificadores que van adicionando su com-
promiso en la zona con inversiones pesadas de múltiples empresas esta-
tales en pleno auge.
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8.4. el regreso de los empresarios

Los problemas sociales, y sobre todo laborales, surgidos a raíz de la ex-
pansión del Programa Nacional Fronterizo, volvieron aconsejable su re-
conceptualización. Los problemas surgieron a pesar de que el programa 
logró crear unos 150 000 empleos y limitadas divisas en condiciones de-
masiado especiales como para representar una solución a problemas 
nacionales apremiantes. Además, el gobierno y los inversionistas recono-
cían que el mercado nacional era potencialmente tan importante como 
el de exportación; de modo que se redefinió el concepto de maquilado-
res, permitiendo su establecimiento en el interior del país para facilitar 
la generación de economías de escala y aglomeración que impulsaran el 
desarrollo industrial descentralizado.

La abierta colaboración del sector empresarial nacional y transnacional 
con el gobierno en turno favoreció otro viraje de la problemática indus-
trial. Los primeros pasos inciertos de los empresarios de Monterrey y el 
Distrito Federal (actualmente Ciudad de México) para salir de las som-
bras, declarando abiertamente su poderío y su creciente dominio en la 
economía nacional, facilitaron la formación de importante grupos eco-
nómicos (conglomerados) que integraron las principales empresas con 
los nuevos complejos financieros (multibancos). Así empezaron a diver-
sificarse sus imperios económicos y ellos a implantar nuevos patrones de 
control social y sindical; de esta manera provocaron una agudización de 
las tensiones industriales, ya deterioradas por la política abierta de res-
tricción salarial impuesta por el Fondo Monetario Internacional y reco-
gida por el actual régimen político. El resultado fue el principio de una 
verdadera descentralización industrial en ciudades secundarias que efec-
tivamente dispersarán la localización industrial.

8.5. petróleo y alimentos

El auge petrolero y las fuertes inversiones complementarias que supone, 
ha propiciado también la reconformación del espacio nacional. Ya sobra 
especificar la magnitud de este auge, cuyos efectos han alcanzado direc-
tamente a quienes vivimos en el territorio nacional. El impacto inflacio-
nario a nivel nacional rebasa las posibilidades de las autoridades mone-
tarias para controlarlo, no sólo por su timidez y su compromiso 
descarado con la teoría monetarista de política económica, sino por su 
adivinable falta de sensibilidad frente a las reacciones a largo plazo de la 
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represión económica de las clases proletarias y campesinas. Las zonas 
afectadas directamente por los descubrimientos (Tabasco, Chiapas, Cam-
peche y ahora Chicontepec) constituyen verdaderos desastres ambienta-
les y humanos; sus moradores padecen desempleo, pobreza, escasez de 
alimentos y vivienda, y desubicación social y física. Lo mismo ocurre en 
los centros de refinación y embarcación marina, donde la infraestructura 
no resulta adecuada a las demandas económicas y sociales creadas, pero 
sí genera prosperidad que se traduce rápidamente en importaciones, 
inflación y altas tasas de crecimiento económico, bases en que se susten-
ta la nueva influencia de México en la economía mundial.

La crisis alimentaria también requirió de atención oficial. El país dejó 
de ser capaz de alimentarse. Aun pudiendo obtener los alimentos faltan-
tes para quienes pueden comprarlos, encuentra obstáculos para hacerlos 
llegar hasta sus destinatarios por falta de un sistema de transporte ade-
cuado. Los movimientos campesinos registrados desde quince años atrás 
provocaron una respuesta oficial con la creación del Sistema Alimentario 
Mexicano (sam) en 1980, respuesta que declara como meta la revitaliza-
ción de las zonas tradicionales de agricultura de temporal donde se es-
pera producir los alimentos faltantes y generar el empleo y la demanda 
efectiva que ensanche el mercado capitalista nacional. Es en efecto un 
programa ambicioso, que requiere de cambios profundos en el estilo de 
operación de la burocracia nacional y la distribución de dádivas; que ha 
evocado el cinismo profundo de analistas académicos, y que aún debe 
probarse en la realidad nacional. De alcanzar éxito provocaría un viraje 
en el equilibrio de la economía rural, y de no cumplir con sus funciones 
sociales aceleraría el ritmo de desintegración de la sociedad rural, sin 
ofrecer alternativas viables para 25 millones de personas.

En su conjunto, estas medidas sectoriales están cambiando el cariz del 
espacio mexicano. Tal conjunto es el producto de tendencias contradic-
torias en la economía nacional, imposibles de analizar con amplitud en 
un ensayo breve, y que están integrando efectivamente nuevas regiones 
nacionales a la economía internacional, al proceso de acumulación de 
capital a escala mundial. En este proceso, la estructura productiva se 
aleja cada vez más de la posibilidad de responder a las necesidades bási-
cas más apremiantes de la población nacional. Se va logrando la descen-
tralización, la integración económica en términos regionales, pero como 
elemento del proceso de la desnacionalización del país, como parte de 
su inserción en la economía internacional.

La omisión en este ensayo de la situación apremiante del Distrito Fe-
deral (ahora Ciudad de México) no responde a una despreocupación 
por las consecuencias humanas de su crecimiento macrocefálico. Es 
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evidente que los políticos nacionales son responsables de su crecimiento 
acelerado y desordenado en los últimos decenios. Los millones están en 
la Ciudad porque, no obstante las declaraciones en sentido contrario, es 
ahí donde está el poder de decisión, los recursos, las oportunidades y las 
esperanzas de grupos que ya no pueden creer en promesas de un pulpo 
político incapaz de resolver cuestiones de mera supervivencia. Pero nues-
tro objetivo fue situar el patrón de crecimiento geográfico en un contex-
to más amplio, un contexto donde la descentralización efectivamente está 
logrando frenar poco a poco el crecimiento demográfico de la capital. 
Las preocupaciones del medio ambiente también podrán mejorar la ca-
lidad de la vida física, expulsando industrias particularmente dañinas y 
acelerando el sistema de transporte colectivo para racionalizarlo. Pero la 
preocupación seguirá siendo la misma; habrá una ciudad gigantesca 
dentro de un espacio donde las actividades económicas estarán más dis-
persas, aun cuando el grado de control real siga aumentando y aunque 
el capital nacional y transnacional operen conjuntamente o de la misma 
manera para promover la internacionalización del capital en el interior 
de la sociedad mexicana.

8.6. consideraciones finales

De momento hay dos preguntas primordiales. ¿Cuál es el precio que debe 
pagar este proceso de internacionalización? ¿Existen alternativas reales 
para los grupos sociales en México? El precio es enorme en términos de 
la tranquilidad social, directamente amenazada por el deterioro de las 
condiciones materiales y sociales de grandes sectores de la población. Los 
beneficios también son considerables, ofreciendo jugosas ganancias para 
los nuevos grupos económicos nacionales e internacionales que gustosa-
mente participen en su integración al aparato productivo global de la 
economía capitalista. Hasta ahora el sistema nacional ha sido capaz de 
manejar estas tendencias contradictorias, pidiendo (y obteniendo) gran-
des sacrificios a los de abajo: en apariencia este pacto social está llegando 
a su fin. El aparato tecnocrático confía en que la descentralización geo-
gráfica contribuirá a resolver algunas de las tensiones, y tal vez estén en 
lo cierto. Lo que no parece tan evidente es la relación entre la dispersión 
geográfica y la democratización de la estructura económica. Sin una 
mayor participación —en términos de empleo y de ingresos— los reme-
dios y las reformas resultarán efímeros.

Las alternativas requieren de cambios profundos. ¿Son estos cambios 
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posibles dentro del sistema? ¿O requieren de cambios del sistema mis-
mo? El sam plantea un nuevo papel para el campesino, pero los meca-
nismos para hacerlo realidad todavía no están claros. El gobierno en-
frenta profundas crisis y las tendencias actuales, las directrices de 
políticas reales, sugieren una aceleración de los ritmos del presente en 
vez de ir hacia cambios estructurales. Lejos de incorporar a los desam-
parados, de transformar la estructura productiva, de compatibilizar la 
descentralización geográfica con el sistema de control económico, las 
perspectivas parecen diferentes. Son las organizaciones populares, al 
ofrecer programas de reestructuración profunda, las que podrán incor-
porar a grupos mayoritarios y ofrecer una solución satisfactoria a sus 
propias necesidades básicas. En su lugar, sin embargo, la política actual 
parece ofrecer una más plena incorporación de nuevos grupos y regio-
nes al proceso de acumulación capitalista global, engendrando una 
mayor explotación, añadiendo su parte a la polarización sociopolítica 
que caracteriza a nuestra época.



[198]

9.  DOS MILAGROS: MONARCAS Y CAMPESINOS1

Hablar de la Reserva Especial de la Biosfera Mariposa Monarca es descu-
brir dos milagros: la supervivencia de la mariposa y la persistencia de la 
población indígena y campesina. Los dos fenómenos son extraordinarios: 
la mariposa, por su perseverancia milenaria de emprender dos veces al 
año un largo vuelo de más de 5 000 kilómetros; los campesinos, por su 
capacidad para resistir el embate político, recrudecido en los últimos 
años, en contra de los productores tradicionales. En sus propias formas, 
cada uno batalla por la supervivencia: a conciencia de las amenazas y sin 
muchas armas. Pero allí están. Nuestro reto es encontrar formas para que 
ambos puedan prosperar mediante el enriquecimiento de la región como 
zona productiva y turística.

En este trabajo sentamos las bases para la formulación de una estrate-
gia de desarrollo sustentable que aprovecharía el ecoturismo como parte 
de un programa diversificado de desarrollo regional. Hasta ahora el 
ecoturismo no sólo no ha contribuido a la prosperidad en la región, sino 
que ha originado todo tipo de conflictos entre los campesinos y entre 
éstos y los agentes externos. Un proceso sustentable exigiría al ecoturismo 
integrarse como parte de la base productiva que permita a las comuni-
dades vivir mejor mientras cuidan y aprovechan los bosques.

9.1. el ecoturismo y la sustentabilidad

Al ecoturismo le corresponde una gran responsabilidad por su compro-
miso con la sustentabilidad. Por eso tendrá que trascender la idea con-
vencional de ser “traslape entre el turismo naturista y el sustentable” para 
abarcar las dimensiones sociales de la organización productiva y la con-
servación ambiental.2 Un ecoturismo exitoso tendría que ofrecer a los 
visitantes la oportunidad de interactuar con la naturaleza de tal manera 

1   Publicado en Comisión Para la Cooperación Ambiental (cca) (1999) Memoria de la 
Reunión de América del Norte sobre la Mariposa Monarca 1997, Montreal.

2   Kreg Lindberg, profesor de Ecosistemas Forestales en la Universidad Estatal de Ore-
gon, comentó en un intercambio sobre el tema que “en consideración de que el verda-
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que su visita permita preservar y aumentar las cualidades especiales del 
sitio y de su flora y fauna. Al mismo tiempo tendría que facilitar a los 
habitantes locales un nivel de vida decoroso y a los futuros visitantes la 
posibilidad de disfrutar los atractivos actuales. Para lograrlo, el proyecto 
tendrá que contemplar la ampliación y diversificación de la base produc-
tiva, de modo que los habitantes que ofrecen estos servicios alcancen un 
estándar de vida sustentable.

El desarrollo sustentable, tema poderoso y controvertido, ha creado 
metas aparentemente imposibles para políticos e impulsores del desarro-
llo. La dificultad radica en que, en las actuales condiciones, ¡la acumula-
ción de riqueza crea pobreza! Peor aún: uno y otro grupo contribuyen 
al deterioro; los ricos por su acceso ilimitado a recursos y fuentes de 
energía, y los pobres por carecer de alternativas. Entre las naciones más 
pobres, el abismo social no sólo les impide recurrir a los recursos natu-
rales para aliviar su situación, sino que incluso agudiza el daño ambiental 
al expulsar a la gente de sus comunidades y negarle la oportunidad de 
construir sus propias soluciones.

Por esta razón, la búsqueda de la sustentabilidad implica una doble 
estrategia: por una parte, se tienen que romper las cadenas que limitan a 
la gente que busca fortalecer sus organizaciones o crear nuevas, y usar sus 
escasos recursos para buscar soluciones alternativas para sus problemas; 
por la otra, una estrategia de desarrollo sustentable tendrá que contribuir 
a forjar un nuevo pacto social, cimentado en el reconocimiento de que 
tanto la erradicación de la pobreza como la incorporación democrática de 
los desamparados a las diversas estructuras productivas son impostergables.

La sustentabilidad, entonces, es una lucha por conservar la diversidad 
en todas sus dimensiones. Las campañas internacionales para conservar 
el germoplasma, proteger a las especies en peligro de extinción y crear 
reservas de la biosfera están multiplicándose como reacción a la crecien-
te ofensiva de la producción depredadora; muchas de las comunidades 
hostigadas luchan para defender su integridad como organismo social, 
sus derechos y su sobrevivencia mientras tratan de asegurar su subsisten-
cia. La preocupación por la biodiversidad, en su sentido más amplio, 
abarca no sólo la flora y la fauna amenazadas, sino también la supervi-
vencia de estas comunidades como guardianas del ambiente natural y 
como productoras.3

dero ecoturismo (es decir, el turismo natural realmente comprobable) es poco común, 
quizá nos quedemos con el ecoturismo como un objetivo”.

3   Para una discusión sencilla de la sustentabilidad, véase Barkin (1998).
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9.2. la autosuficiencia: un principio ineludible

La autosuficiencia es central para cualquier estrategia de sustentabili-
dad. La integración del sistema de comercio mundial promueve la espe-
cialización en todas las áreas productivas. En contraste, la sustentabilidad 
conduce a un menor grado de especialización en todas las áreas de 
producción y la organización social. Históricamente, la autosuficiencia 
alimentaria surge como una respuesta necesaria de muchas sociedades 
frente al peligro de depender del comercio internacional. Las ricas tra-
diciones culinarias ayudan a cubrir esta necesidad cuando se aplican los 
amplios conocimientos de las comunidades sobre las cualidades nutri-
cionales y agroecológicas de granos, frutas, verduras, hierbas y especias. 
En algunas regiones, como en el oriente de Michoacán, se han aplicado 
políticas para desalentar la producción básica: la gente fue conducida 
hacia una especialización silvícola de graves consecuencias para la nutri-
ción, el empleo y la capacidad comunitaria de mantener control sobre las 
tierras; la especialización forestal también trajo un deterioro ambiental 
con terribles consecuencias para el bienestar humano.4

Sin embargo, la autosuficiencia alimentaria representa sólo parte de 
una estrategia de diversificación productiva que es principio fundamental 
del movimiento sustentable. Históricamente, los campesinos no se han 
limitado a cultivar sus terrenos o a cualquier otra actividad productiva 
única; se han caracterizado más bien por la diversificación de sus activi-
dades productivas de subsistencia. La transferencia de modelos de agri-
cultura comercial para promover el desarrollo en el tercer mundo fue lo 
que llevó a políticas agrícolas erróneas, ignorantes de la naturaleza mul-
tifacética del sistema tradicional de producción rural. El desarrollo sus-
tentable ha encarado directamente este problema al intentar reintroducir 
estrategias de diversificación, a medida que se enfrenta el problema de 
la escala de operación apropiada y la canasta de productos.

4   La pérdida de la capacidad de alimentarse con producción regional es un problema 
generalizado que conduce a malnutrición y hambruna. Ahora se reconoce que sus oríge-
nes son en gran parte sociales más que técnicos (o de oferta); Sen (1981) es particular-
mente elocuente para exponer este punto. Otros han examinado en detalle el “origen 
social” de estrategias y crisis alimentarias (Barkin, et al., 1991; Barraclough, 1991).
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9.3. una estrategia de participación democrática  
para la diversificación rural y el mejoramiento productivo

El desarrollo sustentable es una metodología para la reorganización pro-
ductiva que incluye el aprovechamiento de experiencias de grupos loca-
les de todo el mundo. Aunque su emprendimiento requiere de soluciones 
productivas arraigadas en los recursos disponibles, no podría lograrse sin 
una participación democrática efectiva para definir, planear e instrumen-
tar los proyectos. La experiencia reciente ha dejado ver la importancia 
de crear redes de organizaciones para apoyar y defender este trabajo; sin 
el mutuo refuerzo de organizaciones no gubernamentales (ong), las 
agrupaciones locales no serían tan eficientes a la hora de obtener fondos 
para sus proyectos, asistencia técnica para ponerlos en marcha y apoyo 
político contra la intransigencia o incredulidad de políticos e institucio-
nes locales y nacionales (Friedmann y Rangan, 1993).

Sin embargo, el desarrollo sustentable no será aceptado fácilmente, 
pues implica una lucha política por el control del aparato productivo; 
requiere que se redefina no sólo qué y cómo producimos sino además a 
quién le será permitido producir y con qué propósitos. Para las organi-
zaciones que participan en proyectos de desarrollo sustentable en áreas 
rurales, como la Reserva de la Monarca, los conflictos giran alrededor 
del control de los aparatos de la política local y el poder económico, 
además del uso de recursos. La lucha por asegurar en este proceso una 
mayor participación del campesinado, la población rural, las mujeres y 
otras minorías en desventaja, no conduce automáticamente al desarrollo 
sustentable. Una amplia participación democrática es el mejor instrumen-
to para crear las bases de una distribución más equitativa de la riqueza, 
y un elemento fundamental para forjar una estrategia de desarrollo 
sustentable. Hasta ahora no se ha permitido la participación efectiva de 
las comunidades en la elaboración e instrumentación de los programas 
de desarrollo turístico.

Hoy en día se buscan mecanismos para una participación más efectiva 
de la sociedad civil en la gestión de gobierno en México. Hay proyectos 
de ley oficiales para garantizar mayor seguridad institucional a las ong y 
otras agrupaciones de la sociedad civil: se ha empezado a crear mecanis-
mos de colaboración y comunicación cuya eficacia mejoró gracias a la 
tecnología.5

5   La red mexicana de comunicación La Neta es un ejemplo de esfuerzo exitoso de la 
propia comunidad ong por ofrecer acceso a las comunicaciones electrónicas y a la “su-
percarretera de la información”. Por otro lado, el Programa de las Naciones Unidas para 
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Sin embargo, los actuales proyectos de ley también incluyen la amena-
za de un mayor escrutinio por autoridades políticas y fiscales preocupadas 
por la creciente fuerza de este movimiento y por su mayor eficacia para 
desarrollar proyectos sustentables a lo largo del país.6 Es evidente que 
estamos en una encrucijada importante que aumentará las probabilida-
des de una mayor participación popular en proyectos locales para fomen-
tar el bienestar y la producción y, como consecuencia, iniciativas condu-
centes a un desarrollo más sustentable.

9.4. autonomía local: una estrategia para la sustentabilidad

La integración global está creando oportunidades para algunos y pesadi-
llas para muchos. En esta yuxtaposición se requiere una nueva estrategia 
de desarrollo rural: una que revalore la contribución de la producción 
tradicional y de quienes la hacen posible. En la actual economía mundial, 
la mayoría de productores rurales del tercer mundo no puede competir. 
A menos que se les proteja de alguna manera, sus productos tradiciona-
les sólo hallarán mercado dentro de los estrechos confines de sus comu-
nidades pobres, comunidades que enfrentan un destino similar.

Para forjar una base productiva que permita a las comunidades pros-
perar y al mismo tiempo proteger a la monarca, será necesaria una nue-
va estrategia. Las políticas actuales alejan a los campesinos de sus activi-
dades tradicionales y los expulsan de sus comunidades (Barkin, et al., 
1991). Campesinos y comunidades indígenas requieren de apoyos efec-
tivos para emprender las nuevas actividades productivas que les permiti-
rán continuar viviendo y produciendo en sus propias regiones. Aun con 

el Desarrollo patrocina la Red de Desarrollo Sustentable, un sistema de comunicación 
electrónica y promoción de ong, coordinado desde la Secretaría de Medio Ambiente, 
Recursos Naturales y Pesca, Semarnap (actualmente Secretaría del Medio Ambiente y 
Recursos Naturales Semarnat).

6   No es mera casualidad que el Banco Mundial reconozca la eficacia de las ong. Como 
resultado, les ha encargado en México varios de sus proyectos de desarrollo social y el 
emprendimiento de algunos de desarrollo local y regional. También ha destinado fondos 
especiales para su participación activa en la evaluación de otros proyectos gubernamen-
tales: sin embargo, el gobierno se muestra reticente a permitir al Banco ejercer estas 
partidas. De igual manera, el gef (Global Environmental Facility), manejado por el Ban-
co Mundial, está incorporando varias ong en la puesta en marcha para la administración 
y evaluación de sus proyectos, especialmente diseñados para promover empresas susten-
tables; las áreas naturales protegidas constituyen regiones favorecidas para este programa 
que reconoce explícitamente la importancia de los principios enunciados aquí.
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el estricto criterio de la economía neoclásica, este apoyo no debe conce-
birse como un caso más de proteccionismo ineficiente, puesto que la 
mayor parte de los recursos tendría un mínimo o nulo costo de oportu-
nidad para la sociedad en general.7

Nuestra propuesta consiste en crear una economía local autónoma. Si 
fuéramos capaces de reconocernos como una sociedad drásticamente 
estratificada, el país estaría en mejor condición para seguir políticas que 
reconozcan y saquen ventaja de estas diferencias hasta mejorar el bien-
estar de todos los estratos. Una estrategia que refuerce a las comunidades 
rurales y posibilite la diversificación productiva hará que el manejo del 
crecimiento sea fácil en aquellas áreas comprometidas con la economía 
internacional. Aún más importante, tal estrategia ofrecería a la sociedad 
la oportunidad efectiva de confrontar activamente los cambios en la ges-
tión ambiental y la conservación de sus recursos naturales, además de 
que le abriría oportunidades a los grupos particularmente capacitados y 
dispuestos para tal actividad.8

La economía política de la autonomía no es nueva. A diferencia de la 
versión actual que permea todas nuestras sociedades, confrontando a ricos 
y pobres, nuestra propuesta plantea la creación de estructuras para que 
el segmento de la sociedad que elija vivir en áreas rurales y emprender 
un programa alternativo de desarrollo regional encuentre el apoyo del 
resto de la nación. Este modelo de autonomía alterno comienza con la 
base heredada de la producción rural y sigue con el mejoramiento de 
la productividad mediante la agroecología. Además requiere de nuevas 
actividades productivas que aprovechen la herencia cultural y de recur-

7   Muchos analistas se resisten a concebir a los campesinos como productores eficien-
tes. Según ellos, los campesinos trabajan en una escala demasiado reducida y con escasos 
recursos para ser eficientes. Sin embargo, en muchas partes de México y América Latina, 
si los campesinos dejaran de producir, sus tierras y los insumos que utilizan no estarían 
disponibles para el cultivo por agricultores comerciales. Los bajos costos de oportunidad 
de la producción primaria en regiones dominadas por campesinos e indígenas son pro-
ducto de la falta de oportunidades de empleo productivo. La diferencia en los criterios 
sociales para evaluar el costo de la producción social y la valoración del mercado deriva 
de la determinación de los sacrificios que la sociedad en su conjunto tendría que asumir 
al adoptar una u otra opción. Sunkel (1991) plantea las bases para una estrategia “desde 
adentro”.

8   Gran parte de la literatura referente a la participación popular señala la aportación 
multifacética que la incorporación productiva de los grupos marginales podría ofrecer a 
la sociedad (Friedman, 1992; Friedman y Rangan, 1993; Stiefel y Wolfe, 1994). Así como 
se han examinado muy poco las estrategias de sustentabilidad específicas en las comuni-
dades rurales pobres es evidente que muchos de los conocimientos analizados por los muy 
experimentados con los grupos de base (por ejemplo, Glade y Reilly. 1993) son congruen-
tes con los principios enunciados por los teóricos y los analistas como Altieri (1999).
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sos de la comunidad y de la región para el desarrollo posterior. Puesto 
que demanda respuestas específicas frente a un problema general, la 
concepción y desarrollo del programa depende en gran medida de la 
participación local. Mientras que los lineamientos generales son amplia-
mente discutidos, los detalles específicos de los programas de inversión 
necesitan las aportaciones directas de los productores y sus socios.

Lo nuevo es la introducción de una estrategia explícita para fortalecer 
la base social y económica que permita a estos grupos mayor autonomía. 
El reconocimiento y fomento de los grupos marginales se vuelve una 
alternativa que les ofrece mejores perspectivas de desarrollo. La propues-
ta de la economía autónoma podría mal interpretarse como una nueva 
encarnación de la “guerra contra la pobreza” estadunidense o el enfoque 
mexicano de “Solidaridad” para aliviar los peores efectos de la margina-
lidad. Sería un gran error; no se trata de una simple transferencia de 
recursos para compensar a los grupos atrasados por su pobreza, sino un 
conjunto integrado de proyectos productivos que ofrezca a las comuni-
dades rurales la oportunidad de generar bienes y servicios que contribu-
yan a elevar sus estándares de vida mientras mejoran el ambiente en el 
que viven.9

9.5. los límites del ecoturismo: la mariposa monarca

El vuelo de la mariposa monarca entre Canadá y México se transformó 
en el símbolo del proceso de integración de las tres naciones de Améri-
ca del Norte. El fenómeno de su hibernación en México fue “descubier-
to” hace 20 años (1974-1976) cuando investigadores de la Universidad 
de Toronto, Canadá, trazaron en México la línea final del vuelo.10 Por 

9   Para una discusión general, véase Barkin (1998). Funde (1994) ofrece un programa 
concreto para la reconversión de El Salvador basado en los principios discutidos en este 
trabajo. Las propuestas de grupos como la Red Interamericana de Agricultura y Demo-
cracia contienen ejemplos específicos de iniciativas de grupos de base para desarrollar 
programas como los aquí propuestos. El Centro de Ecología y Desarrollo en México 
propone un programa de desarrollo regional que es ejemplo directo de lo que planteamos 
(Chapela y Barkin, 1995).

10   De hecho, los campesinos de Angangueo, Michoacán, sabían del trayecto de las 
mariposas desde hace por lo menos 20 años, ya que por lo menos uno de ellos, trabajan-
do como bracero en Canadá en los años cincuenta tuvo la curiosidad de preguntarse si 
eran las mismas que llegan a su región año tras año. Las siguió a pie, y con aventones, y 
confirmó el proceso; no se les ocurrió a los investigadores preguntarles a los campesinos, 
y su relato quedó como anécdota, que me contó en 1966.
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supuesto, la presencia de la mariposa era conocida desde tiempos inme-
moriales por los residentes locales y por un amplio segmento de la po-
blación en el oeste-centro de México. Sin embargo, fue la publicación en 
National Geographic de los detalles del trayecto de las mariposas lo que 
más contribuyó a la modificación de las condiciones sociales y económi-
cas en la región.

Una vez anunciado al mundo, el espectáculo de la visita invernal del 
lepidóptero empezó a atraer a centenares de miles de visitantes. El de-
creto de la reserva especial, que se promulgó en 1986, abarcó varias zonas 
para “proteger” la región de las actividades humanas destructivas. Como 
resultado, mucha gente de la región ha venido tomando a mal a los in-
trusos, pues sus visitas anuales han incrementado la regulación guberna-
mental de sus vidas y ocasionado la pérdida de tierras, conflictos sociales 
intensos y agudización de la miseria.

Hay serios problemas económicos y sociales en el área protegida; mu-
chos son manifestaciones locales de la crisis general de la sociedad mexi-
cana, que dificulta la supervivencia de los pobres rurales y la defensa de 
sus actividades tradicionales. En el área protegida la gente resultó afec-
tada por las medidas de conservación. La declaratoria de las zonas núcleo 
y de amortiguamiento en la reserva condujo a la prohibición o severa 
restricción de la actividad forestal tradicional sin que las comunidades 
recibieran compensaciones por la reclasificación de sus tierras ni opor-
tunidades productivas alternas que les permitieran ganarse el sustento en 
otras partes de la región.

Los problemas de la región y de sus comunidades no comenzaron en 
1986 ni pueden atribuirse solamente a las mariposas. Las estructuras lo-
cales de control caciquil fueron parte de la historia local desde tiempo 
atrás. La demanda industrial de celulosa y los mecanismos locales para 
concentrar la riqueza y las oportunidades, crearon presiones sobre el 
bosque y dividieron a las comunidades durante décadas. Las oportunida-
des abiertas por la expansión incontrolada del turismo y la distribución 
arbitraria del botín entre un grupo reducido de comuneros, agudizaron 
los problemas.

En este ambiente se requiere un nuevo acercamiento al desarrollo 
regional. Si bien hay un reconocimiento general de que el ecoturismo 
puede ofrecer a la gente nuevas oportunidades, queda claro que sin otras 
actividades productivas complementarias que creen trabajo e ingresos, 
los campesinos continuarán con sus actividades cotidianas tradicionales, 
esas que aceleran la destrucción ambiental y amenazan la viabilidad del 
bosque de oyamel donde la monarca pasa el invierno.

Hoy una red local de ong y confederaciones de comunidades y grupos 
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productivos ha decidido crear estas oportunidades luego de reconocer 
los enormes costos ocasionados por los conflictos entre comunidades 
derivados de las estrategias que la burocracia impuso. Su principal limi-
tación, a nuestra manera de ver, es la falta de un mecanismo para desa-
rrollar las estrategias de producción viables; necesitan información acer-
ca de los recursos y mercados, así como un mecanismo eficaz para 
canalizar los recursos. Pero sin un acceso privilegiado al crédito, tampo-
co podrán emprender las inversiones requeridas. Las organizaciones 
tienen que llevar el proceso de cooperación, sustentado en una amplia 
participación local, a una etapa superior que consiste en crear las empre-
sas necesarias para capitalizar el ecoturismo y para la diversificación. Éste 
es el camino para crear una sociedad con mayor autonomía, la alterna-
tiva en la cual el ecoturismo contribuiría al conjunto de actividades que 
componen el programa de desarrollo sustentable.

9.6. hacia la creación de una capacidad para la autonomía local

La estrategia para promover una capacidad de desarrollo local autónomo 
y sustentable se compone, consideramos, de cuatro elementos funda-
mentales:

1]	El reconocimiento de las comunidades locales como derechohabien-
tes en los foros de discusión y gestión regional. Su eficacia participa-
tiva dependerá de la disponibilidad de recursos para que se involu-
cren de manera efectiva en el desarrollo de proyectos productivos, 
incluida la reimplantación de sistemas tradicionales de producción 
de alimentos también tradicionales y otras necesidades fundamen-
tales en dieta y organización social.

2]	La diversificación de las actividades productivas. Un programa del 
manejo sustentable de los recursos naturales, sociales y culturales 
en la región podría relacionarse con la enorme demanda de la po-
blación mexicana por conocer su país y sus procesos naturales. No 
es una demanda limitada a los cuatro meses de visita de la monarca. 
Crear el conjunto de servicios turísticos y apoyos para el manejo am-
biental de los recursos regionales abrirá una amplia gama de opor-
tunidades para segmentos importantes de la región.

3]	Reorganización de la actividad y los servicios turísticos. No es acep-
table reforzar la estacionalidad. Las vacaciones principales de los 
mexicanos y el clima abren la posibilidad de que el periodo de visita 
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a la región se extienda a todo el año. La riqueza cultural, la diver-
sidad biológica y étnica y las diferencias ecológicas hacen factible 
diversificar la oferta de servicios turísticos. De esta manera se gene-
rarían recursos para remunerar las labores de manejo ambiental y 
se crearían sinergias entre actividades hoy antagónicas.

4]	Finalmente, el reconocimiento del valor de la contribución regional 
para la protección de la gran cuenca hidráulica Lerma-Chapala. Si 
aumenta la cobertura forestal y se realizan labores de conservación 
es probable que la región aporte a la cuenca un volumen de agua 
mayor, un valor que debe reconocerse con pagos a los comuneros. 
De igual manera, si se pueden revertir las actuales tendencias hacia 
la deforestación, es probable que la región se vuelva más efectiva 
para transformar en oxígeno los gases de efecto invernadero (bió-
xido de carbono), de donde pueden resultar beneficios colaterales 
importantes, pues en algunas partes del norte se empieza a vender 
estos gases a los generadores.

Estos pasos son fundamentales para que monarcas y campesinos sigan 
disfrutando de las bondades de la región. Las sociedades mexicana y 
estadunidense han demostrado la importancia y el valor de conservar esta 
región de hibernación. Ahora falta movilizar los recursos para que ambos 
milagros permanezcan.
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10.  LA CONSTRUCCIÓN SOCIAL DE LA DEFORESTACIÓN EN MÉXICO:
LOS INCENDIOS DE 1998 EN LA SELVA TROPICAL  
DE LOS CHIMALAPAS1

con miguel ángel garcía2

La deforestación es un proceso complejo, producto de la interacción de 
numerosos factores sociopolíticos y económicos con el medio natural. En 
México, una gran variedad de factores están involucrados: disputas por 
la tierra, luchas para controlar los gobiernos locales o lucrativos contratos 
de trabajo del sector público, competencia por obtener permisos para 
cortar madera, y el descontento con las arbitrarias (y frecuentemente 
injustas) decisiones administrativas acerca del acceso al agua, o los medios 
usados en la implementación de las decisiones para la protección de 
ciertas áreas. En un último análisis, sin embargo, dos problemas funda-
mentales se encuentran en el centro de los procesos de deforestación: 1] 
la profunda inequidad que caracteriza a la sociedad mexicana y la des-
ventajosa posición de las comunidades forestales en las negociaciones con 
los gobiernos locales, estatales y federales, así como con el sector privado 
que es el comprador final de sus recursos; y 2] el profundo desacuerdo 
acerca de la importancia de proteger el medio ambiente y asegurar su 
integridad para las futuras generaciones mientras se provee de una razo-
nable subsistencia bajo la base de los preceptos de la producción susten-
table (Barkin, 1998).

A medida que se intensifican los desacuerdos acerca del control de 
los bosques y las adecuadas estrategias para su manejo, los diferentes 
grupos intentan proteger sus intereses y obstaculizan el avance de sus 
adversarios. Mientras que el campo de acción en esta lucha es general-
mente el mismo bosque, algunas veces los perdedores obvios son capaces 

1   Documento preparado a invitación del Panel Intergubernamental de Bosques, crea-
do por la Asamblea General de las Naciones Unidas para presentarse en el taller Nortea-
mericano sobre las Causas Subyacentes de la Deforestación y Degradación de los Bosques, 
Winnipeg, Canadá, 1998. Publicado en F. Novelo y J. Flores (comps.) (1999), Globalización, 
estado y actores sociales en México, México, Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco, 
pp. 103-124.

2  Miguel Ángel García es miembro fundador de la Asociación Civil, Maderas del 
Pueblo que ha acompañada a los pueblos de la zona de las Chimalapas en sus luchas 
para poder gestionar su región, según sus costumbres, durante muchos años; m_a_zu-
les@hotmail.com.
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de tomar ventaja de una apertura política, para llevar su caso a una 
audiencia más amplia y ganar alguna ventaja temporal. Sin embargo, 
inevitablemente, la lucha regresa a los bosques causando un costo de-
vastador con la aceleración aún mayor del ritmo de la deforestación. 
Este año (1998), los cambios provocados por El Niño se unieron a la 
conspiración contra los bosques, incrementando su vulnerabilidad, con 
la alteración de los patrones climáticos, dejando los árboles especialmen-
te expuestos a los daños causados por incendios que en otras circuns-
tancias se hubieran extinguido por sí mismos, o pudieran haber sido 
fácilmente controlables.

La magnitud sin precedentes de los incendios de 1998 en los Chimala-
pas es una manifestación altamente visible y extremadamente viciosa de 
las luchas políticas y sociales en la región. Si bien es cierto que el fenó-
meno de El Niño creó las condiciones propicias para elevar el riesgo de 
incendio, aumentando el volumen de materia orgánica seca en el piso 
de los bosques, fueron las condiciones socioeconómicas las que surtieron 
el combustible que hizo que las conflagraciones ocasionaron los daños 
materiales y las desgracias humanas. Los conflictos sociales están crecien-
do en intensidad como resultado del rápido avance del proceso de la 
reforma neoliberal, que se implementa para acelerar la integración eco-
nómica internacional, que está polarizando a la sociedad mexicana. En 
este ensayo, describimos las peculiares dinámicas del proceso sociopolí-
tico relacionado con los incendios y exploramos sus implicaciones en una 
de las selvas tropicales más grandes que subsisten en Norteamérica, los 
Chimalapas, y en el proceso de deforestación en general. La región de 
los Chimalapas es importante, no sólo por la magnitud de su área de 
bosque tropical intacta, sino también porque la inusual y diversa concen-
tración de flora y fauna hacen su aún gran biodiversidad especialmente 
valiosa; también es el hogar de diferentes grupos étnicos, los cuales han 
aceptado la responsabilidad de conservarla, como parte de su lucha por 
proteger y fortalecer su propia herencia cultural y productiva, lo cual la 
hace todavía más especial.

10.1. la selva tropical de los chimalapas

El bosque tropical de los Chimalapas está situado en el corazón del 
Istmo de Tehuantepec, la estrecha franja de tierra donde el Golfo de 
México más se acerca al Océano Pacífico. Históricamente, parte del 
estado sureño de Oaxaca, sólo una pequeña fracción se localiza en el 
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estado de Chiapas. Incluso antes de que los nativos pagaran 25 000 pesos 
en oro para comprar los títulos de sus propias tierras en el siglo xvii, 
llegaron numerosos fuereños, atraídos por lo que ellos imaginaron era 
una fuente de inimaginable riqueza.3 Durante los siguientes siglos, la 
extraordinaria diversidad de los recursos naturales atrajo un gran núme-
ro de exploradores para explotar los bosques. En las décadas más recien-
tes, el vasto territorio “desocupado” se convirtió en un sitio ideal para 
crear potreros de parte de ganaderos ansiosos de aumentar sus hatos en 
el trópico. A pesar de las condiciones inhóspitas, también atraía la colo-
nización, tanto de asentamientos espontáneos de personas provenientes 
de zonas con escasez de tierra en los altos de Chiapas, como por la 
transferencia programada oficialmente de campesinos y etnias de otras 
regiones del país.

Las fuerzas institucionales idearon una diferente visión de la selva 
tropical de los Chimalapas. Los practicantes y promotores del desarrollo 
lamentaron la falta de infraestructura para controlar los vastos recursos 
hidráulicos de la región; a principios de los años setenta, bosquejando 
repetidamente planes para construir un sistema imponente de seis presas 
interconectadas para almacenar agua en los valles y cañones y luego 
transportarla a través de un túnel de 40 km. que suministraría agua a un 
complejo petroquímico y regaría las planicies costeras (en el Pacífico) 
donde se pretendía sembrar cultivos de exportación. Otro proyecto se 
inició a mediados de los años ochenta, requiriendo de grandes inversio-
nes en carreteras para facilitar el corte y extracción de valiosas maderas 
tropicales para exportación. Finalmente, intereses comerciales y ganade-
ros consideraron a la selva tropical como un obstáculo a eliminar como 
parte de sus ambiciones para la riqueza y modernidad; elaboraron planes 
para una autopista de cuatro carriles a través de la intocada selva, desde 
los altos de Chiapas hasta el centro de México.

Actualmente, los Chimalapas comprende un área cercana a las 
600 000 hectáreas que reclaman dos comunidades indígenas: Santa 
María Chimalapa que controla 460 000 ha y San Miguel Chimalapa con 
134 000. Además de estas dos comunidades que conforman las cabece-
ras municipales, numerosos pequeños asentamientos brotaron a lo 

3   La corona española publicó un título colectivo de “360 leguas cuadradas” (más de 
900 000 ha) de bosques “para todos los vecinos y sus descendientes del pueblo de Santa 
María Chimalapa”, miembros de la etnia zoque, en compensación por el oro pagado por 
don Domingo Plácido en 1687 (Archivo General de la Nación, 1937. Copia certificada del 
título de propiedad común). [El valor de dichas piezas de oro 300 años más tarde es 
probablemente equivalente a cerca de un millón de dólares, si las piezas fueran de un 
peso estándar, equivalente al centenario de hoy.]
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largo de las laderas de los ríos y en los valles; existen 38 “congregacio-
nes” formales, creadas con la autorización de las autoridades locales, 
mientras que otras 34 poblaciones están constituidas por colonos. Mu-
chas de éstas últimas fueron formadas como parte de los esquemas 
gubernamentales de colonización, mientras que otras fueron simple-
mente creadas por invasores; en ambos casos, se apropiaron ilegalmen-
te de tierras comunales y muchas son controladas por intereses de ga-
naderos apoyados por grupos políticos que activamente tratan de 
minimizar la efectividad de las instituciones de usos y costumbres de las 
etnias. Actualmente, la región está habitada por alrededor de 18 000 
personas, 3 000 en cada una de las dos cabeceras municipales y las demás 
dispersas en los asentamientos reconocidos. Una quinta parte de la 
tierra ha sido deforestada para potreros.

10.2. crisis, conflicto y conciliación

Durante años la región ha sido escena de conflictos por el control de 
la tierra. La violencia se volvió cada vez más común, a menudo aprove-
chando las diferencias étnicas como pretexto para las provocaciones. Para 
reducir estas tensiones, en 1991, la población de origen zoque, que com-
pone un tercio del total, invitó a miembros de los demás grupos étnicos, 
a campesinos y a mestizos a negociar pactos de convivencia; pero en la 
actualidad [1998] es más difícil controlar la violencia, porque sus raíces 
están firmemente enclavadas en una industrialización ambiciosa y un 
programa de infraestructura diseñado para transformar la región en un 
polo de desarrollo para las grandes firmas internacionales. Exacerbando 
la tensa situación, en 1995, el estado de Chiapas, modificó su Constitución 
para redefinir de manera unilateral sus límites territoriales, incluyendo 
no sólo las 12 000 hectáreas que históricamente habían sido reconocidas, 
sino adicionándose otras 148 000 hectáreas que han sido objeto de dispu-
tas desde el año de 1950 (inexplicablemente, las autoridades del estado 
de Oaxaca no han respondido formalmente a esta acción).

En 1987, un encuentro de ambientalistas y académicos preocupados 
por la protección de los Chimalapas resultó decisivo en la formulación 
de una estrategia de largo plazo para la protección y el bienestar de la 
población local y la región. La participación repentina en esta reunión 
de las autoridades comunales contribuyó a forjar una amplia coalición 
que transformaría los planes para convertir la tierra zoque en una reser-
va de la biosfera; de haberse concretado, habrían removido las comuni-
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dades de la zona. Se había convocado al encuentro como una respuesta 
a las preocupaciones acerca de las consecuencias de décadas de explota-
ción maderera, colonizaciones, expansión de la frontera agrícola y gana-
derización del sureste de México; la selva tropical había venido desapa-
reciendo a una tasa alarmante.4

Durante los subsiguientes cuatro años los ambientalistas y académicos 
se reunieron con las comunidades para concertar un nuevo programa 
para la zona. Por medio de una ong local, Maderas del Pueblo del Su-
reste (Maderas), se propuso una figura innovadora “Reserva Campesina 
de la Biosfera” como alternativa social para proteger a las comunidades 
y la región con su densa concentración de biodiversidad. La necesidad 
de realizar una acción era lo más urgente ya que previos esfuerzos para 
proteger un ecosistema similar en la selva Lacandona, más hacia el sur, 
habían resultado inútiles a pesar de que había sido decretada oficialmen-
te área protegida natural. Conforme exploraban las opciones, ong, aca-
démicos y comuneros, se alarmaron con el avance de los planes de im-
plementar los tres proyectos de desarrollo arriba mencionados.

Esta colaboración con las comunidades marcó un avance fundamental 
para la resolución de los conflictos ambientales. La insistencia de las 
autoridades de Chimalapas de participar en el diseño e implementación 
del plan de protección y gestión era crucial en la formulación de la pro-
puesta final. La demanda para una Reserva Campesina constituiría el 
objetivo central durante los próximos años para la ong, Maderas, la cual 
asumió la responsabilidad de coordinar las actividades de grupos externos 
a la región con las comunidades.

Los apoyos de fundaciones y organizaciones internacionales, junto con 
algunos fondos públicos, comenzaron a fluir para la puesta en práctica 
de una gran diversidad de esfuerzos para la conservación, producción y 
evaluación.5 Se había iniciado una infraestructura básica para mejorar las 
condiciones de vida de la población local, mientras que se habían creado 
pequeñas empresas para hacer un mejor uso de los recursos que venían 
extrayendo y ofrecer así mejores oportunidades a las comunidades. Asi-
mismo, se emprendieron estudios para explorar este acervo natural de 
biodiversidad. Con apoyo externo, los zoque iniciaron un pequeño pro-

4   Hay una extensa literatura sobre la “ganaderización” de la producción rural y los 
esfuerzos de los ganaderos para reclamar superficies forestales para sus hatos. Véase, por 
ejemplo, Feder (1972) para el caso mexicano. DeWalt (1983) y Barkin et al., (1991) ofre-
cen una visión global del mismo fenómeno.

5   Los apoyos más importantes fueron otorgados por el Fondo Mundial para la Natu-
raleza (wwf), la Fundación Rockefeller, el Instituto Synergos y la Agencia para el Desa-
rrollo de Ultramar del Reino Unido (oda).
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grama para educar a sus niños en su propio idioma y para promover su 
cultura, fortaleciendo las instituciones y autoridades locales; sin embargo, 
no todos estos proyectos fueron de fácil implementación, ya que los dis-
tintos grupos —comunidad, gobierno, fundaciones, ong y expertos in-
dependientes— buscaban poner en marcha cada uno su propia agenda. 
Con el fin de establecer algún orden y crear canales efectivos de coordi-
nación y comunicación, se crea en 1992 un grupo integrador, El Comité 
Nacional para la Defensa de los Chimalapas, que contó con apoyo de 
amplios grupos científicos, de la sociedad civil y aun del gobierno (Umlas, 
1998). Esta iniciativa fue reforzada con el anuncio presidencial de crear 
reservas ecológicas campesinas en el sureste de México.6

El siguiente año, 1992, se aceleró el proceso, ya que varias figuras 
públicas apoyaron los esfuerzos innovadores de crear el plan de gestión. 
Se establecieron compromisos para reforzar las iniciativas locales y pro-
mover negociaciones para resolver los persistentes conflictos de tenencia 
de la tierra y los desacuerdos políticos. Como medida de las buenas in-
tenciones del momento, el gobierno federal ofreció cambiar la ruta 
propuesta de una nueva autopista de Chiapas hacia el centro del país 
para no invadir a las comunidades, a pesar de que su construcción sería 
mucho más cara y requeriría de un viaje mucho más largo. Esta colabo-
ración creó un nuevo dinamismo que contribuyó a consolidar las instan-
cias comunales de gobierno y su capacidad de liderazgo, resultando en 
un ejemplar programa de manejo de recursos a largo plazo. Maderas ha 
madurado como una eficaz ong, reconciliando las aspiraciones comuna-
les con la disponibilidad de recursos provenientes de fuentes externas y 
apoyando de manera constructiva en la generación de capacidades loca-
les de gestión y administración.

Desafortunadamente, a pesar de estos avances, poderosos intereses 
políticos de Chiapas y Oaxaca siguieron provocando nuevos brotes de 
violencia, a raíz de los conflictos agrarios no resueltos y de sus aspiracio-
nes para aprovechar oportunidades que esperan que podrían surgir con 
un nuevo “mega-proyecto” transístmico, promovido por grupos compro-
metidos con la estrategia de integración internacional. La decisión uni-
lateral del vecino gobierno de Chiapas para cambiar los límites estatales 
refleja no sólo una simple lucha por la tierra sino por cuestionar el 
modelo de desarrollo para la región propuesta por los zoque. En Oaxaca, 

6   El Comité y la ong local, Maderas del Pueblo del Sureste, son ejemplos importantes 
de una nueva forma de protagonismo social en México que contribuyen a facilitar la 
implantación de un modelo de desarrollo sustentable, alternativa al modelo neoliberal de 
integración económica internacional.
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también, los cambios políticos agudizaron las tensiones: después de 1993, 
se desconoció la decisión de las autoridades estatales anteriores de per-
mitir que avanzaran y maduraran los procesos locales de gobierno, res-
paldado por los programas internacionales que promovían la gestión 
sustentable local junto con las instituciones y culturas indígenas; una 
guerra continua y no declarada contra las comunidades se fue intensifi-
cando y además estuvo acompañada de una abierta campaña de ataques 
a Maderas del Pueblo que incluyó vanos intentos de suspender los apoyos 
recibidos de sus patrocinadores. Esta oposición fue motivada por una 
preocupación oficial justificada de que la participación de las bases y el 
control comunitario de los valiosos recursos naturales, excluiría a los más 
poderosos grupos industriales de la explotación de los recursos naturales 
de la región.

Asimismo, algunos grupos económicos poderosos del estado de Chia-
pas continúan promoviendo un modelo centralizado de cambio econó-
mico, fincado en un reordenamiento de los recursos naturales para ex-
portar maderas finas, ganado y frutas y verduras de riego. La profunda 
divergencia en cuanto a los principios que rigen en los mercados y el 
papel de las comunidades en su propia gestión y gobierno ha ocasionado 
enfrentamientos particularmente violentos en los años recientes en los 
Chimalapas, que se reflejan de manera parecida en las negociaciones 
relacionadas con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional. Como se 
verá, estas características estructurales tomaron un camino trágico a me-
diados de 1998 cuando los incendios forestales aceleraron aún más la 
deforestación en la región.

10.3. los bosques mexicanos y la temporada de incendios  
en 1998: una perspectiva nacional

Dos tercios del territorio mexicano son o deberían ser boscosos, con una 
amplia variedad de especies, dependiendo del ecosistema. Como resulta-
do, México ocupa el onceavo lugar en volumen de recursos boscosos 
entre las naciones del mundo, y cuarto lugar, después de Indonesia, 
Colombia, y Brasil en cuanto a la biodiversidad de flora y fauna. Refirién-
dose específicamente a las variedades de pino y encino, México ocupa el 
primer lugar.

Esta enorme riqueza fue seriamente dañada durante décadas de exce-
siva explotación, como resultado de las inadecuadas políticas de adminis-
tración y desarrollo. Las políticas económicas discriminatorias afectaron 
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a la población rural en general, y a los grupos indígenas en particular, 
forzándolos a menudo a migrar hacia los más inhóspitos y frágiles eco-
sistemas del país, involucrándose en prácticas productivas y de manejo 
depredador que contribuyeron a la destrucción ambiental. Por otro lado, 
las políticas agrarias promovieron un control monopólico de compañías 
madereras sobre vastas regiones de bosques; las estrategias comerciales 
crearon mercados protegidos para los productos maderables; sin embar-
go, los más recientes cambios eliminaron estas restricciones, intensifican-
do la explotación de la madera del país y favoreciendo la expansión de 
los ranchos ganaderos, especialmente en las selvas tropicales del sureste 
Mexicano, produciendo un peculiar patrón de deforestación que se vol-
vió muy conocido en todo el mundo: el dramático contraste en las foto-
grafías de satélite del bosque en la frontera que separa a México de 
Guatemala ofrece un desolador testimonio del carácter rapaz de la ad-
ministración de los bosques en México. Aunque esta destrucción evolu-
cionó rápidamente, las selvas tropicales mexicanas han sufrido aún más, 
declinando de unos 20 millones de hectáreas a tan sólo 2 millones du-
rante el siglo xx.

Los incendios forestales son una persistente y destructiva fuerza cau-
sante del deterioro de los ecosistemas naturales. Debido a la inusual 
combinación de condiciones climáticas y meteorológicas antes y después 
del invierno de 1997-1998, atribuidos a El Niño, estos incendios tuvieron 
un particularmente fuerte impacto en los bosques y selvas mexicanas.7 
Sus efectos fueron claros, aun para el ciudadano común, e inexplicable-
mente subestimado por varios grupos dentro de los gobiernos federales 
y estatales, incluyendo, más sorprendentemente a las mismas autoridades 
ambientales (la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y 
Pesca (Semarnap), hoy Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales (Semarnat)).

Las declaraciones de Semarnap trataron de mediatizar la gravedad de 
los daños a los bosques causados por los incendios. Intentaron minimizar 
su propia responsabilidad en el problema y su eventual solución, desta-
cando que en México fueron menos significativos que en otros países, 

7   Entre los problemas más importantes que aumentaron la vulnerabilidad estuvieron: 
las lluvias abundantes de 1997 que intensificaron la acumulación de biomasa; las heladas 
del invierno de 1998 que ocasionaron una desecación de la vegetación; los fuertes y per-
sistentes vientos de febrero y marzo, a veces con la fuerza de un huracán, pero sin hume-
dad; las lluvias tempranas que resultaron la mitad del promedio normal, y en el norte del 
país simplemente no llovió; El Niño causó muchos problemas graves, conduciendo a altas 
temperaturas y una de las sequías más agudas del siglo; y, en 1998, temperaturas altas 
récord en cada región del país durante la época de estiaje (Semarnap, 1998).
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incluyendo a Estados Unidos. Este intento sin duda, estaba condicionado 
por los políticos del más alto nivel federal, quienes asignaron bajas prio-
ridades a los programas de manejo ambiental conforme se intensificaban 
las presiones económicas; la prevención y combate a los incendios, nun-
ca una alta prioridad, fueron específicamente señalados en estos recortes 
presupuestales y remplazados con piadosas declaraciones de preocupa-
ción. A inicios de la primavera, estos mismos políticos reconocieron la 
gravedad de la situación, pero actuaron con lentitud para solicitar asis-
tencia externa, y sólo hasta después de que 17 campesinos murieron 
apagando fuegos en el estado de Puebla y de que los daños comenzaron 
a causar serios problemas más allá de las fronteras del país. Sorpresiva-
mente, una vez que lo peor había pasado, las cifras preliminares dadas a 
conocer por la Semarnap, como veremos, subestimaron significativamen-
te la gravedad de la experiencia. Después del establecimiento de las lluvias 
en julio, se dio a conocer que había habido 14 210 incendios desde el 
inicio del año hasta mediados de julio, afectándose 583 000 hectáreas, de 
las cuales sólo 27% (150 000 ha) comprendían bosques maduros.8 La 
misma fuente oficial declaró que los daños en Oaxaca habían sido de 
47 500 ha y otras 129 000 en Chiapas, cerca de 30% del total de 1998.

El Consejo Técnico Consultivo Nacional Forestal (Conaf), un grupo 
promovido por el gobierno federal, que incluye a representantes de todos 
los sectores, al parecer no tuvo más alternativa que aceptar las cifras ofi-
ciales, señalando la gravedad de la situación: el número de incendios fue 
el doble de la media de incendios en el periodo 1992-1997 y 35% por 
encima de la cifra histórica más alta en 1988; el área afectada era tres 
veces el tamaño del promedio del mismo periodo. Las declaraciones de 
prensa también minimizaron la relativa importancia de esta información: 
“sin subestimar el daño”, el área quemada fue sólo 0.41% del total de 
áreas de bosque del país.9 Como se sugiere abajo, estas cifras fueron in-
creíblemente bajas.

En el periodo más álgido de los incendios forestales de 1998, las de-
claraciones de los más altos niveles de gobierno fueron explícitas al se-
ñalar a los supuestos culpables de esta tragedia. Los políticos identificaron 

8   La fuente oficial de la Secretaría ya no está disponible en sus páginas públicas. Com-
parando, diez años antes, las cifras de los incendios forestales eran similares a los repor-
tados para 1998. En 1988, se reportaron afectadas 518 000 ha sin alguna desgracia huma-
na. Eso es, 65 000 ha menos que en 1998 cuando se mataron más de 70 personas durante 
las batallas para controlar los incendios. Considerando esta información los datos de 1998 
no parecen creíbles.

9   Declaración final del Conaf, 30 de julio de 1998, difundido en el internet por miem-
bros de ong del Consejo.
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como responsables a los pobladores rurales más pobres, quienes practi-
can la agricultura de roza-tumba y quema en las selvas del sureste y a las 
comunidades campesinas en otras partes del país quienes regularmente 
usan el fuego como una herramienta agrícola para limpiar sus terrenos 
de malezas antes de la nueva temporada de cultivos.10 Nunca se recono-
ció la diferencia entre los campesinos con parcelas de subsistencia y los 
ganaderos quienes usan la misma técnica de roza y quema pero en esca-
las significativamente diferentes; mientras que los primeros abren peque-
ñas áreas para su propio uso, los segundos limpian grandes extensiones 
para extender sus potreros e incrementar el tamaño de sus hatos. En 
consecuencia, los campesinos pobres se transformaron en víctimas y se 
convirtieron en el blanco de una intensa campaña publicitaria intentan-
do poner a la opinión pública en contra de los agricultores tradicionales. 
No se discutieron las razones por las cuales los campesinos optaron por 
estas prácticas; tampoco se inició una búsqueda seria de alternativas a la 
política que trataba de disuadir a los campesinos en zonas de la agricul-
tura de temporal para que dejen de sembrar sus granos tradicionales, sin 
otorgarles los recursos financieros, ni los insumos requeridos, o la asis-
tencia técnica que sería necesaria para que cultivaran otros productos.11 
Tan sólo dos meses más tarde de los incendios, las autoridades de agri-
cultura “descubrieron” una inminente crisis alimentaria, ya que el país 
de nuevo se verá obligado a importar más de la mitad de sus necesidades 
de alimentos básicos.

La experiencia durante los incendios de 1998, sugiere que las estima-
ciones cuantitativas de las áreas dañadas son equivocadas. El dato de 
47 500 ha para Oaxaca es absolutamente increíble. Sólo en la región de 
Chimalapas, por ejemplo, Maderas estimó que 210 000 ha habían sido 

10   En su explicación de las causas de los incendios de 1998, la Secretaría publicó la 
siguiente lista: 54% fueron resultado de actividades agrícolas y ganaderas, 16% de cambios 
deliberados en el uso del suelo (i.e. incendiando alguna superficie para el cultivo o los 
pastizales) 10% por fumadores, 9% por fogatas, 2% por actividades forestales y la apertu-
ra de derechos de vía, con 7% atribuibles a otras causas (sembradíos ilegales, ferrocarriles, 
torres de transmisión eléctrica, etc.) (Semarnap, 1998).

11   Las políticas a que se refieren son, entre otras: precios mínimos de garantía para 
los productos básicos que no cubren los costos reales de producción, restricciones sobre 
el acceso al crédito que evitaron que los de productos de pequeña escala cambiaran de 
área de sembradío o aumentaron su productividad, y políticas de comercio exterior que 
determinaron la importación masiva de alimentos baratos y de baja calidad para ir redu-
ciendo el costo del programa de subsidio a las tortillas. Sin recursos para mejorar su 
producción, muchos agricultores de subsistencia se ven obligados a continuar sus prácticas 
tradicionales de roza-tumba-quema, sembrando las nuevas parcelas en medio del bosque 
a medida que volvieron improductivas sus viejas parcelas.
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afectadas. Sus miembros participaron activamente en el combate a los 
incendios durante toda la temporada; realizaron estas labores, tanto de 
manera directa como en colaboración con el ejército mexicano y con 
expertos del Servicio Forestal de Estados Unidos, quienes fueron traídos 
al país para asistir en los esfuerzos de combate a los incendios. Desde el 
término de las conflagraciones, Maderas ha trabajado junto con la World 
Wildlife Fund (wwf), la Sociedad para el Estudio de los Recursos Bióticos 
de Oaxaca (serbo), miembros de las comunidades locales, responsables 
de las brigadas de incendios, y funcionarios de la Semarnap; usando un 
sistema de información geográfica (sig) desarrollado en los últimos años 
para programar el manejo de los recursos naturales y las inversiones, los 
polígonos definieron las áreas dañadas en la propuesta reserva; este tra-
bajo reveló que ¡los Chimalapas experimentaron un daño cerca de cinco 
veces mayor que el área reportada para todo el estado!12

Esta discrepancia sustancial entre los reportes oficiales y la realidad, es 
tan problemática como mistificante. No podríamos encontrar una expli-
cación sensata a estas estimaciones minimizadas y pareciera evidente que 
en la totalidad del país fueron afectadas más de un millón de hectáreas, 
con una significante proporción afectada por daños serios como resul-
tado de los fuegos subterráneos y los que se propagan en la copa de los 
árboles en lugar del piso, dado que éstos son los dos tipos de fuego más 
peligrosos y más dañinos.

10.4. hacia un mejor entendimiento de los incendios  
en los bosques

¿Por qué los incendios forestales en México, se están volviendo cada vez 
más dañinos y más difíciles de controlar? ¿Son las prácticas de cultivo de 
los campesinos más pobres del país la verdadera causa del problema? 
¿Las políticas para prevenir los incendios debieran asignar una primor-
dial importancia a culpar a los campesinos de pequeña escala? Estas 

12   El equipo de Maderas participó en el grupo de trabajo encargado de evaluar la si-
tuación en la Selva Zoque, que incluye Los Chimalapas, El Ocote, Chiapas y Uxpanapa, 
Veracruz. En su primera reunión, los funcionarios de la Semarnap presentaron su estima-
ción de 600 ha dañadas en Uxpanapa, cifra que se incluyó posteriormente en el informe 
nacional. Para los que estaban en las actividades de combate de los incendios o quienes 
habían viajado por la zona, la estimación del daño fue mucho mayor; usando la base de 
datos del sig, Maderas estima que por lo menos 10 000 ha fueron afectadas. En este caso, 
la propia Secretaría devolvió el reporte a la oficina local para su revaloración.
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preguntas son fundamentales para entender el papel de los incendios en 
la dinámica de la deforestación en México. Antes de continuar con nues-
tro análisis detallado de la experiencia en los Chimalapas, vale la pena 
explorar estas cuestiones a nivel nacional.

El frívolo diagnóstico de los incendios forestales ofrecido por el sec-
tor público, es tan peligroso como desorientador. El identificar a esta 
manifestación de empobrecimiento como la causa raíz de los incendios, 
sólo puede servir para desorientar las políticas públicas. No será posible 
extirpar el problema con la prohibición de la agricultura de roza-tumba 
y quema o de las quemas para limpiar los terrenos. Independientemente 
de que estas medidas puedan ser deseables, si pudieran ser consideradas 
obligatorias, su promulgación sólo incrementaría el sesgo de las políticas 
públicas contra los más pobres. En términos prácticos, también, es im-
portante evaluar la acusación de que esta gente es culpable de causar los 
incendios: normalmente, el campesino de pequeña escala, quien limpia 
una hectárea o dos de vegetación secundaria, procura controlar su incen-
dio, porque las consecuencias de que se extienda fuera de control son 
desastrosas para el mismo campesino (por ej. el secado de las corrientes 
subterráneas con una reducción en el flujo de agua, menos vida silvestre 
dada la menor cobertura, escasez de leña); las familias más pobres son 
las más directa y seriamente afectadas cuando estos incendios salen de 
su control. Durante décadas, si no es que más, estos campesinos han sido 
muy responsables en el manejo de los fuegos de tal forma que los hacen 
autolimitantes. En pocos casos, la resequedad de la maleza cambió las 
condiciones de manera dramática, cómo podría haber sido el caso en 
1998, exponiendo los bosques a impredecibles peligros para los cuales 
los campesinos no estaban preparados.

Por otro lado, los ganaderos privados en el sureste limpian y queman 
en promedio 50 ha por año, incluyendo las partes más altas de las mon-
tañas donde pocos campesinos intentan trabajar. Limpiar terrenos para 
establecer pastizales es importante para los ganaderos, no sólo porque 
éstos cubren las necesidades del hato, sino porque es una manera de 
respaldar un reclamo o apropiación de la tierra, reclamo que frecuente-
mente es la causa de conflictos con otros campesinos quienes intentan 
defender sus derechos sobre los mismos terrenos; los ganaderos se pre-
ocupan poco por controlar los incendios y quizá, de hecho, sean renuen-
tes a comprometerse a hacer los mayores gastos que implicaría una forma 
más responsable de limpiar los terrenos. Si los incendios se salen de 
control, ellos pueden intentar ejercer su poder económico y político para 
apropiarse de las áreas afectadas, o conservarlas como reserva para futu-
ras expansiones de sus hatos ganaderos.
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Sin embargo, en el contexto de los incendios forestales, los problemas 
no resueltos de tenencia de la tierra son incluso de una mayor importan-
cia en México. En nuestra investigación preliminar para conseguir mate-
rial de análisis con el fin de informar sobre los incendios forestales, re-
sultó significativo que muchos de los incendios más graves en todo el país 
ocurrieron en áreas donde son comunes los conflictos sobre la tierra y 
los valores culturales, o donde las luchas políticas contra cacicazgos loca-
les o el ejercicio arbitrario e impune de muchas formas de poder, son 
quejas comunes.13 Un fenómeno diferente pero asociado, es el perma-
nente crecimiento y expansión de la producción y tráfico de drogas en 
México. El interés de los capos de la droga en provocar incendios, quizá 
esté relacionado con el deseo de extender los cultivos de opio y marigua-
na, así como en limpiar franjas de terrenos para establecer pistas de 
aterrizaje clandestinas o claros para dejar caer la droga; la inusual alta 
incidencia de fuegos de grandes dimensiones en áreas aisladas pudiera 
ser el resultado de operaciones de limpieza deficientemente controladas 
en adversas condiciones de extrema sequía, como las ocurridas en 1998.

Finalmente, para algunos de los pobladores más pobres en las regiones 
forestales, los incendios quizá hayan tenido los efectos perversos de libe-
rarlos de la tiranía de la nueva ley forestal y del proceso acelerado de 
integración económica. Los propietarios de pequeñas áreas forestales, sin 
recursos ni acceso a la asistencia técnica y crédito, incapaces de competir 
en mercados abiertos regionales o globalizados, quizá incluso consideren 
su propiedad de los bosques como una restricción para mejorar sus ni-
veles de bienestar. Con la limpia de los terrenos, éstos pueden practicar 
la agricultura de subsistencia o establecer cultivos comerciales a pequeña 
escala, a pesar de sus muy escasos recursos.

En conclusión, esta revisión sugiere que en México se incendió mucho 
más de lo que se nos informó y que las principales causas estructurales 
no son las que se señalaron en el discurso oficial. La declaración de la 
Conaf (nota 5), indirectamente confirma nuestro escepticismo acerca de 
identificar como culpables a los más pobres, notando que 84% del área 
forestal estaba ubicada donde no había industria forestal, y en gran me-

13   Los conflictos de valores culturales son importantes. En su trabajo de campo, Veró-
nica Vázquez García notó: “En Ocotal Grande, una comunidad popoluca de Veracruz 
sufrió de los incendios que azotaron a todo el país en primavera de 1998: 16 ha de una 
finca cafetalera fueron destruidas porque la única familia protestante en la comunidad 
no colaboraba con las demás, que son católicas, cuando quemó su parcela antes de la 
siembra. El resultado fue desastroso, y me sirvió para entender la complejidad de los 
problemas ambientales, así como la manera en que los factores religiosos pueden influir 
en estos problemas”. Comentario de David Barkin sobre el libro de Maier (1998).
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dida no estaba sujeta a un programa de manejo forestal, conservación o 
restauración; el 16% restante estaba en áreas de bajos niveles de explo-
tación. Para que tengamos la capacidad de revertir el patrón destructivo 
de utilizar los incendios como un arma peligrosa y velada para atacar a 
los grupos sociales más débiles, es urgente examinar los motivos y accio-
nes de otros grupos sociales involucrados en conflictos locales como 
parte de la explicación de las causas subyacentes de los incendios y la 
deforestación.14

10.5. los incendios en los chimalapas

Los incendios de 1998 en los Chimalapas afectaron más de un tercio de 
esta selva tropical. Contrariamente a las afirmaciones gubernamentales y 
aquéllas de la Conaf, muchos de los incendios de esta región ocurrieron 
en áreas con un plan de manejo local, en donde la mayoría de la pobla-
ción local participa en los esfuerzos de conservación bajo un programa 
de protección, retando abiertamente a los caciques y a las autoridades 
locales que están atadas a organizaciones políticas oficiales. La ong Ma-
deras asumió la responsabilidad de trabajar con la población local, para 
promover los programas de silvicultura como parte de un programa más 
amplio para dar forma a un proceso de desarrollo congruente con los ob-
jetivos comunales de conservar su herencia colectiva junto con la biosfera.

Los comuneros tienen una larga historia de organización comunal 
para prevenir y controlar los incendios. Sin embargo, en 1995, Maderas 
en colaboración con las autoridades locales, se comprometió a realizar 
un ejercicio de planeación para identificar aquellas zonas que son más 
susceptibles a la amenaza de incendios. No fue sorprendente descubrir 
una importante coincidencia entre estas zonas y tres importantes factores:

1] Conflictos agrarios y la expansión de potreros privados para ganado;

14   Un análisis detallado del nexo entre degradación ambiental en general y deforesta-
ción en particular, el conflicto violento y la escasez de la tierra respalda los hallazgos de 
nuestro análisis (Howard y Homer-Dixon, 1998). Adelson (1997) examina estas relaciones 
en mayor profundidad desde una perspectiva diferente; una de sus conclusiones princi-
pales es relevante: “Una mejoría del ambiente no ocurriría y no debe esperarse, hasta que 
los campesinos tengan alternativas económicas viables que les permitan sobrevivir sin 
causar mayor deforestación para ampliar sus campos de cultivo”. En San Lázaro, Marqués 
de Comillas, un campesino lo expresó así: “Estamos dispuestos a conservar la selva, pero 
no nos beneficiará. Cortamos los árboles porque no tenemos otra opción productiva”.
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2] Expansión de la frontera ganadera por parte de los comuneros más 
solventes; y

3] El acelerado crecimiento del tráfico de drogas, en zonas que han 
sido claramente identificadas y señaladas a las autoridades federales 
por parte de las autoridades comunales.

El diagnóstico también analizó las condiciones que se hubieran nece-
sitado para propagar los incendios. Se tomaron las decisiones basándose 
en la limitada habilidad para controlar los fuegos, las condiciones socia-
les existentes y los altos índices de humedad en las áreas de selva tropical 
y de bosques de niebla (donde normalmente llueve 11 meses al año) que 
hacen difícil que los incendios se prolonguen. Como resultado, se decidió 
concentrar las actividades en la zona oriente, donde se localizan las más 
grandes áreas de bosque templado y donde continúan los conflictos sobre 
tenencia de la tierra y sobre los límites entre los estados de Oaxaca y 
Chiapas. El análisis sugirió que estos factores eran primordiales en causar 
los incendios forestales en esta región.

Se entrenó y equipó a una brigada comunal especializada en combate 
de incendios para que vigilara esta zona. También fueron entrenados 
otros comuneros de la región. Esta estrategia funcionó bien durante 1996 
y 1997, basándose en iniciativas individuales de comuneros que reporta-
ban fuegos y estableciendo un mecanismo de comunicación para movi-
lizar los recursos que se necesitaban. La gran limitante de este método 
era que para el momento en que se detectaban los humos de los incen-
dios, éstos ya estaban muy avanzados; pero no se pudo disponer de re-
cursos para la construcción de casetas de detección, para la compra del 
equipo necesario y para pagar salarios a guardabosques comunales; ¡a las 
comunidades se les indicó que la Secretaría de Hacienda no autorizaría 
este tipo de gasto! Maderas insistió y consiguió dinero de fuentes inter-
nacionales para adquirir parte de las herramientas, pero no pudo obtener 
recursos para las casetas (8 000 dólares cada una) y para pagar a los 
guardabosques. Para el momento en que llegó el equipo, 12 000 ha de 
bosques de pino con alta regeneración y de pastizales se habían quema-
do y varios incendios ya habían aparecido en el corazón de la selva, 
mismos que resultaban imposibles de controlar.

En todo el país los incendios incrementaron su intensidad y el humo 
viajó hasta Texas y Florida, provocando medidas de emergencia por parte 
del gobierno de Estados Unidos. Conforme la gravedad de la situación se 
volvió evidente, se solicitó ayuda externa. Personal del Servicio Forestal de 
Estados Unidos se unió a las tres brigadas especializadas de la Semarnap con 
equipo especializado; asimismo, se unió un creciente número de soldados 
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mexicanos. En México, los trámites burocráticos hicieron más lenta la llega-
da del equipo moderno al frente de fuegos, pero posteriormente un impre-
sionante arribo de material reforzó a los cuadros humanos, y fueron incapa-
ces de controlar varios de los puntos de fuego hasta que las lluvias llegaron 
un mes más tarde. Mientras que mucha de esta ayuda fue proporcionada 
por la Agencia Norteamericana para el Desarrollo Internacional (us aid), 
tres helicópteros air cranes, usados para transportar agua al corazón de la 
selva, fueron contratados por el gobierno mexicano a empresas privadas (dos 
fueron asignados a Chimalapas y el tercero a la vecina reserva de El Ocote) 
al costo de 5 000 dólares por hora; contratados durante 25 días, representa-
ron un costo total de cerca de 3 000 000 de dólares.15 Es cierto que sin este 
apoyo aéreo, los daños forestales hubieran sido mucho mayores.

Hubo claras sospechas en la zona de que algunos de los brotes habían 
sido provocados. Un extraño conjunto de 17 diferentes frentes de fuego a 
lo largo de una misma latitud, abarcando alrededor de 100 km de este a 
oeste, empezó a arder en el corazón de la selva tropical alta y del bosque 
de niebla. Zona totalmente inaccesible, sin ningún poblado ni área de pro-
ducción agrícola o rancho ganadero, los incendios en estas áreas húmedas 
en medio de la selva fueron los más enigmáticos; en las comunidades se 
hicieron cuestionamientos acerca de su forma tan peculiar, considerando 
su carácter secuencial y su aparente autoperpetuación. Se intensificaron las 
especulaciones de que éstos quizá hayan sido provocados para crear bases 
de contrainsurgencia con el arribo de tropas especiales de la “zona de 
guerra” chiapaneca, quienes no colaboraron con las brigadas de combate 
de incendios. Esta sospecha fue reforzada por el comentario de uno de 
los técnicos norteamericanos, quien identificó la huella singular de estos 
incendios con incidentes similares en Indochina.16

Cuando todo había terminado, 68 incendios forestales habían ocurrido 
durante 45 días. De los 17 en el corazón de la selva tropical, seis nunca 
fueron controlados. El 20 de junio, las tormentas tropicales finalmente 
acabaron con todos los incendios que permanecían. Para ese momento, 
210 000 ha, 35% del área total, habían sido dañadas (el gobierno del estado 
fijó el daño en 25 000 ha, “de las cuales sólo un tercio era de bosque”).17 

15   Hay que considerar esta suma a la luz de la falta de dinero para las casetas de ob-
servación.

16   Comunicación con los brigadistas en la zona y el experto norteamericano; el dispo-
sitivo tiene el apodo de “ping-pong” entre los norteamericanos, por la forma de sus con-
tinuos rebotes explosivos y son utilizados para el propio Servicio Forestal Norteamericano 
para, desde el aire, provocar cortafuegos en zonas de difícil acceso.

17   Minimizar el daño, algunos sugieren, podría relacionarse con las elecciones que se rea-
lizaron poco tiempo después. Los datos fueron publicados en La Jornada, 9 de julio de 1998.
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126 000 ha fueron áreas de alta montaña y bosque de niebla; de éstas, 
18 000 ha de bosque de niebla virgen fueron completamente quemadas.

10.6. la naturaleza de los incendios

Aunque las comunidades asumieron responsabilidad por algunos de los 
incendios, resultado de la falta de cuidado de algunos de sus miembros, 
otros fueron directamente relacionados con las actividades ganaderas. 
Sin embargo, la escala del desastre no puede explicarse por estos inci-
dentes. Es particularmente significativo que algunos de los incendios más 
grandes y más incontrolables permanecen sin explicación.

En este contexto, entonces, nuestra búsqueda de las causas y motivos 
nos llevó a examinar la historia de la región y a identificar a los benefi-
ciarios potenciales de los incendios. En un ejercicio de superposición de 
los planos de los ambiciosos proyectos de infraestructura del sector pú-
blico de épocas pasadas sobre un mapa en que se localizaban los incen-
dios, descubrimos una preocupante coincidencia entre dos grandes pero 
muy diferentes proyectos: tres presas propuestas a inicios de los ochenta, 
como parte de un proyecto “Chicapa-Chimalapa” evaluado por el Banco 
Mundial, y la ruta directa de la autopista planeada a inicios de los noven-
ta desde Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.18 En discusiones dentro de las comu-
nidades, descubrimos que el candidato oficial para el congreso local 
había sido por mucho tiempo uno de los promotores del proyecto de las 
presas, con su túnel de 40 kilómetros para conducir las aguas desde la 
selva tropical alta a los valles de la costa. De igual forma, el candidato a 
gobernador (ahora electo) en Oaxaca es uno de los más firmes promo-
tores del llamado megaproyecto del Istmo, mientras que grupos podero-
sos en Chiapas estuvieron renovando sus reclamos para abandonar la 
larga desviación en la carretera acordada en 1992, y regresar a la ruta 
original que cruza la selva tropical; la zona de esta ruta original fue seve-
ramente dañada por las conflagraciones (todos los trabajos de la autopis-
ta fueron suspendidos en 1996, ya que estos reclamos fueron tomados en 
cuenta en los más altos niveles de gobierno).19

En nuestro análisis final, los incendios de 1998 son un reflejo del 

18   No se incluyen los mapas en este libro; pueden encontrarse en la fuente original o 
con el autor de este libro.

19   Estas reflexiones sobre las causas subyacentes de los incendios de 1998 fueron re-
forzadas por seis artículos en un suplemento especial de La Jornada Ecológica, 27 de julio 
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complejo panorama de los conflictos sociales y económicos que están 
desgarrando las estructuras de la sociedad mexicana. Algunos fueron el 
resultado directo de la falta de cuidado e irresponsabilidad de campesinos 
pobres e indígenas intentando ganarse a duras penas su subsistencia en 
condiciones desfavorables; otros fueron el producto de ganaderos codi-
ciosos, intentando expandir su riqueza y su control sobre los recursos. 
Pero los incidentes más serios pueden ser mejor explicados como pro-
ducto de un profundo conflicto no resuelto alrededor de aspectos fun-
damentales de justicia social, valores ambientales y el modelo de desarro-
llo. Imposibilitados para usar la fuerza directa para atacar a los grupos 
indígenas de comunidades pobres quienes exitosamente se han aliado 
con campesinos pobres, y sin la capacidad de sacarlos de la región, los 
ricos y ambiciosos grupos industriales y financieros parecen estar usando 
todos los medios disponibles para bloquear los acuerdos políticos de 
épocas pasadas y la aún frágil conciencia ambiental y social de la época 
actual. No hay escrúpulos en esta guerra sin fronteras. Pero hay altos 
costos y víctimas reales.

10.7. conclusiones e implicaciones políticas

Este análisis de los incendios forestales en Chimalapas durante la primera 
mitad de 1998 nos obliga a revisar el proceso de deforestación en México. 
No es correcto ni de utilidad culpar de esta terrible tragedia a los más 
pobres del país. Desviando la atención sobre las causas subyacentes de 
la deforestación, el gobierno intenta impedir cualquier discusión de los 
profundos problemas sociales y filosóficos causados por sus continuos in-
tentos de acelerar el ritmo de la integración económica internacional. La 
ambiciosa infraestructura y programas de inversión productiva propues-
tos para la estratégica región del Istmo de Tehuantepec y los Chimalapas 
claramente plantean la cuestión de qué tipo de desarrollo y para quién. 
Éste es un tema que virtualmente se ha convertido en tabú en los círcu-
los oficiales, de donde la gente honesta ha sido excluida. Estos esfuerzos 
por eliminar el debate e imponer una mano dura en la implementación 
de políticas económicas que amenazan el bienestar de los grupos locales 
están provocando una fuerte oposición y muchas formas de conflicto a 
través del país. En respuesta, algunas de las personas poderosas y grupos 

de 1998, con el título: “El fuego: ¿Elemento purificador o factor de la devastación? Una 
reflexión sobre los incendios forestales.”
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que se sienten agraviados por la incapacidad oficial para imponer de ma-
nera unilateral sus proyectos, están tomando los asuntos en sus propias 
manos, como sus antecesores lo han venido haciendo por generaciones. 
En Chimalapas, en 1998 los resultados fueron trágicos.

La gravedad de la situación es evidente tal como lo es la promesa per-
sonificada en un inusual acuerdo que reconoce las capacidades de las 
comunidades. Conforme planificaba sus esfuerzos de restauración, después 
de los incendios de 1998, la presidencia mexicana explícitamente aceptó 
este potencial en las comunidades de los Chimalapas, excluyendo a la re-
gión de la lista de 85 áreas de restauración ecológica en las cuales el go-
bierno federal implementaría sus programas sin ningún proceso de con-
sulta a las poblaciones directamente afectadas. En lugar de ello, el 
ejecutivo, a través de la Semarnap, acordó firmar un acuerdo escrito que 
establece mutuos derechos y obligaciones en una “Comisión Técnica Co-
munal” que examinaría el problema en las parcelas en forma detallada y 
determinaría las técnicas específicas de restauración y reforestación en 
cada área. Al reconocer la legitimidad y autoridad de las comunidades, el 
acuerdo puede ser un importante avance para aceptar el modelo de admi-
nistración de la selva que limitaría la deforestación a través de la protección 
de los bosques contra la explotación por parte de intereses externos y que 
retrasaría la integración violenta de la región al proceso de globalización, 
permitiendo a las comunidades implementar una estrategia alternativa.

Si México ha de aprender de esta experiencia, y evitar su repetición 
en el futuro, no será suficiente con mejorar los sistemas de combate a 
los incendios o la capacidad de prevenirlos. Tampoco será suficiente re-
conocer a las comunidades e invitarlas a la mesa de negociaciones y a los 
encuentros de planeación. Será imprescindible llegar a un consenso que 
permita a los grupos en conflicto alcanzar mutuas y satisfactorias soluciones 
de algunos de los asuntos más conflictivos de nuestros días: tenencia de la 
tierra, participación popular en la gestión y diseño de planes de manejo 
de recursos y, más importante, el mismo diseño del modelo de desarrollo. 
La mera enunciación de esta agenda imponente, hace evidente que es 
muy probable que la deforestación y los incendios forestales continuarán 
siendo nuestros compañeros de viaje durante muchos años. También es 
claro que si compartimos un objetivo común de protección de los bosques 
y de los ecosistemas de los cuales ellos forman parte, se debiera dedicar una 
atención mucho más seria a fortalecer las capacidades de las comunidades 
locales comprometidas a defender estos recursos como parte de su esfuerzo 
de sobrevivencia como individuos y como grupos.
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11.  LA INGOBERNABILIDAD EN LA GESTIÓN DEL AGUA 
URBANA EN MÉXICO1

introducción

A pesar de un mandato constitucional, la descentralización de la gestión 
del agua urbana en México ha contribuido a agudizar la marginalidad 
social y la degradación ambiental. Frente a una pobre capacidad técnica 
y financiera de los gobiernos locales, el organismo federal —Comisión 
Nacional del Agua (cna)—2 ha tomado control efectivo, imponiendo un 
modelo tecnocrático y una orientación hacia la privatización del sistema 
o sus partes componentes (e.g., tratamiento). Este modelo ha generado 
un patrón generalizado de sobreexplotación de los acuíferos, una gran 
irregularidad en el acceso al agua y una amplia violación del marco re-
gulatorio, sobre todo entre los grupos campesinos, indígenas y los pobres 
en las ciudades. El resultado ha sido una generalizada polarización, obli-
gando a los pobres a pagar más para su agua e infligiendo enormes 
costos sociales a estos segmentos de la población por los daños ocasiona-
dos a la salud humana por causas fácilmente evitables.

Aunque la descentralización es un tema central de la reforma admi-
nistrativa, la cna continúa siendo una organización semiautónoma en-
cargada del cobro y vigilancia de las agencias locales del agua. Las admi-
nistraciones locales que gestionan el agua urbana, son presionadas para 
cambiar sus estructuras de gestión, a fin de brindar un servicio adecuado 
en la parte hidráulica, sanitaria, económica y social; sin embargo, las 

1   Publicado en Soares, D., Vázquez, V., Serrano A., y Regalado, A. (eds.), Gestión y 
cultura del agua, Jiutepec, Morelos, imta, 2006, pp. 44-71.

2   La Comisión Nacional del Agua (cna), fue creada en 1989, como una agencia espe-
cializada que centralizara todos los temas relativos a la gestión del agua. Su amplia capa-
cidad de acción le permite no sólo tratar con los problemas de manejo de los recursos de 
agua de la nación sino también mantener los expedientes sobre los recursos disponibles, 
así como los índices de la calidad del agua; es responsable, principalmente, de administrar 
la asignación de agua a todos los usuarios públicos y privados, coordinando el correcto 
funcionamiento de las agencias locales encargadas de gestionar los recursos hídricos para 
los consumidores y de los consejos regionales encargados de la gestión de cuencas y sis-
temas de riego. Como consecuencia, entonces, es responsable directamente por negociar 
los contratos y arreglos institucionales que ha llevado al país a la situación crítica en que 
se encuentra.
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autoridades federales piensan que este estándar únicamente puede al-
canzarse con la participación extensiva del sector privado. De ahí que 
numerosos programas están siendo implementados para incentivar la 
modernización de las infraestructuras y los sistemas administrativos, mien-
tras incentivos especiales son puestos en marcha para fomentar y facilitar 
la participación del sector privado en este proceso.

En el ámbito de la gestión urbana del agua, la principal responsabili-
dad de la cna es asegurar el buen funcionamiento de los organismos 
locales responsables para el suministro de agua para la población y para 
las actividades productivas. Esto incluye no solamente la planeación, 
construcción y operación de infraestructuras para la extracción, transpor-
te y entrega del agua, sino también la negociación de transferencias 
entre cuencas, para abastecer a la población urbano-burguesa que no 
cuenta con un suministro adecuado así como a los sectores productivos 
urbanos en pleno desarrollo.

La gestión de las cuencas hidrológicas rurales también ha sido delega-
da. En este caso la gestión local de las cuencas (Consejos de Cuenca), ha 
sido señalada como una de las estructuras más innovadoras que pone en 
manos de los usuarios la toma de decisiones en relación con los sistemas 
de riego, pero además deja bajo su responsabilidad la gestión y asignación 
técnica, así como la obtención de recursos para financiar su operación y 
mantenimiento (Dourojeanni, et al., 2002).

Para entender el porqué de estas contradicciones, inercias persistentes 
en materia de subsidios, inequidad e ineficiencia en el servicio, es nece-
sario no perder de vista el marco legal y las instituciones que histórica-
mente han gestionado el agua en México.3 Otro factor que debe ser to-
mado en cuenta es el cambio de régimen en el poder que acaba de vivir 
el país desde 2000, el cual llevó a la presidencia al Partido de Acción 
Nacional, de corte neoliberal, cuyo gobierno estipuló en su Plan Nacional 
Hidráulico 2001-2006 que el agua es un tema de seguridad nacional, cuya 
gestión por cuencas, debe tomar en cuenta la participación social (Cons-
tantino, 2006). El análisis presentaba evidencia clara de cómo estas di-
rectrices han quedado olvidadas en la práctica.

3   Desafortunadamente, estos consejos fueron concebidos como organismos controla-
dos por los intereses más pudientes en sus regiones, sin una base amplia de participación 
de los pequeños productores (campesinos) y usuarios así como de otros grupos relevantes, 
los cuales llevan a cabo frecuentes esfuerzos de conservación que son cruciales para el 
mantenimiento y recarga de los acuíferos de los cuales dependen los consumidores urba-
nos e industriales. La devolución de poder a los consejos se acompaña de la participación 
del sector privado en algunos segmentos del servicio de aprovisionamiento y del proceso 
de producción.
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El marco legal de la gestión de los recursos hídricos en México es 
abultado y complejo.4 Aunque defiende la propiedad de los recursos 
hídricos como bienes nacionales públicos, favorece la concesión privada 
y la transferencia de derechos en un mercado del agua no regulado ni 
reconocido abiertamente. Más allá de la conservación del medio ambien-
te y la participación social, su operación responde a los requerimientos 
que la presión privatizadora les está demandando. Las consecuencias de 
este modelo de gestión deben ser ampliamente estudiadas bajo la óptica 
de nuevos enfoques de gestión del agua que permitan una gestión inte-
gral del recurso (social, ambiental, política, cultural y recreativa, y, por 
qué no, económica). Aquí se propone para tal análisis, el enfoque de la 
Nueva Cultura del Agua.

11.1. la nueva cultura del agua5

Nuestro análisis del extendido y complejo sistema de gestión del agua, 
del cual depende el país para su supervivencia, está basado en las apor-
taciones que ha hecho el movimiento por una Nueva Cultura del Agua 
(nca) nacido en España. El concepto de la nca ofrece un fuerte contras-
te con el enfoque dominante de gestión del agua que presupone la ne-
cesidad de satisfacer la demanda a través de obras públicas, aumentando 
la oferta para generar soluciones de balance hidráulico. Estas obras re-
flejan una visión de la explotación del agua que ignora los impactos so-
ciales y ambientales, enriqueciendo a los sectores sociales establecidos de 
la élite política e industrial a costa de grandes segmentos de la población. 
La alternativa propuesta por la nca parte de un modelo de desarrollo 
sustentable integral que evalúa las políticas para la apropiación social del 
agua en términos de su limitada disponibilidad, de los diversos valores 
ambientales del preciado líquido, así como su efecto sobre la equidad 
social e intergeneracional.

La nca proporciona un marco para establecer criterios para la apro-
piación social del agua en la cual los administradores son agentes impor-

4   Para una reseña introductoria al marco constitucional y legislativo en México, véase 
Ortiz Rendón et al., (1998).

5   Una introducción excelente al tema es Jiménez y Martínez (2004). Para mayores 
detalles de este enfoque, véanse los diversos capítulos de Barkin (2006), especialmente el 
de Arroyo (cap. 2), quien ganó el premio Goldman por su activismo ambiental en 2003, 
la introducción y el primer capítulo de Barkin y Klooster. También, véanse Esch et al., 
(2006) y Arrojo (2006).



230� el desarrollo regional: espejo de un desarrollo distorsionado

tantes, aunque no los únicos. Sin embargo, la nca no contempla adecua-
damente el papel del sector público en la regulación del manejo del agua 
y de los organismos públicos urbanos en su marco analítico. A pesar del 
énfasis fundamental en la gestión de la demanda, y su preocupación 
central por la protección de las cuencas, no considera de qué manera el 
sector público asegurará que cada agencia contribuya al objetivo global.

La nca no fija una posición respecto a la privatización, salvo para in-
sistir en que las decisiones estratégicas de financiamiento se deben tomar 
de una manera incluyente. El mercado, sin duda, genera incentivos para 
que la eficacia pueda generar mejoras importantes en la distribución y 
el uso productivo del agua, ya sea en los sectores agrícola, industrial, o 
urbano. Sin embargo, es ampliamente demostrado que las dinámicas del 
mercado son ciegas e ineficaces cuando se trata de la administración de 
los asuntos ambientales, éticos y de equidad. Por esas razones, aceptar el 
mercado como una “nueva varita mágica” que garantiza el giro hacia la 
Nueva Cultura del Agua sería un error. Por lo tanto, la privatización, así 
como la regulación en la administración del agua —sea privada o públi-
ca—, son temas que requieren un estudio y consideraciones cuidadosas.

La nca utiliza el término cultura para significar la necesidad de un 
cambio de paradigma. En este marco, el agua no es simplemente un 
factor de la producción, sino que tiene un gran valor en todos los ámbi-
tos sociales y económicos. Es parte integral de los paisajes culturales di-
námicos y como componente crítico de la infraestructura del ecosistema. 
Integrar este marco analítico requiere cambios no solamente en el go-
bierno y la política, sino también en la totalidad de la sociedad.6 En 
México existe una clara dependencia en las fuentes de agua subterránea 
(cca, 2003: 42) y, hasta ahora, la incapacidad del movimiento social para 
superar la oposición decidida de la autoridad (reforzada con el uso de 
la fuerza pública) de permitir la participación ciudadana en su gestión. 
El punto de partida del propuesto por la nca, es la necesidad de intro-
ducir cambios radicales fundados en los principios de equidad, solidari-
dad, sustentabilidad ecológica, social, económica y gestión democrática. 
Para lograrlos, establece cuatro prioridades fundamentales como guías 
para formulación de la política:

6   La nca se basa en una percepción del agua y de su relación con las personas radi-
calmente distinta a la que determinan las actuaciones de los organismos de gestión hídri-
ca de nuestro país. En este sentido pueden distinguirse cuatro niveles de percepción del 
agua, que determinan cuatro modelos de gestión distintos entre sí. Éstos son el nivel hi-
dráulico, hidrológico, ecosistémico y holístico (Arrojo, 2005; Jiménez Torrecilla y Martínez 
Gil, 2003).
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·· Agua como derecho humano
·· Agua para las necesidades ambientales
·· Agua para usos sociales y comunitarios
·· Agua para el desarrollo económico

También señala la necesidad de castigar severamente los usos ilegíti-
mos del agua. No se trata solamente de multas administrativas como 
propone la ley mexicana, sino de medidas para terminar con estas prác-
ticas, que incluyen las extracciones excesivas del subsuelo y las descargas 
contaminadas a las corrientes superficiales, por mencionar sólo dos de 
las más significativas.

La situación mexicana de la administración del agua es diferente a la 
de España, incluyendo una mayor dependencia en las fuentes de agua 
subterránea, y nuestra carencia de un movimiento social coordinado que 
promueva una nueva cultura del agua. El punto de partida del propues-
to por la nca, es la necesidad de introducir cambios radicales para favo-
recer una Nueva Cultura del Agua fundada en los principios de equidad, 
solidaridad, sustentabilidad ecológica, social, económica y gestión demo-
crática (Tagle y Barkin, 2008).

11.2. un diagnóstico de la gestión del agua urbana en méxico

Una reforma constitucional en 1983 estableció la obligación municipal 
de tomar responsabilidad para la gestión del agua potable y el tratamien-
to de las aguas residuales (véase nota 4 y Olivares y Sandoval, 2009: 49-56). 
La mayor parte de estos organismos son pequeñas agencias improvisadas, 
compuestas por personal con poca experiencia administrativa y menos 
capacidad técnica. Sus directores distribuyen favores políticos y aprove-
chan su nombramiento para escalar en la jerarquía política. De las 2 500 
instancias locales, sólo 435 organismos semiautónomos, operados como 
agencias independientes, sea como parte del gobierno municipal o como 
concesiones (miembros de la Asociación Nacional de Empresas de Agua 
y Saneamiento, aneas). Menos de una docena tienen participación pri-
vada, empresas conjuntas entre las partes privadas y públicas, o son con-
cesionarios que ganaron un contrato para la gestión de alguna parte de 
un sistema municipal de agua potable o de saneamiento. En México, 
varios de los gigantes del sector agua en el plano internacional —Suez 
(Ondeo), Aguas de Barcelona, Vivendi (Veolia)—, así como otras empre-
sas internacionales de menor tamaño y algunas nacionales, participan en 
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la gestión de uno o más de los sistemas locales de gestión del agua y 
tratamiento de aguas residuales. Una aportación reciente es la concesión 
separada de los sistemas de aguas residuales como empresas independien-
tes, a menudo bajo el esquema bot (build, operate and transfer), en el 
que los costos son transferidos a los usuarios o al municipio (cna, 2003). 
Actualmente, menos de un cuarto de los sistemas cuentan con plantas 
de tratamiento de aguas residuales, y menos de 22% de estas plantas son 
realmente funcionales.7

Los gobiernos locales en México confrontan un reto casi insuperable 
para asegurar servicios de agua potable y tratamiento de aguas residuales 
de una manera eficiente y económicamente viable, que al mismo tiempo 
sean también responsables social y ecológicamente. La mayor parte de 
los organismos locales operadores de estos servicios carece del financia-
miento para modernizar su infraestructura, así como del personal y los 
conocimientos para actualizar sus estructuras administrativas y sus siste-
mas técnicos; por ende, no están en posibilidades de cumplir con las 
normas hidráulicas, sanitarias, económicas y sociales establecidas para un 
servicio adecuado. Como consecuencia, la cna se ha visto transformada 
en una poderosa operadora, responsable no sólo de la vigilancia y regu-
lación del sistema hidráulico nacional sino, también, encargada de su 
proceso de modernización; además, mantiene un control férreo y está 
intensificando sus esfuerzos para promover la participación del sector 
privado internacional en la modernización de esta infraestructura y su 
gestión.

La mayor parte de los sistemas de agua no son autofinanciables, aun 
si cuentan con el consenso de los usuarios para pagar sus cuotas, que es 
raro. La mayoría están plagados de enormes problemas; entre ellos, las 
fugas de agua a lo largo de los sistemas de distribución, los cuales son 
antiguos, mal diseñados, instalados con materiales y mano de obra inade-
cuados, y que arrastran décadas de negligencias.8 Para agravar la situa-
ción, la ausencia de una gestión sistemática de los ecosistemas de las 
zonas que proveen de agua a las zonas urbanas, resulta ominosa en el 
caso de las zonas de descarga de aguas residuales: estas aguas “negras” 
(o residuales), son frecuentemente encauzadas hacia los sistemas de rie-
go de los campos horti-frutícolas, con producción destinada a los merca-
dos locales (Lemus, 1995; Downs et al., 1999).

7   Para un análisis detallado del tratamiento de aguas servidas en México, véase los ca-
pítulos de Jiménez Cisneros y Pacheco-Vega y Vega en Olivares y Sandoval (2009: 159-186).

8   Existen notables excepciones a estas generalizaciones que serán discutidas más 
adelante.
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Complicando el problema de la gestión del agua, está la incapacidad 
de las autoridades mexicanas para asegurar el cumplimiento de las leyes, 
los estándares nacionales y los pagos para el acceso al vital líquido, sobre 
todo entre los grandes usuarios del agua: hay un abuso de los permisos 
para la explotación de los acuíferos y una ausencia preocupante de con-
troles sobre su contaminación y, por otro lado, no existe una “cultura” 
de pago por parte de los usuarios.9 Estos problemas se agudizan por al-
gunas facetas técnicas y políticas irresueltas en el sistema mexicano: el 
agua es propiedad de la nación, según la Constitución, pero se ha mane-
jado como si fuera apropiable con criterios políticos; la administración 
sanciona su control por grupos regionales de poder y su aprovechamien-
to sin vigilancia y sin una rendición de cuentas. Ha surgido un jugoso 
mercado “paralelo” para transferir los derechos a otros usuarios comer-
ciales e industriales; éstos compiten con los organismos locales, explotan-
do los mismos acuíferos a expensas de los ecosistemas y el bienestar de 
la sociedad. Como si no fuera suficiente, los operadores también enfren-
tan el problema de conexiones ilegales; muchas veces se trata de empre-
sas medianas y grandes con mucho poder local.

El servicio urbano de agua sigue siendo anárquico. No miden el con-
sumo de muchos usuarios y otro tanto no están registrados —pequeños 
y medianos comerciantes e industriales en su mayoría— quienes se co-
nectan al sistema sin registrarse. Finalmente, se presta poca atención al 
problema de la “nueva cultura del agua” la cual requiere de una discusión 
sobre cómo asignar el agua entre los distintos sectores y cómo asegurar 
su uso frugal o racional. No existen estrategias socialmente justas y acep-
tables, ya que tanto administradores como usuarios carecen de informa-
ción y educación para modernizar y transformar las prácticas actuales.

En contraste, en el sector industrial, las empresas grandes están insta-
lando sistemas de tratamiento y facilidades de reciclaje del agua, como 
respuesta a las multas aplicadas por la cna por la descarga de aguas con-
taminadas. A pesar de grandes esfuerzos, la cna estima que en todo su 
conjunto, el sistema urbano del agua en México tiene un coeficiente de 
eficiencia de menos de 30%, basado en las pérdidas de más de la mitad 
del agua que se distribuye a través de la infraestructura y un índice de re-
colección de cuotas de menos de 60% del agua que se factura realmente.

Es probable que el mayor significado de la reforma del marco regula-
torio del agua en México, iniciada en 1992, sea el énfasis puesto en 

9   Un funcionario responsable de una empresa líder internacional del agua cuestiona-
ba la principal queja de la cna, caracterizaba el problema, en cambio, como “una cultura 
de no cobro” en respuesta a las presiones políticas.
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promover el proceso de privatización de los sistemas urbanos y la infraes-
tructura hidráulica durante los próximos años. Como en la actualidad, 
en la mayor parte del mundo las compañías privadas controlan menos 
de 5% del consumo, pero, siguiendo el liderazgo del Banco Mundial, el 
gobierno argumenta que el sector público carece de capacidad adminis-
trativa, técnica y financiera para hacer frente a los desafíos para asegurar 
los suministros adecuados de agua con niveles altos de calidad, el trata-
miento de aguas y los servicios de alcantarillado durante el próximo 
periodo (cna, 2003).

Este análisis del sistema de gestión urbana del agua parte de la premi-
sa, ampliamente aceptada, de que el sistema está muy mal gestionado y 
presenta grandes problemas por la falta de información precisa, la incer-
tidumbre sobre el estado de los acuíferos de los cuales se extrae el agua, 
la ausencia de habilidades técnicas y administrativas para definir y llevar 
a cabo las funciones básicas de gestión, pero lo más alarmante es la falta 
de definición del alcance del sector agua en México.

En esta presentación examinamos algunos de los problemas generales 
y los detalles específicos de la gestión urbana del agua en México. Es 
claro que el país se encuentra en una encrucijada: sus ecosistemas están 
en peligro, así como las cuencas hidrológicas, los acuíferos están dismi-
nuyendo y el agua se contamina. Un análisis-diagnóstico de las operacio-
nes de las compañías internacionales del agua que aquí operan, así como 
de los impactos sociales, económicos y ambientales, contribuye a com-
prender y hacer frente a los retos que enfrentan las instituciones, la 
clase política y principalmente la ciudadanía, para resolver y hacer fren-
te a los problemas en la gestión del agua en México.

11.3. el marco regulatorio

Existe un consenso internacional en torno a que los servicios públicos 
deben responder a las necesidades sociales, respetar el medio ambiente 
y cumplir con estándares técnicos y administrativos definidos y respetados 
cuidadosamente. Esta tarea requiere de una administración imparcial de 
regulación, con autoridad y maestría, para hacer cumplir los términos 
contractuales con las agencias operadoras, de tal suerte que la calidad 
del servicio esté garantizada para los usuarios, y que los ecosistemas de 
los cuales dependen, sean protegidos.

Quizá el mayor impedimento al mejoramiento de los servicios públicos 
en México sea la ausencia de un sistema efectivo de regulación o meca-
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nismos para exigir la rendición de cuentas. El país carece de una capa-
cidad independiente para vigilar el cumplimiento de la normatividad 
ambiental, administrativa, técnica y financiera. Para la actualización de 
los organismos locales, no existe ningún sistema eficaz que evalúe su 
actuación y asegure las mejoras de los organismos públicos o privados, a 
pesar de los programas desarrollados por el gobierno; incluso las comi-
siones estatales y los auditores son incapaces de certificar su actuación. 
La queja constante del gobierno federal es que a las empresas públicas 
les falta capacidad administrativa, técnica y financiera; estos desafíos se 
aplican igualmente al sector privado, debido a los obstáculos estructura-
les e institucionales.

A la luz del criterio internacional, la escena local parece extrañamen-
te incoherente: a nivel nacional, la cna es la responsable de administrar 
un sistema en que las agencias locales son más que nunca, dependientes 
de las aprobaciones federales para obtener financiamiento, así como de 
las pautas estructurales a seguir; sin embargo, estos apoyos no contribu-
yen a mejorar su habilidad para identificar y resolver los problemas loca-
les. Formalmente, la cna se limita a la colecta de indicadores sobre el 
funcionamiento de los organismos operadores locales; pero la mayoría 
de ellos no cuentan con una base de información sistematizada, así como 
con los procedimientos de análisis que les permitirían responder a estas 
demandas.

No existe vigilancia por parte de las autoridades federales y estatales 
de las agencias operadoras del agua, y los usuarios no cuentan con 
recursos formales de apelación en caso de aumentos inusuales de las 
tarifas por el suministro de agua o la suspensión del mismo. Por si fuera 
poco, los usuarios se han resignado a que la calidad de agua que reciben 
no cumpla con los estándares establecidos de calidad para el consumo 
humano, que el agua llegue esporádicamente, y que cuando la presión 
en las líneas de suministro es baja, el agua no suba hasta los tinacos. 
Las agencias locales del agua deben rendir cuentas a los alcaldes de las 
ciudades en que operan, escapando a las auditorias que el gobierno 
federal lleva a cabo a través de sus oficinas nacionales. Tal vez la única 
excepción a este patrón de falta de responsabilidad, sea lo referente a 
los programas financiados por fondos federales, fondos internacionales 
o agencias de desarrollo.
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11.4. participación privada en la distribución del agua  
en méxico10

La privatización de la gestión del servicio del agua en México sigue sien-
do relativamente marginal. Existen únicamente cuatro áreas metropoli-
tanas en las que las agencias internacionales del agua están participando. 
Resulta sorprendente que algunos sistemas sean gestionados por compa-
ñías privadas y que éstas no sean objeto de supervisiones efectivas. A 
continuación, ofrecemos una reseña de estas experiencias.

1] Aguascalientes, un centro industrial ubicado en la región semiárida 
central de México, fue el primer sistema en ser privatizado en 1993, bajo 
el espíritu neoliberal del gobierno federal; el socio extranjero es una filial 
del gigante francés Veolia. Irónicamente, el cambio institucional era 
opuesto a los intereses de la fracción empresarial del partido de derecha, 
el pan; aunque las autoridades estatales tienen autoridad para regular las 
tarifas y establecer las condiciones de operación, la concesión logró mo-
dificar los términos, transfiriendo responsabilidades para brindar infraes-
tructura y servicio en las comunidades “marginales” a los propios usua-
rios, con consecuencias terribles. Existen muchas quejas en torno a que 
la mala calidad del servicio y el deterioro de las fuentes tradicionales de 
agua, las cuales han sido literalmente “desecadas”, causan hundimientos 
y grietas en el suelo, lo que ha comprometido la seguridad integral de 
muchas casas-habitación en las zonas pobres de la periferia urbana.

Las tarifas se encuentran entre las más altas de México, y el acuífero 
del cual depende la ciudad está siendo peligrosamente agotado sin que 
se apliquen medidas que busquen reducir el consumo o el cambio en la 
gestión de la cuenca hidrológica. Las instituciones locales de regulación 
han demostrado ser consideradas como “rehenes” de la empresa privada. 
Aunque ha sido negado por las autoridades, muchos expertos anticipan 
que de seguir así las cosas, la región será una de las primeras en sufrir 
una crisis por el agua que obligaría a reducir dramáticamente los planes 
de expansión económica de la región.

2] En 1993, un consorcio privado ganó la concesión por 20 años para 
gestionar el servicio de agua en Cancún; este grupo estaba encabezado 
por el grupo constructor mexicano gmd, su socio mexicano (Grupo Bal, 
un consorcio que incluye la empresa minera Peñoles y otras de los sec-
tores de seguros y comercio como El Palacio de Hierro) y la división del 
agua (Azurix) del agresivo gigante americano, Enron. Cuando su socio 

10   Todas estas experiencias están examinadas con gran detalle en los capítulos respec-
tivos en Barkin (2006).
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extranjero fue obligado a vender sus activos del agua por problemas fi-
nancieros en 2001, se gestó un arreglo con otro de los gigantes del sector, 
Suez des Eaux (Ondeo), quien obtuvo un financiamiento con recursos 
públicos mexicanos del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos 
(Banobras), para comprar la empresa local del agua, Aguakan, y ampliar 
la concesión durante diez años más. El organismo estatal está tratando 
de aprender cómo regular una compañía privada, mientras que sigue 
con sus responsabilidades administrativas para los servicios de aprovisio-
namiento y tratamiento del agua en las demás áreas de la Riviera Maya 
que están creciendo a gran velocidad; no tiene el personal técnico cali-
ficado o la plena autoridad legal para ejercer sus funciones de supervisión 
de la empresa de manera adecuada. La industria hotelera (aproximada-
mente 65% del volumen facturado) se queja de las altas tarifas del agua 
establecidas por el gobierno estatal, y menciona que la desalinización 
privada es una alternativa; los consumidores individuales se benefician 
de un costo accesible del servicio, como resultado de los subsidios cruza-
dos que brinda la estructura tarifaria oficial. Observadores locales hacen 
hincapié en la falta de servicio en las franjas marginales de rápido creci-
miento, en donde la gente tiene que comprar agua de camiones-cisternas 
para satisfacer sus necesidades.11

3] Una compañía de capital mixto (privado-público) maneja el servicio 
de agua en Saltillo, ciudad industrial ubicada en el desierto del norte 
del país. Creada en 2001, es controlada por la compañía municipal del 
agua (51%) y Aguas de Barcelona (49%) a través de su filial mexicana, 
InterAgBar; ahora ésta es subsidiaria de Suez des Eaux. Aunque la junta 
de directores está integrada principalmente por empresarios locales, la 
empresa carece de capacidad de investigación, de experiencia técnica e 
incluso de la confiabilidad de sus fuentes de información; estas debili-
dades se extendieron a una evaluación contratada con consultores del 
Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey que resultó 
inadecuada, al decir de todas las partes. De todas las experiencias de pri-
vatización en México, ésta es la más polémica; durante sus dos primeros 
años, las tarifas del agua aumentaron entre 32 y 68%, contraviniendo los 
términos de la concesión, los cuales estipulaban que el aumento a las 

11   En su defensa, la compañía comentó que no puede facturar el servicio de agua a 
los lotes que no tienen un título válido de propiedad de la tierra; históricamente, las 
facturas de agua han sido utilizados como una prueba para establecer residencia y pro-
piedad, un movimiento que las autoridades públicas no sancionan, aunque en otras áreas 
las agencias encargadas del agua son a menudo parte de este proceso informal de “regu-
larización”. Un problema similar prevalece en casi todas las zonas urbanas del país.
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tarifas estaría limitado a la tasa de inflación, alrededor de un 11%. Una 
investigación del congreso local puso en evidencia múltiples irregularida-
des y descubrió graves conflictos entre trabajadores y directivos. A pesar 
de estos problemas y protestas enérgicas de los usuarios, la compañía es 
considerada exitosa en cuanto a la mejoría de la calidad del servicio y el 
aumento en la cobertura. 

4] La mayor experiencia del sector privado en México son los cuatro 
contratos para la gestión del agua en la Ciudad de México. En 1994, la 
ciudad fue dividida en cuadrantes con el propósito de hacer las licitacio-
nes públicas, crear un registro completo de los usuarios de cada zona, 
instalar medidores y hacer eficiente la recaudación de cuotas; los gana-
dores serían también responsables del mantenimiento de la red secun-
daria de abastecimiento a los usuarios. Se otorgaron las concesiones por 
diez años a empresas mexicanas con un socio extranjero que contaban 
con experiencia en el sector agua. En la década siguiente, las compañías 
fueron reorganizadas, y uno de los socios extranjeros, al ver la compleji-
dad de la situación y el gran número de tareas que había que realizar, 
decidió vender sus acciones. A pesar del cambio dramático vivido en el 
gobierno de la Ciudad de México, cuando el partido de izquierda, prd 
(Partido de la Revolución Democrática) ganó las primeras elecciones 
locales, la población aún no había tomado conciencia del cambio en las 
estructuras administrativas de su sistema de agua con el cual estaba en 
contacto directo; por si fuera poco, la renovación de estas concesiones 
(con cambios menores en las condiciones y duración de las mismas) 
fueron negociadas muy discretamente (en 2003-2004). Los términos del 
contrato así como la vigilancia de los mismos, es responsabilidad del se-
miautónomo Sistema de Aguas de la Ciudad de México, el cual ejerce 
muy poca presión sobre los organismos operadores, mientras que las 
tarifas y costos de conexión al servicio son fijadas por la legislatura local; 
la eficiencia técnica y la recaudación se han incrementado, pero se estima 
que solamente tres cuartas partes pagan sus cuentas dentro del año de 
su emisión. Las empresas han contribuido a la creación de una base de 
datos computarizada de las lecturas de medidores, y los análisis permitie-
ron mejorar el procedimiento de facturación y las prácticas de recauda-
ción; además, se inició la identificación electrónica de fugas en la red 
secundaria de abastecimiento. Pero grandes segmentos de la población 
todavía carecen de un servicio adecuado, tanto en cantidad como calidad 
y las deficiencias en infraestructura han ocasionado gran sufrimiento 
entre importantes segmentos de la población a raíz de desperfectos y los 
subsecuentes hundimientos.
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11.5. participación pública en el abasto urbano de agua  
en méxico

Los servicios de agua en la mayoría de las zonas urbanas de mayor po-
blación en México son brindados por organismos públicos descentraliza-
dos. Estas organizaciones paramunicipales conforman un grupo bastante 
heterogéneo, con competencias técnicas, comerciales, financieras y ad-
ministrativas bastante diversas. Como reseña de la situación, menciona-
remos tres ejemplos sobresalientes de la gestión pública, incluidos en 
Barkin (2006). El título de mejor sistema público de gestión en México 
se otorga generalmente al organismo de Monterrey, la segunda ciudad 
más grande de México. Otras agencias que compiten por el honor son 
las compañías de agua de la región fronteriza del norte; Tijuana, Baja 
California, centro de la plataforma de exportación de la industria maqui-
ladora, que generalmente se reconoce como un ejemplo de excelencia, 
y Ciudad Acuña, una ciudad intermedia en la frontera norte. León, 
Guanajuato, un centro industrial de curtiduría y zapatos, fue el primer 
gran sistema de agua municipal descentralizado que no fue privatizado 
en los años ochenta, durante la fiebre de la reorganización neoliberal; la 
iniciativa de fortalecer la empresa pública surgió del pan local (de voca-
ción empresarial) quienes promovieron una política contraria a la ideo-
logía privatizadora prevaleciente en la administración priista federal. 
Estos organismos lograron asegurar la prestación de un buen servicio, 
ampliar la cobertura y mejorar la calidad, reduciendo las pérdidas por 
fugas en las redes de abastecimiento e incrementando la recaudación 
entre sus clientes. Sin embargo, sus cuotas para el servicio están entre la 
más altas de las que prevalecen en el país (cna, 2008: 109); a pesar del 
nivel de sus tarifas, su autonomía les ha permitido ser más eficientes en 
la recaudación. Como resultado, estos sistemas disfrutan de la envidiable 
reputación de operar sin subsidios, aunque todavía reciben recursos pú-
blicos para extender los servicios a las comunidades marginadas.

En la mayor parte del resto del país, los servicios del agua son defi-
cientes, inequitativamente distribuidos y groseramente ineficientes. El 
favoritismo político, los procesos administrativos obsoletos, el personal 
mal capacitado, el envejecimiento de las infraestructuras y su falta de 
planeación, así como la falta de recursos, han creado una telaraña impe-
netrable de secrecía y falta de información confiable que impide realizar 
diagnósticos eficientes. Este complejo sistema de obstáculos también 
sirve de escudo contra las auditorías y posibles intervenciones técnicas o 
financieras en los departamentos locales, mientras que la dirección ge-
neralmente insiste en su autonomía, rechazando las demandas de mayor 
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transparencia y sensibilidad social, aduciendo el carácter esencial de su 
servicio como pretexto para no revelar información. Desgraciadamente, 
en muchas jurisdicciones, el problema no radica en que la información 
se oculte o manipule; más bien, hacen falta sistemas de información que 
permitan la evaluación y planeación, desde el interior o desde el exterior.

Como resultado, se estima que generalmente, a nivel nacional, la efi-
cacia global de servicio de agua urbano es de aproximadamente 30%. 
Este resultado es una medida combinada entre la estimación de eficacia 
física —proporción real de agua facturada a los clientes, comparada con 
el agua “producida” por las plantas de tratamiento de aproximadamente 
60%, y la determinación de eficacia comercial —la relación entre el agua 
realmente pagada y el volumen facturado a los clientes— que se recono-
ce está por debajo del 50 por ciento.

Desde una perspectiva social, la situación se exacerba aún más por una 
serie de faltas de equidad que provocan que los pobres paguen más por 
su agua y reciban un servicio de menor calidad que otros grupos sociales. 
A diferencia de los patrones discriminatorios que estos grupos enfrentan 
en los sistemas privatizados, en donde el servicio es proporcionado me-
diante camiones-cisterna o tomas de agua colectivas de barrio, en muchas 
otras partes del país, sus contrapartes deben recurrir a los suministros de 
irrigación o canales del alcantarillado para satisfacer su necesidades de 
agua o bien, deben comprarla a los proveedores privados de agua que 
surten su mercancía en sus camiones-cisterna a precios tan altos “como 
el mercado los lleve”; están manejados por “piratas” del agua, como les 
han etiquetado, y quienes frecuentemente entran en conflicto con las 
autoridades locales del sector agua. Pero algunas comunidades periurba-
nas marginales no tienen la fortuna ni siquiera de escoger entre éstos; 
ellos deben obtener el agua de los arroyos cercanos, forzando a las mu-
jeres —quienes son generalmente las responsables de la gestión del agua 
en la casa— a pasar hasta un tercio de su día laboral, ocupándose de 
tareas relacionadas con el aprovisionamiento de agua.

Otra fuente de inequidad es el resultado de la gestión injusta de los 
permisos para acceder a las reservas de agua del subsuelo por parte de 
las autoridades públicas. Históricamente, la concesión para perforar los 
pozos para uso individual y colectivo era otorgada por las autoridades 
federales con base en los usos finales del recurso, por periodos largos, a 
menudo de más de medio siglo. Ahora, todos los usuarios de agua, in-
cluso los organismos locales encargados del agua urbana, deben pagar 
por su uso desde que se considera constitucionalmente que es propiedad 
colectiva de la nación; los organismos pagan por su agua de acuerdo con 
el volumen contratado, mientras que los dueños privados pagan una 
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cuota fija por los derechos del uso, especificados en sus concesiones. 
Como resultado del valor relativo cambiante de agua entre los usos po-
tenciales, un mercado “informal” ha surgido para la transferencia (legal 
o ilegal) de estas concesiones entre los usuarios potenciales, con los 
dueños originales que obtienen una “renta” de su arriendo o venta, y los 
nuevos dueños disfrutan del derecho de agua para beneficio propio.12

En general, la gestión del agua pública en México es inadecuada. El 
agua es injustamente distribuida, con grandes ineficiencias y sin los 
mecanismos eficaces para involucrar a los usuarios en el proceso. La 
carga financiera para el funcionamiento del sistema en cada nivel del 
gobierno, transfiere sistemáticamente los costos al sector público —don-
de la estructura regresiva del sistema impositivo coloca una carga des-
proporcionada en los pobres y las clases obreras— mientras los benefi-
cios son captados por los grandes usuarios de agua. Para agravar la 
situación, están los problemas de salud pública generados por la inca-
pacidad para asegurar suministros adecuados de agua de calidad a gran 
parte de la población.

11.6. manejo ambiental y tratamiento de aguas negras

Otro problema serio que se presenta frecuentemente en el sector del 
agua, es la ausencia de conocimiento y preocupación por el impacto 
ambiental en los recursos hidráulicos y el tratamiento de aguas residuales. 
A pesar de que la cna tiene un grupo de especialistas dedicado a identi-
ficar cuidadosamente el proceso de la degradación ambiental sufrido en 
la mayoría de las cuencas hidrológicas mexicanas, ésta ha fracasado en 
la transmisión del sentido de responsabilidad y control en la administra-
ción local de los recursos hidráulicos. No existen evaluaciones sistemáti-
cas sobre el impacto de las tendencias actuales en el uso del agua en los 
ecosistemas, y tampoco hay planes ambientalmente coherentes de con-
tingencia para hacer frente a las emergencias que surgen cada vez con 
mayor frecuencia. Frente a la creciente escasez de agua urbana, la mayor 
parte de las propuestas oficiales recurren a transferencias de agua entre 

12   Existe una abundante literatura que documenta estos traslados; archivos periodísti-
cos que denuncian las maneras abusivas en que las concesiones son adquiridas y se apro-
vechan de un sistema legal débil y de una estructura administrativa corrupta que permite 
a estos mercados informales funcionar con los tremendos costos sociales y medioambien-
tales.
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cuencas y a la construcción de presas, estrategias costosas que han oca-
sionado grandes daños ambientales (Arrojo, 2005; McCully, 2004). Las 
autoridades locales del agua carecen generalmente de las capacidades 
financieras y técnicas para cumplir con las normas establecidas; sin em-
bargo, éstas deberían ser contempladas en la planificación a largo plazo.13

En el caso de la demanda, a menudo se hace referencia a “Una nueva 
cultura del agua”, pero los organismos locales del agua eligen regular-
mente extender sus áreas de acopio de agua, en lugar de transformar sus 
prácticas tradicionales de manejo de cuencas o de distribución del líqui-
do. Tampoco hay campañas eficaces que promuevan el uso de tecnologías 
o sistemas de ahorro de agua en los programas arquitectónicos, ni para 
la capacitación profesional o modificación de reglamentos de construc-
ción para tales propósitos. Las estrategias de cosecha y reciclaje del agua 
son virtualmente desconocidas en el sector público, incluso en las zonas 
más áridas de México, y las campañas del servicio público son especial-
mente torpes. De igual manera, no existe una preocupación auténtica ni 
una evaluación sistemática de largo plazo, de los impactos ambientales y 
sociales que ocasionan las descargas de aguas residuales no tratadas en 
las fuentes de agua superficial. Una excepción notable es el plan para 
intercambiar las aguas residuales tratadas de San Luis Potosí por el agua 
usada en las torres de alimentación de una planta de producción eléctri-
ca, como parte de la solución a los problemas regionales del abasteci-
miento de agua.

México hace frente a una seria amenaza de peligros heredados, resul-
tado de las fuerzas naturales e históricas que han depositado cantidades 
importantes de sustancias potencialmente peligrosas en sus cuencas. Los 
siglos de extracción minera y las décadas de moderna (sic) producción 
industrial y agrícola, han depositado grandes volúmenes de sustancias 
nocivas (arsénico, mercurio, Dicloro-Difenil-Tricloroetano mejor conoci-
do como ddt, y plaguicidas organoclorados) que se han filtrado por li-
xiviación o sedimentación, hacia los acuíferos. Existe amplia evidencia 
de que estas sustancias presentan graves peligros para la sociedad; sin 
embargo, el gobierno se ha resistido firmemente a las tentativas concre-
tas para legislar contra su uso, para hacer cumplir restricciones existentes 

13   Aguas de Saltillo realizó  un análisis geohidrológico a gran escala de sus fuentes de 
abastecimiento, con un grupo de expertos de su socio extranjero. Reporta que con me-
didas apropiadas para la conservación y manejo de la cuenca, podrá evitar la necesidad 
para una nueva y costosa infraestructura para acarrear agua desde lejos en el futuro pre-
visible; desgraciadamente, el estudio se mantiene confidencial, creando suspicacias.
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sobre su descarga, o de restringir su consumo.14 Dos ejemplos son sufi-
cientes para ilustrar estos problemas:

1]	La presencia de concentraciones excesivas de arsénico, que se pre-
sentan naturalmente como resultado del agotamiento severo de 
los acuíferos en varias partes del México central, está conduciendo 
a problemas serios de contaminación en Guanajuato. También se 
han encontrado grandes cantidades del mineral en el 40% de las 
fuentes nacionales de leche, en el distrito de riego de La Lagu-
na, Coahuila, donde se concentra en el forraje que es irrigado con 
agua contaminada.15

2]	A pesar de un ejemplar programa internacional puesto en marcha 
para promover la utilización de una tecnología rentable que elimi-
nara descargas de productos químicos perjudiciales de la industria 
de curtiduría en León, Guanajuato, diez años más tarde la ciudad 
todavía está plagada por las descargas químicas que inciden sobre 
sus ecosistemas y la salud de sus obreros y habitantes. Sus plantas 
de tratamiento de aguas residuales no son las adecuadas para las 
descargas de la ciudad, y su empresa pública —reconocida por su 
excelente capacidad gerencial y el goce del pleno apoyo de los pode-
res locales y regionales— es incapaz de poner en marcha un progra-
ma de reducción de efluentes en sus puntos de origen, lo cual sería 
favorable para todas las partes (una solución ganar-ganar); se ha 
visto inmovilizada, sin poder librarse de los poderosos intereses eco-
nómicos que controlan la política local. Por consecuencia, se debe 
continuar con el lastre de un acercamiento ineficaz y costoso del 
tratamiento de aguas que dejan un saldo mortal en el ecosistema y 
más específicamente en sus acuíferos (Blackman, 2003; Blackman y 
Kildegarrd, 2004; Blackman y Sisto, 2003).

En la escala nacional, menos de un cuarto de todo el consumo urbano 
pasa por una planta de purificación de agua, y una proporción sustancial 
de las plantas potabilizadoras son inoperantes según la cna. Numerosos 
estudios relatan que agencias locales no pueden asegurar el requerimien-

14   Aunque el tema es viejo en México (e.g., Restrepo, 1995); es trágico que todavía no 
hay mecanismos efectivos para limitar las distintas descargas, que ahora se denominan 
“contaminación no puntual”, como resultado del creciente uso de agroquímicos no-orgá-
nicos y otras de la intensificación de la explotación minera.

15   Aunque la fuente de arsénico en los dos casos es geológica, del sustrato, su liberación 
es consecuencia del abatimiento de los mantos freáticos ocasionado por una sobreexplo-
tación de los acuíferos.
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to operacional y las habilidades de mantenimiento; tampoco pueden 
sufragar los costos de la energía y otros gastos de operaciones que a 
menudo exceden presupuestos municipales debido a opciones tecnoló-
gicas inadecuadas, el impropio mantenimiento y los programas de mo-
dernización.

Actualmente, el tratamiento de aguas residuales es, por ley, obligatorio. 
Los grandes usuarios industriales pagan cuotas por descargas con base 
en su calidad y volumen y, como resultado, algunos han hecho esfuerzos 
concretos para instalar sus propias plantas de tratamiento de aguas resi-
duales para la reutilización de estas aguas.16 Los municipios también se 
ven obligados a buscar soluciones a estos problemas, en un contexto de 
crisis financiera y una “cultura de no-pago” que prevalece en grandes 
partes del país. Una consecuencia es la invasión virtual de vendedores de 
tecnologías para el tratamiento de aguas residuales, que ofrecen solucio-
nes “fáciles” a los organismos locales del agua, quienes se encuentran 
limitados para tomar decisiones óptimas debido a las fuertes presiones 
financieras y administrativas que enfrentan, un desconocimiento de las 
tecnologías existentes y la carencia de una cultura ecológica.17 Aún más, 
las luchas políticas por la apropiación de los beneficios de las aguas resi-
duales sin tratar para el riego de cultivos, impiden la búsqueda de 
soluciones,18 y, consecuentemente, la aplicación de las tecnologías apro-

16   General Motors fue galardonado con el Premio del Agua de Estocolmo en 2001 por 
sus esfuerzos acertados en la reducción del consumo de agua en su planta de Ramos 
Arizpe en México; abundan ejemplos similares a través del país, y algunos se jactan en la 
publicidad corporativa de sus logros para la conservación del agua.

17   Un ejemplo de los retos para los gerentes de los organismos es la gran variedad de 
tecnologías disponibles para el tratamiento de aguas servidas. Muchas de las tecnologías 
convencionales, intensivas en uso de energía y generadoras de grandes volúmenes de 
desechos (a menudo tóxicos), son favorecidas por las empresas dominantes en los campos 
de la ingeniería y la construcción en los países ricos, porque las pueden entregar como 
sistemas “llave en mano” o con contratos bot (construir, operar y transferir). En contras-
te, las plantas pasivas que emplean procesos biológicos son menos costosos, pero requieren 
capacitación de miembros de la comunidad para asegurar resultados operacionales ópti-
mos; aunque ofrecen mejores resultados ambientales, sociales y aun financieros, la comu-
nidad empresarial y la burocracia se oponen a su selección porque requieren de diseños 
específicos para cada sitio y generan menores ganancias corporativas.

18   En Zamora, Michoacán, los productores de fresas financiaron el canal municipal de 
desagüe de las aguas residuales en los años ochenta, para aprovechar los efluentes en sus 
campos como fertilizante para sus cosechas. El “crimen” se agravó al permitir a muchos 
de los jornaleros asentarse al lado de los canales de aguas negras, con resultados prede-
cibles en términos de una merma en su salud. Asimismo, muchos campesinos en Hidalgo 
se han unido con otros grupos para oponerse a que las autoridades federales obliguen a 
la Ciudad de México a construir plantas de tratamiento que reducirían el flujo de efluen-
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piadas e innovadoras para soluciones ambiental y económicamente sóli-
das. Una excepción notable es la planta de tratamiento ubicada en Villa-
hermosa, Tabasco, que utiliza un proceso biológico pasivo en un pantano 
construido para tratar las aguas residuales del municipio.

En casi toda la extensión del territorio mexicano, el uso y el abuso del 
agua urbana está conduciendo a la destrucción ambiental con consecuen-
cias dramáticas para la población y para la salud del ecosistema. En 
contraste con los preceptos del movimiento para una Nueva Cultura del 
Agua,19 que insiste en el control de la demanda y la integridad ambiental, 
el gobierno mexicano sigue sometiéndose a los dictados de la comunidad 
financiera internacional y de las empresas constructoras, insistiendo en 
las transferencias entre cuencas y la construcción de grandes infraestruc-
turas para satisfacer la demanda. Continúa desatendiendo las consecuen-
cias para la salud pública de la plétora de fuentes de contaminación por 
los nuevos proyectos industriales y agrícolas que intensifican los proble-
mas sanitarios, mientras que desalienta activamente iniciativas para poner 
en práctica las nuevas tecnologías que pudieran revertir las actuales 
tendencias de degradación ambiental (Downs et al., 1999).

11.7. ¿y la gente?

La participación pública en discusiones sobre la gestión del agua y las 
consecuencias para el medio ambiente en las actuales tendencias institu-
cionales es desalentada intensamente. Aunque están centralizadas las 
decisiones sobre la gestión del agua en la Comisión Nacional del Agua, 
las decisiones más importantes, son de hecho, tomadas por otros grupos. 

tes a sus campos, en donde se valorizan las cualidades como fertilizante de estas aguas 
negras, a pesar de sus efectos en la salud y en la calidad de sus productos. Este uso de las 
aguas negras está prohibido por la legislación nacional, pero las capacidades para exigir 
su cumplimiento son exiguas (Lemus, 1995; Downs, et al., 1999).

19   Uno de los fundadores de la Fundación Nueva Cultura del Agua, Pedro Arrojo 
Agudo, recibió el Premio Goldman del Medio Ambiente por su liderazgo en apoyo al 
movimiento de base para “La Nueva Cultura del Agua” que nació en oposición al Plan 
Nacional Hidráulico en España, derogado en 2004 por el gobierno de Rodríguez Zapate-
ro. El Plan proponía un gigantesco programa de obras públicas para efectuar transferen-
cias masivas de agua al norte del país en aras de impulsar el crecimiento de la emergente 
economía del sur fincada en la agricultura y el turismo que requiriese de enormes volú-
menes de agua para su funcionamiento. Para mayor información, una amplia bibliografía 
sobre el tema y acontecimientos actualizados consultar la página Web de la Fundación 
que lleva el nombre del movimiento, <http://www.fnca.eu>.
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Por ejemplo: la Comisión Federal de Electricidad (cfe) tiene mucha 
autonomía para determinar el destino de las vías fluviales susceptibles de 
ser aprovechadas para la generación de hidroelectricidad; la Secretaría 
de Agricultura (Sagarpa) juega un papel dominante en las decisiones 
individuales para el diseño de políticas sobre el uso de grandes cantidades 
de agua dulce de México destinadas a la irrigación de cultivos; los orga-
nismos locales de agua intentan funcionar como si fueran soberanos con 
respecto al control del agua para los usuarios urbano-industriales; final-
mente, los empresarios, dueños de derechos para la explotación de pozos 
“privados”, a menudo hacen alarde de la violación de las regulaciones 
gubernamentales diseñadas para estabilizar los acuíferos. De manera 
propia, cada participante excluye a los demás grupos locales de la parti-
cipación en las decisiones principales que afectan la asignación de agua 
y su manejo, y por consiguiente, el bienestar social.

Desafortunadamente, cuestionamientos sociales sobre la política pú-
blica y nuevas propuestas de proyectos generalmente enfrentan el silencio 
oficial y la movilización rápida de las fuerzas del orden para desmovilizar 
la acción colectiva. En las más recientes confrontaciones, las agencias de 
gobierno con frecuencia hacen infundadas promesas de compensación, 
reclamaciones exageradas de beneficios y aseguramientos de altos están-
dares de responsabilidad social, en caso de que exista cualquier daño o 
perjuicio. Cuando el Estado falla en honrar estas promesas, y la gente se 
moviliza para protestar, se encarcela, tortura o asesina a los líderes loca-
les. Ocasionalmente las expresiones internacionales de solidaridad son 
eficaces para garantizar la promoción, conservación y protección de las 
garantías de algunos movimientos autónomos, como fue el caso de Ro-
dolfo Montiel, quien logró detener la constante invasión a las montañas 
de Guerrero por la compañía Boise Cascade, por lo que recibió el premio 
Goldman del medio ambiente. En agosto de 2005, el premio “Chico 
Mendes” del Sierra Club le fue entregado a Felipe Arriaga Sánchez, com-
pañero de lucha de Montiel, lo cual permitió que la violación de los 
derechos humanos en el problema de la tala ilegal en el estado de Gue-
rrero, siguiera siendo tema de la agenda nacional; la sentencia en su 
contra fue derogada judicialmente unas semanas después. Sin embargo, 
aún persiste la impunidad y el encarcelamiento injusto —sobre todo de 
indígenas y campesinos que se han opuesto a la destrucción de los eco-
sistemas de los cuales depende su supervivencia.

Los funcionarios públicos han intentado relegar la gestión del agua 
en México a un nivel aparentemente técnico donde la opinión social es 
excluida. Las decisiones cruciales, como se dice, son demasiado comple-
jas para que el ciudadano ordinario pueda participar. Incluso cuando se 
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convoca a las discusiones públicas y a las audiencias legislativas, se llama 
a los expertos académicos y a las autoridades con amplia experiencia 
administrativa a debatir estos temas; mientras tanto los ciudadanos co-
munes solamente pueden esperar para expresar sus quejas sobre faltas de 
menor importancia, inevitables en la calidad del servicio del agua, o de 
los errores administrativos. Las decisiones importantes sobre el diseño de 
los sistemas hidráulicos, del acercamiento para manejo de los efluentes, 
y de las estructuras de tarifa se deben confiar a los expertos merecedo-
res de nuestra confianza, en espera de la representación de los intereses 
de la población en el ejercicio de su poder; cualquier insinuación de 
los intereses diagonales o privados que eliminan su trato sagrado por la 
confianza pública, es saludada con gritos de desdén o de “populismo” 
por la élite del poder.

En este escenario, para los funcionarios la oposición informada y los 
paradigmas alternativos son intromisiones inaceptables. Los intereses 
“colectivos” de la nación, definidos por la élite al servicio del capital, son 
siempre más importantes que los intereses directamente violados de los 
perdedores en la ecuación del poder económico. Sin considerar dónde 
queda la “razón”, la práctica actual en México ha llevado a la construcción 
cuidadosa de una gestión del agua nacional y de un sistema de uso, que 
están destruyendo los ecosistemas, envenenando a las personas y dejando 
al país mal preparado para enfrentar los desafíos de un desarrollo sus-
tentable y equitativo. Las decisiones son tomadas sin programación y sin 
conocimientos adecuados, con base en confrontaciones entre grupos 
desiguales; los recursos derrochados, las personas prescindibles, y son 
otros los que sufren  las consecuencias, aunque algunos oportunistas se 
benefician a corto plazo.

Presentamos, nuevamente, dos ejemplos que pueden ilustrar muy bien 
los problemas que enfrenta México en la gestión del agua:

1]	La cfe propone construir el segundo proyecto hidroeléctrico más 
grande del país, La Parota, a corta distancia de la playa de Acapulco, 
Guerrero. El proyecto, de mil millones de dólares, contempla que el 
lago proyectado se formará detrás de una pared de 192 metros de 
altura que inundaría 14 000 hectáreas, desplazando a 25 000 per-
sonas. En vez de intentar negociar términos creíbles de compensa-
ción y programas para impulsar el desarrollo regional, o considerar 
modelos alternativos de gestión ambiental y generación de energía 
basada en la comunidad, las fuerzas gubernamentales intentaron 
sobornar inmediatamente a algunos líderes mientras que encarcela-
ban a la oposición más intransigente. A pesar de la solidaridad inter-
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nacional movilizada para apoyar la coalición de fuerzas nacionales, 
elevando la apuesta y retrasando el proyecto, la cfe insiste iniciar su 
construcción y apaciguar a las comunidades con proyectos menores 
de obras públicas.

2]	La propuesta para crear una compañía de capital mixto para el ma-
nejo del servicio del agua en Saltillo parecía muy popular cuando 
fue anunciada en 2001. El proceso de licitación fue organizado por 
la firma Arturo Anderson, que se hizo infame por su labor de engen-
drar el gran escándalo de la empresa norteamericana, Enron; uno 
de sus clientes ganó el contrato. La nueva compañía implementó 
aumentos “irregulares” de las tarifas, cerrándose frente a cualquier 
cuestionamiento público e incluso inculcó una gran preocupación 
en su socio mayoritario, el alcalde local. Los cuestionamientos sobre 
asuntos técnicos y las manifestaciones de descontento social fueron 
desacreditados en vista de los avances considerables en mejoras del 
servicio y las opiniones favorables en las encuestas de opinión pú-
blica. Una auditoría del Congreso local y la firmeza de un peque-
ño grupo de ciudadanos continúan manteniendo viva la discusión, 
mientras que las fuerzas internacionales de solidaridad, miden la 
correlación de fuerzas. En un ambiente donde no existen mecanis-
mos de conciliación, donde no hay mediadores imparciales, preva-
leciendo un ambiente político inestable, las preocupaciones de los 
grupos de base están aprovechando el momento para avanzar en su 
cuestionamiento de la firma, a pesar de la publicidad que hace la 
empresa sobre su capacidad para mejorar el servicio y consolidar su 
estabilidad económica.

11.8. conclusiones

A diferencia de muchos otros países en América Latina, en México ni el 
gobierno ni la sociedad civil han logrado implementar una agenda de 
reforma exitosa para la gestión del agua urbana. A pesar de numerosas 
protestas e innumerables movilizaciones por su mala administración, las 
contadas iniciativas para implantar nuevos enfoques y crear nuevos orga-
nismos para asegurar un servicio adecuado y digno no han resultado 
exitosas. La cna y los organismos municipales en México siguen sin poder 
asegurar un servicio adecuado y accesible del agua urbana; la estructura 
resulta incapaz para proteger los ecosistemas de los cuales dependemos. 
El mayor obstáculo que enfrenta el país en el intento de alcanzar este 
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objetivo es la renuencia oficial para alentar o incluso permitir la partici-
pación social en la discusión de la gestión, vigilancia y gestión de los 
servicios públicos. Múltiples problemas como la ausencia de solvencia 
financiera, capacidad reguladora, y capacitación, tanto en la calidad 
como en la eficacia de servicio, impiden asegurar mejoras sustanciales en 
el servicio. Estos obstáculos seguirán como barreras infranqueables si no 
se permite a los grupos ciudadanos participar en la resolución de los 
problemas.

La experiencia de la participación extranjera en la gestión del servicio 
local no es muy alentadora y ofrece poco consuelo para los defensores 
de la privatización. Aunque han alcanzado mejoras importantes en indi-
cadores importantes del servicio, como lograr mayor cobertura para sus 
áreas de servicios y eficacia en la recaudación, surgen dudas serias sobre 
el uso de prácticas financieras cuestionables que les redundan en mayo-
res ganancias; en el caso de Cancún, la gente continúa preguntando 
cómo Ondeo logró que la banca oficial financiara su inversión en el 
negocio, mientras que las acusaciones contra la gerencia de Aguas de 
Barcelona por manejos financieros inadecuados en Saltillo (agudizado 
por la decisión municipal de negar responsabilidad para ejercer alguna 
función supervisora que correspondería a su propiedad mayoritaria de 
la empresa) confirman los temores sobre el impacto del capital interna-
cional en el sector. El ejemplo de Aguascalientes confirma la necesidad 
de que se construya una capacidad reguladora independiente para pro-
teger los intereses públicos. Finalmente, la experiencia en el Distrito 
Federal (actualmente Ciudad de México) es atípica, pues no permite 
generar beneficios corporativos en exceso, y hay un buen esquema de 
vigilancia y supervisión, lo que ha asegurado que las firmas alcancen los 
niveles de servicio esperados.

Por otra parte, los ejemplos excepcionales de organismos del sector 
público independientes operando servicios eficientes, ofrecen evidencia 
de que el gobierno puede reorganizarse para servir al público. A su ma-
nera, cada una de estas agencias ha generado experiencia, comprobando 
la posibilidad de una mejora en los servicios, elevando la confianza del 
público para que los usuarios estén dispuestos a pagar sus cuentas regu-
larmente. Lamentablemente, los problemas irresueltos en el manejo de 
los ecosistemas siguen siendo un problema latente, y en algunos casos se 
han acentuado como en los casos de León, Guanajuato, y Torreón, 
Coahuila. Éstos son sólo dos ejemplos de los graves desequilibrios am-
bientales, que se presentan en un grado u otro, en casi todas las empre-
sas, sean públicas o privadas. Representan un desafío que el gobierno 
nacional todavía no ha aceptado como prioritario y no está preparado a 
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enfrentar; carece de la voluntad política, y de las capacidades técnicas y 
financieras incluso para definir una agenda realista y eficaz en esta área.

Desafortunadamente, la mayoría de los organismos del sector público 
están pobremente preparados para satisfacer las necesidades de sus clien-
tes o planear sus necesidades futuras. El actual esquema de descentrali-
zación no parece el más adecuado en un país carente de la preparación 
técnica y de los recursos financieros requeridos y con capacidades admi-
nistrativas obsoletas. Ofrece una incubadora en la cual políticos ambicio-
sos pueden arrogarse el control del sistema para su enriquecimiento 
personal, sin que exista ningún mecanismo eficaz para asegurar benefi-
cios y canales de participación para la sociedad.

En contraste, hay algunos ejemplos excepcionales donde las iniciativas 
locales han promovido mecanismos altamente originales y eficaces para 
resolver problemas locales. Se han documentado varios ejemplos en el 
país (Barkin, 2001). La evidencia de otros países sugiere la importancia 
y la eficacia de estimular iniciativas locales como un complemento y 
control sobre las administraciones públicas; en este contexto la experien-
cia de colaboración con organismos públicos exitosos ha probado ser 
muy útil (Hall et al., 2009). Estas experiencias no sólo reflejan una capa-
cidad de vigilancia y de resolución dinámica de conflictos, sino que a 
menudo crean agencias más eficientes que las estatales o las compañías 
privadas para proveer a poblaciones marginales, de servicios públicos 
(Satterthwaite et al., 2005). Con apoyos apropiados, aseguran una distri-
bución más equitativa de los beneficios obtenidos. Quizás una de nuestras 
tareas más importantes debe ser explorar la viabilidad de los nuevos 
modelos para la entrega del servicio del agua en México.

El sector público en México resultó tristemente mal preparado para 
su responsabilidad como anfitrión del Cuarto Foro Mundial del Agua (en 
marzo de 2006) y no ha mostrado una capacidad para superarse desde 
entonces, reflejado en su oposición actual de reconocer el derecho hu-
mano al agua en el Quinto Foro Mundial del Agua en 2009. La intransi-
gencia oficial provoca conflictos innecesarios, aumentando la inconfor-
midad popular y obligando a los ciudadanos a intensificar su belicosidad 
(reflejado en la película 13 Pueblos en defensa del agua, el aire y la tierra, 
dirigida por Francesco Taboada [2008] y galardonado con el Premio de 
la Cruz de Bronce en Estambul en el Festival Internacional de Cine y 
Agua en 2009); también excluye el diálogo informado y el cuestionamien-
to respecto a asuntos técnicos, ambientales y sociales de gran importancia. 
Se hace alarde de las normas locales, y el discurso oficial es tan superficial 
que los observadores exteriores la consideran francamente vergonzosa. 
En los años siguientes al Foro en México la ciudadanía local en México 
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ha profundizado su comprensión de la gravedad de la situación y la ne-
cesidad urgente de informarse sobre los problemas serios que hay que 
afrontar. Las iniciativas de la Coalición de Organizaciones Mexicanas para 
el Derecho al Agua (comda) para abrir foros amplios ofrecen un ejemplo 
valioso que complementa la creciente capacidad académica para atender 
la emergente crisis del agua en México (Esch et al., 2006).20

20   Para un análisis de la situación de la gestión del agua en otros países frente al IV 
Foro Mundial (véanse Balanyá et al., 2005 y Emanuelli, 2009). Algunos sitios que actualizan 
la problemática de manera regular son: <http://agua.org.mx y http://comda.org.mx>.

http://agua.org.mx
http://comda.org.mx
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INTRODUCCIÓN

La Revolución cubana era un evento singular en la historia de América 
Latina; despertó esperanzas en todo el hemisferio y abrió líneas de debate 
y de trabajo en muchos lugares. Resultó una experiencia muy importante 
en mi propia trayectoria profesional. Para un joven estudiante de eco-
nomía buscando soluciones a los grandes problemas del momento, los 
debates y retos en torno a la Revolución eran de gran importancia; en el 
ambiente neoyorkino a principios de los años sesenta, las oficinas de la 
Escuela Monthly Review ofrecían una ventana extraordinaria a la discusión 
internacional y un lugar de encuentro para un constante flujo de “turistas 
revolucionarios” reportando sobre los acontecimientos. El director de la 
revista, Paul Sweezy, y su colaborador, Paul Baran, estaban avanzando en 
su libro, El capital monopolista, pero eran las discusiones en torno a Cuba 
durante algunos de los “Brown bag Lunches” cada semana las que crea-
ron una gran impresión en mí. Baran (que no asistía regularmente), ha-
bía escrito sobre el significado del excedente para el proceso económico 
unos años atrás (1959), tema que me sigue interesando hasta el presente 
(capítulo 29); pero en el momento los análisis del proceso revoluciona-
rio resultaban de enorme importancia, moldeando parte de mi trabajo 
como estudiante de posgrado y mis interacciones con Sidney Mintz, un 
antropólogo, especialista en el Caribe, con un gran conocimiento sobre 
el complejo proceso socioeconómico de la introducción y permanencia 
de la caña del azúcar.

Estos comentarios preliminares sirven para contextualizar las oportu-
nidades que tuve de participar en la docencia en la Facultad de Economía 
de la Universidad de La Habana y redactar el artículo que inicia esta 
parte del libro. Tardó años en terminarse, mientras que discutíamos en 
Nueva York, La Habana y México sobre desarrollos teóricos y estrategias 
agrícolas apropiadas para la isla. Utilizar un aparato abstracto como la 
base del análisis es fruto de estas discusiones y de debates importantes 
con personas que fueron responsables de las decisiones monumentales 
del momento. El capítulo fue publicado originalmente en la nueva revis-
ta de la Facultad, un gran halago para un joven entrometido.

Estas experiencias y el cúmulo de investigaciones en el Centro de Eco-
desarrollo, imprimieron un sesgo ruralista en mi trabajo que transformó 
mi visión del futuro. Los debates de los años setenta en los cuales parti-
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cipé marginalmente dejaron claras las posibilidades y la importancia del 
campesinado para el país y el mundo. Elaborábamos la tesis de una nueva 
ruralidad frente a la tendencia urbanística de la globalización, una discu-
sión que ocuparía gran parte de mi trabajo por años. En el capítulo 13 se 
presenta la idea de una renovada vitalidad en las áreas rurales, no sólo en 
México, sino a lo ancho y largo del globo; estaba tomando forma La Vía 
Campesina y había una gran efervescencia entre las varias organizaciones 
campesinas, que desgraciadamente se degeneraría por el corporativismo 
y cooptación característicos del sistema político mexicano.

Nuestro trabajo se enfocó en colaborar con comunidades dispuestas a 
experimentar con proyectos propios para la producción y el manejo del 
medio ambiente. Estábamos aprendiendo juntos cómo aprovechar las 
bondades de la universidad para dejar beneficios reales para el mundo 
rural. Sigo pensando que el énfasis que pusimos en la soberanía alimen-
taria en aquellos momentos es relevante, quizá aún más hoy en día, 
considerando la volatilidad en los mercados mundiales de alimentos y la 
vulnerabilidad que muchas regiones están experimentando por las diver-
sas manifestaciones del cambio climático y otros problemas naturales. La 
protección de la biodiversidad, el rescate de tradiciones productivas 
sustentables y la organización colectiva están resultando determinantes 
para preparar a las comunidades a ejercer efectivamente su autonomía.

Esta sección termina con un recordatorio sobre el significado cultural 
del maíz. Resulta muy llamativo que a pesar de los peores augurios de 
un desplome en su producción por el Tratado de Libre Comercio, los 
campesinos lograron aumentar la producción al grado que terminaron 
con la importación del maíz blanco para el consumo humano; un com-
plemento a este artículo es otro premiado en Inglaterra y México sobre 
esta historia de la producción campesina (Barkin, 2002; 2003a).
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12.  AGRICULTURA: EL SECTOR CLAVE DE LA ECONOMÍA 
CUBANA1

Fidel Castro, en su famoso discurso La historia me absolverá de 1953, resu-
mió perfectamente la desilusión cubana sobre la estructura económica 
existente así como el deseo de contarse entre los países de industrializa-
ción moderna:

Salvo unas cuantas industrias alimenticias, madereras y textiles, Cuba sigue sien-
do una factoría productora de materia prima: Se exporta azúcar para importar 
caramelos, se exportan cueros para importar zapatos, se exporta hierro para 
importar arados... Todo el mundo está de acuerdo en que la necesidad de in-
dustrializar el país es urgente, que hacen falta industrias metalúrgicas, industrias 
de papel, industrias químicas, que hay que mejorar las crías, los cultivos, la téc-
nica y elaboración de nuestras industrias alimenticias para que puedan resistir 
la competencia ruinosa que hacen las industrias europeas de queso, leche con-
densada, licores, y aceites y las conservas norteamericanas, que necesitamos 
barcos mercantes, que el turismo podría ser una enorme fuente de riquezas; 
pero los poseedores del capital exigen que los obreros pasen bajo las horcas 
caudinas, el Estado se cruza de brazos y la industrialización espera por las calen-
das griegas.

Existen pocos ejemplos de la retórica latinoamericana que igualen la 
de Fidel, pero la insatisfacción que expresa se extiende por toda la región. 
A pesar de que Cuba era un caso extremo del desarrollo dependiente, 
muchas naciones están sujetas a los vaivenes del mercado internacional 
y a los intereses económicos de las naciones ricas. Todos los países que 
acaban de surgir desean industrializarse, y las élites dirigentes han pro-
metido siempre “nirvanas” industriales. Sin embargo, pocos tienen la 
posibilidad de reconciliar sus estructuras económicas y políticas con las 
insistentes exigencias nacionalistas de las masas empobrecidas.

Durante los primeros años de la revolución, se prestó poca importan-
cia a la planificación a largo plazo y a la elaboración de un programa 
congruente que abarcara varios sectores de la economía. En su lugar se 

1   Publicado en Economía y Desarrollo (Cuba) i: 3, 1970, pp. 4475.
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permitió cada administrador tomar las decisiones sobre la expansión de 
sus propias actividades sin medir sus efectos fuera de la empresa. Al mis-
mo tiempo, se siguieron políticas encaminadas a aumentar el poder de 
compra de amplios sectores de la población: disminuyeron considerable-
mente las rentas, desaparecieron las tarifas de los servicios públicos y 
establecieron tiendas populares en todas las áreas rurales, para eliminar 
las tasas de interés usureras y los precios monopólicos que regían en la 
época anterior. Construyeron nuevas viviendas e instalaciones turísticas 
en todo el país para atender las necesidades de personas que nunca so-
ñaron con tales oportunidades.

Estos programas se financiaron con reservas de la capacidad produc-
tiva, humana y de equipo, y mediante las divisas en dólares con las que 
podía contar Cuba por sus enormes exportaciones de azúcar. Todos los 
habitantes fueron movilizados para aumentar la producción y, a pesar de 
los efectos depresivos de las nacionalizaciones, la producción industrial 
en 1960 fue un poco más alta que la registrada en 1959 y aproximada-
mente 30% mayor que la de 1958 (Boorsteiin, 1968: 73). Sin embargo, 
para 1961, los inventarios preexistentes se agotaron y el embargo ameri-
cano empezaba a hacer sentir sus efectos. Como resultado, la producción 
industrial total disminuyó; un año después se presentaron problemas si-
milares en la agricultura. Los ambiciosos planes para expandir el área 
cultivada y diversificar las nuevas cosechas, tuvieron que reducirse debido 
al gran déficit en la balanza de pagos. No había con qué adquirir maqui-
naria nueva o fertilizantes. El efecto inicial del embargo ejercido por 
Estados Unidos fue particularmente severo, porque una gran proporción 
del consumo total de alimentos y de refacciones para la maquinaria se 
importaba de Estados Unidos.

La mayor parte de los programas de desarrollo económico se veían 
afectados por la insuficiencia de divisas y por una coordinación inade-
cuada; pero, en la eufórica atmósfera de los primeros años de la revolu-
ción, estos problemas fueron ignorados por los dirigentes e imperó un 
clima de optimismo general. (En la Oficina Central de Planificación los 
pesimistas proyectaban una tasa de crecimiento de 10% para los años 
siguientes.) Sin embargo, la dura realidad del desarrollo económico ter-
minó por imponerse a los planificadores. La escasez y los desequilibrios 
de la producción que se presentaron en toda la economía obligaron a 
reexaminar la estrategia de industrialización.

En 1963, los dirigentes decidieron que la agricultura debería ser “el 
eje en el camino del desarrollo” (Cuban Delegation, 1967: 68). Esto 
constituyó un cambio importante de las decisiones ad hoc que se tomaban 
en los años anteriores. Representaba la toma de conciencia de que para 
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desarrollar la economía cubana era necesario planificar a largo plazo. 
Así, el nuevo régimen planteaba aprovechar aquel potencial productivo 
más fácil de movilizar para financiar la futura diversificación de la eco-
nomía. La nueva política económica giraba en torno a la meta de la 
producción de 10 millones de toneladas de azúcar para 1970. Este cambio 
exigía sustanciales inversiones futuras en agricultura para mejorar la 
productividad y para diversificar y aumentar la producción total. La pro-
ducción interna debía servir para sustituir la importación de alimentos y 
materias primas y además para generar excedentes y aumentar las expor-
taciones (Cuba, 1968).

12.1. crecimiento económico desequilibrado:  
impaciencia e ideología

Los cubanos rechazaron explícitamente el enfoque autárquico para 
alcanzar la autosuficiencia económica. La impaciencia y la ideología los 
han conducido hacia una estrategia de desarrollo desequilibrado —el 
que confía en la expansión del azúcar y de otros productos agrícolas 
para obtener más rápidamente el capital necesario para el crecimiento 
posterior.

Volvieron la vista hacia Marx en busca de directrices ideológicas. A 
pesar de que Marx pensó que el comunismo era la estructura social más 
adecuada para ser implantada en una sociedad altamente desarrollada, 
muchas personas de los países en desarrollo encuentran en sus prescrip-
ciones una forma atractiva para cruzar la brecha que existe entre una 
sociedad tradicional y una sociedad moderna. El comunismo puede 
funcionar mejor en una sociedad opulenta y de tecnología avanzada; 
puede proporcionar el modelo de desarrollo para un país en vías de 
desarrollo; puede ser el motor que facilite su tarea de satisfacer las nece-
sidades humanas básicas.

La versión fidelista del comunismo estaba diseñada para servir como 
guía a Cuba en el cumplimiento de sus objetivos de crecimiento rápido 
y justicia social. El modelo marxista proporcionó los lineamientos para 
realizar un esfuerzo de desarrollo eficiente. No solamente hizo aceptable 
una forma de extrema centralización del gobierno, sino que también 
proporcionó las bases para la redistribución de los bienes de consumo. 
Un estricto control permitió que las masas disfrutaran de niveles de vida 
más altos sin desviar recursos para satisfacer el consumo. El desarrollo 
económico, que de otra forma se vería limitado por la cantidad liberada 
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para inversión, no se vio obstruido. Por lo tanto, se logró amplio apoyo 
popular para la nueva estrategia.

Las decisiones adoptadas desde 1963 reflejan la urgencia que experi-
mentaban los dirigentes. Un examen cuidadoso de sus afirmaciones y 
políticas sugiere que los cubanos llegaron intuitivamente al camino que 
los economistas consideran óptimo para el crecimiento económico. La 
estrategia conocida como turnpike 2 (por su similitud con las carreteras de 
circunvalación de alta velocidad que se construyen alrededor de muchas 
ciudades) sigue la lógica de que el camino más directo entre dos puntos 
no es siempre el más rápido. Mientras mayor sea la distancia que los 
separe, es más rápido hacer un rodeo dentro de la vía rápida.

Los economistas han demostrado que cuando el periodo de planifica-
ción es suficientemente largo y los objetivos finales son específicos, es 
más conveniente dejar a un lado esas metas finales y concentrar los es-
fuerzos en lograr la forma más eficiente de aumentar la producción. Una 
vez que se ha logrado tener una base productiva más amplia, los planifi-
cadores pueden transformar la estructura económica mediante la inver-
sión en nuevas industrias. De esta forma la sociedad puede disfrutar de 
los beneficios de la eficiencia económica sin comprometerse eternamen-
te en la producción de bienes de capital que ésta implica.3

El examen de la figura 12.1 puede ilustrar este proceso. Si la posición 
inicial de la economía es A y el objetivo final es B, punto en que habría 
una alta tasa sostenida de crecimiento del consumo, entonces es más 
eficiente diseñar un programa de inversiones que obligue a la economía 
a concentrarse a corto plazo en la producción de bienes de capital (o 
bienes que puedan intercambiarse por bienes de capital, si se permite el 

2   Se utiliza el vocablo en inglés para evitar confusión; su sentido queda explicado en 
el texto. La referencia al modelo del turnpike en este capítulo no implica que los econo-
mistas cubanos lo hayan adoptado, con base en la presentación teórica en la literatura 
especializada. Más bien, es mi apreciación de sus decisiones respecto al diseño e imple-
mentación de un enfoque que aprovechó el potencial que ofrecía su sociedad y economía 
en el momento. El modelo original es de von Neumann (1945) y Ramsey (1928); fue 
popularizado por Dorfman et al., (1958). Las políticas que resultan de la teoría turnpike 
son similares a las que resultarían de la combinación de una teoría dinámica de la venta-
ja comparativa y de las teorías que recalcan la importancia de lograr coeficientes de in-
versión más altos.

3   Las discusiones sobre los modelos de crecimiento turnpike revisten generalmente un 
carácter altamente complejo por su naturaleza técnica. Una de las versiones que más se 
aproxima al caso cubano al demostrar las relaciones que se dan entre la acumulación 
eficiente de capital y el comercio exterior es R. Findlay (1968). En muchos de sus trabajos, 
Maurice Dobb (1970; 1971) examina también los problemas de planificación óptima de 
las inversiones.
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comercio) para lograr más rápidamente la meta propuesta. Esta estrategia 
es aconsejable debido a la existencia de una senda de expansión (om) 
conocida como el rayo de Von Neumann, que expresa, a la par, equilibrio 
y eficiencia, es decir, que permite que la economía crezca a un ritmo más 
veloz. Al aprovechar el potencial de crecimiento que existe cuando la 
estructura económica se asemeja más estrechamente a la eficiente repre-
sentada por el rayo de Von Neumann, los planificadores estarán en apti-
tud de mover hacia adelante la frontera de la producción más rápida-
mente que si estuvieran siguiendo una estrategia de crecimiento 
equilibrado y menos eficiente definida en términos de b (adb). En estas 
condiciones, la inclusión en el análisis de los criterios de eficiencia global 
sugiere la necesidad de una selección deliberada que conduzca la eco-
nomía a lo largo de la catenaria acb. La teoría afirma que si la economía 
se dirige correctamente será posible lograr en un tiempo más corto el 
objetivo B siguiendo la “vía rápida” que dirigiéndose directamente, hacia 
el objetivo final desde el principio.

figura 12.1
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Cuando se utiliza este tipo de estrategia de desarrollo basado en un 
sector clave, las inversiones se asignan exclusivamente sobre la base de la 
eficiencia, al menos durante las etapas iniciales cuando elevar al máximo 
la tasa de crecimiento constituye el objetivo primordial. Debe incluirse 
por lo menos una importante restricción al formular el programa de 
inversión: la producción de bienes de consumo debe crecer a una tasa 
similar a la de la población. Se requiere otra modificación de la teoría 
original, cuando una economía depende en alta medida del comercio 
internacional: puede ser más ventajoso obtener los bienes de capital re-
queridos a través del intercambio, produciendo artículos exportables. En 
la gráfica esto requeriría modificar la leyenda del eje vertical, en los si-
guientes términos “proporción de bienes de capital y otros susceptibles 
de intercambiarse por éstos”. Por lo tanto, la forma de la catenaria está 
determinada por la necesidad de mantener el nivel absoluto de consumo 
per cápita y la inclinación de los planificadores para incluir en sus planes 
de desarrollo la posibilidad de comercio basado en la ventaja compara-
tiva dinámica.

Las ideas de control central e igualdad del marxismo-leninismo facili-
taron la evolución de un programa de desarrollo deliberado. Fidel y otros 
dirigentes siguieron siempre un enfoque pragmático de los problemas 
que planteaba la modernización. A pesar de que se cometieron numero-
sos errores de inversión (algunas veces como resultado de la intervención 
directa del primer ministro), las decisiones políticas se sustentaban sobre 
bases racionales. Por ejemplo, la estrategia del desequilibrio da prioridad 
al desarrollo de las industrias más eficientes.

La organización socialista permite que los planificadores canalicen las 
ganancias de las empresas rentables a la creación de nuevas industrias o 
a la expansión de las ya establecidas. Bajo el sistema capitalista, en donde 
la toma de decisiones es descentralizada y en gran medida se encuentra 
concentrada en el sector privado, se dispone de una proporción menor 
de las ganancias obtenidas para canalizarlas a nuevas inversiones, porque 
es más difícil contener los niveles de consumo.

Además, sin planificación central puede darse el caso de que se invier-
tan más recursos en la expansión de instalaciones de producción relati-
vamente ineficientes o en nuevas líneas de la misma empresa. Con una 
economía socialista dirigida centralmente, los planificadores pueden te-
ner mayor libertad para trasladar los beneficios e inversión de una indus-
tria a otra, de acuerdo con sus decisiones acerca de la importancia y 
eficiencia relativas de los diferentes productos. Estas condiciones permi-
tieron que Cuba movilizara una mayor parte de su excedente para desti-
narlo al crecimiento económico.
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La influencia del marxismo sobre la Revolución cubana determinó la 
temprana decisión de redistribuir el consumo favoreciendo a los pobres 
y aumentar la importancia de los servicios sociales públicos. Durante las 
fases iniciales del desarrollo se trazaron ambiciosos planes para invertir 
casi todo el aumento de la producción en la expansión posterior de la 
capacidad productiva. El sistema de racionamiento permitió un rápido 
incremento en el consumo de los pobres, especialmente los de las áreas 
rurales, sin incrementar el consumo agregado, trasladándoles los bie-
nes de los grupos urbanos más ricos. Dado el éxito alcanzado por los 
programas iniciales de producción de bienes de consumo, se preveía la 
liberalización gradual de las restricciones que impone el racionamiento. 
Al mismo tiempo se dio mayor importancia a la asignación de servicios 
públicos colectivos para asegurar la participación igual de todos los gru-
pos en el esfuerzo de desarrollo. Éstos incluyen la educación, la cual no 
solamente capacita al pueblo para participar más completamente en el 
esfuerzo de desarrollo, sino que es un elemento esencial en el proceso 
de participación.

Los cubanos modificaron el modelo económico para que incluyera el 
incremento de la población y la incapacidad de producir una amplia 
gama de maquinaria y artículos de consumo. Optaron por concentrarse 
en la producción de bienes agrícolas y desarrollar las relaciones comer-
ciales con otras naciones, de forma que el equipo de capital requerido 
pudiese comprarse con las ganancias de las ventas de la agricultura. 
Desde su punto de vista, la agricultura era el sector menos costoso de 
desarrollar y representaba la forma más expedita de ensanchar su limi-
tada base de exportaciones. Explicaron que con ello no solamente se 
abría la posibilidad de exportar una mayor proporción del incremento 
de la producción y de reducir las importaciones de comestibles, sino que 
también ofrecía la posibilidad de utilizar las reservas de tierra fértil que 
permanecían aún inexplotadas. La productividad de la tierra y del traba-
jo podrían incrementarse sin exigir la cantidad de personal calificado y 
de importaciones de bienes de capital que requerirían otros sectores.4

El primer paso que se dio para instrumentar esta estrategia fue la de-
claración de 1963 sobre la meta de producir 10 millones de toneladas de 
azúcar para 1970. Algunos dudaron de la sabiduría de esta campaña, ya 
que se había acusado a la antigua dependencia cubana del azúcar de la 

4   La descripción de la política económica cubana desde 1963 se basa en documentos 
oficiales y discursos de varios ministros. Esta sección se basa en uno de los documentos 
más informativos (Cuba, 1968). En la última parte de este capítulo analizaremos los datos 
de producción para comprobar si se siguió esta estrategia y en qué medida.
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deplorable situación social y económica que prevalecía en vísperas de la 
revolución. Pero la elección de este sector, después del flirteo inicial con 
una ruta socialista más ortodoxa de rápida industrialización, no fue mera 
casualidad; Cuba cuenta con una aplastante ventaja comparativa en la 
producción de azúcar.

El azúcar es sólo parte del esfuerzo de desarrollo. La cría de ganado 
ocupaba el segundo lugar en prioridad. El objetivo era aumentar el hato 
ganadero y elevar su productividad para dar lugar a un rápido incremen-
to en la producción de leche y carne. Simultáneamente se desarrollaron 
otras líneas agrícolas como parte de la primera fase de la nueva estrategia 
de desarrollo: esos productos incluyen frutas cítricas, arroz, café y tu-
bérculos. Eran importantes por su efecto en reducir las importaciones y 
diversificar las exportaciones.

Los cubanos estaban plenamente conscientes de las limitaciones inhe-
rentes al desarrollo agrícola. No solamente saben que el mercado para 
una cosecha de azúcar mayor de 10 millones de toneladas era limitado, 
sino que también reconocen que las ganancias de exportación provenien-
tes de otros productos agropecuarios no pueden continuar aumentando 
indefinidamente, ya que el área laborable era muy limitada. Aun con 
mejoras en la organización y en la eficiencia técnica, el sector agrícola no 
podía financiar grandes incrementos de los gastos de inversión durante 
mucho tiempo (Gutelman, 1970: cap. 7).

Por consiguiente, la próxima etapa de desarrollo se concentraría en 
la explotación de los amplios recursos mineros de Cuba. A pesar de que 
el contenido de importación de la inversión nueva en ese sector es más 
costoso que en el agrícola, la cifra es más baja y la producción de exce-
dentes exportables es más alta que en otra industrias. Se preveía el desa-
rrollo de industrias metalúrgicas para extraer las grandes reservas de la-
terita que se localizan en la Provincia Oriental para la producción de 
níquel, cobalto, aluminio, cromo, hierro, acero y subproductos. Otras 
industrias planeadas para este periodo se basaban en derivados del azúcar 
y en la riqueza potencial silvícola, todavía inexplorada.

Entre las muchas dificultades que puede presentar el enfoque turn-
pike, se cuenta el peligro de que los intereses creados durante el proce-
so de desarrollo pongan resistencia a los cambios requeridos para alcan-
zar los objetivos. La decisión sobre la división del presupuesto entre 
inversión y consumo puede crear un conflicto. Podría afirmarse que bajo 
cualquier situación, y con la mayoría de las estrategias, es posible alcan-
zar tasas de crecimiento más dinámicas efectuando más inversión. La 
tentación de desviar recursos hacia los bienes de inversión puede resul-
tar mayor con la estrategia turnpike que con otras estrategias, y sus pro-
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motores tendrían que desafiar a aquellos que deseen incrementar los 
niveles de consumo.

Al efectuar la selección de las técnicas de producción surge una difi-
cultad adicional. Con frecuencia la selección se hace entre procesos de 
producción altamente mecanizados y los intensivos en mano de obra. La 
selección de la tecnología apropiada puede ser difícil, por la existencia 
de conflictos entre las metas propuestas de absorber gente en las activi-
dades productivas en las que realizan una contribución social y las que 
plantean la necesidad de aumentar la productividad del trabajo, tan rá-
pidamente como sea posible, para elevar el ingreso. Con la moderniza-
ción de la producción frecuentemente se vuelve más costoso crear em-
pleo para ocupar trabajadores adicionales. La producción mecanizada 
requiere mayor inversión y con frecuencia es más eficiente que el traba-
jo humano. Por lo tanto, si la absorción de trabajo es un problema, 
puede surgir un conflicto entre los objetivos económicos y los sociales. 
De ninguna manera la estrategia turnpike está exenta de costos. Eventual-
mente los cubanos tendrán que enfrentarse al problema de “salir”.

12.2. el marco sociopolítico

Los cubanos eran cautelosos en lo que se refiere a sacrificar las metas 
sociales de la revolución en aras de un rápido crecimiento económico. 
Desde el principio estuvo claro que Fidel tenía el compromiso de elimi-
nar el desempleo —que fuera la ruina del campesino en la época de la 
Cuba prerrevolucionaria—. En 1953, declaró que había “... seiscientos 
mil cubanos que están sin trabajo deseando ganarse el pan honradamen-
te sin tener que emigrar de su patria en busca de sustento” (Castro, 1956: 
p. 61). La investigación que se realizó en 1958 describía la situación con 
gran detalle. La tasa promedio de desempleo era aproximadamente de 
16.4%; se estimaba que los subempleados representaban el 30.2% de la 
población. La situación era más grave durante la época “muerta” que 
tenía lugar de agosto a septiembre, cuando el 20.5% de la fuerza de 
trabajo estaba totalmente desempleada. En el punto máximo de la zafra 
la cifra disminuyó a 9.1% (Cuba, 1958).

El Che Guevara expresó la preocupación de los dirigentes por los 
efectos adversos del desempleo en un discurso a una asamblea de obreros:

Ahora, el deber de este gobierno revolucionario es, antes que ninguna otra cosa, 
en términos económicos, atender a los desocupados en primer lugar, atender a 
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los subempleados en segundo lugar. Por eso es por lo que hemos luchado mucho 
nosotros contra los aumentos de sueldo, porque también aumentos de sueldo 
significan, por otro lado, un hombre menos que se ocupa. El capital del país es 
un todo, no lo podemos crear con una maquinita, eso es mentira, cuanto más 
moneda, menos valor tiene esa moneda. De modo que el capital es un todo, y 
con ese capital tenemos que desarrollar nuestro país, tenemos que pensar bien 
para hacer que cada industria que se ponga a trabajar sea la que dé en ese mo-
mento el mayor número de empleo, porque es nuestro deber, lo repito, primero, 
primero que cualquier cosa, hacer que todo el mundo coma en Cuba; después, 
que todo el mundo coma todos los días; después que, además de eso, todo el 
mundo se vista y viva decentemente en Cuba; después, que todo el mundo tenga 
derecho a asistencia médica gratuita y a educación gratuita.

Prosiguió diciendo: “a fines del año 62, es decir, dentro de dos años y 
medio exactamente, acabará el desempleo en Cuba” (Guevara, 1960: 8, 
14). Aunque el Che señaló más tarde que “dentro de un régimen de 
justicia social las contradicciones entre el avance tecnológico y el pleno 
empleo deben resolverse con gastos improductivos” (Guevara, 1962).

Sin embargo, Cuba no tuvo que tomar este camino. Empezó atacando 
frontalmente los problemas de infraestructura, servicios educacionales, 
médicos y otros servicios sociales que exigían el trabajo de muchas perso-
nas y que eran insuficientes durante los primeros años de la revolución. 
Los esfuerzos por utilizar totalmente la capacidad productiva existente y 
por crear nuevas industrias absorbieron todavía más gente. Finalmente, la 
actitud beligerante de Estados Unidos hizo necesario mantener a muchos 
miles de trabajadores potenciales en pie de guerra en una economía que 
estaba luchando por incrementar su producción física. Así pues, los traba-
jadores fueron absorbidos productivamente en la construcción de casas, 
caminos, presas, etc.; en la expansión de la tierra arable y su explotación 
más intensiva; en la introducción de nuevos cultivos y tecnología; en la 
producción de insumos agrícolas y en el procesamiento de productos 
agrícolas; en la educación y otros servicios sociales; y en la defensa.

Por lo tanto, para el periodo en que se decidió cambiar la estrategia 
económica, el problema de Cuba era asignar su fuerza de trabajo relati-
vamente escasa en la forma más eficiente posible, dados los bajos niveles 
de educación y entrenamiento que estaban reduciendo sustancialmente 
la productividad. El gran éxodo a Estados Unidos de trabajadores califi-
cados y de profesionales de todas las ramas que se efectuó a medida que 
avanzaba la revolución, contribuyó a la disminución de la productividad 
y agudizó la necesidad de invertir una gran proporción de todos los re-
cursos en capacitar a la población.
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Puesto que había trabajo para todos, era más fácil instrumentar las 
políticas de distribución igualitaria. Uno de los primeros efectos de la 
revolución fue la redistribución del ingreso real de los centros urbanos 
hacia el campesinado rural. Casi desde el principio se establecieron tien-
das populares, precios de garantía, servicios sociales mejorados, salarios 
rurales más altos y programas de construcción, para beneficio del cam-
pesino (Dumont, 1965: 55-57). Como lo expresó Ania Francos: “Una cosa 
es cierta; nada es demasiado bueno para los campesinos” (1962: 56).

Las ideas igualitarias tan comúnmente expresadas en otros marcos 
revolucionarios llegaron a ser el precepto que determinaba el diseño de 
las políticas; probablemente fueron la causa de que el actual régimen 
perdiera a muchos de sus simpatizantes de la clase media, pero crearon 
la base ideológica para que se diera la importante movilización del tra-
bajo en la Cuba revolucionaria. Esas ideas ejercieron una influencia 
considerable en la decisión final sobre abandonar los incentivos materia-
les como premio al trabajo, que fue anunciada en 1966. La decisión de 
Fidel fue la culminación del largo debate sostenido entre muchos de los 
miembros del Consejo Cubano de Ministros de Economía y algunos des-
tacados marxistas europeos, acerca de la forma más adecuada de alentar 
a la gente a trabajar a toda su capacidad y a contribuir a lograr las metas 
nacionales. El “Gran Debate” sobre esos temas, que tuvo lugar entre 1963 
y 1965, reflejó el encuentro con los problemas económicos que forzaron 
el cambio de la estrategia inicial de desarrollo. Los abogados de la ética 
revolucionaria, encabezados por el Che Guevara, apoyado por Ernest 
Mandel y otros, se enfrentaron a los que apoyaban la racionalidad eco-
nómica, encabezados por Carlos Rafael Rodríguez que contaba con el 
apoyo de Charles Bettelheim, René Dumont y otros entre los marxistas 
europeos.

Estos debates reflejaban también la competencia entre las formas de 
organización económica que prevalecían en Cuba por entonces; bajo el 
tutelaje del Che Guevara, el sector industrial se había dirigido rápida-
mente hacia el control y dirección centrales, mientras en el sector 
agrícola Carlos Rafael Rodríguez había creado un sistema descentralizado 
de autofinanciamiento dentro de un marco general de planificación 
central, reteniendo los incentivos materiales (Silverman, 1973).

La escasez de bienes y la incapacidad de otorgar diferenciales de sala-
rios sustanciales fue otro factor que contribuyó a realizar el cambio hacia 
los incentivos morales. Además, para poder cumplir con la plantación a 
corto plazo y el cuidado de las cosechas agrícolas se necesitaron de los 
servicios de un número importante de trabajadores para efectuar tareas 
duras y sin calificación. Se habrían necesitado importantes diferenciales 
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de salarios para inducir a los trabajadores a dejar trabajos que frecuen-
temente requerían más aptitudes y que eran más productivos. El trabajo 
voluntario sin remuneración era la respuesta lógica, sobre todo conside-
rando las importantes mejorías en las condiciones de vida para la mayo-
ría en los años anteriores. Desde el punto de vista del gobierno, ese 
cambio era necesario para instrumentar los ambiciosos planes de inver-
sión en los años siguientes, sin ocasionar presiones inflacionarias que “no 
habrían sido más que un sacrificio incontrolado de aquellos sectores de 
la población que tienen un ingreso menor” (Castro, 1970). El programa 
de racionamiento empezó con la carne y se amplió progresivamente 
hasta incluir casi todos los artículos alimenticios, vestido y bienes de 
consumo duradero. Ahora [1970] hay pocos bienes que no estén sujetos 
a racionamiento y todos tienen una gran demanda. Es bastante común 
ver largas filas esperando para comprar bienes no racionados tales como 
comidas de restaurante, transportes, reservaciones de hoteles, helado y 
aun lápices cuando están disponibles. Los libros y revistas se agotan casi 
tan pronto como son publicados.

A pesar de que aún subsisten grandes diferencias en los salarios nomi-
nales de diferentes grupos, las variaciones en los salarios reales son consi-
derablemente reducidas debido a los altos precios de los bienes no racio-
nados. Dado que los precios de los bienes racionados están controlados, 
la mayoría de la gente en Cuba tiene ingresos suficientes para comprar su 
cuota completa. La cantidad de bienes no racionados que puede adquirir 
una persona depende de su ingreso nominal y del tiempo de que disponga 
para buscar productos que comprar. Existe un esfuerzo por divorciar las 
ganancias monetarias de la productividad mediante la reducción de los 
diferenciales de salarios y solicitando a los trabajadores que no pidan el 
pago de tiempo extra. La igualdad se refuerza todavía más mediante la 
eliminación del ingreso por propiedad y por la provisión de una creciente 
gama de servicios sociales como educación, servicio médico, guarderías, 
actividades culturales e instalaciones turísticas (Barkin, 1972a).

La orientación igualitaria se reflejó en la decidida prioridad otorgada 
a la educación durante los primeros años y en los continuos esfuerzos 
por elevar al pueblo a un grado técnico más alto. En la Cuba prerrevo-
lucionaria más de una cuarta parte de la población era analfabeta en 
contraste con el 3% de la población que se encontraba en condiciones 
similares en 1968 (Leiner, 1973). La espectacular campaña que se desa-
rrolló para erradicar el analfabetismo fue seguida por un ambicioso plan 
educativo; la proporción de la población que asiste a la escuela se dupli-
có. Inmediatamente antes de la Revolución, 835 000 personas, o sea 
12.8% de la población, asistía a algún tipo de escuela en Cuba; en 1967, 
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la cifra era 2.2 millones, es decir 26.6%. (De esa cifra aproximadamente 
425 000 estaban en programas de educación para adultos.)

Los problemas sociales comunes con la mecanización no eran motivo 
de preocupación para los cubanos debido a los innumerables trabajos de 
nueva creación que quedaban vacantes. El objetivo de liberar hombres 
de los trabajos enajenantes reforzó la decisión de mecanizar, y cuando 
ésta se combinó con los principios igualitarios, llevó a los planificadores 
a buscar las formas de eliminar las tareas desagradables. Se realizan aná-
lisis de costos de la eficiencia relativa de métodos alternos de mecaniza-
ción de la producción, pero las consideraciones sociales (no de mercado) 
desempeñaban un importante papel para influir en las decisiones acerca 
de la asignación del trabajo. La aversión y la dificultad de cortar caña, 
aunadas a la necesidad de trabajo adicional para laborar en otras activi-
dades llevaron a otorgar una alta prioridad al diseño de una cortadora 
mecánica de caña. Otras tareas que se mecanizaron debido a la combi-
nación de razones económicas y humanísticas eran el traslado de la caña 
en carretas con cargadoras mecánicas y el transporte del cemento, azúcar 
y otros productos. Otra innovación fue la total mecanización de la pro-
ducción arrocera. Algunas de estas innovaciones podían comprenderse 
sólo cuando se piensa que las tareas desagradables son una utilización 
costosa de la fuerza de trabajo.

12.3. efectos económicos del contexto sociopolítico

Puesto que el programa de desarrollo cubano convirtió a su economía 
que tenía excedentes de mano de obra en otra con escasez de ella, no 
puede sorprender que se haya otorgado prioridad a la elevación del nivel 
tecnológico de la economía. Fidel Castro y otros dirigentes señalaron 
frecuentemente la importancia de que un país en desarrollo debe estar 
a la vanguardia del desarrollo tecnológico y debe aplicar constantemen-
te las innovaciones que resultan del desarrollo del conocimiento.

La tecnología era sólo un elemento en el esfuerzo por lograr la eleva-
ción de la productividad del trabajo. El esfuerzo masivo de educación 
también realizó una contribución al proporcionar miles de técnicos cali-
ficados. Durante los primeros años de la Revolución mucha de la gente 
calificada que emigró tuvo que ser remplazada. Por consiguiente se tra-
zaron programas de fuerza de trabajo y se desarrollaron programas edu-
cativos para abastecer el personal calificado necesario a niveles interme-
dios y avanzados.
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Los requerimientos de fuerza de trabajo para realizar el esfuerzo de 
desarrollo hacían imperativa la elevación de la tasa de participación del 
trabajo y el aumento de la jornada de trabajo. Se estimulaba a las mujeres 
a cubrir puestos anteriormente desarrollados por los hombres y a parti-
cipar activamente en nuevas empresas productivas. Los estudiantes pasa-
ban parte de su tiempo desarrollando trabajo productivo. Se solicitaba a 
todos los trabajadores contribuir con horas extras de trabajo voluntario 
para alcanzar los objetivos de producción. Estas medidas eran parte de 
un intento por afrontar el grave problema de corto plazo de escasez de 
mano de obra. A pesar de que todos estos esfuerzos representaron un 
éxito en cuanto al incremento de las horas-hombre trabajadas, la dismi-
nución de la productividad del trabajo y la organización ineficiente 
contrarrestaron parte de su valor.

No obstante que las nuevas inversiones y la educación ofrecen la pro-
mesa de elevar la productividad, los cubanos enfrentaron el constante 
problema de la disminución de la productividad en las ocupaciones 
tradicionales y del creciente ausentismo. Estos problemas eran, en parte, 
un reflejo del éxito del programa de racionamiento y de los esfuerzos 
redistributivos para mejorar, a expensas del habitante urbano, el bienes-
tar material del campesinado. Sin embargo, la ineficiente utilización del 
equipo minó los beneficios esperados.

La disminución de la productividad del trabajo puede ser contrarres-
tada mediante la mecanización. El uso del equipo no sólo hace posible 
que los hombres sean más productivos, sino que frecuentemente estimu-
la la productividad haciendo que los trabajadores tengan un ritmo de 
trabajo determinado por la capacidad de la máquina. Se esperaba que su 
utilización revirtiera la disminución de la productividad por la elimina-
ción de los incentivos materiales. Sin embargo, los logros en este sentido 
resultaron limitados. 

La estrategia revisada de desarrollo de los cubanos da respuesta a las 
severas limitaciones de su actual capacidad de exportación y es un análi-
sis de su potencialidad agrícola inmediata. Se pidió a una población en 
constante crecimiento dar todo de sí misma, a pesar de que a todos se les 
garantiza un nivel de vida mínimo. Se prometió a los cubanos que, después 
de unos años de sacrificio material que requiere la estrategia turnpike, la 
producción aumentaría mucho más rápidamente permitiéndoles disfrutar 
un nivel de vida más alto en una sociedad igualitaria. Cuba podría ser una 
muestra del desarrollo socialista, justificando el desafío al imperialismo 
norteamericano. Sin embargo, después de los primeros momentos de ex-
plosivo optimismo, se evidenció que la construcción de la nueva sociedad 
requerirá un periodo más largo para convertirse en realidad.
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12.4. datos económicos

¿Qué significa el desarrollo económico para el obrero cubano? A pesar 
de que los datos son incompletos, sugieren claramente que la inmensa 
mayoría, que fue pobre antes de la revolución, en 1970 estaba mejor en 
términos materiales a pesar de que el crecimiento de la producción 
agregada ha sido lento. Leche, carne, huevos, vestidos y muchos otros 
bienes, a pesar de estar racionados, son, sin embargo, más accesibles para 
los pobres que en la situación anterior. Algunos bienes no están raciona-
dos, el helado, por ejemplo (¡!), y pueden obtenerse tras largas colas de 
espera. Los servicios de educación pública y atención médica están más 
extendidos especialmente fuera del área de La Habana.

Sin embargo, la estrategia turnpike impone la condición de extraer 
recursos del consumo. Los fondos de inversión deben utilizarse para el 
desarrollo de las industrias eficientes y para la constante expansión de la 
capacidad productiva. Para estas tareas también se necesitan divisas. En 
esta sección evaluaremos la forma en que los dirigentes tradujeron las 
aspiraciones de un desarrollo rápido en planes concretos de asignación 
de recursos a los sectores adecuados de la economía.5

a] Producción agregada

A partir de la revolución (y hasta 1970), la población de Cuba creció a 
un ritmo un poco mayor de 2.5% anual. Este crecimiento se ve contra-
balanceado por una tasa de emigración de 0.5% desde 1961. En 1970, 
aproximadamente 8.3 millones de personas vivían en la isla. La fuerza de 
trabajo creció un poco más lentamente debido a la emigración. El con-
siderable incremento de la participación de la mujer en la fuerza de 
trabajo aumentó la proporción de personas económicamente activas a 
cerca de 30%. El número de personas que trabajaban en la agricultura, 
la industria y el comercio permaneció relativamente estable, con excep-
ción de la demanda temporal durante la zafra. Los aumentos en la pro-
ducción de estos tres sectores se lograron por los aumentos de maquina-
ria y de trabajo registrados. En los servicios públicos, como educación, 
medicina y construcción, se utilizaron trabajadores adicionales.

El ingreso nacional real aumentó. Se elevó aproximadamente en 11% 
entre 1962 y 1965, pero después cayó a 6% (medido en pesos constantes 

5   Para esta edición se han suprimido los cuatro cuadros: están disponibles en Barkin 
(1973) o del autor. [¡?!]
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de 1965) por la disminución de la producción de azúcar en 1966. Esto 
significa que el ingreso per cápita permaneció alrededor de su nivel de 
1962, que era de $500. El consumo per cápita aumentó en 7.4% entre 
1962 y 1965, pero después se impuso cierta austeridad cuando la caída 
del ingreso nacional forzó a los cubanos a restringir el consumo indivi-
dual a su nivel de 1962. Estas cifras están expresadas en términos agre-
gados per cápita, lo que significa que el fondo de consumo total se in-
crementó tanto como para proporcionar cantidades de consumo iguales 
al incremento de la población.6

Mientras que los niveles de consumo personal permanecieron cons-
tantes, el gasto público se elevó rápidamente para ayudar a financiar los 
grandes incrementos tanto de los servicios sociales como de las activida-
des productivas. La inversión pública se elevó aproximadamente en un 
50% entre 1962 y 1965; para 1966 representó casi la cuarta parte del 
producto nacional bruto. A pesar de que se registraron aumentos espec-
taculares en el gasto para ciencia y tecnología (122%), y para deportes y 
propósitos recreativos (136%), la mayor parte del gasto público se asignó 
a las actividades agrícolas e industriales.

Estos datos agregados reflejan una política de congelación o aun de 
disminución de los niveles de consumo personal para poder canalizar 
recursos hacia la inversión y hacia la dotación de servicios de consumo 
colectivo. Esto confirma la impresión del visitante de que los niveles de 
consumo de los bienes racionados, que abarcan ahora casi toda la gama 
de bienes de consumo, se restringieron aún más desde 1969 como parte 
del esfuerzo para disponer de más recursos para la cosecha azucarera. Al 
mismo tiempo se registró un continuo mejoramiento en la cantidad y 
calidad de los servicios gubernamentales como son educación atención 
médica, centros de atención para la niñez y otros bienes de consumo 
colectivo. Esto refleja el cambio de orientación de la economía cubana 
dirigido a lograr el mejoramiento de los niveles de vida individual a tra-
vés de medios colectivos en lugar de individuales.

Mientras tanto, los recursos materiales se retiran del consumo indivi-
dual para dar lugar a grandes aumentos en la inversión, a fin de elevar 

6   Entrevistas con campesinos y el examen de algunas de las conclusiones de la inves-
tigación sobre el gasto realizada en 1957 por la Agrupación Católica Universitaria indican 
que los niveles de consumo son todavía más altos que 1o que eran para los estratos más 
bajos de la población antes de la revolución. Las cifras per cápita deben tornarse con gran 
precaución, ya que la distribución del ingreso cambió sustancialmente y un gran número 
de miembros de los antiguos estratos superiores emigró. Además, como se destaca más 
adelante, los grandes aumentos en el consumo colectivo elevaron los niveles de vida sin 
elevar las cifras del ingreso personal.
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la capacidad productiva del país. La proporción del producto nacional 
bruto que se invierte se elevó de 18% en 1961 a 24% en 1966; el aumen-
to planeado para 1968 era de 31%.7 Éste es un indicador que revela la 
magnitud del sacrificio que se solicita del pueblo cubano.

A medida que el gran incremento de los fondos de inversión se cana-
lizó hacia nuevas actividades se manifestaron nuevas prioridades. Cuando 
los programas de desarrollo maduraron, se trasladó a la producción una 
proporción creciente de toda la inversión, en lugar de dedicarla a los 
servicios sociales, los que durante los años iniciales de la revolución re-
cibieron casi la mitad del presupuesto para nuevas inversiones. Mientras 
que el porcentaje de inversiones destinadas al bienestar social disminuyó 
en casi 45% entre 1961 y 1964, la inversión industrial y la agrícola du-
plicaron su proporción del fondo de inversiones que se incrementaba 
continuamente. En 1964, estos dos sectores estratégicos recibieron 60% 
del presupuesto de inversión. El cambio hacia la producción agrícola 
resultó en 50% de aumento de su participación en la inversión total, 
mientras que la inversión industrial permaneció casi constante (en pesos 
de 1965), y disminuyó un poco en términos relativos. La decisión de tratar 
de cosechar 10 millones de toneladas de azúcar en 1970 se refleja también 
en las cifras de inversión. En 1964, año posterior a la introducción de la 
estrategia turnpike, la inversión total en la industria azucarera tanto en 
el sector agrícola como en el industrial representó 15% del presupuesto 
total; 8.7% de las inversiones industriales se programaron para la indus-
tria del azúcar (United Nations, 1963: 287), mientras que un tercio de la 
inversión en agricultura se destinó a la producción de azúcar y servicios 
relacionados (Aranda, 1968: 76). Estas inversiones fueron más fuertes en 
años pasados a medida que la producción de la industria de maquinaria 
agrícola se elevó y a medida que las nuevas plantaciones aumentaron las 
áreas sembradas de caña de azúcar. También fue necesario realizar gastos 
en los centros de recolección en donde la caña se prepara para su envío 
al ingenio. Estos centros son una importante innovación cubana. 

7   Así, en contraste con lo sucedido en 1962, se planeó la escasez de los bienes de 
consumo para permitir el incremento en la tasa de inversión. Sin embargo, parece ser 
que algunas de las escaseces que se presentaron durante la zafra de 1970 fueron impre-
vistas (Castro, 1970).
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b] Datos de producción

De acuerdo con los datos de producción de las cosechas individuales, la 
esperanza de obtener rápidos incrementos en el producto todavía no se 
han realizado para algunos de los productos más importantes. El fracaso 
al que se ha dado más publicidad es el que se refiere a la zafra, que tuvo 
un agitado destino desde el espectacular éxito de 1961. En esa época 
se desarraigó la caña de grandes áreas en un esfuerzo por diversificar 
la economía agrícola y disminuir la dependencia de Cuba respecto del 
azúcar. Los esfuerzos subsecuentes para incrementar la producción y esta-
bilizar la zafra a un nivel más alto todavía no resultaron. A pesar de estas 
decepciones y de las marcadas fluctuaciones del producto, la producción 
promedio, 5.6 millones de toneladas, durante los primeros once años 
de gobierno revolucionario (1959-1969) es un poco mayor que los 5.3 
millones de toneladas promedio que se registraron en la década anterior.

Es innecesario decir que la frustración fue difícil de sobrellevar des-
pués de los largos años de sacrificios y de las grandes esperanzas que se 
habían forjado. Ahora, sin embargo, la nueva inversión en campos de 
caña, maquinaria cortadora y de transporte y la capacidad de los trapiches 
pueden empezar a amortizarse ya que los problemas mecánicos y adminis-
trativos fueron reducidos. La tarea más urgente de la década actual [los 
setenta] será la de corregir algunos de los desequilibrios que surgieron 
como consecuencia del gran esfuerzo nacional por alcanzar la meta de 
los 10 millones de toneladas de azúcar en 1970. Tras de la extensión de la 
zafra y de la movilización masiva de recursos materiales y humanos Cuba 
fue capaz de producir una cantidad récord de 8.5 millones de toneladas 
de azúcar refinada.

Los problemas de organización y los desequilibrios técnicos que se 
presentaron durante la zafra de 1970 son sintomáticos de la disyuntiva 
que existe entre la disponibilidad física de capacidad productiva y la inca-
pacidad de utilizarla efectivamente. A pesar de que se disponía de una 
cantidad de caña más que suficiente para producir 10 millones de tone-
ladas de azúcar refinada, sólo se produjeron 8.5 millones debido a fallas 
técnicas en las centrales, embotellamientos en el sistema de transporte, 
y mecanismos de coordinación inadecuados. Además, la experiencia de 
1970 sugiere que si en los próximos años se va a dar prioridad a metas 
de producción de otros productos será necesario continuar restringiendo 
la cosecha azucarera a un nivel menor de los 10 millones de toneladas.

En la primera etapa del programa de desarrollo, el sector pecuario es 
el siguiente en importancia después del azúcar. El objetivo actual es un 
rebaño de aproximadamente 12.5 millones de cabezas para 1975, cifra 
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que representa más o menos el triple del número que se registraba en 
los primeros años de la década de los cincuenta. De acuerdo con los 
cálculos cubanos esto permitirá una oferta adecuada de leche y carne 
para el consumo doméstico, además de proporcionar entre 10 y 15 mi-
llones de dólares de exportaciones anuales. Los incrementos recientes 
de la producción de leche y carne han sido sustanciales. Sin embargo, 
todavía son insuficientes para cubrir una demanda de consumo interno 
más alta. Ambos productos se importan y están sujetos a racionamiento.

La producción de frutos cítricos, tabaco y café se está incrementando 
para ser exportada. El rápido aumento en la producción de los dos prime-
ros productos refleja la expansión de las áreas cultivadas. La producción 
de frutas continuará creciendo rápidamente a medida que las nuevas 
plantaciones maduren; se planea cuadruplicar el área sembrada de ár-
boles de cítricos. La producción de café disminuyó en el sector privado 
que es el que tradicionalmente lo ha cultivado; los cultivos recientes de 
las haciendas estatales todavía no se reflejan en las cifras de producción.

La producción de huevo y pescado se incrementó rápidamente debido 
a la introducción de nuevas tecnologías industriales y una moderna flota 
de barcos pesqueros. La producción de arroz disminuyó considerable-
mente después de la firma del tratado comercial con China. Cuando 
surgieron dificultades políticas Cuba inició de inmediato un programa 
para alimentar los cultivos, lo cual debe reflejarse en las cifras de este 
año. Cuba espera ser autosuficiente en arroz antes de 1975.

Además se realizaron grandes inversiones en industrias directamente 
relacionadas con la agricultura. Dos líneas notables eran aumentar la 
capacidad de las centrales azucareras y. la construcción de dos grandes 
unidades productoras de fertilizantes. Se instaló una capacidad adicional 
para la producción de cemento y electricidad.

Todos estos programas, tanto en el sector agrícola como en el indus-
trial, se vieron afectados por el esfuerzo de lograr los 10 millones de 
toneladas de azúcar en 1970. Este esfuerzo exigió trasladar recursos, 
tanto humanos como materiales, de otras actividades hacia el sector azu-
carero. La falta de cumplimiento de las metas de producción se hizo 
evidente en todos los sectores de la economía mucho antes de los fraca-
sos más difundidos y analizados por el primer ministro en su famoso 
discurso del 26 de julio de 1970 (Castro, 1970).

Sin embargo, los lineamientos básicos de la estrategia cubana de de-
sarrollo no se desvirtuaban por ese déficit de producción. Si la meta de 
producción de azúcar para 1970 se hubiese fijado en 8.5 millones de 
toneladas en lugar de 10 millones de toneladas (como lo sugirió Gutel-
man en 1966) probablemente los sacrificios en el resto de la economía 
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habrían sido menores; se habrían distraído menos recursos de otras áreas 
y habría sido posible lograr una coordinación más racional de los escasos 
servicios de transporte y de los recursos humanos.

Sin embargo, se decidió continuar con la estrategia de desarrollo des-
crita en los párrafos anteriores, a pesar de los decepcionantes resultados 
de la cosecha de 1970. Carlos Rafael Rodríguez fue bastante claro sobre 
este asunto en su discurso ante la XI Conferencia Regional de la fao.8 
Mediante una evaluación completa de la interrelación entre el azúcar y 
otros sectores de la economía es probable que se destaque menos la pro-
ducción de azúcar durante los próximos años; los programas de cría de 
ganado continuarán de acuerdo a lo planeado a pesar de los embotella-
mientos en el transporte, causantes de la disminución en las entregas de 
leche y carne a los consumidores. Algunas de las metas de los cultivos de 
fruta y café fueron afectadas por las movilizaciones masivas de 1970, pero 
no se modificaron las metas de exportaciones de frutas. La construcción 
de elementos básicos de la rama agroindustrial, como el complejo de 
fertilizantes de Cienfuegos, se vio también afectada marginalmente por 
los sucesos que antecedieron y acompañaron a la zafra de 1970.

c] El papel del comercio exterior

Por lo que respecta al comercio internacional, Cuba continuó depen-
diendo de las exportaciones de azúcar y esa dependencia llegó a ser más 
intensa a medida que la producción ha aumentado. Las exportaciones no 
crecieron mientras las importaciones se elevaron. Como consecuencia, 
Cuba enfrentó una balanza comercial negativa cuyo déficit se incrementó 
constantemente. El 80% del comercio de Cuba se reorientó de los países 
capitalistas (Estados Unidos el más notable hasta 1961) hacia los países 
socialistas, dentro de los cuales la URSS ocupa el lugar principal; por eso, 
este déficit lo financiaron principalmente los países socialistas. 

La dependencia histórica de las importaciones de alimentos no se 
supera fácilmente, como lo demuestra la reciente experiencia cubana. 
Sin embargo, la industrialización y las políticas de restricción del consu-
mo han forzado un cambio de las importaciones de alimentos a las de 
equipo de capital. Antes de la revolución, las importaciones de alimentos 
declinaron su participación de 39% de todas las importaciones a 22.2% 
en 1958, pero esto se compensó por un aumento en las importaciones 

8   Granma, 25 de octubre de 1970; lo volvió a reafirmar en julio de 1972 en una entre-
vista con Marta Harnecker publicada en Chile Hoy, 11 de agosto de 1972.
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de bienes de consumo duraderos. Durante los diez años pasados, las 
importaciones de alimentos representan más de una quinta parte del 
total, pero la importación de equipo de capital fijo ha aumentado apro-
ximadamente en 40% de su nivel de 22.6% de 1958.

12.5. conclusiones

El fuerte contraste entre las esperanzas de rápidos incrementos en los 
niveles de ingreso y las frustraciones sufridas al instrumentar la estrategia 
cubana de desarrollo merece alguna discusión. Durante más de ocho 
años los cubanos han estado invirtiendo proporciones constantemente 
crecientes del total de recursos, y consecuentemente restringiendo el 
volumen disponible para el consumo.

Dada la persistencia de la estricta restricción del consumo, surge na-
turalmente la pregunta de si estas inversiones han sido infructíferas, o 
cuándo empezarán a elevar el producto nacional. Las fuertes inversiones 
realizadas en años recientes fueron para instalar capacidad productiva 
para la producción de azúcar, ganado y frutas cítricas. Además del gran 
déficit en infraestructura económica (caminos, embalses, electricidad, 
etc.) que tuvo que ser subsanado para permitir la expansión de la pro-
ducción agrícola, otras inversiones del complejo agroindustrial (fertili-
zantes, maquinaria, cemento, etc.) participaron de una gran proporción 
de la inversión total.

Estas inversiones se realizaron principalmente en bienes de produc-
ción intermedios que no estaban destinados a afectar directamente el 
volumen de bienes disponibles para consumo o exportación. En lugar de 
ello se dirigían a facilitar el éxito de otros planes de producción. Éste es 
el significado de la planificación a largo plazo, en la forma en que se 
utiliza en este artículo, la instrumentación inmediata de los programas 
que permitirán una elevación de producción más rápida en el futuro; los 
ejemplos más claros de este enfoque son los aumentos de capacidad de 
producción de fertilizantes y embalses. Se esperaba que después de un 
periodo adecuado de gestación habría un rápido incremento en la pro-
ducción de los productos que utilicen esos insumos.

Ésta es la estrategia seguida por los cubanos, menospreciando las difi-
cultades que confrontarían al intentar instrumentarla. La mayoría de los 
problemas que surgieron son resultado de una serie de supuestos acerca 
de la capacidad de las personas de funcionar a niveles productivos cer-
canos a los alcanzados bajo condiciones experimentales o de laboratorio; 
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se pasó por alto la falibilidad humana o material —y sin las reservas 
productivas para soportar los fracasos individuales, los golpes se transmi-
tieron a través de todo el sistema (Pollit, 1971).

El inflexible deseo fidelista, que muchos han criticado, de establecer y 
mantener metas de producción irreales agravó aún más los problemas. No 
se trata de si esas metas son alcanzables o no, sino de las consecuencias 
negativas para el resto de la economía cuando se intenta alcanzarlas. Así 
pues, la prioridad indiscutible acordada para la producción de azúcar en 
años recientes, significó el abandono de muchos otros sectores de la eco-
nomía. Si se hubiese logrado la meta de los 10 millones de toneladas, el 
sacrificio en los otros sectores habría sido exactamente el mismo; su fracaso 
fue resultado de problemas en la utilización de la capacidad de molienda 
y de errores humanos de coordinación —no una falta de capacidad física.

Durante toda la década de los sesenta, la lección que se demostró 
repetidamente fue la pesada carga que el subdesarrollo legó a Cuba. La 
falta de entrenamiento, de disciplina industrial, de infraestructura, y 
muchos otros factores tuvieron sus efectos en el cumplimiento de las 
metas de producción. En cada coyuntura surgieron problemas debido a 
la información insuficiente, inexperiencia, entrenamiento inadecuado, 
falta de insumos físicos o humanos, y muchas otras lagunas; no se evi-
dencian con tanta fuerza en otros países subdesarrollados porque la 
concentración del esfuerzo para tratar de superar esos defectos es mucho 
menor —como menores son también los éxitos que se alcanzan—. Qui-
zá uno de los aspectos más desafortunados es precisamente la incapaci-
dad de aprender esa lección; al analizar los fracasos anteriores en varias 
ocasiones se reconoció la importancia de estos problemas —justamente 
Carlos Rafael Rodríguez dijo: “no hemos podido desarrollar parejamen-
te los factores subjetivos y los métodos de dirección para emplear con 
máxima eficacia esos recursos y posibilidades [objetivos]” (Granma, 25 
de octubre de 1970).

La experiencia de 1970 es un ejemplo excelente de algunos de los 
problemas que plantea la instrumentación de cualquier tipo de estrategia 
de desarrollo. Los cubanos abandonaron deliberadamente todos los me-
canismos de mercado por el costo social que impondría retenerlos. Los 
sustituyeron por la dirección y administración centrales para movilizar a 
la gente y coordinar los esfuerzos de producción en una economía que 
carecía de reservas. Además, hicieron esto en un país subdesarrollado, 
sin información, entrenamiento, ni experiencia, que son los factores de 
los cuales dependen otros países socialistas; el resultado inevitable fue 
una serie de errores de planificación y de asignación —muchos de los 
cuales fueron previstos y predichos.
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Sin embargo, los cubanos continuaban basándose en los lineamientos 
fundamentales de sus planes originales de inversión. A diferencia de los 
fracasos de los primeros años de la séptima década, la falta de ejecución 
de los planes de producción de 1970 no se interpretó como la revelación 
de contradicciones fundamentales de su enfoque actual (Granma, 25 de 
octubre de 1970: 10-11). No existían razones para dudar sobre su capa-
cidad de elevar el consumo personal y reducir la importación de los 
bienes que pueden producirse localmente a medida que sus nuevas in-
versiones maduran —a pesar de que quizá se requiera más tiempo del 
que se había planeado originalmente—. Al mismo tiempo los cubanos 
anticiparon el mantenimiento de altos niveles de exportación de azúcar, 
y el aumento de las de frutas cítricas, café y otros productos para los 
cuales existen mercados, ya sea en países socialistas o capitalistas. El pri-
mer signo de distensión de las presiones internas sobre la oferta de ali-
mentos fue la elevación de la ración de arroz de tres a seis libras en 1969. 
Sin embargo, este progreso se vio contrabalanceado en 1970 por serias 
restricciones en otros productos alimenticios, como resultado de los pro-
blemas ocasionados por la zafra. Durante los setenta, al aumentar la ca-
pacidad de producción de cemento y el trabajo por la mecanización 
agrícola, también era previsible incrementar la construcción de viviendas, 
manteniendo el presente ritmo de construcción de obras industriales y 
públicas.

El manejo del modelo turnpike de desarrollo facilita la comprensión 
de estos datos. En lugar de concentrar el análisis en los beneficios direc-
tos que los diez años de dirección central han otorgado al pueblo, se 
debe volver la atención hacia la estructura productiva de la economía 
que empezó a surgir con el nuevo impulso de inversión en la agricultura 
y en la industria relacionada con ella. Lo que se esperaba era la promesa 
del rápido crecimiento de la producción de determinados bienes de 
exportación importantes y de bienes de consumo. Sin embargo, estos 
éxitos resultaron más difíciles de alcanzar, aunque la dirección central 
de la economía y la perspectiva de igualdad fueron factores importantes 
que facilitaron el proceso en los setenta.

La estrategia turnpike implica muchas decisiones difíciles para el 
gobierno. Se debe delimitar cuidadosamente el espacio entre la de-
manda creciente de consumo y los requerimientos de los programas de 
inversión. El control central no sólo ayuda a instrumentar la estrategia 
sino también ayuda a resolver muchos de los problemas que pudiesen 
surgir. Para estar en condiciones de alcanzar rápidamente los objetivos, 
el gobierno debe tener posibilidad de movilizar a su pueblo. Para lograr 
un crecimiento rápido son necesarios esfuerzo y sacrificio. Debido a los 
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problemas económicos y políticos que pueden surgir, probablemente es 
imposible que un país escoja tal ruta a menos que esté en posibilidad 
de contar con la completa coincidencia de un número de circunstancias 
sociales, políticas y económicas. Asimismo, para entender el desarrollo 
económico cubano es necesario examinarlo dentro del contexto social 
y político más amplio.
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13.  LA NUEVA RURALIDAD Y LA GLOBALIZACIÓN1

13.1. mea [nuestra] culpa

Un gran error de las políticas y de los estudiosos del periodo del desa-
rrollismo fue el énfasis en considerar a las sociedades rurales exclusiva-
mente como productores agrícolas. Los programas productivistas y asis-
tenciales canalizaron la asistencia técnica y los recursos para elevar la 
productividad agropecuaria a expensas de otras actividades.2 Al privile-
giar los valores agropecuarios del mercado se castigó el carácter diversi-
ficado de sus sociedades y de su producción, y se ignoró la importancia 
de la producción no mercantil, relacionada con sus ecosistemas así como 
con sus sistemas sociales y culturales. Se ignoró también la aportación 
latinoamericana tan importante respecto a la evolución desventajosa de 
los términos de intercambio, tanto nacional como internacional, que 
cobró cara la terca insistencia en la producción campesina de cultivos 
básicos.3 Como corolario, se evaluaba a los productores como individua-
les, como maximizadores de rentabilidad parcelaria, en vez de respetar 
su pertenencia a sociedades complejas que funcionan de manera colec-
tiva, como gestores de sus sistemas ambientales y productivos.

13.2. hacia una comprensión de lo campesino

El nivel real de vida de los campesinos se ha deteriorado seriamente en 
América Latina durante los últimos decenios. Durante estas décadas, la 

1   Publicado en E. Pérez y M. Farah (eds.), La nueva ruralidad en América Latina, Bogo-
tá, Pontificia Universidad Javeriana, Maestría en Desarrollo Rural, 2001, t. ii: 21-40.

2   Sin embargo, nunca se les otorgaron los recursos suficientes para superar los bajos 
niveles de productividad, resultado de estructuras minifundistas, tierras y ecosistemas 
marginales, y controles políticos. Fueron impedidos de acceder a los avances de la Revo-
lución Verde y cuando se les abrieron las puertas, descubrieron que los precios se habían 
tornado desventajosos.

3   El análisis de la evolución de los términos de intercambio (Prebisch, 1950, 1963), 
tan importante como explicación de la dinámica social y económica en los años cincuen-
ta y sesenta, ha desaparecido de los trabajos con el dominio del enfoque neoliberal.
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economía se transformó drásticamente y la gente fue “reasignada” a 
nuevos lugares en la sociedad y la estructura productiva. Muchas empre-
sas paraestatales fueron eliminadas, al tiempo que el capital transnacio-
nal adquirió una importancia renovada como rector de la economía, 
haciendo así sentir su impacto virtualmente en todas y cada una de las 
dimensiones de la vida nacional. Las crisis políticas se han precipitado, 
una tras otra, agravando la cadena de crisis económicas de las que el 
país no parece ser capaz de liberarse. Esta historia sólo puede ser ple-
namente entendida dentro de la totalidad del contexto de la reforma 
institucional iniciada en 1985, como parte del programa de integración 
neoliberal a la economía mundial. El poder ejecutivo mexicano ha emi-
tido una gran cantidad de declaraciones y panegíricos con la intención 
de reafirmarle a la gente, en la nación y en el extranjero, que el país se 
encuentra firmemente en el camino de la recuperación o que ya ha 
alcanzado niveles de primer mundo. Aún mientras escribo este docu-
mento en el umbral del nuevo siglo, y mientras algunos están (¿prema-
turamente?) tañendo las campanas mortuorias del modelo extremo de 
desregulación neoliberal, los equipos de tecnócratas que dirigen las 
economías en la región insisten en que los problemas actuales del país 
se están importando del extranjero en lugar de ser manifestaciones lo-
cales de los graves desequilibrios presentes virtualmente en todos los 
sectores sociales.

Como parte de las reformas institucionales se efectuaron medidas 
para acelerar la integración del campesinado a este mundo feliz. En 
muchos países los precios de los productos del campo fueron liberados, 
sujetándolos a los vientos violentos del mercado mundial; los arreglos 
comerciales de antaño fueron reescritos, rompiendo añejos acuerdos 
de acceso privilegiado, como es el caso del plátano centroamericano. 
En México, las protecciones revolucionarias ganadas por los cam-
pesinos durante las décadas de la lucha revolucionaria y durante el 
conflicto político posrevolucionario fueron desmanteladas para forzar 
la privatización de las parcelas. La hiperurbanización está rebasando 
los límites de la propiedad privada, incorporando las tierras agrícolas 
a las ciudades y las selvas al cultivo. Se habla de una reorganización 
del sector, la consolidación de las pequeñas parcelas en unidades de 
manejo más “eficientes”, que permitieran la capitalización de una 
economía lamentablemente atrasada, por lo que se necesitaba moder-
nizar: la producción en el sector de alimentos básicos, los sembradíos 
comerciales y los bosques. Más aún, en todas partes se quejan de que 
el campo está sobrepoblado: en México, los políticos se expresan con 
una gran prepotencia: “Es la política abierta de mí (sic) gobierno de 
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remover a la mitad de la población del México rural en los próximos 
cinco años”.4

Al final del siglo, nos encontramos sufriendo las agonías de nuevas 
crisis. Los eruditos se encuentran discutiendo las causas fundamentales 
de los problemas agrícolas y agrarios: no logran ponerse de acuerdo en 
si éstos son producidos primordialmente por factores sociales, políticos 
o económicos, o quizá “simplemente” por los señores de la droga. Cual-
quiera que sea la respuesta, lo cierto es que los campesinos en este he-
misferio están viviendo un periodo de turbulencia sin precedentes (por 
lo menos en el contexto de los últimos cincuenta años). Aun cuando los 
partidos políticos contienden por las victorias electorales, en un intento 
de constituir unas estructuras más democráticas, ningún grupo ofrece 
todavía un liderazgo real y los sistemas parecen estar a la deriva. No re-
sulta sorprendente, entonces, el surgimiento de un gran número de 
grupos que buscan encontrar caminos independientes para la organiza-
ción social y la producción, constatando así la posibilidad de reconstruir 
a la sociedad como un todo en los próximos años.

Las poblaciones campesinas e indígenas están, en este momento, a la 
vanguardia de esta búsqueda de alternativas. Si se piensa bien, resulta 
muy sorprendente que a pesar de más de medio siglo de intentos por 
remover al campesinado de su medio, a través de múltiples y variadas 
políticas discriminatorias, sociales y económicas, millones de personas 
continúen viviendo en este momento en sus comunidades rurales, o 
consideren a estas comunidades como sus verdaderos hogares, aún cuan-
do algunos hayan sido forzados a trabajar en otro lugar. Todavía más 
sorprendente resulta el extraordinario esfuerzo organizado por el cam-
pesinado para transferir recursos a sus regiones y asegurar así la supervi-
vencia de sus familias y la viabilidad de sus comunidades.

13.3. la globalización

Cualquier análisis de las circunstancias y potencialidad de los campesinos 
tendría que partir de la operación de la economía mundial. Para Améri-
ca Latina, la consolidación de los actuales esquemas de reorganización 
neoliberal representa la culminación de un proceso de la construcción 

4   Expresado por el subsecretario de Planeación Agrícola de México en una conferen-
cia pública que dio en la Universidad de California, San Diego, en 1991.
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cuidadosa de un subdesarrollo5 con efectos sociales y ambientales parti-
cularmente agudos en las zonas rurales. Se han visto dos tendencias que 
resultan a la vez contradictorias y complementarias: la polarización social 
y la homogeneización de los procesos productivos y los mecanismos de 
inserción en la economía mundial. Para resumir esta dinámica, se pueden 
citar unos cuantos factores que dominan el proceso:

·· Dominio del capital financiero, con control monopolista del mercado 
mundial.

·· Libre comercio, con especialización productiva destruyendo sistemas 
regionales de mayor autosuficiencia y diversificación.

·· Destructiva dinámica de competencia a nivel de empresas pequeñas 
y medianas.

·· Desregulación y privatización de los activos sociales con la renuncia 
del compromiso de apoyar o proteger a los pobres y de los sistemas 
colectivos de seguro social.

·· Exclusión explícita de grandes segmentos de la población de las po-
sibilidades de una incorporación productiva.

13.4. la dinámica del desarrollo rural

Al examinar la transformación rural en las últimas décadas, suponíamos 
que a menos de que fueran capaces de convertirse en participantes exi-
tosos del sector comercial agrícola, los campesinos se verían obligados a 
seguir cultivando sus cosechas de subsistencia tradicional a fin de garan-
tizar un nivel de vida aceptable para sus familias y comunidades. Existe 
suficiente evidencia mundial que apoya la noción de que la autosuficien-
cia alimentaria entre las comunidades campesinas constituye un prerre-
quisito esencial para su bienestar físico (Barkin, Batt y DeWalt, 1991). 
Más aún, a la luz del proceso de desarrollo no equitativo que discrimina 
sistemáticamente a los productores campesinos, en particular, y a los 
países pobres en general (Prebisch, 1963), muchos grupos defienden las 

5   Para citar sólo a dos autores importantes, Celso Furtado (1977) y André Gunder 
Frank (1978), cuyas aportaciones seminales a nuestra comprensión del proceso han que-
dado al margen en los análisis más recientes. Otra obra fundamental en su momento de 
Cardoso y Faletto (1969), pone en tela de juicio el compromiso de los intelectuales con 
sus propias contribuciones, por las posiciones asumidas por el primer autor, siendo pre-
sidente de Brasil.



la nueva ruralidad y la globalización� 285

políticas de autosuficiencia alimentaria nacional como inherentes a un 
desarrollo equilibrado.6

Por eso, diseñamos un proyecto para investigar los impactos nutricio-
nales del cambio en los patrones de producción campesina. Examinába-
mos la sustitución de los cultivos de subsistencia de productos alimenti-
cios básicos, para el consumo familiar y regional, por los de producción 
orientada al mercado, impulsado por la rápida y creciente demanda de 
cultivos de exportación y forraje. Esperábamos encontrar disminuciones 
observables en los niveles nutricionales en las comunidades campesinas 
que efectuaron este cambio. Sometimos a prueba esta hipótesis, exami-
nando ciertos rasgos fisiológicos de una muestra significativa de personas 
durante un periodo de crisis importante (1984-1996). La investigación 
no mostró mermas significativas en el conjunto de mediciones totales del 
bienestar nutricional, y en muchos casos pudimos reportar incrementos.7 
El trabajo de campo incluyó cuatro comunidades muy diferentes, selec-
cionadas por su representatividad de condiciones sociales y ambientales 
en las regiones centro y norte del México rural.

Nuestro trabajo sobre la sustitución de sorgo por maíz durante los 15 
años anteriores (1966-1981), mostró que había ocurrido una disminución 
nacional en el consumo per cápita de frijol y proteína animal durante el 
periodo en que se modificaron los patrones de cultivo en la agricultura 
campesina (Barkin y DeWalt, 1985). Los inesperados hallazgos de nues-
tros estudios comunitarios de micronivel en el periodo más reciente nos 
obligaron a reexaminar nuestra comprensión del proceso de cambio 
rural y el papel que jugaba un campesinado comprometido en asegurar 
su propio bienestar a medida que el Estado renunciaba a su responsabi-
lidad de asegurar el bienestar social, misma que lo había caracterizado 
en la época anterior. Encontramos, de hecho, que los cambios observados 
durante este periodo de agudización de la crisis en la sociedad mexicana 
como un todo, y en el sector rural en particular, habían creado un nue-
vo ambiente para el cambio social y económico, que nos exigía reconsi-
derar el mismo proceso de desarrollo.

Hasta hace muy poco tiempo, el análisis de las zonas rurales no había 

6   Con la consolidación de la Vía Campesina en los años noventa, la soberanía alimen-
taria volvió a ser una bandera política importante para la organización de muchos grupos 
con raíces en el campo (véase Declaración de Nyéléni (Malí), 2007, <https://nyeleni.org/
spip.php?article291>).

7   Estas mediciones incluyeron peso, altura e indicadores relacionados tales como gra-
sa corporal e ingesta calórica total. El trabajo de campo se llevó a cabo de 1984 a 1996 en 
colaboración con el Instituto Nacional de Nutrición Salvador Zubirán de México, con la 
participación de su director, doctor Adolfo Chávez.

https://nyeleni.org/spip.php?article291
https://nyeleni.org/spip.php?article291
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tomado en cuenta lo que ahora surge como un hecho notable: a pesar 
de la acelerada urbanización en América Latina, una parte importante 
de la población elige quedarse en sus regiones de origen. Se ha dedicado 
una atención considerable a un fenómeno relacionado, la migración, 
pero aparentemente no existe un examen serio a la cuestión de por qué 
tan importante segmento de la sociedad ha decidido permanecer en sus 
comunidades o migrar en forma temporal (o incluso permanente) para 
poder permitir así que sus familiares puedan seguir viviendo en ellas.8

En el pasado, las explicaciones clásicas sobre los patrones demográfi-
cos, que observaban los significativos flujos de migrantes a las áreas ur-
banas y a Estados Unidos, se habían enfocado en la importancia de 
oportunidades para los individuos: los servicios de beneficio social, la 
infraestructura y el empleo. En ocasiones mencionaban, incluso en forma 
explícita, la irracionalidad de la gente que decidía quedarse citando toda 
clase de indicadores cuantitativos para demostrar que los migrantes po-
dían en general disfrutar un nivel mayor de bienestar, cuando éste se 
medía con los índices internacionales, si abandonaban sus comunidades. 
Algunos acusaron a estos grupos de falta de información o de sufrir de 
una “inercia” tradicional que les impedía comportarse más racionalmen-
te, mientras otros comentaban sobre la manera en que las comunidades 
receptoras desperdiciaban las remesas de emigrantes. Las políticas públi-
cas se siguen diseñando dentro de este marco de referencia, asumiendo 
que si las condiciones se deterioran suficientemente, la gente podrá 
entender que moverlos de estas áreas rurales sería, con toda claridad, por 
su propio bien.

Ya no parece razonable continuar examinando bajo esta luz la super-
vivencia de las comunidades rurales. Un segmento tan grande de la so-
ciedad mexicana no puede ser desestimado con tanta facilidad, catego-
rizándolo como “irracional” o “tradicional”, si vamos a enriquecer nuestra 
comprensión de la sociedad rural y vamos a colaborar con los indígenas 
y los campesinos en sus esfuerzos para forjarse una vida mejor. Pensamos 
que lo que se encuentra en el fondo de nuestros hallazgos, es este esfuer-
zo por construir una estrategia diferente, ya no de mera supervivencia; 
esta estrategia fincada en la superación explica cómo la gente en las 
comunidades que estudiamos mejoraron sus dietas y sus condiciones de 
vida aun cuando el Estado los obligaba a cambiar sus cosechas de subsis-
tencia para producir directamente para el mercado.

8   Dentro de los estudios de la migración, se dedica escasa atención a fenómeno del 
retorno de los migrantes a sus países, a pesar de las limitadas oportunidades que se tienen, 
cuando se compara con las que existen en Estados Unidos.
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13.5. la transferencia de recursos para el sustento  
del méxico rural

Las remesas de emigrantes provenientes de los trabajadores en Estados 
Unidos constituyen la segunda fuente más importante de divisas para 
México. Si bien la información parcial de las principales prestadoras de 
servicios financieros para la transferencia de fondos internacionales in-
dica que manejan más de 7 500 millones de dólares, el Banco de México 
reporta ingresos de 5 000 millones de dólares por este concepto. Si su-
mamos a este flujo monetario, las transferencias enviadas por correo y 
traídas personalmente por los migrantes que regresan o por los amigos 
y familiares que vienen de visita, podríamos realizar un avalúo de la im-
portancia de este recurso de apoyo para la gente rural en México.9

Como en muchas otras partes de América Latina, la supervivencia del 
México rural también depende de las transferencias efectuadas por 
miembros de la comunidad que trabajan en otras partes del mismo país. 
Es cada vez más común que las familias campesinas envíen gente a las 
zonas urbanas a trabajar en áreas de agricultura comercial, en la cons-
trucción, en el comercio, o en otros sectores de servicio, especialmente 
en el servicio doméstico. En algunos casos, los trabajadores de hecho se 
asientan en las proximidades de estos nuevos centros de trabajo, pero 
asumen una obligación seria en cuanto a seguir enviando dinero o llevar 
una despensa (mandado) con regularidad a su casa. Mientras que resul-
taría imposible cuantificar este flujo, sin una encuesta masiva y compleja 
para definir y medir el fenómeno, una revisión de los datos de encuestas 
existentes y las conversaciones con los investigadores que se han aproxi-
mado indirectamente al tema sugiere que difícilmente se ha apreciado 
la importancia de esta faceta de la vida rural.

Se ha mencionado un proceso diferente, pero relacionado (Massey y 
Parrado, 1994). “Descubrieron” y enfatizaron la importancia de los mul-
tiplicadores del empleo y el ingreso para analizar las transferencias a las 
zonas rurales. Cuando las transferencias se ejercen dentro de la comuni-
dad en comida, en la construcción, o en otros bienes producidos dentro 
de la comunidad, multiplican su impacto por los circuitos inducidos de 
gastos realizados por los beneficiarios originales. En una economía como 
la de México, donde la política oficial desalienta a la producción para 
consumo local y donde muchas comunidades rurales son de hecho áreas 
donde escasea el trabajo, los efectos multiplicadores se verían reducidos 

9   Con toda claridad todo este dinero no llega al México rural y cantidades sustanciales 
son robadas en el tránsito.
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por la necesidad de importar (de otras partes del país o del extranjero) 
bienes y servicios demandados por los consumidores. Sin embargo, la 
observación respecto a los efectos inducidos de las remesas de migrantes 
es significativa, sobre todo por el impacto no sólo de las divisas, sino de 
las transferencias de otras partes del propio país.

En un intento de examinar la importancia de este flujo, tratamos de 
determinar su significado relativo en la economía rural. Con base en 
estimaciones muy burdas pero conservadoras, llegamos a la conclusión 
de que estas transferencias podrían representar por lo menos 40% del 
producto rural, significativamente más que cualquier fuente de ayuda 
gubernamental o de otros organismos no-gubernamentales. Así, la super-
vivencia del México rural es resultado de un programa de autodefensa 
sólido y concertado. A pesar de la imprecisión de las cifras, resulta claro 
que las comunidades rurales están contrarrestando con éxito el mandato 
de la economía global: haciendo caso omiso de la supuesta ineficiencia 
de sus sistemas productivos tradicionales y modificados, están determina-
dos a sobrevivir y a preservar su estilo de vida diferente. Nuestra investi-
gación, así como la de muchos otros expertos, indica con toda claridad 
el hecho de que a pesar de las aparentes ventajas de la sociedad urbano-
industrial, y del aparente atractivo del empleo en Estados Unidos, un 
número importante de mexicanos informados y capaces están eligiendo 
deliberadamente ayudar a sus familias y a sus comunidades a quedarse 
donde están, reforzar las estructuras comunales y sociales junto con sus 
procesos productivos, para que las generaciones futuras tengan un lugar 
en el que puedan permanecer o al cual regresar; un considerable núme-
ro de emigrantes están intentando hacer posible este retorno también. 
Esto hace imperativo para nosotros, entonces, que exploremos la razón 
por la que una proporción tan pequeña del recurso transferido ya se usa 
para apoyar iniciativas productivas de las que las comunidades podrían 
encargarse para incrementar su bienestar.10

10   Muchos informantes han mencionado, entre otras consideraciones, las barreras 
políticas y administrativas a las innovaciones planteadas por los campesinos. Con enorme 
frecuencia, las nuevas iniciativas son obstaculizadas en sus inicios por los caudillos locales 
que impiden que se pongan en operación, las plagian o, de hecho, las destruyen, como 
se documentó recientemente en el caso de los altos de Guerrero. En otros casos, la des-
alentadora burocracia administrativa y los costos del cumplimiento fiscal, además de las 
regulaciones laborales, impiden que la producción familiar a pequeña escala se convierta 
en un negocio exitoso.
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13.6. la búsqueda de una estrategia campesina en méxico

En las cuatro comunidades que estudiamos, como parte de nuestra inda-
gación sobre el impacto del cambio en los patrones de cultivo, la mayor 
parte de las familias se mostraron capaces de proveerse con dietas míni-
mamente aceptables, estableciendo una serie de estrategias exitosas para 
complementar sus escasos ingresos provenientes de la agricultura. Encon-
tramos, con sorpresa, una menor migración hacia Estados Unidos desde 
la comunidad más cercana a la frontera, unas cinco horas por tierra, que 
de la región más alejada. Por supuesto, como este ejemplo demuestra, la 
cercanía no es una variable definitiva para la migración internacional. 
Los ejidatarios de la más lejana siguen diversificándose hacia el comercio 
y una mayor cantidad encontraron empleo durante la semana en la ciu-
dad más próxima que en la encuesta anterior; esta comunidad fue la que 
sufrió el mayor impacto a raíz de la integración internacional que trajo 
una gran afluencia de legumbres importadas, ya que varias personas nos 
comentaron sobre la merma de esta producción a raíz de la competencia. 
En general, lo que más nos llamó la atención en las cuatro comunidades 
fue la ausencia de una diversificación en sus actividades productivas, re-
sultado de la cancelación de las fuentes de financiamiento para los pro-
ductores de pequeña escala, independiente de su acceso a tierras de 
riego, que fue determinante en la primera encuesta. Así, el hallazgo de 
que el peso y la altura de los niños fueron más acorde con las normas 
mexicanas en 1996 que en el estudio anterior, a pesar de un deterioro 
relativo de los precios para sus productos agrícolas (sus términos de in-
tercambio), es testimonio vívido de la creatividad de estas comunidades 
frente a la creciente crisis.

Estos hallazgos son de gran importancia para los que estamos intere-
sados en colaborar activa y concretamente en el fortalecimiento de las 
comunidades rurales mexicanas. En muchas partes de la sociedad rural, 
los activistas, los académicos y los políticos reportan una mayor moviliza-
ción entre las comunidades que tratan de forjar sus propias alternativas. 
Obviamente, el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Na-
cional (ezln) en una de las regiones más pobres del país impulsó diver-
sos y múltiples esfuerzos de organización rural, incluyendo proyectos de 
modernización y diversificación productiva.

En este sentido, la formación del Congreso Nacional Indígena (cni) 
en México, a raíz del levantamiento zapatista, ha resultado determinante: 
reuniendo representantes de más de 60 organizaciones indígenas, el cni 
ha abierto un espacio en el cual estos grupos pueden esperar apoyo para 
sus propios programas locales de fortalecimiento de sus organizaciones 
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tradicionales e introducir innovaciones productivas que contribuirían a 
elevar los niveles de vida. El impacto inmediato del movimiento zapatista 
fue el de conferirle una nueva respetabilidad al estatus de pertenencia a 
un grupo indígena.11 El impacto acumulativo de este movimiento, que 
sólo recobró fuerza después de su primer congreso nacional en 1996, 
está todavía por conocerse. Sin embargo, los insistentes reclamos de tie-
rras comunales por los huicholes en el occidente, la intensificación de 
las luchas agrarias y las acciones más pacíficas de otros grupos aislados 
en todo el país para implementar programas de capacitación y diversifi-
cación productiva, evidencian el interés renovado en la búsqueda de 
estrategias alternativas frente a la globalización.12 Aun la represión abier-
ta que enfrentan cotidianamente los indios rarámuri en Chihuahua y los 
pueblos indígenas en Guerrero se está ventilando y denunciando en la 
prensa nacional. En la selva de Los Chimalapas (Oaxaca), las autoridades 
de los indios zoque están acusando a grupos políticos específicos de in-
cendiarios, concretamente de haber provocado algunos de los incendios 
forestales que ocasionaron tanto daño biológico y humano en la prima-
vera de 1998 (véase cap. 11 de este libro).

Los pueblos indígenas de México no se encuentran solos en sus esfuer-
zos por forjar estrategias alternativas. Las ong y las coaliciones de grupos 
comunales están instrumentando sus propios programas de diversifica-
ción productiva sustentable en respuesta a la devastación provocada por 
la integración económica y las políticas impuestas por las empresas trans-
nacionales y sus aliados políticos. La instrumentación de las alternativas 
locales enfrenta enormes contradicciones y dificultades, que se hacen 
patentes cada vez que los administradores públicos son obstaculizados 
por sus superiores (conscientes de los peligros políticos de permitir que 
los grupos de base experimenten sus propias opciones), en la posibilidad 
de ayudar a las comunidades. De esta manera el compromiso político 

11   En México, la categoría de indígena es elegida por cada individuo. Así, el cambio 
de 8 millones de personas reportados como nativos en el libro seminal de Bonfil Batalla 
en 1987, a los 15 millones reclamando este estatus en el conteo poblacional de 1995 re-
fleja la mayor “legitimidad” de la categoría, más que una explosión demográfica.

12   Pablo González Casanova ha sido uno de los intérpretes más consistentes de la lla-
mada del ezln para que el resto de la sociedad mexicana responda a sus demandas para 
la autonomía y la construcción de caminos alternos para la organización local y el creci-
miento. En su “Teoría de la Selva” (Perfil de La Jornada, 6 de marzo, 1997) elabora los 
resultados del Encuentro Intercontinental por la Humanidad y contra el Neoliberalismo 
convocado en Chiapas en agosto de 1996, ofreciendo una agenda para la acción para la 
sociedad mexicana; los documentos básicos están resumidos en ezln, Crónicas Intergalác-
ticas, un informe de la reunión. Desde entonces, sigue insistiendo en el significado del 
levantamiento para las iniciativas que ocurren en otras partes de México.
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entre los niveles superiores para promover un modelo de inversión y de 
producción que sigue sus propios intereses en vez de los de las bases, 
queda definitivamente en evidencia.13

La búsqueda de las comunidades por alternativas sustentables frente 
a la globalización es el reto central que enfrentamos como investigadores 
al intentar comprender la evolución y el dinamismo que caracteriza la 
nueva ruralidad. La capacidad de las cuatro comunidades de resistir las 
presiones de la política económica nacional para abandonar sus “tierritas” 
y de evitar un deterioro devastador en sus niveles de vida es significativa: 
se organizaron, como miles de otras comunidades en la región, para 
defenderse y defender su forma de vida y organización social. La expe-
riencia demuestra que las comunidades rurales son capaces de defender-
se, de muchas y muy variadas maneras, a pesar de decenios de opresión 
y resistencia. Si vamos a colaborar con ellos en la reversión del deterioro, 
tendríamos que buscar la manera creativa de hacerlo, y utilizar bien los 
recursos que llegan desde afuera.

13.7. entender las nuevas ruralidades

Tenemos que aprender de las estrategias que actualmente tratan de po-
ner en práctica las comunidades campesinas frente a la globalización. Los 
campesinos e indígenas, como gestores colectivos de sistemas sociales y 
ambientales complejos, están adquiriendo una creciente sensibilidad a la 
necesidad de fortalecer sus organizaciones comunales para defender sus 
culturas y sus sistemas productivos tradicionales, definiendo y afinando 
sus tradiciones para forjar sociedades sustentables.

Las nuevas ruralidades tienen que definirse regionalmente, incorpo-

13   El caso del megaproyecto para el desarrollo del Istmo de Tehuantepec ofrece un 
ejemplo revelador. Lanzado a finales de los años ochenta como una propuesta ambiciosa 
para construir un costoso sistema multimodal de transporte, incluía un ferrocarril auto-
matizado de doble vía y una supercarretera de ocho carriles, como parte de un cruce 
interoceánico multimodal. Se contemplaban proyectos industriales, maquiladoras y un 
gran complejo petroquímico. Había desatado una fuerte oposición entre los pobladores 
locales, ecologistas, y otros, por los impactos negativos que avizoraban en el ambiente y 
en la capacidad de la región de surtirse de sus propias necesidades. La batalla respecto al 
proyecto reflejaba una continua lucha respecto a la integración internacional en los años 
venideros. En los tiempos más austeros que predominan con el cambio de siglo y de 
presidente, el proyecto quedó como letra muerta, remplazado por propuestas menos 
ambiciosas de los gobiernos locales.
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rando en sus instituciones una nueva reflexión respecto a la necesidad 
de allegar recursos desde fuera para asegurar la defensa de sus territorios 
y sus comunidades. Con la creciente importancia de la migración nacio-
nal e internacional y los ingresos no agrícolas en la dinámica rural, es 
claro que las propias comunidades están reagrupándose; reconocen ex-
plícitamente una creciente incapacidad de sostener sus sociedades con 
base en los ingresos provenientes exclusivamente de sus propias produc-
ciones agrícolas; en todas partes se comenta respecto a una renovada 
importancia de remesas de parientes en otras partes y de dinero y pro-
ductos traídos por los que laboran en actividades no rurales. A la vez, se 
requiere reexaminar las formas en que los estudiosos y las instituciones 
oficiales identifican y clasifican lo rural, ya que grandes contingentes de 
trabajadores del campo y muchas familias campesinas se encuentran en 
enormes campos de mano de obra migratoria, en pequeñas ciudades o 
aun en las zonas periurbanas de algunas de las grandes urbes del conti-
nente.

Hoy en día, entonces, contrario a los juicios que formulan los macro-
economistas, los campesinos no son actores atrasados, ensimismados en 
su compromiso férreo con el pasado. Más bien, son gestores de sistemas 
sociales y productivos complejos, donde comunidades y organizaciones 
campesinas están empeñadas en defender su propia identidad y en am-
pliar su capacidad para elevar su calidad de vida. Identificar y entender 
estas estrategias es una nueva tarea prioritaria.
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14.  SUPERANDO EL PARADIGMA NEOLIBERAL:
DESARROLLO POPULAR SUSTENTABLE1

El neoliberalismo está exacerbando la polarización de la sociedad en 
todas sus dimensiones. El ajuste estructural, con su programa de inte-
gración a la economía internacional y austeridad del sector público, ha 
reducido radicalmente las posibilidades de crecimiento equitativo y de 
satisfacción de las necesidades sociales. Para la mayoría de los latinoame-
ricanos, esta apertura neoliberal es una pesadilla. La caída del ingreso 
real, el creciente desempleo y el acelerado retiro de las redes de seguridad 
social nos dejan pocas alternativas.

Un número significativo de personas, como sea, intenta construir sus 
propios caminos de sobrevivencia. En el presente muchas de estas estra-
tegias no son más que arreglos precarios para asegurar el ingreso nece-
sario a fin de mantener cuerpo y alma unidos. Comprenden una combi-
nación de formas tradicionales de producción para incrementar el nivel 
de autosuficiencia local, financiado por otras actividades en la misma 
región u otra. En este momento la gente es forzada a emigrar, aceptando 
frecuentemente trabajos en las circunstancias más desafortunadas, con 
un deterioro consecuente de sus vidas y contribuyendo a la desintegra-
ción de la cultura y la sociedad.

Esta inesperada respuesta de millones, quienes no están dispuestos a 
aceptar la inevitable absorción del pantano neoliberal ofrece un punto 
de partida para estrategias alternativas, que son exploradas por innume-
rables comunidades y académicos en todo el hemisferio. Las contradic-
ciones del desarrollo neoliberal son tan profundas que la comunidad 
internacional ahora reconoce su importancia como un camino para 
responder a la presente crisis y buscar una ruta progresiva de transición 
hacia un mundo mejor. Son tan importantes, que una nueva bibliografía 
se está enfocando en propuestas locales, incluyendo la exploración de 
problemas relacionados con la participación y el género, mientras que 
nuevas organizaciones han surgido para tomar ventaja de los espacios 

1   Publicado en N. Giarracca (comp.), ¿Una nueva ruralidad en América Latina?, 
Buenos Aires, clacso, 2000, pp. 81-99. <http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/
gt/20100929012426/6barkin.pdf>.

http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/gt/20100929012426/6barkin.pdf
http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/gt/20100929012426/6barkin.pdf
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políticos que esta apertura está creando y para utilizar los recursos que 
están disponibles (Martínez Alier, 1995).

Muchas de estas alternativas surgen del interés en la necesidad de 
buscar un nuevo enfoque de sustentabilidad. Este trabajo se concentra 
en los problemas para desarrollar una estrategia de desarrollo sustenta-
ble. La sustentabilidad se ha convertido en una parte importante de la 
discusión sobre el desarrollo. De igual forma, es cada vez más claro para 
profesionales y académicos que nuestra opinión sobre las estrategias de 
desarrollo debe cambiar. A menos que a los diferentes enfoques se les 
permita crecer, la estrategia de integración económica internacional 
prevaleciente destruirá nuestra capacidad de emprender esta tarea. Di-
chos nuevos enfoques requieren más que la defensa de nuestro medioam-
biente. La conservación de los ecosistemas de una región depende mucho 
más que de un reconocimiento político de la importancia del problema. 
También requiere del fortalecimiento y reconstrucción de la capacidad 
económica y social de la población con el conocimiento y las habilidades 
necesarias para emplearse en las actividades productivas requeridas para 
proteger y enriquecer los sistemas naturales en los que estos recursos 
existen. Este trabajo se da a la tarea de explorar una estrategia de desa-
rrollo sustentable. Construye, sobre los principios de una base producti-
va diversificada, el uso creativo de los recursos locales y la participación 
local en la planeación e implementación.

La economía dual de hoy en día es un anacronismo. Mientras la inter-
nacionalización promete mayores ganancias para el capital, las contradic-
ciones creadas por el empobrecimiento están provocando una intensa y 
amplia rebelión en muchas partes. En este ensayo se ha trazado la expan-
sión internacional del capital y la manera en que integra a los recursos 
y a la gente en un sistema polarizado de gran riqueza acompañado por 
pobreza y despojo. La expansión ha creado vastas áreas deforestadas, sin 
posibilidades de ser cultivadas, con importantes grupos de gente viviendo 
en condiciones precarias en las áreas rurales o marginales urbanas. Este 
desperdicio de recursos naturales y humanos impone una pesada carga 
a la sociedad, no sólo en términos de oportunidades desaprovechadas, 
sino también por los costos del manejo de las tareas de control social.

14.1. sustentabilidad

El desarrollo sustentable se ha convertido en un poderoso y controverti-
do tema, creando metas que parecen imposibles para los políticos y los 
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funcionarios de los organismos del desarrollo. Ahora todos formulan sus 
propuestas para el cambio en términos de su contribución a la “susten-
tabilidad”. Existe un reconocimiento amplio de que no se pueden generali-
zar los niveles actuales de consumo de recursos per cápita en los países ricos a la 
gente que vive en el resto del mundo. Muchos añaden que los niveles 
actuales de consumo no pueden ser mantenidos, ni siquiera para aquellos 
grupos que ahora disfrutan de elevados niveles de consumo material.2 En 
este nuevo discurso, los recursos que nos rodean no son sólo el capital 
natural heredado, que incluye las materias primas (tales como productos 
del suelo y subsuelo, buena calidad del agua, aire, bosques, océanos y 
tierras húmedas), sino también la capacidad de la tierra para absorber 
los desperdicios producidos por nuestros sistemas productivos. Por su-
puesto, el análisis de los recursos también incluye consideraciones sobre 
la calidad de los ambientes construidos en los cuales vivimos y trabajamos 
(una introducción excelente para la discusión subyacente puede encon-
trarse en Wilson, 1992).

El interés en la sustentabilidad se ha globalizado, reflejando el miedo 
generalizado al deterioro de la calidad de la vida. Los sistemas produc-
tivos y los patrones de consumo existentes amenazan la continuidad de 
nuestras organizaciones sociales. Los patrones actuales de desarrollo son 
injustos y antidemocráticos. Como reacción, surge el espectro de la desin-
tegración de los sistemas presentes: social, político, productivo y, aun, de 
riqueza personal. Una estructura diferente, más acorde con las posibilida-
des de la tierra para mantener y reproducir la vida, debe reemplazarlos.

La internacionalización ha obstaculizado este movimiento hacia la 
diversidad. Los poderosos grupos que modelan la economía del mundo 
(corporaciones transnacionales, instituciones financieras y poderes loca-
les influyentes, entre otros) están haciendo lo posible para romper estos 
intentos individuales o regionales, moldeándonos dentro de grupos so-
ciales más homogéneos y tratables. Querrán colocarnos, cual piezas de 
ajedrez, como soportes de la actual estructura de desigualdad, compro-
metiéndonos con empleos productivos. Y para aquéllos con suficiente 
suerte, con ingresos suficientes para llegar a ser consumidores.

2   En este sentido, rechazamos la noción de que se está sustentando el crecimiento en 
sí mismo. Más bien es un proceso que se propone para elevar el nivel de bienestar de la 
gente en un ambiente que se está conservando.
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14.2. autosuficiencia alimentaria y relación entre producción  
y consumo

Una estrategia para promover la sustentabilidad debe focalizarse en la importancia 
de la participación local y en la revisión de la forma en que la gente vive y trabaja. 
La cuestión de la autonomía y la autarquía locales o regionales es una 
parte importante de cualquier discusión sobre la integración nacional o 
internacional. Asimismo, promover la autonomía no requiere sacrificar 
la cooperación y la coordinación entre comunidades y regiones, y que de 
esta manera puedan promover la autosuficiencia aun cuando produzcan 
para el mercado internacional; al contrario, esta cooperación contribui-
ría a fortalecer la autosuficiencia. El análisis de las secciones previas de 
sustentabilidad está en el extremo opuesto a las recetas de las reformas 
neoliberales. Pero aun así, los defensores de la sustentabilidad recono-
cen que las opciones no son tan simples: los productos y tecnologías 
industriales no serán rechazados simplemente porque implican control 
jerárquico y trabajo enajenado. La respuesta debe ser reflexiva y confron-
tar las realidades de una sociedad urbanizada global en crisis, en la cual 
algunas naciones son incapaces de ofrecer los medios para resolver las 
necesidades más elementales a sus ciudadanos, mientras que al mismo 
tiempo otros se enriquecen, saqueando los tesoros de la naturaleza. En 
lo que sigue revisaremos brevemente algunas de las estrategias propuestas 
para promover el desarrollo sustentable en diferentes entornos.

El primer asunto que debe ser tratado claramente es la autosuficiencia 
contra la integración. El sistema actual de comercio global promueve la 
especialización basada en los sistemas de monocultivo. La sustentabilidad 
no necesita ser equivalente a la autarquía o al aislamiento. Sí conduce a 
un grado de especialización mucho menor dentro de todas las áreas de 
la producción y de la organización social. La autosuficiencia alimentaria 
surgió como una necesidad de muchas sociedades debido a la precarie-
dad de sus sistemas internacionales de comercio. Las tradiciones culina-
rias específicas surgieron de un conocimiento local altamente sofisticado 
de frutas y vegetales, hierbas y especias. Aunque la introducción de las 
tecnologías de la revolución verde elevó tremendamente el potencial 
productivo de los productores de alimentos, pronto descubrimos cuán 
duro fue alcanzar este potencial, y los altos costos sociales y ambientales 
que tal programa puede acarrear.

La autosuficiencia alimentaria es un objetivo controvertido respal-
dado por la demanda fundamental de la autonomía. Los partidarios 
del desarrollo rechazan unánimemente las llamadas de una posición 
extrema, aunque la declaración mexicana en favor de ese programa 
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en 1980 ante el Consejo Mundial de Alimentación fue ampliamente 
aplaudida por los representantes del tercer mundo. Hoy la discusión 
es más compleja, ya que hay acuerdo general sobre dos factores con-
tradictorios en el debate:

1]	Por un lado, la producción local de los bienes básicos que pueden 
ser producidos de manera más eficiente en otro lugar es un lujo que 
pocas sociedades pueden sostener, si y sólo si los recursos humanos y 
naturales no dedicados a la producción de estos bienes comerciales 
pueden encontrar empleo productivo dondequiera;

2]	Por otra parte, una mayor producción local de alimentos básicos 
contribuye a elevar los estándares nutricionales y mejorar los índi-
ces de salud. En el ámbito de las sociedades actuales, en el que la 
desigualdad y las fuerzas discriminatorias contra los pobres rurales 
son la norma, un mayor grado de autonomía en la provisión de la 
base material para un estándar adecuado de vida parece ser una 
parte importante de cualquier programa de sustentabilidad regio-
nal. Contribuirá a crear más empleos productivos y un interés en 
mejorar la administración de los recursos naturales.

Hay algunas partes del mundo en las que la estrategia de la autosufi-
ciencia constituiría un lujo dispendioso. Implicaría desviar recursos de 
otros usos que serían más productivos por su contribución económica, 
creando exportaciones que permitirían adquirir mayores volúmenes de 
alimentos. Pero aún en circunstancias en las que la importación al por 
mayor de los bienes básicos es recomendable, la gente interesada en el 
desarrollo sustentable cuestiona la modificación de las dietas locales que 
sean adecuadas a las posibilidades productivas de sus regiones. En la 
escena actual, la tendencia a sustituir los productos importados por los 
alimentos tradicionales es particularmente problemática, y presenta te-
rribles consecuencias para el bienestar humano en muchas sociedades.3

La autosuficiencia alimentaria, sin embargo, es sólo una faceta de 
una estrategia más amplia de diversificación productiva, cuyos principios 

3   La complejidad de la tarea de terminar con el hambre es ampliamente reconocida, 
pero la bibliografía reciente ha acentuado los orígenes sociales y no los técnicos (o basados 
en la oferta) de la carestía y el hambre. Sen (1981, 1992) es un exponente elocuente de 
este punto, mientras otros han entrado en gran detalle sobre los “orígenes sociales” de las 
estrategias alimentarias y las crisis (Barraclough, 1991). La “modernización” de las dietas 
urbanas en Nigeria, sustituyendo al trigo y arroz por sorgo y mijo, es un caso espeluznante 
de creación de dependencia, reduciendo las oportunidades de los productores campesinos 
y elevando el costo social de alimentar a una nación (Andrae y Beckman, 1985).
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son en gran medida parte del movimiento hacia la sustentabilidad. Los 
principios de un mayor autoabasto (en algunos trabajos en América 
Latina se usó la palabra autoconfianza) son fundamentales para todos los 
productos y servicios que una sociedad quisiera asegurarse a sí misma. 
Históricamente, los habitantes rurales nunca han sido “sólo” agricultores, 
o productores especializados en cualquier producto. Más bien, las comu-
nidades rurales fueron caracterizadas por la diversidad de sus actividades 
productivas en las que se comprometen para asegurar su bienestar; son comu-
nidades de administradores de sistemas complejos de recursos. Fue sólo 
la aberración de transferir modelos de agricultura comercial a la teoría 
del desarrollo en el tercer mundo lo que contribuyó a menospreciar el 
carácter multifacético de los sistemas locales de producción tradicional. 
Las estrategias de desarrollo sustentable enfrentan directamente este 
problema, intentando reintroducir esta diversidad, conforme se aferran 
a los problemas de escalas apropiadas de operación y multiplicidad de 
productos.

La diversificación productiva tiene que relacionarse con el patrón de 
necesidades y recursos locales. En la medida en que la gente no esté invo-
lucrada en el diseño e instrumentación de programas que le aseguren sus 
propias necesidades de consumo, tendrá menos conciencia del impacto 
de sus demandas sobre el resto de la sociedad y del ambiente natural. En 
consecuencia, el enfoque de la sustentabilidad confiere gran importancia 
para establecer una relación directa entre la gente que planifica la pro-
ducción y aquella que determina qué niveles de consumo son posibles.

3. participación popular, justicia social y autonomía

Las políticas de desarrollo sustentable no pueden ser diseñadas o instru-
mentadas desde arriba.4 Para tener éxito requieren de la participación 
directa de los beneficiarios y de otros que puedan ser impactados. Pero 
hay un acuerdo general de que su participación debe implicar más que 

4   Stiefel y Wolfe sintetizan un gran rango de experiencias sobre la participación popu-
lar. Ellos hablan de la “decreciente capacidad del Estado para proporcionar servicios y 
reducir las desigualdades en el ingreso”, acompañada por una reducción igual en la 
“confianza pública en la legitimidad de sus esfuerzos”. No sorprende, entonces, que la 
comunidad internacional esté “…viendo la ‘participación’ popular como un medio de 
hacer que sus proyectos de desarrollo funcionen mejor, ayudando a los pobres a manejar 
su situación (y) como una dimensión indispensable de las políticas ambientales (…) que 
no pueden ya ser evadidas o pospuestas…” (Stiefel y Wolfe, 1994: 19).
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un papel meramente de consulta. Para que tal enfoque funcione, se re-
quiere que quienes detentan el poder se den cuenta de la necesidad de 
integrar a la gente dentro de las estructuras reales de poder con el fin de 
confrontar los problemas principales de nuestro tiempo. Ello implica una 
redistribución del poder tanto político como económico. Este prerrequi-
sito es fundamental para cualquier programa de sustentabilidad, ya que 
la mayoría de los análisis técnicos destacan que los patrones que perpe-
túan estas desigualdades conducen a una mayor degradación ambiental 
(Boyce, 1994; Goodland y Daly, 1993).

Quizá los aspectos más reveladores de la literatura sobre sustentabili-
dad son el cúmulo de ejemplos sobre la forma en que la gente puede 
realizar “actos de solidaridad con el otro cuando el Estado no los está 
viendo” para resolver problemas comunes e iniciar experimentos creati-
vos para la innovación social (Friedmann, 1992: 168-171; Ostrom, 1993). 
Por supuesto, el trabajo de Albert Hirschman (1962; 1973) ofrece ejem-
plos incontables de las formas en que las ong y otros grupos de base han 
tenido éxito en forzar la presión para modificar proyectos de desarrollo 
como parte de su propia percepción de las prioridades del desarrollo.5 
Sin embargo, bajo circunstancias especiales, el mismo Estado podría 
(verse forzado a) fomentar la “liberación” creativa de energías participa-
tivas para inspirar programas de desarrollo local y justicia social que 
también contribuyan a mover a la sociedad en la dirección de la susten-
tabilidad (Alves Amorim, 1994; Tendler, 1993).

Sin embargo, no debemos acelerarnos: mucha de la bibliografía mues-
tra cómo y por qué el Estado no opera para fortalecer a los pisoteados. 
La difícil coyuntura de fines de los años ochenta obligó al gobierno mexi-
cano a financiar esquemas de desarrollo de las bases a través de moviliza-
ciones locales en comunidades dispersas por todo el país. El Programa de 
Solidaridad fue altamente respetado por las instituciones multilaterales 
como un proyecto efectivo de bienestar (y de voto), pero hizo poco por 
crear oportunidades productivas permanentes para los participantes, 
quienes rara vez pudieron continuar una vez que los programas oficiales 
terminaban. La copia colombiana del programa no promete ofrecer 
mayores oportunidades a los pobres. En su examen de los problemas 
de erosión del suelo, Blaikie va más allá para explicar cómo las señales 

5   Rodwin y Schön (1994) nos ofrecen la oportunidad de explorar las contribuciones 
singulares de Hirschman a la teoría y práctica del desarrollo. Destacando la importancia 
de colocar a la gente al centro del proceso, hemos aprendido de Hirschman que, para 
tener éxito, estos actores deben llegar a sumarse dentro de los sistemas integrales de los 
cuales ellos son parte.
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del mercado generalmente empujan a los gobiernos hacia programas 
que benefician a los ricos. Peor aún, gran parte de la investigación para 
mejorar la productividad agrícola está mal orientada, pero su crítica más 
general encapsula nítidamente mucha de la experiencia de desarrollo del 
pasado medio siglo: “el énfasis está en los bienes particulares aislados 
del contexto social, económico y ambiental” (1985: cap. 2).

El desarrollo sustentable, en el análisis final, implica una lucha políti-
ca por el control sobre el aparato productivo. Requiere de una redefini-
ción no sólo de qué y cómo producimos, sino también de a quién le será 
permitido producir y con qué fines. Para las organizaciones implicadas 
en proyectos de desarrollo sustentable en áreas rurales, el conflicto se 
centrará en torno al control de mecanismos de poder político y econó-
mico local, y el uso de recursos. La lucha por asegurar una voz mayor en 
el proceso para los campesinos, las poblaciones indígenas, las mujeres y 
otras minorías menos privilegiadas, no asegurará que sus decisiones con-
duzcan al desarrollo sustentable. Pero esa participación democrática de 
base creará los cimientos para una distribución más equitativa de la ri-
queza, uno de los principales prerrequisitos para el surgimiento de una 
estrategia de desarrollo sustentable.

14.4. las regiones que quedaron atrás

La integración económica internacional no afectará a todo el mundo por 
igual. En el caso del tlcan, por ejemplo, grandes segmentos de los tres 
países se mantendrán rezagados del progreso internacional. En alguna 
medida, esta gente se encuentra en regiones que tienen la oportunidad 
única de tomar ventaja de su estatus como marginada. Muchas de estas 
regiones están pobladas con grupos de origen indígena, que todavía 
atesoran gran parte de la experiencia que ha sido transmitida a través de 
las generaciones. Las investigaciones recientes en el tercer mundo sobre 
etnobotánica, etnobiología, agroecología, agrobiología y agrosilvicultura 
están intentando capturar algo de esta sabiduría. Este trabajo muestra 
que el potencial productivo de la agricultura tradicional es mucho ma-
yor que el comúnmente pensado, que hay factores culturales que evitan 
la plena aplicación de este conocimiento (incluyendo por supuesto el 
desdeño prevaleciente por la cultura indígena, excepto como un bien de 
consumo para los turistas e intelectuales excéntricos), y que algunos de 
nuestros descubrimientos de estos sistemas son transferibles entre cultu-
ras, así como útiles para mejorar los sistemas de cultivo usados por los 
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agricultores “modernos”. Finalmente, conforme hemos realizado más 
investigaciones sobre tales prácticas culturales indígenas, estamos apren-
diendo que los que utilizan este conocimiento han comenzado a integrar 
los avances tecnológicos más recientes en sus prácticas tradicionales, a 
fin de mejorar la productividad y reducir la cantidad de trabajo requeri-
da para la producción.

En estas regiones, el volver a desarrollar la “economía campesina” es 
tanto deseable como urgente. No es simplemente un asunto de rescate 
de culturas antiguas, sino tomar ventaja de una herencia cultural y pro-
ductiva importante para proporcionar soluciones a los problemas de hoy 
y de mañana. No es una cuestión de “reinventar” la economía campesina, sino 
de reunirla con sus propias organizaciones para esculpir espacios políti-
cos que les permitirán ejercitar su autonomía, definir formas en las que 
sus organizaciones guiarán la producción para ellos mismos y para co-
merciar con el resto de la sociedad. Una vez más, la identificación tecno-
crática de los mecanismos productivos y la catalogación de los sistemas 
de conocimiento indígenas (que, por ejemplo, están ahora a la orden 
del día entre las corporaciones transnacionales en busca de nuevas fuen-
tes de germoplasma para sus avances biotecnológicos) no van a revertir 
la estructura de la discriminación a menos que se acompañen de parti-
cipación política efectiva (Núñez, 1998).

Estas regiones que han sido dejadas de lado tienen muchas oportuni-
dades de explorar caminos en los cuales utilizar sus dotaciones de recur-
sos en formas creativas. Entre las más importantes están los proyectos 
administrados por los grupos de las comunidades locales que comienzan 
a diversificar su base productiva, utilizando fuentes de energía renovable 
y evaluando el ambiente natural para desarrollar nuevos productos o 
encontrar nuevas formas de adicionar valor a las tecnologías y bienes 
tradicionales.

14.5. los centros de biodiversidad

La comunidad científica y ambiental mundial se ha movilizado para 
identificar y proteger un creciente número de áreas particularmente 
valoradas. Estas “reservas de la biosfera” en las selvas y montañas y los 
centros culturales urbanos, “patrimonio de la humanidad”, son guardia-
nes de parte de los tesoros naturales y producidos del ecosistema. Pero 
también son campos de batalla controvertidos, donde la ciencia y la co-
munidad están luchando por una definición operacional de la protección 
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ambiental y la sustentabilidad. Las líneas de batalla se dibujan con mayor 
claridad cuando se montan esfuerzos por crear áreas núcleo en los espa-
cios designados como reservas de la biosfera, donde no se permite a la 
gente entrar. En algunos casos, la designación especial de zona protegida 
implica remover a los habitantes locales del área en nombre del ambien-
te. En una escala más general, el interés creciente por proteger las espe-
cies en peligro de extinción ha conducido a conflictos entre las pobla-
ciones locales que han coexistido tradicionalmente con estas especies, 
explotándolas en formas sustentables, hasta que las poderosas fuerzas del 
mercado condujeron a tasas de exterminio que amenazaron la sobrevi-
vencia de la flora y fauna y de las comunidades humanas.

Requiere de una solución generalizada para las necesidades y objetivos 
en conflicto de los grupos arraigados en estas regiones. El enfoque filo-
sófico de la “sustentabilidad” ofrece algunas propuestas en este sentido. 
Una propuesta prometedora sugiere la creación de “reservas campesinas 
de la biosfera” o “clubes de restauración del vecindario”, en los cuales las 
comunidades locales son animadas a continuar viviendo dentro de la 
región, ahorrando recursos. A cambio, el “mundo exterior” aceptaría la 
obligación de asegurar que la comunidad sea capaz de disfrutar de una 
calidad socialmente aceptada de vida, con oportunidades económicas 
similares a aquellas de otros grupos, y participación política plena en 
todos los niveles. Un ejemplo particularmente importante de este enfo-
que es el intento de crear un modelo de este tipo en la región de Chi-
malapas del suroeste de Oaxaca, en México, un intento que inicialmente 
estaba comprometido con actividades predatorias para participar en (o 
ayudar realmente al diseño de) actividades protectoras como parte de la 
estrategia de diversificación productiva para el desarrollo de la comuni-
dad, el cual incluiría ecoturismo pero no estaría limitado a este tipo de 
actividad, debido a que la investigación lo ha mostrado como demasiado 
esporádico e inseguro a los efectos de ofrecer seguridad económica a la 
mayoría de las comunidades (véase capítulo 10).

Los productores rurales marginados ofrecen una promesa importante: 
si se fomenta su producción, pueden sostenerse por sí mismos y hacer 
contribuciones importantes al resto de la sociedad. En contraste, si pre-
valecen las políticas rurales que los países del tercer mundo definen como 
eficiencia según el criterio del mercado internacional, basadas en la es-
tructura política y tecnológica de las naciones industrializadas, los cam-
pesinos serán arrebatados de sus campos de siembra tradicionales, y las 
importaciones de alimentos comenzarán a competir fuertemente por las 
divisas, desplazando a los bienes de capital y otras prioridades nacionales 
como ha pasado en muchos países (Barkin, Batt y DeWalt, 1991). El en-
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foque sugerido por la búsqueda de sustentabilidad y participación popu-
lar tiene el fin de crear mecanismos dondequiera que las comunidades 
campesinas e indígenas encuentren apoyo para continuar cultivando sus 
propias regiones. Aun con el criterio estricto de la economía neoclásica, 
este enfoque no debe ser descartado como un proteccionismo ineficien-
te, ya que la mayoría de los recursos implicados en el proceso tendrían 
poco o ningún costo de oportunidad para la sociedad en su totalidad.6

En efecto, proponemos la formalización de una economía dual. Reco-
nociendo la permanencia de una sociedad drásticamente estratificada, el 
país estará en una mejor posición para diseñar políticas que reconozcan 
y tomen ventaja de estas diferencias a fin de mejorar el bienestar de los 
grupos de ambos sectores.

6   Éste es un elemento crucial. Muchos analistas descartan a los productores campesinos 
por trabajar a una escala demasiado pequeña y con muy pocos recursos para ser eficientes. 
Sin embargo, es importante y factible promover un incremento en la productividad con-
sistente con una estrategia de producción sustentable, tal como la definen los agroecólo-
gos: la propuesta de animarlos para mantenerse como miembros productivos de sus co-
munidades debiera ser instrumentada bajo las condiciones existentes. En gran parte de 
Latinoamérica, si los campesinos cesaran de producir los cultivos básicos, las tierras e 
insumos no serían simplemente transferidos a otros para la producción comercial. Los 
bajos costos de oportunidad de la producción primaria en las regiones campesinas e in-
dígenas derivan de la falta de empleos productivos alternativos para la gente y las tierras 
de este sector. Aunque la gente generalmente tiene que buscar ingresos en el “sector in-
formal”, su contribución al producto nacional sería magra. La diferencia entre el criterio 
social para evaluar el costo de este estilo de producción y la valoración del mercado está 
basada en la determinación de los sacrificios que la sociedad haría para tomar una u otra 
opción. La base teórica para este enfoque vuelve como punto de partida al ensayo inicial 
de W. Arthur Lewis (1954) y estudios posteriores, que encuentran su última expresión en 
la demanda de un enfoque “neoestructuralista” para el desarrollo de Latinoamérica 
(Sunkel, 1993). Sin embargo, estos autores no reconocieron la lógica de la alternativa 
campesina que es el punto de partida de este capítulo.
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15.  EL MAÍZ: LA PERSISTENCIA DE UNA CULTURA EN MÉXICO1

El maíz nació en Mesoamérica para difundirse en todas partes del mun-
do. Sin embargo, hoy México figura entre los países donde más han 
crecido las importaciones del grano. No es como en otras partes, donde 
el maíz se usa casi exclusivamente para animales, donde la sociedad lo 
disfruta para sus palomitas, o sus elotes con sabor a dulce. En México, el 
maíz es asunto de vida y muerte y, si dependiera del Estado, creciente-
mente, sería de muerte.

En este capítulo se ofrece una visión particular de este proceso de la 
marginalización del maíz y de sus productores, para tratar de entender 
por qué los campesinos todavía continúan cultivando el maíz. Este mila-
gro no lo es tanto, una vez que se entiende que la poesía del Popol Vuh 
sigue siendo certera. Como reza el texto, los mexicanos estamos todavía 
hechos de maíz: “Y así encontraron la comida, y ésta fue lo que entró en 
la carne del hombre creado, del hombre formado; ésta fue su sangre, de 
ésta se hizo la sangre del hombre. Así entró el maíz [en la formación del 
hombre] por obra de los Progenitores”.

Hoy, el maíz es el tercer producto agrícola de mayor importancia en 
el mundo, después del arroz y del trigo, cuando se mide por la superficie 
cultivada. Se cosechan casi 150 millones de hectáreas, con una produc-
ción mundial que supera las 600 millones de toneladas. En América 
Latina la producción es apenas de unos 85 millones de toneladas, con 
rendimientos inferiores en 40% a los promedios mundiales, pero bajo 
condiciones menos favorables que en otras partes del mundo. En Amé-
rica Latina se importó casi la sexta parte de las exportaciones mundiales 
de maíz en los años noventa y a México le corresponde más de la terce-
ra parte de esas importaciones.2

Es increíble que México, cuna del maíz, criadero de la enorme diver-
sidad de variedades que han sido el sustento de sus pueblos, quienes las 
utilizan de incontables maneras, y el origen de tanta riqueza para toda 
la humanidad, ahora depende de las importaciones para alimentarse. 
A finales del milenio, representaron la tercera parte de la producción, 

1   Publicado en: Cuadernos del Desarrollo Rural, núm. 40, 1998, pp. 17-27.
2   Información con base en los datos de la Organización Mundial de la Alimentación 

y la Agricultura de las Naciones Unidas (http://www.fao.org).
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subiendo en los noventa de un promedio de 20%. Estas importaciones 
no son cualquier cosa, ya que gran parte de ellas son producidas con 
semillas especialmente creadas para las demandas de los países ricos, 
donde impera el consumo de la carne, más que los granos; ahora ma-
yormente con semillas genéticamente modificadas. En estos países el 
maíz, junto con su pariente cercano, el sorgo, es cultivado en enormes 
superficies bajo regímenes completamente mecanizados, para alimentar 
al ganado mayor —principalmente bovino— así como porcinos y aves 
en sus granjas de engorda intensiva. Este maíz, conocido como “amarillo 
núm. 2” en la Bolsa Mercantil de Chicago, predomina en el comercio 
mundial y es parte importante de las importaciones mexicanas, por ser 
la variedad más barata.

Sin embargo, también se producen variedades “mexicanas” fuera del 
país. Se ha visto un crecimiento importante de la producción de maíces 
de color (azules, guinda, etc.) en el sureste de Estados Unidos, y la im-
plantación de variedades blancas (para nixtamal, la forma de preparar el 
maíz para elaborar tortillas), sembradas específicamente para el mercado 
mexicano y para el consumo de comidas mexicanas en Norteamérica. 
Desgraciadamente, hasta ahora, la estadística oficial no es capaz de regis-
trar estas diferencias; por lo tanto, no es posible evaluar su volumen, pero, 
por los bajos precios pagados por las importaciones, es justo suponer que 
dominan las variedades ganaderas.

15.1. incongruencias: el maíz en la economía nacional

En México, el maíz es, de lejos, el cultivo más importante. A pesar de que 
su producción “no es negocio” al decir de la inmensa mayoría de cam-
pesinos que lo cultivan, se cosechan entre 6 y 7 millones de hectáreas de 
tierras de temporal, la mitad de la superficie de temporal sembrada. Otro 
grupo de agricultores, quienes sí lo encuentran rentable por su acceso a 
créditos oficiales y sistemas privilegiados de comercialización, lo siembran 
en otros 1 o 2 millones de hectáreas bajo riego, más de la cuarta parte 
de las áreas abiertas al riego. Sólo hasta aquí podemos llegar con los 
números oficiales para describir lo que está pasando con el maíz en el 
agro mexicano. Para una descripción más fina de la economía habrá que 
recurrir a un manejo creativo de la información y la extraordinaria ri-
queza de las experiencias campesinas, contadas por ellos mismos y por 
los pocos estudiosos del campo que se dedican a este segmento tan reza-
gado de la sociedad nacional.
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Para seguir con nuestra descripción del maíz en México, será preciso 
plantear algunas preguntas rectoras para guiar al lector en la compren-
sión de la singularidad de la economía mexicana del maíz. Hoy en día, 
por ejemplo, el precio oficial del maíz está por debajo del precio en el 
mercado, y ciertamente por debajo de su precio internacional de refe-
rencia. Y, sin embargo, se sigue sembrando, superando incluso las exten-
siones plantadas en los mejores años de antaño. Así, la primera pregun-
ta que surge es: ¿por qué se sigue produciendo maíz mexicano?

El maíz no se produce solo. Requiere de la colaboración de grandes 
contingentes de personas, quienes trabajan para preparar las tierras, 
cuidar los plantíos y realizar la cosecha. La cosecha presenta sus propios 
retos, requiriendo una intensa labor con personas que no pueden ser 
pagadas por el valor de su tiempo o de sus esfuerzos, ya que el maíz no 
“vale” lo suficiente para costear el gasto. La segunda pregunta, entonces, 
es: ¿por qué la gente sigue trabajando en la milpa, el método campesino 
tradicional de producción maicera? La milpa es un complejo sistema de 
policultivo de temporal en torno al maíz.

Nuestras investigaciones han revelado, una y otra vez, que los campesi-
nos se encuentran en la necesidad de trabajar fuera del campo para poder 
seguir cosechando. Es poco entendido, pero ampliamente conocido, que 
millones de mexicanos y mexicanas salen de sus comunidades para traba-
jar duro para que se puedan quedar allá sus familias y para que los que 
salen puedan regresar. La última pregunta es: ¿por qué sigue creciendo 
la población rural? A pesar de las penurias que pasan, y a pesar de las 
conocidas ventajas ofrecidas en las grandes y medianas ciudades del país 
—y de las oportunidades en el extranjero—. ¿Por qué siguen mandando 
dinero y mercancías a sus pueblos, para que la gente permanezca ahí?

A estos interrogantes nos dirigimos, y tendremos éxito en la medida 
en que se logren explicar estas aparentes contradicciones; como la insen-
satez, la irracional economía nacional del maíz no simplemente sobrevi-
ve, sino que sigue expandiéndose, gracias al compromiso de su gente y 
de los pueblos que la componen. Pero para llegar a explicar esta nueva 
verdad, esta realidad que traicione a la ciencia, habrá que avanzar por 
pasos, usando los pasos de los campesinos que están construyendo su 
mundo y, en el proceso, obligándonos a reescribir los libros de texto, 
invitándonos a elaborar un nuevo método.

Por eso, estudiar el maíz es conocer el país. El maíz mexicano no es la 
mercancía del mercado mundial y el país del maíz no es el que se adhirió 
al Acuerdo Mundial de Comercio o que se adelantó para integrarse a la 
Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, el club de los 
ricos. Entender la economía nacional del maíz es, entonces, acercarse 
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a un camino diferente para abrir paso hacia un nuevo mundo —hacia 
las alternativas al mercado único, hacia las nuevas oportunidades que se 
requieren para construir el futuro, defendiendo lo tradicional.

15.2. la economía del maíz. la visión oficial

La agricultura mexicana de temporal está en crisis. No es capaz de gene-
rar ingresos ni empleos dignos para los campesinos, y menos aún, podría 
alimentar al pueblo. Mientras el país goce de un pequeño pero pujante 
sector agroexportador, la mayoría de los productores rurales estarán 
condenados a vivir en la marginalidad, encerrados entre los límites de 
sus sociedades tradicionales, superados por sus hijos que aprovechan las 
oportunidades de migrar hacia las regiones dinámicas del país y al exte-
rior. Éste podría ser un breve resumen de la suerte del campesinado y 
de los pueblos indígenas de México, el panorama que pinta la estadística 
oficial sobre la suerte del México rural de hoy.

La estadística oficial ni siquiera da cuenta adecuada de la magnitud 
del sector y los esfuerzos que ejercen los campesinos para asegurar la 
producción y su permanencia en el México rural.3 Por ejemplo, según 
las cuentas nacionales, todos los productores primarios —agricultores, 
ganaderos, forestales y los del mar— contribuyen con 4% del valor agre-
gado nacional; aún más marginal es la posición del maíz, cuyo valor 
oficial, incluyendo un estimado de la producción para el autoconsumo, 
difícilmente alcanzó 13% del valor de la producción primaria en el año 
2000, es decir 0.5% del valor bruto del producto nacional. Este monto 
es muy raquítico, a pesar de que labora en la economía rural el 16% de 
la fuerza de trabajo. El Censo de Población también informa que la cuar-
ta parte de la población vive en localidades de menos de 2 500 habitantes, 
y otro 14% en localidades de hasta 15 000 personas. Así, tenemos el diag-
nóstico oficial de que 40% de la población vive en zonas rurales pero 
menos de la mitad trabaja en el sector primario. Aun así, con 16% de la 
fuerza de trabajo, producen menos del 5% del producto nacional. Es 
evidente que los políticos ven en este panorama un sector que alberga 
una población poco productiva y superflua.

Entre los productores de maíz, también, se nota una clara diferencia-

3   Los datos son de fuentes oficiales mexicanas, todas consultadas en internet: inegi, 
XII Censo de Población (2000); inegi, Sistema de Cuentas Nacionales; Sagarpa, México, Anua-
rio Agrícola (1999).
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ción entre los millones de mexicanos que persisten en sus prácticas “an-
tieconómicas” sembrando en condiciones de temporal, y quienes tienen 
acceso al agua y al crédito para sembrar en condiciones privilegiadas. 
Mientras se cosecha el maíz en la mitad del agro —56% de la superficie 
de temporal— su valor en los mercados es solamente el 18% del valor 
de la producción agrícola (sin incluir perennes); en contraste, el maíz de 
riego ocupa algo más que la cuarta parte de la superficie nacional regada 
(y sólo 14% de la superficie maicera), pero su productividad es 2.5 veces 
la del temporal, ofreciendo jugosas ganancias a estos productores que 
aprovechan los estímulos oficiales para seguir con el cultivo más intensivo 
en uso del agua en México. Esta centralización del cultivo es un tanto 
más ofensiva desde una perspectiva social, por haber sido canalizada hacia 
los tres estados fronterizos —Chihuahua, Sinaloa y Sonora— donde la 
escasez de agua ha cobrado un enorme costo humano de enfermedad y 
muerte entre los trabajadores en la maquiladora fronteriza y se ha vuelto 
un objeto de conflicto político con Estados Unidos.

No cabe duda, dentro de esta perspectiva, que nuestros creadores de 
política e impulsores de la integración económica quisieran dejar a los 
campesinos temporaleros a su propia suerte. Son parte de un sector que 
no tiene remedio —según su visión— y en el que la política no puede 
incidir frente a la poderosa influencia de la tradición. Los campesinos 
insisten en seguir sembrando y sus familiares están dispuestos a subsidiar 
esta producción con remesas traídas del extranjero y transferencias de 
sus trabajos en otras partes del mismo país. No sorprende, entonces, que 
la clase política vea con desdén al mundo rural, con sus campesinos exi-
giendo un mejor trato; no tendrían por qué ocuparse del agro si no 
fuera porque representa una amenaza de estallidos sociales, de continuar 
como un foco de atraso y pobreza.

15.3. la economía del maíz: la visión campesina

Millones de campesinos siguen sembrando maíces criollos. Conscientes de 
que “no es negocio”, siguen produciendo crecientes volúmenes del grano 
para su propio uso, respuesta propia para mantener un estilo de vida que 
implica también asegurar la calidad de sus alimentos así como los ecosiste-
mas en los cuales viven y producen. Pero, también venden sus excedentes 
a un segmento importante de la población que está mostrándose cada vez 
más sensible a las diferencias de calidad entre los granos importados y las 
variedades disponibles localmente. Sólo así podría explicarse la perseve-
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rancia de los campesinos y en consecuencia la continua presencia de esos 
granos en los mercados nacionales. Veamos las evidencias.

Quizá lo que más llama la atención es la reacción de los campesinos 
a los cambios en la política nacional: lejos de ser actores pasivos, insen-
sibles a los vaivenes de las políticas nacionales, muestran una sorpren-
dente agilidad en adaptarse a los cambios en su entorno. Por ser el maíz 
un cultivo tradicional, adaptado por sus fieles a las exigencias de los ciclos 
climáticos en sus regiones, se esperaría encontrarlo en sus áreas de in-
fluencia —zonas que siguen siendo indígenas y campesinas—. Efectiva-
mente, se cosechó más de la mitad del maíz de temporal en los seis es-
tados con mayor número de indígenas; cinco de estos estados son los más 
pobres del país. No es de sorprender, entonces, que los políticos identi-
fiquen el cultivo del maíz con el atraso cultural y la pobreza, ya que no 
podrían concebir que la gente funcione con otra lógica que la del mer-
cado internacional.

Mantener la producción maicera es fundamental para defender la 
viabilidad de sus comunidades, de su estructura social, su estilo de vida, 
con estrategias que se ajustan a las condiciones políticas y del mercado 
en cada momento. Aún más asombroso, al examinar los datos con esta 
lente, se descubre una flexibilidad que es lo que menos esperaban los 
analistas de los campesinos. Frente a la caída acelerada de los precios 
reales del maíz desde 1995, los campesinos reaccionaron de una manera 
inesperada, defendiendo la producción de maíces criollos con un mayor 
uso de insumos financiados con otros ingresos en lugar de la mano de 
obra. En contraste, en los distritos de riego, se ha observado una progre-
siva reducción en la superficie cultivada, con una progresiva intensifica-
ción del cultivo, llevando a un aumento importante en la productividad. 
Es decir, la reacción campesina ha sido la opuesta a la de los agricultores 
comerciales: lejos de replegarse frente a la implementación de políticas 
desalentadoras, los productores ‘tradicionales’ han modificado sus estra-
tegias productivas, reduciendo la intensidad de sus esfuerzos laborales.4

¿Cuál es la explicación de estas marcadas diferencias en las reacciones 
de los productores? Las presiones económicas han obligado a los campe-
sinos a intensificar y extender su búsqueda de fuentes alternativas de 

4   En las regiones productoras tradicionales del grano, los rendimientos varían mucho 
de una zona a otra, como respuesta parcial a los limitantes naturales de cada una, y a las 
restricciones socioeconómicas y políticas de la coyuntura. Sin embargo, llama la atención 
su capacidad de elevar los rendimientos cuando se presenta la oportunidad (entre los 
cinco estados más pobres los rendimientos varían de 1.2 a 2.6 toneladas por hectárea, 
comparado con un promedio nacional de 2.0).
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ingreso para el sustento de sus familias y comunidades. Como resultado, 
las comunidades rurales sufren de una mayor escasez de mano de obra, 
sobre todo durante los periodos críticos para la preparación de las tierras 
y la cosecha. En épocas anteriores (1982-1992), cuando el precio relativo 
del maíz no había caído tanto como el poder de compra de los salarios 
mínimos, los maiceros aprovecharon la coyuntura invirtiendo más traba-
jo y contratando peones para elevar su productividad. En los noventa, 
con la mayor liberalización, coincidiendo con la entrada en vigor del 
Tratado de Libre Comercio con América del Norte (tlcan), empezó una 
política distinta que castigó los precios del grano con relación a los sala-
rios y desalentó el uso de mano de obra en la milpa; como consecuencia, 
era más lógico aumentar la superficie sembrada para mantener la pro-
ducción, tarea que podría realizarse con mano de obra menos especiali-
zada y, sobre todo, con mujeres, gente mayor y jóvenes.

En los distritos de riego, en contraste, la misma política impulsó una 
intensificación de la producción. El gobierno siguió con su práctica de 
condicionar los permisos para la siembra de las valiosas agroexportacio-
nes (frutas y hortalizas) a la siembra de maíz; como respuesta, estos 
productores aprovecharon la amplia disponibilidad de créditos baratos 
para elevar la producción con mecanización y el uso de agroquímicos. 
Como consecuencia, se observa una relativa estabilidad en la producción 
maicera nacional, tanto en las zonas de riego como en las de temporal.

Así, un examen más cuidadoso del maíz en México muestra que las 
grandes generalizaciones, basadas en promedios de un escenario tan va-
riado, llevan a conclusiones erróneas y políticas equivocadas que resultan 
hasta dañinas y peligrosas para la nación y sus productores. Si bien es 
cierto que “el maíz no es negocio”, no es así por la falta de conocimientos 
o de esfuerzos de los productores o por su terco tradicionalismo que les 
impide adaptarse a las cambiantes condiciones naturales y políticas. Más 
bien, la producción campesina está respondiendo a otra lógica, incom-
prensible para los políticos y tan fundamental que perdura a través de de-
cenios de discriminación y represión. A esta lógica nos abocamos ahora.

15.4. el maíz como cultura, como opción de vida

El cultivo del maíz es, para quienes lo cultivan, más que una mercancía 
o un satisfactor, como lo entenderían los economistas doctos, asentados 
en las altas esferas de la política nacional y de la banca internacional 
desarrollista. De hecho, los maiceros mexicanos insisten en cultivarlo a 
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pesar de todo. Si bien persiste una incomprensión de este fenómeno en 
ciertos círculos, ha surgido una extensa literatura para explicarlo y justi-
ficarlo como parte de la construcción de estrategias alternativas de los 
pueblos rurales frente al embate de una globalización homogeneizadora 
y empobrecedora.

Como se ha hecho ver, la cultura del maíz no responde mayormente 
a una lógica productivista. Más bien, es un elemento —central, quizá— 
de una respuesta para afianzar las sociedades y sus organizaciones de 
base. Aun en el mercado internacional, que ha simplificado el producto 
a un concepto único —un grano genérico—, la realidad no es tan sim-
plista, como si las grandes diferencias entre una variedad y otra no tuvie-
ran mayor importancia para el consumidor, y como consecuencia para 
el intermediario y para el productor. Los mercados reales diferencian con 
premios y castigos entre el “amarillo núm. 2” para los animales, el palo-
mero y los de colores, por citar sólo unos cuantos; muchos consumidores 
distinguen entre las cualidades de los granos blancos y los amarillos, 
entre los aptos para producir el hominy (comida del sureste norteameri-
cano), el pozole de la meseta central de México y los tamaleros, por no 
entrar en las variedades cultivadas en Centroamérica o Colombia para 
sus platos locales.

Los agroecosistemas del maíz son muy complejos. Aun en las socieda-
des tradicionales, no todo se siembra en la milpa, el policultivo heredado 
de antaño que genera decenas de subproductos asociados al maíz. Los 
rendimientos no son del todo comparables y sus precios difieren de ma-
nera importante de una región a otra, e incluso dentro de ellas y a lo 
largo del año. Otra parte importante se cultiva en sistemas más especia-
lizados, produciendo para fines específicos, como es el uso para los ani-
males menores de corral o para usos tradicionales en las comidas regio-
nales (maíz pozolero, maíces de color) y otros tantos. Su comercialización 
tampoco es una constante, ya que la mayor parte de la producción 
temporalera de la milpa se consume dentro de la familia o localmente. 
Algo se vende de manera no anticipada, para financiar una necesidad 
urgente, pero éste tampoco viaja mucho. Poco es disponible para las 
demandas urbanas populares, que se surten con creciente frecuencia de 
los canales industriales, a través de la harina de maíz nixtamalizada o de 
las tortilladoras que fabrican el preciado producto con esta harina elabo-
rada con granos importados de los mercados mundiales más baratos, 
normalmente los canales subsidiados de Estados Unidos.

Sin embargo, grupos importantes están incursionando en un mercado 
en crecimiento. Es un mercado poco conocido y menos entendido: el de 
los productos tradicionales basándose en maíces criollos, como son las 
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tortillas hechas a mano y vendidas por docenas o aun por unidades; las 
tortillas de color; tamales y pozole, por nombrar algunos de los produc-
tos tradicionales más comunes en el centro del país. En estos mercados 
el maíz se vende con sobreprecios importantes sobre los ‘normales’, 
hasta tres veces más. Los vendedores también son diferentes, a veces los 
propios miembros de la familia campesina, a veces vecinos u otros en las 
plazas urbanas que han ubicado o creado sus propios nichos en ambien-
tes complejos. Este proceso de comercialización se ha vuelto más com-
plejo y competitivo a medida que la marginalización social ha impulsado 
a comerciantes urbanos a invadir los espacios construidos por los campe-
sinos e indígenas en las áreas metropolitanas. Sin embargo, aún en ellas, 
pero también en las ciudades intermedias, la venta directa de productos 
campesinos ofrece una alternativa económica importante para defender 
“la cultura del maíz”.

No obstante, no se debe menospreciar la importancia de la interna-
cionalización de la economía del maíz. Desde la vigencia del tlcan, las 
importaciones han crecido de una manera desmesurada, tanto para uso 
humano como para los pecuarios (véase cuadro 23.1). Si comparamos, 
por ejemplo, el decenio anterior al Tratado con los ocho años posteriores 
(hasta 2001), vemos casi una duplicación (91%) en los volúmenes, refle-
jando, tanto un aumento en la proporción del consumo importado (de 
17% a 24%) como en los volúmenes requeridos para el mercado nacio-
nal; su costo era de aproximadamente $600 millones en el periodo. Este 
elevado nivel de uso interno de maíz es resultado de la eliminación de 
restricciones históricas para fines que no fueran los del consumo huma-
no aun en los años anteriores a la firma del Tratado; como consecuencia, 
se produjo una expansión estrepitosa de la demanda agroindustrial, 
tanto como alimento pecuario (y como alimento para una nueva indus-
tria, la de la producción controlada de camarones en granjas costeras) 
como para otros sectores: como almidones y fuente de fructosa. Para 
abastecer este nuevo mercado, entonces, se dio una liberalización efecti-
va (o sea, una apertura a ultranza) del mercado nacional del maíz, mucho 
antes de la firma del Tratado, que se ha reforzado desde entonces —a 
pesar de las protecciones para el campesino inscritas en el Tratado al 
respecto— con el resultado inevitable: crecimiento descomunal de las 
importaciones de baja calidad para surtir el mercado agroindustrial y de 
consumo popular urbano.5

5   Otra consecuencia inesperada, pero previsible, de esta apertura, es la contaminación 
genética de las siembras tradicionales resultado de su contacto pasajero con maíces gené-
ticamente modificados importados, ya que no existía prohibición para el uso de estas 
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cuadro 15.1. producción e importación de maíz en méxico  
(1984-2001)

año producción nacional (1) importaciones (2) (2) / (1)
1984-1993 13 589 560 2 315 251 17%
1994-2001 18 075 307 4 424 008 24%

(1994-2001) / (1984-1993) 33% 91.10%

fuente: base de datos electrónica de la fao.

15.5. el futuro del maíz

¿Cuál es el futuro del maíz en México? Los “científicos” de hoy, los res-
ponsables de trazar el camino de la modernización, de la integración, han 
hecho explícito su desdén por el cultivo y la cultura de la cual se tratan 
de apartar. Para ellos, es una mercancía más, cuyas características idiosin-
cráticas son propias del pasado. Es un cultivo de los pobres, una gramínea 
para los marginados, los indígenas y, paradójicamente, un lujo para los 
consumidores acomodados o con apreciación de tradición. Como tal, es 
herencia de un pasado sobrevalorado, una mercancía que no merece 
subsidio ni mucho menos el apoyo político; una estructura social y cultu-
ral que obstaculiza la modernización del país. En voz de un subsecretario 
del ramo se hizo explícito este rechazo en 1991: “Es la política de este 
régimen, remover del México rural la mitad de su población en los si-
guientes cinco años”.6 Si eso no fuera suficiente, a medida que se retiraron 
los programas de apoyo directo a la producción, motivados por el com-
promiso de apegarse estrictamente al nuevo sistema de desregulación para 
implementar el libre comercio, se ideó una nueva política de transferen-
cias directas a los campesinos, en forma de becas o dispensas, la cual 
dependía directamente de sus características individuales (como padres 
de familia, con hijos que asisten a la escuela, y dueños de parcelas de 
tierra) más que como recompensa por sus actividades productivas.

Hasta ahora en este ensayo, hemos insistido en que las decisiones 

nuevas variedades como alimento ganadero o en muchos destinos industriales. Para ma-
yores detalles sobre esta problemática, véase Berlan, Durand y Hansen, 2001.

6   Enunciado por el subsecretario de Planeación Agropecuaria, doctor Luis Téllez, en 
la Universidad de California, San Diego (La Jolla). Este sentimiento fue confirmado por 
el titular en la época, profesor Carlos Hank González, y ratificado por las nuevas autori-
dades sectoriales en las dos administraciones subsecuentes.
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plasmadas en la realidad del campo mexicano son consecuencia de una 
conducta cuidadosamente pensada por sus protagonistas. La población 
rural es pobre y se ha visto obligada a implementar nuevas estrategias 
para adaptarse a las exigencias del momento. Como es el caso de cada 
sociedad humana, insistir en no variar comportamientos tradicionales 
frente al dinamismo del mundo en que existimos o de los cambios natu-
rales fuera de nuestro control, es una receta para la aniquilación social. 
En contraste, defender ciertos rasgos fundamentales de nuestras heren-
cias mientras que modifiquemos otros ha sido siempre la responsabilidad 
principal de los líderes espirituales y sociales, manifestación de una soli-
dez institucional que permite la supervivencia.7 Tildar de irracionales o 
antipatrióticos a estos grupos sociales es negar su capacidad de defender-
se; es no tomar en cuenta los tremendos daños que los “desarrollistas” 
han ocasionado en sus sociedades. Desentenderse de las reacciones de 
los pueblos rurales, de ignorar sus importantes transformaciones para 
defenderse, es desconocer parte importante de la realidad nacional e 
internacional. Es, como lo expresan los globalifóbicos en el escenario 
internacional, un acto de soberbia con costos sociales inimaginables.

En el México rural de hoy, la persistencia de la cultura del maíz, y el 
crecimiento de las poblaciones campesinas, es evidencia de la incapaci-
dad de la modernización y la integración de responder a las necesidades 
más básicas de gran parte de los mexicanos. Adoptar caminos de enfren-
tamiento no es una decisión fácil y no es la primera opción escogida por 
los pueblos como respuesta a las transformaciones en las políticas nacio-
nales o sectoriales.

Durante decenios, las comunidades rurales participaron activamente 
con las instituciones oficiales para la tardía implementación de la Refor-
ma Agraria de la Revolución mexicana. Se empeñaron en convertirla de 
una de las más exitosas del siglo xx en todo el mundo en un mar de 
fracasos. Se distribuyó casi la mitad de la superficie cultivable en el país, 
junto con grandes extensiones de zonas inhabitables, cuando las admi-
nistraciones centrales empezaron a abusar del proceso. Sin un aparato 
técnico eficaz, sin créditos y sin investigaciones específicas para respal-
darlos, los campesinos mexicanos lograron duplicar la productividad de 
la tierra sembrada de maíz conquistando la autosuficiencia alimentaria. 
De esta manera, el ejemplo de México es loable: no sólo revirtió la ten-
dencia mundial hacia una creciente dependencia alimentaria, sino que 

7   Quizás sea ésta la mayor lección de la magistral compilación y reinterpretación de 
los miles de estudios utilizados para analizar el impacto de la colonización europea en las 
sociedades del “tercer mundo” de Eric Wolf (1987).
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además se logró con un aumento significativo en los niveles nutricionales 
de casi todos los grupos sociales más necesitados (Barkin, 1991a; 1991b; 
Esteva y Barkin, 1980). Este periodo, que se extendió desde los tiempos 
cardenistas (1935) hasta mediados de los sesenta, involucró a la sociedad 
mexicana en su totalidad, ya que convirtió al agro en el motor del desa-
rrollo nacional e incorporó a los campesinos como baluarte de los go-
biernos de la Revolución.

Pero los éxitos productivos en el campo y la colaboración política re-
sultaron de corta duración. La fuerza del capital se impuso, revirtiendo 
la política de apoyo campesino, terminando con la distribución agraria 
y las protecciones constitucionales en aras de una política de formación 
de un mercado de tierras que impulsaría la modernización del campo. 
Las instituciones oficiales de abasto alimentario fueron transformadas, 
mientras que los campesinos y las comunidades indígenas se convirtieron, 
primero en antagonistas y, luego, en proponentes de su propio camino.

La política de apertura internacional agudizó el empobrecimiento y la 
marginalización en todas partes de la sociedad. El país se había vuelto 
urbano, no sólo por la transición demográfica, sino también por el vuel-
co hacia una agricultura industrializada. Para los campesinos, su suerte 
fue sellada con el dramático cambio en los patrones de abasto, sustenta-
do en la importación masiva por empresas agroalimentarias de frijoles 
baratos y maíces de baja calidad para las harinas nixtamalizadas utilizadas 
en la fabricación local de tortillas.8

Frente a estos cambios, la respuesta campesina ha resultado ser mucho 
más creativa de lo esperado. Lejos de aceptar su suerte y abandonar a sus 
comunidades y sus tradiciones, han impreso un nuevo dinamismo en el 
campo, una nueva actitud hacia el cambio, que se manifiesta de muchas 
formas. Quizá el más notorio es el número de personas que sale en bus-
ca de trabajo con la intención de apoyar a la familia, a la comunidad, en 
sus esfuerzos no sólo por sobrevivir —por subsistir— sino para mejorar 
las condiciones físicas e infraestructurales que enfrentan.9 Estimaciones 

8   Las autoridades desoyeron la acusación de la calidad inferior de éstas, por las cuali-
dades de los granos y del proceso de cocción. El Instituto Nacional de Nutrición defiende 
este cambio, aduciendo la facilidad con que se podría enriquecer las harinas con micro-
nutrientes que faltan en la dieta popular. Otros se apoyan en las investigaciones del Ins-
tituto Politécnico Nacional que muestran que las harinas industrializadas de maíz no 
ofrecen los mismos valores nutritivos, ya que la celeridad de la cocción industrial del maíz 
impide liberar los aminoácidos esenciales, convirtiendo las tortillas en una nueva comida 
“chatarra”, o fuente de calorías “vacías”.

9   Tan importante ha sido este esfuerzo que algunos gobernadores han tratado de 
utilizar de manera oportunista los “clubes” organizados por “paisanos” en los Estados 
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muy burdas sugieren que el monto de estas transferencias (sumando las 
del extranjero y desde otras partes del propio país, incluyendo el valor 
de los productos traídos de afuera) supera con mucho la magnitud de 
los programas asistenciales federales, llegando a más de 40% del valor 
total de la producción primaria del país (Hamilton et al., 2003).

No habría que menospreciar la importancia del proceso de diversifi-
cación dentro de la economía rural en el último periodo. Se ha visto una 
amplia participación campesina en producción propia y por contrato de 
nuevos productos para mercados de nicho o con destinos agroindustria-
les y la proliferación de pequeños talleres para la confección artesanal o 
como parte de cadenas de producción de maquila de prendas de vestir 
y juguetes, por mencionar los más comunes.

El maíz nació en Mesoamérica y hoy en día sus pueblos están defen-
diéndose a sí mismos y a la especie como si sus vidas dependieran de ello. 
Quizá sea así. Pero no están solos, no están luchando contra la sociedad. 
Este análisis muestra que el temido embate oficial contra su cultivo por 
los campesinos mexicanos no ha sido efectivo, porque son muchos los 
elementos en la sociedad mexicana que limitan su eficacia. Sería mejor 
terminar con esta agresión e implementar una política que apoyara los 
esfuerzos de los pueblos y movilizara a sus energías no sólo para defen-
derse, sino en beneficio de la nación, de la dieta y nutrición de sus pue-
blos, y para contribuir a resolver algunos de los muchos problemas am-
bientales más candentes. Por eso, terminamos insistiendo que es

“EL MAÍZ, EL PAÍS”

Unidos para financiar obras locales; el gobierno federal intentó lo mismo. Sin embargo, 
los mexicanos en el extranjero se han mostrado renuentes a participar, frente a las fre-
cuentes denuncias de su intencionalidad partidista.
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INTRODUCCIÓN

Desde mis primeros debates con los expertos del desarrollo, me pareció 
inverosímil que se pudiera esperar que unos actores ricos podrían real-
mente asegurar el bienestar de los países pobres. Después de mis contac-
tos iniciales con el grupo Cepalino, facilitado por los buenos oficios del 
general Cárdenas, me quedé convencido de la necesidad de generar un 
proceso de construcción económica centrado en el aprovechamiento de 
los recursos propios para atender las necesidades locales. Fue una veta 
de pensamiento muy rica impulsada en varias partes del mundo por 
grandes pensadores como Samir Amin (Dakar, Senegal y París, Francia), 
Walter Rodney (Guayana y Tanzania), Clive Thomas (Guayana), Norman 
Girvan (Jamaica), y Celso Furtado (Brasil), a muchos de los cuales tuve 
la buena fortuna de conocer. Estos pensadores y activistas fueron impor-
tantes en convencerme de la importancia de fortalecer la capacidad local 
para asegurar un bienestar social. A través de nuestras conversaciones me 
condujeron a conocer las experiencias de Inglaterra en las dos guerras 
mundiales y esfuerzos parecidos en otras partes que resultó en la pro-
puesta de “La economía de guerra” que abre esta sección.

Como consecuencia, la autonomía seguiría siendo un tema constante 
en mis trabajos. Su conceptualización y puesta en práctica son los retos 
que todavía forman parte de la agenda del día. Pero para nuestros equi-
pos, las iniciativas productivas no podrían desligarse del cuidado de los 
ecosistemas. Sin embargo, la irrestricta confianza de los economistas en 
el mercado y el comercio no dejaban duda de su absoluta incomprensión 
de la realidad del mundo en que vivíamos en México (y en el mundo 
entero). La idea ortodoxa de que a medida que la gente se enriquece, 
se dedicarían mayores recursos a revertir los daños ocasionados, o que 
se podrían recuperar los ecosistemas, eran supuestos sin ningún sustento 
que siguen guiando los economistas de buena (o no tan buena) voluntad. 
Muchas comunidades han adoptado sus propias respuestas, y con mayor 
frecuencia están logrando implementarlas (capítulo 17).

El siguiente capítulo (18) extiende este análisis, examinando las estra-
tegias realmente propuestas por las comunidades. Llama la atención la 
diversidad de respuestas que están instrumentando y los mecanismos que 
están utilizando para asegurar su éxito. Un ejemplo de cómo la univer-
sidad podría colaborar en este proceso está descrito en el capítulo 19; 
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nunca deja de ser punto de cierta ironía que se basa en una propuesta 
de producir carne de puerco baja en colesterol, ya que la percepción 
popular de esta carne es que produce obesidad y es mala.

Cerramos esta parte con un recuento histórico de las luchas de las 
comunidades campesinas forestales que lograron romper muchos mitos 
sobre la gestión de recursos y su capacidad de colaborar sin instituciones 
estatales de por medio. Pero la admiración con que los expertos interna-
cionales ven la gestión forestal en México es resultado de una cruenta 
lucha entre el gobierno y estas comunidades durante casi un decenio. El 
capítulo 20 traza esta experiencia, ofreciendo la esperanza de que se 
pudiera también reclamar para el bien colectivo la gestión de otros re-
cursos naturales.
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16.  LA ECONOMÍA DE GUERRA: 
UNA ESTRATEGIA RURAL FRENTE A LA CRISIS1

La crisis actual es [1982-1988] la más profunda y duradera de los tiempos 
recientes. En diferentes maneras casi todos los sectores y grupos sociales 
han padecido de sus efectos. A pesar de la enconada campaña electoral 
de 1988 en la cual se expresaron amplias demandas para una participa-
ción popular en la definición del rumbo que tomará el país, la adminis-
tración de la crisis y sus ministraciones se mantienen exclusivamente en 
manos del ejecutivo. La base social ha resentido sus estragos —hasta 
ahora pasivamente—, sin que se le pida su opinión y mucho menos su 
colaboración en el diseño de un enfoque alternativo para enfrentarla.

La crisis que padecemos es del mismo modelo de desarrollo que re-
quirió de la contratación de la deuda. Consideramos, a diferencia de los 
voceros oficiales y los mismos gobernantes, que la crisis no es de la deu-
da o de su financiamiento. Más aún, los enfoques propuestos por los 
actuales gobernantes para entender y salir de la crisis seguirán siendo 
ineficaces porque ni siquiera cuestionan la deseabilidad de su modelo 
predilecto de industrialización elitista, basado exclusivamente en la ex-
portación y en los productos de alta tecnología.

La incapacidad de sortear la actual crisis no sorprende. Desde la pers-
pectiva oficialista, la misma definición del problema casi excluye una 
búsqueda de solución entre los grupos mayoritarios. Ellos definen la 
crisis por la deuda, su servicio y el buen nombre del país en círculos 
internacionales. Su punto de vista no es original ni sorprendente; ni es 
exclusivo de los mexicanos, ya que es compartido por su contraparte en 
la banca multinacional y en los principales centros financieros extranje-
ros. En estos círculos, la solución a la crisis, entonces, descansa en ami-
norar el servicio de la deuda mediante una renegociación de la misma: 
bajando las tasas, descontando su valor real, o recurriendo a otras arti-
mañas para lograr un compromiso entre los objetivos de supervivencia 
de los países y de rentabilidad de los banqueros.

Lejos de resolver los problemas más apremiantes de la sociedad, estos 
enfoques convencionales los agravan. A medida que se ha desatendido 

1   Publicado en C. Rozo (comp.), Los retos de la crisis, México, uam-x, 1990.
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la producción para el mercado interno, la tasa de desempleo ha aumen-
tado mientras que la capacidad de compra de los que retienen sus pues-
tos se ha desplomado. Entre los productores, las pequeñas y medianas 
empresas se han visto diezmadas, mientras que la planta industrial, en 
general, se encuentra enormemente subutilizada. En el campo, existen 
millones de hectáreas subutilizadas, en manos campesinas ociosas, mien-
tras que el país importa crecientes volúmenes de alimentos, capaces de 
producirse en estas tierras. En las ciudades, la infraestructura se deterio-
ra por falta de mantenimiento, mientras que millones de mexicanos no 
tienen empleo. Los políticos exhortan a la exportación mientras que 
descienden niveles de consumo interno.

Para los grupos populares la crisis es simplemente otra oportunidad 
para que a los grupos en el poder se les exija más y prometan menos. Si 
bien es cierto que durante casi cincuenta años estos grupos sociales fue-
ron excluidos del proceso de decisión y bruscamente integrados a una 
nueva sociedad nacional en construcción, también participaron en su 
crecimiento, gozando de mejores condiciones de vida y de consumo 
material. Demandaron y recibieron mejores salarios y servicios sociales 
(asistencia médica y educación) mientras continuaba concentrándose la 
riqueza. Las formas corporativas de integración despojaron a muchos 
grupos de su capacidad de concertación social y hasta de sus conocimien-
tos heredados para defenderse productivamente. Aun en comunidades 
rurales, muchos se convirtieron en consumidores dependientes, sin po-
sibilidad de la oferta de sus mínimos históricos de consumo.2 Éstos fueron 
los años del “milagro mexicano”, el forjar de una nueva sociedad, un 
mundo proletarizado que privilegió a los inversionistas.

Para estos inversionistas el país también estaba evolucionando. Cons-
truyeron un aparato productivo importante. Pero el costo de estas mejo-
ras era muy alto: la estructura productiva mexicana resultó poco compe-
titiva en los mercados mundiales. Nutrida en el invernadero de la 
protección tarifaria, la producción industrial rápidamente encontró sus 
límites por la incapacidad económica de las mayorías para incorporarse 
a la sociedad de consumo de la que dependerían estas manufactureras 
para su prosperidad.

La crisis es producto de exigencias internacionales y de la propia diná-
mica del capital. La lógica de la economía internacional requería de una 
mayor participación de México. Su modelo autocentrado de desarrollo 
contribuía demasiado poco a la acumulación mundial. Los capitales inter-

2   Para un análisis elocuente de este despojo que “constituye la sustancia de la agricul-
tura campesina” véase Linck (1988).
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nacionales vieron la necesidad de abaratar la mano de obra y los recursos 
naturales para insertar cabalmente al país en un nuevo orden económico 
internacional, más acorde con los intereses de ultramar. La política de 
austeridad o estabilización, como se le quiera denominar, es una expre-
sión escueta del conjunto de medidas que se han usado para lograr este 
sometimiento de la fuerza de trabajo a las exigencias internacionales.

16.1. una alternativa para el país: la de guerra

Para enfrentar esta crisis es imprescindible rescatar lo disponible, movi-
lizarlo para insertar una vez más a los mexicanos al proceso productivo. 
En vez de marginarlos, el modelo de desarrollo y de las relaciones eco-
nómicas internacionales debe facilitar la reconversión del pueblo de 
nuevo en productor. Los esquemas actuales lo mantienen como consu-
midor empobrecido sin darle la oportunidad de producir. Un nuevo 
esquema tiene que ¡re-capacitar! a los mexicanos para tomar la iniciativa, 
insistir en la capacidad de los grupos organizados para usar los recursos 
disponibles para producir y crear empleos. Tenemos que participar acti-
vamente en identificar aquellas áreas donde existen capacidades ociosas 
y diseñar las modalidades para aprovecharlas.

La estrategia de economía de guerra3 descrita en las siguientes páginas 
es una alternativa atractiva para iniciar un proceso de reconstrucción 
económica. No se puede seguir posponiendo el momento de decisión; 
aun en las esferas más altas de mando se están dando cuenta de los lími-
tes a los cuales ha llegado el pueblo. El programa propuesto aquí ejem-
plifica la posibilidad de que exista una capacidad interna para superar 
los escollos del momento. Es necesario crear una conciencia entre los 
mexicanos de que los recursos internos son adecuados para enfrentar y 
superar la crisis. Si bien es cierto que está disminuyendo la pasividad 
frente a las exigencias internacionales, muchos grupos, especialmente 
entre las clases dominantes, niegan reconocer este potencial. Como con-
secuencia, buscan soluciones ancladas en negociaciones externas, en 
modificaciones de las reglas internas para captar más inversión extranje-
ra. La primera tarea es eliminar en todos los grupos esta idea de impo-
tencia. El país es rico y tiene los recursos humanos, naturales y tecnoló-

3   El término de la economía de guerra proviene del esfuerzo ciudadano exitoso para 
sustituir las importaciones de alimentos con producción propia en sus patios y en sus 
parques públicos en Inglaterra y Estados Unidos.
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gicos para superar la crisis actual. Sin embargo, las soluciones propuestas 
en la actualidad no son las adecuadas.

Cualquiera que sea la estrategia adoptada, se requiere del liderazgo 
del Estado. Sus cuadros, encabezados por los educadores en colaboración 
con sus organismos de base, tendrían que concientizar y movilizar a las 
masas. Una estrategia que movilizara los recursos ociosos, tal como se 
propone en este documento, requeriría de una realineación de alianzas 
políticas y de un liderazgo aventado que colocara su confianza en estos 
organismos de base. Hasta ahora la sociedad está dándose cuenta de la 
profundidad de la crisis en que está inmerso el país. Todavía requiere 
difundir la idea de que el país podría reconstituirse con base en sus pro-
pios recursos. El reto sería desatar las energías del pueblo en una tarea 
colectiva. El riesgo de no controlarlas siempre existe; por eso, el gobier-
no no se ha atrevido hasta ahora. Pero el momento es propicio: se debi-
litan las bases de apoyo para el gobierno, se organizan las fuerzas de 
oposición y se buscan nuevos mecanismos de solidaridad nacional. La de 
guerra podría ser el instrumento para una reconstitución del poder.

Los riesgos de no encontrar una alternativa como la propuesta también 
son enormes. México es la segunda nación más endeudada de Latinoa-
mérica. El proceso de ajuste monetarista y productivo no ha proporcio-
nado bases para la solución al problema de la deuda o a la crisis econó-
mica y social de que forma parte. De no adoptar enfoques adecuados 
para enfrentar la crisis, es probable que la crisis siga con consecuencias 
impredecibles. Es necesario reorientar la discusión del problema de la 
deuda de una simple evaluación de arreglos monetaristas e instituciona-
les para la restructuración, la moratoria, o el incumplimiento, hacia una 
base más realista: la urgente necesidad de cambiar la base productiva.

La economía de guerra reactivaría al país. Requiere de la participación 
activa de todos para su implementación. No podría prosperar sin el for-
talecimiento de las organizaciones sociopolíticas, dentro de un ambiente 
de franco apoyo al Estado. Concebida en la tradición de la economía po-
lítica latinoamericana, la economía de guerra reconoce las aspiraciones 
históricas para la participación de las masas en el desarrollo nacional. 
Al mismo tiempo, está firmemente enraizada en el sistema capitalista 
existente, basado en la propiedad privada de los medios de producción, 
la inversión extranjera y el comercio en los mercados internacionales; 
también mejoraría las fortunas empresariales existentes, sobre todo, las 
orientadas hacia los mercados domésticos. El nuevo modelo económi-
co —la economía de guerra—, ofrece una aproximación constructiva 
para enfrentar la crisis actual, ya que facilitaría una reanudación del 
crecimiento económico, de amplia base, sobre un equilibrio sano y li-
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beraría recursos adicionales que podrían ser utilizados para responder 
a las obligaciones externas del país. Mientras que implica una profunda 
remodelación de la producción para el consumo interno, la economía 
de guerra ofrece una forma de complementar los programas recientes 
que enfocan los esfuerzos de promoción en las exportaciones para la 
manufactura industrial y la maquila. La propuesta, como tal, debe ser 
evaluada como un medio para fortalecer, en vez de socavar, el desarrollo 
económico futuro de México.

El pensamiento convencional sobre estrategias de desarrollo ha res-
tringido la discusión del problema de la deuda al terreno de las finanzas. 
Las muchas propuestas para su solución son predicadas en una de dos 
aproximaciones extremas. Ambas presuponen que la situación actual es 
insostenible y que las expectativas para una solución al problema, sin 
modificaciones dramáticas en las reglas del juego, no son realistas. Una 
se basa en la remodelación algo dramática de la deuda, incluyendo algu-
nas posibilidades para distribuir las cargas de las devoluciones entre los 
diversos actores: deudores, acreedores y las naciones industrializadas. La 
segunda contempla una cancelación masiva de la deuda, ya sea de una 
manera conciliadora a través de negociaciones mutuas o en una respues-
ta unilateral a las presiones económicas políticas insoportables. Ambas 
asumen que la sustancial reducción de los recursos, permitida por la 
reprogramación o falta de cumplimiento a los compromisos, conduciría 
a una revigorización de las estrategias existentes.

Estos acercamientos ignoran el hecho de que México está en guerra. La 
guerra coloca al país en contra de sus banqueros, contra su gente. La gue-
rra es contra las fuerzas —internas y externas— que amenazan su propia 
integridad como nación. La violencia de las políticas recesivas está desar-
mando la estructura social y económica, mientras que las políticas protec-
cionistas, la competencia internacional y la creciente carga del servicio de 
la deuda se combinan para dificultar la administración internacional. Para 
responder efectivamente a presiones contrarias, México debe reorganizar-
se. Sus prioridades deben ser reordenadas para aumentar la producción 
interna con el fin de satisfacer sus propias necesidades, y para generar las 
exportaciones para financiar un programa realista de servicio de la deu-
da. Una estrategia de economía de guerra requiere que las prioridades 
nacionales y políticas no sean dictadas por el mercado internacional: debe 
movilizar todos los recursos naturales, productivos y humanos. Una vez que 
los recursos hayan sido puestos en servicio, entonces la productividad y la 
eficiencia pueden convertirse en asuntos importantes.

La transición a una estrategia de economía de guerra debe ser instru-
mentada por el estímulo a la producción en pequeña escala para la sa-
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tisfacción de las necesidades básicas que, en su momento, revigorizaría a 
la economía nacional en su conjunto. Esta estrategia implica la reincor-
poración de vastas áreas agrícolas y grandes segmentos de la población 
rural que han sido desplazados por el proceso de modernización que 
acompañó a la integración de México al mercado global. Esta inserción 
masiva de tierras y gente a la producción con los recursos disponibles 
domésticamente, podría ser estructurada para no competir con la pro-
ducción existente para los mercados de exportación. La acrecentada 
producción local de artículos de consumo (comida, ropa y casa) y la 
infraestructura deben estar acompañadas de otros elementos de una 
política para economía de guerra, incluyendo la racionalización de los 
bienes disponibles para asegurar su distribución equitativa entre todos 
los grupos sociales y la limitación del consumo de bienes no esenciales 
que requieren de insumos importados.

La estrategia de economía de guerra crearía una nueva plataforma de 
crecimiento económico en México, así como en la mayor parte de Lati-
noamérica. Las necesidades de consumo básico del país serían procura-
das internamente y ampliamente distribuidas para permitir un estándar 
más alto de vida con relación al actualmente posible para la mayoría de 
la gente. Las exportaciones continuarían siendo alentadas, pero con 
políticas que no penalizaran la producción doméstica de artículos de 
consumo popular. Con el más vigoroso impulso y una base más amplia 
de participación en la producción, más recursos estarían disponibles. En 
un país relativamente rico como México, tal estrategia generaría nuevos 
ahorros para el crecimiento posterior, basado en un uso más completo 
de la capacidad productiva actual. La producción privada podría expan-
dirse sobre una base más sólida y la nación requeriría de menos bienes 
extranjeros. En consecuencia, la nación podría enfrentar más fácilmente 
sus obligaciones financieras internacionales restructuradas, haciéndose 
más próspera y estable como miembro de la comunidad internacional.

Este programa generaría millones de nuevos trabajos. Una primera ola 
de empleo estaría en la agricultura, donde de 1.5 a 2 millones de pequeños 
agricultores y trabajadores rurales serían empleados en cultivo intensivo. 
Indudablemente esto induciría a muchos habitantes citadinos, quienes es-
tán empleados marginalmente o dentro de la economía “informal”, a regre-
sar a las áreas rurales, y especialmente a sus comunidades de origen. No es 
necesario que se adopten políticas especiales para la migración espontánea, 
ya que la acrecentada producción rural facilitará el autofinanciamiento de 
este movimiento. Incrementos subsecuentes en el empleo del mismo orden 
de magnitud estarían observados en las industrias que directamente apoyan 
a la producción agrícola y en aquellas que producen bienes de consumo 
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demandados por los nuevos agricultores y trabajadores. En su mayoría esta 
actividad tendrá lugar probablemente en centros de provincia, en vez de 
en la capital donde ya tiene un tamaño descomunal.

16.2. la propuesta: una estrategia rural

La estrategia de la economía de guerra se basa en reactivar la economía na-
cional, elevando la producción para el mercado interno y los ingresos de los 
grupos de trabajadores del campo y la ciudad. La propuesta fundamental es 
estimular la producción de alimentos básicos en tierras ociosas de temporal 
en México para volver a conquistar la autosuficiencia alimentaria.4 Como 
se volverá a examinar al final, esta política debe combinarse con otras que 
restauren el poder de compra de los salarios urbanos para maximizar su 
beneficio para el futuro desarrollo del país. Esta combinación de medidas 
es factible y, de adoptarse, resolvería muchos de los problemas que se han 
señalado arriba. Un elemento clave del programa es elevar el precio oficial 
del maíz a un nivel adecuado para garantizar un salario mínimo por cada 
día trabajado a los productores que trabajan tierra de calidad mediana en 
las zonas de temporal. Estimamos que la producción interna de granos ac-
tualmente importados requeriría más de cuatro millones de hectáreas; esto 
está dentro de los límites de la tierra de temporal disponible.5 Para lograr 
una expansión de esta magnitud sería posible emplear el equivalente de 
750 000 personas en condiciones de trabajo permanente durante el primer 
año del programa. Por el multiplicador de empleo se estima que habrá un 
empleo inducido adicional en el resto de la economía, aproximadamente 
80% —es decir 600 000 empleos en los demás sectores—.6 Podría, incluso, 
ofrecer una alternativa atractiva al cultivo de los enervantes, por los altos 

4   Para una discusión extendida de la historia de la autosuficiencia alimentaria en 
México y el impacto de la política agrícola sobre el sector, véase Barkin y Suárez (1985), 
y Barkin y DeWalt (1985).

5   Las importaciones en 1988 eran del orden de 7.5 millones de toneladas, de las cua-
les 2.5 a 3.5 millones son de maíz (2 a 2.5 millones de hectáreas) y 800 000 son de trigo 
(200 000 ha). La cifra de cuatro millones también incluye la sustitución de importaciones 
de sorgo, arroz y otros granos de menor importancia. En 1989, se estima que las impor-
taciones pueden subir a más de 12 millones de toneladas.

6   Véase el trabajo seminal, en este sentido, de Etelberto Ortiz  Cruz (1989) donde 
presenta estos cálculos y la metodología detrás de ellos. El 80% se refiere al sector agro-
pecuario en su conjunto, seguramente, sería mayor si se pudiera desglosar el subsector 
de los pequeños productores de temporal, como se hace más adelante con los multipli-
cadores de gasto.
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riesgos asociados con estos productos. Por la abundancia de naturales, 
México no tendría que sacrificar nada de sus cultivos de agroexportación 
en la implementación del enfoque sugerido.

Un programa ambicioso, pero de corta duración, el Sistema Alimen-
tario Mexicano (sam), demostró la capacidad de respuesta de los agricul-
tores de temporal a los incentivos de producción. La única excepción a 
los sustanciales déficits en granos desde 1972, ocurrió en 1982, cuando 
los precios para los granos básicos fueron elevados temporalmente; alar-
mado por crecientes importaciones de granos y fortalecido por los altos 
precios del petróleo en los mercados internacionales, el gobierno mexi-
cano ideó el sam con el objetivo de estimular la producción de granos 
básicos en las regiones temporaleras. En la práctica no se limitaron los 
beneficios de las políticas para la producción agrícola a los pequeños 
productores de temporal. El sam incrementó el uso de fertilizantes y otros 
insumos en las parcelas pequeñas, pero no aumentó de manera signifi-
cativa la disponibilidad de créditos para inversiones productivas en las 
zonas de temporal; tampoco estimuló el desarrollo o la implementación 
de tecnologías adecuadas para estas zonas. Las políticas crediticias y la 
investigación continuaron privilegiando a las granjas comerciales sobre 
todo en los distritos de riego del noroeste. Sin embargo, los aumentos 
generalizados en los precios de garantía para los granos básicos redujeron 
el sesgo tradicional en contra del pequeño productor, alentando la pro-
ducción temporalera de granos destinados para el mercado.7 Como re-
sultado, las importaciones de maíz de la Conasupo representaron el 3% 
de sus totales en 1982, en contraste con un promedio superior al 50% 
desde entonces. La siguiente administración (De la Madrid) desmanteló 
abruptamente al sam en 1983, después de la fuerte caída en los precios 
del petróleo. Pero una enseñanza del sam permanece vigente: aún con 
los sesgos importantes contra los pequeños productores rurales, ellos 
parecen estar dispuestos a responder con celeridad, a los precios remu-
neradores de granos y a otros incentivos económicos.

7   Evidentemente, es imposible cuantificar el impacto del sam, por la base deficiente 
de información y las buenas condiciones climatológicas que prevalecieron durante 1981, 
el año de mayor relevancia para el programa. Pero no existe desacuerdo sobre el com-
portamiento espectacular durante este periodo. Andrade y Blanc (1987) señalaron que la 
producción de granos básicos fue sustancialmente superior que en cualquier otro periodo 
en la historia de México incluyendo periodos con condiciones parecidas. En este esfuerzo 
más serio para evaluar los impactos en la producción y los costos del sam, estos investiga-
dores encontraron evidencia de que, a pesar de su corta vida, el sam estimuló la produc-
ción de alimentos básicos en las zonas de temporal dominados por pequeños productores 
(cf. Austin y Esteva, 1987).
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Las políticas para implementar la estrategia de economía de guerra pro-
puesta van más allá del sam: incluyen incentivos para la producción y 
apoyo para la agricultura de temporal, mediante un aumento importan-
te en los precios de garantía. También, incluyen un mejor acceso al 
crédito, insumos modernos, y tecnología capaz de aumentar los rendi-
mientos en las tierras de temporal. De esta manera, la estrategia es con-
sistente con el espíritu del sam. Al mismo tiempo, este enfoque propone 
evitar las ineficiencias inherentes en el diseño del sam que lo amenazaron 
durante su vida. En vez de los enormes déficits fiscales para subsidiar los 
insumos agrícolas, se elevarían los precios de los productos para crear un 
estímulo para la producción. Los subsidios para los insumos (sobre todo 
para el riego) serían removidos de las granjas comerciales para alentar 
un uso más racional y eficiente de estas tierras.

Precios más altos de los productos implicarían mayores precios para 
los consumidores. En la actualidad, el gobierno federal, a través de la 
Conasupo, subsidia el consumo de granos para todos los consumidores 
urbanos mientras que ofrece poco a los consumidores rurales. Estos sub-
sidios generales ocasionan déficits presupuestales y se extienden a todos 
los consumidores urbanos, ricos y pobres por igual. Por el lado rural, las 
políticas actuales de precios crean una brecha entre los precios que re-
ciben los agricultores como productores en el momento de la cosecha, 
y los (altos) precios que pagan los agricultores como consumidores en 
los mercados rurales meses después de la cosecha. Esta discrepancia en-
tre los precios de productor y de consumidor alienta la producción de 
granos para el consumo propio mientras que la desalienta para su co-
mercialización.

Sin una infraestructura adecuada para el almacenamiento, pequeños 
agricultores generalmente no son capaces de comercializar sus granos 
meses después de la cosecha. Más bien, se ven obligados a escoger entre 
1] vender todo o parte de su producto a precios bajos después de la 
cosecha, comprando caro una vez que se agotan los stocks guardados 
para el consumo hogareño, o 2] almacenar cuanto pueden de su pro-
ducto, usando los sistemas rudimentarios de que disponen para almace-
namiento, aguantando pérdidas importantes a causa de plagas, pestes y 
deterioros, para satisfacer cuanto pueden las necesidades hogareñas 
anuales. Con los bajos precios en el momento de la cosecha, existe un 
fuerte incentivo para elegir la segunda alternativa, a pesar de su alto 
costo, en la forma de pérdidas en bodega, que se ven obligados a pagar 
para asegurar la disponibilidad de alimentos básicos para sus familias. 
Estas pérdidas representan una carga importante para el agricultor como 
para la economía mexicana en su conjunto, por las divisas requeridas 
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para financiar las importaciones alimentarias. Por eso la naturaleza de la 
economía de la pequeña parcela, en la cual la familia es tanto productor 
como consumidor de su propio producto, ofrece una explicación para 
la “paradoja” de aumentos de producción concurrentes con una crecien-
te dependencia en las importaciones alimentarias en los años ochenta. 
Solamente una racionalización del sistema de precios al productor, para 
ofrecer incentivos a los pequeños agricultores para comercializar sus 
granos básicos, podría resolver esta paradoja.

Los elevados precios para los granos implican, ceteris paribus, precios 
superiores para los consumidores. Los grupos humildes que no tienen 
ligas económicas con la tierra, serían los mayormente afectados por los 
aumentos. Serían necesarios subsidios para asegurar que se cumplan 
los requerimientos alimentarios más elementales para estos grupos. Estos 
subsidios deberían ser otorgados directamente a los necesitados. A medi-
da que aumentan los ingresos personales, los granos básicos representan 
una parte decreciente del gasto de la familia. Así, cuando se subsidia a 
todos los consumidores, el sector público ofrece un beneficio mínimo a 
los hogares de ingresos medios y altos, mientras que incurre en un défi-
cit sustancial. Un programa de subsidios bien definidos subsanaría este 
problema. La factibilidad de un sistema de alimentos distribuidos según 
las necesidades en México existe en el programa actual de distribución 
de leche administrado por Liconsa (un subsidiario de Conasupo), que 
se ha convertido en un modelo de eficiencia, tanto dentro del país como 
internacionalmente.

16.3. las implicaciones económicas

Además de eliminar el déficit alimentario, las políticas para estimular la 
producción de granos básicos entre los pequeños productores tendrían 
un efecto positivo importante e inmediato sobre los ingresos de estas fa-
milias. Los aumentos en los ingresos rurales, a su vez, crearían un estímu-
lo para la demanda de bienes y servicios dentro y fuera de la agricultura. 
La magnitud de estos impactos sobre el ingreso del pequeño agricultor 
y sobre la producción y los ingresos en toda la economía mexicana es 
notoria. (Estas estimaciones son presentadas en gran detalle en Adelman 
y Taylor, 1989.) En primera instancia, un aumento en los ingresos de los 
pequeños agricultores eleva la demanda de estas familias por productos 
y servicios del sector agrícola y de los demás sectores. La producción de 
estos bienes y servicios, a su vez, genera nuevos ingresos en la economía, 
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lo cual crea una segunda ronda de aumentos en la demanda por todos 
los grupos en la sociedad. Este proceso continúa en rondas sucesivas 
(progresivamente decrecientes) de aumentos de ingresos y gastos. Se 
estima que un aumento de $1.00 en los ingresos del pequeño agricultor 
produce incrementos moderados en la producción agrícola y ganadera 
($0.14 a $0.18) y aumentos sustanciales en las agroindustrias ($0.57), 
industria ($0.93), servicios ($0.93) y comercio ($0.69). En su conjunto, 
este aumento de $1.00 en el ingreso del pequeño agricultor genera un 
incremento de $3.57 en la actividad económica total.

El efecto sobre los ingresos personales también sería impresionante. 
Por ejemplo, los ingresos del obrero urbano y el capitalista urbano au-
mentan $0.62 y $0.66 respectivamente, como consecuencia de la nueva 
demanda por bienes y servicios urbanos. Estas cifras refuerzan la teoría 
de la industrialización empujada por las zonas rurales (véase, por ejem-
plo, Adelman, 1984). Una estrategia de economía de guerra basada en re-
activar la economía del pequeño agricultor también tiene consecuencias 
favorables sobre la distribución del ingreso en México, sobre todo cuan-
do se asocia con subsidios al consumo dirigidos a los grupos más necesi-
tados (Adelman y Taylor, 1989). El 34% del aumento en el ingreso iría a 
los capitalistas, mientras que el 66 por ciento a los trabajadores, en con-
traste con el patrón prevaleciente actualmente que es de 72 y 28% res-
pectivamente.

Muchos estudios de comunidades rurales ofrecen apoyo adicional para 
la afirmación de que los aumentos en los ingresos rurales crean un estí-
mulo importante a la producción, tanto dentro como fuera de la econo-
mía rural (Barkin y DeWalt 1985, Adelman, Taylor y Vogel 1988). Los 
patrones del gasto de los grupos humildes en las zonas rurales, favorecen 
los bienes y servicios que tienen bajos contenidos de importaciones y son 
intensivos en el uso de trabajo en su fabricación (Lustig, 1987). Así, las 
políticas que elevan los ingresos de los hogares rurales de menores in-
gresos son las que tendrían los impactos más favorables sobre la genera-
ción de divisas y en la expansión del empleo en México.

16.4. la economía de guerra y el ajuste estructural

Pero, ¿es factible tal estrategia?
La crisis económica de México ha desatado un programa de austeridad 

con repercusiones mayores sobre el crecimiento económico, el ingreso y 
la pobreza. Este programa de austeridad ha ido mucho más allá de las 
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recomendaciones tradicionales del Fondo Monetario Internacional. Ha 
requerido la combinación de represión salarial, de promoción de expor-
taciones, restricciones fiscales y devaluaciones masivas de la moneda. Los 
resultados del programa de ajuste han sido desastrosos. En 1986, el pro-
ducto per cápita había caído a 10.3% por debajo de su nivel de 1980. Los 
grupos urbanos lo resintieron particularmente: el ingreso per cápita de 
los trabajadores marginales cayó 20.4%, mientras el de los obreros urba-
nos cayó 16.4%. A la vez, el déficit fiscal se elevó de 3.9% del pib en 1980 
a 9.2% con una inflación a niveles astronómicos: a finales de 1986 el 
nivel de precios fue 19 veces superior al de 1980 (una tasa anual de 
63.7%). En 1986, la proporción de la población por debajo del nivel de 
la pobreza era de 51%: 41 millones de personas (Adelman y Taylor, 1989). 
Era evidente que el resultado de este programa de austeridad no era 
aceptable en términos de su costo en el bienestar del pueblo.

¿Cómo encaja esta estrategia de economía de guerra basada en el peque-
ño agricultor dentro de las políticas de ajuste estructural adoptados por 
México como respuesta a la crisis de la deuda de los años ochenta? En 
una serie de experimentos contrafactuales (Adelman y Taylor, 1989) se 
examinaron los efectos de políticas alternativas con un modelo intersec-
torial, incluyendo el que se propone aquí. Los resultados indican que 
esta estrategia no sólo es viable, sino que sería la clave para un programa 
exitoso de ajuste económico que conduciría a mayor crecimiento econó-
mico y menor pobreza.

El modelo de simulación sugiere que globalmente se reduciría la po-
breza entre 15 y 27 por ciento de la población (entre 12 y 27 millones 
personas) con la estrategia del pequeño agricultor. Los beneficios tam-
poco se limitarían a los hogares rurales: todos los grupos en México es-
tarían mejor, por los eslabonamientos entre ellos dentro del país. Esta 
estrategia es crítica para un buen programa de ajuste desde un punto de 
vista macro. Los experimentos indican que el superávit en balanza de 
pagos sería 47.3% mayor que el que se obtuvo en el año base de 1986, 
mucho mayor que las demás alternativas.

Finalmente, el estudio demuestra que el aspecto rural de la estrategia 
de economía de guerra no tiene que implementarse a costa de los obreros 
que también necesitan recuperar el valor de sus salarios. De hecho, si 
México combinara una política de restaurar el poder de compra de los 
salarios, para los empleados, con una política de apoyo a la agricultura 
de temporal de granos básicos, los ingresos de todos los grupos laborales 
aumentarían mientras que disminuiría el déficit fiscal en un diez por 
ciento de su nivel de 1986, y aumentaría el superávit en cuenta corriente 
(46.7%). En resumen, la economía de guerra, fundamentada en una polí-
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tica de la autosuficiencia alimentaria, respaldada por una política de 
defensa del poder de compra del salario urbano, es una clave al ajuste 
exitoso de México para el futuro.



[334]

17.  EL DESARROLLO AUTÓNOMO: 
UN CAMINO A LA SOSTENIBILIDAD1

introducción

No podemos esperar a que los expertos se pongan de acuerdo para de-
finir el desarrollo sostenible o a que las naciones latinoamericanas se 
comprometan a implementar estrategias idóneas. Enfrentar las contra-
dicciones ecológicas de los sistemas productivos es una necesidad impos-
tergable. Los avances en nuestra visión del desarrollo sostenible, como 
un compromiso esencial para enfrentar los retos de la supervivencia de 
la humanidad, han puesto de manifiesto la trascendencia de la amplia 
participación ciudadana en el perfeccionamiento de la democracia. La 
incorporación masiva de grupos sociales de base como paso ineludible 
para establecer estrategias económicas que incluyan la conservación del 
ambiente, es uno de los retos fundamentales de nuestro tiempo. Por lo 
mismo, ahora es imprescindible diseñar políticas que faciliten esta incor-
poración, como parte de una labor para revertir la creciente polarización 
y promover la sustentabilidad.

Enfrentar los retos del desarrollo sostenible no consiste sólo en cues-
tionar nuestros patrones y prioridades de vida: también es poner en tela 
de juicio los valores básicos y el funcionamiento de los grupos más po-
derosos en todo el mundo. Para esta tarea es preciso entender los pro-
blemas y plantear soluciones. Educar para avanzar hacia la sostenibilidad 
es cuestionar todo y sembrar desde la escuela una semilla de optimismo 
en la sociedad. El desarrollo sostenible no es una meta: es un proceso 
que tendrá que abarcar a todos, un camino que tendremos que recorrer 
juntos para que la humanidad tenga la opción de perdurar.

El diagnóstico revela que las crisis derivan directamente de los avances 
del proyecto civilizatorio de moda: avances en la tecnología; aumentos 
en la producción y en la integración nacional e internacional y en sus 
secuelas, como pueden serlo la polarización social con un aumento in-
aceptable en el número de pobres y la profundización de su tragedia; la 

1   Publicado en H. Alimonda (comp.), Ecología: Naturaleza, sociedad y utopía, Bue-
nos Aires, clacso, 2002, pp. 169-202, <http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/
gt/20101002060759/9barkin.pdf>.

http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/gt/20101002060759/9barkin.pdf
http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/gt/20101002060759/9barkin.pdf
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escasez de satisfactores básicos; la destrucción y la degradación del am-
biente, bosques y selvas, océanos y ríos, y los demás ecosistemas que al-
bergan la incontable variedad de flora y fauna que nos proveen de vida 
y de los medios para mantenernos en el planeta. Inmersa en todas estas 
crisis está la transformación del papel de la mujer en la sociedad, obli-
gándola, a la vez, a asumir algunas responsabilidades masculinas de an-
taño y buscar nuevos caminos para su propio desempeño.

Es evidente la necesidad de modificar este proyecto. Muchos ten-
dremos propuestas para hacerlo y para identificar nuestra responsabi-
lidad en el proceso. Las secciones siguientes buscan contribuir a una 
reflexión sobre la forma de realizar esta labor. Pero antes, anticipemos 
un poco, recorriendo el mundo presente y esbozando el mundo al que 
aspiramos.

17.1. nuestro mundo actual: pobres, ricos y alianzas sociales

Por doquier, la gente pobre es acusada de destruir su entorno. Estas 
acusaciones justifican las políticas que después amenazan la propia exis-
tencia de los grupos sociales tradicionales y de sus sistemas productivos. 
Su incapacidad para adaptarse a la modernidad refuerza la idea de que 
son la causa del atraso social y económico. Para agravar la situación, se 
ha recurrido a “culpar a la víctima” de su propia situación y de su falta 
de progreso colectivo, fenómeno bastante común.

Esta percepción de la pobreza como agente de los problemas ambienta-
les es equivocada. El debate convencional lamenta el destino de los pobres 
y la incapacidad de asignar recursos suficientes para atacar los síntomas 
de las carencias que persisten en medio de la abundancia de estas mismas 
sociedades. Hay que transformar el debate y examinar de manera crítica 
la acumulación sin precedentes de riqueza que ha polarizado a la socie-
dad y que ha propagado la pobreza. La reorganización del control y de 
la utilización del espacio y los recursos, engendrada por la intensificación 
de la producción, está violando los principios básicos de la naturaleza y 
amenazando la viabilidad de nuestras comunidades. Los pobres no sa-
quean la tierra debido a su insensible desperdicio de recursos, sino por la 
falta de una distribución equitativa de la riqueza social disponible y por 
la manera despiadada con que los ricos y poderosos defienden su con-
trol. La disparidad en los sistemas sociales y productivos prevalecientes 
en Latinoamérica está conduciendo al desastre. Con el creciente desem-
pleo y la discriminación contra los pequeños productores rurales y sus 
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camaradas en los sectores urbanos marginados, la degradación ambiental 
avanza aceleradamente.

Visto desde tal perspectiva, el sistema mundial está incrementando la 
polarización entre pobreza y riqueza; entre naciones, regiones, comuni-
dades e individuos. Ahora, un grupo pequeño de corporaciones domina 
la estructura global de poder, guía la producción y determina cómo se 
distribuyen los elementos de bienestar. Ahora las comunidades compiten 
internacionalmente entre sí para seducir a los poderes corporativos y 
financieros y lograr que inviertan dentro de sus fronteras, sacrificando 
el bienestar de su población, la calidad de su infraestructura y su capa-
cidad financiera, para ofrecer los servicios sociales fundamentales nece-
sarios para una vida digna. Esta dinámica no conduce a la promoción 
del desarrollo sostenible. Las regiones incapaces de atraer la inversión 
sufren el innoble destino de los perdedores en la permanente olimpia-
da económica, condenándose al olvido en el escenario mundial; y mu-
chas ganadoras experimentan un deterioro característico del “progreso 
económico moderno”. En su lucha por sobrevivir dentro del mercado 
global, muchos grupos sociales están condenados a la marginalidad y 
a la pobreza permanente. Pero algunas de las transformaciones en este 
nuevo orden global están generando nuevas oportunidades, realzando 
la posición excepcional de la mujer y de los grupos que han defendido 
su carácter étnico.

La teoría convencional del desarrollo busca soluciones a la pobreza en 
los cambios estructurales producidos por el mercado. Pero esta estrategia 
plantea dos preguntas medulares. La primera: ¿es viable un nuevo perio-
do de crecimiento posible o deseable, dadas las limitaciones ambientales? 
La segunda: de acuerdo con la trayectoria histórica, ¿existe evidencia 
demostrada de que los nuevos niveles de crecimiento proporcionarán 
mayor equidad económica, política y social entre los diversos grupos de 
naciones, regiones, comunidades e individuos?

La respuesta a ambas preguntas es no. Una estrategia de libre mercado 
no puede tender un puente sobre el abismo que existe entre los ricos y 
los pobres, característico de los dualismos de nuestros días. Más bien, 
debemos reconocer que los recursos naturales son limitados, que es ne-
cesario centrar las tareas educativas en superar la pobreza con programas 
de gestión local y participación directa, y lograr la sostenibilidad ofre-
ciendo un programa de desarrollo para aquellos actualmente excluidos, 
lo que también mejorará las condiciones para el resto de la sociedad. 
Tanto el creciente número de pobres como los problemas ambientales 
en aumento exigen soluciones menos dependientes de los azares del 
mercado, que tomen en cuenta lo redundante que resulta para grandes 
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porciones de la población su inserción en la estructura actual de la pro-
ducción y del crecimiento económico. Por el contrario, es conveniente 
crear un sistema en el cual las comunidades puedan sobrevivir sin una 
integración completa al mercado global.

Cuando nos acercamos a los excluidos descubrimos que, si se les da 
oportunidad y acceso a los recursos, emprenden acciones directas para 
proteger y mejorar el ambiente.2 Desde este punto de vista, un modelo de 
desarrollo alternativo requiere de nuevas formas de participación de las 
comunidades campesinas e indígenas dentro de un programa de creación 
de empleos que incremente los ingresos y mejore los niveles de vida. Al 
recomendar políticas que fomenten y salvaguarden a los productores, 
para que lleguen a ser nuevamente actores productivos, vibrantes y via-
bles, este ensayo desea contribuir al conocimiento de los pasos requeridos 
para promover la sostenibilidad.

Entre las muchas preguntas que surgen de esta discusión, las de mayor 
importancia pueden agruparse dentro de cinco áreas:

·· ¿Cuál es la relación entre pobreza y degradación ambiental?
·· ¿Pueden superarse los obstáculos para alcanzar la sostenibilidad me-
diante la elevación de los niveles de ingreso per cápita?

·· ¿Pueden las políticas dirigidas a erradicar la pobreza contribuir tam-
bién a reducir las presiones sobre el ambiente?

·· ¿Están los ricos del mundo confrontando los problemas de la soste-
nibilidad responsablemente? ¿Cuál es su nivel de responsabilidad en 
las acciones dirigidas a la protección ambiental y a la conservación 
de las áreas habitadas por los pobres?3

La sostenibilidad no es posible en Latinoamérica mientras aumente la 
pobreza y se niegue a los pobres el acceso a los recursos necesarios para 
la mera supervivencia. El capitalismo internacional no necesita ya de 

2   La organización mexicana no gubernamental Promoción del Desarrollo Popular ha 
trabajado durante varios decenios recogiendo estas experiencias, fortaleciéndolas con sus 
trabajos de concertación, de encuentros y de asistencia técnica. Asimismo, promueve una 
visión del desarrollo autónomo y local documentado en numerosos estudios de caso 
(Schroyer, 1997). Cernea (1995) ofrece una valiosa evaluación crítica de estas experiencias.

3   A esta lista podría sumarse una pregunta acerca de la relación entre el crecimiento 
de la población, la pobreza y la sostenibilidad, casi obligatorio dentro de la tradición 
anglosajona. No la abordamos debido a que en Latinoamérica la mayor parte de las in-
vestigaciones muestran que el comportamiento de las variables demográficas depende de 
otros factores fundamentales de la naturaleza y del ritmo del desarrollo, tales como los 
discutidos en este ensayo.
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crecientes ejércitos de desempleados para asegurar salarios bajos ni ne-
cesita controlar vastas áreas para asegurar un flujo regular de materias 
primas y productos primarios requeridos por su maquinaria productiva. 
Sin embargo, se siguen extrayendo grandes excedentes que desarraigan 
y empobrecen a la población. Se requieren, por lo tanto, cambios pro-
fundos para facilitar una estrategia de desarrollo sostenible. En la sección 
final exploramos tal enfoque, sugiriendo que es posible y necesario pro-
mover una alternativa: una estructura que permita mayor autonomía para 
que la gente reconstruya sus sociedades y produzca bienes y servicios en 
un diseño sostenible, mientras se expanden los servicios de protección 
ambiental.

17.2. riqueza, pobreza y degradación ambiental

a] El contexto de la crisis actual

La pobreza surge de las desigualdades profundas que caracterizan a 
nuestras sociedades. El poder económico y político se apropia de los 
bienes de otras personas e incluso de sus derechos para disfrutar de un 
ingreso mínimo decente. Los problemas ambientales actuales de Latino-
américa reflejan la herencia de un patrón de desarrollo político polari-
zado. En esta sección identificamos las principales fuerzas que están de-
terminando el proceso simultáneo de desarrollo y de empobrecimiento, 
y discutimos algunas de sus manifestaciones.

Aunque el proceso difiere grandemente de país a país, y aun en el 
interior de cada país, los resultados han sido notablemente similares. La 
colonización del pasado, y la neocolonización más reciente del continen-
te americano, dieron origen a una serie sin fin de desplazamientos, 
apropiaciones y expropiaciones. El neoliberalismo de hoy profundiza esta 
dinámica. Conforme las olas sucesivas de colonizadores demandaron las 
tierras de mayor productividad, el uso de la tierra evolucionó de su vo-
cación histórica (productora de los recursos básicos para la supervivencia 
humana y social) al énfasis actual en la producción de cultivos que ase-
guran una ganancia a los propietarios. Por más de quinientos años, los 
primeros pueblos de las Américas y sus sucesores han sido forzados una 
y otra vez a buscar refugio en condiciones cada vez más marginales. Aho-
ra, no sólo los indígenas sufren esta ignominia: mestizos de las ciudades 
y del campo y migrantes de todas partes están condenados a sufrir la 
carencia de los que serían sus derechos humanos inalienables.
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Hacia mediados del siglo xx, los empresarios rurales comenzaron a 
modelar una nueva tradición científica, utilizando los recursos estatales 
y corporativos para inventar lo que pronto se conocería como la “revo-
lución verde”. Desplazando a los agrónomos que habían trabajado 
dentro de la tradición campesina, los técnicos introdujeron agroquími-
cos y maquinaria que utilizan fuentes de energía no renovables para 
aumentar la productividad. Más tarde harían lo mismo con biotecnolo-
gías.4 Respondiendo al espectro neomalthusiano, los diseñadores de la 
política presionaron a las instituciones multilaterales financieras y de 
desarrollo (fao, birf, fmi) para expandir el alcance de la “revolución 
verde”. Insistiendo en la necesidad de privilegiar a las granjas comer-
ciales, los modernizadores enfocaron sus esfuerzos a promover el desa-
rrollo agrícola entre los grupos sociales empresariales a expensas de los 
campesinos. Estos empresarios se apropian de ganancias extraordinarias 
con un uso dispendioso del agua, la energía y los agroquímicos. En 
nombre del progreso, y para contrarrestar la amenaza malthusiana, si-
guen remodelando el hemisferio completo: haciendo florecer los de-
siertos, abriendo los bosques húmedos tropicales, desnudando las 
montañas, drenando los pantanos y humedales, y cortando las raíces 
que sustentan los manglares.

El sacrificio humano también es extraordinario. Por toda Latinoamé-
rica las comunidades agrarias han sido desplazadas de tierras valiosas y 
han sido arrinconadas en regiones inapropiadas, de acceso difícil, con 
las tierras más pobres e inadecuadas y con la más precaria disponibilidad 
de agua. Engañadas o entrampadas en regiones y empleos insostenibles, 
encuentran difícil o prohibitivo continuar las tareas importantes de con-
servación del suelo y del agua y los manejos prudentes que fueron parte 
integral de su cultura ancestral. No tienen más alternativa que utilizar y 
devastar sus propios ambientes en su lucha desesperada por sobrevivir.5

4   Existe una amplia bibliografía tanto sobre los conflictos entre los agrónomos que 
trabajan con campesinos y los asociados con los productores modernos, como sobre la 
“segunda generación” de efectos de la revolución verde en comunidades y estructuras 
sociales (por ejemplo, Hewitt de Alcántara, 1976; Barkin y Suárez, 1983; Jennings, 1988; 
Barraclough, 1991). A principios del siglo xxi, el conflicto se está repitiendo en el caso 
de los organismos genéticamente modificados en la agricultura latinoamericana.

5   Aunque esto parece similar a la tesis de la “tragedia de los comunes” propuesta por 
Hardin (1968), el análisis es muy distinto, ya que se basa en un acceso desigual a los re-
cursos, resultado de la profunda polarización social. De hecho, nuestro análisis de la 
tragedia nos lleva a la conclusión de que la apropiación privada de los “comunes” es el 
origen de esta degradación, ya que los grupos tradicionales se encuentran relegados a 
menudo a nuevos ambientes que no saben manejar.
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El mercado acentúa esta tragedia. Con el deterioro que les provocan 
los términos del intercambio,6 muchos pequeños agricultores no tienen 
otra alternativa que buscar empleo donde sea, y frecuentemente se ven 
obligados a vender, transferir o simplemente abandonar sus tierras. La 
yuxtaposición perniciosa de los grupos sociales impuesta por el funcio-
namiento normal de la economía de mercado, no sólo limita severamen-
te las oportunidades de las masas de trabajadores y campesinos, sino que 
convierte a muchos de estos grupos en olas migratorias que buscan 
nuevos lugares para sobrevivir, frecuentemente en áreas inadecuadas 
debido a la fragilidad de sus ecosistemas.

La expansión acelerada del segmento moderno de la sociedad rural 
está, en consecuencia, ocasionando mayores problemas ambientales en 
décadas recientes. Los trabajadores son envenenados en los campos por 
los plaguicidas, mientras que sus familias sufren por los efectos de la 
contaminación química y orgánica en sus comunidades. Los campesinos 
soportan condiciones de trabajo intolerables como seres humanos, pero 
a menudo salen del molde para enfrentar a estados militarizados en su 
lucha por un poco de dignidad. Los estragos ambientales acumulados 
por décadas han acelerado su ritmo e intensidad a tal grado que ahora 
son una gran amenaza para la viabilidad de incontables especies de flora 
y fauna, y para la misma sociedad humana. El clamor de los grupos ciu-
dadanos y los ambientalistas organizados es testimonio de este fenómeno.

b] Una respuesta política inadecuada

Como respuesta a la devastación, nos encontramos ahora obligados a 
“racionalizar” el uso de los recursos naturales. Después de haber trans-
formado la naturaleza, ahora debemos reconsiderar cómo proteger a 
nuestra sociedad. Frente a los controles impuestos sobre los productos 
importados por las naciones ricas, algunos utilizan químicos de manera 
más moderada o cambian a fórmulas menos dañinas; las gasolinas ya no 
contienen plomo y el agua está tratada. En los países latinoamericanos, 
los esfuerzos por promulgar un conjunto adecuado de regulaciones pro-
tectoras también han obligado a algunos productores a modificar sus 

6   Los términos de intercambio definen el sistema de precios relativos que reciben los 
pequeños productores en sus mercados. Los productores rurales son víctimas de un pro-
ceso histórico donde los precios de sus cosechas no se elevan tan rápido como el precio 
de las mercancías que tienen que adquirir. Prebisch (1959) ofreció una primera formula-
ción crítica de esta hipótesis, que ahora lleva su nombre.
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prácticas, pero en muchos lugares las distorsiones burocráticas impiden 
hacerlas efectivas. Otros responden a las nuevas políticas que eliminan 
los subsidios a todos los productos de este tipo utilizando recursos con 
mayor cuidado, o cambiando las técnicas para reducir los costos o incre-
mentar la productividad. Para los que así proceden, una combinación de 
sus propios intereses con las respuestas a las señales administrativas y del 
mercado, reforzada por una vigilancia social apropiada, puede conducir 
a una reducción progresiva del daño ambiental en regiones ya ocupadas 
con anterioridad por el sector comercial.

Sin embargo, aunque tales acciones en pos de la protección ambiental, 
en la producción y las estrategias políticas son movimientos en una di-
rección correcta y deben fomentarse, pocos pasos se han tomado para 
proteger a las poblaciones en riesgo. Mientras tanto, el eslabón político 
crucial que determina la correlación entre la expropiación de los recur-
sos naturales y ambientales y la explotación de la gente, se relega al 
campo de las organizaciones de base: los organismos no gubernamenta-
les, los grupos de mujeres, algunos grupos ambientalistas, organizaciones 
de los derechos de los trabajadores y los mismos productores directos. 
Soslayando una experiencia que demuestra cómo el desarrollo sostenible 
se coloca en un panorama más amplio de justicia social, derechos huma-
nos y diversidad cultural, el ambiente político continúa reforzando el 
proceso social que penaliza a los pobres. El análisis oficial “culpa a las 
víctimas” por los dilemas que enfrentan y, sumado a las críticas devasta-
doras de la ineficiencia y corrupción burocrática, propaga la visión de 
que el mercado “libre” produce un uso mucho más eficiente de los re-
cursos, mayores niveles de bienestar y una tasa mayor de crecimiento 
económico.

Los sistemas modernos de producción continúan su expansión dispu-
tando los derechos de los campesinos e indígenas por sus tierras más 
productivas y sus recursos más valiosos, y desechando brigadas enteras de 
obreros para volver eficientes sus industrias. Las instituciones oficiales, 
nacionales e internacionales, desarrollaron nuevas estrategias para pro-
mover empresas globales y premiar a los agricultores comerciales por sus 
aportaciones al desarrollo nacional. Les aseguran acceso privilegiado a 
los recursos más valiosos de la sociedad en proceso de modernización: 
agua, tecnología, crédito y canales de mercado. Les regalan la tierra y los 
recursos naturales. La pobreza se acentúa por esta expansión, la cual 
frecuentemente condena a la devastación a ciertas regiones y a quienes 
viven en ellas. En la nueva arena política, la lucha de los pobres es cada 
vez más difícil. En el mejor de los casos, los grupos marginados pueden 
intentar reclamar una pequeña proporción de los presupuestos oficiales 
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para sus tareas; ahora reclaman a la comunidad mundial para que los 
entiendan y apoyen o instalan varias formas de resistencia para resolver 
sus peticiones. Aun cuando las reformas agrarias forzaron una redistri-
bución de la tierra hacia los grupos campesinos e indígenas, como en 
México, Bolivia y Nicaragua, los recursos financieros y técnicos comple-
mentarios requeridos para ayudar a los nuevos propietarios fueron inva-
riablemente dirigidos a otros usuarios.

c] La dinámica de la pobreza

Por encima de todos estos factores se encuentra el hecho de que la po-
breza es la consecuencia histórica de los sistemas existentes de organiza-
ción económica, los cuales continúan discriminando a los productores 
directos. Si bien es cierto que actualmente nuestras sociedades son ma-
yormente urbanas y las escuelas se concentran en estas áreas, no podemos 
menospreciar el papel tan importante que tienen las regiones rurales 
para abastecernos de los elementos fundamentales para la supervivencia 
y para el manejo ambiental, que contribuye a contrarrestar el deterioro 
ocasionado por “el progreso”. Descubrimos que los productores rurales 
de pequeña escala no están dotados de cantidades comparables de equi-
po que les permitan elevar la productividad de la tierra y el trabajo. Sin 
embargo, es cada vez más preocupante el hecho de que la organización 
agropecuaria del tercer mundo los coloca en una desventaja, no sólo 
respecto de otros sectores, sino también en su lucha por competir con los 
productores de otras partes del planeta. En el tercer mundo carecen de 
acceso al apoyo técnico, financiero e institucional protector con que con-
taban antes los agricultores de otros países para enfrentar la competencia.

Estos problemas fundamentales pueden examinarse más fácilmente 
señalando algunas de las causas principales de la pobreza, las cuales per-
miten elaborar los lineamentos para una estrategia alternativa del desa-
rrollo sostenible. No es éste el lugar para entrar en los detalles de estas 
facetas de la dinámica social, pero es fundamental mantener algunos 
procesos en mente cuando consideramos cómo construir alternativas 
(véase Barkin, 1998). Los siguientes son los obstáculos más sobresalientes 
a los esfuerzos sociales para proseguir con una estrategia para el manejo 
sustentable de recursos regionales:

1] Políticas macroeconómicas y sectoriales discriminatorias.
2] Sistemas inadecuados y polarizados de tenencia de la tierra.
3] Sesgo anticampesino en las instituciones de desarrollo.
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4] Distribución desigual del ingreso y del poder político.
5] Políticas inadecuadas de empleo, castigando las actividades tradi-

cionales.
6] Presiones contra las instituciones culturales locales.
7] La migración y la feminización de la pobreza.
8] El sesgo hacia la modernización urbana y la pobreza rural.

En este complejo telón que relaciona lo rural con lo urbano, las di-
cotomías de épocas pasadas no son útiles ya para el campesinado y el 
proletariado. El ingreso proveniente de fuentes externas a la comunidad 
es ahora una parte integral de los recursos locales, mientras que las 
múltiples habilidades adquiridas en estos empleos podrían contribuir a 
diversificar la base económica del campo. De manera inversa, las pobla-
ciones rurales y su experiencia también tienen un gran potencial para 
contribuir al mejoramiento de la vida nacional. En todo el tercer mun-
do, las importantes diferencias en la productividad y los ingresos entre 
la industria y la agricultura han creado una barrera para lograr un de-
sarrollo urbano más equilibrado, que incluiría un patrón diversificado 
de uso del suelo. Por ejemplo, la posibilidad de producir alimentos en 
áreas urbanas como parte de una respuesta al creciente desempleo po-
dría bajar los costos de transporte y las tasas de crecimiento urbano. 
Asimismo, mejorar los niveles de vida y proteger el ambiente urbano 
requiere confrontar la imperiosa necesidad de crear empleos producti-
vos en las áreas rurales.

17.3. el comercio y el ambiente: los errores del estado  
y el mercado

El avance hacia el libre comercio se combinó con un proceso de inte-
gración regional. Los mecanismos del mercado remplazaron a las im-
posiciones burocráticas, permitiendo mayor libertad para el capital y 
las decisiones de inversión de los grupos empresariales. La competencia 
entre los grupos financieros surgió conforme tomaron ventaja de las 
oportunidades ofrecidas por la economía internacional para crear nue-
vas industrias y modernizar las viejas, traer nuevas tecnologías en un 
intento por superar los viejos problemas, y reubicar a la sociedad y a 
sus integrantes a fin de confrontar los cambios de la competencia in-
ternacional. Las agencias multilaterales de desarrollo comenzaron a 
financiar los cambios institucionales y productivos necesarios para im-
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pulsar a muchos países de todo el mundo al mercado mundial. El 
nuevo clima de libertad económica generó las condiciones para altas 
ganancias, atendiendo las demandas del mercado internacional y de un 
nuevo grupo próspero de consumidores locales, principales beneficia-
rios de la nueva estrategia. Las bolsas de valores asumieron una nueva 
importancia como foco para los movimientos especulativos de capital 
que están influyendo de manera importante en las decisiones políticas 
y productivas. En Latinoamérica se sintieron rápidamente los efectos 
desestabilizadores de los movimientos de capital: los financistas inter-
nacionales impusieron fuertes límites a la posibilidad de los gobiernos 
nacionales para promover una estrategia popular de desarrollo sosteni-
ble, ocasionando costos particularmente onerosos a los trabajadores y 
a los campesinos.

Las negociaciones del Tratado de Libre Comercio de América del Nor-
te y la Organización Mundial del Comercio fueron de gran importancia 
y visibilidad. Grupos opositores forjaron alianzas para tratar de derrotar 
estas iniciativas que, dijeron, ocasionarían graves daños ambientales y 
sociales. La internacionalización de la economía global acelera la espe-
cialización productiva, intensificando los problemas de degradación y 
destrucción de los ecosistemas. La mayor concentración de la riqueza y la 
agudización de la pobreza están haciendo cada vez más difícil la tarea de 
controlar y revertir el daño ambiental. Algunos grupos ambientalistas ha-
cen hincapié en los altos costos que este comercio ocasiona en términos 
de contaminación por transporte y desperdicios del proceso de produc-
ción y una utilización más rápida de los recursos naturales, especialmente 
de la energía. Otros críticos fueron más allá, objetando la rápida difusión 
de un modelo de desarrollo insostenible e inalcanzable, que imponía el 
consumo creciente como base para mejorar el bienestar humano.

Justo cuando los gobiernos nacionales son forzados a reducir sus fun-
ciones tradicionales y a sacrificar parte de su base de ingresos públicos 
para atraer nuevas inversiones, se intensifica el ritmo de crecimiento 
económico. Sin desprenderse de su control político, están devolviendo 
muchas responsabilidades a las regiones (estatales o provinciales) y a las 
administraciones locales, las cuales no están preparadas para enfrentar esta 
carga. La carencia de personal técnico y sistemas administrativos modernos 
agudiza los problemas. Esto hace resaltar el interés por los daños ambien-
tales y la destacada polarización conforme los comerciantes internacionales 
arrebatan los beneficios de la nueva apertura del sistema internacional.7

7   Para ejemplos excelentes de estas discusiones véase, entre otros, Low (1992), Arden-Clar-
ke (1992) y Daly (1993). Un resumen de esta bibliografía fue preparado por la cepal (1996).
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Pero la internacionalización crea nuevas contradicciones. No ha resul-
tado fácil convencer u obligar a las empresas a que incluyan en el diseño 
y operación de sus proyectos de inversión los efectos ambientales y socia-
les causados a la comunidad. Hasta ahora, no se ha logrado que las 
compañías incorporen estas “externalidades” (es decir, los costos totales 
para el ambiente y la sociedad) en sus cálculos, o, salvo contadas excep-
ciones, que sus planes de producción y expansión no contribuyan al 
deterioro del entorno en que operan. Preocupante es la práctica actual 
de estas corporaciones que se sirven de sus considerables influencias 
políticas y económicas para que se establezcan políticas que conducen a 
lo opuesto de lo que los economistas y ambientalistas considerarían las 
decisiones óptimas. Negocian subsidios o exenciones de varios tipos por 
servicios públicos (incluyendo impuestos locales, cargos por servicios de 
infraestructura municipal y tarifas de energía), que conduzcan a la elec-
ción de tecnologías que no están acordes con los mejores intereses del 
país o del planeta en términos de su impacto en el medio ambiente. Los 
programas públicos para atraer inversiones privadas a menudo fomentan 
un incremento en el empleo de maquinaria, desplazando a la mano de 
obra, y aumentan el uso de energía; a la vez, eximen a las nuevas empre-
sas de su aporte para financiar las inversiones en servicios públicos re-
queridos para asegurar la producción. Como resultado, las nuevas inver-
siones privadas se dan con frecuencia a expensas del deterioro en la 
calidad de los servicios disponibles para la población local, incluyendo a 
muchos obreros que han emigrado en busca de trabajo. Así, se observa 
un aumento importante de producción con una merma sensible en la 
calidad de vida para todos los que habitan en la zona.

Las distorsiones en los sistemas de precios no son las únicas fallas del 
mercado. Durante mucho tiempo, los economistas han evaluado las di-
versas externalidades asociadas con la producción y la organización co-
lectiva. De la expansión internacional surgen grandes preocupaciones 
conforme los nuevos inversionistas —alentados por la necesidad de ge-
nerar divisas— aumentan la intensidad con que extraen los recursos 
naturales, con efectos deplorables para el ambiente. Muchos convenios 
de producción para el mercado internacional son de corto plazo, gene-
rando fuertes incentivos para elevar la intensidad de la extracción de 
valor —un problema que se está agudizando en las áreas de plantación 
forestal y de monocultivo agrícola del tercer mundo—. A menudo, la 
creciente intensidad de extracción en una región conduce al empobre-
cimiento de otras, ya que los métodos tradicionales de producción en las 
áreas forestales o costeras resultan demasiado costosos para permitir a la 
mayoría de los campesinos competir en los mercados nacionales e inter-
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nacionales. Estos sistemas de producción especializada, localizados en la 
agricultura, la minería o la silvicultura, en áreas marinas o urbanas, con 
frecuencia son considerados por muchos expertos como los peores de-
predadores del medio.

a] La separación del consumo y la producción

La opulencia, la acumulación de riqueza y la desigualdad son una grave 
amenaza para la sostenibilidad del sistema global. Los patrones de con-
sumo de los países más ricos están conformados por un aparato produc-
tivo que sólo prospera generando nuevas demandas de bienes para 
continuar creciendo. Su propia lógica le impide a las empresas o al 
mismo Estado definir un paquete socialmente deseable de productos 
para el uso individual y colectivo que satisfagan las necesidades básicas. 
Actualmente, las energías creativas se dirigen hacia el acrecentamiento 
del volumen de bienes con una elevación concomitante del uso de ener-
gía y otros recursos naturales, sacrificando frecuentemente la capacidad 
de la sociedad para enfrentar mayores metas sociales.

Con la creciente comprensión de la amenaza de la crisis ambiental, 
aumentan las presiones por tecnologías de producción y patrones de 
consumo más responsables. Aunque hay casos selectos donde los recursos 
son utilizados con mayor eficiencia y se presta mayor atención a la reduc-
ción y reciclaje de múltiples desechos, el problema fundamental es el 
imperativo hacia el crecimiento basado en el consumo de un volumen 
cada vez mayor de bienes y servicios, demandando más recursos y energía. 
Esto crea un modelo insostenible que las sociedades opulentas no están 
preparadas para contener, mucho menos para revertir.

Existe una contradicción fundamental en el interior de un sistema 
que promueve una creciente separación entre consumo y producción. 
La urbanización ciertamente contribuye a esta separación. Aun cuando 
haya una mayor conciencia de la necesidad de cuidar el ambiente, la 
creciente complejidad de los procesos productivos y las características 
del consumo urbano conducen a perder contacto con la relación intrín-
seca entre el bienestar ambiental y el humano. Se están olvidando las 
tradiciones y prácticas culturales que se perfeccionaron y transmitieron 
a través de generaciones para proteger el ambiente y las especies. Las 
presiones de la reorganización social y productiva han avanzado más 
allá de la capacidad de muchas de estas sociedades para adaptarse, con 
el resultado de que un número importante de éstas está sufriendo pro-
cesos acelerados de deterioro ambiental. Más que nunca, necesitamos 
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considerar las contribuciones que las adaptaciones de las antiguas y las 
nuevas tecnologías pueden hacer para mejorar el paisaje y los sistemas 
productivos deteriorados. Conforme avance nuestra comprensión de los 
sistemas tradicionales de conocimiento, será posible aprovechar algunos 
de los enfoques de manejo ambiental utilizados en unas sociedades para 
proteger los ecosistemas y mejorar la calidad de vida en otras áreas.

b] El análisis “económico” del “problema” ambiental

Frente a los retos de la “sostenibilidad”, los teóricos del desarrollo y sus 
colegas que formulan las políticas en las instituciones multilaterales, re-
accionan justificando sus recetas con la estructura analítica y las herra-
mientas de la economía neoliberal; es decir, se trataría de justificar el 
poder de los grupos ricos que dominan el mercado mundial. Como re-
sultado, una parte importante del esfuerzo ha sido dedicado a cuantificar 
los costos monetarios de la degradación ambiental y a formalizar la bús-
queda de soluciones en modelos económicos que ofrecen métodos para 
fijar precios a los recursos y asignar costos a los contaminantes y a los 
procesos de degradación.8 De acuerdo con estas ideas, la calidad del 
ambiente es una “mercancía” de lujo, que sólo puede ser valorada cuan-
do la gente ha resuelto sus necesidades básicas.

Siguiendo con este enfoque metodológico, construyeron una “Curva 
Ambiental de Kuznets” para justificar su enfoque teórico. “Descubrieron” 
que las naciones más ricas asignan una proporción creciente de su ingre-
so nacional al mejoramiento ambiental. Así, algunos economistas argu-
mentaron, por ejemplo, que el Tratado de Libre Comercio de Norteamé-
rica contribuiría a mejorar el ambiente en la medida en que eleve la tasa 
de crecimiento económico y estimule la demanda por un ambiente más 
limpio, sin evidencia sobre el asunto.9

De la misma manera, los economistas neoclásicos no se detienen en 
ofrecer recomendaciones fundadas en su comprensión idealizada del 
funcionamiento de los mercados. Por ejemplo, Larry Summers, econo-
mista principal del Banco Mundial en su momento, y luego encargado 

8   El Banco Mundial contribuyó a formalizar estas metodologías (e.g., Pearce y Warford, 
1993).

9   Desde un punto de vista estrictamente técnico, este análisis adolece de validez 
(Grossman y Krueger, 1993). El trabajo se basó en una descripción cuantitativa de estáti-
ca comparativa, que después usaron para derivar conclusiones respecto de un proceso 
dinámico. Esquiva otro asunto medular: quién pagaría los costos de la remediación am-
biental y quién aprovecharía los beneficios.
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de la política económica internacional de Estados Unidos entre 1995 y 
1996, ofreció un ejemplo espléndido de este razonamiento cuando se le 
preguntó si “el Banco Mundial [no] debería fomentar mayor migración 
de las industrias sucias a los países en vías de desarrollo”. Explicó que 
“una cantidad dada de contaminación perjudicial para la salud debería 
hacerse en el país con el costo más bajo, que sería el país con los salarios 
menores”. Más aún, destacó que “la demanda por un ambiente limpio 
por razones estéticas y de salud parece tener una elevada elasticidad de 
ingreso”, ya que la gente de estos países tiene tasas elevadas de mortalidad 
infantil y no necesita preocuparse por las enfermedades provocadas por 
la contaminación, que sólo se manifiestan en la gente mayor (The Econo-
mist, 8/2/1992; Foster, 1993: 10-11).

El análisis ortodoxo va más lejos, ofreciendo suposiciones heroicas 
sobre el comportamiento humano. Como los pobres tienen urgencia en 
enfrentar sus necesidades de supervivencia, no pueden reflexionar en las 
actividades que sólo darán frutos en el futuro. Por eso, deberían aceptar 
la degradación ambiental a largo plazo y rechazar la inversión que debie-
ra hacerse en actividades para la conservación del agua y reforestación; 
toman como supuesto que los pobres no estarían dispuestos a organizar-
se para el mantenimiento de ecosistemas. En consecuencia, “sólo después 
de que los productores pobres incrementen sus ingresos pueden volver 
su atención a la reducción de la erosión del suelo y a otros problemas 
ambientales de largo plazo” 10 (Leonard, 1989: 4).

El crecimiento de la población es otra de las causas de la degradación 
ambiental, de acuerdo con aquellos que utilizan modelos de comporta-
miento de elección racional, línea fundamental de los que proponen las 
políticas neoliberales. Las altas tasas históricas de fertilidad les sugieren 
una receta política: la urgencia por imponer controles más estrictos sobre 
la natalidad. Más que admitir que el crecimiento de la población frecuen-
temente es un síntoma del fracaso de sus propias políticas económicas, 
y de la creciente marginación de los pobres, los políticos califican como 
irracionales a los grupos sociales que eligen procrear más hijos; entonces, 
tienen que ser más responsables e intervenir con programas de planifica-

10   Como se muestra en varios capítulos de este libro (véase, por ejemplo, capítulo 20), 
estas afirmaciones contradicen la evidencia histórica que muestra que las sociedades cam-
pesinas e indígenas invirtieron un gran esfuerzo y habilidades de organización social en 
el desarrollo de los sistemas principales para terrazas, riego y otros métodos que garanti-
zaron la productividad de la tierra sin comprometer su fertilidad a largo plazo. Estos sis-
temas han sido comprometidos o desmembrados conforme las exigencias de la economía 
de mercado que han forzado a la gente a abandonar los métodos tradicionales de movi-
lizar el trabajo para ejecutar tareas colectivas.
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ción familiar, alfabetización femenina, estrategias de control social o me-
didas más autoritarias, si el primer enfoque falla (Ehrlich y Ehrlich, 1991).

En general, los economistas insisten en que el mercado es el mejor 
mecanismo que la sociedad tiene para la asignación de recursos. Incluso 
Herman Daly, un crítico muy conocido del pensamiento convencional 
sobre sostenibilidad, quien ha introducido consideraciones instituciona-
les y biológicas en su análisis, comenzó uno de sus libros con la defensa 
de los mercados:

Estamos convencidos de la capacidad de los mercados y de su excelencia para 
ciertos propósitos que están en el corazón de las teorías clásica y neoclásica. 
Creemos que muchos propósitos públicos podrían ser mejor servidos por la 
aplicación de los principios del mercado que por el remiendo de los gobiernos 
ahora prevalecientes. […] El análisis del mercado puede continuar jugando un 
papel extremadamente importante dentro de un contexto que ve el propósito 
de la economía al servicio de la comunidad (Daly y Cobb Jr., 1993: 19).

Ahora, la prioridad para los economistas es determinar el costo social 
de los recursos y flujos de desperdicios. De asignar precios correctos, 
argumentan, promoverían un uso más cuidadoso de los escasos recursos 
y una actitud más responsable hacia la generación y dispersión de des-
perdicios. Sin embargo, las decisiones acerca de cómo expresar estos 
asuntos en términos financieros no son simples cuestiones técnicas. Más 
bien implican cuestiones complejas sobre la distribución de los recursos 
y beneficios entre diferentes clases sociales y entre generaciones, sobre 
el control actual y futuro de los recursos y el papel de la tecnología en 
la sociedad. En pocas palabras, los debates técnicos entre los economistas 
enmascaran asuntos fundamentales sobre el funcionamiento presente y 
la evolución futura de la sociedad.

Las discusiones técnicas de los economistas neoliberales soslayan cues-
tiones importantes respecto del funcionamiento del mercado. Una vez 
que se decide cómo cobrar a la gente por usar recursos y por los daños 
al ambiente, habría que decidir cómo usar estos recursos para mejorar 
la calidad de la vida. La captación de parte de este valor puede ser una 
fuente de ingresos para ayudar al financiamiento de los enormes gastos 
necesarios para corregir el daño debido a una larga historia de maltrato 
a la naturaleza. El dinero puede ser utilizado también para compensar a 
las comunidades por la explotación de sus recursos, un mecanismo para 
pagar las inversiones requeridas para sustituir esos recursos con nuevas 
actividades productivas que garantizarán un empleo lucrativo en el futu-
ro. Las reformas institucionales requeridas por este enfoque implican un 
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reordenamiento importante de las prioridades sociales y políticas, tema 
al que debemos retornar con frecuencia, pero que los teóricos y los po-
líticos insisten en evitar.

c] Una respuesta popular

Frente a la tesis oficial de la necesidad de acelerar la internacionalización 
del capital con su correspondiente penetración del mercado global con-
trolado por el capital internacional, las organizaciones no gubernamen-
tales, en representación de los diversos intereses de la “sociedad civil” en 
el mundo, han comenzado a ofrecer modelos alternativos de desarrollo 
sostenible. Las ong internacionales han librado una lucha contra los 
programas de ajuste estructural, movilizando a los grupos nacionales y 
locales en su contra por la carga desproporcionada que imponen a los 
grupos más vulnerables en el tercer mundo. Estos esfuerzos de organiza-
ción continúan siendo especialmente efectivos debido a que no se limitan 
a los intereses sectoriales de grupos ambientalistas u otros interesados en 
los derechos humanos, los problemas de las mujeres, el trabajo o los 
campesinos. Comparten un análisis común que identifica a la desigualdad 
como uno de los problemas principales y, en consecuencia, a la partici-
pación democrática de base como la estrategia fundamental y el principio 
de acción política (Barkin, 1994; Gregory, 1992; Johnson y Cooperrider, 
1991; Livernash, 1992; Cruz y Repetto, 1992; Mumme, 1993).

Aunque el Banco Mundial reconocía la existencia de estos grupos socia-
les desde 1975, la participación sustantiva de las ong en la elaboración de 
sus análisis sólo comenzó después de un acuerdo suscrito en 1987, respec-
to a la necesidad de aprovechar la experiencia de las ong sureñas y las 
organizaciones de base. A partir de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Ambiente y el Desarrollo realizada en Río en 1992, ha aumentado 
la colaboración oficial con las ong preocupadas por el desarrollo y el am-
biente. La organización de los grupos de base de todo el mundo, junto 
con el reconocimiento creciente del fracaso de las soluciones mercantiles 
para proporcionar respuestas a las necesidades de los marginados, están 
creando una nueva estructura en la que los defensores de la participación 
popular no sólo ocupan un lugar importante en los debates sobre la pro-
moción del desarrollo sostenible, sino que también pueden participar en 
el diseño e instrumentación de programas de desarrollo nacional. Por 
supuesto, esto no resuelve los problemas más difíciles del conflicto de in-
tereses entre los grupos sociales en cada país y región, el cual constituye 
la barrera más importante para el desarrollo sostenible.
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17.4. una estrategia de participación democrática  
para la diversificación rural y el mejoramiento productivo

El desarrollo sostenible podría ser un enfoque de reorganización produc-
tiva que aprovecha las experiencias combinadas de los grupos locales de 
todo el mundo. Las técnicas de instrumentación varían enormemente 
entre regiones y ecosistemas. Un común denominador permea este tra-
bajo: la necesidad de una participación democrática efectiva en el diseño 
e instrumentación de los proyectos. Su importancia es evidente en los 
títulos de algunos de los excelentes escritos sobre el tema (Chiriboga et 
al., 1991; Machado et al., 1993; Núñez, 1993).

Otra lección proveniente de la experiencia con la base es la eficacia 
de las redes para mantener y defender este trabajo. Sin el mutuo refor-
zamiento que la agrupación internacional de ong proporciona, las uni-
dades individuales y las redes regionales no serían tan efectivas en la 
obtención de fondos para sus proyectos, en la obtención de asistencia 
técnica para su instrumentación y en el soporte político contra los polí-
ticos e instituciones intransigentes o incrédulas, tanto locales como na-
cionales (Friedmann y Rangan, 1993). Sin embargo, los éxitos se deben 
no sólo a la tenacidad y al sacrificio de los individuos comprometidos y 
a los participantes locales: también al surgimiento de una estructura 
nacional e internacional de soporte de trabajadores, campesinos, eruditos 
y activistas, deseosos de movilizarse para mantener los esfuerzos espontá-
neos; o bien grupos organizados de todo el mundo, que promueven 
proyectos de participación democrática para el desarrollo sostenible. Las 
organizaciones están formándose, las alianzas rehaciéndose, las experien-
cias reevaluándose.11 En Latinoamérica, algunas se enfocan en la comer-
cialización y su certificación, como los relacionados con el café orgánico 
(por ejemplo la Confederación Nacional de Organizaciones Cafetaleras 
en México) y la explotación sustentable de los bosques (por ejemplo, 
Forest Stewardship Council).

Pero el desarrollo sustentable no es un enfoque que será aceptado 
simplemente porque “su momento ha llegado”. La apertura de la comu-
nidad multilateral a los grupos de base —incluyendo el compromiso a 
largo plazo de la Fundación Interamericana en Estados Unidos, el iica 
en Costa Rica, y numerosas fundaciones de Europa— no es un gesto de 

11   Mientras se ha hecho muy poco sobre estrategias específicas de sostenibilidad en las 
comunidades rurales pobres, es claro que mucha de la experiencia referida por quienes 
la practican con los grupos de base (e.g. Glade y Reilly, 1993) es consistente con los prin-
cipios enunciados por los teóricos y analistas como Altieri (1999).
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buena voluntad de los más poderosos hacia los más pobres: más bien, 
refleja el reconocimiento de que estos grupos han movilizado a la pobla-
ción y recursos para lograr mejoras palpables en los niveles de vida, 
mientras contribuyen notablemente a proteger el ambiente. Tales victo-
rias señalan el principio, no el fin del proceso. Como tales, tampoco 
implican la aceptación de los objetivos de estos grupos por parte de las 
agencias oficiales, que claramente muestran mayor simpatía por los inte-
reses del modelo de globalización con el patrón de especialización pro-
ductiva y polarización social.

El desarrollo sostenible implica una lucha política por el control 
del aparato productivo. Requiere de una redefinición no sólo de qué y 
cómo producimos, sino también de a quién le será permitido producir 
y para qué fines. Para las organizaciones involucradas en proyectos de 
desarrollo sostenible en áreas rurales, el conflicto se centra alrededor del 
control de los mecanismos del poder político y económico local y sobre 
el uso de los recursos. La lucha por lograr una voz más efectiva para 
los campesinos, las poblaciones indígenas, las mujeres y otras minorías 
menos privilegiadas, no asegurará que sus decisiones conduzcan al desa-
rrollo sostenible. Sin embargo, esa participación democrática creará los 
cimientos para una distribución más equitativa de la riqueza, uno de los 
principales prerrequisitos para el surgimiento de una estrategia efectiva 
de desarrollo sostenible.

17.5. desarrollo autónomo: una estrategia para la sostenibilidad

La integración global está creando oportunidades para algunos, y pesadi-
llas para muchos. En la yuxtaposición de ganadores y perdedores, deben 
considerarse nuevas estrategias para el desarrollo rural que revaloricen 
la producción tradicional. Las nuevas estrategias tendrán que aislar, de 
alguna manera, a estas comunidades de la economía global, produciendo 
productos con cualidades especiales (orgánicas, genéricas, campesinas...) 
u ofreciendo servicios que puedan compensar, alentar e impulsar el forta-
lecimiento de sus actividades dentro de un manejo ambiental sustentable. 
El enfoque sugerido por la búsqueda de la sustentabilidad y participación 
popular, tiene el fin de crear mecanismos dondequiera que las comunida-
des campesinas e indígenas encuentren apoyo para continuar cultivando 
en sus propias regiones. Aun bajo el criterio estricto de la economía 
neoclásica, este enfoque no debe ser descartado como un proteccionismo 
ineficiente, ya que la mayoría de los recursos implicados en este proceso 
tendrían poco o ningún costo de oportunidad para toda la sociedad.
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Las regiones que tienen muchas y mayores oportunidades de explorar 
usos creativos para su patrimonio natural son las que se están quedando 
atrás. Algunos de los más importantes proyectos de este tipo son admi-
nistrados por los grupos comunitarios locales para diversificar su base 
productiva, usando fuentes de energía renovable y recursos locales para 
agregar valor con tecnología y prácticas tradicionales. Las posibilidades 
de encontrar nuevas formas de aprovechar este patrimonio natural son 
enormes, y las iniciativas para implementar estos proyectos como alter-
nativas para estos grupos son cada vez mayores (Barkin, 1998).

Volver a desarrollar la “economía campesina” en estas regiones es 
tanto deseable como urgente. No es simplemente un asunto de rescate 
de culturas antiguas, sino de tomar ventaja de una importante herencia 
cultural y productiva que pueda proporcionar soluciones a los problemas 
de hoy y de mañana. No es cuestión de “reinventar” la economía campe-
sina, sino de reunirla con sus propias organizaciones para esculpir espa-
cios políticos que les permitan ejercer su autonomía, definiendo las 
formas en las que sus organizaciones guiarán la producción para ellos 
mismos y para comerciar con el resto de la sociedad. Una vez más, la 
identificación tecnocrática de los mecanismos productivos y la cataloga-
ción de los sistemas de conocimiento indígenas (que, por ejemplo, están 
ahora a la orden del día entre las corporaciones transnacionales que 
buscan nuevas fuentes de germoplasma para sus avances biotecnológicos) 
no van a revertir la estructura de la discriminación, a menos que se 
acompañen de una participación política efectiva (Toledo, 2000).

Proponemos la formalización de una economía autónoma. Recono-
ciendo la permanencia de una sociedad drásticamente estratificada, el 
país estará en mejor posición para diseñar políticas que reconozcan y 
tomen ventaja de estas diferencias a fin de mejorar el bienestar de los 
grupos de ambos sectores. Una estrategia que refuerce a las comunidades 
rurales, promoviendo la diversificación, hará que el manejo del creci-
miento sea fácil en aquellas áreas que establecen y desarrollan vínculos 
con la economía internacional. Pero más importante es que tal estrategia 
ofrezca una oportunidad para que la sociedad confronte activamente los 
cambios en el manejo del ambiente y la conservación de una manera 
significativa, con un grupo de gente calificado de manera única para 
tales actividades.

La economía política de la autonomía económica no es nueva. A 
diferencia del modelo actual que permea todas nuestras sociedades, 
confrontando a ricos y pobres, la propuesta pide la creación de estruc-
turas de modo que un segmento de la sociedad que elige vivir en áreas 
rurales encuentre apoyo en el resto de la nación para instrumentar un 
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programa alternativo de desarrollo regional. Este modelo de autonomía 
comienza con la base heredada de la producción rural, mejorando la 
productividad mediante el uso de la agroecología. También implica la 
incorporación de nuevas actividades que se construyan sobre la base 
cultural y de recursos de la comunidad y de la región para su desarrollo 
posterior. Requiere respuestas muy específicas al problema general y, en 
consecuencia, depende fuertemente de la participación local para su di-
seño e instrumentación. Mientras los planes generales son ampliamente 
discutidos, los detalles requieren programas bien definidos de inversión 
de los productores directos y de sus socios.12

Lo novedoso de este modelo es la introducción de una estrategia explí-
cita de fortalecimiento de la base social y económica para una estructura 
que permita a estos grupos mayor autonomía. Mediante el reconoci-
miento y fomento para la creación de una alternativa, proveniente de los 
grupos marginales, que les ofrezca mejores perspectivas para su propio 
desarrollo, la propuesta de la economía autónoma podría malinterpretar-
se como una nueva encarnación de la “guerra (norteamericana) contra la 
pobreza”, o como el enfoque mexicano de “solidaridad” para aliviar los 
efectos más nocivos de la marginalidad. Esto sería un gran error: no se 
trata de una simple transferencia de recursos para compensar a los grupos 
atrasados por su pobreza, sino de un conjunto integrado de proyectos 
productivos que ofrezca a las comunidades rurales la oportunidad de ge-
nerar bienes y servicios que contribuyan a elevar sus estándares de vida y 
los de sus conciudadanos, mientras mejoran el ambiente en el que viven.

17.6. nuestras tareas actuales

En esta época de globalización, muchas comunidades rurales están cons-
truyendo conscientemente sus propias estrategias alternativas, una “nue-
va ruralidad”. La labor fundamental de los participantes académicos e 
institucionales comprometidos con fomentar estas nuevas ruralidades es 
abrir espacios institucionales y de mercado para que los campesinos e 

12   Boyce (1999) ofreció un programa específico para la reconversión de El Salvador, 
basado en los principios discutidos en este artículo. Las propuestas de los grupos como 
la iaf y la riad ofrecen ejemplos específicos de los esfuerzos que las bases están llevando 
a cabo para instrumentar alternativas como aquéllas discutidas en el texto. El Centro de 
Ecología y Desarrollo en México (antes, Centro de Ecodesarrollo) propuso un programa 
de desarrollo regional coherente con la estrategia propuesta en el área de invernada de 
la mariposa monarca; véase el capítulo 9 de este libro.
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indígenas puedan seguir elaborando sus estrategias. Apoyar los proyectos 
de construcción de una nueva ruralidad, abarcando pueblos campesinos, 
indígenas y periurbanos, implica fortalecer la capacidad productiva en la 
agricultura, la ganadería y la silvicultura, por no mencionar otras activi-
dades como la pesca, la caza y la cosecha. Pero para que sean sistemas 
productivos tienen que ser complementados con otras actividades que 
agreguen valor mediante su procesamiento y la conservación y protección 
de los recursos, a fin de evitar que la explotación no se vuelva otro me-
canismo de destrucción de la naturaleza, de las fuentes de la riqueza y 
de la calidad ambiental y de la vida. Son éstos los valores en los que 
descansa nuestro esfuerzo para promover la nueva ruralidad.

Las comunidades no sólo demandan apoyos materiales y tecnológicos 
para asegurar una adecuada productividad y un uso apropiado de los 
recursos naturales. Requieren, además, de mecanismos para asegurar una 
remuneración justa para los nuevos productos que podrían ofrecerse en 
los mercados locales e internacionales y de un reconocimiento de los 
servicios ambientales que tanto hacen falta a los que estamos encerrados 
en ambientes globalizados.

Estas comunidades constituyen parte sustancial de la población que 
nos ofrece mecanismos para construir una nueva sociedad que contem-
ple la coexistencia de redes sociales viviendo al margen de la sociedad 
globalizada. Los predicadores de los procesos integradores ofrecen un 
discurso de falta de alternativas; insisten en la bondad de la homoge-
neización de las sociedades y de sus procesos productivos. Junto con la 
especialización productiva que imprime el libre comercio, arrasan con 
la riqueza cultural y étnica, que es tan necesaria para la protección de 
la biodiversidad que tanto requerimos para la supervivencia del planeta 
y de la humanidad.

Las comunidades han superado con mucho los mezquinos programas 
oficiales para confrontar la pobreza. Si bien cuentan con limitados recur-
sos, en muchos casos sus propias estrategias para enviar migrantes a otras 
partes y para atraer dinero y productos que aseguren su permanencia en 
las zonas rurales, exceden con creces el flujo de recursos canalizados 
hacia las zonas rurales desde los organismos gubernamentales e interna-
cionales encargados del “desarrollo” o del “bienestar” rural.

Nuestra labor no es suplir estos recursos externos, ni enseñar a las 
comunidades cómo producir mejor. Poco favor les estaríamos haciendo 
al presumir que el superar la pobreza que padecen es sólo un problema 
técnico. Más bien, podemos participar, ayudando a vencer algunos de los 
numerosos obstáculos institucionales erigidos por grupos caciquiles, por 
el capital financiero, por burocracias fosilizadas, por sistemas de poder 
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tradicional, que temen el ejercicio autónomo de la gestión de los recur-
sos naturales y la separación de estas comunidades de mecanismos 
clientelares de control político. En este contexto, al entender este poten-
cial y las promesas que nos ofrece una renovada sociedad rural, sus par-
tidarios tenemos la responsabilidad de limitar la actuación de estos me-
canismos que coartan a las comunidades y a sus instituciones.13

Para terminar, recordaremos tres ejemplos de proyectos abordados en 
otros capítulos de este libro, que ofrecen una ventana a la labor del in-
vestigador en el campo de la sostenibilidad aplicada a la realidad mexi-
cana. El primero, un análisis de la problemática del ecoturismo en la 
región de hibernación de la mariposa Monarca en el oriente de Michoa-
cán. Segundo, el engorde de cerdos con aguacates para producir carne 
de alta calidad en condiciones campesinas. Y tercero, un proyecto para 
promover la producción de agua en zonas donde la presencia campesina 
es importante, que promete ofrecer un mecanismo para fortalecer estruc-
turas sociales tradicionales y liberar a la mujer rural de labores pesadas 
mientras se mejora el ambiente y aumenta la productividad rural.

1] La Reserva Especial de la Mariposa Monarca fue creada en 1986 para 
proteger a esta preciosa especie. La mariposa llega a Michoacán para al-
bergarse durante cuatro meses como parte de una migración espectacular 
que contempla un viaje anual desde México a Canadá desde hace miles 
de años. Desgraciadamente, por no considerar que los campesinos son 
parte integral de la región, la acción oficial ha acelerado un proceso de 
degradación ambiental en la región, ya que no ofreció a las comunidades 
participación alguna en un proceso para crear nuevas oportunidades de 
empleo y para manejar los servicios ambientales que atraen a casi 200 000 
visitantes cada invierno. Nuestro trabajo fue encaminado a apoyar a las 
comunidades para elaborar una serie de actividades productivas que 
aprovechen los recursos de la región para generar empleo mientras se 
enriquece su sistema natural. Desgraciadamente, la avaricia política ce-
rró las posibilidades para que las comunidades pudiesen concretar este 
potencial.

2] Como en el ser humano, al comer el aguacate el cerdo reduce el 
colesterol en su sangre y acumula menos grasa en sus arterias y su carne. 

13   Son numerosos los proyectos que se están esforzando por apoyar a las iniciativas 
rurales. No se garantiza su éxito simplemente con respaldar a las comunidades, como lo 
ha demostrado vívidamente el caso de la Reserva de la Biosfera para proteger a la mari-
posa Monarca (Chapela y Barkin, 1995). Los múltiples elementos de coordinación, de 
concertación y de capacidad financiera que se requieren para hacer efectivo el potencial 
de una colaboración multidimensional, son evidentes en la constancia de los compromisos 
personales e institucionales de los casos exitosos (Barkin, 1998; Barkin y Paillés, 2000).



el desarrollo autónomo� 357

Este hallazgo nos sugirió la posibilidad de proponer una investigación 
para determinar la viabilidad de realizar una producción a escala comer-
cial en condiciones campesinas. Después de identificar un empacador 
dispuesto a participar en el proyecto y comercializar el producto con un 
premio económico importante para los productores, emprendimos la 
organización de un equipo para determinar las normas para su puesta 
en marcha. Como las condiciones naturales limitan el número de cerdos 
por hectárea de huerta de aguacate, es un sistema idóneo para la sociedad 
campesina; más aún, como son la mujer y sus niños quienes se dedican 
al cuidado de los animales de traspatio, este proyecto ofrece una manera 
de fortalecer su papel económico y social en la comunidad. En 2001 se 
empezó a “liberar” la tecnología en un proyecto de producción comercial 
(capítulo 19).

3] La disponibilidad de agua en muchas regiones del país ha ido en 
descenso a raíz de la sobreexplotación de los mantos freáticos y de la 
creciente degradación de las partes superiores de las cuencas. Esto ha 
acarreado crecientes costos para el mantenimiento de los distritos de 
riego, incluyendo mayores costos de bombeo y de limpieza de los canales 
y de los cauces de los ríos. Como son los campesinos quienes han sido 
relegados a las partes superiores de las cuencas y han sufrido más las 
políticas de apertura del comercio agropecuario y de contención de los 
precios de básicos, tienen menos posibilidades de seguir con sus tradicio-
nales labores de manejo del agua y del suelo. De revertir esta dinámica, 
remunerando a los campesinos con parte de los ahorros en las partes 
bajas de las cuencas derivados de un mejor manejo de la parte superior, 
es posible mejorar las prácticas de cultivo y de extracción de árboles, 
elevando la capacidad de captación y almacenamiento de agua en las 
cuencas. Combinando este programa con otro para garantizar agua po-
table de calidad a las comunidades participantes, a través de técnicas de 
recolección de agua de lluvia, sería factible mejorar las condiciones am-
bientales y económicas en grandes secciones del México rural. Como en 
el caso anterior, ello sería de especial beneficio para la parte más pobre 
de las comunidades, ya que son las mujeres las responsables de todos los 
aspectos del acopio, manejo y disposición del agua. De liberarlas de esta 
tarea, se estima que tendrían casi la tercera parte de su día laboral dis-
ponible para otros quehaceres (capítulo 23 de este libro y Barkin 2001).
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18.  RECONSIDERANDO LAS ALTERNATIVAS SOCIALES 
EN EL MÉXICO RURAL: ESTRATEGIAS CAMPESINAS  
E INDÍGENAS1

¿Tienen el México y la América Latina rurales un futuro? Frente a la 
caída en ingresos personales y el aparente empobrecimiento, ¿pueden 
los millones de personas que viven en el campo tener esperanza de esca-
par del fango de la pobreza y la marginación social? ¿Por qué siguen vi-
viendo así? En este texto enfrento estas visiones estereotípicas de la ru-
ralidad, para reexaminar algunas de las suposiciones más preciadas sobre 
la sociedad rural, y sugerir que hay numerosos grupos sociales trabajando 
activamente para fortalecer sus comunidades, para rehabilitar y proteger 
sus ecosistemas y para forjar un nuevo pacto social en el cual disfrutar 
de mayores niveles de vida a la vez que contribuir a mejorar en la calidad 
de vida de la sociedad entera. Esta visión alternativa de las comunidades 
rurales está basada en una revisión de la información disponible sobre 
estas sociedades, así como una reconsideración de las formas en que las 
comunidades se gobiernan a sí mismas y toman decisiones frente a pre-
siones externas.

Durante la década del levantamiento zapatista, en 1994, el carácter 
cultural y demográfico del México rural parece haber cambiado. No 
tanto por las transformaciones que amenazan al país: la entrada de Mé-
xico al Tratado de Libre Comercio de América del Norte, el fin del do-
minio político durante setenta años por un solo partido, como resultado 
de la apertura del proceso electoral, y la reestructuración de la produc-
ción y el consumo como parte de la globalización. Más bien, el país está 
volviendo a encontrarse con sus minorías étnicas —ahora representando 
más del diez por ciento de la población y quizá hasta un 15 por ciento, 
en vez de las estimaciones que señalaban la mitad de esta magnitud en 
años recientes—,2 y con el significado cuantitativo y cualitativo de las 

1   Publicado en Polis, vol. 5:15, 2006, <http://www.revistapolis.cl/15/bark.htm>.
2   Este cambio cuantitativo no es resultado de alguna transición demográfica dramáti-

ca; más bien refleja una nueva realidad en la cual ser indígena es ahora objeto de orgullo 
a consecuencia del surgimiento del Movimiento Zapatista y la consolidación del Congre-
so Nacional Indígena (cni) que ofrece una oportunidad para las docenas de grupos étni-
cos todavía existentes de discutir sus metas comunes y formular estrategias para la acción 
colectiva. En contraste con los 15 millones de miembros del cni hoy [2006], la estimación 

http://www.revistapolis.cl/15/bark.htm
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remesas que crecieron de menos de cinco mil millones de dólares a más 
de veinte mil millones.3

También nos preguntamos sobre la división entre lo rural y lo urbano, 
que tendrá que ser reconsiderada. Rechazamos la clasificación simplista 
de las autoridades estadísticas mexicanas quienes celebraron la moderni-
zación acelerada del país, proclamando que las tres cuartas partes de la 
población vivían en zonas urbanas, basados en su determinación de lo 
urbano como asentamientos mayores de 2 500 habitantes. Un criterio más 
razonable, y más de acuerdo con los internacionales, sería de 15 000 
habitantes, generando el resultado inesperado de que la población urba-
na no aumentó en el decenio de 1990-2000 respecto del 61% del total.4 

Finalmente, y de modo contrario a las predicciones de muchos análisis 
estándar del sector agrícola, la producción de maíz en México ha crecido 
desde 10 a 12 millones de toneladas por año, a más de 20 millones de 
maíz blanco producido en condiciones de temporal, a pesar de la impor-
tación masiva del “maíz amarillo núm. 2” para usos industriales y pecua-
rios (Barkin, 2003).5

Nuestra tesis en este artículo es que el campesinado y la economía 
rural (incluyendo los grupos indígenas) están reposicionándose en res-
puesta a la contracción de oportunidades en la sociedad urbano-indus-
trial. Más aún, esta transformación es de importancia medular para la 
nación en su conjunto, ya que la consolidación de las comunidades ru-
rales, el aumento en la producción de maíz, la diversificación de fuentes 
de ingresos y actividades productivas no agrícolas, y la inyección masiva 

más autorizada del número de indígenas antes del levantamiento fue de 8 millones (Bon-
fil Batalla, 1987).

3   Este aumento cuantitativo en las estimaciones de los flujos monetarios en parte es 
resultado de cambios en los sistemas para la recolección de la información que ahora 
incluye no sólo a las instituciones bancarias, sino también transacciones por empresas que 
se dedican a la compra-venta de divisas e instituciones cuasibancarias como las uniones 
de crédito, empresas que se dedican a las remesas y otros que no fueron incluidos antes 
de 2002.

4   Aún más revelador es el tamaño y composición del campesinado. Aunque los datos 
de la fuerza laboral son especialmente difíciles de interpretar, indican que numerosas 
personas empleadas en la economía urbana tiene proporciones sustanciales de sus ingre-
sos familiares de actividades secundarias en el sector agropecuario.

5   Maíz Amarillo núm. 2 es la variedad dominante manejada en la Bolsa Mercantil de 
Chicago. Es producido en Estados Unidos de América para usos industriales y pecuarios; 
casi todo es producido con semillas genéticamente modificadas. En años recientes la 
producción de maíz blanco ha aumentado en dicho país como respuesta a la demanda 
para el consumo humano, mucho del cual se utiliza en la producción de tortillas, o se 
vende a los mexicanos en Estados Unidos y para surtir una creciente demanda para ali-
mentos “étnicos”, así como para la exportación a México.
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de recursos financieros a las áreas rurales, están generando nuevas posi-
bilidades para el desarrollo social autogestionado y procesos constructivos 
de gestión ambiental, llevando a nuevas prácticas de conservación del 
suelo y agua y de restauración de ecosistemas. Esta transformación estra-
tégica debe considerarse como parte de un salto de paradigmas, hacia la 
construcción de una vía alternativa para el desarrollo social y económico 
que rechaza su incorporación al por mayor como sociedades marginales 
en un proceso globalizado de subdesarrollo, a favor de una sociedad en 
consolidación, forjando sus propias estructuras de autodeterminación 
(autonomía).

18.1. la economía maicera

La producción de maíz en México sufrió una prolongada crisis como 
resultado de los altibajos de la política pública. Comenzando en los años 
treinta del siglo pasado con la reforma agraria, la producción creció rá-
pidamente: se abrieron áreas nuevas al cultivo con la creación de los 
ejidos y la amplia disposición de los nuevos usufructuarios para sembrar-
las, aun con la parquedad de herramientas, semillas apropiadas y cono-
cimientos que caracterizaban a una clase social a la que se le había ne-
gado el derecho de satisfacer sus propias necesidades durante siglos. Con 
el pasar del tiempo, y un programa sistemático de asistencia técnica que 
fue abortado abruptamente a finales de los años cuarenta,6 los agriculto-
res aprendieron gradualmente cómo aprovechar mejor sus tierras, obte-
ner y seleccionar mejores semillas, y fertilizar sus cultivos de formas 
adecuadas, aumentando la productividad de sus siembras de granos bá-
sicos, así como los cultivos asociados, sembrados en los complejos sistemas 
tradicionales conocidos como milpa.

6   El equipo norteamericano que implementó el programa para mejoramiento de 
cultivos en México con base en la producción de semillas híbridas y mejoradas, con un 
énfasis inicial en la producción de trigo en condiciones de riego, fue tajante en su insis-
tencia de que el gobierno desarticulara el Instituto Nacional de Investigación Agrícola 
que se dedicaba a mejorar las prácticas agrícolas y la selección de semillas para la produc-
ción maicera en condiciones de temporal. El líder de este equipo, Norman Borlaug, re-
cibió el Premio Nobel para la Paz por su trabajo en elaborar esta tecnología que ahora se 
conoce como la Revolución Verde, e impuso un modelo de producción deliberadamente 
inaccesible a los campesinos pobres y los de temporal. Para mayores detalles de este inci-
dente trágico en la historia de la comunidad internacional de investigación agrícola, 
véanse Barkin y Suárez (1982) y Jennings (1988).
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Tan exitosa fue la estrategia que el presidente podía celebrar en 1962 
que “México jamás tendría que sufrir la ignominia de producir tortillas 
con maíz importado” (Barkin, 1991). Desgraciadamente, como es el 
caso con declaraciones tan pomposas, es precisamente en el momento 
en que los políticos se congratulan, cuando la población debería preocu-
parse; ya que hacia finales del mismo decenio el país estaba importando 
40% de sus necesidades de granos básicos.

Aumentó la producción una vez más en los años setenta, como res-
puesta de la política pública a la crisis rural, y otra vez unos años después 
con los estímulos artificiales para lograr la autosuficiencia alimentaria 
con el Sistema Alimentario Mexicano (sam) que fue inaugurado con gran 
ceremonia en 1978 (Barkin y Suárez, 1985; Austin y Esteva, 1987; Fox, 
1993). Sin embargo, estas iniciativas sucumbieron a la crisis macroeconó-
mica de principios de los ochenta, y la política neoliberal que terminó 
con el compromiso público de estimular y sostener la producción cam-
pesina de alimentos básicos. A la mayoría de los observadores del esce-
nario mexicano rural, la secuela de estas iniciativas —la desorganización 
del aparato del sam y el deterioro sistemático de los términos de inter-
cambio de la producción rural como consecuencia de la accesión del país 
al gatt y su adhesión subsiguiente al Tratado de Libre Comercio (tl-
can)— marcó la muerte anunciada de los campesinos temporaleros en 
México. Los estudiantes de los asuntos rurales reorientaron sus investiga-
ciones para documentar la caída de la producción maicera, el creciente 
éxodo rural y el surgimiento de una nueva tendencia hacia la pluriacti-
vidad, un fenómeno que ya se estaba analizando en otras partes.

18.2. la construcción de estrategias alternativas

Aparentemente, sin percibirse por los observadores locales y los polí-
ticos, el campesinado mexicano estaba formulando sus propios planes 
para enfrentar la profundización de la crisis agrícola y la reducción de 
las oportunidades en otras partes de la economía nacional. En todas 
partes del México rural se estaban reconociendo y fortaleciendo grupos 
locales de productores —cooperativas para comprar insumos y vender 
productos, organizaciones políticas y aun asociaciones de crédito—, a 
pesar de los esfuerzos explícitos de la burocracia por cohibirlos. En el 
vecino Estados Unidos, los emigrantes también estaban organizando clu-
bes regionales y vecinales y grupos solidarios para defender sus intereses 
como trabajadores indocumentados, para facilitar la tarea de avanzar 
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en la lucha de conseguir un estatus legal (con la promulgación de la 
legislación de 1986), y para fortalecer sus lazos con las comunidades de 
origen de los participantes. Resulta claro que las decisiones de muchos 
de los emigrantes y sus familias siguen sin ser comprendidas por gran 
parte de los analistas, cuyos modelos académicos neoclásicos supusieron 
que los individuos actúan de manera aislada: en contraste, los minuciosos 
estudios de campo y el análisis político de las organizaciones campesinas 
confirmaron los fuertes lazos colectivos que respaldaron muchas de las 
decisiones de migración y los compromisos sociopolíticos de los indivi-
duos (Barkin y López Castro, 1992).

Llegando a finales del siglo, un fenómeno no anticipado y poco apre-
ciado surgió, a pesar de la tendencia adversa en los precios de los granos: 
la producción temporalera de maíz blanco estaba aumentando de mane-
ra notable. Pasó casi desaparecido porque casi todos los comentaristas 
siguieron por sus caminos bien trazados, suponiendo que el campesinado 
no continuaría (y no podría continuar) produciendo el grano en las 
condiciones desfavorables políticas y económicas que prevalecieron en 
los mercados domésticos y que fueron exacerbados por las reducciones 
radicales en las barreras de importaciones permitidas por los políticos de 
corte mercantilista, empecinados en reducir las presiones inflacionarias 
y en complacer las recomendaciones de los gigantescos cárteles comer-
ciales que controlan el intercambio mundial de granos, y de las institu-
ciones financieras internacionales. Se volvió práctica normal invocar el 
supuesto axiomático de que la agricultura de temporal era incosteable y 
que los campesinos siguen produciendo solamente para uso propio y para 
los mercados locales, obligados a subsidiar su producción con remesas e 
ingresos fuera de la granja. Aunque la estadística oficial registra volúme-
nes récord de la producción maicera (grano blanco), los analistas de la 
sociedad rural siguen lamentando la profundización de la crisis.

En este contexto, ni los académicos ni los políticos consideraron ne-
cesarias mayores explicaciones de la dinámica de la sociedad rural, por-
que la mayor parte de la sociedad mexicana estaba convencida de la 
amplitud de la crisis que estaba englobando a las sociedades rurales al-
rededor del mundo capitalista, extendiéndose desde las economías de 
los países ricos del norte hacia las del sur empobrecido.

Con los datos disponibles sobre la producción maicera y nuestras 
experiencias de trabajo de campo en México, resulta claro que las co-
munidades están involucradas en un complejo proceso de construcción 
de sus propias alternativas sociales y productivas, respondiendo al reto de 
la globalización. Aunque estos procesos son, en gran medida, parte de los 
esfuerzos locales para fortalecer “la cultura del maíz” frente al ataque 
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explícito contra el campesinado por parte del Estado, la fortaleza de 
estos movimientos de resistencia se extiende mucho más allá de la crisis 
inmediata. Como resultado de los nuevos patrones de intercambio, el 
sector rural en México está recibiendo transferencias privadas que exce-
den en cuarenta por ciento el valor total de la producción rural. Estas 
transferencias toman la forma de remesas de otras partes de México y del 
extranjero, así como de productos traídos por parientes, contribuyendo 
con las comunidades y asegurando la continuidad de estas comunidades 
rurales (Hamilton et al., 2003). Grandes contingentes de personas de las 
áreas rurales están saliendo en busca de empleo en la construcción, los 
servicios, la agricultura comercial y otros sectores; muchos están traba-
jando fuera de sus comunidades para mantener sus sistemas productivos, 
aun cuando son conscientes de la “irracionalidad” financiera de esta 
estrategia: están subsidiando su producción de maíz con parte de estos 
ingresos.

Sin embargo, resulta que su producción no es tan irracional —ya que 
crecientes grupos de consumidores urbanos ahora están buscando torti-
llas de maíz blanco hechas a mano y vendidas por docena, o aun meno-
res cantidades, y dispuestos a pagar hasta tres veces más el precio preva-
leciente en los expendios mecanizados. Asimismo, las tortillas “de color”, 
los tamales cocidos con maíces criollos, el mole, el pozole y docenas de 
otras comidas tradicionales de las culturas indígenas y campesinas, se 
venden a precios elevados por vendedores campesinos (mayormente 
mujeres) en muchas partes del país. Estos mercados se han vuelto más y 
más complejos y competitivos a medida que la marginación social ha 
orillado a los vendedores comerciales a invadir los espacios conseguidos 
por los indígenas y campesinos en las áreas metropolitanas; sin embargo, 
éstos continúan defendiendo y expandiendo sus mercados con éxito. La 
venta directa de productos campesinos sigue ofreciendo un complemen-
to significativo para las comunidades que luchan por defender “la eco-
nomía del maíz” (Barkin, 2002).

18.3. las tendencias opuestas

Con todo, no todos están participando ni beneficiándose de estos desa-
rrollos novedosos o emergentes. La migración está cobrando su precio 
en los hogares en todo el territorio mexicano: las mujeres frecuentemen-
te son dejadas detrás, continuando con una pesada existencia y con la 
esperanza de que sus parejas sean capaces de enviar algún dinero para 
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ayudar a que la familia pueda seguir subsistiendo. La integración inter-
nacional exacerba aún más los problemas de los productores rurales: a] 
permite la ilimitada importación de productos agrícolas y ganaderos en 
condiciones tales que los productores difícilmente pueden competir con 
ellas; b] polariza aún más a la sociedad rural, ya que beneficia a aquellos 
favorecidos por los capitales foráneos o susceptibles de obtener contratos 
de exportación, mientras que el resto del sector está bloqueado por su 
incapacidad de obtener créditos, o de llegar a las instituciones enfocadas 
a la investigación de cultivos producidos por campesinos pobres o de 
consumo masivo en México; y c] promueve el uso de tecnologías y prác-
ticas comerciales que, en efecto, privatizan el campo y amenazan las 
prácticas milenarias de protección del germoplasma heredado (semillas), 
por la vía de la introducción no regulada de organismos genéticamente 
modificados (ogm, transgénicos).7

La política gubernamental en México, y la de las agencias financieras 
y políticas internacionales, consolidan aún más este proceso, devaluando 
la producción rural y la contribución social de los campesinos al desarro-
llo nacional. Las estadísticas nacionales de ingreso menosprecian la pro-
ducción comunitaria para el consumo local (así como el trabajo de las 
mujeres en el hogar), y el gobierno ha tratado de subvertir a las asocia-
ciones locales de crédito y cooperativas a las que perciben como anacro-
nismos en una sociedad moderna tratando de integrarse a la economía 
global. Por supuesto, la intransigencia oficial frente a las demandas de 
algún margen de autogestión por parte de los grupos indígenas, sólo 
sirve para polarizar aún más a la sociedad mexicana.

18.4. forjando alternativas para las sociedades rurales

Frente a la promoción gubernamental de la organización corporativa de 
la producción rural, estamos viendo la consolidación de una dinámica 
nueva en muchas comunidades rurales que reclaman su derecho y su 
capacidad para crear sus propias alternativas. A raíz de la falta de opor-

7   La introducción de semillas genéticamente modificadas facilita a las empresas trans-
nacionales un control de la producción maicera con el argumento (cuestionado) de au-
mentar la productividad. Ha desatado gran controversia ya que amenaza el germoplasma 
originario y plantea problemas colaterales por sus requerimientos de agroquímicos y la 
evidencia de que provocan alergias en los consumidores. Una evaluación completa de la 
problemática fue realizada por la Unión de Científicos Comprometidos con la Sociedad 
(Álvarez-Bullya y Nelson [coords.], 2014).
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tunidades en los sectores urbano-industriales y los esfuerzos exitosos de 
estas comunidades para crear alianzas con otros grupos regionales e in-
ternacionales, se está experimentando el surgimiento de numerosas 
propuestas creativas para modelos alternativos de desarrollo, proponien-
do distintas estrategias para fortalecer su autonomía económica y política. 
Es claro que no podemos seguir concibiendo a la sociedad rural como 
un campesinado comprometido con su asimilación en un proceso único 
de modernización ligado a la dinámica de la integración económica in-
ternacional. Más bien, nos encontramos con mucha gente tratando de 
consolidar a sus comunidades y forjar alternativas que les otorgarían una 
mayor autonomía. Ni el campesinado ni la producción maicera están 
desapareciendo. De hecho, la sociedad rural es más fuerte que nunca, a 
pesar de las presiones políticas y la dinámica del mercado. La gente está 
probando nuevas formas para combinar sus diversas actividades, al mismo 
tiempo que sigue produciendo sus cosechas básicas y protegiendo sus 
tierras y ecosistemas, está generando nuevas oportunidades productivas. 
Además, millones de emigrantes también están integrados a las estrate-
gias emergentes de desarrollo de sus comunidades de origen; no sólo 
están enviando remesas para asegurar buenas cosechas, sino que también 
están aportando a las economías locales con inversiones en tierras y ga-
nadería, en nuevas construcciones residenciales y en proyectos locales de 
producción e infraestructura.8

De esta riqueza de experiencias, descubrimos un resurgimiento de 
programas autogestionados para revitalizar el campo, dirigidos a la con-
servación y rehabilitación de los ecosistemas locales. Al respecto, una 
mejor revisión de la relación entre la migración y las comunidades de 
origen muestra que existe un compromiso creciente para forjar estrate-
gias alternativas, reduciendo su vulnerabilidad a intercambios mercantiles 
leoninos, permitiéndoles prosperar sin subordinarlas al mercado y las 
relaciones proletarias que han resultado explotadoras, debilitándolas en 
los últimos lustros. Muchas de estas comunidades están involucradas en 
proyectos originales que están contrarrestando los efectos económicos y 
ambientales desfavorables de los procesos normales de la expansión de 
los mercados, que es el tema de la última parte de este libro. Al presente, 
hay más de 15 millones de personas en comunidades campesinas e indí-

8   El gobierno federal y algunas instancias locales han tratado de aprovechar (o parti-
cipar en) estos procesos, creando sus propios programas, nombrados dos por uno o tres 
por uno, en los cuales complementan el dinero de los migrantes con aportaciones oficia-
les; estos esfuerzos no han tenido los resultados esperados porque se desencantaron rápi-
damente los migrantes con la corrupción asociada con la contraparte oficial.
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genas involucradas activamente en estos proyectos para la construcción 
de soluciones colectivas para la producción no mercantil o para las pro-
ducción no capitalista;9 y cada una está involucrada en procesos que 
movilizan sus recursos locales además de otros que provienen de otras 
regiones, para fines colectivos.

También estamos reconociendo la importancia de considerar y valorar 
las aportaciones de estas nuevas estrategias rurales, las cuales están con-
tribuyendo a elevar la calidad de vida para los que viven en estas comu-
nidades.10 Reduciendo la erosión e intensificando la cosecha de la lluvia 
a través de la reforestación, prácticas de siembra con curvas de nivel y 
otras técnicas agroecológicas, o proponiendo nuevas maneras para que 
los grupos urbanos puedan familiarizarse y apoyar a las comunidades 
rurales como ecoturistas o como compradores de sus productos, introdu-
ciendo nuevos productos y, sobre todo, alimentos, y fortaleciendo su 
capacidad de administrar sus propios ecosistemas y contribuyendo a la 
gestión de las áreas naturales protegidas, estas comunidades están pro-
duciendo lo que se llama “servicios ambientales”, tan importantes en los 
esfuerzos para revertir el calentamiento global y la desertificación.

Aunque sería un error terrible subestimar la envergadura de la crisis 
que afecta a todos los mexicanos, y las sociedades rurales en particular, 
sería igualmente erróneo desatender la importancia de las alternativas 
que se están construyendo. No importa cómo se evalúe, gran parte de la 
población rural en México es pobre y no puede esperar las mismas opor-
tunidades que disfruta su población urbana. Los niños nacidos en las 
áreas rurales sufren de desventajas estructurales. En las circunstancias 
actuales, no pueden vencer estos obstáculos simplemente con cambiarse 
a una zona urbana; sus decisiones de aprovechar su herencia cultural, de 
fortalecer sus comunidades y proteger sus ecosistemas, ofrecen alternati-
vas constructivas que refuerzan su lucha por la autonomía y mejoramien-
to en su calidad de vida.

9   La diferencia entre la producción no mercantil, para el consumo local o el intercam-
bio regional, y la producción no capitalista que involucra a la producción controlada por 
las comunidades o por cooperativas, está analizada en detalle en otros capítulos de este 
libro (e.g., 19, 22 y 30).

10   Es irónico que algunos profesionales en el Banco Mundial también han llegado a 
esta conclusión, aunque todavía se encuentran en aprietos para demostrar que la institu-
ción como tal aceptará sus análisis (Ferranti et al. 2005).
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19.  PRODUCCIÓN DE CARNE DE PUERCO “LITE” COMO ESTRATEGIA
DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE CAMPESINOS 
MICHOACANOS1

con ma. de lourdes barón y mario alvizouri2

introducción

Durante siglos, la crianza de animales de traspatio ha sido un elemento 
central de una estrategia diversificada de consolidación de la comunidad 
en las sociedades campesinas de todo el mundo. Las corporaciones trans-
nacionales han atacado sistemáticamente esta estrategia, imponiendo 
nuevas tecnologías que hacen no competitivas a las unidades familiares 
de pequeña escala (Suárez y Barkin, 1990). Con la introducción de nue-
vas razas, diseñadas para aprovechar las ventajas de los sistemas industria-
les de engorda intensiva, las economías de escala generadas por las 
nuevas tecnologías de producción de pollo y cerdo desplazaron del 
mercado a los productores de traspatio. No resultaron capaces de com-
petir con los grandes capitales que estaban incursionando en la industria; 
aunque los sistemas tradicionales resultaron más eficientes para utilizar 
los desechos de cocina y esquilmos agrícolas para la engorda, requirieron 
de mayor tiempo para poder engordar los animales antes de ser sacrifi-
cados, aumentando los costos financieros de manera desmesurada.

La economía de traspatio es central en cualquier estrategia de manejo 
sustentable de recursos regionales por el apoyo que representa para la 
economía campesina. Ofrece una manera de guardar pequeños ahorros 
y sobrantes para generar un mecanismo de acumulación simple que 

1   Publicado en Espiral, vol. xiv, núm. 26, 2003, pp. 109-134. Narcedalia Hernández 
Chávez (2002) dirigió y analizó el trabajo en las comunidades. Amelia Tuminaro realizó 
un análisis del mercado de aguacates como parte del trabajo de campo.

2  María de Lourdes Barón León es Doctora en Ciencias Sociales por la Universidad de 
Guadalajara, Investigadora Nacional Nivel I, 2o. Lugar Premio Estudios Agrarios 1998 de 
la Procuraduría Agraria (compartido con V. Toledo y P. Alarcón), Profesora Investigadora 
de la Universidad Autónoma Chapingo desde 1996, con trabajos sobre economía campe-
sina, mercados de trabajo rural, y sustentabilidad con enfoque de género: baron_leon4@
yahoo.com.mx. Mario Alvizouri Muñoz (†), médico, fue Director de Investigación del 
Hospital Civil de Morelia y Profesor en la Facultad de Medicina de la Universidad Michoa-
cana de San Nicolás de Hidalgo con estudios en Estados Unidos. Desarrolló una amplia 
investigación en conejos, seres humanos y cerdos para reducir el colesterol y controlar la 
arterosclerosis con dietas de aguacate.
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sirve a la familia y a la comunidad para financiar gastos mayores o im-
previstos, o bien para el autoconsumo. La diversa producción del traspa-
tio siempre ha sido una parte medular de las estrategias de sociedades 
campesinas para profundizar su capacidad de defender la autosuficiencia, 
y la cría de especies menores es fundamental para su éxito. Su papel ha 
sido tan importante que las grandes empresas han visto la necesidad de 
elaborar estrategias para transformar la lógica de la producción de las 
especies menores, integrando a sus productores en redes locales de sub-
contratación para generar sistemas intensivos de producción sujetos al 
proceso de acumulación capitalista (Ascencio, 1985). En el proceso, las 
grandes empresas se han esforzado por reducir las posibilidades que 
tiene la familia para defender su capacidad de autoabasto, tratando de 
sustituir la lógica de la autosuficiencia por la acumulación centralizada 
de capital, mediante procesos de elevación de la productividad y de con-
trol del proceso de producción, por medio de tecnología e insumos 
manufacturados.3

En nuestra búsqueda de estrategias para promover el manejo susten-
table de recursos entre comunidades rurales era imprescindible enfocar 
parte de nuestra investigación al traspatio. En la meseta neovolcánica de 
Michoacán, la sabiduría vernácula advertía el efecto de dejar libres a los 
cerdos criollos en las huertas de aguacates: estos animales no producían 
manteca y por lo tanto los carniceros castigaban fuertemente su precio 
al venderse.4 Encontramos que los puercos alimentados con aguacate 
caído tenían niveles de colesterol sanguíneo más bajos y producían carne 
más suave y con una composición distinta de grasa. Consideramos factible 
diseñar modificaciones en las dietas tradicionales de los animales de 
traspatio para volver rentable su engorda, con el fin de fortalecer la eco-
nomía regional y el papel de la mujer como una nueva fuerza social. Para 
instrumentar el proyecto, comenzamos trabajando con un grupo que 

3   Esta lógica domina las industrias de puercos y gallinas en los países industrializados. 
Los granjeros de pequeña escala han visto su integración en los sistemas regionales de 
cría y engorda como un mecanismo para complementar sus raquíticos ingresos de sus 
actividades agrícolas. En este proceso se encuentran produciendo mercancías (animales) 
en condiciones totalmente controladas por las empresas contratistas, quienes dictan las 
normas para las estructuras y la operación, surten el capital y los insumos, y fijan los pre-
cios de los productos finales. Los granjeros asumen gran parte de los riesgos biológicos y 
económicos, pero encuentran estas actividades como una forma relativamente fácil de 
tratar de financiar su patrimonio y proteger parte del estilo de vida del granjero indepen-
diente que caracteriza a cierto segmento de sus sociedades.

4   Hoy hay más conciencia del impacto que los puercos tienen en las huertas y como 
costumbre ahora recolectan la fruta caída para llevársela a los animales.
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pretende aglutinar políticamente a las alrededor de 350 comunidades y 
más de medio millón de personas en el México centro-occidental, quienes 
comparten una herencia étnica común (purhépechas o tarascos, como 
fueron llamados por los conquistadores). En la investigación y el trabajo 
de comunidad se proponían utilizar los desechos agrícolas locales para 
bajar los costos en la producción de una carne de calidad (puerco lite), 
por la cual se puede obtener un precio mayor. Como parte del proyecto, 
encontramos que las comunidades están respondiendo, llevando a cabo 
una serie de medidas de limpieza ambiental para mejorar las condiciones 
de vida en la región.

19.1. manejo sustentable, población indígena y tradición

Los estudiosos de la sustentabilidad sostienen críticamente que los mo-
delos de desarrollo crean simultáneamente riqueza para unos cuantos y 
pobreza para las mayorías. En las áreas rurales, la pobreza obliga a la 
gente a abandonar las viejas tradiciones de manejo de los ecosistemas 
que por siglos se habían realizado. Históricamente, este proceso ha de-
bilitado la viabilidad de las comunidades rurales, que desarrollaron siste-
mas productivos para cubrir sus necesidades básicas con sus ricas tradi-
ciones sociales y culturales. Existe evidencia actualmente de que si las 
estrategias de manejo rural exitosas permiten asegurar mejores condicio-
nes de vida y mayores ingresos, los campesinos no sólo cuidarán el am-
biente, sino que llevarían a cabo aquellas tareas que se requieren para 
proteger sus escasos recursos naturales, mientras que contribuyen a sa-
near el ambiente en que habitan, así como el habitado por otros sectores 
sociales (Barkin, 1998; Toledo, 2000).

Los problemas actuales tienen sus raíces en los patrones de asenta-
miento creados durante la Colonia (siglos xvi al xix). Conforme los 
conquistadores fueron expropiando las mejores tierras, las poblaciones 
indígenas fueron relegadas a ecosistemas cada vez más marginales. Estas 
áreas con frecuencia fueron muy diferentes a los lugares en los cuales se 
establecieron originalmente, y sus poblaciones nativas fueron obligadas 
a pagar tributo a los conquistadores, cuando no fueron esclavizados. 
Estos cambios no fueron nuevos, ya que el comercio y la guerra fueron 
elementos comunes aun en las sociedades más antiguas (Wolf, 1982). Con 
la independencia, los grupos indígenas siguieron siendo empujados a 
áreas cada vez más inhóspitas y frágiles, de la misma manera que los es-
quemas transferían a los campesinos a las selvas lluviosas tropicales.
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Las comunidades indígenas continúan bajo una presión creciente. Sus 
condiciones de vida se han deteriorado conforme sus sistemas de pro-
ducción han demandado más que tierra; anteriormente, estas comunida-
des producían cultivos para consumo humano en tierras de temporal, 
desarrollaban artesanías, criaban animales y cultivaban hortalizas (inclu-
yendo puercos, gallinas, frutas y hierbas) en sus traspatios. Sin embargo, 
a medida que iban comerciando con un mercado crecientemente inter-
nacionalizado, sufrían por las condiciones leoninas que les impusieron 
los comerciantes regionales y las tendencias en los mercados mundiales 
(Prebisch, 1959). Los más afortunados podían proteger su acceso a otros 
recursos, como un lago o río para pescar, y enfrentar sus necesidades de 
agua, o un bosque para obtener madera o cazar. Al paso del tiempo, las 
comunidades indígenas acumularon una rica experiencia en el manejo 
de estos recursos, desarrollando sistemas sofisticados de manejo que 
gradualmente se integraron a sus prácticas cotidianas. Continuaron con 
sus actividades comerciales, entre ellos y con otros, manteniendo y mo-
dificando sus tradiciones, adaptándolas a las cambiantes condiciones, 
fortaleciendo sus comunidades y su identidad, eligiendo proteger los 
valores y prácticas más apreciados en cada momento histórico.

Este proceso es crucial debido a que incorpora la innovación como 
una parte permanente de la práctica social, un medio de mantener y 
aun de fortalecer la tradición.5 Algunos ejemplos recientes de cambios 
en las actividades productivas para proteger una tradición valiosa entre 
los purhépechas se pueden ilustrar con la fabricación de huanengos des-
hilados y bordados, hechos por las mujeres, para convertirlos en blusas 
y vestidos de estilos más comerciales para el turismo; todo ello sin nece-
sariamente cambiar su propia vestimenta dentro de las comunidades 
(Arias, 1997); o el cambio en la manera de fabricar loza de barro, redu-
ciendo su contenido de plomo, con fines comerciales por un grupo de 
mujeres purhépechas, conservando sus decoraciones tradicionales, y 
preservando simultáneamente la fabricación tradicional para el comer-
cio local (Absalón, 2000). Este proceso incorpora la innovación como 
una parte permanente de la práctica social, un medio de mantener y 
aun de reforzar la tradición.

Las comunidades no solamente han adaptado sus productos, sino que 

5   Parte importante de este proceso de conservar y fortalecer la tradición consiste en 
filtrar o descartar aquellas partes de la cultura que resultan obsoletas. Este complejo pro-
ceso de reexaminar constantemente estas características de la práctica cultural es una 
labor fundamental de los grupos rectores de la sociedad, de la cual depende la supervi-
vencia social.
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han conservado y modificado los lugares tradicionales de producción 
para adecuarlos a las nuevas exigencias, tanto por los cambios sociales 
como por los técnicos. Por ejemplo, una de las comunidades piloto, 
Caltzontzin, nos ha mostrado que, pese a un cambio de ubicación física 
de la comunidad en los años cuarenta, debido a una erupción volcánica, 
y habiendo perdido prácticamente todo lo que la gente poseía, la comu-
nidad restableció la producción de traspatio y la adaptó a las nuevas 
condiciones de clima y espacio (Hernández, 2002).

En la actualidad, los purhépechas, como otros grupos indígenas en 
todo México, intentan ejercer un mayor control sobre sus recursos natu-
rales, así como sobre su vida económica y política. Conforme adquieren 
una mayor capacidad de autogobierno, sus organizaciones sociales y 
políticas han iniciado el desarrollo de estrategias para instrumentar sus 
propias demandas por una autonomía local y una diversificación produc-
tiva (Nación Purhépecha, 1993). La innovación en la crianza de puercos 
reportada en este documento ofrece un ejemplo de un medio de instru-
mentar cambios para mantener y fortalecer la tradición.

19.2. producción y desperdicio de aguacate

Los aguacates son originarios de México, y nuestro país es uno de los 
mayores productores del mundo. El área de mayor producción de agua-
cate en México es justamente la Meseta Tarasca, situada en el estado de 
Michoacán, en donde se produce cerca del 80% del total nacional [2000]. 
La variedad comercial dominante, el aguacate Hass, es un híbrido que 
fue desarrollado en Estados Unidos a partir de variedades mexicanas y 
centroamericanas, e introducido a la región a finales de los años cincuen-
ta; desde entonces ha crecido de manera importante. Esta variedad de 
aguacate es sabrosa, carnosa, de hueso pequeño, de cáscara gruesa que 
facilita su transporte y comercialización (Gallegos, 1983; Solares, 1983). 
Su alto contenido de aceite tiene una composición de ácidos grasos que 
le confiere las cualidades que transforman el proceso metabólico en los 
cerdos y los seres humanos (Alvizouri et al., 1992). Entre 1995 y 2000, se 
produjeron anualmente entre 700 000 y 1 000 000 de toneladas de esta 
fruta (gráfica 19.1). Las exportaciones mexicanas de aguacate aportan 
cerca de 45% de las exportaciones mundiales de aguacate; sin embargo, 
éstas representan menos de 10% de la producción mexicana de aguaca-
te. Los mexicanos consumimos casi ocho veces más de aguacate per cá-
pita, en comparación con los consumidores del resto del mundo.
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gráfica 19.1. aguacate: producción y exportaciones 1980-2000
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Sin embargo, no todos los productores pueden aprovechar la bonanza 
exportadora. Aunque los precios de exportación son sustancialmente 
mayores que los precios locales, los riesgos financieros y los estrictos es-
tándares de control de calidad de exportación excluyen a muchos, espe-
cialmente a los de las huertas más pequeñas. Estas huertas están en un 
rango de 1 a 5 ha, en contraste con las comerciales, que llegan a tener 
más de 500 ha. Existen alrededor de 6 000 productores de aguacate en 
cerca de 90 000 ha (Stanford, 1999). Aunque los árboles de aguacate sólo 
producen fruta durante algunos meses, la variedad de altitudes y micro-
climas de la región permiten una cosecha de diez u once meses al año. 
Los calendarios de cosecha, procesamiento y envío son prácticamente 
permanentes, conforme los productores han aprendido a ajustar sus 
cosechas y relocalizar la producción de manera que se asegure un flujo 
continuo de fruta. Partiendo de que la mayor parte de la producción 
local es para el mercado interno, existen considerables desequilibrios 
entre la demanda y la oferta. Como resultado, hay volúmenes importan-
tes de la fruta que nunca llegan al mercado. En las empacadoras, donde 
la fruta se prepara para los mercados locales y de exportación, grandes 
volúmenes son rechazados o desperdiciados. Históricamente, mucha de 
esta fruta se dejaba en los campos, pero con las regulaciones sanitarias 
cada vez más estrictas, esto ya no es posible para los productores intere-
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sados en el lucrativo mercado de exportación. Más recientemente, en-
tonces, las empacadoras han optado por desechar la fruta que no puede 
venderse en las barrancas cercanas; creando nuevos problemas ambien-
tales. Otras agroindustrias, que utilizan la fruta de baja calidad para 
guacamole y aceite, para propósitos industriales, medicinales y cosméti-
cos, también generan importantes volúmenes de desperdicios. Calcula-
mos que más de 10% de la producción de aguacate podría utilizarse para 
alimentar animales.

La producción de aguacate ha traído un incremento importante en el 
uso de agua y agroquímicos que compiten con los bosques tradicionales 
de pino de esta región. Los impactos sobre el nivel freático han provo-
cado problemas para algunas comunidades, incluyendo a San Lorenzo, 
una de las localidades que habíamos seleccionado para el estudio piloto. 
En respuesta a las exhortaciones para hacer un uso más cuidadoso del 
recurso y para elevar las recargas de los acuíferos, algunas de las grandes 
huertas están introduciendo riego por goteo para reducir sus demandas 
del líquido. Pero, la expansión productiva convirtió a la tala forestal 
clandestina en un serio problema. 

La introducción de un uso alternativo para los aguacates de desecho 
en la engorda de puercos pretende ofrecer respuestas a varios de estos 
problemas ambientales. Se espera que fortalezca la adopción de activida-
des complementarias de manejo del ecosistema y otros cambios en las 
prácticas ambientales de la comunidad que contribuirán al proceso de 
desarrollo de un programa sustentable de manejo de recursos en la re-
gión. Un ejemplo inmediato de los beneficios colaterales inesperados que 
encontramos por la necesidad de mayores volúmenes de forrajes para 
combinar con los aguacates suministrados a los puercos, es una intensi-
ficación en el cultivo de la milpa, para generar más grano y los forrajes 
asociados que son aptos para los animales. Otro ejemplo es la iniciativa 
de instalar retretes con tecnología compostera que trae un sinnúmero de 
beneficios indirectos (Farley, 1997).

19.3. los efectos medicinales del aguacate en las dietas  
para humanos y puercos

Este proyecto tiene sus orígenes en la observación del efecto de la prác-
tica vernácula de soltar algunos puercos para su engorda en las huertas 
aguacateras. Se observó que la grasa de estos animales mantenía una 
calidad líquida; también se detectó que la fruta tenía una estructura 
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química similar a la contenida por el aceite de oliva, con alto contenido 
de ácidos grasos mono y poliinsaturados. Aunque nunca se había estu-
diado, la respuesta metabólica en los puercos era de conocimiento po-
pular, ya que su carne era despreciada por los carniceros que imponían 
un castigo en su precio de compra por la falta de manteca sólida, un 
subproducto muy cotizado por sus usos tradicionales. Con base en estu-
dios del aguacate, se inició un proyecto clínico en el Hospital Civil de 
Morelia para tratar pacientes con hipercolesterolemia basada en ejercicio 
y una dieta rica en aguacate. La hipótesis fue ampliamente comprobada 
en la práctica clínica, encontrando que los aguacates podrían convertirse 
en parte medular de un programa de tratamiento de este problema de 
salud (Alvizouri, et al., 1992).

Esta experiencia halagüeña sugirió la posibilidad de inducir efectos 
similares en cerdos para apoyar una estrategia de manejo sustentable de 
recursos en la región aguacatera en beneficio del pueblo purhépecha. 
Aunque son los habitantes milenarios de la región y productores, los 
indígenas habían permanecido marginados por la forma de manejar el 
auge comercial de la fruta, que quedó en manos de un grupo de neola-
tifundistas (Stavenhagen, 1968). Se proponía fortalecer la economía re-
gional, utilizando estos conocimientos vernáculos para impulsar una 
nueva actividad remunerativa en la región indígena. Después de especi-
ficar una dieta más precisa para los puercos para la engorda, se pretendía 
introducir animales que serían alimentados con una combinación de 
fruta y forrajes que permitiera a las familias locales utilizar los aguacates 
de desecho y otros productos locales como pastura y la caña del maíz 
como sustitutos para los granos que se solían administrar a los animales. 
En una primera etapa, encontramos que los puercos alimentados de esta 
manera experimentaron cambios sustanciales en su metabolismo y en el 
contenido de grasa de su carne. Una segunda fase experimental6 fue 
requerida para determinar las dietas óptimas, el tiempo mínimo de so-
metimiento a la dieta y explorar los mejores medios para introducir estos 
cambios en las comunidades.

Con este conocimiento y la evidencia científica de que la carne con-
tiene menos colesterol que el puerco comercial, fue claro que se podría 
ofrecer un producto para un segmento creciente del mercado regional, 
que busca productos alimenticios más saludables. Con una estrategia de 
comercialización adecuada, esta carne podría venderse con un sobrepre-

6   En esta etapa, resultó muy importante la colaboración de diversos académicos de la 
Facultad de Veterinaria de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, así 
como del Hospital Civil de Morelia.



producción de carne de puerco “lite” como estrategia� 375

cio que la hiciera atractiva como actividad complementaria dentro de la 
economía campesina regional.7

19.4. crianza de puercos:  
la creación de tradiciones purhépechas

La crianza de puercos fue introducida en la región por los conquistado-
res españoles durante el siglo xvi. Los purhépechas fueron obligados a 
iniciar la realización de esta actividad en sus comunidades como parte 
del tributo que pagaban a los gobernantes coloniales. Los puercos eran 
enviados para alimentar a los esclavos de las minas y a los mismos es-
pañoles.

Aunque no hay una historia precisa sobre la introducción del puerco 
en las dietas locales, el puerco se convirtió en una parte importante de 
la cocina regional mexicana, y actualmente Michoacán es renombrado 
por su pozole y sus carnitas, platillos tradicionalmente reservados para 
las fiestas, especialmente en Navidad y en la Candelaria, así como para 
la época de cosecha del maíz. La manteca también es importante, ya 
que se usa para cocinar mole y corundas, otros platillos ceremoniales que 
actualmente se comen con frecuencia. Sin embargo, hay platillos que se 
preparan sin manteca, como antes de la Colonia, haciendo referencia a 
las tradiciones culinarias originales (prehispánicas): en sus fiestas, por 
ejemplo, ellos distinguen muy bien, y prefieren las corundas tradicionales 
(sin manteca) de las corundas con manteca, generalmente rellenas, como 
los tamales, y realizadas para el consumo de los turich, o personas prove-
nientes de fuera de la comunidad; si bien han incorporado la manteca y 
carne de cerdo a otros guisos ceremoniales, como el mole que se ofrece 
en la cosecha del maíz, el pozole que se come en navidad, etcétera.

Ahora, la crianza de los puercos sigue siendo una parte importante en 
la organización social. En aquellas comunidades en donde los líderes 
tradicionales todavía juegan un papel importante en la organización so-
cial y política, como San Lorenzo, la familia normalmente ofrece carne 
de puerco como parte importante de la comida principal durante los días 
que dura la cosecha de maíz. La recolecta es una actividad en la que 
colaboran todos los miembros de la comunidad. El evento se vuelve fes-
tivo, se ofrece comida especial y la distribución de un costal de maíz como 

7   Los resultados de este trabajo están publicados en todo su detalle en Barkin, Barón 
y Alvizouri (2003).
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símbolo de gratitud a cada uno de los participantes, ya que los pagos en 
dinero no son comunes en esta cosecha.

La continuidad e importancia de estas tradiciones entre los purhépe-
chas es notable. Desde 1940, han existido diversos intentos de gobiernos 
sucesivos para integrar a los indígenas a la cultura nacional, erosionando 
algunas tradiciones. No obstante, en Michoacán, gran parte de la pobla-
ción nativa conserva exitosamente lo que considera importante, como su 
lengua materna y el fogón, aun cuando éste coexista con una estufa de 
gas, ya que tiene un sentido simbólico e importancia para ciertos usos 
culinarios. También persisten y aun prosperan los mercados tradicionales, 
las actividades productivas, la ropa (especialmente entre las mujeres, y 
con mayor importancia en las fiestas y como atuendo cotidiano de las 
mujeres mayores) y los productos artesanales útiles en los hogares locales 
y como atractivos souvenirs para los turistas.8 Junto con los productos, 
estas tradiciones y las estructuras de gobierno local heredadas han sobre-
vivido en grados diversos en las distintas comunidades.

A pesar de haber perdido su orientación comercial, las familias común-
mente engordan uno o dos puercos por año, algunas veces incluyendo una 
marrana para producir los lechones. Sin embargo, con la introducción de 
nuevas razas de puercos a fines de los años sesenta, su sistema de produc-
ción cambió rápidamente, afectando a los michoacanos y a todo el país. 
Las nuevas líneas de animales son alimentadas con granos, normalmente 
adicionados con suplementos nutricionales, hormonas y antibióticos, como 
medida profiláctica. La agroindustria construyó granjas intensivas de gran 
escala, donde los puercos se engordaron bajo un régimen muy estricto 
para minimizar el tiempo requerido y maximizar las tasas de conversión 
de alimentos en carne, medida en peso vivo. Un nuevo cultivo, el sorgo, 
se introdujo en México como base de esta dieta, debido a sus altos ren-
dimientos físicos, rápida mecanización, bajo precio y falta de control gu-
bernamental (DeWalt, 1985). Mientras los precios del sorgo fueron bajos, 
esta nueva tecnología permitió que el precio de la carne bajara, y que los 
productores en pequeña escala pudieran continuar engordando puercos, 
remplazando sus animales de razas criollas por otros de nuevas razas. Sin 
embargo, cuando el precio de este grano subió, junto con otros insumos, 

8   No es posible menospreciar la importancia del turismo nacional e internacional; 
algunas organizaciones de afuera patrocinan a los artesanos para apoyar esta faceta de la 
economía y de la sociedad tradicional. Aun cuando se nota una clara tendencia de modi-
ficar los productos de acuerdo con las modas y las preferencias de los clientes, el proceso 
productivo y la organización social del cual son una parte fundamental se ven fortalecidos 
por la vitalidad de estas actividades. Ahora son elementos importantes de las complejas 
estrategias que conforman para su supervivencia y la construcción de su autonomía.
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incluyendo el costo de los lechones, la productividad de la tecnología de 
engorda ha hecho que los pequeños productores salgan del mercado, ya 
que no han podido competir con las ventajas del sistema fabril. Las eco-
nomías de escala contribuyeron a una baja sustancial en los costos de pro-
ducción (Suárez y Barkin, 1990), pero no son accesibles para el pequeño 
productor de traspatio.

Estas transformaciones asestaron el golpe final a la crianza de cerdos 
de traspatio con propósitos de venta. En el proceso, la misma economía 
campesina fue debilitada, ya que otra fuente de ingresos desaparecía, 
junto con algunas de las sinergias sociales y ambientales. En las pequeñas 
comunidades rurales del país, las familias fueron obligadas a buscar nue-
vas fuentes de ingreso, conforme la producción familiar diversificada se 
convertía en una estrategia de sobrevivencia insostenible. Los trabajos 
urbanos de construcción y servicios, y el trabajo migratorio para partici-
par en la agricultura de otros lugares del país fueron alternativas atracti-
vas, junto con la búsqueda de trabajo en Estados Unidos.

Esta nueva estrategia se hizo particularmente evidente en una de las 
comunidades donde se realizaron los estudios de caso. Caltzontzin es un 
nuevo pueblo creado por la gente desplazada de un pueblo que había 
sido reubicado en la Colonia y posteriormente destruido como resultado 
de la erupción del volcán Paricutín, en 1943. Las instituciones comuni-
tarias y el liderazgo tradicionales estuvieron bajo una gran presión, y la 
gente rápidamente hizo la transición hacia una economía semiurbaniza-
da, donde la agricultura y la producción de ganado fueron relegadas a 
un estatus marginal. Aquí, la urgente necesidad de nuevas fuentes de 
ingreso indujo a la gente a convertirse en maestros y buscar cualquier 
empleo disponible. Sin embargo, mucha gente en el pueblo nuevo rein-
trodujo los sistemas tradicionales de cultivo y producción de traspatio, y 
todavía hoy han decidido participar en este proyecto con los desperdicios 
del aguacate de las empacadoras cercanas.

En otras comunidades que no han sido desplazadas, y más lejanas de 
los ámbitos urbanos, como San Lorenzo, todavía se observan formas 
tradicionales de crianza en cuanto a razas criollas; alimentación basada 
en esquilmos agrícolas, maíz y desperdicios; el lugar en que se engordan 
y sus formas de matanza. Sin embargo, sus economías debilitadas han 
buscado estrategias de diversificación de actividades, que incluyen la 
migración (en el país e internacional) de algunos de sus miembros, y la 
intensificación en el uso de productos del bosque, patente en los más de 
40 talleres y aserraderos que usan la madera de su porción de bosque 
(Hernández Chávez, 2002).

Conforme a las políticas nacionales para acelerar el ritmo de moderni-
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zación, basadas en la integración económica internacional, fueron incor-
porándose a la realidad nacional, los pilares de la economía campesina 
fueron dramáticamente debilitados durante el medio siglo precedente, 
imponiendo grandes presiones sobre sus organizaciones comunales y su 
estructura social. A todo lo largo y ancho del país, la economía de los 
pueblos fue empobrecida y la creciente brecha entre lo urbano y lo rural 
fue produciendo una profunda transformación en todas las dimensiones 
de la vida en México (Barkin, 1998; Rubio, 2001).

19.5. una estrategia alternativa para la economía rural

Para mediados de los años noventa, era claro que la estrategia nacional de 
la integración regional era incapaz de ofrecer oportunidades atractivas para 
mucha gente pobre en México. En todo el país, estos grupos sociales estu-
vieron buscando activamente alternativas que les permitieran preservar 
muchas de las estructuras de su organización tradicional y la calidad de 
vida que los pequeños pueblos ofrecen. El equipo interdisciplinario iden-
tificó las cualidades metabólicas del aguacate como elemento coadyuvante 
para enfrentar algunos de los retos papa crear o aprovechar nuevas opor-
tunidades del mercado para la diversificación productiva. Encontramos 
una decidida respuesta favorable a las estrategias propuestas entre las co-
munidades purhépechas, comprometidas con revertir el debilitamiento de 
su economía y de su sentido de identidad étnica (Barón y Barkin, 2001).

Esta búsqueda de alternativas para preservar la comunidad rural se 
hizo tan poderosa que fue transformada en un movimiento social nuevo 
(Barkin, 1998). Asumió muchas formas, desde el dramático levantamiento 
indígena de los zapatistas en enero de 1994, hasta los esfuerzos menos es-
pectaculares pero de amplia participación de los campesinos, para asumir 
un mayor control de sus economías locales, quienes iniciaron sus propias 
empresas y desarrollaron nuevos mecanismos para fortalecer a la economía 
rural. Esta iniciativa fue particularmente importante en áreas con gran 
población indígena, como la región purhépecha michoacana, donde una 
organización regional emergió para tratar de instrumentar nuevos enfo-
ques de mejoramiento económico y consolidación institucional.

En esta coyuntura, la posibilidad de introducir una innovación pro-
ductiva que fortaleciera un pilar tradicional de la economía familiar —el 
corral de traspatio— pareció particularmente promisoria. Los puercos 
todavía seguían siendo importantes en la economía local, tanto por su 
importancia en la cosecha de maíz y vida ceremonial, como por la faci-
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lidad con la que podían criarse y venderse en tiempos de necesidad. A 
pesar de representar una contribución marginal en términos de ingresos, 
muchas familias todavía los engordaban como fuente de carne o como 
parte de una compleja estrategia de diversificación que siempre ha sido 
central en la lógica de la comunidad campesina.

Nos acercamos a los líderes locales y a miembros de las comunidades 
con el propósito de introducir modificaciones en la dieta de los puercos en-
gordados en los corrales de traspatio. Ofrecimos una estrategia que bajaría 
los costos mientras se producía un producto de mayor calidad que podía 
obtener un sobreprecio en el mercado. El propósito estuvo diseñado para 
mejorar la economía local, reciclando productos de desecho y haciendo 
rentables las actividades tradicionales. Enfocándonos en la engorda de 
puercos, una actividad que se había hecho central en la organización co-
munal, esperábamos que la propuesta contribuiría a fortalecer las culturas 
locales. Partiendo de que las actividades de traspatio eran del dominio de 
la mujer, también esperábamos que contribuyeran a incrementar su parti-
cipación en la gobernanza comunal y la vida económica. Más aún, debido 
a que propusimos que los puercos siguieran engordándose dentro de la 
unidad familiar, con el propósito de reducir los posibles impactos ambien-
tales adversos, la actividad estaría muy descentralizada y requeriría amplia 
participación familiar, mientras se eliminaba la contaminación. A pesar de 
que la propuesta era aparentemente atractiva y simple, esperábamos una 
resistencia significativa por los importantes cambios que implica.

19.6. construyendo las bases de la sustentabilidad:  
la introducción y adaptación de las nuevas tecnologías

El esfuerzo inicial por desarrollar dietas óptimas para engordar puercos con 
bajos niveles de colesterol confirmó la experiencia en la región. El entusias-
mo por la nueva tecnología entre nuestros interlocutores excedió nuestras 
expectativas. Aunque el proyecto todavía se encuentra en sus etapas iniciales, 
es claro que la innovación se acepta y que el obstáculo mayor para su ins-
trumentación plena será la necesidad que la gente de la región tenga de 
estar al pendiente de la calidad de las dietas y las condiciones en que los 
puercos son engordados en los chiqueros de los traspatios.9

9   La comercialización parece no presentar mayores obstáculos, ya que las cualidades 
de la carne no están en cuestión y la aceptación del producto con un sobreprecio parece 
bastante extendida.
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La crianza tradicional de los puercos todavía es una parte importante 
de las comunidades purhépechas como San Lorenzo y está siendo rein-
troducida en pueblos más aculturados como Caltzontzin. Existen algunas 
personas bien capacitadas (incluyendo veterinarios) para promover este 
crecimiento y la comunidad parece estar lista para recibir esta innovación, 
precisamente porque permite a sus pobladores retener el control sobre 
el proceso productivo. En retrospectiva, la innovación propuesta resultó 
fácil de instrumentar debido a un diseño que cae dentro de la estructura 
existente de la vida del pueblo y de su organización cultural y política. 
Aunque se basa en una actividad en declinación, los cambios propuestos 
son claros para todos los participantes y su lógica comercial es atractiva, 
especialmente dentro de la precaria economía rural de la actualidad. 
También influyó la creciente presión para que los hombres migren, de-
bido al imperativo de buscar trabajo donde sea, para que el proyecto 
fuera recibido con entusiasmo. La crianza de animales es una actividad 
que las mujeres históricamente han manejado y ellas han recibido la 
propuesta con gran interés; la nueva actividad contribuiría a mejorar las 
condiciones sanitarias para la familia, ya que crea una oportunidad para 
abrir una discusión sobre asuntos ambientales, como la calidad del agua, 
la instalación de baños para la familia, la disposición de las excretas por-
cinas y el tratamiento de las aguas residuales.

Conforme la producción de “puerco bajo en grasa” fue de sus fases 
experimentales a la instrumentación, encontramos una demanda crecien-
te entre los pobladores para participar en la nueva industria. Desde nues-
tra perspectiva, la del manejo sustentable de recursos y la participación 
popular, otro asunto atractivo del programa es su escala limitada: el volu-
men de producción está inherentemente restringido por la oferta de 
aguacates de desecho y los límites del traspatio; no podría ser rentable 
utilizar fruta de calidad comercial para los puercos. Incluso, hemos encon-
trado que los puercos consumen el aguacate aun cuando esté iniciando su 
proceso de descomposición. Así, la nueva tecnología reducía los problemas 
de salud humana y ambiental comúnmente asociados con la producción 
porcina en gran escala. Anticipamos que habría suficiente producción que 
amerite la construcción de un rastro pequeño, certificado, para el sacrificio 
de los animales y el procesamiento de la carne, operado por la organización 
de las comunidades purhépechas, proporcionando una oportunidad de 
crear empleos e ingresos para la organización, mientras que eleve la calidad 
de la carne disponible en la región y en los nuevos mercados.
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20.  MANEJO FORESTAL COMUNITARIO: 
¿PUEDE LA ECONOMÍA VERDE CONTRIBUIR  
A LA JUSTICIA AMBIENTAL?1

con mario fuente2

México se encuentra inmerso en un profundo debate entre los distintos 
actores que participan en las diversas estrategias de apropiación de los 
bosques. Las fuerzas internacionales están promoviendo activamente polí-
ticas para maximizar el secuestro de los gases de efecto invernadero (gei) 
a través de una variedad de programas, pero más recientemente reunidos 
bajo la rúbrica de la iniciativa de la onu para la Reducción de Emisiones 
por Deforestación y Degradación de los bosques “más gobernanza” en los 
países en desarrollo (redd+). El gobierno nacional ha sido cada vez más 
aquiescente en el apoyo a las propuestas nacionales e internacionales del 
sector privado para aumentar los beneficios económicos que se pueden 
extraer de los bosques existentes y la creación de nuevas plantaciones, y 
al mismo tiempo tratar de modificar los planes de gestión comunitaria 
para calificar en la participación de la financiación disponible de los 
programas internacionales. En contraste, muchas comunidades rurales 
participan activamente en programas diversificados y complejos para 
equilibrar las demandas de generación de oportunidades productivas 
comprometidas con el equilibrio ecológico y la condición de bienestar 
material y social de sus miembros. Cada uno de estos actores se está mo-
viendo hacia adelante con diferentes enfoques, a menudo en direcciones 
opuestas, que están generando conflictos sociales en varios niveles. Estos 
conflictos están contribuyendo a los problemas políticos aparentemente 
irresolubles porque el país carece de canales institucionales eficaces para 
la negociación de conflictos ambientales y económicos como los que sur-
gen en México. En este artículo se expone la forma del nexo institucional 
en el que esta situación se reproduce a sí misma, con especial énfasis en 
las contribuciones que ofrece la silvicultura comunitaria.

1   Publicado en inglés en Natural Resources Forum, vol. 37 (3), 2013, pp. 200-220. Tra-
ducción de Mario Fuente.

2   Mario Fuente Carrasco es Profesor-Investigador Titular en el Instituto de Estudios Am-
bientales de la Universidad de la Sierra Juárez en Oaxaca. Es Doctor en Estudios de Susten-
tabilidad de la Universidad de Tlaxcala y biólogo de la Universidad Autónoma Metropolita-
na–Xochimilco. Ha enfocado sus investigaciones al tema de la sustentabilidad desde una 
perspectiva de la justicia ambiental. Es Investigador Nacional nivel I: fuente@unsij.edu.mx.
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Nuestro enfoque en la silvicultura comunitaria en México es particu-
larmente notable debido a su importancia para la participación local en 
la conservación de los recursos naturales y la utilización y el amplio reco-
nocimiento de esta experiencia como un modelo sobresaliente de la toma 
de decisiones colectiva y la gestión eficaz de los recursos de propiedad 
común (Antinori y Rausser, 2007). Los recursos forestales de México son 
sustanciales, representan más de una cuarta parte de la superficie del país, 
unos 55 millones de hectáreas. Más de una cuarta parte de esta área está 
actualmente controlada por las comunidades, como resultado de un pro-
ceso largo y a veces polémico para reclamar sus derechos sobre las tierras 
que fueron derogados por el gobierno federal cuando se distribuyeron 
como parte del programa de reforma agraria en las décadas siguientes 
a la promulgación de la constitución posrevolucionaria de 1917.3 Esto 
es generalmente reconocido, ya que las comunidades fueron capaces de 
recuperar el control de sus tierras e instrumentar cambios dramáticos que 
han contribuido a mejoras sustanciales en la gestión de los ecosistemas, 
contribuyendo esto a mejoras sustanciales en el sistema de salud forestal.

La considerable literatura que ha surgido en los últimos años se refie-
re a la diferente lógica implícita en el proceso de toma de decisiones de 
las comunidades que ha contribuido a los cambios notables en los siste-
mas forestales durante el último cuarto de siglo. En la discusión que sigue 
se muestra que los cambios recientes son el resultado de una profunda 
diferencia en el enfoque conceptual surgido del proceso de gestión de 
la comunidad, en contraste con los procesos de toma de decisiones de 
los actores de orientación comercial, que dominaron la industria forestal 
antes de los cambios institucionales que fueron tan importantes durante 
el último cuarto del siglo xx.

Si la política de gestión forestal ha de ser eficaz para enfrentar los 
desafíos del cambio climático y contribuir al desarrollo sostenible, tendría 
que tomar en cuenta estas profundas diferencias, reconociendo la capa-
cidad de las comunidades para poner en marcha sus propios programas 
multidimensionales de manejo forestal para conservar sus ecosistemas, 
mientras forja sistemas productivos que permitan a sus miembros disfru-
tar de las mejoras en su calidad de vida y la producción de bienes para 
la satisfacción de necesidades básicas de los otros grupos de la sociedad. 
Las lógicas profundamente contrastantes derivan de dos diferencias cen-
trales que conducen a diferentes resultados en la justicia ambiental: el 

3   Para una breve revisión histórica y las varias interpretaciones de esta larga, sangrien-
ta y ecocida lucha por recobrar el control sobre los bosques, véase Hinojosa (1958), 
Cárdenas (1967), Mendoza (1976), González (1981), Simonian (1995), Klooster (2003).
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horizonte de tiempo que cada uno emplea en la evaluación de opciones 
y el papel de los factores no económicos y sobre todo no monetarios en 
la elaboración de sus programas de producción. Al formular políticas 
para promover una gestión sostenible, se descubre que cuestiones de 
justicia social requieren distintos enfoques cuando se trata de la propie-
dad privada o la social.

20.1. ¿cómo puede el manejo forestal comunitario  
contribuir a la justicia ambiental?

Las políticas para promover el desarrollo sostenible de los bosques con 
justicia ambiental requieren que los esfuerzos para facilitar la mitigación 
de y adaptación al cambio climático alienten a las empresas comunitarias 
a convertirse en participantes activos, basados en tradiciones y visiones de 
sus regiones locales. Como resultado, el énfasis actual en la “economía 
verde” (ev) podría ser visto como un problema de gobernabilidad por 
las empresas comerciales o agencias públicas cercanas a los centros de 
decisión; en cambio, sostenemos que una política forestal más eficaz debe 
basarse en un enfoque más matizado que considere la diversidad como 
un producto deseable adicional. En esta sección, hacemos hincapié en la 
importancia cultural del territorio y exploramos cómo las comunidades 
contribuyen al proceso de promoción de la justicia ambiental.

En todo el mundo las comunidades rurales indígenas que habitan en 
los ecosistemas forestales, con alrededor de 60 millones de personas 
(Stavenhagen, 2008: 142), han demostrado ser eficaces para asegurar la 
conservación y al mismo tiempo mejorar su propia calidad de vida. Esto 
es particularmente cierto en México, donde un gran número de personas 
y áreas forestales han dedicado mucho tiempo a procesos complejos para 
defender sus derechos e implantar diferentes sistemas de organización 
productiva (sección ii). México ocupa el primer lugar mundial en el 
número de empresas comunales que se gestionan colectivamente (Bray 
et al., 2007); muchas se encuentran en el estado de Oaxaca, la zona en 
la que nos centraremos para un estudio de caso.

Alrededor de 80% de los bosques del país se distribuyen entre 8 500 
comunidades con estructuras de tenencia ejidal y comunal, donde viven 
cerca de 12 millones de personas.4 De esta superficie, más de la mitad se 

4   En las estadísticas del Censo de 2010 se muestran sólo 6 millones de personas que 
hablan alguna lengua indígena. Si el criterio se amplía para incluir a los campesinos con 
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encuentra en los territorios indígenas, reflejando 500 años de la expansión 
colonial y poscolonial. En estas áreas existe una fuerte coincidencia de la 
diversidad étnica y biológica, tanto natural como cultivada, como resultado 
de siglos de ocupación de los pueblos cuyas prácticas culturales continuarán 
protegiendo los ecosistemas por su contribución a su supervivencia cultural 
y el bienestar social (Boege, 2008). La interrelación entre lo natural y lo 
social es evidente en una serie de indicadores importantes: la diversidad 
biológica; relaciones integradas de las sociedades con sus ecosistemas; la 
conservación y la protección de las cuencas hidrográficas y los diversos 
procesos de mantenimiento de las fuentes de agua; los centros de origen 
de la domesticación de muchas especies vegetales que son actualmente de 
gran importancia; y su importancia como centros para la diversificación y 
la experimentación de plantas domesticadas —sus recursos fitogenéticos—. 
El estudio definitivo de la diversidad biológica y cultural señala que estas 
regiones son el hogar de más de 15 000 de las 29 000 especies recolectadas 
en el país (Boege, 2008). El recuento de las experiencias personales de los 
grupos campesinos de todo el país es testimonio de la importancia ecoló-
gica de la memoria biocultural que las comunidades indígenas continúan 
salvaguardando (Toledo y Barrera, 2008).

Muchas de las comunidades consideran que esta diversidad cultural 
fortalece su capacidad de mantener los programas de manejo equilibra-
do, asegurando el bienestar social y la conservación. Las discusiones ac-
tuales sugieren la ansiedad con que este enfoque se ve amenazado por 
los esfuerzos para aplicar el paquete de políticas de la ev. El Estado 
mexicano está jugando un papel crucial en la promoción de la comer-
cialización, al tiempo que reconoce el potencial de las organizaciones 
comunitarias. Existe un acuerdo generalizado de que las características 
únicas de las organizaciones sociales son medios eficaces y eficientes de 
avanzar por una senda de desarrollo sostenible, de forma similar a los 
propuestos por el Panel Intergubernamental de Cambio Climático y el 
Foro Intergubernamental sobre Bosques de las Naciones Unidas.

a] Uso multifuncional, en lugar de monofuncional, para la apropia-
ción de los ecosistemas; es decir, además de las responsabilidades am-
pliamente reconocidas para realizar actividades relacionadas con la 
conservación y la restauración, un modelo diversificado implicaría la 
generación de numerosos usos diferentes no extractivos, y valores tales 
como el enriquecimiento cultural, así como medidas para descubrir y 

algún patrimonio mesoamericano, tenemos la cifra expuesta en el texto. El Congreso 
Nacional Indígena tiene representados a 15 millones; Toledo (2014) reporta más de 20 
millones.



manejo forestal comunitario� 385

explotar los usos de los productos forestales no maderables (Alcanda, 
2007). Esta concepción de la ordenación de los bosques incluye diversas 
funciones de los ecosistemas, tales como los de la regulación (de los 
gases, el clima, el agua, el suelo, la polinización), hábitat (el refugio y 
el cuidado), producción (alimentos, materias primas, recursos genéti-
cos, medicinas), y la información (estética, recreativa, científica, cultu-
ral). La heterogeneidad topográfica y el crecimiento de áreas boscosas 
en áreas indígenas generan mayores problemas para la planificación 
espacial y temporal, ya que deben ser considerados como parte de la 
tarea de ordenamiento territorial.

b] La ejecución de los procesos para aumentar la diversidad biológica 
mediante el fomento de la utilización de un conocimiento detallado de 
las áreas, para identificar las medidas de protección. En lugar de los in-
ventarios, el énfasis en el aumento de la resiliencia de los ecosistemas 
para mejorar la vitalidad de una región es primordial, en sustitución de 
un enfoque en la conservación o un programa basado en el valor de los 
“servicios”. Esto implica la generación de una rica interacción metabóli-
ca entre las personas y sus entornos (González de León y Toledo, 2011).

c] La incorporación de criterios éticos se basa en una serie de referen-
tes socioculturales y materiales, derivados de mecanismos para la distri-
bución de los ingresos, para aumentar el bienestar regional y la partici-
pación de los miembros de la comunidad en un amplio espectro de 
actividades, que van desde lo productivo y de subsistencia a lo recreativo 
y cultural. El enfoque igualitario a la mejora de la calidad de vida no sólo 
incluye la generación de nuevos conocimientos al tiempo que refuerza 
la tradición, sino también la consideración de lo sagrado y el enriqueci-
miento de su patrimonio biocultural. En un plano político se trata de la 
insistencia inquebrantable en la democracia participativa (directa) en 
todos los procesos de toma de decisiones de gestión comunitaria.

20.2. el fondo de desarrollo forestal comunitario en méxico

El actual movimiento de la silvicultura comunitaria en México tiene sus 
raíces en la Revolución mexicana (1910 a 1917). Durante todo el siglo 
xx, las comunidades se sumergieron en una relación intensa y conflicti-
va con el Estado y el mercado. La reforma agraria (artículo 27 de la 
Constitución de 1917) establece una propuesta radical para la propiedad 
de redistribución a través de dos vías: por un lado, la creación de exten-
siones limitadas de la propiedad privada y, por otro, la distribución de 
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control social que, a su vez, creó dos categorías de tenencia: propiedad 
comunal y un sistema ejidal. La organización comunal iba a ser una for-
ma de restitución de las tierras pertenecientes a muchas personas de la 
República de Indios; incluso hoy en día, una parte significativa de las 
tierras comunales en México está en manos de las comunidades con 
raíces en las culturas mesoamericanas. En contraste, el ejido era una 
forma jurídica original que implicó una superficie mucho más grande, 
prometiendo la perspectiva de prosperidad para los grupos campesinos 
sin pretensiones de tierras heredadas; en otras palabras, el Estado otorgó 
tierras como un acto de justicia social, una de las exigencias básicas de 
la lucha revolucionaria. El manejo forestal comunitario de hoy tiene sus 
raíces en el sistema de tenencia social (colectiva) de la tierra.

Otro proceso significativo en la evolución del manejo forestal se da 
durante el proceso conocido como el modelo de industrialización por 
sustitución de importaciones. Dada la necesidad del Estado mexicano por 
reactivar la producción de celulosa, formula una reforma en la ley fores-
tal de 1940 en la que se introdujo un nuevo mecanismo para activar la 
extracción forestal en territorios de propiedad social: las concesiones 
forestales a través de empresas privadas llamadas Unidad Industrial de 
Explotación Forestal. Con este mecanismo se extrajeron grandes canti-
dades de recursos forestales demandados por el modelo de desarrollo, 
pero a la vez capitalizó al campo a través de la construcción de caminos 
y diversos aserraderos, así como la capacitación a los campesinos para 
involucrarlos en tareas de extracción de madera y la creación de merca-
dos locales y regionales. Estas acciones modificaron de manera significa-
tiva la relación mantenida entre las sociedades rurales y sus bosques. Las 
concesiones fueron otorgadas tanto a empresas privadas como paraesta-
tales. Durante este periodo se estableció un pacto de gobernabilidad 
entre el estado y el campo mexicano, en el cual el sector rural era un 
componente básico para el incipiente desarrollo urbano e industrial. El 
campo proporcionaba no sólo mano de obra, sino que aportaba alimen-
tos a bajo precio. Las instituciones gubernamentales favorecían, a su vez, 
determinadas prebendas para mantener esta estabilidad socioeconómica 
a través de diversos programas gubernamentales dirigidos al campo. De 
esta forma, en las comunidades forestales era compatible social y econó-
micamente la extracción de madera y la producción agrícola. En este 
periodo México se constituyó en una de las pocas naciones que alcanza-
ron ciertos niveles de autosuficiencia alimentaria.

El deterioro del modelo de desarrollo basado en la industrialización 
por sustitución de importaciones llegó a su máxima expresión en el cam-
bio de gobierno de 1982, y con ello se abrió otra etapa clave en la emer-
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gencia del manejo forestal. Este momento histórico representó un viraje 
significativo de la vida política y económica nacional: la transición hacia 
una política económica tomando como apuesta la apertura de los mer-
cados internacionales como motor del desarrollo nacional. Esta transi-
ción se da en la coyuntura de una de las mayores crisis económicas 
(devaluación) y el último intento del Estado mexicano por recuperar su 
protagonismo en el desarrollo (ejemplo de ello es el intento fallido de 
la nacionalización de la banca). En este contexto problemático se da un 
movimiento nacional de comunidades forestales que se oponen a la re-
novación de las concesiones forestales en manos de empresas privadas o 
estatales. Como una estrategia de gobernabilidad derivada de la movili-
zación campesina, el jefe del Ejecutivo del Estado mexicano anula el 
decreto de renovación de las concesiones forestales ya otorgadas. Con 
ello se abre un nuevo capítulo en el desarrollo forestal comunitario.

Un cuarto periodo se puede identificar con las acciones gubernamen-
tales para acelerar la integración de México a la economía internacional, 
ésta se inició con la adhesión al Acuerdo General sobre Aranceles Adua-
neros y Comercio (gatt) en 1986 y continuó con otras modificaciones 
estructurales, culminó con las negociaciones para la creación del Área 
de Libre Comercio de América del Norte en 1994 y la modificación del 
artículo 27. La nueva apertura favoreció la importación de madera de 
fuentes menos costosas que las empresas forestales comunitarias. Sin 
embargo, la contribución de estas comunidades a la paz social (gober-
nabilidad, en la jerga administrativa) obligó al gobierno a mantener sus 
programas y negociar apoyos para las nuevas organizaciones forestales 
comunitarias. En Oaxaca, por ejemplo, se dio un proyecto para estimular 
estos esfuerzos, el Proyecto de Gestión Sostenible y Conservación de los 
Recursos Forestales en México que gozó de generosa financiación del 
Banco Mundial.

Una quinta etapa se inició a mediados de la década de 1990 con la 
aplicación intensiva de políticas públicas con intenciones divergentes. 
Entre las dirigidas a apoyar el enfoque de gestión de la comunidad estu-
vieron los “pagos por servicios ambientales” (sao, 2010) y la “certificación 
forestal” (Anta, 2006), así como programas complementarios que pro-
mueven el ecoturismo comunitario y la conservación participativa (cdi, 
2006; coinbio, 2008). Pero esta intención de privilegiar la gestión comu-
nitaria participativa en el programa de Áreas Naturales Protegidas fue 
transformado por la incursión de los intereses comerciales que buscan el 
beneficio privado; este cambio generó un debate continuo entre el de-
sarrollo comercial y el control comunitario para la conservación y el 
bienestar local (Toledo, 2005).
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Casi al mismo tiempo, con el aumento del déficit comercial, un reno-
vado impulso en la producción nacional de celulosa y madera condujo 
a la promoción de la silvicultura comercial. Las políticas públicas que 
compiten se unieron en torno a la reforma de 1997 de la Ley Forestal 
que permite un modelo tanto multifuncional de los bosques naturales 
con beneficios directos para los que controlan los recursos e indirecta-
mente para la sociedad (servicios ambientales, biodiversidad, etc.), como 
un modelo de silvicultura basado en el monocultivo. En la práctica, la 
lucha por definir esta política tuvo importantes consecuencias para la 
distribución de los costos y beneficios generados por los conflictos am-
bientales y económicos emergentes.

Mientras la incorporación de plantaciones comerciales estimuló la 
industria forestal, la política también permitió restringir plantaciones 
comerciales de árboles de las áreas de gestión de la comunidad. Sin em-
bargo, los criterios establecidos para el fomento de los dos tipos de bos-
ques reflejan la preferencia de la política oficial por el desarrollo comer-
cial: los dos programas de “reforestación” y las plantaciones forestales 
comerciales fueron dirigidos explícitamente a poderosos intereses con 
estrechos vínculos con el sector financiero (Rudiño, 2008).

En el Programa Estratégico Forestal 2025 (Conafor, 2001), se alentó a 
las plantaciones por su contribución al equilibrio macroeconómico. Aun-
que la política forestal no excluye la silvicultura comunitaria (en oposi-
ción a las plantaciones comerciales), la preferencia por la integración 
económica internacional y las políticas de ajuste estructural aumentan el 
conflicto entre estos paradigmas y generan conflictos socioeconómicos 
distributivos. Esto es evidente en el Plan Nacional de Desarrollo (2007-
2012) que intenta armonizar el Desarrollo Humano Sostenible con una 
mayor competitividad del sector en la economía global. Una revisión 
cuidadosa de las asignaciones presupuestarias confirma el sesgo en contra 
de los programas comunitarios.

La fase actual de la política de gestión forestal se involucra directamen-
te con las políticas internacionales para la ev. Esta nueva configuración, 
que salió triunfante en el cónclave de Río + 20, es importante porque 
reconoce el fracaso del Protocolo de Kyoto para atender a los desafíos 
del cambio climático, la crisis ambiental, y la crisis financiera mundial, así 
como los derechos de las comunidades indígenas. Para seguir adelante, 
la política exige la incorporación de instrumentos de mercado en los di-
seños de políticas, con especial énfasis en redd+, basado explícitamente 
en la financiación internacional del Forest Carbon Partnership Facility 
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(fcpf)5 del Banco Mundial. Con este fin, el gobierno mexicano promo-
vió activamente redd+ en la cop 16 en Cancún (2006), con su “Visión 
de México”, aunque también se ofreció a diseñar políticas de apoyo al 
desarrollo rural sostenible mediante el manejo forestal comunitario y la 
conservación de la biodiversidad; la Agencia Nacional de Bosques fue 
acusada de preparar una propuesta para el fcpf (Conafor, 2011).

20.3. premisas de las estrategias para una economía verde  
en el manejo forestal

La actual estrategia de desarrollo forestal se basa en una serie de pro-
gramas que se han convertido en el centro de la discusión internacional. 
En vísperas de la Cumbre de Río + 20 y del agotamiento del Protocolo 
de Kioto, se puso en marcha un intenso esfuerzo para promover los 
instrumentos basados en el mercado para una ev. Uno de los documen-
tos más influyentes en este sentido fue el del unep (pnuma), Towards a 
Green Economy. En su sección sobre bosques destaca cinco áreas de 
oportunidad en las se puede invertir en el sector de manera “verde”: 
1] las áreas naturales protegidas; 2] los pagos por servicios ambientales; 
3] la certificación de los productos forestales; 4] las plantaciones fores-
tales, y 5] la agroforestería, dejando un lugar especial para redd+, como 
un fuerte catalizador para la ev (unep, 2011). Estas áreas de oportuni-
dad serán particularmente fructíferas, según el informe, en los países 
más pobres con un alto grado de biodiversidad. Un punto de especial 
interés, desde nuestra perspectiva, son las diferencias que surgen entre 
las estrategias adecuadas, en función de los ecosistemas, que van desde 
los monocultivos de árboles exóticos que son muy importantes (para la 
ev) en comunidades indígenas con un alto grado de diversidad bioló-
gica (y étnica). En el resto de esta sección, nos centraremos en las 
premisas teóricas y éticas que subyacen en la ev; a éstas volveremos más 
tarde para contrastarlas con los argumentos que apoyan el manejo fo-
restal comunitario. En el análisis final, sin embargo, la ev se basa en la 
idea de que la gente debe estar dispuesta a pagar para proteger el 
medio ambiente, porque los servicios que recibimos de una naturaleza 

5   El fcpf es descrito por el Banco Mundial como un grupo de “18 contribuyentes fi-
nancieros [que] ayudan a 35 países forestales tropicales o subtropicales a desarrollar los 
sistemas y políticas para redd+, y también les proporcionan pagos basados en la reducción 
de sus emisiones”.
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bien conservada son mucho mayores que los costos para la sociedad en 
su conjunto para protegerla; utilizando el concepto de excedente del 
consumidor, el modelo demuestra que tiene sentido que la gente sea 
respetuosa con los ecosistemas.

El discurso dominante para el desarrollo sostenible en el documento 
de la unep (2011) está firmemente basado en la teoría económica neo-
clásica. La economía ambiental y de los recursos son áreas especializadas 
con las que el programa sugiere resolver el conflicto entre los procesos 
productivos y la sostenibilidad de las zonas forestales. Desde esta perspec-
tiva, los bosques proporcionan dos tipos de servicios: como fuente de 
materias primas y energía para la producción y un sumidero de residuos, 
es decir de gei. Por lo tanto, la tarea que enfrentan los responsables 
políticos es crear mecanismos de mercado para enfrentar el desafío del 
medio ambiente; en su idioma, el desafío que enfrentan los economistas 
es traducir estos servicios en una lógica de mercado, es decir, asignarles 
valores monetarios. Con los valores adecuados, será posible diseñar ins-
trumentos útiles para reducir la necesidad de fuentes de energía y otras 
materias primas y así mitigar los impactos de la producción sobre el 
medio ambiente; estos instrumentos podrían incluir los impuestos am-
bientales y los permisos para las emisiones (o contaminación) (Montefrio 
y Sonnenfeld, 2011). Este enfoque de la solución de problemas del medio 
ambiente incorpora los siguientes supuestos:

1]	En lugar de ser parte del problema, el mercado ofrece una opor-
tunidad y los instrumentos para una asignación más eficiente de 
los recursos con el efecto de la regulación y la reorientación de la 
conducta de los “actores”. El uso de precios para la valoración de la 
naturaleza en un entorno de mercado les permite cambiar sus hábi-
tos (de consumo o de producción forestal) a formas que son menos 
perjudiciales.

2]	Los mecanismos para la reducción de los problemas ambientales se 
basan en instrumentos para incluir los costos ambientales en la con-
tabilidad; facilitaría la delimitación de la propiedad, fijando los pre-
cios de los recursos naturales y los servicios ambientales. Los análisis 
de costo-beneficio monetario se convierten en la herramienta de 
evaluación preferida.

3]	La monetización abre la posibilidad de una indemnización por daños 
y perjuicios y la sustitución de “capital natural” para los capitales pro-
ducidos en las empresas socialmente, usando precios para medir la 
rentabilidad. La gobernanza ambiental se lograría a través del inter-
cambio negociado en lugar de la resolución de conflictos, eludiendo 
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la cuestión de las desigualdades entre los agentes, tanto en términos 
de responsabilidad como de acceso a las necesidades básicas.

4] Dado que uno de los principales atributos de los bosques en tierras 
indígenas es su diversidad biológica, la economía ambiental ha am-
pliado su perspectiva de la escasez a uno de los posibles usos o va-
lores contingentes. Independientemente de esta innovación, su an-
claje en la teoría neoclásica le obliga a aceptar una serie de axiomas 
cruciales: el mercado como regulador de la actividad económica; la 
interacción entre la oferta y la demanda determina los precios de 
equilibrio de una “mercancía”; el concepto imaginario de “utilidad” 
es revelado por las preferencias individuales en el mercado, reales 
o simuladas; estas preferencias son una medida de los beneficios; la 
transformación de estas preferencias en los precios monetarios es 
un reflejo de una “voluntad de pago”; y, por último, esta disposición 
está ligada a un “bien ambiental”, como la biodiversidad, que está 
directamente relacionado con el excedente que el consumidor se 
presume que recibirá por este bien.

En esta lógica, por lo tanto, la biodiversidad se expresa como un valor 
monetario a partir del cual el consumidor puede obtener un “beneficio”, 
basado en la diferencia entre la disposición a pagar y lo que realmente 
está costando. El método para realizar esta valoración suele ser, o bien el 
análisis de costo-beneficio o el uso de los costos de oportunidad, con base 
en los precios del mercado mundial; esto implica una serie de cuestiones 
graves, no menos importantes, entre ellas que el proceso de formación 
de precios en los mercados mundiales que está fuertemente influido por 
la distribución desigual del poder entre los grupos sociales, las considera-
bles diferencias de nivel de vida entre las naciones, y el control cartelizado 
del comercio mundial de mercancías tomado de la naturaleza.6 Otro gran 
problema con este modelo es que no cuestiona el asunto serio de qué 
grupo de la sociedad debe pagar los costos de la conservación y quién 
debe hacer el trabajo que implica esta conservación; éstos son asuntos 
que quedan a la negociación entre las partes muy desiguales. En conse-
cuencia, este enfoque monetario no resuelve efectivamente las preguntas 
difíciles acerca de lo que podrían ser mecanismos equitativos para la 
organización de las transferencias entre los grupos sociales, asegurando 
que se realizará el trabajo necesario, incluso si los precios reflejan los 
intercambios equitativos.

6   Esta corta reflexión se suma a la muy larga literatura de problemas de intercambio 
desigual dentro y entre grupos y naciones (cf. Roberts y Parks, 2009; Clark y Foster, 2009).
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20.4. un caso de estudio: el manejo forestal comunitario  
en la sierra juárez de oaxaca y justicia ambiental

En el contexto mexicano, los bosques de Oaxaca son importantes y las 
comunidades han sido pioneras en tratar de asegurar que estén bien 
gestionados (Bray et al., 2003). El estado es el cuarto mayor productor 
de madera, pero sólo utiliza dos tercios de su capacidad productiva. Hay 
un gran número de organizaciones de producción colectiva (283) y tratan 
de proteger eficazmente su considerable biodiversidad: de las 4 831 espe-
cies de flora, 702 son endémicas, 62 amenazadas y 24 en peligro de ex-
tinción (geo, 2011: 163). Las comunidades de la Sierra Juárez ofrecen 
un ejemplo de los esfuerzos locales por diseñar e instrumentar programas 
para la gestión sostenible de sus recursos (Mathews, 2011). La experien-
cia ha sido analizada a fondo; parte de la literatura que describe esta 
historia deriva de su impulso inicial de la contribución teórica de Ostrom 
sobre el gobierno de los bienes comunes (1990) que la considera ade-
cuada para describir los procesos de la apropiación social de los ecosis-
temas forestales (Winder, 1993; Chapela, 1999; Kettler y Ramírez, 1999; 
Klooster, 2003; Bray y Merino, 2004; Mitchell, 2006;). Hay siete factores 
que influyen en esta importante dinámica:

a]	 Un alto grado de biodiversidad. Esta región montañosa abarca la 
latitud más amplia de una zona bien conservada, en México —y el 
mundo— que se extiende desde los bosques bajos perennes a 200 
metros sobre el nivel del mar, pasando por los bosques montanos 
mesófilos, con el pino-encino que se sitúa en 3 100 metros sin inte-
rrupción, incluyendo masas puras de Oreomunnea mexicana, similares 
a las que existían durante el Mioceno en la zona norte de Chiapas. 
Por sus características singulares, la región se considera como un 
“bosque congelado en el tiempo” y una de las más antiguas del mun-
do (Rzedowski y Palacios C., 1977).

b]	 Un área estratégica para la política de conservación. Entre sus 
atributos ampliamente reconocidos está su designación como una 
Región Terrenal Prioritaria por la Comisión Nacional para el Co-
nocimiento y Uso de la Biodiversidad; un área para la conservación 
de las aves, debido a la existencia de especies en peligro de extin-
ción; una ecorregión prioritaria para la conservación por el Fondo 
Mundial para la Naturaleza (wwf) debido a que tiene los bosques 
mesófilos más grandes y mejor conservados de México (Arriaga et 
al., 2008).

c]	 El reconocimiento por las instituciones internacionales (como Smart-
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Wood) para el desarrollo de las empresas forestales comunitarias con 
programas de gestión social y ambientalmente responsable. Impor-
tantes volúmenes de madera están certificados por el Forest Steward-
ship Council (fsc) sobre la base de tres criterios: impacto ambiental, 
viabilidad económica e impactos sociales (fsc, 2008). El Banco 
Mundial eligió esta zona para implementar su proyecto piloto para 
la gestión sostenible de los bosques; una serie de fundaciones de 
beneficencia y agencias de conservación también tienen una presen-
cia significativa en la región al igual que la Comisión para la Coope-
ración Ambiental (parte de la institucionalidad del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte), el Departamento para el Desarro-
llo Internacional del Reino Unido, y el Fondo Global para el Medio 
Ambiente (Chapela, 1999: 111).

d]	 La importancia de los recursos hidrológicos y climáticos. La región 
es considerada como un “termómetro climático” para la estimación 
y la regulación de las precipitaciones y para el estudio de cuestiones 
relacionadas con la gestión del agua y el cambio climático nacional 
(Gómez et al., 2008). Se trata de una fuente de agua para uno de los 
ríos más importantes del país, el Papaloapan.

e]	 Un alto grado de multiculturalidad. Un segmento importante de su 
población tiene raíces en la civilización mesoamericana, incluyendo 
los chinantecos, los zapotecas y los mixtecos (cdi, 2006). Estas co-
munidades con sus distintas formas de organización sociopolítica 
incorporan diferentes perspectivas (cosmologías), en contraste con 
el proyecto “único” de modernización del modelo eurocéntrico do-
minante de la racionalidad económica (Fuente, 2009).

f]	 Un alto grado de organización comunitaria y de responsabilidad. Las 
diversas formas de organización colectiva y la participación se basan 
en su cohesión territorial y cultural. La toma de posesión de sus 
bosques comunitarios por las empresas privadas y paraestatales refor-
zó su determinación y su sentido de la solidaridad (Fuente y Barkin, 
2011). En el proceso, ratificaron su compromiso de mantener la 
propiedad colectiva de cara a los esfuerzos del gobierno nacional 
para la emisión de títulos de propiedad individuales.

g]	 El gobierno mexicano otorgó el Premio al Mérito Forestal a varias 
comunidades por la combinación de las prácticas de producción 
sostenibles con una amplia distribución de los beneficios, la protec-
ción forestal y la diversificación de productos, incluidos los productos 
no maderables del bosque, las setas, la trementina, el ecoturismo y 
el embotellado de agua de manantial.
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Como se sugiere en esta enumeración de las características regionales, 
las comunidades manifiestan un alto grado de heterogeneidad entre 
ellas. Las diversas experiencias de las comunidades agrarias de la región 
reflejan sus ecosistemas diferentes, la dotación de recursos y sus historias 
sociopolíticas. La importancia de la justicia ambiental para estas comuni-
dades contrasta con las metas orientadas al mercado del paradigma 
contrastante descrito en el apartado anterior.

20.5. manejo forestal comunitario  
y las respuestas a la economía verde

Las comunidades forestales en los bosques de la Sierra Juárez de Oaxaca 
tienen una gran experiencia en el aprovechamiento de los diversos pro-
gramas públicos que históricamente fueron diseñados para canalizar 
fondos para aliviar los peores síntomas de la pobreza y la compra de 
quiescencia social. Aunque ahora etiquetado como “instrumentos de 
mercado”, y oportunidades de inversión (unep, 2011: 169), la mayoría 
de los “pagos por servicios ambientales” vinieron directamente del go-
bierno y de contribuciones voluntarias de los presupuestos corporativos 
(Chinoin Pharmaceutical, Televisa y Gamesa) y no de los Mecanismos de 
Desarrollo Limpio creados en virtud del Protocolo de Kioto (sao, 2010). 
La región es de especial interés tanto por razones académicas como po-
líticas debido a su singular historia: a] la tenencia colectiva de la tierra; 
b] la importancia de los bosques naturales frente a los bosques plantados; 
c] la importancia de las empresas comunitarias; d] la importancia de las 
comunidades indígenas con cosmologías propias que desafían los enfo-
ques capitalistas.

Hoy en día existe una creciente presión para que las comunidades 
participen de manera explícita en los programas de ev para que puedan 
seguir recibiendo recursos externos para los programas de conservación 
y diversificación forestal que apoyan sus esfuerzos en curso para el desa-
rrollo comunitario y la consolidación. A la luz de nuestro análisis de las 
lógicas contrastantes de gestión forestal social y la ev, en esta sección se 
evalúa la respuesta de las comunidades a la creciente disponibilidad de 
recursos en los distintos programas internacionales, pero sobre todo te-
niendo en cuenta la consolidación de una gran parte del esfuerzo inter-
nacional bajo la rúbrica de redd+.

Desde los primeros años del siglo xxi se ha producido una prolifera-
ción de organismos no gubernamentales que se ofrecen para ayudar a 



manejo forestal comunitario� 395

canalizar recursos internacionales para financiar la conservación local. 
Muy concretamente, desde principios de siglo, ecologistas y activistas 
locales comenzaron a movilizarse para justificar su participación en la 
administración de las nuevas oportunidades, con sus generosos subsidios 
para gastos administrativos. En lo que sigue presentamos nuestras obser-
vaciones de la forma en que las comunidades están reaccionando a este 
proceso y el impacto en sus patrones históricos de manejo de recursos 
naturales y la organización comunitaria.

Uno de los primeros programas en los que las comunidades partici-
paron involucró la certificación de la producción de madera. La certi-
ficación forestal (ecoetiquetado) ofrece una oportunidad de acceso a 
los mercados en la ev (Swan, et al., 2010). El uso de esta herramienta 
de mercado se considera como una estrategia importante para mejorar 
los ingresos (Damette y Delacôte, 2011), así como para la protección 
de la biodiversidad y la mejora de la capacidad de recuperación de sus 
ecosistemas. En Oaxaca, la relación positiva entre la certificación y la 
conservación de los recursos forestales es particularmente evidente (Anta, 
2006). Sin embargo, Fuente et al. (2012) muestran que estas comunidades 
se enfrentan a serios problemas al tratar de centrarse en este enfoque, 
como parte de sus esfuerzos para aplicar un programa de justicia am-
biental. Las principales limitaciones podrían ser: a] menor producción 
de madera que limita el número de compradores potenciales; b] no hay 
procesamiento de la madera para productos de mobiliario donde existiría 
un mayor beneficio; y c] el etiquetado ecológico no diferencia entre el 
origen de la madera de los bosques naturales y las plantaciones forestales 
que ofrecen una ventaja. Hay una complementariedad entre la certifica-
ción forestal y los mayores ingresos, pero esto requiere el desarrollo de 
estrategias para el comercio justo. Las actividades de certificación forestal 
son financiadas por el gobierno mexicano, pero no como instrumentos 
del mercado, a pesar de que contribuyen a la economía verde.

Las actividades basadas en “pagos por servicios ambientales” (psa) 
están diseñadas explícitamente como instrumentos de mercado. Sin em-
bargo, como señalamos al comienzo de esta sección, hasta hace poco 
estos programas se han financiado con cargo al presupuesto del gobierno 
federal y se consideran como programas oficiales.7 Cuando se revisa la 

7   En contraste con las formas en que estos programas están funcionando en Oaxaca, 
los programas mejor financiados para la protección de la Reserva de la Mariposa Monar-
ca en Michoacán no han contribuido al fortalecimiento de las comunidades locales. Las 
diferencias se explican por la falta de consideración de las características especiales de la 
población campesina que ha tratado de ofrecer un turismo alternativo y el esquema de la 
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literatura considerable sobre estos programas, y las propuestas y evalua-
ciones de proyectos, tanto en fuentes publicadas como en la “literatura 
gris”, nos encontramos con que, si bien las actividades están diseñadas 
para asegurar la conservación continuada de los bosques primarios en la 
región, casi todos los involucrados reconocen que los fondos se utilizan 
para una amplia variedad de servicios de la comunidad y de ecosistemas 
distintos a los que se especifica en los documentos. El sao inició uno de 
los primeros programas que se ejecutan en la región, utilizando las di-
rectrices del Fondo Prototipo de Carbono (sao, 2005). Desde entonces, 
el alcance y la intensidad de las actividades relacionadas con los servicios 
ambientales se ha incrementado, con las asociaciones entre los interme-
diarios locales, grupos nacionales como ProNatura y grandes grupos in-
ternacionales como Forest Trends (Katomba), aunque también hay par-
ticipación de algunas grandes firmas internacionales de inversión, como 
lo demuestra el informe anual elaborado por Bloomberg y Forest Trends 
(Peters-Stanley et al., 2011).8

Mientras que con un número de los programas de psa se siguen cana-
lizando recursos a algunas de las comunidades de la Sierra Juárez, el 
énfasis cambiará drásticamente para concentrarse en el marco de redd+. 
Aunque la delegación de México hizo una presentación agresiva en la 
XVI Conferencia de las Partes en Cancún en 2010 apoyando este enfoque, 
su aplicación ha sido lenta. La “Estrategia Nacional” (Conafor, 2011) sólo 
entró en funcionamiento a finales de 2012, con una convocatoria de 
propuestas de las instituciones locales académicas y de investigación, las 
comunidades indígenas y rurales, y otras entidades públicas y privadas 
para un programa “México-redd+” piloto que será probado en Oaxaca; 
financiado por la Agencia de Desarrollo Internacional de Estados Unidos, 
la idea es generar proyectos de demostración y estudios en las comuni-
dades de la Sierra Juárez con el apoyo de The Nature Conservancy, Ra-
inforest Alliance, el Fondo Mexicano para la Conservación de la Natura-
leza, el Woods Hole Research Center y la Institución Carnegie para la 
Ciencia.9

conservación como una alternativa al programa de psa, administrado conjuntamente por 
la Secretaría de Medio Ambiente y wwf (Barkin, 2003).

8   El informe anual se prepara en forma conjunta por las dos organizaciones con el 
apoyo de numerosas fundaciones privadas, agencias de la onu y la Agencia Noruega de 
Cooperación para el Desarrollo.

9   La iniciativa de cinco años crea un “Mecanismo de Cooperación Cambio Climático” 
(el marco para el programa de preparación de México redd+) dirigido a establecer las 
políticas de mitigación del cambio climático sólidas y fortalecer las ya existentes. El pro-
grama trabajará con académicos locales y las instituciones de investigación, las comunida-
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El tercer instrumento de mercado que se está implementando consis-
te en las plantaciones forestales. Como ya se ha mencionado, este enfoque 
tiene una aplicación limitada en la Sierra Juárez de Oaxaca porque la ley 
forestal nacional prohíbe específicamente las plantaciones comerciales 
en las regiones donde los bosques naturales son dominantes o tienen una 
específica “vocación forestal”. Esta disposición se incluyó debido a una 
historia larga y muchas veces violenta de intentos de cambiar los patrones 
de uso de la tierra a través de diversas acciones de partes externas inte-
resadas (cf. Barkin y García, 1998; Downing et al., 1992). Como resultado, 
en lo que sigue, nos centraremos en el psa y redd+.

En el análisis anterior planteamos la cuestión de si las comunidades con-
tribuyen a la gestión sostenible de los recursos regionales debido a su incor-
poración efectiva en la ev con su uso de instrumentos de mercado o si los 
factores extraeconómicos están mayormente involucrados. En favor del se-
gundo enfoque, sostenemos que los grupos prefieren la gestión comunitaria 
sobre el mercado para la toma de decisiones. Nuestro análisis sugiere que 
existe un programa de manejo forestal sostenible en la Sierra Juárez con 
cuatro razones: a] la silvicultura es una parte importante de una estrategia 
de diversificación de la producción; b] las comunidades producen otros 
“productos” y servicios de los ecosistemas forestales como parte de sus acti-
vidades normales; c] la conciencia ambiental ha aumentado como resultado 
de las luchas políticas contra la invasión de intereses externos que tratan de 
tomar el control de los recursos locales, incluyendo el agua, la madera y los 
minerales; y d] la composición social de estas comunidades mesoamericanas 
se caracteriza por su compromiso de defender sus actuales estándares mate-
riales de vida y sus ingresos, un principio básico de la justicia ambiental.

Las oportunidades creadas por la decisión de centrarse en la Sierra 
Juárez de Oaxaca como un programa piloto en la iniciativa m-redd de 
usaid parece estar inspirado, al menos en parte, en el fuerte contraste en 
la lógica de las comunidades indígenas, en comparación con los supuestos 
subyacentes de los intereses comerciales cuyas estrategias fueron diseña-
das en otros lugares. La composición del grupo de trabajo creado para 
instrumentar el “Programa Social para redd+ en Oaxaca”, para enfrentar 
el cambio climático refleja el carácter especial de estos grupos sociales; se 
compone de grupos o redes que tienen una larga tradición de defensa de 
los derechos de la comunidad y los paradigmas colectivos en la cara de la 
política nacional para promover la integración social y cultural, junto con la 
producción para el mercado nacional, en función del trabajo asalariado.10 

des indígenas y rurales, y otras entidades públicas y privadas.
10   Entre la silvicultura y los grupos agrarios incluidos en el grupo de trabajo son: Unión 
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Esta iniciativa establece tres principios básicos:

a]	 Que las iniciativas redd+ sean dirigidas hacia las comunidades no 
hacia los individuos; los pagos se harán para las tareas asignadas, lo 
que limita el acceso a la tierra o al uso y manejo de los bosques, te-
niendo en cuenta que las acciones no van a llevar a la destrucción o 
degradación de la tierra a largo plazo;

b]	 Que las iniciativas de redd+ no puedan ser practicadas para dividir 
a las comunidades, o crear problemas entre ellos o su sistema de 
cultivo y el gobierno basado en “usos y costumbres”. Más bien, deben 
ser diseñadas como un mecanismo para fortalecer la organización 
social, mejorar la calidad de vida, aumentar el conocimiento y mejo-
rar la administración local, teniendo en cuenta las futuras generacio-
nes y el futuro del planeta;

c]	 Que las iniciativas de redd+ no deben responsabilizar a las comunida-
des por el cambio climático; los pagos que reciben no deben conside-
rarse simplemente como un medio para mitigar los efectos del cambio 
climático en sus cultivos, en sus dietas, o su infraestructura (carreteras, 
escuelas, hogares, comunicación) y las actividades productivas o, en el 
peor de los casos, utilizarse únicamente para actividades humanitarias 
en tiempos de desastre. Por el contrario, deben ser utilizadas delibe-
radamente para fortalecer la resiliencia de las comunidades.

Los pueblos indígenas de la Sierra Juárez tienen una larga historia, 
firmemente arraigado en las culturas mesoamericanas de las que son 
todavía una parte. Insisten en su singularidad, no sólo por las diferencias 
genéticas, sino también porque sus raíces se nutren de tradiciones sobre 
la base de un proceso colectivo de aprendizaje acerca del mundo y de 
su convicción de que su propia continuidad como pueblo depende de su 
conocimiento de su entorno. Es en este sentido, por lo tanto, en el que 
se habla de la primacía de la justicia ambiental como una dinámica de 
refuerzo mutuo que no sólo respeta su entorno, sino también insiste en 
el respeto de todos los miembros de la comunidad.

de Comunidades del Sistema Comunitario para la Biodiversidad (uc-Sicobi); La Unión 
de Comunidades Forestales Zapoteca Chinanteca (Uzachi); La Coordinadora Estatal de 
Productores de Café del Estado de Oaxaca (cepco); la Unión de Comunidades Indígenas 
de la Región del Istmo (uciri); el Comité de Recursos Naturales de las Chinantla Alta 
(Corenchi); La Unión de Comunidades Forestales Ixtlán-Etla-Oaxaca (Ixeto). Organiza-
ciones no gubernamentales simpatizantes y grupos académicos que apoyan la autonomía 
de la comunidad y las instituciones locales en el lugar de las instituciones nacionales 
también están participando.
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20.6. conclusiones: la política forestal nacional  
para el desarrollo sostenible debe diferenciar  
entre los ecosistemas y las prácticas de gestión

Históricamente, la formulación de políticas para el desarrollo nacional ha 
promovido un proceso de integración nacional para asegurar la igualdad 
de oportunidades para todos. Este enfoque está firmemente arraigada 
en el supuesto de que el individuo es el jugador clave en la vida social y 
que las instituciones liberales cuidadosamente construidas en el mundo 
moderno son las más adecuadas para la protección de la sociedad y su 
continuidad, con la mejora de los niveles de vida. En este sentido, la tarea 
del gobierno ha sido identificar los objetivos políticos que protegen a 
todas las personas y guían sus acciones para garantizar el respeto por el 
medio ambiente. Este enfoque dio lugar a una serie de profundas con-
tradicciones que han continuado intensificando los problemas sociales 
de la desigualdad, la enajenación, y una sensación de impotencia ante la 
creciente violencia y la falta de oportunidades. Exacerbando estos proble-
mas es evidente el deterioro de los ecosistemas de los que dependemos y 
el descubrimiento de nuevos e innumerables problemas ocasionados por 
el maltrato a nuestro planeta. Es en este contexto en el que las propuestas 
de la ev se han centrado en redd+ como instrumento de política para 
mejorar las condiciones ambientales o por lo menos para asegurarse de 
que no continúen deteriorándose. Un examen de las metodologías para 
la evaluación de la eficacia de estas propuestas, firmemente atados a los 
mercados mundiales y los precios con sus mecanismos de concentración 
de la riqueza y el poder, demuestra que la justicia ambiental requiere 
diferentes paradigmas y la incorporación de los propios productores en 
el proceso.

Esta conclusión surge de seguir la historia del logro del manejo fores-
tal comunitario en la sierra de Oaxaca, donde las comunidades locales 
están tratando de mantener la calidad de sus vidas y evitar la degradación 
de sus ecosistemas sobre la base de sus propias cosmologías, derivado de 
una profunda interacción de la sociedad con el planeta, un metabolismo 
social radicalmente diferente del de la sociedad dominante occidental. 
Si hemos de aprender de estas diferencias, es importante reconocer que 
los responsables políticos deben, como mínimo, encontrar formas de 
permitir que esos pueblos puedan participar activamente en la protección 
y mejora de sus ecosistemas para que ellos también puedan mejorar su 
calidad de vida.

Una de las principales características de estos bosques es su alto grado 
de biodiversidad. Éste es un elemento esencial en la construcción de la 
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capacidad de recuperación que caracteriza a la región, una dinámica que 
contribuye a su forma actual de la sostenibilidad. La ev ofrece poca in-
formación sobre las formas en que los diversos factores culturales y bio-
lógicos interactúan para producir este resultado. La Sierra Juárez de 
Oaxaca es un ejemplo de la creciente toma de conciencia de la impor-
tancia de comprender el planeta como un bien común y nuestra necesi-
dad de desarrollar instrumentos de política sensibles para facilitar las 
tareas de la población local en su gestión.

Esta experiencia implica la comprensión de los pueblos que han defi-
nido diferentes prioridades que las del mercado mundial. Estas nuevas 
prioridades parecen ser absorbidas por la singular iniciativa de colabora-
ción en Oaxaca que está explorando un enfoque político diferente, que 
combina la búsqueda del equilibrio de los ecosistemas con el equilibrio 
social, con la participación directa de los ‘beneficiarios’ en la solución 
de sus problemas, y la búsqueda de mejoras sostenibles en la calidad de 
sus vidas; éste es el verdadero significado de la justicia ambiental.



PARTE IVa
RESISTENCIAS Y ALTERNATIVAS.  
LA CAPACIDAD DE RESISTIR
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INTRODUCCIÓN

Muchas comunidades mexicanas se encuentran receptivas a las propues-
tas de organizaciones no gubernamentales (ong) para facilitar su parti-
cipación en proyectos que combinan nuevas oportunidades para sus 
miembros con procesos de restauración de sus ecosistemas. Por supuesto, 
las propias comunidades están conscientes de que existe la posibilidad 
de que estas ofertas estén diseñadas para engancharlas en procesos 
clientelares o políticos para fortalecer a los grupos en el poder. Con fre-
cuencia, las mismas ong y otras organizaciones sociales se encuentran en 
una dinámica de cooptación que ha contribuido al debilitamiento de 
varias de ellas; este problema es particularmente notable durante perio-
dos electorales, pero ninguna oferta de apoyo comunitario podría eva-
luarse sin considerar esta faceta de la administración pública mexicana. 

El primer capítulo de esta sección ofrece un análisis de uno de estos 
proyectos, operados por una ong (asociación civil) local que propuso 
poner en práctica un proyecto de rehabilitación ecosistémica frente a la 
destrucción que habían sufrido los altos de la Sierra Madre del Sur, fren-
te a la Bahía de Huatulco. El trabajo involucró la capacitación y movili-
zación de comuneros en toda la región y creó una nueva dinámica de 
participación que fortaleció a las comunidades. El informe termina antes 
de su desenlace final: desgraciadamente, en plena operación, la Comisión 
Nacional Forestal le “cortó sus alas” precisamente porque el Centro y las 
comunidades no estaban dispuestos a colaborar en las campañas electo-
reras del partido oficial.

Sigue la propuesta para crear un mecanismo para movilizar a la socie-
dad para enriquecer y proteger sus recursos hídricos mediante un meca-
nismo financiero en que los usuarios del agua, mayormente urbanos, 
contribuirían para que las comunidades fueran compensadas por las la-
bores de proteger sus cuencas regionales. La idea del Fideicomiso surgió 
de discusiones en algunas de las regiones más necesitadas de labores de 
restauración de sus acuíferos subterráneos y la incapacidad de las instan-
cias encargadas de su gestión para llevar a cabo estas labores. En el am-
biente centralizador y autoritario que reina en el sector del manejo de 
recursos naturales y, en particular, en el del agua, la propuesta no pros-
peró. Sin embargo, las discusiones que resultaron de su presentación en 
numerosos foros públicos sirvieron para despertar conciencia de las po-
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sibilidades de una acción ciudadana frente a la actitud clientelista de la 
autoridad. Esta iniciativa fue parte de una larga trayectoria en la cual 
participamos un gran número de académicos comprometidos con en-
frentar el problema de la gestión del agua que actualmente toma la 
forma de una propuesta ciudadana para una nueva Ley General de Agua 
que pone en operación el principio del Derecho Humano al Agua, esta-
blecido en la reforma del Artículo 4 de la Constitución de 2012. 

En el siguiente capítulo ofrecemos una discusión de la problemática 
de la educación para la conservación. Desde antes que la unesco decla-
rara la Década de la Educación para la Sustentabilidad, se había creado 
una instancia oficial para impulsar la inclusión de materias ambientales 
en los programas escolares, comprendiendo tanto materiales didácticos 
como actividades interactivas. El Cecadesu (Centro de Educación y Ca-
pacitación para el Desarrollo Sustentable) empezó con un liderazgo muy 
activo y creativo que se encargó de esta labor a nivel oficial. En el ámbi-
to universitario había otras dinámicas e iniciativas con personas muy 
dedicadas a promover su inserción en los programas de estudio; desgra-
ciadamente, había muy poca respuesta en el campo de la economía, 
salvo tratar de fijar precios a los recursos naturales y a los servicios am-
bientales. Como aportación a esta discusión, participábamos en un semi-
nario que debatía la posibilidad de ampliar el alcance de esta disciplina, 
una discusión que fue bien recibida, pero con fuertes resistencias a su 
incorporación transversal en los programas de estudio de la economía. 
Actualmente, el resultado es que parte importante de estos temas están 
incorporados como “pegostes” en programas de las Facultades de Cien-
cias, en vez de promover un verdadero programa de Economía Ecológi-
ca, como se ofrece en otros países.

Estas iniciativas y discusiones trascendieron a los niveles cupulares 
de la pirámide científica que convocó a varias reuniones para discutir 
el problema de la sustentabilidad y el sentido mismo del concepto de 
progreso. En uno de estos encuentros, presentamos la provocación de 
que el sustento mismo de la medición del avance económico está en dis-
cusión en muchas partes del mundo. Es claro que el mismo origen del 
concepto de Producto Nacional Bruto no estaba concebido para decir 
algo sobre el bienestar humano o social. El capítulo 24 retoma muchas 
de las discusiones internacionales sobre formas alternativas de contem-
plar el problema de “felicidad” o de progreso, para sugerir que son las 
propias respuestas de las comunidades, a través de sus propios sistemas 
de conocimiento, sus cosmovisiones, que nos pueden informar sobre el 
sentido del “progreso”, con un significado bastante diferente de lo que 
se discute en los círculos dominados por la economía ortodoxa.
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Finalmente, en esta sección incluimos un ensayo que resume los resul-
tados de nuestras interacciones con numerosas comunidades involucra-
das en la construcción de nuevas estructuras institucionales. Escrito para 
enriquecer una discusión entre economistas heterodoxos norteamerica-
nos, el objetivo era plantear la idea de un nuevo entorno social para la 
convivencia y la producción. Aquí se introduce de manera explícita la 
importancia de la demanda de autonomía que es tan central en las inte-
racciones entre muchas comunidades originarias. Esta problemática se 
reproduce tanto en Norteamérica como en otras partes del mundo in-
doamericano. La idea de que los indígenas y campesinos podrían ser 
actores protagónicos en la transformación social es algo muy importante 
que requiere de una profunda revisión de muchas de las teorías de cam-
bio social elaboradas por grupos progresistas y marxistas en todas partes. 
Estas comunidades “tradicionales” están logrando revalorar sus propios 
procesos de cambio que les permite fortalecer sus tradiciones y de esta 
manera prepararse para ofrecer liderazgo para los cambios que necesita-
mos; ésta es una lección importante que trasmitió Eric Wolf (1987) en 
su magistral libro sobre la historia mundial vista por un antropólogo.
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21.  LA PARTICIPACIÓN LOCAL EN LOS PROYECTOS  
DE DESARROLLO SUSTENTABLE1

con evelinda santiago2

introducción: la apropiación local del discurso sustentable

La crisis ambiental es producto de un proceso irracional de apropiación 
de los recursos naturales. Esta apropiación es generada de dos maneras: 
primero; un acto urgente de las culturas dominantes por adueñarse de 
un mayor número de recursos naturales para transformarlos en bienes 
de consumo, provocando con su producción la emisión de tóxicos; y 
segundo, un acto de sobrevivencia de los habitantes de las zonas margi-
nadas, pertenecientes mayormente a los países del tercer mundo. Desde 
este punto de vista, la problemática ambiental es un problema social y 
cultural que se presenta a raíz de los fines de la depredación. En otras 
palabras, mientras unos pocos depredan con fines de lucro, una porción 
mayor de individuos depreda para sobrevivir, es decir, la crisis ambiental 
es el resultado de una progresiva crisis espiritual de las culturas occiden-
tales u occidentalizadas y una acelerada crisis material de las culturas 
tradicionales.

Uno de los aspectos más sobresalientes de la crisis de la modernización 
es la escasez de agua en los centros urbanos, industriales, así como en las 
zonas rurales, causada por la creciente demanda demográfica; el mal uso 
del líquido en la producción; las descargas industriales y domésticas a los 
afluentes; la tala inmoderada de árboles y la introducción de la ganade-
ría y la agricultura tecnificada en las zonas rurales sin exigir una mínima 
responsabilidad por sus impactos. Tanto la escasez de agua como el so-
brecalentamiento de la tierra y los otros fenómenos ecológicos son pro-
blemas cada vez más visibles, los que han motivado tanto a académicos, 
intelectuales, científicos y políticos a involucrarse en la búsqueda de so-

1   Publicado en inglés en J. Johnston, M. Gismondi y Goodman, J. (eds.), Nature’s Re-
venge: Reclaiming Sustainability in an Age of Ecological Exhaustion, Toronto, University of 
Toronto Press, 2006, pp. 183-201. Traducción de Evelinda Santiago.

2  Evelinda Santiago Jiménez es Doctora en Ciencias en Planeación de Empresas y 
Desarrollo Regional por el Instituto Tecnológico de Oaxaca. Actualmente es Profesora-
investigadora adscrita al Departamento de Ciencias Económico-Administrativas del 
Instituto Tecnológico de Puebla e Investigadora Nacional nivel I: mariaevelinda.santia-
go@itpuebla.edu.mx
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luciones que mitiguen la crisis. Sin embargo, algunos de ellos lo hacen 
sin dejar de tener como punto central la racionalidad económica mer-
cantil (Leff, 1998), lo que ha dado como resultado la continuidad de la 
estrategia desarrollista a través de un discurso liberal del desarrollo (Es-
cobar, 2004; Santiago, 2001), que maquillado de verde está dando el 
afianzamiento del “popular” desarrollo sustentable diseñado por la comi-
sión Bruntland (wced, 1987). Éste tiene tintes biocolonizantes en donde 
los habitantes de las megadiversidades no tienen cabida; si no es como 
informantes ecológicos, además de ser definidos como rescatables para 
que no se pierdan los datos sobre los ecosistemas.

Aunque el discurso sustentable —promovido, mayormente, por las 
instancias burocráticas internacionales y algunas ong de los países indus-
trializados— es sólo un camuflaje de la racionalidad capitalista, ha sido 
inspirador de otras concepciones alternativas, fincadas en la apropiación, 
localización y reorientación de la configuración dominante. Estos discur-
sos y perspectivas alternativas han sido cultivados principalmente en los 
países del Sur, en parte por teóricos, intelectuales o técnicos que están 
trabajando en las localidades y en contacto con procesos sociales que 
articulan sus demandas en términos de defensa del territorio, desarrollo 
alternativo, autonomía, sustentabilidad y autosuficiencia (Toledo, 2000). 
Normalmente, estas propuestas están diseñadas desde un punto de vista 
local, donde los habitantes ubicados en las reservas ecológicas son los 
protagonistas de la recuperación y preservación de sus recursos. Cuando 
son exitosos, ese tipo de proyectos iniciados localmente, son un gran 
contraste con las formas de materializar el desarrollismo tradicional, tema 
examinado en la siguiente sección.

21.1. desarrollismo

Los proyectos de desarrollo emanados de las instancias gubernamentales 
han tenido la característica de ser impuestos en las zonas donde existen 
recursos transformables en mercancías. Éstos se han diseñado pensando 
en su rentabilidad particular o social sin ofrecer oportunidad alguna de 
participación a los habitantes locales en su estructuración y puesta en 
marcha. Debido a esto, los proyectos han provocado brotes de resistencia 
y confrontaciones entre promotores y los originarios de las zonas “desa-
rrolladas”, porque más que proyectos democráticos, son lugares para la 
implantación de estructuras colonizantes, usadas por las instancias de 
gobierno para generar feudos modernos para el control y la represión. 
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Por ejemplo, en el territorio administrado por Fonatur (Fondo Nacional 
de Turismo) en las Bahías de Huatulco,3 el beneficio del uso de los ser-
vicios públicos —como el agua potable— es una prioridad para aquellos 
usuarios con mayor poder adquisitivo, mientras que la gran mayoría sufre 
por su carencia o disponen de ella a medida que aceptan las condiciones 
del organismo.

Lo anterior nos hace caracterizar a los proyectos de desarrollo como 
una nueva colonización en nombre de la modernidad y el desarrollo, al 
expropiar los terrenos comunales con garantías mínimas. Produce un 
proceso de exclusión de los actores locales; una manera de subordinar a 
los lugareños, al contratarlos como mano de obra barata y en puestos 
mínimos; una propuesta de desarrollo carente de oportunidades reales; 
imanes que atraen la inmigración para llenar las necesidades creadas; 
mecanismos que ponen los recursos naturales a disposición de los nuevos 
dueños de los proyectos sin velar por la regeneración de los mismos; y 
procesos que ocasionan daño ambiental, subsanados con la creación de 
áreas naturales protegidas, marginando a los mismos moradores. Es decir, 
los proyectos, como el de Bahías de Huatulco, sí han llevado el “desarro-
llo”, pero para los inversionistas nacionales e internacionales; sin que éste 
incida en la elevación del bienestar de los locales. Cuando los proyectos 
se ven obligados a considerarlos, a menudo es de manera soslayada, 
ofreciendo paliativos que no resuelven sus necesidades básicas, y que 
muchas de las veces agudizan sus problemas de salud e ingresos.

En este capítulo, examinamos una alternativa: Administración Inte-
gral de los Recursos Naturales (airn), que transforma las propuestas 
tradicionales, induciendo a los actores locales a participar activamente 
en la administración de sus recursos naturales de manera integral, esto 
aumenta su capacidad para atender sus propias necesidades y generar 
nuevas fuentes de ingresos regionales. Este enfoque, diferente, asume 
que los recursos naturales han sido y son la fuente de sustento de los 
sujetos, ya que siempre han aceptado su importancia y a menudo se 
organizan para emprender actividades para su cuidado. El planteamien-
to (airn) está basado en la premisa de que los habitantes, dentro de 
sus culturas y en interacción con el resto de la sociedad de la que tam-
bién forman parte, constantemente experimenten con nuevas propues-
tas productivas para que fortalezcan su sociedad y diversifiquen su 

3   La institución federal controla una gran parte de los beneficios sociales que se lleva-
ron a las tierras expropiadas, como es el cobro de la distribución del agua potable y el 
mantenimiento de las zonas urbanizadas a través de la corporación afiliada a Fonatur 
denominada Baja Mantenimiento Operacional.
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economía. Al incluir nuevas actividades dentro de sus formas de vida, 
los locales diseñan alternativas que los previenen de convertirse en re-
fugiados económicos en los centros urbanos nacionales e internacionales. 
Ellos también aprenden cómo contribuir al desarrollo de su región sin 
sacrificar su dignidad, evaluando nuevas actividades mientras desarro-
llan nuevas relaciones entre su cultura y la cultura dominante. Esta 
interiorización les provocaría dejar de ser parte de la gran franja de 
mano de obra barata para convertirse en los protagonistas de su propio 
desarrollo regional sustentable. El nuevo enfoque busca fortificar a las 
comunidades para evitar la pobreza extrema y la degradación ecológica 
en los territorios. Además, los conflictos entre los desalojados y los téc-
nicos disminuirían, ya que reconoce que los locales tienen la primacía 
sobre el territorio porque llegaron primero. Es decir, esta propuesta 
puede contribuir a reducir violentos litigios legales o movimientos po-
líticos que sólo traen luchas fratricidas, en las que regularmente mueren 
sólo personas y líderes de la parte agraviada, al defender sus territorios 
y sus culturas.

Una manera de evadir conflictos está en el compartir conocimientos a 
través de la educación y habilitación en nuevas tecnologías, así como en la 
actualización de las tecnologías tradicionales, ambas fusionadas a la proble-
mática local-regional. Esto es posible a través del entrenamiento de los 
locales para que se formen como profesionales y técnicos comunales, 
quienes se convertirían en microempresarios, dueños de los servicios y 
productos sustentables que se ofrecerían al resto de la sociedad. En este 
sentido, los comuneros aprovechan sus recursos naturales sin poner en 
riesgo su hábitat porque, al mismo tiempo que toman una porción para 
alcanzar su bienestar, irían reconstruyendo y conservando los ecosiste-
mas. Es decir, la idea es inducir nuevas formas de apropiación en las 
que una parte de los recursos sirvan para alimentar los servicios y siste-
mas productivos; otra para que los habitantes continúen con los usos 
tradicionales de ellos; y finalmente la más importante, estaría abocada 
a la reconstrucción y conservación de las diversidades ecológicas ero-
sionadas.

La esencia de la propuesta (de airn) está fundamentada en la recreación 
de la cotidianeidad local, en la misma escena donde se realiza la reconstruc-
ción de los ecosistemas y se inducen los proyectos productivos. Esta es-
trategia evita fincarse en las confecciones frías y acartonadas que pululan 
en los escritorios de la ciudad. El airn, rechaza la visión de considerar 
incapaces a los comuneros para diseñar sus propias estrategias de desa-
rrollo y, por el contrario, los exhorta a definir las formas de cómo, dón-
de y cuándo se llevarán a cabo. En otras palabras, promueve la participa-
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ción activa de los locales, de tal manera que es un proceso que propicia 
un amalgama integral y sustentable de lo selecto4 de las dos sabidurías generadas 
por la humanidad: la de las sociedades industrializadas y la de las socieda-
des tradicionales. No promueve una autarquía ilusa en las comunidades 
indígenas y rurales, pero sí tiene como meta caminar hacia la autosufi-
ciencia alimentaria, energética, económica, y en general de sus necesida-
des básicas, para que estén en condiciones equitativas para realizar inter-
cambios socioeconómicos justos con el resto de la sociedad. Es 
importante decir que, el control comunal local de sus territorios con sus 
formas de gobierno tradicional, no amenaza al Estado-nación; este para-
digma reconoce que es necesario un gobierno fuerte que regule las re-
laciones regionales y del país con el resto del mundo, ya que los habitan-
tes de estas localidades saben que se encuentran en desventaja y están 
conscientes de que no podrían relacionarse efectivamente con el mundo 
exterior. Sin embargo, airn propicia la catalización de un proceso polí-
tico que fortalezca a los habitantes, al hacerlos conscientes del uso alter-
nativo de sus recursos naturales; motivando que los defiendan de maneras 
más apropiadas y flexibles, y con una sincronización más democrática 
entre sus normas y las normas de la sociedad dominante.

La participación activa de las comunidades indígenas y rurales dentro 
de los procesos de reconstrucción y preservación de los ecosistemas es 
vital porque las comunidades rurales e indígenas, regularmente, son 
quienes se encuentran en los lugares de mayor riqueza ecológica. Los 
habitantes de las zonas rurales conocen los tiempos de recreación de los 
ecosistemas y saben cómo deben ser tratados. Estos conocimientos pro-
vienen de un desarrollo cultural basado en un proceso de interacción 
singular social y ecológica. Por esa razón, los campesinos se hacen res-
ponsables y asumen la tarea de “guardianes de sus bosques” sin ninguna 
prestación adicional, es un trabajo más que deben realizar para poder 
hacer uso de sus ecosistemas denominados “Bienes de la Nación”. Es 
decir, los programas de rescate de ecosistemas, además, agregan dentro 
de su planificación “cómo rescatar a estos pueblos”, porque los ven como 
parte de la “fauna” puesto que portan un conocimiento amplio de su 
entorno natural; por lo tanto, a las culturas de esos habitantes las consi-
deran en peligro de extinción. Esta estrategia transforma los problemas 
indígenas en problemas ecológicos, tratándolos como subordinados en 
lugar de reconocer sus derechos políticos de igualdad (Assies et al., 2000). 
El proceso del airn reconoce la necesidad del control territorial por los 

4   Por selecto se considera todo aquello que no dañe los sistemas ecológicos de una 
región o localidad.
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locales porque los habitantes no podrían proteger y reconstruir un terri-
torio sin un poder político. Esta premisa de control territorial, basada en 
la articulación de cierta autonomía (Regino, 1999) es el crisol donde se 
construye la recuperación de su dignidad, a través de la rehabilitación 
ecológica de “su” territorio y no el del patrón, del amigo o del gobierno. 
El control territorial es toral para los comuneros porque es en el espacio 
local-regional donde construyen día a día sus diferentes proyectos de vida, 
ya que es el uso de la biodiversidad territorial lo que les permite crearlos, 
recrearlos o abandonarlos. Este concepto de territorio se amplía desde 
el lugar donde están ubicadas sus viviendas hasta donde logren colectar 
la flora y cazar la fauna necesaria para su sobrevivencia. Éstos son los 
lugares de donde toman el material para hacer sus viviendas (morillos), 
obtener sus alimentos (animales del bosque y del río; siembra de maíz) 
y la energía para cocinarlos (leña).5 El control del territorio les ofrece 
una capacidad de autogestión, por lo tanto, la posibilidad de la continui-
dad de su línea de sangre a través de la herencia de la parcela a sus hijos. 
Este es el caso de estudio examinado en este capítulo.

21.2. el mega resort bahías de huatulco

La belleza paradisíaca del mar del Pacífico Sur, con el constante cambio 
del paisaje del bosque y las estacionales variaciones de color, llenaron de 
sueños a los políticos mexicanos. Al mirar la riqueza de los ecosistemas 
—apenas tocados por mano humana— y la pobreza material de los 300 
habitantes de la comunidad de Santa Cruz se propuso un esquema de 
desarrollo de la parte frontal de la playa que siguiera con el éxito logra-
do en Cancún, en el sureste mexicano. A finales de los años setenta, los 
campesinos y pescadores recibieron gustosos al entonces presidente de 
la República José López Portillo y a la secretaria de Turismo, Rosa Luz 
Alegría, en su paseo de reconocimiento de la zona. Ninguno pensó que 
la visita tuviera, años más tarde, la repercusión que tuvo en sus vidas y 
en las vidas de los habitantes de los alrededores.

En 1984, durante el siguiente gobierno, regresaron funcionarios me-
nores a ejecutar lo que se había dispuesto: expropiar 21 163 hectáreas 
comunales en 30 kilómetros de franja costera. El fin: construir la infraes-

5   Los recursos naturales para los habitantes de las localidades rurales e indígenas tienen 
una connotación de uso, tradición en decadencia debido a la crisis material en que viven, 
más que de comercialización a gran escala.
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tructura apropiada que atrajera a los inversionistas extranjeros, principal-
mente, y nacionales deseosos de levantar grandes hoteles que compitieran 
con cualquier destino turístico internacional,6 transformando las Bahías 
de Huatulco en otro imán que contribuyera al desarrollo nacional. Hoy, 
Huatulco es un gran elefante blanco en temporada baja, que medio se 
colorea en temporada alta con turismo nacional procedente de la capital, 
regularmente. Aunque Huatulco se pone un “poco de rubor en las meji-
llas” en épocas de vacaciones, las grandes avenidas que llevan a las Bahías 
están vacías, carecen del bullicio de Acapulco o Cancún. A los comuneros, 
ahora extraños en lo que eran sus antiguas tierras, no les molesta mucho 
esto, porque de cualquier manera ellos no participan de la derrama econó-
mica como lo hacen los dueños de los grandes hoteles o los trabajadores 
traídos de otro lugar. Los hoteleros no contratan, comúnmente, a gente 
de la región para ejercer puestos de alta responsabilidad; pareciera que los 
habitantes están vetados para obtener esos trabajos. El puesto más alto que 
logran alcanzar en la zona hotelera es el de capitán de meseros, a pesar 
que el comunero ostente un documento que lo avale como licenciado en 
Administración de Empresas Turísticas u otro diploma profesional.

Los campesinos se preguntan ¿para quién fue el desarrollo? Se contes-
tan que no fue para ellos. Nunca estuvieron incluidos dentro del paque-
te de desarrollo, quizá sólo como sirvientes de los dones y las doñas que 
llegan a Huatulco, pero no como socios del desarrollo. Antes de que 
Fonatur estableciera su feudo en las Bahías, los campesinos vivían de 
manera autosuficiente, sembrando maíz en sus parcelas y pescando el 
fruto del mar para venderlo entre los habitantes de la región. El senti-
miento de pobreza no era parte de su realidad ni llegaba a los grados 
que hoy ellos perciben. Eran dueños del mar y de las parcelas de tierra 
adentro; aunque fueran comunales, con ellas regían su propio destino.

El 17 de abril de 1984, el Diario Oficial de la Federación publicó a mane-
ra de notificación, la solicitud que la Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Ecología hacia a la Secretaría de la Reforma Agraria para la expropiación 
de una superficie de 21 189 hectáreas de terreno,7 perteneciente a la 

6   No es la intención de este ensayo describir la problemática que han vivido las comu-
nidades de la costa de Oaxaca con la llegada del desarrollo. Sin embargo, se hace refe-
rencia a ello para ponerla como un ejemplo de lo detractor que ha sido el pensamiento 
tecnificado de las instituciones gubernamentales, al percibir que ellos tienen la verdad de 
lo que es el bienestar para los habitantes de esta nación. También, al mismo tiempo, se 
utiliza para hacer una comparación con la propuesta de desarrollo que ofrece el Centro 
de Soporte Ecológico en el próximo apartado.

7   Aunque la solicitud fue por esa cantidad, el número que Fonatur tiene a su cargo es 
de 21 163 hectáreas.
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comunidad de Santa María Huatulco.8 Abruptamente el proyecto de vida 
de los habitantes de las rancherías ubicadas en las Bahías de Huatulco 
fue truncado por las autoridades, sin que se les preguntara si les intere-
saba o no cambiarlo por un terreno de 200 metros cuadrados donde vi-
virían en casas de concreto ubicadas en La Crucecita —pueblo sustituto 
de sus comunidades: Santa Cruz, Bajos de Coyula y Bajos del Arenal.

Los comuneros insisten en que no se oponían a la expropiación. Lo 
que ellos no aceptan es la forma en que se llevó, a través de una guerra 
de baja intensidad en donde corrió el dinero que compró el consenti-
miento de las autoridades locales y la presión psicológica hacia los “re-
voltosos”, como Fonatur llamaba a los líderes —para que desistieran de 
su lucha—. La resistencia fue minada cuando fue asesinado el líder 
principal, Alfredo Lavariega, la noche del 4 de noviembre de 1989. Mu-
chas de las promesas están aún por cumplir. El complejo turístico, en-
tonces, fue concebido y puesto en marcha dentro del discurso del desa-
rrollo colonizador, desmembrador de los proyectos de vida rurales, 
excluyente y provocador de la verdadera pobreza material y cultural. Las 
comunidades rurales e indígenas no se oponen a la llegada de la mo-
dernización a sus vidas, lo que no aceptan es que los excluyan durante 
todas las facetas de su vida, que incluye una educación de calidad en los 
niveles básicos y profesional para que puedan participar de manera 
efectiva. Se les arrebató su vida y se les hizo a un lado, no se les preparó 
para tomar las ventajas que traen las nuevas oportunidades. Aún así, el 
gobierno no entiende por qué se incrementa cada año el número de 
pobres y no se da cuenta de que él mismo lo provoca con sus “buenas” 
intenciones desarrollistas. Esto sucede porque no se toma un espacio 
amplio para reflexionar sobre los impactos ecológicos y sociales antes 
de irse de misionero a sacar a los “indios” de su atraso. Pero los campe-
sinos tienen esperanza de convertirse en los protagonistas del desarrollo 
que el gobierno federal trajo a su territorio. En los noventa una organi-
zación inusual llegó a la región, proponiendo un programa para la ad-
ministración de los ecosistemas en el que las comunidades locales po-
drían participar.

8   Convenio celebrado el 23 de mayo de 1984 entre Nacional Financiera, Fonatur, 
Bienes Comunales de Santa María Huatulco, la Secretaría de Reforma Agraria, la Secre-
taría de Turismo, la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, el Gobierno del Estado 
de Oaxaca y la Presidencia Municipal de Santa María Huatulco.
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21.3. el centro de soporte ecológico

Los inicios de la operación del Centro de Soporte Ecológico (cse) se 
remontan al año 1992, cuando la filial de Fonatur, Baja Mantenimiento 
y Operación, solicitó a profesionales y académicos realizar una evaluación 
de los recursos naturales de la faja costera de las Bahías de Huatulco para 
su eventual uso sustentable. Durante el proceso, también se evaluó la 
batería de los pozos de agua que había perforado Fonatur en el río Co-
palita. Después de realizar trabajos de observación se encontró que exis-
tía una pérdida y un abatimiento en los niveles freáticos, repercutiendo 
en la altura del nivel en los pozos de agua.

Los resultados de los trabajos de campo no fueron del todo alenta-
dores. El balance del agua de la costa había cambiado por las grandes 
cantidades extraídas y la filtración había disminuido notoriamente por 
la destrucción de la cubierta boscosa en la mayor parte del territorio. 
Los suelos estaban erosionados, y siguen erosionándose, por la misma 
pérdida de la cubierta forestal y por prácticas agrícolas que favorecen 
la pérdida de suelo. Las cuencas deforestadas y los cauces de los ríos 
están en un proceso de desertificación grave. Las condiciones anteriores 
originaron que el agua desapareciera totalmente en varios ríos impor-
tantes de la costa y esté por desaparecer en los demás, a menos que 
exista un cambio sustancial en los patrones de uso del agua y de uso 
del suelo. A partir de este hallazgo, el cse estructuró su propia estrate-
gia que revirtiera la dinámica desfavorable que existía —y aún existe— 
en la costa de Oaxaca.

La estrategia diseñada por el cse está basada en un programa de re-
forestación de las tierras altas de la costa para regenerar y conservar los 
bosques. A través de la regeneración y protección del bosque, el centro 
también tiene la esperanza de crear oportunidades de empleo en las 
comunidades para hacer que el proyecto sea autofinanciable después de 
un periodo de ser subsidiado. También espera que esta estrategia impacte 
directamente en el problema regional de agua; reduciendo el flujo del 
agua en la superficie del suelo, y contribuir en la estabilización del flujo 
de los ríos, por lo tanto parar el proceso de desertificación (Barkin y 
Paillés, 2000; 2002). De esta manera, nace un proyecto con tintes ecoló-
gicos, pero que debido a las circunstancias se convierte en un proyecto 
sustentable a medida que algunos grupos comunales aceptaron adoptarlo 
como propio, consecuentemente ganando control de sus ecosistemas y 
de su economía local. Al crear procesos productivos “amigables”, el cse 
colaboró en la generación de nuevas fuentes de ingresos congruentes con 
el programa general de extender y proteger el bosque.
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El proyecto del cse ha distado mucho de los programas fundamenta-
dos en el cuidado de la naturaleza dentro de parques ecológicos, donde 
la gente local no tiene un lugar legítimo. Contrariamente, el proyecto 
propone ser un catalizador para la recuperación de la vida digna de los 
habitantes, fortaleciendo las instituciones locales y diversificando la estruc-
tura productiva. Explícitamente rechaza las características de los programas 
paternalistas y clientelares implementados en México durante el periodo 
posrevolucionario, desde 1917. Sin embargo, uno de los problemas que 
viven las propuestas del Centro es la restricción por los retrasos en las 
entregas de dinero; debido a los trámites burocráticos de las fuentes de 
financiamiento que las apoyan: organizaciones internacionales con re-
presentación nacional, las autoridades de los gobiernos nacional, estatal, 
municipal y local. Para resolver estos problemas, el cse forjó un modelo 
nuevo de administración basado en fideicomisos que incorporan a todos 
los socios que tienen que ver con la toma de decisiones, incluyendo las 
comunidades, los usuarios del agua y las agencias de financiamiento.

Sin embargo, esta característica hace que las alternativas ofrecidas 
por el cse sean incluyentes porque involucran, dentro del proceso de la 
“producción de agua”, a todos los actores que pudieran ser beneficiados 
o afectados por la propuesta de desarrollo.

Por otra parte, la inducción de los programas en las comunidades de la 
costa de Oaxaca tiene tres objetivos: a] reconstruir y conservar las cuencas 
y los bosques de la región; b] aprovechar de manera sustentable los ecosis-
temas, y c] acompañar a los habitantes de la región Costa de Oaxaca en la 
recuperación de su dignidad. El primer aspecto busca llevar agua a los 
mantos freáticos de manera constante, dentro del segundo y el tercero se 
busca dar a los habitantes de estas regiones la posibilidad de reconstruir 
sus sociedades a través de la apropiación de sistemas productivos alternos. 
Es decir, al mismo tiempo que los campesinos estarían recuperando los 
ecosistemas, estarían utilizándolos de manera racional; a la vez se van ca-
pacitando en tecnologías limpias y actualizando sus tecnologías tradiciona-
les en la cotidianeidad, al ir resolviendo problemas prácticos. Un programa 
para el uso sustentable de los recursos naturales involucra usar los subpro-
ductos que traen los esfuerzos de mantenimiento, hacer uso de las ramas 
resultantes de podas y de la corta de arbolitos que obstruyan el crecimien-
to de otros. Lo anterior, evita que ellos escojan la tala de sus montes para 
venderlos al postor más cercano, que no es el que paga más, regularmen-
te, o escojan la migración a los centros urbanos y abandonen el proyecto.

Si el proyecto del Centro de Soporte Ecológico no tomara en cuenta 
la potencialidad enorme que existe en el conocimiento tradicional man-
tenido por las comunidades, el proyecto ignoraría la realidad local y sería 
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uno como todos los proyectos generados en un escritorio de ciudad. La 
relación entre el Centro y las comunidades está formalizada a través de 
la figura jurídica denominada Sociedades en Solidaridad Social (triple 
S), sociedad que tendrá una vigencia de 15 años. La triple S está com-
prometida en generar fuentes de trabajo que permitan obtener ingresos 
a sus socios; así, como a conservar los recursos naturales de la región 
dentro de un contexto de producción, industrialización y comercializa-
ción de madera en rollo y productos forestales. Para transmitir algo del 
sentido de la calidad de la estrategia de intervención, se examinan los 
detalles de las diferentes maneras en las que las comunidades adaptaron 
las oportunidades creadas por el Centro de Soporte Ecológico.

21.4. participación local en xadani, petatengo y el achiote

Romantizar a las comunidades sería un craso error porque son culturas 
híbridas (García Canclini, 1989) que viven apropiándose de elementos 
socioculturales del resto de la sociedad para poder sobrevivir —paradó-
jicamente— dentro de sus formas de expresión. Esta disponibilidad ha 
abierto espacios en los que diferentes personajes construyen cotos de 
poder, incrementando la polarización entre los dos proyectos de vida que 
dividen a las poblaciones rurales: uno con tendencia capitalista y otro 
con permanencia en lo tradicional. Muchas de las comunidades rurales 
e indígenas son, hoy, el campo de batalla de los nuevos mensajeros de 
occidente, a los que hemos llamado, caciques de nueva cuña:

a]	 cacique económico: el tradicional finquero o comerciante que sirve de 
intermediario entre el mayorista y el campesino;

b]	 cacique político: es el cacique moderno, campesino de la élite, aquel 
que ha vivido o estudiado fuera de su localidad, quien, generalmen-
te, es el coordinador de los programas traídos del exterior, el repre-
sentante de algún partido político o el que gestiona ante las institu-
ciones gubernamentales beneficios para la comunidad;

c]	 cacique religioso: éste ha dejado de ser sólo el “padrecito” de la iglesia 
del pueblo, ahora está personificado por los líderes de las diferentes 
religiones que llegan a salvar las almas de los pobres “indios”, a los 
que aún se les sigue considerando infieles (Ricard, 2000; Villoro, 1996).

Se ha observado que cada uno de los diferentes caciques, de una u 
otra forma, presionan económicamente a los campesinos, haciéndoles 
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creer que el camino de la salvación está pavimentado, ya sea por el diez-
mo que entregan o por el pago para tener la “posibilidad” de inscribirse 
en un programa de apoyo al campo. La presencia cotidiana de los salva-
dores —económicos, políticos o espirituales— es una fuente de división 
continua que compite por la atención preferencial de los campesinos, 
incitándolos muchas veces a que rechacen otras propuestas diferentes a 
las que a ellos les urge que abracen. Estas situaciones hacen que la llega-
da de nuevos extraños —regularmente mensajeros del bienestar espiri-
tual o material— a la comunidad levante olas de desconfianza entre la 
población, con mucha razón porque ha sido presa del despojo y del 
engaño por muchos años. Un ejemplo, de ese rechazo, fue la llegada del 
cse a las comunidades enclavadas dentro de las inmediaciones de la 
cuenca del Río Zimatán; al principio causó alegría porque para los cam-
pesinos significó la posibilidad de obtener algo gratis, pensando que la 
invitación tenía el carácter similar a las actividades que realiza el gobier-
no en periodo de elecciones. Sin embargo, cuando el programa ya se fue 
estableciendo dentro de la región, sólo un pequeño número de habitan-
tes se adhirió a él, haciéndose a un lado aquella parte de la población 
que pensó y piensa que la estrategia puede ser una medida para arran-
carles de las manos la poca o mucha tierra fértil a la que tienen acceso. 
Estos pensamientos, inducidos por las diferentes partes que desean ob-
tener la privilegiada atención de la mayoría de los habitantes, y como 
resultado de las experiencias vividas a raíz de la llegada del Desarrollo 
Turístico de Bahías de Huatulco, presentan al cse como una fuente divi-
soria más dentro de la vida de los comuneros.

Sin embargo, los individuos que han aceptado la propuesta continúan 
participando con bastante entusiasmo. Éste es el caso de los habitantes 
de la comunidad llamada Santa María Petatengo, donde un grupo de 25 
comuneros, no sólo trabajan con ahínco en la reforestación, sino que 
solicitaron que la agrupación estuviera enmarcada dentro de una “per-
sonalidad jurídica”. De tal manera, que el Centro buscó la más idónea y 
en 1998 se constituyeron como una Sociedad de Solidaridad Social —“tri-
ple S”—. A esta sociedad se les unen, en temporada de reforestación, 
comuneros que no son socios, pero que forman parte de la comunidad, 
tomado a la actividad como un empleo temporal. Estas personas no tie-
nen una presencia definitiva, principalmente, porque carecen de tierras 
y las que tienen —si es el caso— las utilizan para la siembra de maíz.9 

9   En el trabajo de campo realizado en las tres comunidades se encontró que en El Achiote 
57.14% de la población posee tierras comunales; 42.85% posee tierras privadas y de las 14 fami-
lias, 21.42% declara tener propiedad mixta y sólo 7.14% trabaja en tierra prestada.
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Estos comuneros, que laboran ocasionalmente dentro de los programas, 
son nuevos en los poblados, a los que llaman “avecindados”, gente alle-
gada a la región por unión matrimonial, expulsión de sus pueblos, pro-
fesar otras religiones o ser vistos como amenaza al afiliarse a partidos 
políticos diferentes al hasta hace poco institucional (Partido Revolucio-
nario Institucional). El ser avecindado les dificulta tener una buena 
cantidad de hectáreas suficientemente fértiles para obtener el maíz ne-
cesario para sobrevivir durante el año, ya que el número de habitantes 
en crecimiento hace que éstas escaseen. Para tener un ingreso adecuado 
para la alimentación familiar se contratan como mozos10 en la prepara-
ción de la tierra, la siembra y la cosecha de maíz, o yéndose a “pizcar” 
—léase cosechar— café cuando es la temporada; tomando trabajos tem-
porales cuando el gobierno los promociona, como el apagar los incendios 
forestales en la temporada de secas o bajando a La Crucecita, el pueblo 
que da servicio al proyecto turístico, a realizar labores en el ramo de la 
construcción o en los restaurantes, ya sea como meseros o ayudantes en 
la cocina.

Las comunidades son pequeñas y ubicadas en un extenso territorio; 
tomándose en representación tres de ellas: Santa María Petatengo, El 
Achiote y Santa María Xadani. Petatengo, es un pueblo fundado en 1972 
por 30 ciudadanos,11 donde hoy, la mayoría son integrantes de las triple 
S. Esta participación se debe a la cohesión que se ejerce a través del 
control paterno, más que materno, por la necesidad de apoyo mutuo 
para cultivar la tierra; además, tienen un historial de concreción de pro-
cesos autonómicos como el convertirse en Agencia de Policía Municipal, 
liberándose de la autoridad administrativa de Xadani. La cohesión a 
través de redes interfamiliares, también se manifiesta entre los habitantes 
de El Achiote —una población pequeña de 14 familias—. Esta distinción, 
hace pensar que la conformación de un proyecto comunal es más posible 
porque existe una interconexión familiar directa (hermanos, tíos, sobri-
nos, hijos, etc.) o indirecta (compadres), es decir que dentro del pueblo 
todos son familia de una u otra manera, haciendo posible una comuni-
cación rápida y de apoyo mutuo.

En contraste, en Santa María Xadani la división interna es muy grande 

10   Mozo, para los habitantes de la región, es aquella persona que trabaja en la prepa-
ración, siembra y cosecha de la tierra y recibe un sueldo por ello.

11   Se denomina ciudadano al jefe de familia que es el representante de todos sus 
miembros. Se reconoce como ciudadano a un varón que contraiga matrimonio, pero 
desde los 18 años un muchacho tiene la obligación de prestar servicios a la comunidad 
para que pueda tener derecho a los bienes de la comunidad.
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debido a los diferentes caciques presentes en el pueblo. No permiten que 
los procesos catalizadores, como los inducidos por el Centro, sean acep-
tados si no tienen un carácter paternalista o clientelar. En estos momen-
tos, los xadaneros ven con no muy buenos ojos a los de Petatengo porque 
están empezando a concretar una de las alternativas productivas: el tor-
neado de ramas de árbol para la construcción de muebles y bates de 
beisbol. Además, Xadani condicionó su participación formal al proyecto, 
hasta comprobar que los habitantes de Petatengo tengan un éxito eco-
nómico en la transformación de ramas en bienes de consumo. En El 
Achiote la reforestación es realizada por todas las familias y el proceso 
alternativo del cual se están apropiando es el de la fabricación de alebri-
jes.12 Lo hacen en sus horas libres y de manera comunal. Es decir, unos 
labran la madera, otros la pulen y curan con gasolina, y otros la pintan. 
Como ya se dijo antes, la relación es estrecha porque se trata de una red 
de relaciones familiares acostumbrada a trabajar en comunalidad, debido 
a sus carencias. Hoy, la ranchería, ubicada a 3 kilómetros de Xadani, 
cuenta con energía eléctrica y un teléfono rural, obtenidos en el año 
2000 y 2001 respectivamente.

Las respuestas mencionadas anteriormente, permiten entender que, 
aunque las comunidades se encuentran a distancias relativamente cor-
tas, cada una de ellas va tomando su tiempo para construir su propia 
estructura productiva y articular la cierta autonomía que viven con el 
resto de la sociedad. No hay recetas hechas para diseñar un proyecto 
de desarrollo de una región o del territorio que abarque un ecosistema 
definido; sin embargo, pueden existir guías que apoyen en el diseño 
cotidiano —como la airn— que tenga como eje motor la participación 
y anuencia de los habitantes locales. A este proceso se le puede agregar 
la formación, paralela, de redes de intercambio justo con el resto de 
la sociedad; redes que contemplen el respeto a las áreas que pudieran 
impactar, debido a las demandas, el ámbito social, cultural, económico 
o ecológico del territorio.

Las comunidades están activamente involucradas en un complejo pro-
ceso de negociación para la integración del nuevo proceso en sus estruc-
turas sociales tradicionales y productivas. Esto requiere cambios conti-
nuos en los papeles sociales y cambios en las alianzas políticas dentro de 
la comunidad y con las fuerzas externas. Como podrá observarse en la 

12   Figuras fantásticas labradas en madera por las comunidades de la Costa de Oaxaca 
representan a los animales de la región como son: ardillas, venados, pumas, entre otros. 
Por lo tanto, son piezas diferentes a las que se labran en los Valles Centrales del Estado 
de Oaxaca.
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sección siguiente, también involucra traducir diferentes concepciones, 
del mismo fenómeno, a un aceptable entendimiento mutuo.

21.5. los tiempos de los diferentes protagonistas

El fortalecimiento interno de las comunidades se ha ido dando paulati-
namente. Sin embargo, el proceso ha encontrado áreas de oportunidad 
a desarrollar, reconstruir, inventar o detallar. Lo anterior significa que, 
además de la desconfianza natural de los habitantes, existen contratiem-
pos inmersos en las negociaciones con las fuentes de financiamiento y el 
trámite burocrático de los permisos para el aprovechamiento de los re-
cursos; sin dejar de mencionar las “patadas debajo de la mesa” de los 
demás agentes externos que desean ser los únicos en acompañar13 a las 
comunidades en la construcción de un proceso de desarrollo endógeno. 
Otro obstáculo significante se refiere las diferentes maneras en que las 
partes miden los cambios y los ritmos de adopción de las innovaciones 
propuestas. Estas variaciones en las concepciones del tiempo son en sí 
mismas extremadamente importantes para entender la dinámica del 
proceso de cambio. Esta serie de tiempos14 son:

a]	 los tiempos de las comunidades enmarcados dentro de sus estructu-
ras de gobierno tradicional: asambleas;

b]	 los tiempos de las fuentes de financiamiento nacionales e internacio-
nales para otorgar el presupuesto para la generación de la infraestruc-
tura física y humana necesaria que potencie a las comunidades como 
protagonistas de los sistemas productivos y de servicios sustentables; y,

c]	 los tiempos de las instancias burocráticas gubernamentales para emi-
tir los permisos necesarios para el aprovechamiento de los recursos 
naturales.

13   Debido a que la característica de los apoyos a los habitantes rurales siempre ha es-
tado fincada en su planeación en un escritorio lejano del lugar, por alguien que no co-
noce nada, ni de la cultura, ni del ecosistema; se propone que el “experto” ya no diseñe 
las alternativas de acuerdo a su inspiración, sino que las construya con la participación 
activa de los implicados y que se remita a acompañarlos en todo el proceso de definición 
hasta la apropiación del mismo por parte de la comunidad.

14   La palabra “tiempos” aquí se utiliza para hacer referencia a las etapas involucradas 
en el proceso de concreción de un evento o actividad. La observación sobre los tiempos 
a conjugar fue hecha por el arquitecto Jorge Rocha, antiguo residente del Centro de 
Soporte Ecológico.
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En este tenor, se ha observado que la “sustentabilización” de espacios 
definidos de tierra se lograría cuando los tiempos humanos se acotaran 
a los tiempos de recreación de la naturaleza. Éste sería el cuarto tiempo 
a conjugar y el más importante a considerar por ser el “proveedor” de 
los recursos a aprovechar.

Este acoplamiento es algo complejo de estructurar ya que, tanto los 
intercambios de información, como la construcción del proceso produc-
tivo alternativo, se dan dentro de dos culturas diferentes: una, donde sus 
códigos culturales están definidos a partir de una relación más cercana 
con la naturaleza y la otra, con el código cultural de las leyes del merca-
do capitalista. La experiencia sugiere que se requiere la calibración de 
la relación entre los tiempos humanos, mencionados antes, con los tiem-
pos ecológicos. Esto nos hace inferir que el logro de una “sustentabiliza-
ción” suficientemente flexible necesita de la participación de un “socio 
intermediario” que sea capaz de definir ventajas y carencias del territorio 
que sirvan para diseñar estrategias que lo conviertan en un espacio sus-
tentablemente competitivo, sensible a las necesidades y demandas de 
todos los protagonistas involucrados, y consciente de la importancia de 
su papel como catalizador del proceso de reconstrucción de la diversidad 
social y ecológica que se está realizando.

La práctica de una ética particular debe ser el sello que marque la 
capacidad de gestión, ya que su trabajo estriba en ser un articulador de 
culturas15 que está, al mismo tiempo, catalizando la construcción de un 
proceso político, al capacitar a los habitantes en habilidades que desco-
nocen y al mostrarles caminos para interactuar con el resto de la sociedad. 
Indudablemente, una de las partes, del conjunto de actividades, más 
difíciles de armonizar es la sincronización de las culturas. Para disminuir 
la presión, se cree imperante hacer comunalidad,16 con el objetivo de 

15   Una especie de traductor de las concepciones de las recreaciones de la vida dentro 
de ciertos ambientes —tecnificados o aún apegados a la naturaleza—. Es decir, un emba-
jador de la diversidad sociocultural y ecológica. Éste puede ser una institución de gobier-
no, universidad o de la sociedad civil.

16   Comunalidad es el hecho de involucrarse en las formas de gobierno de los pueblos, 
a las que se les denomina: usos y costumbres. Floriberto Díaz (indígena mixe) expresa que 
“la comunidad, sus formas de autogobierno y reglas normativas (usos y costumbres) tienen 
mucho que ver con aspectos ligados a la tierra, al idioma y a la educación”. Díaz se refiere 
a la comunidad no sólo como un conjunto de casas con personas, sino personas con his-
toria, pasado, presente y futuro, que no sólo se pueden definir concreta, físicamente, sino 
también espiritualmente en relación con la naturaleza toda” (Robles y Cardos, 2008). En 
este sentido, los habitantes de las comunidades utilizan este espacio para realizar acciones 
de recreación y transformación de la naturaleza, teniendo como vínculo de primer orden 
los sistemas productivos creados a través de la relación estrecha con la tierra. Alrededor 
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poder hacer una conceptualización intelectual y diseñar acciones acorde 
a los “usos y costumbres” de la localidad, además de ganarse su confian-
za. Estos conocimientos se utilizan para que los procesos logren alcanzar 
un cierto nivel de fluidez, sin que se trastoque la premisa del intercambio 
justo y sin dejar de poner una especial atención a los tiempos de recrea-
ción de la naturaleza.

El requerimiento de un “socio intermediario” podría verse como un 
impedimento para el logro de la construcción de autonomía local y re-
gional de los pueblos porque crea una dependencia de un intermediario 
entre las tres partes: la cultura occidental, la cultura tradicional y la na-
turaleza —que define el ritmo general de los proyectos.

Sin embargo, debido a la situación actual de los pueblos marginados 
se tiene que confiar y buscar la “mejor oferta” personificada, ya sea, en 
ong, gente de la localidad, de la sociedad civil o del mismo gobierno. La 
mejor estaría representada en aquel intermediario que tenga, como vir-
tud, la sensibilidad para calibrar las dos culturas de manera justa y que 
cuente con especial respeto por la diversidad cultural, social y ecológica. 
El intermediario, de esta manera, estaría en las condiciones para acom-
pañar a las comunidades interactuar con el resto de la sociedad, permi-
tiendo su fortalecimiento al ir aprendiendo a sortear los problemas que 
van presentándose —ya sea provocados por la tardanza en la emisión de 
permisos para el aprovechamiento de los recursos naturales o por la 
oposición de los sectores dominantes dentro de la población—.17 Las 
comunidades tendrían la oportunidad de ir trazando estrategias conjun-
tamente con el “socio” que les permitiría internalizar el proceso de 

de esta relación hombre-tierra se generan las diferentes formas de expresión que le dan 
sentido a los usos y costumbres. Al cambiar una de las partes se empiezan a desarticular las 
demás expresiones amarradas al núcleo, empezando a perder la razón de permanencia en 
las localidades cercanas a la naturaleza; así como la preservación de las tradiciones poco 
congruentes con el sistema dominante. Si se pierde el sentido de lo que significa la tierra 
para el hombre —en términos de trabajo y sustento—, la comunidad inicia un proceso de 
desintegración que la lleva a hacer concesiones a los sistemas dominantes en la búsqueda 
del sustento —por ejemplo se tiene la migración a las grandes urbes.

17   Esta situación es la que hace precisamente objetar la viabilidad del proceso autonó-
mico a través de proyectos de reconstrucción ecológica, porque están sometidos a la 
“buena voluntad” de agilización de los trámites por parte de las instancias financiadoras. 
Además, sin la inclusión de leyes constitucionales que les respalden, se encuentran inermes 
ante las políticas emitidas por el gobierno y se corre el riesgo de dar por terminado un 
proyecto si se hace una observación desde la élite gobernante para su conclusión. Sin 
embargo, el proceso político local le da espacio a las comunidades para encontrar las 
formas de conformar sus propias estrategias, a través del fortalecimiento que encierran 
las experiencias.
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aprendizaje e iniciar el hacerse cargo de sus propias generaciones de 
ingresos con pasos cortos y firmes. Asimismo, los habitantes del mundo 
rural se adentrarían en el proceso de establecer los términos en que se 
va fundamentando la articulación de su autonomía comunal con las 
condicionantes sociopolíticas y económicas del resto de la sociedad.18

El cse fue un socio intermediario efectivo entre la comunidad y las 
instituciones políticas nacionales por un largo tiempo. A diferencia de 
muchas otras ong mexicanas, fue cuidadoso de no apropiarse ninguno 
de los recursos, ya sea que provinieran del gobierno mexicano o de fuen-
tes internacionales, para enriquecimiento personal, ni siquiera para fi-
nanciar otros proyectos. Cuando se combina con la efectividad en imple-
mentar las actividades productivas descritas en el capítulo, se adquiere 
una reputación positiva en los círculos oficiales como un colega confiable 
y un conductor de programas diseñados para promover administración 
local efectiva, además capaz de balancear las concepciones de tiempos 
para lograr las metas y avanzar en los objetivos. Desafortunadamente, fue 
menos efectivo para trascender las divisiones dentro de la comunidad, 
divisiones que fueron usadas por individuos oportunistas y por intereses 
políticos que restringieron la efectividad del cse. Cuando las condiciones 
naturales también se vuelven adversas —limitando la habilidad de plantar 
más árboles y el aseguramiento de la producción para la subsistencia 
local como resultado de una extensa sequía ocasionada por un ciclo del 
fenómeno meteorológico de El Niño— muchos de los participantes lo-
cales fueron forzados a migrar en la búsqueda de ingresos, como resul-
tado el cse ha tenido que suspender las operaciones.

18   Se puede inferir que el proceso las convertiría en comunidades administradoras de 
tecnologías modernas y sustentables, sin que esto les imponga percibir el mundo dentro 
de una cosmovisión occidental, a menos que ellas así lo decidan. Sin embargo, el hecho 
de que ellas permanezcan dentro de sus formas tradicionales de vivir no quiere decir que 
no sean modernas, lo son, porque viven en este momento histórico y no en el pasado, 
dentro de una cultura híbrida (García Canclini, 2001) debido al resultado de combinacio-
nes de patrones modernos con patrones tradicionales: esto significa que no son sociedades 
atrasadas —como suele llamárseles— sino que son sociedades que han decidido quedarse 
dentro de las inmediaciones de la naturaleza, aunque apropiándose de conocimientos ex-
ternos y recreándolos dentro de sus estructuras productivas y socioculturales para que les 
sirvan como marco de articulación con el resto de la sociedad, dentro de su propia visión.
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conclusiones

La llegada de Fonatur a las costas de Oaxaca provocó negociaciones des-
ventajosas para los habitantes locales, los que finalmente se quedaron con 
las limosnas que el gobierno federal decidió entregar. En este contexto, 
llega una ong con una propuesta diferente de desarrollo, negociado en 
términos donde se permite la participación activa de los comuneros y se 
comparten conocimientos que ayudan a construir un proyecto de vida 
cercano a lo integral. La diferencia entre la propuesta de desarrollo lle-
vada por Fonatur y la del Centro de Soporte Ecológico se encuentra en 
que, el primero fue un proceso que no tomó en cuenta las restricciones 
existentes en los recursos naturales, al no analizar la perdida de bosque 
en las zonas altas de la costa y la desecación que se estaba produciendo. 
Contrariamente procedieron a hacer pozos en las márgenes del Río Co-
palita sin establecer un proceso de reversión de la deforestación sufrida 
por el saqueo de madera. Además, las comunidades fincadas en la zona 
costera sufrieron el despojo de sus tierras, al que llamaron expropiación 
por ser zona federal, al recibir un pago magro por sus hectáreas o, en 
algunos casos, sólo el alambre que definía la demarcación de sus terrenos. 
Por otra parte, se impusieron nuevas normas de vida, diferentes a las que 
los habitantes tenían, al condicionarlos a vivir en paredes de concreto sin 
la posibilidad de hacer uso de los recursos naturales que consideraban 
propios. No permitieron que la población participara ampliamente en la 
definición de los servicios que ofrece el desarrollo turístico, tomándolos 
sólo como mano de obra barata.

El cse, en contraste, operó un proyecto de desarrollo con financia-
miento limitado, pero comprometido en hacer un programa que mejo-
rara la habilidad de los comuneros para administrar el ecosistema local 
y, en el proceso, disfrutar un estándar de vida mejorado. Diez años más 
tarde, su propuesta ha empezado a ser apoyada a medida que la severidad 
de la crisis ambiental pone en relieve la importancia de los sistemas in-
dígenas de conocimiento y la biodiversidad local. Sin embargo, la econo-
mía internacional los valora como parte de la “fauna” a rescatar porque 
guardan los secretos de los ecosistemas en peligro de extinción (Assies et 
al., 2000).

El proceso de reconstrucción y preservación que están llevando a cabo 
las tres comunidades de la Costa de Oaxaca tiene como base la rehabili-
tación de sus bosques y cuencas. El Centro de Soporte Ecológico propicia 
la participación activa de los comuneros y el fortalecimiento de los lazos 
con la tierra al proponerles el aprovechamiento de sus recursos naturales 
de manera sustentable. De esta manera ellos tomarán el control de su 
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territorio al ver las posibilidades que les ofrecen el cuidado y restableci-
miento de sus ecosistemas. Sin embargo, las propuestas no han sido re-
cibidas con bombo y platillo por los comuneros, contrariamente se ha 
llegado a pensar que la intención es el despojo y el beneficio por parte 
del cse. El Centro estableció convenios por quince años en el modo de 
triple S; en este sentido, tanto el Centro como las triple S se encuentran 
en un proceso de observación, por el resto de los habitantes, hasta que 
prueben ser la alternativa que cubra en primer lugar, las necesidades 
básicas y en segundo lugar, que sea el canal de comunicación que les 
sirva de base para reconstituir sus sociedades.
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22.  LA PRODUCCIÓN DE AGUA EN MÉXICO: 
APORTACIÓN CAMPESINA AL DESARROLLO MEXICANO1

22.1. el reto

Hasta ahora, pocos han cuestionado la costosa infraestructura construida 
para extraer agua del subsuelo y reencauzar los ríos, almacenándola en 
presas, trasladándola largas distancias, e incluso elevándola a grandes 
alturas. A pesar de que aún se usa la mayor parte del agua disponible 
para fines ganaderos y agropecuarios, se requieren volúmenes cada vez 
mayores para las áreas urbanas y zonas industriales. Sin embargo, las 
exigencias del medio ambiente están obligando a los gobiernos a dejar 
de pensar en el agua como un recurso natural renovable inagotable, 
virtualmente disponible en cantidad ilimitada. Como resultado, en todo 
el mundo hay esfuerzos encaminados a reducir la demanda de consumo 
de agua, proteger las fuentes de suministro existentes y asegurar que se 
mantenga la calidad de los recursos después de que han sido utilizados. 
Se busca concientizar a la población sobre la necesidad de conservar y 
reciclar el agua, al mismo tiempo que se trabaja en el desarrollo de sis-
temas de tratamiento más efectivos y menos costosos.

Actualmente, sin embargo, no existen mecanismos apropiados que 
aseguren la conservación y reconstrucción de las fuentes naturales de 
agua. Estas fuentes son el origen de la mayor parte del agua que es dis-
tribuida (ya sea naturalmente o mediante sistemas modificados por la 
sociedad) y que abastece los mantos freáticos del subsuelo, los ríos y las 
presas, que son la fuente más inmediata de agua para el desarrollo. No 
hay profesionistas encargados de la administración de los recursos natu-
rales en aquellos ecosistemas en los cuales se originan nuestros suminis-
tros de agua, ni tampoco existen programas sistemáticos para incremen-
tar la capacidad de captura de una mayor proporción de agua pluvial a 
nivel nacional, y almacenarla de manera que se mantenga su calidad y 
entonces ponerla al servicio de la sociedad.

Las instituciones de desarrollo rural y las compañías de generación de 
electricidad se han unido en todo el mundo para forjar una infraestruc-

1   Publicado en Cahiers des Amériques Latines, vol. 40, 2003, pp. 19-32.
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tura hidráulica de gran escala, creando oportunidades para algunos 
privilegiados y pesadillas para aquellos cuyas tierras han sido inundadas 
(Barkin y King, 1970; McCully, 1996). Las empresas y las autoridades 
responsables del recurso agua generalmente construyen y mantienen la 
infraestructura para almacenamiento y distribución del agua disponible 
para uso doméstico o industrial; raras veces se involucran en incrementar 
la disponibilidad del agua en fuentes ya existentes.2 (Por supuesto, exis-
ten numerosos esfuerzos por obtener el control sobre ciertos abasteci-
mientos “naturales” de agua o hasta de redistribuir su producción en el 
tiempo y el espacio, a través de acciones como construcción de presas y 
bombardeo de nubes.) Los patrones globales climáticos también están 
cambiando debido a factores que no están comprendidos del todo. Se 
han presentado modificaciones significativas en el tiempo y el espacio de 
los patrones históricos pluviales, cambios que ejercen impactos severos 
en los sistemas productivos y las áreas urbanas. Como resultado, no es 
extraño que la gente examine el problema del balance hidráulico y ar-
gumenten que en un futuro no muy lejano, muchos conflictos sociales 
se originarán en la lucha por el acceso al agua.3

Este ensayo se enfoca en la escasez del agua. El problema puede ser 
atacado en su origen si las comunidades rurales agropecuarias se movi-
lizan para incrementar el abastecimiento de agua para sus propias nece-
sidades, así como para la sociedad en su conjunto. Modificando nuestra 
perspectiva y concentrándonos en aumentar la capacidad de la sociedad 
en producir agua además de lograr un uso más efectivo, una serie de 
beneficios interrelacionados mejorarán dramáticamente tanto las con-
diciones de salud como las productivas en algunas de las comunidades 
agropecuarias más pobres de México, a la vez que reducirá la escasez del 
agua en las regiones en cuestión. El análisis se enfoca en las investigacio-
nes científicas, técnicas y sociales hacia el perfeccionamiento de nuestra 

2   Un cambio importante en la concepción de dichas empresas o agencias fue imple-
mentado en las cuencas que alimentan a la ciudad de Nueva York. Como respuesta a una 
orden de la Agencia para la Protección del Medio Ambiente ordenando la construcción 
de una planta de tratamiento de agua para reducir la contaminación en las vertientes 
regionales, se propuso un ambicioso programa para modificar las prácticas agropecuarias. 
Después de un programa piloto que comprobó su efectividad, la epa aprobó la propuesta 
alternativa y Nueva York está financiando la implementación de este programa entre los 
granjeros de la región en lugar de construir la planta de tratamiento de agua, mucho más 
costosa (Appleton, 2002).

3   Consultar los números especiales del International Journal of Water Resources Develo-
pment, “Compartiendo Recursos Hidráulicos”, vol. xi: 4 (diciembre de 1995), y “Manejo 
de Aguas Internacionales”, vol. xiii: 3 (septiembre de 1997), así como Biswas (1996).
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capacidad colectiva de producir agua, capturando una mayor proporción 
de agua pluvial, especialmente en áreas de mayor presión por la falta 
de suministros. Lo anterior involucraría la implementación de nuevos 
métodos para la colección y almacenamiento del agua para necesidades 
locales, el desarrollo de las prácticas de manejo del suelo y agua para 
reducir el escurrimiento del agua y la consecuente erosión, y mejorar la 
capacidad del ecosistema para absorber el agua. Los volúmenes crecidos 
tendrían que ser canalizados hacia mantos freáticos, lagos, reservas, o 
estructuras de almacenamiento como presas; el agua sería conservada y 
su calidad mejorada para luego ponerla al servicio de la sociedad. Tal 
proyecto es idealmente propicio para los sectores de campesinos de la 
población en gran parte del tercer mundo, y particularmente en México. 
Son ellos quienes ocupan partes sustanciales del territorio en el que el 
agua tiene gran demanda y donde la modernización de la producción y el 
abandono de los cultivos tradicionales e incluso de tierras, han reducido 
significativamente la capacidad de absorción de los variados ecosistemas.

22.2. la producción de agua

Es importante explicar por qué llamamos a este proyecto “la producción 
de agua” en lugar de “la cosecha de agua pluvial”, un título mucho más 
común. Históricamente, la constitución natural de la tierra y la vegetación 
facilitaba la filtración del agua hacia los mantos del subsuelo. Las cuencas 
naturales de almacenamiento se expandieron por medio de procesos que 
respondían a la disponibilidad del agua. A medida que los asentamientos 
humanos ocasionaron el aumento de la demanda del recurso agua, los 
niveles naturales de reabastecimiento disminuyeron y los mantos freáticos 
se redujeron.

El problema de la administración del agua en general se ha ido trans-
formando en programas costosos para financiar la construcción de obras 
públicas para la colección, transporte y almacenamiento en grandes 
presas (McCully, 1996). Esta solución “moderna” es parcialmente una 
respuesta a los crecientes problemas de la degradación de la tierra como 
resultado de prácticas agrícolas inapropiadas y los nuevos patrones de 
cultivo, reduciendo la capacidad de muchas regiones de permitir que el 
agua se filtre al suelo. Como las demandas efectivas de agua para los 
agricultores, industriales y ciudadanos están sumamente concentradas, 
esta infraestructura del agua ha estado localizada preferentemente para 
servir a una clientela adinerada y moderna. Crea posibilidades para que 
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los grupos sociales privilegiados tomen ventaja sobre las oportunidades 
que generan estas inversiones. Como resultado, un círculo vicioso de 
degradación del medio ambiente y modernización agrícola en las partes 
más bajas de las cuencas productivas ha polarizado aún más las regiones 
en cuanto al control de la producción y de los recursos. Las comunidades 
más pobres se encuentran relegadas a las áreas marginales, contribuyen-
do aún más al deterioro por la falta de recursos e incentivos para prote-
ger sus áreas, sin plantear la urgencia de revertir el daño causado por 
décadas de negligencia.4

Redefiniendo el problema para incrementar los suministros de agua 
en países como México, es posible identificar métodos para elaborar 
nuevas políticas. Nos enfocamos en la organización social en lugar de 
simplemente hacerlo en las obras públicas que se requieren para reco-
lectar el líquido; una vez controlada y captada, el agua puede ser canali-
zada a estructuras de almacenamiento para su aprovechamiento poste-
rior. De esta forma, podemos explorar la importancia obvia de que la 
disponibilidad del agua no solamente dependa de los recursos naturales 
y tecnológicos. Tomar en cuenta estos procesos sociales es crucial si se 
van a diseñar políticas para impulsar a la gente a modificar sus técnicas 
de cultivo y las prácticas de manejo del suelo y agua en las regiones más 
altas de las cuencas, a las cuales muchas comunidades indígenas y cam-
pesinas han sido relegadas. Esto podría ser un método efectivo para in-
crementar los suministros de agua en muchas partes del país, puesto que 
son éstas las regiones que reciben mucha del agua pluvial que podría ser 
capturada para usarse directamente, así como para transportarse a otras 
áreas para su empleo productivo.

Por eso, decidimos reorientar el análisis hacía este complejo proceso 
social, identificando al proyecto como “la producción de agua”. La mo-
dificación de estos procesos sociales para aumentar los suministros de 
agua requiere de una reorganización de los sistemas productivos actuales 
y la estructura social. Para instrumentar la propuesta, exploraremos el 
desempeño de varios proyectos que se han centrado en las comunidades 
de pequeños agricultores para mejorar las técnicas de manejo del agua 
y del suelo en varias partes de México. Este proyecto está diseñado para 

4   La negligencia histórica generalmente es el resultado de medidas públicas que ex-
plícitamente discriminan la producción de cultivos alimenticios tradicionales a favor de 
productos comerciales de alto valor, de exportación o para el ganado. Con la consolidación 
del mercado internacional de granos, las comunidades locales son orilladas a continuar 
utilizando sus prácticas tradicionales de manejo del medio ambiente o incluso seguir 
sembrando aquellos cultivos que mejor se adecuan a sus regiones y estructuras sociales 
(Barkin, 1991).
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promover la formulación de una política nacional sobre la producción de 
agua según los lineamentos presentados en la última parte del artículo.

22.3. agricultura y el problema del agua en méxico

Las comunidades campesinas se empobrecieron. Con los precios de sus 
productos en declive y sus costos en aumento, los campesinos sufrieron 
una pérdida de poder adquisitivo; sin acceso a nuevas tecnologías y la 
disminución de la fertilidad, todo como consecuencia de presiones ex-
ternas, estas comunidades carecían de recursos para adquirir los diferen-
tes tipos de fertilizantes y en las cantidades apropiadas, mientras que las 
plagas parecían aumentar su impacto destructivo. La emigración se in-
tensificó, no sólo atrayendo a las nuevas generaciones carentes de tierras, 
sino también a aquellas cuyas tierras ya no podían ofrecer el sustento 
necesario para mantener a una familia, aun con los bajos niveles de sub-
sistencia a los cuales se habían acostumbrado. El deterioro ambiental se 
aceleró con la compactación del suelo, la erosión y la deforestación, re-
sultado de técnicas de labor inadecuadas; muchos creen que incluso las 
lluvias se han vuelto más irregulares, intensificando aún más el daño 
causado por los procesos de cultivo inapropiados. Menos agua penetra 
en el suelo para alimentar los mantos freáticos y las corrientes superficia-
les aumentaron sus velocidades con un creciente efecto destructivo, 
creando problemas para abastecer a los distritos de riego con los volú-
menes requeridos.

Este círculo vicioso no ha pasado desapercibido. Las propias comuni-
dades estaban al corriente de sus problemas, y buscaron soluciones de 
organismos del país e internacionales. Se tenía la noción general de que 
una respuesta comprensiva requiere de programas multifacéticos diseña-
dos para los microecosistemas agropecuarios específicos. A pesar de que 
el tema del agua era prioritario, las respuestas oficiales generalmente 
fueron burocráticas y autoritarias; raramente abordaban las necesidades 
directas de las comunidades más pobres y virtualmente nunca atendieron 
a aquellos que no tenían sus propios suministros de agua. La medida ofi-
cial más importante que se implementó fue la devolución del control de 
los distritos de riego a sus usuarios, quienes fueron encargados del finan-
ciamiento de su mantenimiento y operación. Asimismo, se fortalecieron 
las estructuras administrativas y técnicas de los distritos de locales de agua 
potable y aumentaron las tarifas del agua para que fueran autofinanciables 
(Austin y Esteva, 1989; Appendini, 2001; Barkin y Suárez, 1985).
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Pocos programas respondían a las necesidades comunitarias locales. 
Sin embargo, éstos fueron defendidos por grupos pequeños de expertos 
trabajando directamente con grupos comunitarios como parte de pro-
gramas más amplios del gobierno o financiados directamente por or-
ganizaciones no gubernamentales (ong). Estos proyectos generalmente 
se enfocaron en el mejoramiento de técnicas para el manejo del suelo 
y del agua que permitieran una diversificación de la producción y un 
incremento de la productividad. Los esfuerzos más ambiciosos atacaban 
el problema frontalmente, movilizando a la gente para emprender obras 
públicas que contribuyeran a reducir o incluso revertir la erosión; las 
pequeñas estructuras que promovían ayudaron a reconstruir las pen-
dientes dañadas o crear terrazas, usando diversos métodos que incluían 
la siembra de árboles y otros rompevientos que permitían cosechar los 
granos, legumbres y frutales.5 ong y algunos proyectos universitarios de 
desarrollo rural también empezaron a trabajar en las comunidades, fre-
cuentemente identificando los problemas del agua como un factor que 
limita el mejoramiento de la base productiva local.

A pesar de ser bien intencionados, la mayoría de estos programas son 
fundamentalmente mal diseñados. Parten de la suposición de que estas 
comunidades deben implementar su desarrollo local con sus propios 
recursos, o con aquellos de organismos foráneos con subsidio directo. 
Aunque identifican el problema en el contexto amplio de una cuenca 
(Hernández Garciadiego y Herrerías, 2001), no se ha creado ningún 
mecanismo en el que se reúna a todos los participantes en un esfuerzo 
conjunto para mejorar la capacidad de la región en su totalidad para 
recolectar una mayor proporción de la oferta disponible de agua. Más 
aún, el apoyo financiero de estos programas es débil, ya que está fun-
dado sobre la base de la obtención del financiamiento externo, público 
o de beneficencia, en lugar de compartir equitativamente los costos del 
programa, tomando en cuenta la capacidad de pago y los beneficios 
directos.

5   Entre estos proyectos uno de los más conocidos es el patrocinado por el gobierno 
del estado de Oaxaca, llamado “Lluvia, Tequio y Alimento” y otro en Michoacán utilizan-
do un gran número de estructuras pequeñas (presas de gavión) para cambiar los patrones 
de flujo superficial, controlando los flujos de agua y la captación aluvial para reconstruir 
pendientes deterioradas. El corto periodo de éxito de ambos programas ofrece un claro 
testimonio de su carácter político y la necesidad de una base institucional alternativa para 
un funcionamiento exitoso a largo plazo.
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22.4. las comunidades campesinas de pequeña escala  
y el futuro de la agricultura mexicana

Sólo cuando la crisis económica nacional impuso la urgente necesidad 
de un gobierno austero, se hizo notorio que el agua estaba entre los 
muchos recursos naturales limitados cuyo uso tiene que estar regulado 
más cuidadosamente y cuyo financiamiento debe cederse a los usuarios. 
El marco legislativo se actualizó y la nueva Comisión Nacional del Agua 
(cna) fue responsable de tratar de establecer el orden. Como el resto 
del sector público, la cna dirigió su atención a las demandas de las áreas 
urbanas y agrícolas a gran escala. Los productores agrícolas a pequeña 
escala fueron considerados anacrónicos; sus sistemas de producción tra-
dicional en áreas de productividad marginal fueron considerados un 
obstáculo para la modernización por sectores. De hecho, en 1991, la 
Subsecretaría de Planeación Agrícola estableció que una de las metas 
prioritarias de la administración era ¡eliminar la mitad de la población 
rural de México en los siguientes cinco años!

Un nuevo programa de modernización rural fue puesto en práctica 
para abrir el camino a la integración del nuevo Tratado de Libre Comer-
cio (tlc). Siendo más parecido al soborno político que a un estímulo a 
la producción, el Programa Nacional para el Campo probó ser efectivo 
intensificando las presiones económicas contra las comunidades rurales. 
Si bien la emigración aumentó de manera espectacular, muchas familias 
campesinas no abandonaron sus comunidades o sus tierras, contrario a 
las expectativas de los nuevos burócratas; en cambio, los que fueron de-
jados atrás continuaron trabajando cultivos de subsistencia, tratando de 
garantizar cantidades mínimas de alimento de calidad para uso local. Sin 
embargo, parte importante de la población estaba ausente, por lo que 
sólo se completó una parte de las tareas de cultivo con consecuencias 
devastadoras en cuanto a la fertilidad del suelo, erosión, e invasión de 
plagas; por supuesto, la producción declinó precipitadamente.

Puede parecer sorprendente, en estas circunstancias, que los campesi-
nos de todo México eligieran seguir viviendo en sus comunidades. A 
pesar de su sesgo urbano, el censo todavía reporta que más que la terce-
ra parte de la población es rural [en 2000]. Aun cuando grupos conside-
rables son obligados a emigrar en busca de ingresos, hay evidencia signi-
ficativa del compromiso colectivo de defender la integridad de estas 
comunidades rurales, algunas de las cuales tienen tantos habitantes que 
están clasificadas como urbanas en las estadísticas oficiales. No es éste el 
lugar para explorar las razones del porqué hasta 30 millones de campe-
sinos mexicanos continúan desafiando a los políticos, incrementando sus 
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propias transferencias de fondos hacia los sectores rurales, retando así el 
declive de la productividad y la disminución de los programas de apoyo 
gubernamental. Un análisis de los recursos disponibles para el desarrollo 
de las comunidades,6 confirma el potencial de un programa nacional 
para la producción de agua basado en la participación de comunidades 
campesinas como se sugiere en la próxima sección.

22.5. el fideicomiso para la producción de agua en méxico

Proponemos la creación del Fideicomiso para la Producción de Agua 
en México (fipam). Este fondo sería financiado con aportaciones de 
los grandes consumidores (principalmente usuarios agropecuarios e 
industriales) e institucionalmente sería distinto a las organizaciones en-
cargadas de efectuar los cobros actuales para financiar la distribución, 
almacenamiento, tratamiento y disposición del agua. Esta nueva cuota 
sería recabada por un fideicomiso encargado de desarrollar la capa-
cidad institucional y técnica, y promover un programa de producción 
campesina de agua rural. Esta agencia financiaría programas diseñados 
para aumentar la productividad de actividades rurales que contribuirían 
a incrementar la capacidad regional de retener agua y lograr su alma-
cenamiento en los acuíferos. El fideicomiso ofrecería compensaciones 
permanentes para las comunidades que incrementen satisfactoriamente 
la disponibilidad del agua en su región. Como un aliciente más para 
participar en el programa, el fideicomiso también sería el encargado de 
promover y financiar nuevos sistemas de cosecha de agua pluvial para ser 
administrada localmente garantizando una disponibilidad adecuada de 
agua potable para usos domésticos.

Para implementar este programa, el fipam capacitaría a grupos de 
personal técnico sobre métodos y sistemas alternativos que pudieran ser 
aplicados en México. El objetivo del programa sería modificar las condi-
ciones locales para incrementar la capacidad de los sistemas naturales 
para retener agua pluvial con el objeto de contribuir a una mayor pro-
ductividad agrícola, al tiempo de mejorar la capacidad de los ecosistemas 
para absorber los flujos excedentes, almacenarlos y transportar el agua a 
través de sistemas subterráneos naturales para reabastecer los mantos 
freáticos y ser utilizada en otras partes.

6   Estimamos que las transferencias financieras hacia las regiones rurales más pobres 
de México alcanza un ingreso de por lo menos 40% del valor de la producción rural.
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La justificación para crear un fideicomiso independiente, financiado por 
cuotas de los grandes usuarios, está basada en los beneficios sustanciales 
que recibirían tanto ellos como la sociedad en su conjunto.7 A través del 
programa se aumentaría el flujo de agua pluvial a los mantos freáticos y 
reduciría la erosión en las cuencas. Los beneficios se manifestarían en la 
reducción de costos de bombeo de agua de los mantos freáticos así como 
el mejoramiento de la calidad del agua disponible; dichos beneficios se-
rían captados primeramente por los productores con acceso privilegiado 
a los insumos productivos y al crédito para financiar su producción. De-
bido a esta distribución desigual de los beneficios, es necesario un meca-
nismo como el propuesto para el fipam, para motivar a las comunidades 
en las áreas marginadas a reorganizar su producción y especialmente 
a emprender las acciones de largo plazo que sean necesarias. Hasta la 
fecha, el país no cuenta con métodos para confrontar la severidad de 
los problemas ocasionados por la escasez de agua; los procedimientos 
existentes continuarán agotando los suministros y favoreciendo los meca-
nismos de recolección y almacenamiento sin aumentar la disponibilidad, 
contribuyendo a intensificar los conflictos respecto al agua en el futuro.

Nuestro proyecto prevé el desarrollo de un sistema nacional donde las 
comunidades serían compensadas por elaborar sus propias propuestas 
para la producción de agua. Se trabajaría localmente, y junto con el 
equipo técnico que satisfaga sus necesidades, para desarrollar métodos 
específicos para modificar las prácticas agrícolas locales, incluyendo las 
técnicas para el manejo de agua y suelo, para alcanzar los objetivos del 
programa. Un comité técnico evaluaría estas propuestas y distribuiría los 
fondos para los mejores proyectos. El Fideicomiso también colaboraría 
con las comunidades para asegurar que las propuestas sean depuradas y 
que se incorporen nuevas técnicas. Un proceso continuo de evaluación 
enriquecería aún más la lista de propuestas alternativas que podrían ser 
empleadas en trabajos futuros.

El programa para asegurar el suministro de agua potable para uso 
doméstico es una parte importante de la propuesta. Muchas de las comu-
nidades con mayores posibilidades de incrementar la producción del re-

7   En Colombia se está experimentando con un proyecto como el que se propone aquí 
para México; enfocado en el abastecimiento de agua potable para uso urbano, el enfoque 
contempla financiar las obras de conservación y reconstrucción de microcuencas con 
contribuciones de los consumidores. Se anticipan beneficios para todos los grupos parti-
cipantes, ya que se reducirían los costos de garantizar un abasto adecuado de agua para 
las urbes, mientras que se financian labores de manejo ambiental que de otra manera no 
serían costeables. Rudas (1995) explica la teoría económica que demuestra la distribución 
de beneficios y la forma de determinar las tarifas apropiadas.
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curso agua no tienen acceso adecuado al agua potable; aun cuando exis-
ten volúmenes suficientes disponibles, las deficiencias en los sistemas de 
recolección, almacenamiento y distribución crean obstáculos e imponen 
una carga enorme a la comunidad para asegurar el suministro necesario 
para la vida diaria. Estos obstáculos casi siempre son sobrellevados por 
las mujeres, quienes realmente son las responsables del proceso de admi-
nistración del líquido así como de los considerables efectos secundarios 
no intencionales de la baja calidad del agua: deficiencias nutricionales 
resultantes de problemas gastrointestinales y otros problemas médicos. 
Consideramos la instrumentación de un programa nacional que supere 
estos problemas como una prioridad y un incentivo adicional para que 
las comunidades participen en el programa de la producción de agua.8

El fipam ofrece una oportunidad única para desplegar un nuevo pro-
yecto de desarrollo rural en México. En lugar de subsidiar a los produc-
tores aquejados por la baja productividad, esta propuesta innovadora 
aumentará la productividad en las áreas donde prevalece la producción 
tradicional; como componente de un programa para enfrentar uno de 
los problemas más serios de los productores comerciales y la industria, 
ofreciendo un mecanismo para iniciar la cooperación entre grupos hasta 
ahora antagónicos. La llave del éxito de este programa es la formulación 
de una política donde los resultados positivos sean comprendidos por 
todos los participantes: anticipando los posibles conflictos sobre los su-
ministros de agua mediante un aumento en la disponibilidad total, en 
vez de enfocarse en la redistribución o racionamiento que requiere que 
algunos ganen a costa de otros.

8   No es coincidencia que un proyecto de doble propósito también fortalecería la ca-
pacidad institucional de la comunidad para participar en el programa. El programa de 
agua potable liberaría recursos sociales importantes de lo que es ahora una carga moles-
ta y, junto con la productividad mejorada de las prácticas agrícolas perfeccionadas (sin 
sacrificar la diversidad del esquema de producción prevaleciente en muchas de estas co
munidades), produciría un ingreso adicional para la comunidad. Con retribuciones di-
rectas del fipam para financiar los costos adicionales del trabajo, es posible que los bene-
ficios combinados induzcan alguna disminución de las presiones migratorias, además de 
fortalecer la eficiencia productiva y la capacidad de organización de las comunidades.



[436]

23.  REPENSANDO LA EDUCACIÓN ECONÓMICA  
PARA LA CONSERVACIÓN1

Planteando el problema de la conservación como economista es comple-
jo, ya que requiere indagar sobre el punto de referencia más preciado 
de la profesión: ¿es posible proseguir con el crecimiento económico 
mientras que se plantea la necesidad de ser más cuidadoso con los recur-
sos naturales y la biodiversidad? Para el economista, hablar del crecimien-
to implica abordar el proceso de acumulación y la mayoría considera que 
es la única forma de plantear la posibilidad de superar los escollos del 
desarrollo, el camino para crear la capacidad de elevar el nivel material 
de vida de la población, y como consecuencia, su bienestar. En este ca-
pítulo, se examinan algunos de los fundamentos de este pensamiento, 
identificando algunos de los sesgos fundamentales en la visión económi-
ca de los problemas actuales, para luego plantear una perspectiva dife-
rente, nacida en un nuevo paradigma —el de la economía ecológica.

La economía ecológica ofrece una visión fresca que pone la produc-
ción al servicio de la sociedad y de los ecosistemas en que funciona. 
Plantea como principio básico la prioridad de un trato respetuoso de la 
población en su relación con su medio natural. Para facilitar esta relación 
es imprescindible comenzar con un pacto social que promueva un nivel 
mínimo de satisfactores para todos los sectores de la sociedad: no se li-
mita sólo a los servicios prometidos por la Revolución mexicana —edu-
cación, asistencia médica, alimentación, y justicia— porque también alcan-
za la promesa de empleos dignos, acceso a la tierra para quien la trabaja 
y la conservación de los recursos naturales en beneficio de la nación. En 
su compromiso con la conjugación de los principios de la eficiencia, que 
son tan importantes para un grupo importante de economistas, con los 
de la justicia social y la protección ambiental, la economía ecológica 
también es tenaz en su insistencia para garantizar también el bienestar 
de generaciones futuras. Para realizar sus objetivos, la economía ecológi-
ca insiste tanto en el proceso como en las metas para asegurar que los 
procesos productivos sean diseñados para mantener una máxima partici-
pación social en la realización de las tareas pendientes. Como veremos, 

1   Publicado en A. Barahona y L. Almeida (eds.), Educación para la conservación, Méxi-
co, unam, 2005, pp. 51-65.
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entonces, educar para la conservación implica no sólo identificar las 
necesidades materiales prioritarias, sino también asegurar que la pobla-
ción, organizada en sus diversos grupos sociales, étnicos y vecinales, esté 
ampliamente involucrada en su implementación.

23.1. visiones económicas encontradas

Entrando en materia, es necesario introducir algunos de los puntos de 
partida de las diversas perspectivas de los economistas. Para los que dictan 
las políticas que guían la economía mexicana a comienzos del siglo xxi, 
su gran preocupación es la de mantener la inflación bajo control para 
generar las condiciones atractivas y necesarias para impulsar la inversión 
privada en actividades productivas, empresas que impulsarían el creci-
miento económico y la generación de empleo. Según su razonamiento, el 
control de los precios es fundamental para asegurar la certidumbre en los 
costos y, como consecuencia, en la rentabilidad de estas actividades em-
presariales. La necesidad de controlar los precios domina todo, y los cos-
tos sociales y ambientales que ocasionan están justificados por el objetivo 
final: asegurar la confianza y la dinámica de la comunidad inversionista. 
Poco importa que los instrumentos para lograr este control resultan en 
una sobrevaluación del peso para asegurar que productos baratos entren 
el país para ejercer presiones bajistas en todos los sectores de la economía 
nacional; las tasas de interés controladas en un difícil equilibrio, bastantes 
para atraer suficientes flujos de capital para compensar la escasa disposi-
ción de los mexicanos de invertir en su propia economía y para limitar los 
costos en que incurre el gobierno para financiar sus actividades. Los que 
entienden sus consecuencias hablan de las desafortunadas consecuencias 
colaterales: insuficiente generación de empleo, desmembramiento de 
la estructura productiva, inadecuados ingresos fiscales para financiar la 
infraestructura necesaria para el desarrollo y cumplir con las garantías 
constitucionales de un salario “social” digno.

En contraste, otros economistas recuerdan las razones de fondo por 
las estrategias de antaño que tradujeron la herencia de la Revolución en 
política económica. Insisten en volver a una estrategia de industrializa-
ción nacional, en la reconstrucción de la capacidad productiva y para 
generación de empleos, y en un programa de gasto público que garanti-
zara un mínimo de servicios a todos para facilitar su plena participación 
en la reconstrucción nacional. Estos economistas impondrían nuevos 
impuestos sobre las empresas y el capital, similares a los que predominan 
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en los países pudientes; financiarían una expansión significativa de la 
capacidad para generar no sólo empleo sino condiciones dignas para 
todos los sectores sociales. En vez de fijarse en el sector externo, volverían 
a fomentar la capacidad doméstica para satisfacer necesidades sociales y 
de las demás empresas. Dejarían de lado el énfasis actual en restringir el 
acceso al crédito, para fomentar la inversión, y sobre todo la reinversión, 
y el resurgimiento de mercados regionales que favorecen a los produc-
tores locales.

Ambas visiones polarizadas de la política económica —y las múltiples 
variaciones ideadas por los estrategas profesionales— exaltan el carácter 
mercantil de las relaciones sociales en la sociedad mexicana. Reflejan 
estrategias enfrentadas que privilegian a distintos grupos de productores: 
la primera, con su orientación externa, deja al mercado internacional la 
responsabilidad para reestructurar el aparato productivo e impulsar la 
dinámica interna de acuerdo con las prioridades señaladas por las prio-
ridades del mercado mundial; la segunda finca su racionalidad en un 
compromiso para fomentar las actividades en el interior del territorio 
nacional para entrelazar a los productores en cadenas productivas cada 
vez más integradas para promover la creación de empleos e intensificar 
los efectos ‘retroalimentadores’ que aseguran una reducción de las fugas 
en los circuitos económicos.

Hasta ahora, los exponentes de las dos siguen dejando de lado consi-
deraciones fundamentales de los impactos en la relación de la produc-
ción con la sociedad y sus ecosistemas. Sus preocupaciones para elevar 
el volumen de la producción y asegurar el bienestar de sus principales 
partidarios —empresas, obreros, campesinos, etc.— y su ceguera profe-
sional les ha permitido descartar como irrelevantes consideraciones sobre 
los requerimientos de recursos naturales en sus aparatos productivos, 
salvo las relacionadas con la evolución de su disponibilidad o de sus 
precios. Tampoco, se ocupan mayormente de los problemas de la extrac-
ción de estos recursos o de los efluentes de los sistemas de producción 
o de las nuevas costumbres de consumo que están sustituyendo productos 
e insumos no biodegradables o reciclables de los que antaño se ocupaba 
la naturaleza. Para todos estos operadores de la política económica, se 
colocan en segundo (o tercer) plano sus impactos en la calidad y aun la 
sobrevivencia de los ecosistemas, de sus bosques, sus cuencas, sus desier-
tos y selvas tropicales. Como en gran parte del tercer mundo, en los 
debates recientes sobre el problema del deterioro ambiental los econo-
mistas mexicanos han dicho explícitamente que el reto principal (¿úni-
co?) es asegurar el ritmo de crecimiento de la producción o el bienestar 
de la población y después ocuparse del reto de la calidad ambiental.
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El resultado en México, así como en casi todas partes del mundo, es 
un sistema económico que cada vez es menos adecuado para atender a 
las necesidades de su población y las exigencias de la naturaleza de que 
dependemos. Se han creado materiales educativos y explicaciones didác-
ticas que exaltan y justifican los avances observados durante “los gobier-
nos de la Revolución”, sin percatarse de los crecientes estragos que el 
‘progreso’ está dejando en su estela —colonias de personas envenenadas 
o lisiadas; ríos muertos y mantos acuíferos contaminados; desiertos, mon-
tañas y selvas desnudados o desfigurados. Lejos de ser un producto de 
profesionales mal preparados o de errores pedagógicos, estas incon-
gruencias surgen de una comprensión distorsionada del funcionamiento 
de nuestra sociedad y de una idea equivocada de la importancia de la 
naturaleza para nuestra propia existencia.

23.2. la dinámica de la degradación y la marginación

Para ilustrar lo arraigado que están estos procesos y distorsiones en las 
instituciones en nuestra sociedad, basta señalar algunas de las caracterís-
ticas más dominantes que moldean nuestras mentes y degradan nuestros 
ecosistemas:

a] Políticas macroeconómicas y sectoriales discriminatorias. Como en los 
regímenes coloniales del pasado, los impuestos y las regulaciones a la 
producción y a la exportación, los sistemas complejos de acceso al co-
mercio con el extranjero (tipos de cambio sobrevaluados y tratados de 
libre comercio que dejan desprotegidos a los productores nacionales) 
son herramientas utilizadas que impiden el florecimiento de los merca-
dos locales dentro del país. Ahora, el incumplimiento de las promesas 
de apoyo al campo y la incapacidad de agilizar la actividad entre peque-
ños productores y artesanos que eran el sustento de las economías regio-
nales han transformado a nuestra sociedad, de un gran demandante de 
la cornucopia de enseres domésticos, muebles y vestimenta, a otra con-
sumidora de las mercancías importadas de ultramar.

Otras facetas de la agenda de política pública tienen el efecto de 
aumentar el producto mientras exacerban las diferencias sociales que 
colocan a México entre los más desiguales en el mundo. Los beneficios 
de la revolución verde, que condujeron a incrementos significativos de la 
productividad, fueron captados por aquellos grupos capaces de obtener 
acceso a los conocimientos técnicos, los financiamientos y la infraes-
tructura. Transformaron las bondades de estos avances en su opuesto, 
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creando sistemas de cultivo que requieren del uso de agroquímicos que 
envenenan los suelos y las aguas subterráneas y generando productos 
transgénicos que nos exponen a riesgos desconocidos y amenazan la in-
tegridad del tesoro de germoplasma natural con que el país está dotado.2

La inversión pública y los incentivos económicos han fomentado acti-
vidades que agudizan nuestros problemas y reducen nuestra capacidad 
de respuesta. Algunas de las industrias más usuarias de agua, también son 
las más contaminantes: azúcar, papel y celulosa, siderurgia, petróleo y 
curtiduría. A pesar de existir mecanismos para revertir sus efectos nocivos, 
la privatización y la política oficial siguen menospreciando el impacto del 
agua contaminada sobre la salud humana y de los ecosistemas, de acci-
dentes en los centros de trabajo y las lesiones, quemaduras, cánceres y 
demás males en las comunidades, y de la inferior calidad de los produc-
tos que emanan de estas factorías. Lejos de promover una rehabilitación 
de los ecosistemas degradados y el fin a estas desgracias, en vez de aplicar 
la normatividad para asegurar que nuestra leche y agua potable no estén 
contaminadas con arsénico, de evitar la contaminación de otros alimen-
tos con metales pesados, y de promover sistemas colectivos de transporte 
para enfrentar el reto de la contaminación atmosférica, la política nacio-
nal está transfiriendo responsabilidad para la vigilancia a los propios 
transgresores, ¡confiada en que los mercados internacionales asegurarán 
la calidad de nuestros ambientes locales!

Tales programas no sólo han tenido efectos devastadores sobre el am-
biente, sino que también son destructoras de la sociedad. Productores 
nacionales son desplazados por importaciones, poblaciones enteras 
arrancadas para que puedan trabajar en las maquiladoras, servir a la in-
dustria como mano de obra barata, o emigrar hacia las aceras pintadas 
de oro al otro lado de la frontera norte. Las poblaciones locales son re-
ubicadas desventajosamente, o aun exterminadas, mientras la producti-
vidad de los ecosistemas de nueva explotación declina con rapidez; el 
Estado carece de una capacidad para construir la infraestructura urbana 
requerida y trata de encomendarla a la iniciativa privada que exige jugo-
sas ganancias y relajamiento de normas ambientales y de seguridad.

Para revertir estas tendencias se requeriría transformar la conciencia 

2   Existe una amplia literatura tanto sobre las fieras luchas entre los agrónomos mexi-
canos que trabajaron con campesinos y los asociados con los productores modernos, pa-
trocinados originalmente por grupos norteamericanos. El empobrecimiento del campo 
fue seguido de la retirada del Estado del campo, remplazado por un ejército de investi-
gadores y vendedores al servicio de empresas transnacionales que siguen impulsando el 
desplazamiento de sistemas tradicionales de cultivo y semillas nativas por los elaborados 
en los laboratorios privados (e.g., Hewitt, 1976; Barkin y Suárez, 1982; Mooney, 2002).
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social e implantar un programa distinto para contrarrestar los efectos 
destructivos del control corporativo. Éste facilitaría la aplicación de los 
principios de la agroecología a la agricultura de pequeña escala, redu-
ciendo su dependencia de las prácticas destructivas y de los agroquímicos 
desarrollados para la producción de cultivos comerciales. Los producto-
res del campo podrían relacionarse con los artesanos y los fabricantes de 
satisfactores básicos, creando nuevas alianzas sociales para el apoyo mu-
tuo entre el campo y la ciudad. Un énfasis renovado sería colocado en 
los alimentos populares, muebles, medicinas tradicionales, y otros pro-
ductos producidos por los campesinos o sobre sus prioridades ambienta-
les, tales como proyectos de microescala para el manejo de la tierra y del 
agua (Toledo, 2000; Barkin, 2001). Por supuesto, se requeriría la concu-
rrencia de nuevas generaciones bien preparadas para colaborar a elevar 
la productividad, asegurar la calidad y facilitar su distribución entre una 
población adecuadamente informada sobre las ventajas para los diversos 
grupos sociales y para la naturaleza de este proceso de reconstrucción 
económica. No es una mera coincidencia que tales políticas también 
conduzcan a la creación de sistemas de desarrollo sostenible. Pero no es 
un proceso fácil, ya que requeriría de un cambio profundo en actitudes 
y una nueva conciencia, solamente posible a través de modificaciones 
fundamentales en la educación, como veremos más adelante.

b] Sistemas inadecuados de acceso y control de los recursos naturales. La des-
igualdad de acceso a los recursos naturales y la inseguridad en la tenen-
cia de la tierra son obstáculos fundamentales para mantener y mejorar 
la calidad del ambiente. A pesar de las ganancias de la Revolución mexi-
cana y su reforma agraria, la propiedad de la tierra y el control de los 
recursos naturales que fueron otorgados a las comunidades, se mantienen 
altamente concentrados. Los sistemas inadecuados de tenencia y las con-
cesiones privadas para explotar los bosques y los yacimientos minerales 
dificultan las iniciativas locales comprometidas con las tareas de conser-
vación de agua y suelo. También estorban la distribución del crédito, 
impidiendo la inversión y otras acciones para aumentar la productividad. 
Estos problemas se vuelven más serios por el desconocimiento oficial de 
la propiedad comunal de importantes extensiones y los conflictos respec-
to a su uso, surgidos a menudo de manipulaciones oficiales para manejar 
esos recursos para el provecho privado; se agrava el problema con la 
falta de voluntad de los grupos políticos de respaldar los esfuerzos socia-
les para rehabilitar sus ecosistemas. La “tragedia” de la sobreutilización 
en tales casos es tan importante por el enfoque de mercado que asigna 
precios a estos recursos, como es documentado en una gran literatura 
que también sirve como evidencia de la gran capacidad y voluntad de 
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importantes segmentos de la población mexicana para detener esta des-
trucción. Sus propuestas, plasmadas en muchos documentos técnicos, 
tendrían que incorporarse a los textos de educación de la conservación 
y generalización de estas experiencias y transformar nuestro entender de 
la factibilidad de un desarrollo sostenible (Boege y González, 1997; Os-
trom et al., 2002; Currie-Alder, 2004).

Irónicamente, las reformas agrarias también tienen efectos pernicio-
sos, que impiden a los beneficiarios proteger sus propios recursos. En 
muchas situaciones, las regulaciones limitan o prohíben varios tipos de 
transacciones con la tierra (e. g., renta o alquiler) y limitan a los benefi-
ciarios en su búsqueda de crédito; excluyéndolos, en consecuencia, del 
sistema bancario comercial. La aplicación de estas restricciones por las 
burocracias gubernamentales ineficientes y corruptas refuerza un sistema 
de privilegios que ha frenado la movilidad social y las mejoras agrícolas. 
Desafortunadamente, la carrera precipitada para escribir una legislación 
que “libere” a la tierra para su uso de la manera más productiva, otorgan-
do títulos de propiedad y animando a las comunidades rurales a asociarse 
con el capital privado, puede exacerbar los problemas existentes. Si el 
campesinado no tiene acceso independiente a los mercados de capital y 
la asistencia técnica, no se le puede asegurar una capacidad autónoma 
para negociar efectivamente con inversionistas potenciales.3 Las propues-
tas para el desarrollo sustentable tienen que reconocer la necesidad de 
afianzar la capacidad local para ejercer el control local sobre la tierra y 
los recursos de que dependen las comunidades para su sobrevivencia.

c] Sesgo elitista en las instituciones de desarrollo. El sesgo anticampesino y 
antiobrero entre las agencias internacionales de desarrollo y las naciona-
les de acción pública es particularmente preocupante. Los recursos son 
sistemáticamente negados para apoyar los enfoques “campesinos”, “obre-
ros” o “populares” que buscan resolver sus propios problemas y fortalecer 
sus organizaciones sociales. Estos grupos son considerados retrógrados e 
incapaces de incorporar innovaciones a sus sistemas productivos; aún 
más, se consideran como obstáculos a la modernización productiva, ya 
que la protección de sus derechos y sus iniciativas restan rentabilidad a 
la empresa privada. Los efectos económicos de la protección oficial de 
la producción privada son especialmente problemáticos: la mano de obra 
se abarata y los recursos naturales son devaluados por las presiones com-

3   Esto sigue siendo una preocupación de muchos que analizan las modificaciones del 
Artículo 27 de la Constitución Mexicana, promulgadas en 1992, facilitando la transferen-
cia de tierras y la subdivisión de las partes comunales. Para mayores detalles, véanse los 
varios números de la revista Cuadernos Agrarios de México.
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petitivas de otros productores quienes disfrutan de crédito e insumos 
baratos. Más grave todavía, desde la perspectiva de la educación para la 
conservación, es el menosprecio que sufren cuando se convierten en 
defensores de sus propios recursos, convirtiéndose en blancos de ataque 
por ser “ambientalistas”.

Para un analista sensible de economía, este sesgo es evidente en la 
manera diferencial en la que los precios de los productos campesinos y 
comerciales son fijados en los mercados nacionales. Es frecuente que las 
agencias reguladoras oficiales y los grandes compradores en mercados 
locales y nacionales se niegan tratar con organismos de productores o cas-
tigan los precios o los términos de pago (imponiendo largos plazos para 
la cobranza); asimismo las decisiones acerca de la importación de bienes 
básicos impactan negativamente a los productores de pequeña escala 
con mayor frecuencia que a los sectores prósperos. Una vez más, es fun-
damental reconocer cómo nuestros sistemas dominantes de educación 
dejan fuera los detalles de operación de mercados, reduciendo nuestro 
entendimiento de las posibilidades y el potencial para que colaboremos 
en promover las iniciativas para el desarrollo regional sustentable.

El surgimiento de las ong como mecanismos para revertir este sesgo, 
tanto global como dentro de las burocracias locales, es un punto notable 
de la transformación institucional, que se relaciona directamente con la 
ampliación de las estrategias alternativas del desarrollo rural, un tema al 
que regresaremos. Para señalar la importancia de estos avances, es sufi-
ciente notar la creciente importancia de las diversas iniciativas de comer-
cio justo, productos campesinos, marcas propias de artesanos, y mercados 
de trueque entre diversos grupos de productores y consumidores.4

d] Distribución desigual del ingreso y del poder político En relación con los 
puntos anteriores, el sistema de caciques regionales y control partidista 
de las instituciones oficiales es frecuentemente uno de los obstáculos 
principales para la instrumentación de las iniciativas comunitarias para 
la producción local y sustentable. La falta de transparencia en los sistemas 
de control de acceso a los recursos y los mecanismos para otorgar con-
cesiones para la explotación de servicios, ha propiciado un sistema de 
destrucción de la herencia cultural y del patrimonio natural que tanto 

4   Es oportuno mencionar que hay iniciativas oficiales que han contribuido a fortalecer 
la independencia y solidez de algunas de estas empresas. El Fondo Nacional de Empresas 
Solidarias, de la Sedeso, apoya a centenares de éstas con créditos, asistencia técnica y ferias 
para la comercialización. Sin embargo, son pocos los mecanismos para asegurar que las 
dependencias oficiales les apoyen para que tengan acceso a sus licitaciones y reciban 
contratos. El sector social ha resultado más eficaz en asegurar que sus esfuerzos tengan 
salidas mercantiles adecuadas.
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aprecian muchos grupos sociales. Las formas que el caciquismo toma son 
demasiado numerosas para ser enumeradas aquí, pero los efectos son 
similares, y reminiscentes de las historias contadas sobre los caballeros 
señoriales de la época medieval. Una jerarquía de poder, algunas veces 
atada a los partidos políticos, que se extiende del Estado a las comunida-
des rurales, con frecuencia juega un papel determinante en la disponi-
bilidad y distribución de los paquetes de ayuda, los proyectos de empleo 
y los programas de beneficio social.

e] Políticas inadecuadas de empleo. Aunque la tasa de crecimiento de la 
población es generalmente descendente, todavía se mantiene por encima 
de la del crecimiento de la fuerza de trabajo productiva. En los últimos 
años, no se ha logrado recuperar totalmente las pérdidas de puestos en 
la economía formal, resultado de la acelerada inserción de nuestra eco-
nomía en el mercado global. En todo el tercer mundo, uno de los más 
serios problemas que enfrentan los planificadores es la creación de em-
pleos remunerados. Tradicionalmente una fuente importante de subsis-
tencia para gran parte de la población, el empleo agrícola ha caído 
precipitadamente en las décadas recientes, en gran medida por las faci-
lidades ofrecidas a las grandes empresas transnacionales para importar 
granos subsidiados a los países donde domina la producción campesina.

La apertura de las economías a la competencia internacional complica 
los problemas de dos formas: primero, las actividades productivas tradi-
cionales están dejando de ser rentables, conforme los bienes de consumo 
importados desplazan a los producidos localmente; los mismos vendedo-
res encuentran mayor ganancia en importar que en comprar productos 
nacionales. Segundo, la inversión extranjera trae nuevas tecnologías y 
aumenta la escala de producción, reduciendo la tasa de creación de em-
pleo por debajo de las necesidades sociales.

Agravando el problema aún más está la política mexicana de mano de 
obra barata. Frente a un discurso de fortalecimiento del sistema educa-
tivo, los niveles de cumplimiento educativo y la calidad de los programas 
no están a la altura de las necesidades nacionales. El apoyo para el desa-
rrollo científico y tecnológico, para la conservación de los recursos natu-
rales y para las áreas naturales protegidas es menor de lo prometido y 
carente de estrategias congruentes con las prioridades nacionales. Sólo 
en estas tres áreas es enorme el potencial para generar empleo y movili-
zar importantes grupos de comunidades para elevar la producción y la 
calidad de vida.

f] Presiones contra las instituciones culturales locales. Conforme los campe-
sinos y artesanos son transformados en trabajadores “proletarizados”, 
adquirieren todas las responsabilidades de tales grupos, sin ninguno de 
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los beneficios que podrían provenir de tener un ingreso seguro de retor-
no por su trabajo productivo (Barkin, 1998). Esta transformación de la 
fuerza de trabajo es notable en muchas comunidades donde los sistemas 
tradicionales de ayuda mutua y trabajo voluntario para proyectos de la 
comunidad están desapareciendo con rapidez sin remplazos adecuados. 
La autoridad de la comunidad tradicional está siendo erosionada y des-
plazada por nuevas formas de imposición autoritaria.

El largo proceso de expulsión de los grupos indígenas hacia las tierras 
cada vez más relegadas es uno de los factores más importantes que con-
tribuyen a la pérdida de la identidad cultural en nuestro país. En muchos 
casos, los nuevos colonizadores no tienen acceso o ignoran la informa-
ción heredada sobre cómo manejar los ecosistemas que han ocupado. 
Esto se intensifica con los compromisos oficiales para implantar los siste-
mas tecnológicos de las zonas templadas, los cuales raramente son ade-
cuados para las nuevas áreas ocupadas, con frecuencia en las bajas plani-
cies de los trópicos. En muchos de estos casos, como veremos, se hace 
necesario generar un nuevo tipo de conocimiento apropiado, de modo 
que las poblaciones que se establecen puedan ser sensibilizadas a nuevos 
enfoques sostenibles para la sobrevivencia productiva.

Sin embargo, en años recientes hay tendencias positivas. Muchas co-
munidades están asumiendo una nueva responsabilidad para la rehabili-
tación y conservación de sus entornos naturales. Asimismo, están buscan-
do formas de recuperar algunas de sus costumbres tradicionales, desde 
ceremonias y vestimenta, hasta formas de organización social y política 
que contribuyen al rescate y generación de nuevas (viejas) formas de 
conocimiento que se están reconociendo como “ciencia posnormal” 
(Funtowicz y Ravetz, 2000). Sería esencial incluir esta corriente en una 
revaloración de la propiedad intelectual en manos de las comunidades, 
factor virtualmente ausente del pensamiento económico dominante.

g] La migración y la feminización de la pobreza. El papel de la mujer en 
la sociedad ha cambiado drásticamente en décadas recientes. Con la 
proletarización de la fuerza de trabajo y la mayor dificultad para satisfacer 
las necesidades sociales con la producción de bienes agrícolas y rurales, 
muchas familias han desarrollado complejas estrategias de sobrevivencia 
que implican migración y mayor participación en la fuerza de trabajo 
proletaria. Aun cuando más mujeres son trabajadoras asalariadas y mi-
grantes, también existe una tendencia mundial hacia más familias enca-
bezadas por ellas. A diferencia de épocas pasadas, en que el problema 
dominante de la mujer era el manejo de la casa y la crianza de los hijos, 
ahora asume la carga adicional de proporcionar la subsistencia básica y 
resolver otras necesidades familiares. Estas nuevas obligaciones no han 
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disminuido las prácticas discriminatorias que limitan el acceso de las 
mujeres a la educación y a las oportunidades económicas.

Conforme el ambiente se va degradando, la vida se va haciendo más 
difícil, complicando las tareas de las mujeres. Además de las presiones 
creadas por la falta de oportunidades laborales adecuadas, la amplia dis-
tribución de narcóticos, los conflictos intrafamiliares y las nuevas enfer-
medades sociales y ambientales que superan con mucho las posibilidades 
de la familia para enfrentarlos, tenemos estructuras sociales y políticas 
que enfrentan a los individuos contra sus vecinos y sus entornos. Gran 
parte de la población todavía no cuenta con fuentes salubres de agua y 
casi todos padecemos de sistemas para tratar nuestras aguas residuales. 
En miles de comunidades la búsqueda de combustible para el hogar re-
quiere viajes más largos por la deforestación, obligando a los comuneros 
a sacrificar los árboles más jóvenes en laderas de mayor pendiente; de 
modo similar, la tarea de asegurar la disponibilidad de agua también se 
está haciendo más ardua. Tal carga afecta la nutrición familiar, ya que 
los huertos donde se cultivaban frutas y vegetales y se criaban pequeños 
animales de traspatio a través de desperdicios y esquilmos agrícolas, con 
frecuencia ya no pueden producirse por la presión de realizar otras acti-
vidades. El análisis económico pone estos problemas en segundo plano, 
cuando una política nacional para enfrentarlos contribuiría a detener la 
degradación y movilizar grandes contingentes para construir una socie-
dad más saludable y sustentable, a la vez que genera la dinámica necesaria 
para impulsar el problema de inadecuados ritmos de desarrollo.

h] El factor urbano y la pobreza rural. La urbanización en el tercer mun-
do está creando redes de áreas densamente pobladas, en gran parte con 
migrantes rurales. Crecientemente, las familias rurales reciben remesas 
de dinero de sus parientes en las ciudades —y a través de la migración 
internacional— para su mera subsistencia. Conforme se expanden las 
áreas urbanas, ellos hacen demandas enormes de recursos y de lugares 
para depositar su basura y sus aguas servidas, sin ninguna contrapresta-
ción para responder a los problemas de la mayor parte de la gente pobre. 
(Arroyo et al., 2002).

En este complejo telón que relaciona lo rural con lo urbano, las dico-
tomías de épocas pasadas no son útiles ya para el campesinado y el pro-
letariado. El ingreso proveniente de fuentes externas a la comunidad es 
ahora una parte integral de los ingresos rurales, mientras que las múlti-
ples habilidades adquiridas en estos empleos contribuyen a diversificar 
la base económica de las áreas rurales. De manera inversa, las poblaciones 
rurales y su experiencia también tienen un gran potencial para contribuir 
al mejoramiento de la vida nacional. En este momento, lo están hacien-
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do de una manera sorprendente: han logrado recuperar la autosuficien-
cia en la producción de maíz blanco para el consumo doméstico.5 Para 
una nueva educación para la conservación, sería importante considerar 
estas respuestas populares como evidencia de la posibilidad de alternati-
vas y como parte del proceso para la incorporación de todos los sectores 
sociales en la construcción de estas estrategias. No es suficiente la gene-
ración de productos que apoyan la conservación y la sustentabilidad, 
también es fundamental implantar la idea de que las decisiones sobre el 
consumo y el ordenamiento de nuestras comunidades de parte de los 
que no pueden participar directamente en la producción son parte inte-
gral del proceso de la conservación. Por supuesto, también sería impor-
tante reconsiderar la posibilidad de producir alimentos en áreas urbanas 
como parte de una respuesta al creciente desempleo que podría bajar 
los costos de transporte y las tasas de crecimiento urbano.

Con el deterioro del empleo y la discriminación contra los pequeños 
productores, no sorprende que la degradación ambiental avance rápida-
mente. La gente está siendo obligada a entrar en la fuerza de trabajo 
informal, donde los salarios reales y los ingresos siguen deteriorándose. 
Pero a diferencia de tiempos pasados, se está observando una nueva 
tendencia de tratar de fortalecer las comunidades campesinas, aprove-
chando nuevas posibilidades y las remesas para experimentar con nuevas 
formas de producción, con nuevos productos y con nuevas formas de 
comercialización. Desde esta perspectiva, vemos que frente a la desidia 
oficial, son los propios campesinos e indígenas quienes están generando 
nuevos programas para la creación de oportunidades propias, mejorando 
sus niveles de vida y protegiendo sus ecosistemas.

23.3. reconsiderando las alternativas:  
educación económica cuando otros mundos son posibles

Replantear la educación económica para la conservación requiere recon-
siderar los parámetros de otra organización social. La educación econó-
mica actual está fincada en varios mitos fundamentales que permean 

5   Lo están haciendo con una intensificación del cultivo (aumentando la productividad) 
y con la mejor utilización de semillas criollas mejor adaptadas a los campos. Parte impor-
tante de sus cosechas está comercializándose directamente a los consumidores, en su 
mayoría como productos terminados de calidad altamente apreciados por los consumido-
res, quienes pagan precios justos por la calidad (Barkin, 2003a).
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todas las dimensiones de la vida social. Entre ellos encontramos los si-
guientes: la iniciativa privada en más eficiente que el sector público; el 
comercio internacional trae beneficios económicos para todos los parti-
cipantes; los precios reflejan el valor de los productos; la iniciativa priva-
da puede responder a los retos de la degradación ambiental de forma 
adecuada; el mercado generará las oportunidades necesarias para superar 
los problemas de la pobreza y el subdesarrollo.

Como hemos visto en este ensayo, la realidad es otra. Si vamos a pre-
pararnos para readecuar nuestras instituciones para la conservación y la 
construcción de una economía sustentable, es urgente plantear dos tareas 
fundamentales:

a]	 Facilitar la tarea de abrir espacios para los grupos que quieren avan-
zar con sus propias estrategias; y

b]	 Entender la necesidad de implementar políticas que promuevan 
estas actividades y permitir a las comunidades emprenderlas sin ser 
atacadas por estructuras políticas y comerciales que protegen a los 
grandes poderes de la economía mundial.

No es éste el lugar para analizar la dinámica de la economía mundial 
que haya generado las distorsiones y los sesgos examinados arriba. Más 
bien, nuestra tarea es plantear los elementos para estrategias alternativas 
que deben informar el diseño de programas educativos para promover 
la conservación y la construcción de estrategias para el “manejo susten-
table de recursos regionales”.6 Estas alternativas requieren que estas co-
munidades se aíslen de alguna manera de la economía global, produ-
ciendo productos con cualidades especiales (orgánicas, genéricas, 
campesinas…) u ofreciendo servicios que puedan compensar, alentar e 
impulsar el fortalecimiento de sus actividades dentro de un manejo am-
biental sustentable. El enfoque sugerido por la búsqueda de la sustenta-
bilidad y participación popular tiene el fin de crear mecanismos donde-
quiera que las comunidades campesinas e indígenas encuentren apoyo 
para continuar arraigados en sus propias regiones. Aun bajo el criterio 
estricto de la economía neoclásica, este enfoque no debe ser descartado 
como un proteccionismo ineficiente, ya que la mayoría de los recursos 

6   La expresión “manejo sustentable de recursos regionales” refiere a una literatura que 
analiza las nuevas estrategias campesinas e indígenas que crean alternativas autónomas 
—es decir, independientes de la sociedad globalizada— para fomentar otro modelo de 
sociedad. Véase Barkin (2000) y los otros textos sobre esta “Nueva Ruralidad” para mayor 
información (Giarracca, 2000).
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implicados en este proceso tendrían poco o ningún costo de oportunidad 
para toda la sociedad; pero un programa de educación para la conserva-
ción tendría que privilegiar estos esfuerzos y concientizar a los estudian-
tes respecto a sus bondades.

Irónicamente, las regiones que tienen muchas y mayores oportunidades 
de explorar usos creativos para su patrimonio natural son las que están 
quedando atrás, aisladas de la globalización. Algunos de los más importan-
tes proyectos de este tipo son administrados por los grupos comunitarios 
locales para diversificar su base productiva, usando fuentes de energía 
renovable y recursos locales para agregar valor con tecnología y prácticas 
tradicionales. Las posibilidades de encontrar nuevas formas de aprovechar 
este patrimonio natural son enormes y las iniciativas para echar a andar 
estos proyectos entre grupos buscando alternativas para ellos mismos son 
cada vez mayores.

La educación económica para la conservación tendría que reexaminar 
las bondades de la “economía campesina” en estas regiones; es tanto 
deseable como urgente. Comunicar su lógica y sus aportaciones al pro-
greso nacional no es simplemente un asunto de rescate de culturas anti-
guas, sino de tomar ventaja de una importante herencia cultural y pro-
ductiva que pueda proporcionar soluciones a los problemas de hoy y 
mañana. No es una cuestión de “reinventar” la economía campesina, sino 
de reunirla con sus propias organizaciones para esculpir espacios políti-
cos que les permitan ejercer su autonomía; definiendo las formas en las 
que sus organizaciones guiarán la producción para ellos mismos y para 
comerciar con el resto de la sociedad. Una vez más, la identificación 
tecnocrática de los mecanismos productivos y la catalogación de los sis-
temas de conocimiento indígenas (que, por ejemplo, están ahora a la 
orden del día entre las corporaciones transnacionales que buscan nuevas 
fuentes de germoplasma para sus avances biotecnológicos), no van a 
revertir la estructura de la discriminación, a menos que se acompañen 
de una participación política efectiva (Toledo, 2000).

Proponemos integrar el análisis de esta economía autónoma como 
parte fundamental de la educación para la conservación. Reconociendo 
la permanencia de una sociedad drásticamente estratificada, el país esta-
rá en mejor posición para diseñar políticas que reconozcan y tomen 
ventaja de estas diferencias a fin de mejorar el bienestar de los grupos 
de ambos sectores. Una estrategia que refuerce a las comunidades rurales, 
como un medio que haga posible la diversificación, facilitaría el manejo 
del crecimiento nacional y generaría nuevas posibilidades para vínculos 
con la economía internacional. Pero más importante es que tal estrategia 
ofrezca una oportunidad para que la sociedad confronte activamente los 
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cambios del manejo del ambiente y la conservación de una manera sig-
nificativa, con un grupo de gente calificada de manera única para tales 
actividades.

La economía política de la autonomía económica no es nueva. A 
diferencia del modelo actual que permea todas nuestras sociedades, 
confrontando a ricos y pobres, una educación para la conservación que 
tome en cuenta la aportación original que pueda ofrecer un segmento 
de la sociedad que elige volver sustentables sus programas de producción 
debería tener influencia, contribuiría a generar apoyo en el resto de la 
nación para instrumentar un programa alternativo de sustentabilidad 
para la nación. Este modelo de autonomía está comenzando con la base 
heredada de la producción rural, mejorando la productividad mediante 
el uso de la agroecología. Está incorporando nuevas actividades que se 
fincan sobre la base cultural y de recursos de la comunidad y de su re-
gión. Requiere respuestas muy específicas a un problema general y, en 
consecuencia, depende fuertemente de la participación local para su 
diseño e instrumentación.

En esta época de globalización, muchas comunidades rurales están 
conscientemente construyendo sus propias estrategias alternativas, la 
nueva ruralidad. La labor fundamental de los participantes académicos 
e institucionales comprometidos con fomentar estas nuevas ruralidades 
es abrir espacios institucionales y de mercado para que los campesinos e 
indígenas puedan seguir elaborando sus estrategias. Apoyarlos requiere 
de programas de educación para la conservación, para integrar a la so-
ciedad en sus esfuerzos para forjar economías locales capaces de instru-
mentar el manejo sustentable de recursos regionales. Este apoyo, tanto 
en la conciencia como en las actividades concretas, abriría nuevos mer-
cados y un apoyo social y político para que puedan contribuir a la vida 
nacional, sin sufrir los sesgos de antaño.

La incorporación de esta estrategia a la nueva agenda educativa trans-
formaría la educación económica en un sustento real para la conserva-
ción. Los proyectos no sólo requieren de los apoyos materiales y tecno-
lógicos para asegurar una adecuada productividad y el uso apropiado de 
los recursos naturales. Requieren, además, de los apoyos sociopolíticos y 
culturales para asegurar la integración de estas sociedades a la vida na-
cional, pero en sus propios términos. Estas comunidades constituyen 
parte sustancial de la población que nos ofrece mecanismos para cons-
truir una nueva sociedad que contempla la coexistencia de redes sociales 
viviendo al margen de la sociedad globalizada. Los predicadores de los 
procesos integradores ofrecen un discurso de falta de alternativas; insis-
ten en la bondad de la homogeneización de las sociedades y sus procesos 
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productivos. Junto con la especialización productiva que imprime el libre 
comercio, arrasan con la riqueza cultural y étnica que es tan necesaria 
para la protección de la biodiversidad que tanto requerimos para la su-
pervivencia del planeta y de la humanidad.

Las comunidades han superado con mucho los mezquinos programas 
oficiales para confrontar la pobreza. Si bien cuentan con limitados recur-
sos, en muchos casos sus propias estrategias para enviar migrantes a otras 
partes y para atraer dinero y productos que aseguran su permanencia en 
las zonas rurales, exceden con creces el flujo de recursos canalizados 
hacia las zonas rurales desde los organismos gubernamentales e interna-
cionales encargados del “desarrollo” o el “bienestar” rural.

Nuestra labor no es tanto suplir estos recursos externos, ni enseñar a 
las comunidades cómo producir mejor. Poco favor les estaríamos hacien-
do al presumir que es sólo un problema técnico el superar la pobreza 
que padecen. En sociedad tras sociedad, encontramos un sinnúmero de 
obstáculos institucionales erigidos por grupos caciquiles, por burocracias 
fosilizadas, por sistemas de poder tradicional, que temen el ejercicio 
autónomo de la gestión de los recursos naturales y la separación de estas 
comunidades de mecanismos clientelares de control político. En este 
contexto, al entender este potencial y las promesas que nos ofrece una 
renovada sociedad rural, sus partidarios tenemos la responsabilidad de 
crear una nueva cultura que los reconozca y los acepte como actores 
responsables capaces de contribuir en sus propias formas a superar los 
problemas sociales y ambientales que actualmente padecemos.7

7   Son numerosos los proyectos que se están esforzando para apoyar las iniciativas ru-
rales. No se garantiza su éxito, simplemente se trata de respaldar a las comunidades, como 
lo ha demostrado vívidamente el caso de la Reserva de la Biosfera para proteger la Mari-
posa Monarca (Barkin, 2003b).
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24.  ENFOQUE HETERODOXO PARA ENTENDER EL PROGRESO
EN EL SIGLO XXI1

con blanca lemus2

Plantear la pregunta “¿Qué es el progreso?” nos ofrece un enorme reto 
en la coyuntura actual. Las propias definiciones del concepto están im-
buidas por los contextos políticos en que estamos insertos o, en algunos 
casos, en las propuestas de nuevas estrategias con las que quisiéramos 
(re)construir el mundo. Siguiendo la reflexión de Antonio Gramsci 
(1999: 677-682), esta ideología del progreso es inseparable de la filosofía 
del devenir, mancuerna evidente en las discusiones que surgieron de una 
nueva dinámica social que quisiera imponer el neoliberalismo de hoy. 
Sin embargo, en vez de recorrer las muy trilladas discusiones de las limi-
taciones del contexto actual, escogemos caminar con las propuestas que 
nos sirvan para movernos hacia delante con otra ideología y otra visión 
del futuro, para superar los crecientes obstáculos sociopolíticos, econó-
micos y ambientales que hoy impiden a las sociedades avanzar.

Los indicadores dominantes relacionados con el progreso son general-
mente aquellos asociados con el empleo, el hambre, las capacidades,3 en 
fin, el bienestar de la población. Recientemente con frecuencia se agre-
gan a éstos unos indicadores de la calidad del ambiente en que vivimos, 
tales como deforestación, contaminación del agua y del aire y proporción 
de las exportaciones que son productos primarios. Parece relevante en 
esta contribución enfocarnos en los condicionantes fundamentales que 
podrían determinar cómo avanzar hacia un mejoramiento en cada uno 
de los indicadores seleccionados.

Para empezar, sería útil avanzar hacia otro extremo, hacia una pro-
puesta alternativa a la medición del bienestar a través del producto in-
terno bruto (pib) o sus partes componentes. Nos referimos a la propues-
ta surgida en el Reino de Bután, iniciado en 1972 por el rey Jigme Singye 

1   Publicado en M. Rojas (coord.), La medición del progreso y del bienestar: Propuestas desde 
América Latina, México, Foro Consultivo de Ciencia y Tecnología, 2011, pp. 111-117.

2  Blanca Lemus Ruiz es Doctora en Medio Ambiente del Trabajo de la Universidad de 
Massachusetts, Lowell, y médica por la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidal-
go. Es jubilada de las Facultades de Medicina y Biología de esta Universidad y sigue cola-
borando en investigaciones con el Dr. Barkin: urapeti@gmail.com.

3   Por razones meramente de facilidad, usamos este término en español para encuadrar 
los conceptos avanzados por Amartya Sen de “capabilities” y “functionings”.
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Wangchuck, para poner en práctica un sistema alternativo de medición 
de la riqueza de un país basado en la “felicidad interna bruta” (fib). Este 
concepto propone medir la riqueza de las naciones por el bienestar real 
(subjetivo) de los ciudadanos, por la alegría de vivir, por las sonrisas y no 
por el dinero o las posesiones materiales, como hace el pib. Su idea ini-
cial fue asegurar que la “prosperidad fuera compartida por toda la socie-
dad y fuera equilibrada con la conservación de las tradiciones culturales, 
la protección del medio ambiente y mantener un gobierno que responda 
a las necesidades de sus gobernados (Revkin, 2005)”.4

Aunque los ingresos personales en Bután se mantienen entre los más 
reducidos en el mundo, la expectativa de vida aumentó unos 20 años de 
1984 a 1998, saltando de 43 a 66 años; la tasa de alfabetización ha pasado 
de 10% en 1982 a 60% al día de hoy, y la tasa de mortalidad infantil, de 
163 muertes por cada mil habitantes a 43.3.5 En este tenor hay un fuer-
te compromiso de Bután con la conservación del medio ambiente. Las 
leyes de Bután reservan 70% de sus tierras para la “cobertura verde”, de 
las cuales 60% deben ser bosques. Sin restar importancia a los problemas 
que este pequeño país enfrenta con su elevado desempleo, la percepción 
que sus habitantes tienen de su calidad de vida como “buena” es de su-
ficiente importancia para que se considere al fib como un indicador al 
que se le está otorgando una importancia inusitada en todo el mundo.6

24.1. la medición del progreso y del bienestar.  
propuestas desde américa latina

En la Encuesta Mundial de Valores, Inglehart encontró que los países 
latinoamericanos registraron mucha más “alegría” subjetiva que la que 
sus niveles económicos sugerirían (Inglehart, 2004). De igual manera, un 
equipo multinacional organizado por el Banco Interamericano de Desa-
rrollo publicó un informe extensivo de su evaluación del asunto, con sus 
propias metodologías, aseverando que los datos sobre las percepciones y 

4   Agradecemos mucho a Gabriel Torres González de ciesas-Occidente su discusión 
del tema y sus aportaciones que nos llevó a incluir este material en esta nota.

5   Consultado en internet, en <http://www.elenamoreno.net/2009/12/el-fib-vs-pib-fe-
licidad-contra-desarrollo/comment-page-1/>.

6   Es notable la proliferación de trabajos sobre la felicidad desde la difusión de la 
experiencia de Bután. Véanse, por ejemplo, el video producido por la International So-
ciety for Ecology and Culture (Norberg-Hodge et al., 2011), y los libros sobre el tema 
editados por casi todas las editoriales con materiales sobre el desarrollo.

http://www.elenamoreno.net/2009/12/el-fib-vs-pib-felicidad-contra-desarrollo/comment-page-1/
http://www.elenamoreno.net/2009/12/el-fib-vs-pib-felicidad-contra-desarrollo/comment-page-1/


454� resistencias y alternativas. la capacidad de resistir

los valores individuales en una variedad de países en la región revelan 
grandes discrepancias con la estadística sobre sus condiciones de vida o 
las opiniones de los funcionarios encargados de la administración públi-
ca; ciertamente hay una gran divergencia entre los niveles de ingreso y 
sus niveles de satisfacción; éstos no se limitan a cuestiones monetarias, ya 
que abarcan, según los estudios, cuestiones sobre la naturaleza de sus 
fuentes de empleo y la calidad de la vida urbana, entre otros (Lora, 2009). 
Podríamos agregar, como dijo Albert Einstein, que “no todo lo que pue-
de ser contado cuenta; y no todo lo que cuenta puede ser contado”. Y es 
que la medición de la felicidad incluye aspectos subjetivos, no materiales, 
como la influencia de las relaciones sociales, la autonomía y la autode-
terminación, entre otros.

No es éste el lugar para repasar las interminables discusiones sobre los 
indicadores de la pobreza o sus significados. En muchos otros círculos, 
estudiosos del tema están tratando de entender lo que hace que la gente 
sea feliz o cuáles son los determinantes de una buena calidad de vida. A 
través del mundo académico el reto de definir el concepto parece estar 
más allá de nuestras posibilidades actuales, por caer en la incertidumbre. 
Lo que sí es cierto es que hay una creciente sensación de que las defini-
ciones dominantes de las ciencias sociales no contribuyen a una com-
prensión adecuada del tema.

Por lo anterior, abordar el tema del progreso es más apremiante que 
nunca. La pregunta obligada sería: ¿Cuáles son los elementos que com-
prenderían un avance en este sentido? Parece claro que algunos de los 
elementos más comunes para responder a esta pregunta serían algunos de 
los componentes del índice de la fib tales como la educación y la asisten-
cia médica. Así, por ejemplo, con este viraje de énfasis en la política (social) 
nacional, en Bután se aumentó la expectativa de vida, hito similar a lo que 
se logró en Cuba, demostrando la gran separación entre los beneficios 
sociales y las exigencias del crecimiento económico. Sin embargo, hoy día, 
nuestras pretensiones de avanzar hacia una buena calidad de vida no po-
drían limitarse a estos instrumentos de la política social; es evidente que 
en muchas sociedades sufrimos de un deterioro en nuestra calidad de vida, 
resultado de la erosión de la red y la solidaridad social (con sus consecuen-
cias asociadas de inseguridad pública y violencia personal), la incapacidad 
para garantizar un mínimo de los satisfactores básicos a través de programas 
sociales, ayudas económicas o el mercado, y el vertiginoso y escandaloso 
deterioro en la calidad medioambiental. Éste es un tema multifactorial y, 
por ello, plantear el reto del progreso requiere de una visión multidiscipli-
naria y una revaloración de algunos de los elementos fundamentales que 
normalmente asociamos con la sociedad “tradicional”.
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En general, cuando se plantean problemas como el bienestar o el 
progreso, se nos remite a las políticas del desarrollo. Nos enfrentan hoy 
con la consigna de promover el desarrollo para obtener el bienestar, una 
encomienda que ha resultado esquiva, por no decir más. Es evidente para 
muchos que la consigna del avance económico ofrecido por los econo-
mistas no nos ha llevado hacia un camino adecuado. Esto lo podremos 
entender mejor una vez que examinemos el proceso de desarrollo; sin 
entrar en mayores detalles, recurrimos a la ya clásica obra de Gilbert Rist 
(2014)7 quien ofrece una definición iluminadora del desarrollo:

El “desarrollo” consiste de una serie de prácticas, a veces en conflicto aparente 
entre sí que requieren —para la reproducción de la sociedad— la transformación 
y destrucción del medio ambiente y de las relaciones sociales. Su meta es aumen-
tar la producción de mercancías (bienes y servicios) producidos para el mercado 
y, por medio del intercambio, para satisfacer la demanda efectiva (2014, p. 13).

No es necesario desmenuzar esta definición, como lo hace Rist en su 
trazo histórico del concepto y su análisis del estado actual del tema, para 
darse cuenta de lo adecuado de esta frase para describir los objetivos de 
las políticas que buscan promover el desarrollo y su distanciamiento de 
las variables normalmente asociadas con calidad de vida. Ofrece una 
explicación interesante, empezando con señalar que a pesar de los loables 
y necesarios esfuerzos de la cooperación y la ayuda internacional, éstos 
“tienen poco impacto, comparado con las muchas medidas impuestas por 
la implacable lógica del sistema económico” (Rist, 2014, p. xi). Sin el afán 
de reproducir la totalidad de su argumento, basta anotar tres presuposi-
ciones subyacentes en la práctica del desarrollo y, por ende, en la medi-
ción del progreso: evolucionismo social, individualismo y economicismo 
(Rist, 2014).

En lo que sigue, proponemos introducir algunas reflexiones sobre dos 
alternativas a este pensamiento; estas alternativas son dos cuerpos filosó-
ficos y analíticos que están tomando forma para organizar el trabajo in-
telectual que debe acompañar la búsqueda de nuevas formas de com-
prensión. Si bien estas notas se limitan a la literatura académica, es 
importante anotar la relevancia de los movimientos sociales que están 
motivando e impulsando el trabajo escolástico y la tenaz resistencia que 
se está encontrando en los ámbitos institucionales, que no están dispues-

7   La primera versión fue publicada en Francia en 1996 y esta traducción de su tercera 
edición es testimonio de su importancia e impacto. Una traducción en español de una de 
las ediciones anteriores fue publicada en 2002, pero no circuló en México.
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tos ni siquiera a explorar sus posibilidades, mucho menos a considerarlos 
como posibles sustitutos para las variables del pensamiento ortodoxo. 
Estas dos importantes líneas de reflexión alternativa son: Decrecimiento y 
Buen Vivir. Relacionados con éstas se encuentran otros dos cuerpos aca-
démicos que tienen sus propios lugares en la literatura: la economía 
ecológica y la economía social y solidaria,8 líneas en las cuales se ha 
acumulado una literatura abultada y que están sufriendo enormes pro-
blemas de debilitamiento a medida que muchos participantes están am-
pliando sus alcances y consideraciones en un esfuerzo por tratar de 
acercarlas a las metodologías y los contenidos de los campos dominantes.

24.2. el decrecimiento

El “nuevo” campo del decrecimiento toma como su punto de partida con 
base en una diagnosis crítica de la situación actual a:

Una élite internacional y una “clase media global” [que] están causando grandes 
estragos al medio ambiente mediante el consumo conspicuo y la apropiación 
excesiva de los recursos humanos y naturales. Sus patrones de consumo llevan a 
mayor daño social y ambiental cuando es imitado por el resto de la sociedad en 
un círculo vicioso de búsqueda de “estatus” a través de la acumulación de pose-
siones materiales.9

8   De hecho, algunos consideran que el propio desarrollo del “decrecimiento” en Eu-
ropa responde al desencanto con la “colonización” de la “economía ecológica” de muchos 
analistas de corte neoclásico (ortodoxo), que se han fugado de la economía ambiental por 
las atinadas críticas de su incapacidad de abarcar consideraciones biológicas y de justicia 
social; pero frecuentemente hacen esta transición sin transformar sus metodologías o 
aun sus paradigmas. De manera similar la “economía social y solidaría” está sufriendo su 
propia ausencia de precisión a medida que se mezclan objetivos sociales y políticos que 
motivaron los movimientos cooperativistas y sindicales de antaño con los de los impulsores 
de políticas sociales del Estado más eficaces, organizaciones comunitarias y las acciones 
caritativas de las iglesias. Últimamente, se ha ampliado todavía más el alcance de este 
campo con la incursión de las grandes empresas transnacionales que reclaman su propio 
derecho de entrada con sus inversiones en “responsabilidad social y ambiental” que las 
hace merecedoras de apelaciones estrictamente controladas (por ellas mismas) como 
“empresa socialmente responsable” (su denominación mexicana).

9   De la “Declaración de Barcelona, 2010”, resultado de la Segunda Conferencia Inter-
nacional sobre el Decrecimiento Económico para la Sustentabilidad Ecológica y la Equidad 
Social convocada en Barcelona en marzo de 2010. Para más información sobre el tema, 
consúltese entre otras fuentes a <http://www.degrowth.eu>. 

http://www.degrowth.eu
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En la reunión internacional de donde surgió esta declaración, los 
adherentes a esta escuela de pensamiento ofrecieron una crítica que se 
extendió a las empresas transnacionales, las instituciones financieras y los 
gobiernos, e insistieron en sus profundas causas estructurales. Asimismo, 
señalaron que las medidas para enfrentar las crisis mediante impulsos al 
crecimiento económico sólo servirán para agudizar las desigualdades 
sociales y acelerar la degradación de las condiciones ambientales, provo-
cando un desastre social y generando deudas económicas y ambientales 
a las futuras generaciones y sobre todo a los pobres.

Los asistentes afirmaron que el reto principal del momento actual es 
cómo realizar lo que ellos ven como la inevitable transición al decreci-
miento económico, que tendrá efectos benéficos para el medio ambien-
te, en un proceso que también sea implementado con equidad social a 
niveles nacional y global. Las propuestas ofrecidas por los participantes 
en esta escuela de pensamiento abarcaron todas las dimensiones de la 
actividad productiva y social. Una parte significativa de los proponentes 
de alternativas se manifestaba optimista sobre la posibilidad de imple-
mentar cambios en los estilos de vida y en la organización de las comu-
nidades para reducir la huella ecológica de los distintos grupos sociales. 
En sus críticas del modelo actual, hay una clara tendencia a proteger y 
fortalecer los derechos de los individuos y de reducir la escala de acción 
social y productiva para enfatizar lo local sobre lo global. Sin embargo, 
en esta Segunda Conferencia Internacional sobre Decrecimiento Econó-
mico hubo una fuerte tendencia a enfocarse hacia el diseño de reformas 
que podrían discutirse e implementarse en el seno de la organización 
actual de las sociedades ricas de donde provenía la mayor parte de los 
participantes; resultaron fallidos los pocos esfuerzos para introducir una 
discusión acerca de la posibilidad de poner en práctica estos cambios en 
el sistema actual de organización capitalista.

Aunque esta corriente de pensamiento toma sus impulsos intelectua-
les del campo de la economía ecológica, no plantea mecanismos para 
enfrentar las contradicciones fundamentales surgidas de la organización 
actual de la sociedad y su economía. Mediante su ambiguo compromiso de 
reducir la escala de producción y de consumo de los acomodados en los 
países “avanzados”, sus propuestas apuestan a la posibilidad de una tran-
sición suave hacia un “de-escalamiento”, hacia una economía de “estado 
estacionario”. Postula la posibilidad de la reorganización de las sociedades 
“ricas” para liberar recursos que dejarían espacios políticos y productivos 
para que se pudieran reorientar sus energías a su propia realización social 
y asegurar niveles adecuados de vida para sus poblaciones. Muchas de 
sus propuestas son tecnológicas, ofreciendo un nuevo despliegue físico y 
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productivo que hace caso omiso de las estructuras institucionales y corpo-
rativas que las impedirían, e ignoran por completo su dependencia en los 
países del “sur” para sostener aun un estilo de vida más austero.

24.3. buen vivir (sumak kawsay)

El concepto del “Buen Vivir” es una traducción o adaptación de la ex-
presión en lenguas andinas quechua y aymara, definido en el preámbulo 
de la nueva Constitución de Ecuador como “una nueva forma de convi-
vencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para alcan-
zar el buen vivir, el sumak kawsay”. Elevado a principio constitucional,10 el 
sumak kawsay reconoce los “Derechos de la Naturaleza” y una nueva 
ciudadanía compleja, “que se construye en lo social pero también en lo 
ambiental. Ese tipo de ciudadanías son plurales, ya que dependen de las 
historias y de los ambientes, y acogen criterios de justicia ecológica que 
superan la visión dominante tradicional de justicia”. Expresado por Al-
berto Acosta, uno de sus protagonistas en el escenario ecuatoriano:

El valor básico de la economía, en un régimen de Buen Vivir, es la solidaridad. 
Se busca una economía distinta, una economía social y solidaria, diferente de 
aquella caracterizada por una supuesta libre competencia, que anima al caniba-
lismo económico entre seres humanos y que alimenta la especulación financiera. 
A partir de esa definición constitucional se aspira a construir relaciones de pro-
ducción, de intercambio y de cooperación que propicien la eficiencia y la calidad, 
sustentadas en la solidaridad. Se habla de productividad y competitividad sisté-
micas, es decir medibles en avances de la colectividad y no sólo de individuali-
dades sumadas muchas veces en forma arbitraria (2010).

A diferencia de la forma de abordar el problema de la existencia de 
crecientes segmentos de la sociedad que requieren de caridad o trans-
ferencias oficiales para su supervivencia, este enfoque de una economía 
social y solidaria ofrece un contraste con la organización proletaria de 
la vida comunitaria. Su planteamiento rebasa con mucho las reformas 
propuestas por muchos de los participantes en los debates fincados en 
las visiones economicistas que no contemplan abandonar la acumula-
ción individual o corporativa a expensas del bienestar colectivo. El su-

10   La contraparte boliviana, “vivir bien” (del aymara, suma qamaña), es la base con que 
se elabora la nueva Carta Magna de aquel país.
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mak kawsay exige reorganizar la vida social y la producción económica, 
transformando el papel del propio mercado, domándolo para estar al 
servicio de la sociedad en vez de su papel actual como determinante de 
las relaciones sociales.11

La visión del sumak kawsay es una de una concatenación de equidades 
económicas, sociales y políticas, que sustentan una organización diferen-
te de la sociedad y su relación con la naturaleza. Estas equidades, expre-
sadas en nuestro lenguaje político, comprenderían la igualdad y la liber-
tad, la justicia social (productiva y distributiva) así como la ambiental; es 
evidente que se requieren acciones dramáticas para revertir las inequida-
des actualmente existentes (Acosta, 2010). De aplicarse este principio, 
constituiría una base sólida para reorientar el aparato productivo y las 
relaciones políticas y culturales, revirtiendo las inequidades que quebran-
tan los derechos y obstaculizan las posibilidades de una democracia 
efectiva. El progreso, en este sentido, se definiría en términos de una 
organización social y productiva que genera directamente a la igualdad, 
que produce la justicia social a través de la democracia directa.

24.4. operacionalizando

Los principios enunciados en este texto son parte integrante de una 
larga tradición de enunciados de los movimientos sociales. Nos remon-
tamos a los albores de la Revolución francesa a la Comuna de París, las 
comunas de Richard Owen o las comunidades intencionales de las sectas 
protestantes y judías, y las luchas obreras del siglo xix. La mayor parte 
reprimida de una manera u otra con trágicos saldos de masacres por las 
fuerzas al servicio de un modelo de construcción del concepto del “pro-
greso” que ha traicionado a la humanidad y al planeta.

Hoy los que buscamos otro modelo de progreso nos damos cuenta de 
que “lo pequeño es bonito” de que Schumacher (1973) todavía tiene 
mucho que enseñar. Asimismo, nos vemos obligados a preguntar si la 
afirmación de Marshall Sahlins no sería más cierta que nunca: afirmaba 

11   Este punto es fundamental en los escritos de Karl Polanyi (2003) quien argüía la 
necesidad de volver a “incrustar” o arraigar el mercado en la sociedad, en contraposición 
con la situación moderna donde la economía domina a las relaciones sociales. Una amplia 
discusión del tema del “buen vivir” está presentada en las páginas de la revista América 
Latina en Movimiento, publicada en Ecuador y disponible libremente en línea en http://
alainet.org ; se recomiendan los números 452-454 de principios de 2010.
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que los cazadores-recolectores ofrecen un modelo de una sociedad real-
mente cómoda (affluent):

Las poblaciones más primitivas del mundo tienen pocas pertenencias, pero no 
son pobres. La pobreza no es una cantidad determinada de bienes, es una rela-
ción entre medios y fines; es, sobre todo, una relación entre personas. Ser pobre 
es una categoría social. Como tal, es una invención de la civilización. Ha crecido 
con la civilización, de una vez como una diferenciación envidiosa entre las clases 
y como una relación tributaria que podría volver a los campesinos agrarios más 
vulnerables a los desastres naturales que cualquier campamento invernal de los 
esquimales de Alaska (Sahlins, 1983).

¿Será cierta la afirmación de algunos estudiosos críticos de que los cam-
pesinos del medievo trabajaron menos que el obrero industrial hoy día?

Pretendemos que estas reflexiones nos dejen con algunos indicadores 
y muchas lagunas e interrogantes. Para documentar la dinámica infruc-
tuosa de los esfuerzos actuales como los programas para alcanzar las 
“metas del milenio” o los efectos destructores de la organización actual 
de la sociedad, podemos recurrir a las mediciones de expectativa de vida, 
de niveles educativos, de tasas de morbilidad y mortalidad por grupos de 
edad, grupos sociales y género. Asimismo, podemos incluir como elemen-
tos fundamentales diversos indicadores de desigualdad económica y 
geográfica, de índices de acceso a infraestructuras sociales y culturales. 
Podríamos añadir diversos esfuerzos para identificar la relación entre la 
producción y el bienestar humano, por ejemplo, las variables relaciona-
das con la libertad de asociación en sindicatos y su eficacia para proteger 
los derechos laborales reconocidos internacionalmente; asociada con esta 
dimensión estaría la cuantificación de la salud y seguridad en el trabajo 
y la previsión para el bienestar más allá del periodo laboral de la vida de 
los trabajadores.

Sin embargo, gran parte de estas mediciones esquiva la crítica funda-
mental de las visiones alternativas; es decir, una descripción de la orga-
nización actual de la sociedad y de su aparato productivo, con todas las 
mediciones mencionadas, no toma en cuenta la manera en que el pro-
ceso contribuye al enriquecimiento de unos cuantos a expensas de la 
mayoría. A fin de cuentas, mientras persista este control concentrado (y 
dinámicamente creciente) será mínima (o nula) la posibilidad de rever-
tir las observaciones patentes de creciente pobreza y exclusión de enor-
mes grupos sociales.

Pero un verdadero progreso social y ambiental también requeriría una 
toma de nota de la dependencia de la sociedad en la extracción de recur-
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sos naturales, tanto renovables como no renovables. Sería imprescindible 
la reducción de esta dependencia, así como una clara reducción en las 
diversas formas de producción de efluentes contaminantes y sobre todo 
de los tóxicos, incluyendo los gases de efecto invernadero. Asimismo, 
sería importante elaborar mecanismos para detectar las necesidades de 
rehabilitación de los ecosistemas y las posibilidades de protección efec-
tiva de algunas áreas que conservan recursos vulnerables o en peligro 
de extinción, incorporando procesos para integrar a las poblaciones 
locales en estas labores, aprovechando sus conocimientos y sus propias 
organizaciones, con reconocimientos apropiados que les permitirían 
vivir dignamente. Sin embargo, no todas estas labores son susceptibles 
de cuantificación, aunque sea reconocida la importancia de revalorar el 
significado de estos ambientes relativos a la producción material.

En contrapartida, hay otros indicadores en diversas etapas de elabora-
ción en diversos círculos internacionales para enfrentar los muchos 
problemas ambientales ampliamente reconocidos. Algunos incluyen los 
mencionados arriba, así como la intensidad energética de la producción 
y de los asentamientos humanos y los volúmenes de gases de efecto in-
vernadero generados globalmente y en diversos sectores económicos. Sin 
embargo, los actuales mecanismos para controlar las emisiones globales 
están permitiendo a los mayores depredadores seguir con sus prácticas y 
a sus clientes seguir con sus patrones de consumo, a costa de comprar 
algunos servicios mal pagados de los productores en el tercer mundo; 
ahora ensanchado con un nuevo sistema de pagos a comunidades me-
diante el programa de redd, elevado a nivel de otro mecanismo de de-
sarrollo limpio en la fallida cumbre de Cancún en 2010. Por eso, sería 
necesario empezar a ser mucho más crítico sobre el uso de los actuales 
indicadores de calidad ambiental para tratar de implantar procesos para 
avanzar en un camino hacia el “progreso”. En el sentido de una ética 
global es inaplazable reconocer a todos los seres humanos el derecho 
moral de satisfacer sus necesidades básicas, de cumplir sus deseos de una 
vida mejor, de conservar las funciones vitales necesarias de los ecosistemas 
y de disponer de un acceso justo a los recursos globales.

Este repaso del estado actual del pensamiento de frontera sobre el 
tema de cómo impulsar el bienestar social refleja una visión pesimista 
respecto al proceso en el contexto capitalista. Nuestra reflexión crítica 
sobre el “progreso” refleja la dificultad de entender y medir el concepto 
dentro del contexto epistemológico dominante hoy día. Rechaza la pro-
pia valoración dominante de la producción, que equipara necesidades 
básicas con las superfluas, acepta una discriminación contra diversos 
grupos sociales y el factor de género, y condena la mayor parte de los 
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indicadores actuales a una distorsión fatal. Criticamos también la tenden-
cia de subnumerar (menospreciar) las consecuencias del (ab)uso de los 
recursos naturales y a los grupos “subalternos”, ya que el medio ambien-
te, al ser afectado negativamente por la actividad humana, coadyuva a la 
degradación de la dignidad de las personas y de las sociedades, o lo que 
podríamos decir, limita la posibilidad de un buen vivir. Rechazamos la 
visión de enfocar nuestras esperanzas para enfrentar las contradicciones 
únicamente en las innovaciones tecnológicas. Visto así, las dificultades 
parecen insuperables.

24.5. hacia el reconocimiento de alternativas

En contraste, la búsqueda de nuevas estrategias, como las que se están 
implantando por los numerosos grupos que se han desligado de o están 
en proceso de desligarse de los circuitos nacionales e internacionales de 
la economía, ofrece evidencias abundantes de la capacidad social y la 
posibilidad de construir los mundos alternos. Frente al pensamiento 
dominante en la academia y entre los organismos promotores del “desa-
rrollo”, una mirada de cerca a las organizaciones campesinas e indígenas 
muestra que muchos participantes en organizaciones miembros de la red 
internacional de vía campesina, están implantando sus propias estrategias 
de innovación tecnológica y organización social, lo que les está condu-
ciendo a la construcción de un futuro optimista para ellos mismos mien-
tras que contribuyen a proveer importantes servicios ambientales para las 
naciones de que son parte. Estas innovaciones sociales y tecnológicas han 
generado una amplia gama de nuevos productos que logran dar mayor 
valor a los espacios productivos tradicionales, nuevos sistemas para la 
gestión de sus recursos sociales y naturales y nuevas formas para su go-
bernanza. Las innovaciones abarcan nuevos espacios geográficos y nuevos 
grupos sociales, generando nuevas oportunidades sociales y económicas, 
retirando estos mismos del dominio del capital o de la posibilidad para 
su futura expansión.

Hemos denominado esta visión como la nueva ruralidad comunitaria, 
una realidad donde dominan las ideas de comunalidad (basada en cohe-
sión social, democracia participativa, trabajo comunitario y la centralidad 
de territorio), autonomía (formación político-social), autosuficiencia, forma-
ción político-cultural, redes de apoyo, diversificación productiva y de mercado 
(desarrollo de fuerzas productivas comunitarias, generación de exceden-
tes), y finalmente, gestión sustentable de recursos regionales (ordenamiento, 
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restauración, conservación, aprovechamiento). La práctica real de las 
comunidades es fuente de enorme fuerza social, dando contenido a estos 
criterios metodológicos, vinculados con una contribución fundamental 
en la orientación de los procesos de innovación tecnológica para la cons-
trucción de la sustentabilidad: la articulación de la responsabilidad social 
y solidaria, así como la responsabilidad ambiental. Se destaca, en ese 
sentido, la emergencia de la asociación comunitaria (comunalidad) como 
un mecanismo alterno a las funciones desempeñadas por el mercado y por 
el estado en la asignación de los recursos y en el desarrollo de capacidades 
tecnológicas, incluyendo la orientación hacia la innovación tecnológica. 
Con su capacidad de generar excedentes y canalizarlos hacia una nueva 
forma de acumulación no capitalista, han logrado desatar procesos de 
innovación tecnológica desde la construcción de otras racionalidades; de 
que otros mundos son posibles guiados por los principios de la justicia 
social, la equidad intergeneracional y la gestión sustentable de recursos regionales, 
con una reorientación hacia lo colectivo (en oposición a lo individual); 
al desarrollo del bienestar (en oposición al crecimiento); y el respeto a 
la explotación de los recursos naturales (en oposición al capital). Lejos 
de ser ideas emanadas de una torre de marfil, el planteamiento es una 
síntesis de la praxis y de las aspiraciones de las organizaciones sociales 
actualmente en marcha, encaminadas en las múltiples rutas de su propia 
transformación.

De esta manera, las sociedades en proceso de esta construcción social 
alternativa están también reconociendo su compromiso con otra forma 
de “contrato social”, una asociación comunitaria heredada de la cultura 
mesoamericana (Robles y Cardoso, 2008; Martínez Luna, 2003). Es una 
perspectiva ética diferente a la racionalidad económica fincada en inte-
reses individuales para la asignación de recursos; descansa en los procesos 
de apropiación social de la naturaleza y por lo tanto en los procesos de 
innovación tecnológica guiados por los compromisos de una verdadera 
sustentabilidad. Requiere de un compromiso colectivo, de una acepta-
ción de sujetar la voluntad individual a las decisiones colectivas.12 La 
construcción de otros mundos ofrece un tajante contraste con las visiones 
dominantes que otorgan al individuo el derecho de resguardar su interés 
particular rechazando su participación con la comunidad, en función de 
su interés egoísta, si no le conviene (Villoro, 2003: 48-49).

La construcción de alternativas reales para “otros mundos mejores” 
genera otro camino hacia el progreso, otra visión del futuro. Los mate-

12   Plasmado con fuerza artística en la película Corazón del tiempo (Alberto Cortés, 2009), 
filmado entre las bases zapatistas en las tierras de la Selva Lacadona.
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riales recopilados en la literatura alrededor del mundo que documentan 
esas experiencias contrastan con la presentación ortodoxa de una multi-
disciplinariedad e interculturalidad pasiva; el diálogo de saberes incorpora 
de manera explícita las implicaciones de la posibilidad de la “negocia-
ción” y “democratización del conocimiento” (Toledo y Barrera, 2008). 
Presenta, entonces, el reconocimiento de los saberes —autóctonos, tra-
dicionales, locales— que aportan sus experiencias y se suman al conoci-
miento científico y experto; pero implica a su vez el disenso y la ruptura de 
una vía homogénea hacia la sustentabilidad; es la apertura hacia la diversidad 
que rompe la hegemonía de una lógica unitaria y va más allá de una estrategia 
de inclusión y participación de visiones alternativas y racionalidades diversas… 
(Leff, 2004: 326, cursivas nuestras). Esta construcción de otros mundos,  
¡ofrece esperanzas insospechadas!
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25.  PRINCIPIOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE ORGANIZACIONES
SOCIO-ECONÓMICAS ALTERNATIVAS: LECCIONES 
APRENDIDAS DESDE EL TRABAJO FUERA DE LAS 
ESTRUCTURAS INSTITUCIONALES1

introducción

El “desarrollo a escala humana” y la “economía solidaria” son términos 
que caracterizan la más alta aspiración de los científicos sociales preocu-
pados con el impacto del progreso económico en el bienestar de las 
personas. Nuestra experiencia nos muestra que los obstáculos fundamen-
tales al desarrollo humano se encuentran relacionados con la incapacidad 
de los individuos y, más significativamente, de sus organizaciones, de 
empoderarse. Las estrategias alternativas pueden ser exitosas si ellos lo-
gran asumir exitosamente el control sobre la gestión de sus recursos 
humanos, naturales y materiales mientras mejoran su capacidad de defi-
nir los límites de sus esfuerzos en autogobernanza, especificando las es-
feras de autonomía local y los contactos con los mercados nacionales e 
internacionales, a fin de impedir un inevitable movimiento autodestruc-
tivo hacia la autarquía.2

Es cada vez más común encontrar a las comunidades exigiendo el 
ejercicio de esta autonomía al plantear las consideraciones éticas acerca 
de la complejidad del desarrollo. A pesar de que el enfoque liberal del 
desarrollo, como Sen (2002) entre otros, demanda que el desarrollo 
económico trascienda de sus tradicionales puntos de maximización de 
bienestar personal, algunos analistas todavía no reconocen la importancia 
de confrontar los impedimentos estructurales al ejercicio de las libertades 

1   Publicado en inglés en Review of Radical Political Economics, vol. 41(3): 2009, pp. 372-
379. 

2   La importancia de la autonomía no puede ser exagerada. Esto amerita una compren-
sión y estudio detallado; para una reciente introducción revísese el material en “Multicul-
tural Autonomies in Latin America: A Necessary Condition for Sustainable Development 
in Latin America” que está destinado “a establecer nuevos parámetros sociales para una 
sociedad civil convivial mediante una investigación de las estructuras básicas de los proce-
sos autónomos en marcha en las sociedades indígenas de América Latina”. Cf. su página 
de internet, http://www.latautonomy.org y Gabriel et al. (2007) y Gabriel y López y Rivas 
(2008).

http://www.latautonomy.org/
http://www.latautonomy.org/
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individuales y los mecanismos institucionales que sistemáticamente se 
apropian del trabajo y de los recursos que la gente dedica a la producción 
para el mercado.3 A pesar de que ellos no toleran tal comportamiento, 
implícitamente permiten la transferencia de este valor de los recursos 
—en su forma financiera— a los centros económicos globales y de poder 
político. Así, intensifican el proceso de polarización que caracteriza a la 
actual economía global; muchos liberales rechazan o no aceptan la rea-
lidad percibida por los analistas en el “Sur Global”, que consideran dis-
criminatorios los múltiples procesos de monopolización de la produc-
ción, intercambio desigual y la subordinación proletaria, características 
inherentes de la economía de libre mercado. Por eso, numerosos grupos 
sociales se encuentran afectados por el abuso del poder político o del 
mercado controlado por corporaciones transnacionales.

En este entendido, el “enigma del desarrollo” no puede ser resuelto 
por un simple aumento de las tasas de ahorro o por la promoción de las 
empresas productivas locales; la mayor acumulación ha demostrado ser 
un motor traicionero para la intensificación de las desigualdades e inclu-
so la privación de los derechos. Algunos profesionales honestos se han 
enfocado en mejorar las capacidades humanas, generando nuevas capa-
cidades para superar los obstáculos a los logros individuales, y por lo 
tanto al desarrollo social. Sin embargo, este enfoque relega la dinámica 
subyacente de la acumulación a un papel secundario. Algunos se desen-
tienden del proceso básico del ejercicio monopólico de poder en el área 
política y la operación de los mercados; consideran que pudiera ser 
controlado mediante la creación de instituciones con servidores públicos 
capaces de promover las oportunidades individuales y permitiendo la 
“libre e igual” interacción de las fuerzas sociales.

Como una alternativa, algunas sociedades marginadas están fortale-
ciendo sus actividades tradicionales y forjando nuevas estrategias. Están 
centrándose en renovar sus conocimientos y en sus métodos productivos 
ancestrales, incorporando elementos tecnológicos y avances científicos 
útiles, convirtiéndose en gestores e innovadores. A la vez, están experi-
mentando con nuevas estructuras de gobernanza, para participar en las 
negociaciones con instituciones regionales, nacionales e internacionales. 

3   La importancia de este punto es enfatizada por los estudiosos que analizan la cen-
tralidad de los componentes estructurales requeridos para “rectificar las desigualdades 
sociales o corregir desequilibrios ecológicos (mediante) […] cambios en las instituciones 
y prácticas sociales”, como Hill (2006) tan convincentemente lo expresó. Véase también 
el número especial de Maitreyee (núm. 6, octubre de 2006) tratando con el “poder como 
una parte integral del análisis social dentro del marco del desarrollo humano”, publicado 
por el Human Development and Capability Association.
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La necesidad de forjar estrategias viables requiere del control de su es-
pacio geográfico y político, incluyendo alianzas entre personas que estén 
buscando nuevas respuestas a las fuerzas globales de marginación y ex-
clusión. Los trastornos políticos en Argentina, Bolivia, Brasil, Cuba, 
Ecuador, Uruguay y Venezuela no están muy distantes de algunos de sus 
centros en estos mismos países, o en otros como México. Sin embargo, 
son mal entendidos como caos y oportunismo por Estados Unidos. Estos 
procesos de conflicto y acomodo están inspirando nuevas olas de expe-
rimentación política e innovaciones en nuestros países.

La dificultad de integrar algunas de las epistemologías modernas den-
tro de las organizaciones tradicionales y sistemas de conocimiento está 
generando nuevas formas de colaboración y producción, así como con-
solidación política y social. Las experiencias brevemente mencionadas en 
este documento ofrecen un intento de explicar por qué es necesario 
expandirse más allá del mejoramiento de sus capacidades individuales y 
del ejercicio de sus libertades individuales si las sociedades están por li-
brarse de las camisas de fuerza impuestas por la internacionalización 
económica mundial con su imperativo de “libre” intercambio en los 
mercados. A pesar de que el impulso para el bienestar individual continúa 
siendo significativo, en este ensayo me gustaría subrayar la primacía de 
las determinaciones colectivas del valor de sus actividades y poner aten-
ción en los derechos colectivos, asegurando la viabilidad de los procesos 
comunitarios para la participación individual.

25.1. construyendo una concepción de los nuevos campesinados

Las comunidades con las que trabajamos están intentando desarrollarse 
en consonancia directa con sus entornos naturales, respondiendo a las 
presiones naturales que emanan de los ecosistemas de que ellas depen-
den. Hoy en día, muchos científicos reconocen el significado del cúmu-
lo de conocimientos acerca del funcionamiento del mundo natural de 
estas comunidades; comunidades que desarrollaron interesantes e inno-
vadoras soluciones a problemas complejos, reconocidas por comunidades 
locales en todo el mundo y codificadas dentro de sus tradiciones religio-
sas y laicas y luego formalizadas en textos sagrados, en historias orales, o 
por los “guardianes de la palabra”. Recientemente, una nueva práctica 
académica humildemente reconoce nuestra deuda heredada a estas nu-
merosas tradiciones, produciendo un rico acervo de entendimientos so-
bre el funcionamiento del mundo y de los caminos en los cuales podría-
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mos atender de una mejor manera a nuestras propias necesidades y las 
del planeta.4

En nuestros equipos de trabajo en México, colaboramos con comuni-
dades que están luchando por escapar de la dinámica de marginación 
social y económica (Barkin, 2000). Muchas fueron empobrecidas siste-
máticamente desde la independencia hasta hoy mediante procesos de 
integración económica internacional. Durante el medio siglo, desde que 
Estados Unidos inauguró su primer “programa de desarrollo” en 1947, 
se siguieron condenando crecientes números a las columnas de la pobre-
za, aun cuando se suavizaron algunas de las peores manifestaciones de 
pobreza, tal como la corta esperanza de vida y la alta mortalidad infantil. 
En este artículo, ofrecemos varios ejemplos en los cuales equipos univer-
sitarios de trabajo fueron capaces de interactuar con estas comunidades 
para fortalecer sus proyectos colectivos. Esta experiencia está basada en 
la idea de que la gente codifica sus sistemas de conocimiento para inten-
tar manejar mejor sus ecosistemas y producir los bienes que necesitan 
para su propio bienestar y para mejorar sus condiciones.5

25.2. innovación para mantener la tradición

Durante siglos, la cría de animales de traspatio ha sido un elemento 
central de las sociedades campesinas de todo el mundo. Las empresas 
transnacionales han socavado sistemáticamente esta estrategia mediante 
la imposición de nuevas tecnologías que hacen que las unidades familia-
res a pequeña escala sean inviables. La selección genética produce nuevas 
razas de aves de corral y de cerdos mejor adecuadas a las condiciones de 
las fábricas para reproducirlas y engordarlas, lo que causa el desplaza-
miento de las razas tradicionales, las cuales llegan a ser más eficientes en 
el procesamiento de los flujos de los residuos domésticos en las pequeñas 
granjas, sin embargo, requieren más tiempo de crecimiento antes de ser 
comercializadas. En nuestra búsqueda de estrategias de gestión de recur-
sos regionales sostenibles, descubrimos que el aguacate es saludable, ya 
que ¡contribuye a bajar los niveles de colesterol en la sangre de las per-

4   Para más información sobre este trabajo véase, por ejemplo, Funtowicz y Ravetz, 1993; 
Ravetz y Funtowicz, 1999. Algunas colecciones de artículos analíticos y estudios de caso 
pueden encontrarse en Frey, 2000; Berkes y Folke, 1998.

5   Este enfoque se elabora más extensamente en Barkin (1998) así como en Toledo 
(2000).
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sonas y de los cerdos! (Un colaborador nuestro realizó los estudios para 
comprobarlo, y después elaboró un protocolo para tratar a sus pacientes, 
aplicándolo después para la arteriosclerosis.) Mediante la introducción 
de pequeñas modificaciones en las dietas tradicionales de animales de 
traspatio, ayudamos a las comunidades a producir carne baja en grasa 
que se vendió en los mercados regionales con un sobreprecio; el proyec-
to fortaleció el papel de la mujer en la comunidad, ya que ellas controlan 
los traspatios. Diez años después, es evidente que el enfoque todavía es 
aceptado.

En retrospectiva, la innovación propuesta resultó relativamente fácil 
de implementar porque el diseño se ajustó a la estructura existente de la 
vida del pueblo y de su organización política. Aunque está basada en una 
actividad en declive (crianza de cerdos), los cambios propuestos eran 
bien distinguidos por todos los participantes que entendían claramente 
la relación entre la dieta y la nutrición de los animales; la lógica comer-
cial también fue convincente, especialmente dentro de la precaria eco-
nomía rural de hoy. Dado que la concentración en esta actividad históri-
ca recae en las mujeres, el proyecto también logró impulsar su función 
en la vida política de la comunidad. Por otra parte, con una creciente 
conciencia de la necesidad de mejorar las condiciones sanitarias, como 
resultado de la mejora de canales de información y de la preocupación 
por la salud, el proyecto también estimuló la discusión de los problemas 
ambientales, como la calidad del agua y la eliminación de aguas residua-
les así como su tratamiento (Barón y Barkin, 2001).

Un desarrollo interesante que surge de los trabajos sobre la carne de 
cerdo “lite” fue el descubrimiento de las cualidades nutricionales de la 
verdolaga, rica en omega-3, que podría ser valiosa para la alimentación 
de las gallinas que producen huevos, al ser “enriquecidos” con este tipo 
de grasa. La planta se puede incorporar fácilmente en la dieta de las 
gallinas ponedoras, desplazando el omega-9 de las yemas de huevo, para 
producir un producto que tendrá un impacto menor sobre el colesterol 
de los consumidores. Este programa es una consecuencia lógica al pro-
yecto de cerdos en la sierra central, el aprovechamiento de una preocu-
pación por la integridad de los ecosistemas con el fin de introducir una 
nueva actividad que promete generar nuevas fuentes de ingresos para los 
participantes.

Estas experiencias ofrecen una ventana singular en el proceso de 
desarrollo. En vez de concentrarse en las personas y su capacidad de 
participar de manera efectiva en las actividades de gobierno regional, el 
enfoque aplicado aquí se une a la búsqueda de actividades más produc-
tivas con estrategias para aumentar las capacidades colectivas y poner en 
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práctica programas para la gestión sostenible de los recursos regionales. 
Las comunidades se están convirtiendo en promotoras activas de pro-
gramas comunitarios que están incrementando la participación en la 
diversificación productiva. La característica importante de este proceso 
es la relación entre iniciativas individuales y de decisión colectiva para 
el progreso regional.

25.3. recuperación del territorio, rehabilitación de los bosques 
y fortalecimiento de las sociedades tradicionales.

Las sociedades indígenas, empujadas a las montañas por las sucesivas 
oleadas de expansión productiva de los conquistadores, ahora se encuen-
tran herederas de valiosos recursos en los nacimientos de las cuencas 
fluviales, los recursos requeridos para el desarrollo urbano-industrial. 
Junto con los problemas del cambio climático global y otros fenómenos 
ecológicos, la falta de agua se está convirtiendo en algo particularmente 
grave, llevando a una búsqueda desesperada de soluciones para mitigar 
la crisis. Muchas de las propuestas recientes para la “producción sosteni-
ble”, están basadas en la racionalidad económica individual y en un dis-
curso del desarrollo liberal, avanzar a una estrategia de desarrollo “mo-
derno” en el que las corporaciones y los gobiernos no van más allá de 
un proceso de “lavado verde” como actividad corporativa (Escobar, 1995; 
Leff, 1995; Utting, 2002). El discurso de la sustentabilidad frecuentemen-
te camufla una lógica capitalista y está teñida con una medida grande de 
biocolonialismo, una estrategia en la cual las comunidades indígenas y 
campesinas que habitan en regiones megadiversas no participan, excep-
to como informantes ecológicos y como objetos para ser rescatados.

No obstante, más recientemente, esta estrategia también inspira enfo-
ques alternativos, basados en la apropiación local de esos conceptos por 
gente consciente de que la riqueza de los conocimientos heredados 
puede ser usada para mejorar los problemas medioambientales. Estas 
perspectivas y discursos alternativos han sido cultivados principalmente 
en los países del sur, en parte por teóricos, intelectuales, o por profesio-
nales que trabajan directamente con personas que expresan sus deman-
das en términos de la defensa de su territorio, desarrollo alternativo, 
autonomía, sustentabilidad y autosuficiencia (Toledo, 2000). La más 
exitosa de esas propuestas es designada desde un punto de vista en don-
de los habitantes llegan a ser los protagonistas de la recuperación y la 
preservación de sus recursos.
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Nuestros proyectos mexicanos se basan en una larga historia de lucha 
por parte de los diferentes grupos sociales y reflexión por pensadores 
sureños, quienes promueven enfoques alternativos de sustentabilidad. 
Los principios básicos de este trabajo son; a] la participación activa de la 
población local en el diseño y puesta en marcha de planes y programas, 
con lo que genera una capacidad para el automanejo y una recuperación 
de instituciones sociales así como de su identidad cultural; y b] el mejo-
ramiento de la diversidad ecológica como parte de un programa que 
contribuya a la diversificación de la base económica local (Bonfil, 1996). 
Por lo tanto, la sustentabilidad en sí es un complejo conjunto de ideas 
entendida de forma diferente por cómo las personas asimilan las ense-
ñanzas de sus propios comportamientos. Desde una perspectiva de mer-
cado, el modelo permite a los “guardianes de los bosques” abstenerse de 
unirse a la fuerza de trabajo proletaria de bajos salarios6 —una oportu-
nidad transitoria, concentrada en los polos de desarrollo— para que 
puedan convertirse en protagonistas de su propio desarrollo regional 
sostenible.

Otro caso involucra la “reconstrucción” de una cuenca. Se trataba de 
revertir la deforestación y compensar los excesivos saqueos de los recur-
sos resultantes de un desarrollo megaturístico. Un programa de rehabi-
litación medioambiental invitó a las comunidades a recuperar sus estilos 
de vida, reforzando sus instituciones locales y diversificando la estructura 
productiva, rechazando el estándar del paternalismo y el enfoque del 
clientelismo; tuvo tres objetivos: a] reconstruir y conservar las cuencas y 
los bosques de la región; b] usar los ecosistemas de una manera susten-
table; y c] unirse a los habitantes de la costa de Oaxaca en sus esfuerzos 
por recuperar su dignidad (Barkin y Paillés, 2000, 2002). El proyecto 
promovió la diversidad de la economía rural con la introducción de sis-
temas productivos alternativos para incrementar los ingresos y fortalecer 
las instituciones locales, enriqueciendo los sistemas de conocimientos 
tradicionales para la conservación con las técnicas modernas de conser-
vación. Si el proyecto no hubiera considerado el enorme potencial del 

6   Una nota sobre el papel del trabajo asalariado en esta estrategia está en orden. Aun-
que muchos miembros de las comunidades descritas en este artículo buscan trabajo en 
empresas capitalistas y reciben salarios, incluyendo algunos que tienen que migrar al ex-
tranjero en busca de mayores ingresos, la posibilidad de la comunidad de ofrecerles un 
refugio, un lugar para volver a donde se garantice su sustento y el de la familia, les gene-
ra cierta mesura de libertad que la mayoría de los trabajadores no tiene; las relaciones 
proletarias, con sus procesos acompañantes de enajenación, dependen en gran medida 
de la falta de alternativas para las personas que deben aceptar el acuerdo de trabajo asa-
lariado o enfrentar el hambre.
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conocimiento tradicional en el manejo del ecosistema, el proyecto habría 
encontrado mayor resistencia por parte de las comunidades locales, como 
es común en muchos proyectos designados por agencias de desarrollo 
oficial en las oficinas centrales.

25.4. agua para siempre7

Los pueblos mixtecos son un grupo empobrecido en una región desola-
da al este-central de México que sufrieron de milenios de sobreexplota-
ción. Un grupo de gente joven de la Universidad Iberoamericana propu-
so una colaboración con las 100 000 personas que viven en esa región 
para instrumentar un programa de rehabilitación del ecosistema basado 
principalmente en las técnicas del manejo del agua y de la tierra. Duran-
te el subsiguiente cuarto de siglo (¡!) una serie de ambiciosos proyectos 
han mejorado las condiciones en un millón de hectáreas de la región, 
sobre la base de un programa firmemente anclado en la movilización 
comunitaria y el entrenamiento, basados en atacar el problema de la 
escasez de agua causada por tres factores: aumento de la población, ges-
tión inadecuada de los recursos naturales, y la desigualdad en el acceso 
al agua y, muy especialmente, el sobresaqueo de suministros de agua por 
un pequeño número de personas legitimadas a través de las corruptas 
estructuras del poder.

La deforestación y la erosión superficial fueron los principales proble-
mas en ser atacados. Una variedad amplia de proyectos que gestionan el 
territorio, incluyendo terrazas, represas y canaletas, fueron implementa-
das, por lo que personas provenientes de todas las comunidades pudieron 
participar. El efecto acumulativo de cientos de esos pequeños esfuerzos 
fue aumentar sustancialmente la tierra dedicada al cultivo y aumentar el 
volumen de agua captada para la producción agrícola, los animales y las 
comunidades. Este enfoque ha demostrado su viabilidad como un meca-
nismo para promover las capacidades locales más allá de la construcción 
de obras públicas y aumentar el potencial productivo de la región. La 
visión a largo plazo y el énfasis en la creación de capacidad local para la 
ejecución del proyecto ha transformado la organización en un tipo de 

7   Para una descripción más detallada de esta y otras alternativas sobre el manejo del 
agua en México, véase Barkin (2001). El grupo responsable de este programa, Alternativas 
y Procesos de Participación Social, está dirigido por Raúl Hernández Garciadiego y Gise-
la Herrerías Guerra. Véase la página http://www.alternativas.org.mx.

http://www.alternativas.org.mx/%22http://www.alternativas.org.mx/http://www.alternativas.org.mx
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sustituto de la agencia de gobierno local, con su propia estructura de 
gestión, flota de vehículos y equipo pesado de construcción con depar-
tamentos de ingeniería y planeación, e incluso un laboratorio de sistemas 
de información geográfica.

Otros proyectos parecidos están llevándose a cabo en otras regiones 
en México. Proyectos de gestión comunitaria del bosque ahora abarcan 
más de la mitad de los recursos maderables de la nación, donde grupos 
locales desarrollan sus propios programas de producción complementa-
do esos programas con el ecoturismo, producción de artesanías, embo-
telladoras de agua y venta de servicios ambientales. Más importante, estos 
programas son ejemplos de la vía en la cual las personas están aprendien-
do a apreciar el valor de sus tradiciones culturales heredadas y enrique-
ciéndolas con técnicas y aprendizajes de la época actual.

25.5. conclusiones

Los sistemas de conocimiento tradicionales están potenciados para pro-
teger las comunidades y sus ecosistemas a lo largo de América Latina. 
Incluso, en la Ciudad de México distintos proyectos toman ventaja de los 
recursos locales para reforzar las economías locales y las estructuras po-
líticas. Un bosque degradado está siendo rehabilitado como un sitio 
ecoturístico y como reserva natural, en donde a decenas de miles de vi-
sitantes que buscan el senderismo y ciclismo se les informa sobre la im-
portancia de la naturaleza. Un anfibio precolombino, el axolotl, se ha 
convertido en una atracción carismática en los “jardines flotantes” de 
Xochimilco, cuando una comunidad decidió abandonar el comercialis-
mo sin sentido a favor de proporcionar un tour que explica lo complejo 
que es el ecosistema y que éste puede llegar a ser gestionado para brindar 
una extensa variedad de distintos frutos, vegetales, y pequeños animales 
que protegen el medioambiente y brindan a las personas un bienestar 
económico.

Este relato anecdótico muy selectivo de iniciativas de desarrollo local 
que se están llevando a cabo, por supuesto no hace justicia a la gran 
cantidad de actividades realizadas por millones de mexicanos que están 
aplicando estrategias de desarrollo local al margen de la integración 
económica internacional. Se están fortaleciendo los órganos de gobierno 
tradicionales y se selecciona a funcionarios locales para promover los 
programas de producción y conservación coherentes con las estrategias 
sostenibles de gestión de los recursos, así como están respondiendo a las 
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necesidades locales; en el proceso, están transformando las relaciones de 
mercado con el mundo exterior, sustituyendo a sus socios comerciales 
con vínculos con otras organizaciones en donde llevan a cabo un comer-
cio justo, así como con otras empresas “nicho” que los protegen contra 
el intercambio desigual.

Nosotros hemos sistematizado este conjunto de experiencias dentro 
de una estrategia para el manejo sustentable de los recursos a escala 
regional. La estrategia está siendo replicada a lo largo de todo el país y 
fue reforzada durante la conmemoración del año nuevo en 2009 con-
vocada por los zapatistas para expresar su “Digna Rabia” (Digna Rabia; 
http://dignarabia.ezln.org.mx/). Las comunidades individuales se están 
moviendo más allá de sus confines locales para construir alianzas dentro 
y entre las regiones y los ecosistemas, ganando poder político y social 
para defenderse. 

Si hay un aprendizaje que puede ser extraído de la experiencia mexi-
cana, es que para que la tradición logre trascender, tiene que convertirse 
en un proceso viviente, un recurso que se debe renovar constantemente. 
En México, muchas comunidades están revalorando sus epistemologías 
originarias y están construyendo alternativas a la globalización. Nos 
están comprobando que la consigna de Seattle (1999) requiere una 
actualización:

¡muchos otros mundos son posibles!



PARTE IVb
RESISTENCIAS Y ALTERNATIVAS.  
IMAGINAR Y CONSTRUIR EL FUTURO





[477]

INTRODUCCIÓN

Esta sección empieza con mi participación en las actividades de “reflexión 
y análisis” en tierras chiapanecas después de un periodo de intensas ac-
tividades de la “Digna Rabia” para conmemorar el decimoquinto aniver-
sario del levantamiento zapatista. Asienta mi convicción, plasmada a lo 
largo de este libro, de que son los pueblos originarios, junto con las co-
munidades campesinas dispuestas a acompañarlos, quienes están gene-
rando las respuestas necesarias para enfrentar los profundos cambios 
naturales y sociales que nos esperan.

En la disciplina de la economía, el surgimiento de un nuevo campo, 
la economía ecológica, representa un hito importante. Aparecido a fina-
les del siglo pasado, reflejó la necesidad que muchos sentíamos de trans-
cender los límites de la economía ortodoxa, como lo he expresado en 
varias partes de este libro. Mi propia experiencia en este proceso empe-
zó con una interacción con Kenneth Boulding en Denver, Colorado, en 
los años sesenta, para luego tener la oportunidad de visitar a Nicolás 
Georgescu-Roegen hacia finales de los setenta. En el Centro de Ecodesa-
rrollo, ya habíamos comenzado a realizar las labores de generar una 
ciencia multi o transdiciplinaria; nuestras investigaciones y las decenas 
de libros que publicó constituyen un testimonio de las profundas raíces 
de este trabajo en México. Mi participación en el campo me llevó a par-
ticipar en la creación de la Sociedad Mesoamericana de Economía Eco-
lógica y la introducción de este campo de estudio en el posgrado de 
ciencias económicas, donde tuve la fortuna de encontrar un buen grupo 
de estudiantes comprometidos con emprender un camino heterodoxo 
para su formación profesional, algunos de los cuales son coautores de los 
capítulos de este libro. En el proceso, tuve la buena fortuna de una invi-
tación generosa de Joan Martínez Alier de compartir un año en su Insti-
tuto en Barcelona, factor que contribuyó a avanzar y perfeccionar nues-
tros trabajos en México. El capítulo 27 es reflejo de nuestra interacción 
crítica con este campo donde el conflicto de paradigmas sigue siendo un 
reto para su consolidación.

No se podría incursionar en estos quehaceres sin encontrarse con los 
predicadores de la responsabilidad social y económica de los actores y el 
avance de las formas alternativas de organización dentro de las actividades 
urbanas y comerciales. Nuestra participación (con Blanca Lemus) en un 
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proyecto del unrisd (Instituto de Investigaciones para el Desarrollo So-
cial) es la continuación de investigaciones realizadas en México que de-
mostraron lo realmente cínico de los muy caros ejercicios empresariales 
para etiquetarse de socialmente responsables (Utting, 2002). Esto con-
trasta con los muy loables esfuerzos de grupos de trabajadores para de-
fender y fortalecer sus posiciones y sus comunidades, tomando control 
de empresas que caen en bancarrota, como son las más de 400 fábricas 
recuperadas en Argentina y unas cuantas en México (Ness y Azzellini, 
2011). En el capítulo 28, seguimos examinando el lado positivo de esta 
orientación, los grupos sociales empeñados en crear mecanismos coope-
rativos de producción y de intercambio; advertimos sobre algunos de los 
peligros del idealismo y del pragmatismo, pero dejamos claras las posibi-
lidades de avanzar en esta dirección, como lo están demostrando nume-
rosos grupos de compañeros mexicanos.

Finalmente, cerramos con una síntesis de muchas de las ideas de este 
libro. Parte importante de los millones de personas que están apostando 
a un futuro mejor, lo están haciendo fuera de los límites institucionales 
del capitalismo. Están involucrados en una enorme variedad de activida-
des para tratar de forjar las bases de una sociedad más justa y más res-
ponsable consigo misma y con el planeta. Durante cuatro años colabora-
mos con un equipo internacional en 11 instituciones interesadas en la 
gobernanza ambiental (Castro et al., 2015); identificamos múltiples for-
mas de organización y de fortalecerse a través de colaboraciones con 
grupos locales que son testimonio de la ingenuidad de sus participantes 
y de su confianza en que podrán vivir mejor. El sumak kawsay de los pue-
blos andinos y el Mandar obedeciendo de los zapatistas son justo dos de 
estas formas, que van abriendo caminos y discusiones, creando nuevas 
oportunidades y provocando a los demás a unirse.
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26.  LA PROMESA DEL CAMPESINADO MEXICANO1

Aunque México está en crisis y las condiciones de vida de su población 
están deteriorándose drásticamente, en la actualidad importantes grupos 
de sus pobladores rurales ahora mismo están forjando los nuevos mun-
dos por los que claman los altermundistas desde Seattle hasta Copenha-
gue. Construyen entornos que prometen una mejor calidad de vida y una 
cierta autonomía de los embates del neoliberalismo. En ninguna parte la 
vemos con mayor claridad que aquí en Chiapas, en esta Universidad, en el 
auditorio aquí atento a lo que se dice y participante en esta construcción.

En contraste con sus conductas en periodos anteriores de crisis, estas 
acciones campesinas e indígenas representan un desafío frontal a la polí-
tica neoliberal. Su praxis refleja un rompimiento histórico, un abandono 
de procesos de colaboración, negociación y acomodo con los primeros 
gobiernos de la Revolución, empeñados en incorporarlos al proceso de 
modernización globalizante mediante su participación en los programas 
oficiales. Frente a la política de integración internacional y moderni-
zación urbano-industrial que promete dejarlos fuera de una nación 
en “reconstrucción”, importantes segmentos de la sociedad rural están 
proponiendo sus propias estrategias alternativas, una nueva comunalidad 
que insiste en sustituir al mercado para definir cómo asignar recursos, 
cómo garantizar un nivel de vida digna para todos sus miembros, donde 
se puede crear nichos para generar nuevas oportunidades y respeto a las 
exigencias ambientales. Esta nueva comunalidad hace posible una verda-
dera sustentabilidad, fincada en los atributos de responsabilidad social y 
ambiental. Sus experiencias nos reafirman algo muy significativo: para 
que estas sociedades “tradicionales” sobrevivan, para que puedan definir 
y realizar sus propios modelos de progreso, tendrán que seguir innovan-
do; como hemos aprendido de la milenaria experiencia de innumerables 
pueblos, la tradición sólo puede mantenerse viva y con fortaleza a través 
de un proceso de cuidadosa y continua innovación. Para entender este 
proceso los invito a reflexionar sobre sus propias actitudes y acciones y 
sus relaciones con estos protagonistas y sus nuevas propuestas, con su 

1   Ponencia presentada en el “Seminario Internacional de Reflexión y Análisis” convo-
cado por la Universidad de la Tierra, Chiapas, 30-31 de diciembre de 2009 y 1-2 de enero 
de 2010, en San Cristóbal de las Casas, Chiapas.
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invitación implícita de acompañarlos a construir nuevos ámbitos de so-
lidaridad y respeto mutuo. En los términos de Luis Villoro: nos invitan 
a acompañarlos en su abandono y rechazo a la hegemonía de la cultura 
occidental. ¡Qué apropiado este rechazo en tierras zapatistas!

Ya han pasado muchos lustros desde que terminó “el milagro mexica-
no” junto con sus promesas de una vida mejor, de cumplir con las reivin-
dicaciones que simbolizaron los mejores ideales de la Revolución mexi-
cana. En aquellos años, los campesinos colaboraron con el “proyecto de 
nación”, haciendo producir a las tierras que la Revolución les entregó, 
aceptando los magros beneficios de sus encomiables esfuerzos por elevar 
la productividad del campo, y así alimentar a los mexicanos y financiar 
los cimientos del mundo urbano-industrial, que hoy el gobierno está 
entregando a los capitales de ultramar.

Casi todos ya se desengañaron de las promesas incumplidas, y sobre 
todo las más recientes del Estado, que les ofrece sacarlos de la margina-
lidad que él mismo creó. A la vez, se dieron cuenta de la falsedad de la 
posibilidad de mejorar sus condiciones mediante su incorporación a la 
fuerza de trabajo obrero o a la informalidad, las únicas rutas ofrecidas 
por la política oficial. Por eso, están instrumentando nuevas propuestas 
para producir las condiciones necesarias para su propio progreso social 
y económico —un progreso alejado de los valores mundanos de un mundo de 
consumo y derroche— fincado en una vida comunitaria y un respeto por los 
ecosistemas de que dependemos todos.

Sus respuestas actuales han resultado mucho más creativas de lo espera-
do; están llegando más lejos de lo que jamás imaginaron, como vemos aquí 
en estas tierras zapatistas donde estamos celebrando otro aniversario del 
levantamiento, ¡su decimosexto! Son esfuerzos ambiciosos de importantes 
grupos de comunidades colaborando entre sí y construyendo alianzas para 
enfrentar y superar las diversas estrategias del capital para apropiarse de 
sus territorios y recursos. Sus esfuerzos son una reacción al rompimiento 
del pacto social que ofreció la Revolución, la respuesta al desdén ofi-
cial de los “muchos Méxicos” que se niegan a morir. El brusco cambio 
operado por las élites políticas y económicas en la sociedad mexicana 
durante los últimos decenios del siglo xx remplazó el pacto con un nuevo 
proyecto de integración internacional, un modelo urbano-industrial para 
el beneficio de unos cuantos privilegiados. Ante este nuevo escenario en 
estas tierras chiapanecas y muchas otras regiones a lo largo y ancho del 
país, importantes grupos sociales están reorganizándose para redoblar sus 
exigencias de “justicia social”, repudiando los repetidos embates a que 
fueron sometidos, para tomar control de las riendas para su bienestar: sus 
gritos de “Basta” y “El campo no aguanta más” transformaron a impor-
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tantes segmentos de la población rural de empobrecidos productores de 
alimentos, agroexportaciones e insumos agroindustriales, en aguerridos 
promotores de otra forma de sociedad, una que atendiera a sus propias 
necesidades y a las de la mayoría de los mexicanos. Que promoviera 
la expansión productiva al tiempo que buscara formas de asegurar la 
rehabilitación y la conservación de sus ecosistemas, contribuyendo de 
esta manera no solamente a su propio bienestar, sino también al de la 
sociedad en su conjunto.

En esta visión se puede observar la construcción o reconstrucción de 
otros mundos, en los cuales importantes grupos sociales rechazan ser con-
denados a la marginación, a la extinción. Insisten en un nuevo estilo de 
progreso social y económico que ofrezca frutos materiales e inmateriales 
sin amenazar al medio ambiente. Estos mundos alternativos son ámbitos 
donde se exigen los derechos y superan los ataques para avanzar en sus 
propias propuestas: incluyen a los de Atenco, los de La Parota, los de Ar-
cediano en Guadalajara, por mencionar sólo algunos de los centenares de 
pueblos que se han agrupado en el Movimiento de Afectados Ambientales, 
junto con los que se han reunido en torno a los zapatistas, La Otra Cam-
paña y Vía Campesina. Estos mundos dejarían de depender de la integra-
ción económica y política internacional; con ellos se plantea la construc-
ción de alianzas nacionales e internacionales, pueblos comprometidos con 
proyectos afines para asegurar sus necesidades básicas y su progreso.

reconstruyendo el mundo rural

Hoy en día son muchos los que han condenado a los campesinos a la 
extinción. Recordemos el debate de una generación anterior —campe-
sinistas contra descampesinistas— cuando los eruditos del momento re-
chazaron la posibilidad de la supervivencia de los campesinos porque 
representaban los rezagos de un modo de producción del pasado. La 
discusión actual gira en torno a la cuestión de la forma y las repercusio-
nes de las estrategias que los campesinos están diseñando para su super-
vivencia. Aun cuando ahora mismo grupos dominantes en la academia 
ofrecen doctas explicaciones para respaldar los análisis oficiales de la 
burocracia nacional y de las agencias internacionales al servicio del capi-
tal, dictaminando el hundimiento de los moradores del campo en una 
crisis, este encuentro en cideci (Centro Indígena de Capacitación Inte-
gral, o UniTerra en San Cristóbal de las Casas, Chiapas), es evidencia de 
otra realidad. Los campesinos están demostrando que son actores con 



482� resistencias y alternativas. imaginar y construir el futuro

iniciativa, con sus propias estrategias de innovación tecnológica y organi-
zación social; junto con los zapatistas, en todas partes del país se está 
construyendo un futuro alterno a las limitaciones impuestas por las es-
tructuras dominantes de un mundo capitalista que los condenaría a la 
subyugación proletaria. Sus innovaciones sociales y tecnológicas han ge-
nerado una amplia gama de nuevos productos que buscan dar mayor 
valor a los espacios productivos tradicionales, nuevos sistemas para la 
gestión de sus recursos sociales y naturales y nuevas formas para su go-
bernanza; en fin, los otros saberes que son centrales en este seminario. 
Las innovaciones abarcan nuevos espacios geográficos y nuevos grupos 
sociales, generando nuevas oportunidades sociales y económicas así como 
la recuperación de sus ecosistemas y sus recursos naturales, retirando 
éstos del dominio del capital o de la posibilidad de su futura expansión.

Hemos denominado esta visión como la nueva ruralidad comunitaria, 
una realidad donde dominan las ideas de 1] comunalidad (basada en 
cohesión social, democracia participativa, trabajo comunitario, y centra-
lidad de territorio), 2] autonomía (formación político-social), 3] autosufi-
ciencia, 4] formación político cultural, 5] redes de apoyo, 6] diversificación pro-
ductiva y de mercado (desarrollo de fuerzas productivas comunitarias, 
generación de excedentes), y finalmente, 7] gestión sustentable de recursos 
regionales (ordenamiento, restauración, conservación, aprovechamiento, 
definido culturalmente). La práctica real de las comunidades es fuente 
de enorme fuerza social, dando contenido a estos criterios metodológi-
cos, vinculados con una contribución fundamental en la orientación de 
los procesos de innovación tecnológica para la construcción de la susten-
tabilidad: la articulación de la responsabilidad social (equidad intergene-
racional, justicia social) y la responsabilidad ambiental (gestión sustenta-
ble de recursos regionales).

Se destaca la emergencia de la asociación comunitaria (comunalidad), 
con sus nuevas formas de democracia representativa como un mecanismo 
alterno a las funciones desempeñadas por el mercado y por el Estado en la 
asignación de los recursos y en el desarrollo de capacidades tecnológicas, 
incluyendo la orientación hacia la innovación tecnológica. Este desplie-
gue, esta reorientación de los procesos innovadores tiene como sustento 
otros modos de acumulación no capitalista, controlados por los propios 
productores y sus comunidades. Este planteamiento supone la posibilidad 
de desarrollar procesos de innovación tecnológica desde la construcción 
de otras racionalidades; de que otros mundos son posibles guiados por 
los principios de la justicia social, la equidad intergeneracional y la gestión 
sustentable de recursos regionales, con una reorientación hacia lo colectivo 
(en oposición a lo individual); al desarrollo del bienestar (en oposición 
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al crecimiento), y el respeto a la explotación de los recursos naturales 
(en oposición al capital). Lejos de ser ideas emanadas de una torre de 
marfil, mi presentación en este Seminario Internacional es una síntesis 
de la praxis y de las aspiraciones de las organizaciones sociales actual-
mente en marcha, encaminadas en las múltiples rutas de su propia trans-
formación.

La innovación tecnológica juega un papel fundamental en los proyec-
tos productivos para los que trabajamos con las comunidades. Es parte 
central del compromiso para la construcción de una verdadera sustenta-
bilidad; comprende una nueva relación con el poder para montar sus 
propios modelos de progreso social y económico para nuevas formas 
sustentables de apropiación social de la naturaleza. Se trata de aprovechar 
los saberes locales, usando la ciencia para crear una sociedad fincada en 
una nueva racionalidad que conjuga las exigencias planetarias con las 
aspiraciones de los pueblos emprendiendo diversos caminos para su li-
beración. Los que caminamos por estas veredas reconocemos de manera 
especial el papel protagónico de las prácticas campesinas con ascenden-
cia mesoamericana para enfrentar el carácter excluyente de la globaliza-
ción económica.

Quiero destacar ahora algunas de las experiencias de trabajo desple-
gadas por comunidades campesinas; aunque cada ejemplo es de una sola 
actividad productiva, se conciben como partes en el proceso de la cons-
trucción de la autonomía y del empoderamiento:

·· La reserva campesina de la biosfera en las Chimalapas. La comunidad 
indígena zoque maneja la reserva y canaliza los recursos para el sus-
tento de la comunidad y asume la responsabilidad del entrenamien-
to profesional para colaborar con investigadores extranjeros; algunos 
miembros de la comunidad se formaron como biólogos y se entrena-
ron en el manejo de recursos forestales e hidráulicos en escuelas 
técnicas nacionales e internacionales. Se iniciaron los viveros para la 
siembra selectiva de ciertas especies de árboles que se encuentran en 
peligro de extinción y se implementó un pequeño programa de 
ecoturismo; se capacitaron para ordenar sus territorios y combatir 
agresiones como los incendios forestales. Este logro comunitario no 
fue fácil, pero se hizo posible con el apoyo de grupos ambientalistas 
y la asistencia financiera del gobierno inglés a principios del proceso, 
en el decenio de los ochenta.

·· Algunas alternativas locales para el Istmo de Tehuantepec. La cruel 
polarización social ha llevado a las comunidades a realizar una serie 
de alianzas entre ellas para fortalecer el potencial natural de la re-
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gión, respaldadas por la planta cementera de propiedad cooperativa. 
Se asociaron con un Fideicomiso para la Infraestructura Ambiental 
del Istmo para promover la gestión sustentable de los recursos natu-
rales, basada en la organización de las cuencas de los ríos. Las pro-
puestas incluyen un programa ambicioso para la rehabilitación de los 
cauces de los ríos y el manejo del agua y la tierra, con lo que se ge-
nerarán nuevas oportunidades a través de la rehabilitación de los 
bosques, cierta producción de exportación agrícola y el mejoramien-
to y la expansión del sector artesanal. Esta experiencia contrasta 
marcadamente con los conflictos suscitados por la expoliación que 
están sufriendo otras comunidades en la región (como La Ventosa) 
por la instalación de grandes “granjas” de aeroturbinas para generar 
energía eléctrica eólica, mayormente con inversión española, que no 
redundará en beneficio de los pueblos asentados en estas tierras.

·· La revalorización de la producción tradicional de cerdos en las co-
munidades purhépechas frente a las tendencias nacionales y globales 
hacia la desaparición de la economía de traspatio. La respuesta pro-
puesta involucró la colaboración con la organización indígena regio-
nal para producir “carne de puerco lite”, con niveles reducidos de 
colesterol en condiciones de traspatio con un sobreprecio importan-
te. La colaboración contribuye a los esfuerzos para fortalecer la ca-
pacidad social para promover la democracia directa, fortaleciendo la 
economía de la región y el papel de la mujer dentro de las comuni-
dades, ya que esta actividad es realizada principalmente por mujeres. 
También está atacando la contaminación ocasionada por el desecho 
de una parte de la cosecha de la fruta sin valor comercial y sus im-
pactos severos en el manejo hidráulico del agua en la región.

·· La producción de huevos enriquecidos con omega-3 (un ácido graso 
benéfico para la salud humana) en condiciones periurbanas, ha re-
sultado eficaz como alternativa para fortalecer organizaciones socia-
les, atender a problemas ambientales, generar ingresos adicionales y 
arraigar las familias a sus comunidades en mejores condiciones socia-
les y materiales, ya que la venta de los huevos ha encontrado una 
elevada demanda. En este sistema se están forjando nuevas formas 
de acumulación, al servicio de las comunidades para sus futuros pro-
yectos. Aquí también las protagonistas son mayormente mujeres.

·· De manera similar, se observan esfuerzos en muchas comunidades 
forestales, en otras comunidades en torno a áreas naturales protegi-
das y muchos más defendiendo sus recursos naturales y especialmen-
te sus fuentes de agua y sus derechos a garantizar acceso a ella. De 
hecho, México es conocido mundialmente por los avances en el 
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control comunitario de sus bosques, por el éxito de centenares de 
comunidades que lograron arrancar el control de los concesionarios 
y transformar su gestión con base en una visión diferente, la que se 
pregunta para qué sirven los bosques y también cómo conservarlos 
para las generaciones futuras. Los recientes éxitos de los pueblos en 
Guerrero y Jalisco en torno a la cancelación del proyecto de La Pa-
rota y la postergación del de Arcediano también ofrecen ejemplos de 
variadas estrategias para consolidar acciones comunitarias para cons-
trucciones alternativas; la todavía incierta victoria para detener la 
explotación de la mina San Xavier refleja la profundidad de la resis-
tencia del capital y la complejidad de las batallas comunitarias. Asi-
mismo, estamos viviendo numerosas acciones en todo el país para 
detener las intenciones oficiales de privatización del manejo del agua 
y asegurar su disponibilidad para la vida colectiva.

·· Otros ejemplos, menos conocidos, también ofrecen aliento al mostrar 
la variedad de caminos que se están recorriendo en esta construcción 
de nuevos mundos. La recuperación de un millón de hectáreas en la 
Mixteca Alta con la participación de más de un centenar de comuni-
dades, durante más de un cuarto de siglo construyendo obras de 
manejo de agua y suelo que demuestra la manera en que los conoci-
mientos milenarios pueden enriquecer el uso de tecnologías moder-
nas para mejorar la calidad de vida de los participantes y generar 
recursos para el futuro; su iniciativa de aprovechar estas tierras y agua 
recuperada para producir amaranto e industrializarlo para su sostén 
y el beneficio de los consumidores. Las experiencias se multiplican: 
cooperativas de artesanos; proyectos autogestionados de ecoturismo; 
las redes de productores de café comercio justo, comercializados por 
organizaciones solidarias, de miel, cacao y chocolate; la red de co-
mercialización de granos anec; etcétera.

Estas experiencias son evidencia de la importancia de los otros saberes 
y del diálogo con los conocimientos del presente. Su premisa es la nece-
sidad de tomar en cuenta a la gente en la implementación de la solución 
de problemas, reconocer como válidos sus conocimientos y colaborar con 
ellos en la construcción de soluciones. Las lecciones de los caracoles de 
buen gobierno reflejan poderosamente esta capacidad de aprovechar y 
enriquecer lo heredado con ciertas aportaciones de frontera. La sinergia 
tecnológica entre saberes y conocimientos ha sido clave en el desarrollo 
de estos proyectos, pero la distinción fundamental, con respecto a otros 
proyectos impulsados por ong y organismos multilaterales, ha sido su 
diferente orientación ética: la construcción de una verdadera sustentabi-
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lidad desde los atributos de responsabilidad social y ambiental. Esto es, 
la puesta en marcha de procesos de una nueva ruralidad comunitaria.

De esta manera, las sociedades que participan en el proceso de esta 
construcción social alternativa están también reconociendo su compro-
miso con otra forma de “contrato social”, una asociación comunitaria 
heredada de la cultura mesoamericana, expresado elocuentemente por 
Floriberto Díaz y Jaime Martínez Luna, de la Sierra Juárez y algunos de 
sus herederos intelectuales y seguidores. Es una perspectiva ética diferen-
te a la racionalidad económica fincada en intereses individuales para la 
asignación de recursos; descansa en los procesos de apropiación social 
de la naturaleza y por tanto en los procesos de innovación tecnológica 
guiados por los compromisos de una verdadera sustentabilidad. Requie-
re asimismo de un compromiso colectivo, de una aceptación de sujetar 
la voluntad individual a las decisiones colectivas; como se refleja en este 
foro y se plasma con fuerza artística en la película Corazón del tiempo, la 
construcción de otros mundos ofrece un contraste tajante con las visiones 
dominantes, que Villoro sintetizó al mostrar cómo si se otorga al indivi-
duo el derecho de resguardar su interés particular y rechazar su partici-
pación con la comunidad en función de su interés egoísta, no lo hace si 
no le conviene.

En conclusión, la construcción de alternativas reales para “otros mun-
dos mejores” está en este proceso. En ninguna parte más que aquí en las 
tierras zapatistas, pero también en otras partes del país. A diferencia de 
la presentación ortodoxa de la multidisciplinariedad y la interculturali-
dad, el diálogo de saberes incorpora de manera explícita las implicaciones 
de la concentración del poder sobre la posibilidad de la “negociación” y 
“democratización del conocimiento”. Presenta, entonces, el reconoci-
miento de los saberes —autóctonos, tradicionales, locales— que aportan 
sus experiencias y se suman al conocimiento científico y experto; pero 
implica la ruptura de una vía homogénea hacia la sustentabilidad; es la apertu-
ra hacia la diversidad que rompe la hegemonía de una lógica unitaria y va más 
allá de una estrategia de inclusión y participación de visiones alternativas y ra-
cionalidades diversas… La construcción de otros mundos está en proceso, 
no sólo aquí en Chiapas —¡y ofrece esperanzas insospechadas!
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27.  LA SIGNIFICACIÓN DE UNA ECONOMÍA ECOLÓGICA 
RADICAL1

con mario fuente y daniel tagle2

introducción

El carácter articulador de disciplinas se presenta como uno de los atri-
butos básicos de la Economía Ecológica (ee) en la construcción de pro-
puestas holísticas orientadas a comprender el tema de la sustentabilidad 
ecológica de la economía. Sin embargo, la traducción operativa de tal 
atributo en un programa de investigación no es una faena fácil; su ins-
trumentación no sólo presenta obstáculos epistemológicos, sino también 
éticos e ideológicos. Para esta integración disciplinaria, el pluralismo 
metodológico sigue siendo central, aunque, como veremos, una aspira-
ción a realizarse. Su inclusión como esencia de la ee ha sido uno de los 
factores que ha favorecido la existencia de diferentes orientaciones en la 
explicación y comprensión de su objeto de estudio.

Este trabajo propone la necesidad de una versión radical para el aná-
lisis integral de las causas subyacentes de la triple crisis que nos enfrenta 
hoy en día: social, económica y ambiental. En este sentido, se introduce 
la idea de abrir un necesario debate sobre la pertinencia contemporánea 
del marxismo como corpus compatible en la construcción de un plura-
lismo metodológico orientado en la resignificación3 de la ee radical. Así 

1   Publicado en Revista Iberoamericana de Economía Ecológica, vol. 19(1), 2012, <http://
www.redibec.org/IVO/REV19_01.pdf>.

2  Mario Fuente Carrasco es Profesor-Investigador Titular en el Instituto de Estudios 
Ambientales de la Universidad de la Sierra Juárez en Oaxaca. Es Doctor en Estudios de 
Sustentabilidad de la Universidad de Tlaxcala y biólogo de la Universidad Autónoma 
Metropolitana–Xochimilco. Ha enfocado sus investigaciones al tema de la sustentabilidad 
desde una perspectiva de la justicia ambiental. Es Investigador Nacional nivel I: fuente@
unsij.edu.mx; Daniel Tagle Zamora es Doctor en Ciencias Económicas por la UAM-X. Es 
Investigador Nacional nivel I. Formado en el campo de la Economía Ecológica, estudia 
temas relacionados con la ecología política del agua y diversos temas sobre medio ambien-
te y desarrollo: datagle@yahoo.com.mx.

3   La palabra de (re)significación es usada tanto por Zemelman (2006) como por Leff 
(2006) desde una perspectiva epistémica; como una crítica al aspecto ideológico del discur-
so científico. Estos autores plantean que el debate del “modelo de sociedad”, y por tanto 
de desarrollo sostenible se da en la esfera del lenguaje, en la significación que el discurso 
económico del neoconservadurismo, el cual se reproduce sin hacer explícitas sus premisas 

http://www.redibec.org/IVO/REV19_01.pdf
http://www.redibec.org/IVO/REV19_01.pdf
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mismo, hay otros dos factores determinantes de una heterogeneidad de 
visiones. Uno de ellos es el derivado del contexto geopolítico y académi-
co regional en el que se desenvuelve la reflexión de la sustentabilidad de 
las diferentes sociedades regionales que integran a la International Society 
of Ecological Economics.

El otro factor determinante de la orientación de la ee, y de mayor 
relevancia, es de tipo estructural e ideológico: la pretendida preponde-
rancia de la economía de mercado. Una de las grandes transformaciones 
del proyecto de la modernidad occidental (capitalista) se ha caracteriza-
do por el fuerte arraigo de la ideología de una economía del mercado 
como el gran regulador de la sociedad; como guía de todas las institu-
ciones de la sociedad (Polanyi, 2003). La ee no ha estado exenta de tal 
influencia como parte de una pretendida premisa de un pluralismo 
metodológico, lo que le imprime una fuerte orientación y justificación 
reproductivista; conservadora de las premisas metodológicas y éticas con-
génitas a la racionalidad económica neoclásica.

Uno de los primeros pensadores contemporáneos que ofreció signifi-
cativas aportaciones en esta tarea crítica, de por un lado proporcionar 
pistas de la construcción coherente de un pluralismo metodológico en 
la naciente ee, y por otro evidenciar las anomalías paradigmáticas de la 
racionalidad económica neoclásica para mantener el mito de un creci-
miento económico ilimitado, fue Kenneth Boulding (1966) y más ade-
lante Nicolás Georgescu-Roegen4 (1971). Este autor retoma de Podolins-
ki (1880), algunas categorías de la ecología, tales como el tema de los 
flujos energéticos y de la entropía en los procesos productivos. De esta 
forma Georgescu-Roegen le da un contenido transdisciplinario a la en-
tropía; se transforma en una categoría dialéctica entre dos campos disci-
plinarios: la ecología y la economía.

e intereses asociados con la acumulación del capital. Advierten que el contenido de estos 
conceptos está ligado a las instituciones vigentes reproductoras del sistema, por lo que 
plantean la necesaria significación, o más concretamente la resignificación de los concep-
tos; es decir de darle un contenido diferente al discurso dominante.

4   Sin embargo, sus aportaciones no fueron acogidas con beneplácito por muchos 
practicantes en la isee, entre ellos sus fundadores Herman Daly y Robert Costanza. Para 
una discusión detallada de la crítica de Georgescu-Röegen y su negativa de ingresar a la 
Sociedad y al Consejo Editorial de la revista, se puede consultar en Bonaiuti (2011), quien 
comenta que la antipatía de Georgescu-Röegen por la Sociedad creció con el tiempo, fi-
nalmente la atacó no sólo por defender “la idea de que la salvación del dilema entrópico 
es el estado estable…[y por propagar la idea] … del más grande de los operadores en el 
campo de la ecología, Costanza, quien abusó de su teorema ‘ridículo’ [sobre las equivalen-
cias energéticas del gasto monetario]” … [sino] “¡por su mercadeo del más peligroso de 
la medicina milagrosa (charlatana) de todos los tiempos, el ‘desarrollo sostenible!’” (232).
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Existen otros intentos aislados que han procurado enriquecer el plu-
ralismo metodológico de la ee; de estas tentativas se han derivado criterios 
metodológicos como los provenidos de la ciencia posnormal, el análisis 
multicriterio, el principio precautorio, la coevolución, la deuda ecológica 
y el metabolismo social, entre otros (Fuente, 2009).

A pesar de estas contribuciones, el contexto contemporáneo latinoa-
mericano exige de la ee una ruptura epistemológica y ética más profunda, 
más radical, con las premisas de la racionalidad económica neoclásica. 
Ello implica componer el desfase provocado por el enfoque económico 
ortodoxo y la realidad; pasar del pensamiento retórico al pensamiento 
epistémico, de la interpretación del problema a su transformación; de 
la emisión de un juicio ecológico a uno ético; de uno disciplinario a un 
diálogo intercultural y de saberes.

En esta tarea existen otras racionalidades alternas a la derivada de la 
racionalidad económica capitalista. En el terreno académico destaca la 
crítica del marxismo. En esta tesitura, el abordaje de este artículo se 
realiza desde tres aproximaciones analíticas. En la primera sección se 
introducen aspectos de este nuevo campo transdisciplinario pero se cen-
tra en tipificar al menos tres versiones que coexisten de ee, la conservado-
ra, la crítica y la radical. En la segunda parte se aborda el tema de las 
restricciones y obstaculizaciones para la instrumentación de un pluralis-
mo metodológico dentro de la ee; ello en función de la fuerte influencia 
de la teoría económica neoclásica. La tercera sección aborda un conjun-
to de reflexiones que destacan el papel del marxismo como un enfoque 
analítico para favorecer una perspectiva que enriquezca el pluralismo 
metodológico hacia una significación de una ee radical.

27.1. la economía ecológica en perspectiva histórica: 
aspiraciones y versiones

La ee moderna es un campo transdisciplinario5 que se ocupa de analizar 
la interacción de los procesos económicos con los ecológicos. Su com-
promiso para enfrentar los retos planetarios la obliga a reconocer la 
complejidad de los problemas socioambientales, proporcionando una 
visión sistémica de la relación sociedad-economía-ambiente. Esta aspira-

5   Se distingue entre inter, multi y transdisciplinaridad tal como ha sido acotado por Cos-
tanza et al. (1999). Para fines del artículo se toma como referente a la transdisciplinaridad; sin 
embargo, con este concepto también se acoge al asunto de la inter o la multidisciplinaridad.



490� resistencias y alternativas. imaginar y construir el futuro

ción implica la construcción de una propuesta metodológica centrada en 
una perspectiva multidisciplinaria, históricamente abierta y desde un 
pluralismo metodológico (Burkett, 2006: 2-3). A pesar de la reciente 
institucionalización de la ee, su propuesta metodológica le permite una 
mejor comprensión de las causas y soluciones para enfrentar los proble-
mas ambientales, lo cual le ofrece la posibilidad de generar propuestas 
alternativas ante la incapacidad mostrada por la economía neoclásica 
para enfrentar la crisis planetaria.

En sus orígenes, durante los años ochenta, la ee trajo consigo la in-
corporación de investigadores de diversos campos, principalmente de 
las ciencias sociales y las ciencias duras (Ropke, 2004, 2005). Su carácter 
transdisciplinario ha favorecido dicha inclusión, permitiendo diferentes 
propuestas metodológicas, sobre todo las derivadas de categorías de la 
ecología (entropía, resiliencia, coevolución, metabolismo) y su relación 
con los sistemas sociales y económicos. Por ejemplo, se ha tomado a la 
entropía como herramienta analítica para aclarar la inviabilidad ecoló-
gica del actual modelo de producción dominante. La literatura de la ee 
abarca una importante discusión con la economía neoclásica. Los temas 
contenciosos de estas discusiones que han generado mayor confrontación 
entre la ee y la economía neoclásica incluyen: sustitución entre naturaleza 
y capital hecho por la sociedad; crecimiento versus ambiente; ambiente y 
comercio; el optimismo del cambio tecnológico; crecimiento y calidad de 
vida (Ropke, 2005). Actualmente examina un sinnúmero de posibilidades 
de marcos analíticos, entre las cuales se incluyen la economía social y 
solidaria, decrecimiento, y buen vivir, haciendo intrínsecos los principios 
éticos de justicia social, equidad intergeneracional y manejo sustentable 
de los ecosistemas,6 entre otros temas (Barkin y Lemus, 2011). El campo 
ha conseguido una confluencia de investigadores de diferentes campos, 
lo que ha conllevado al desarrollo de diferentes versiones de ee en fun-
ción de la postura que se mantenga con respecto a la citada racionalidad 
económica capitalista: la conservadora, la crítica y la radical (Fuente, 2008).

a] Versión conservadora de la ee

La versión conservadora7 parte del reconocimiento de la economía como 
subsistema abierto dentro de un sistema más grande, pero limitado: la 

6   Barkin (2008: 8-9) ofrece una caracterización más amplia de estos principios éticos 
de la Economía Ecológica.

7   Dos referentes en esta versión son Herman Daly y Robert Costanza (Costanza, 2009).
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naturaleza. Sin embargo, desconoce una relación entre el poder, la ra-
cionalidad económica capitalista y la insustentabilidad.8 Por ello se rehú-
sa a incorporar el tema del conflicto social (léase lucha de clases). Esta 
vertiente muestra dos caretas: una con un fuerte componente economi-
cista antropocéntrico y otra ecocéntrica; tienen ciertas equivalencias con 
las que Martínez Alier (2004) ha denominado como el “evangelio a la 
ecoeficiencia” y el “culto a lo silvestre”, respectivamente. Desde la prime-
ra máscara se plantea la compatibilidad entre el crecimiento económico 
y el ambiente sin la necesidad de cambiar el modelo de organización 
productivo dominante (el capitalista). Para ello promueve la implemen-
tación de los instrumentos de mercado, con lo que muestra su alta afini-
dad e influencia dada por la economía neoclásica.9 Esta careta es la do-
minante hoy, reflejando el gran atractivo para muchos analistas de migrar 
hacia este nuevo campo “disciplinario” que ha ganado cierto “cachet” 
frente a los que se repliegan en la “economía ambiental”. La segunda 
careta, menos influyente, es la ecocéntrica. Desde ésta se propone limitar 
los procesos productivos desplegados por comunidades rurales desde un 
interés de los derechos intrínsecos de la vida silvestre, preferentemente 
en ambientes prístinos. Dado que la mayor riqueza biológica está en los 
países del Sur, se promueve como estrategia la instalación de áreas de 
reserva, prohibiendo algunas prácticas de apropiación social de la natu-
raleza desplegadas por las comunidades rurales locales.

A pesar de la aparente diferencia entre estas caretas, sobresale una 
perspectiva ética ambiental común: la negación de que la sociedad no es 
homogénea en su relación con la distribución de los costos y beneficios 
derivados de los procesos de apropiación social de la naturaleza.

b] Versión crítica de la ee

La versión crítica10 advierte sobre el papel de la racionalidad económica 
en la insustentabilidad. Sus orígenes vienen de la región iberoamerica-
na de la isee donde insisten que la implementación de los instrumentos 
de mercado por sí sola no promueve una solución a la crisis ambiental; 

8   La omisión del ejercicio del poder en su análisis del funcionamiento del mercado es 
comprensible por la forma en que ha evolucionado teóricamente, guiada por las institu-
ciones académicas e ideológicas norteamericanas que han dominado la profesión por más 
de un siglo (Perelman, 2006).

9   El tema de pagos por servicios ambientales es reflejo de esta careta de la versión 
conservadora, y se documenta en la revista de la isee.

10   El principal referente de esta versión es Joan Martínez Alier (2004).
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señalan que la inadecuada incorporación de un pluralismo metodoló-
gico puede profundizar la crisis socioambiental. Se enriquece con las 
aportaciones de la ecología política, incorporando dos conceptos fun-
damentales y críticos al papel de la racionalidad económica capitalista: 
a] la inconmensurabilidad monetaria como lenguaje prioritario en la 
valoración de la naturaleza; y b] el concepto de conflictos ecológicos 
distributivos, resaltado dentro de un ecologismo de los pobres y el de 
justicia ambiental (Martínez-Alier, 2004). Esta vertiente no vincula estos 
niveles de análisis con categorías más generales y críticas a la racionali-
dad económica del neoconservadurismo, tales como la de clases sociales 
o el de la acumulación del capital. El conflicto los acota en el nivel de 
países: norte-sur, “ricos-pobres”. Sus practicantes han contribuido con 
una abultada literatura sobre los diversos problemas socioambientales, 
enfocada bajo la categoría de “deuda ecológica” ocasionada por la larga 
historia de la expansión colonial e imperial de épocas pasadas que prac-
ticó diversas formas de extracción de recursos y valores sin compensar 
a los pueblos afectados. En su definición de la sustentabilidad no hay 
posibilidad de remplazar muchos recursos naturales no renovables o 
la pérdida de biodiversidad; como consecuencia, requiere de medidas 
no mercantiles para conservar la calidad de los recursos renovables y 
restringir el uso de los recursos no renovables con el fin de acercarse a 
una sustentabilidad fuerte.

c] Versión radical de la ee

La versión radical11 parte de la necesidad de realizar una ruptura con el 
discurso de la racionalidad económica neoclásica. Su hipótesis central es 
que la crisis ambiental es resultado de una crisis del tipo de proyecto 
civilizatorio occidental y de su racionalidad económica (Magdoff y Foster, 
2010); su discurso y sus instituciones se presentan como un obstáculo 
epistemológico para abordar el tema de la sustentabilidad. Identifica el 
impacto de la fuerte relación que existe entre los lenguajes de valoración 
y los conflictos económicos distributivos en el ejercicio de los derechos 
de propiedad, el poder fetichizado y la agudización de los conflictos 
ambientales distributivos (Hornborg et al., 2007). En esta perspectiva se 
esboza que la transformación hacia estrategias fuera de la acumulación 
capitalista no sólo repercute en un enfrentamiento para combatir los 

11   Como referentes en esta versión podemos encontrar a Elmar Altvater, Paul Burkett, 
John Bellamy Foster, James O’Connor y Enrique Leff.
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procesos de la exclusión social, sino también en el diseño de políticas de 
apropiación social de la naturaleza con una mayor responsabilidad am-
biental y social.

Por ello, considera la importancia de trascender, de transformar la 
racionalidad económica capitalista, ya que asevera que es el responsable 
de la crisis de civilización, elemento no tratado de manera frontal en las 
otras dos versiones de Economía Ecológica.

En sus versiones más recientes, especialmente en América Latina, ha 
incorporado el papel de las praxis contestatarias a la racionalidad econó-
mica ortodoxa, tales como las prácticas comunitarias de los pueblos in-
doamericanos. Por esto, se han revalorado las categorías y aportaciones 
de los saberes tradicionales y praxis sociales, planteando un proceso de de-
mocratización en la apropiación social de la naturaleza con una vigilancia 
ambiental responsable. Además, esta vertiente busca una mayor colabo-
ración con distintas tradiciones intelectuales y culturales que ofrecen 
diversas maneras de integrar las esferas culturales y productivas para la 
gestión sociopolítica y ambiental. Ello impone una nueva obligación a 
los investigadores institucionalizados para ampliar sus grupos de trabajo 
y sus conocimientos, como lo sugiere la literatura sobre el diálogo de 
saberes (Leff, 2006), la memoria biocultural (Toledo y Barrera, 2008); el 
diálogo intercultural (Zemelman y Quintanar, 2006), la ciencia posnor-
mal (Funtowicz y Ravetz, 2000) y la transdisciplinaridad (Baumgärtner et 
al., 2008; Hirsch et al., 2006; Pohl et al., 2010). Para este grupo, la susten-
tabilidad fuerte no sólo implica reconocer y tomar medidas adicionales 
por la irreversibilidad de muchos procesos naturales que amenaza a la 
humanidad, sino que está mediada por los procesos culturales de las 
praxis comunitarias de apropiación social (Leff, 2004).

La expresión de estas vertientes no está confinada necesariamente a 
determinadas regiones de la isee; sin embargo, es evidente que los pro-
cesos estructurales de la globalización económica impactan de manera 
diferentes a estas regiones; y con ello a la relación, explicación y necesi-
dad de transformar la relación economía-sociedad-naturaleza. Los prac-
ticantes de la ee situados en los países con alta diversidad biológica y 
cultural, y que cumplen el papel asignado en la división internacional 
del trabajo como parte de una estrategia geopolítica (neo)colonial de 
extracción y transferencia de insumos biológicos, energéticos y minerales, 
perciben la compleja relación economía-sociedad-naturaleza de manera 
diferente a la visión de los países del Norte. Derivado de este entorno, 
no es de extrañarse que la versión conservadora tenga mayor presencia en 
las isee ubicadas en las sociedades occidentales, mientras las versiones 
crítica y radical se vinculan a sociedades como las latinoamericanas. Sin 
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embargo, esta pluralidad no se refleja en la revista Ecological Economics. 
Es notorio el predominio de la versión conservadora, seguida por una pe-
queña porción de los intentos de un pluralismo metodológico desde la 
versión crítica, y dejando pocos o nulos espacios para la versión radical. Este 
predominio conservador está marcado, por tanto, con una fuerte prefe-
rencia por el mercado (en su versión neoclásica) y de sus modelos eco-
nométricos basados en el individualismo metodológico, tal como lo se-
ñala Burkett (2010) en su análisis a los documentos publicados en la 
Revista.

27.2. desafíos para el pluralismo metodológico en la economía 
ecológica: entre el discurso y la práctica

El pluralismo metodológico permite realizar la articulación de diferentes 
paradigmas, a través de sus metodologías, conceptos y herramientas, para 
abordar y discutir los problemas teóricos y políticos que implica la com-
pleja relación sociedad-ambiente. Sin embargo, se debe cuidar de la 
posible imposición de un enfoque dominante que incorpore su marco 
de análisis y conceptos:

Existe un interesante punto de tensión en el interior de la ee. Dado que su su-
jeto de estudio “es muy grande y complejo para abordarlo todo con un conjun-
to limitado de herramientas conceptuales”, la ee rechaza la noción de que hay 
“un único paradigma o enfoque correcto para abordarlo”; por lo tanto debe es-
forzarse por “una gran medida de ‘pluralismo conceptual’ ” … Al mismo tiempo, 
el compromiso con el pluralismo significa que la ee abarque, y esté ampliamen-
te influenciada por la economía ambiental neoclásica como uno de sus “subcon-
juntos” (Burkett, 2010: 93).

Por eso, no es mera coincidencia que un antiguo presidente de la isee, 
defendiendo la necesidad de un pluralismo metodológico, insistió en el 
número inaugural de la revista, que es bien conocido que los economis-
tas neoclásicos acepten sólo “un patrón de pensamiento… el modelo 
neoclásico de mercado” (Norgaard, 1989: 37). En la práctica, muchos de 
los economistas ecológicos siguen considerando únicamente las solucio-
nes del mercado neoclásico para enfrentar los retos ecológicos, tal como 
se puede observar en la revista de la isee.

Mientras se continúe empleando este reduccionismo, usando concep-
tos neoclásicos como el equilibrio del mercado capitalista, se continuará 
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socavando el acuerdo de pluralismo metodológico. Se hace todavía más 
evidente al extender el análisis a otras áreas ‘no-económicas’ con el uso 
del enfoque positivista de individualismo metodológico a conceptos como 
el caso del “capital social” y “capital natural” (Fine, 2001, 2002, 2010). 
Burkett (2010) lo desmenuza, retomando el análisis de Fine, mostrando 
cómo la transformación de la relación entre la sociedad y la naturaleza 
en una mercancía es ampliamente aceptada por la gran mayoría de los 
economistas ecológicos, a pesar de que implica una mercantilización de 
la naturaleza y sus procesos (“servicios”).

Lo mencionado arriba conlleva a enraizar a la ee en el “imperialismo 
de la Economía Neoclásica” (Lazear, 2000), debilitando y obstaculizando 
el acuerdo tácito de sus practicantes sobre el pluralismo metodológico. 
No obstante, los que insisten en su importancia no desechan todos los 
conceptos y herramientas del marco neoclásico, ya que su inclusión cons-
tituye parte de este tratado del pluralismo metodológico, o como Burkett 
lo llama, Meta-paradigma.

Desde esta perspectiva, el pluralismo metodológico es la conjunción 
de diversas propuestas para la comprensión y la solución de conflictos 
ecológicos y del uso de diferentes lenguajes de valoración de la natura-
leza. Pero es importante dimensionar el grado de avance de este campo 
de conocimiento a partir de esta particular función del pluralismo. El 
análisis multicriterio, la ciencia posnormal, el principio precautorio, el 
metabolismo social, la coevolución y los conflictos distributivos son crite-
rios metodológicos sumamente útiles; son ejemplos de aplicación de esta 
propuesta. No obstante, la ee se ha visto obstaculizada en cuanto a su 
desarrollo teórico alternativo, ya que la gran mayoría de trabajos en este 
campo se limitan a la aplicación del instrumento del mercado como 
problema prioritario por atender, y no como dimensión subordinada, a 
los problemas de la escala (sustentabilidad ambiental), el cultural y la 
distribución (equidad y justicia) (Costanza et al., 1999; Tagle, 2011).

Un requerimiento necesario para el desarrollo del pluralismo meto-
dológico en la ee consiste, esencialmente, en que los paradigmas utiliza-
dos permitan cumplir con los objetivos de la ee (la sustentabilidad eco-
lógica de la economía). Es decir, se pueden emplear instrumentos y 
conceptos de diversos paradigmas (incluyendo la teoría neoclásica), 
siempre y cuando se subordinen al imperativo de garantizar los principios 
de interculturalidad, justicia social, equidad intergeneracional y gestión 
sustentable de ecosistemas.

La apertura histórica es igualmente problemática, por la complejidad 
que impone frente a la tradición de la economía ortodoxa. Esta exigencia 
metodológica implica incorporar nuevas visiones y posibilidades en los 
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dominios de la política económica y cambio institucional. Actualmente, 
este requerimiento es particularmente significativo, cuando las contradic-
ciones del sistema actual están amenazando con destruir las condiciones 
planetarias básicas necesarias para la reproducción de la sociedad hu-
mana, empezando con el deterioro en la calidad de vida de grandes seg-
mentos de la población que amenaza con crecientes conflictos sociales.

Ante la necesidad de garantizar la complejidad metodológica de la ee 
para abordar los problemas candentes del momento, existen varios enfo-
ques y metodologías que pueden contribuir a enriquecer este principio. 
Uno de ellos es el enfoque marxista, con su visión derivada del materia-
lismo histórico y de la relación sociedad-naturaleza. Este enfoque resulta 
pertinente, tanto por su replanteamiento del concepto de realidad, de 
ciencia, de sociedad y de naturaleza de manera alterna a la ortodoxia; 
así como por su incorporación explícita de la perspectiva ética, política 
e histórica para la comprensión de las causas de los problemas sociales, 
ambientales y económicos. Sus criterios metodológicos son cardinales 
para comprender la construcción delineada del deterioro ambiental, 
pero sobre todo en la construcción de alternativas a la racionalidad eco-
nómica capitalista. El siguiente apartado esboza algunas vertientes para 
contribuir al buen desarrollo de la construcción de los principios éticos 
y epistémicos de la Economía Ecológica.

27.3. la perspectiva marxista: la heterodoxia  
y sus contribuciones al análisis de la economía ecológica

Un reflejo de esta visión integradora es evidente en el redescubrimiento 
de la importancia del concepto de “metabolismo social”, reconocido 
desde antes de Marx, pero al que se le ha dado nueva importancia en el 
periodo reciente. El creciente interés como herramienta adicional para 
el estudio de la sociedad es producto de su utilidad para enriquecer 
diversas áreas de estudio; entre las más importantes están la industria 
(Ayres y Simonis, 1994), el campo (Toledo, 2008), el proceso de trabajo 
(Schneider y McMichael, 2010), la historia (Hornborg et al., 2007) y el 
cambio global (Foster et al., 2010; Toledo y González de Molina, 2011).
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a] La relación teoría-praxis: de la interpretación a la transformación  
de la racionalidad económica

La Tesis Once sobre Feuerbach12 resume gran parte de su visión de la 
ciencia con un carácter históricamente abierto y sirve como guía para 
algunos de los participantes en la moderna escuela de la ee. La perspec-
tiva marxista, por ello, se ubica como una propuesta heterodoxa y crítica 
a la racionalidad económica capitalista. Su orientación no está enfocada 
al estudio que favorezca el crecimiento económico ilimitado bajo la tu-
tela de la propiedad privada y el individualismo metodológico, sino a su 
crítica y transformación. La perspectiva marxista al plantearse desde esta 
perspectiva epistemológica y ética (por ello se denomina como ética-his-
tórica abierta), contribuye a identificar y evidenciar la estrecha relación 
que existe entre el deterioro ambiental, las condiciones del conflicto 
social y la racionalidad económica, permitiendo con ello realizar impor-
tantes contribuciones al campo de la Economía Ecológica.

El reconocimiento de este atributo permite una apertura con las praxis 
sociales en la resolución de los conflictos socioambientales. El origen del 
estudio de la economía política marxista enfatiza el origen del valor, lo 
cual está vinculado con la estructura de lucha de clases. Así, como ya se 
mencionó, desde la racionalidad económica capitalista, la producción de 
más valor está orientada inherentemente a generar mayor explotación y 
una progresiva concentración de la riqueza, con una consecuente inten-
sificación del deterioro ambiental. Un cambio en la lógica que persiste 
en la generación de los conflictos económicos distributivos repercutirá 
en una diferente forma de realizar los procesos de apropiación social de 
la naturaleza, y por tanto en la resolución de los conflictos ambientales 
distributivos (Delgado, 2010; Fuente y Barkin, 2011; Martínez Alier, 2004, 
2004a; Moyo y Yaros, 2008).

En este rubro también destaca el papel epistémico de las praxis sociales 
en los procesos de enfrentamiento y transformación de las lógicas de acu-
mulación capitalista, y por lo tanto en los citados procesos de apropiación 
de la naturaleza. Para Sánchez Vázquez (2003) es la práctica política la 
que le va a dar un estatuto epistemológico a la teoría. Visto así, entonces la 
praxis proporciona un nuevo sentido a la noción de “diálogo de saberes”; 
como una reivindicación de la práctica cotidiana de diferentes comuni-
dades que se enfrentan en las condiciones específicas y particulares ante 

12   “Los filósofos no han hecho más que interpretar de diversos modos el mundo, pero 
de lo que se trata es de transformarlo.”
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las instituciones de la racionalidad económica generadora de proceso de 
exclusión social (Fuente, 2008; Leff, 2010; Villoro, 2004).

Por otra parte, esta praxis también se refleja en el surgimiento del 
pensamiento indígena como una veta para enriquecer el pensamiento 
con alternativas entre algunos practicantes de la ee, como es el caso de 
la filosofía del “Buen Vivir” de los pueblos andinos (Acosta y Martínez, 
2009; Barkin y Lemus, 2011; Tortosa, 2010). También hay otras cosmovi-
siones que están cobrando actualidad a medida que otras etnias empren-
den estrategias alternativas para promover o consolidar su bienestar y su 
compromiso para cuidar y defender sus ecosistemas, como es el caso de 
los zapatistas en México y el Movimiento Sin Tierra en Brasil y La Vía 
Campesina (Baronnet et al., 2011; Vargas-Camus, 2009). Otra alternativa, 
aparentemente menos contestataria del capitalismo actual, está enmarca-
da en las propuestas del decrecimiento, surgido de la comunidad de ee 
en Europa (Flipo y Schneider, 2008; Kallis, et al., 2010; Latouche, 2009).

En los últimos años, esta área de investigación se ha fortalecido con la 
introducción del concepto de “acumulación por despojo” (o despose-
sión) como marco teórico y analítico para estudiar el impacto de la ex-
pansión del capital hacia los territorios de “refugio” que muchos pueblos 
indígenas y comunidades campesinas habían logrado proteger frente a 
la voracidad del capital internacional (Harvey, 2003; 2005). Los estudios 
del proceso han coadyuvado a impulsar movimientos sociales con una 
participación activa de estudiosos de la ee, aprovechando sus conocimien-
tos para identificar estrategias más efectivas para la defensa de los terri-
torios en cuestión, en una congruencia directa de la onceava tesis de 
Feuerbach.

27.4. conclusiones

Se identificó una versión radical de la ee. En ésta se hace explícito el 
señalamiento de la necesidad de integrar un conjunto de propuestas 
derivadas de racionalidades alternas a la de tipo neoliberal, tal como lo 
enfatiza Spash en su tajante dictamen de que la teoría neoclásica se pre-
senta como un obstáculo epistemológico al evadir la dimensión limitante 
de la realidad biofísica y de la exclusión de las valoraciones éticas:13

13   Spash (2011) también sugiere adoptar una “Economía Ecológica Social”, tal como 
ya habíamos hecho (capítulo 29).
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La economía ecológica podría elaborar o un enfoque más riguroso y establecer 
una estructura teórica o volverse más ecléctica, sin foco e irrelevante. La econo-
mía ecológica como un movimiento conservador es un desperdicio innecesario 
de tiempo, simplemente emulando la economía ambiental y de los recursos. Hoy, 
más que nunca, se requiere de la economía ecológica como un movimiento ra-
dical, para criticar y cambiar las organizaciones sociales e instituciones que di-
funden creencias falsas sobre la realidad económica, social y ambiental (Spash, 
2012: 45).

En esta vertiente se reconoce el tema del conflicto entre grupos socia-
les, y el papel del poder y la propiedad en la ordenación de la raciona-
lidad económica: la acumulación del capital. En este sentido, el pluralis-
mo metodológico buscado por esta vertiente no sólo le interesa integrar 
categorías que evidencien las limitantes ecológicas de la racionalidad 
económica; sino también la posibilidad de incorporar enfoques orienta-
dos a buscar construir una sustentabilidad ecológica de la economía a 
partir de principios éticos de equidad y justicia.

Desde esta tipología, se encontró que las praxis campesinas desplega-
das por diversas comunidades indoamericanas son aportaciones episté-
micas al pluralismo metodológico; pero también lo es una racionalidad 
que ha sido históricamente crítica a las premisas del capitalismo: el 
marxismo. Las categorías analíticas del marxismo siguen siendo vigentes 
para comprender las raíces estructurales e ideológicas de la insustentabi-
lidad, pero también para la identificación de los obstáculos epistemoló-
gicos, éticos y políticos que impone la racionalidad económica neoliberal. 
Estos aspectos son fundamentales en la construcción de muchos mundos 
posibles; pues de lo que se trata es de una mayor comprensión de esta 
complejidad, pero también de su transformación.

Los procesos estructurales de la globalización económica que están 
impactando los procesos de apropiación social de la naturaleza dados en 
los pueblos de América Latina en función de una mayor acumulación 
por despojo, hace evidente la necesidad de explorar perspectivas contes-
tatarias a la racionalidad económica neoclásica. La incorporación del 
marxismo fortalece el atributo de pluralismo metodológico en la signifi-
cación de una ee radical. Si la ee se dirigiera a descubrir los procesos 
subyacentes que impulsan la dinámica de insustentabilidad y preparar 
respuestas políticas y sociales efectivas, podría armar una fructífera agen-
da de trabajo para responder a las necesidades del periodo venidero.
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28.  LA ECONOMÍA ECOLÓGICA Y SOLIDARIA: 
UNA PROPUESTA FRENTE A NUESTRA CRISIS1

con blanca lemus2

introducción

La lente de la economía solidaria ofrece la oportunidad de ver desde 
otro ángulo la crisis actual, para revertirla —insistiendo en la prioridad 
de asegurar una canasta básica a todos—. Esta canasta que comprende 
no sólo los satisfactores materiales fundamentales de alimentación, sino 
también otros tan importantes como las necesidades de vestimenta y 
alojamiento, además de los servicios sociales colectivos, tales como la 
educación y asistencia médica, así como satisfactores culturales, que con-
tribuirían a revertir los procesos de desintegración social y económica 
que actualmente nos preocupan. Poniendo en primera plana la satisfac-
ción de estas necesidades, sería posible volver nuestra vista colectiva a la 
urgente labor de construir o reconstruir nuestras infraestructuras más 
básicas; las redes de agua potable y saneamiento, los caminos, los meca-
nismos de comunicación popular (e.g., radio comunitaria), y fundamen-
talmente la rehabilitación de nuestros ecosistemas. En lo que sigue 
ofrecemos un contexto de la economía solidaria en el cual proponemos 
la instrumentación de esta estrategia.

28.1. para entender la economía solidaria.

Economía Solidaria es una expresión que en la actualidad se escucha con 
frecuencia, tanto en foros académicos como fuera de ellos. Esta popula-
ridad no necesariamente va aparejada con una comprensión sobre su 
significado. Para entender la economía solidaria es fundamental enfatizar 

1   Publicado en Revista Sustentabilidades, núm. 5, 2012, <http://www.sustentabilidades.
usach.cl/sites/sustentable/files/paginas/05-01.pdf>.

2  Blanca Lemus Ruiz es Doctora en Medio Ambiente del Trabajo de la Universidad de 
Massachusetts, Lowell, y médica por la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidal-
go. Es jubilada de las Facultades de Medicina y Biología de esta universidad y sigue cola-
borando en investigaciones con el Dr. Barkin: urapeti@gmail.com.

http://www.sustentabilidades.usach.cl/sites/sustentable/files/paginas/05-01.pdf
http://www.sustentabilidades.usach.cl/sites/sustentable/files/paginas/05-01.pdf
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lo que se dice que es: construcción de solidaridad social. Hay dos campos 
heterodoxos de estudio estrechamente relacionados en los que se suele 
usar la palabra “economía”: economía solidaria y economía ecológica. 
Sin embargo, su uso actual nos obliga a aclarar que nuestra discusión 
pretende precisamente superar las versiones y las visiones tradicionales y 
dominantes de la economía.

Nos referiremos al primer campo: cuando hablamos de economía 
solidaria, que es fundamentalmente un campo de estudio y sobre todo 
de acción, nos abocamos a examinar actividades que contribuyen a cons-
truir instituciones y forjar actividades que trasciendan la visión y el aná-
lisis de individuos operando aisladamente en la sociedad. En el estudio 
ortodoxo de la economía domina el individualismo metodológico, donde 
se presupone que el sujeto aislado es un actor pasivo en el sistema, reci-
biendo señales desde el mercado para tomar decisiones, tanto por el lado 
de la producción como por el del consumo.

El segundo campo o expresión a que nos referiremos es la economía 
ecológica. En realidad, tampoco es “economía” en el sentido ortodoxo, 
es decir, en los términos actuales del uso común de la profesión. Más 
bien, es un campo de estudio que pretende contribuir a una (re)organi-
zación de la sociedad, que promueva una relación equilibrada entre sus 
miembros y la naturaleza. Muy particularmente, como veremos más ade-
lante cuando hablemos de alternativas, este campo contribuye a las re-
flexiones recientes sobre la necesidad de sustituir las estrategias macro-
económicas vigentes de crecimiento con otras que apuntan hacia la 
promoción de otras estrategias sociales y productivas para lograr la satis-
facción de las necesidades sociales, a la vez que atienda a las exigencias 
de la naturaleza conducentes al progreso sustentable. El uso de la palabra 
economía en ambas expresiones, la solidaria y la ecológica, ha contribui-
do a malos entendidos, y podría prestarse a una confusión; las alternati-
vas abordadas aquí requieren superar el individualismo metodológico 
que domina el análisis ortodoxo, en favor de un análisis colectivista que 
contribuya a crear otro modelo de sociedad más justa.

En América Latina se están explorando las aportaciones de una nueva 
visión, afincada en las herencias de los pueblos originarios en la región; 
una de ellas, la sumak kawsay, o “buen vivir”, incluida en las nuevas constitu-
ciones de Bolivia y Ecuador, enfatiza el compromiso de un estilo de gestión 
sociopolítica y ambiental congruente con la justicia social y el equilibrio 
ambiental.3 En contraste, una estrategia de decrecimiento, propuesta por 

3   Una versión similar existe en las cosmovisiones de gran parte de los otros grupos 
originarios en la región, incluyendo los kuna (Abya Yala) de Panamá y los tzotziles y tzel-
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muchos colegas en Europa, propone una simplificación de los estilos de 
vida y de sus requerimientos de insumos materiales y energéticos para la 
dinámica de sus sociedades. Esta propuesta de una nueva estrategia orien-
tada hacia el “decrecimiento” es muy diferente: una explicación sencilla es 
expresada por uno de sus proponentes mejor conocidos, Serge Latouche: 
“Su objetivo es una sociedad donde se vivirá mejor trabajando y consu-
miendo menos. Se trata de abrir de nuevo el espacio para la capacidad 
de invención y la creatividad de la imaginación reprimida por el totalita-
rismo economicista, desarrollista y orientado hacia el progreso” (2009). 
Las diferencias entre las dos propuestas no son menores: mientras que 
los europeos están enfocando sus prioridades en reducir la “huella ecoló-
gica” de sus sociedades, los latinoamericanos buscan revertir el deterioro 
en la calidad de vida de las mayorías y de la degradación del ambiente, 
ocasionado por la particular forma de inserción en el mercado mundial 
y la larga historia de una política económica injusta.

De esta manera, en nuestra visión de la teoría y la práctica, cuando 
hablamos de economía solidaria, también estamos hablando de econo-
mía ecológica. Estamos construyendo un proceso para fortalecer la co-
munidad y la sociedad, a la vez que estamos tomando en consideración 
los impactos de nuestras propuestas y de nuestras acciones, no sólo en 
cuanto a las relaciones entre grupos sociales, sino también a los impactos 
que podrían tener en los ecosistemas, en el equilibrio planetario del que 
todos dependemos. En nuestra visión, esta construcción tendría que ser 
una obra colectiva, de grupos sociales organizados para efectuar el cam-
bio de manera intencional, más que el resultado de las acciones aisladas 
de individuos respondiendo de manera autárquica a señales generadas 
por instituciones que les son ajenas. Como consecuencia, insistimos en la 
propuesta de transformar las relaciones sociales entre los participantes de 
todos los sectores y de todos los grupos sociales, con compromisos para 
asegurar el bienestar y compartirlo. Para avanzar, debemos exigirnos en 
cada momento evaluar nuestros esquemas en términos de su aportación 
a construir comunidades solidarias que también propugnen por una 
solidaridad entre comunidades, entre sociedades.

tales, de México. Para mayor información sobre esta corriente de pensamiento, véanse los 
números 452 y 462 de la revista América Latina en Movimiento (2010, 2011), disponibles en 
http://alainet.org, y las referencias incluidas en ellos.
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28.2. elementos de la economía solidaria

La economía solidaria tiene que empezar con el concepto de comunidad 
y el compromiso de la propia comunidad para asegurar la superviven-
cia y el bienestar de todos sus miembros. En este sentido, la economía 
solidaria es una economía colectiva y cambia todo en el momento que el 
individuo decide, o dicho de otro modo, que el individuo, junto con los 
demás miembros de la comunidad, colectivamente, deciden que todos los 
miembros de la comunidad tienen el derecho a lo que podríamos llamar 
una canasta básica (por especificar), un conjunto de servicios sociales y 
bienes materiales que garanticen un nivel de vida adecuado, según las 
posibilidades de la comunidad, pero nunca por debajo de lo que la co-
munidad considera una vida digna.

Una vez aceptada esta base de convivencia, garantizando el mínimo 
de bienestar para sus miembros, entonces el reto de la comunidad y de 
los miembros participantes deja de ser el generar suficiente empleo. Este 
problema del empleo desaparece, junto con el problema de generar el 
trabajo; en su lugar el reto de la comunidad es: ¿cómo movilizar colecti-
vamente a la población para ir ampliando la capacidad colectiva de 
producir lo requerido para satisfacer sus necesidades básicas, para cuidar 
la colectividad y para recuperar y mejorar el entorno natural?

Queremos insistir que esta visión de economía solidaria cambia los 
términos de referencia sobre lo que es la economía, porque ya no es el 
reto de generar empleo; tampoco es el reto de generar empresas, ni ven-
der o impulsar el crecimiento. El reto ahora es satisfacer las necesidades 
materiales, sociales, ambientales y culturales, que incluyen los aspectos 
educativos y de salud. Lo anterior implica, por supuesto, transformar 
también los términos de referencia de lo que es una sociedad. Con esta 
nueva visión de la sociedad, ya no estaríamos preocupados por los con-
ceptos de ganancia y de maximización, de todos estos elementos de la 
economía convencional, sino que tendríamos que estar preocupados por 
organizarnos para generar el bienestar social y la sustentabilidad que, 
por supuesto, tienen que ir de la mano.

28.3. el intercambio

Una vez aclarada la diferencia sobre el contexto en el cual habría que 
entender la economía solidaria y la economía ecológica, tendremos que 
examinar el papel que tiene el intercambio para las comunidades partici-
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pantes, tanto en el interior de las mismas como entre ellas, pero también 
de éstas con su entorno ambiental. En primer lugar se puede abordar el 
tema de las relaciones entre las comunidades,4 aspecto que puede com-
prenderse desde la economía solidaria. Al respecto, es fundamental 
comenzar con explorar la importancia del mercado. Abrir las condiciones 
para el intercambio es de suma importancia porque sería absurdo pedir 
a cualquier comunidad producir todo lo que requiere para satisfacer 
todas sus necesidades, considerando las diferencias de ecosistemas, de 
clima, de conocimientos y de capacidades que ofrecen las posibilidades 
de ampliar la gama de productos y servicios disponibles en todas las 
comunidades participantes; hay necesidades que no se pueden cubrir 
dentro de cada una de las comunidades, y quizá algunas que requieren 
adquirirse fuera del círculo de comunidades asociadas con el proceso 
solidario. Por eso los mercados y el intercambio son fundamentales. En 
este contexto, sin embargo, debemos plantear una pregunta de enorme 
trascendencia: ¿cómo deciden los integrantes de la comunidad cuáles 
deben ser las mercancías que componen una canasta básica? Y también: 
¿cuáles serán las necesidades que se definirían como parte del alcance 
de la responsabilidad de la comunidad?

Queremos sugerir que uno de los debates que la comunidad tiene 
que llevar a cabo en el proceso de construcción de la economía solida-
ria es éste: ¿qué somos capaces de garantizar a nuestra sociedad? Como 
parte de esto, y aquí está otra pregunta todavía más compleja, ¿somos 
capaces de decirles a nuestros coparticipantes que algunos productos no 
están comprendidos en este compromiso colectivo? Porque la economía 
solidaria implica que no todo el mundo tendrá el derecho de hacer lo 
que desee en términos individuales, sobre todo con la herencia de la 
sociedad de consumo y el individualismo que caracteriza a la sociedad 
de donde esta transición está emanando.

El reconocimiento de la importancia del intercambio plantea otro 
elemento medular en la conformación de la economía solidaria: la es-
tructura de los mercados en que participan las comunidades y sus reglas 
de operación. En la economía dominante, la mayor parte de los produc-
tores en pequeña escala sufren del problema de un acceso desfavorable 
a los mercados para la distribución de sus productos; aun cuando lo 
hacen en grupo, las estructuras comerciales resultan discriminatorias y 
castigan fuertemente los precios ofrecidos. Como consecuencia, es fun-
damental plantear el problema de la circulación de las mercancías —el 

4   Los aspectos de la relación de las comunidades con el entorno ecológico son analiza-
das desde los planteamientos teórico-metodológicos de la economía ecológica (capítulo 28).
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intercambio— para asegurar mejores condiciones y, como consecuencia, 
mayores posibilidades de utilizar sus excedentes productivos para mejorar 
las condiciones de vida, así como la capacidad para consolidar y expandir 
sus infraestructuras productivas, sociales y ambientales.

En este contexto la economía solidaria plantea, como parte integral, 
la necesidad de construir mercados solidarios —espacios que faciliten el 
intercambio en condiciones que permitan una retribución adecuada por 
el trabajo que se invierte para la producción de los bienes o satisfactores, 
y para el mantenimiento y reposición de los equipos y recursos naturales 
involucrados en los procesos de producción—. Estos espacios son muy 
variados y tienen características diferentes y complejas, dependiendo del 
mismo proceso de intercambio y las características de los que acuden a 
ellos. Quizá el más socorrido de los procesos es el trueque: el intercambio 
con base en la transferencia física de productos (y servicios) entre los 
actores. El trueque es una forma de intercambio muy antigua, general-
mente realizada entre dos partes, y que ha sido desplazada por símbolos 
de equivalencia, cuya forma más general es el dinero. Sin embargo, en 
medio de las varias crisis económicas, cuando el dinero mismo pierde su 
valor, es decir, cuando deja de tener la confianza de la sociedad, se pro-
duce un retorno a distintas formas del trueque; hemos visto muchos 
ejemplos de esto; el más conocido de estos ejemplos es el de Argentina 
durante su crisis a principios del siglo xxi (Hintze, 2003).5

Hoy en día, es notable la persistencia y aun la reaparición de mercados 
de trueque en México. De diversas maneras, principalmente pero no ex-
clusivamente en comunidades indígenas, se siguen realizando diferentes 
formas de trueque. Uno de los más experimentados a nivel local es el 
mercado purhépecha. Éste se realiza quincenalmente entre miembros de 
un grupo de 24 comunidades en el área del lago de Pátzcuaro, rotando 
la sede entre las comunidades participantes. Este ciclo de trueque cum-
plió 18 años de actividad en 2011. Lo más destacado de esta experiencia, 
así como de varias otras, es su carácter social y político, reflejando un 
proceso de consolidación grupal que tendría que entenderse en la co-
yuntura mexicana como una reafirmación de las diversas demandas por 
la autonomía. Por supuesto, hay otras experiencias de mayor envergadura 
que han surgido en tiempos de guerra, o en la ausencia de autoridades 
reconocidas, es decir, en espacios de ingobernabilidad, en áreas donde 
el propio Estado demuestra su incapacidad para gobernar.

5   Véase también la revista, Otra Economía, publicado por la Red de Investigadores La-
tinoamericanos de Economía Social y Solidaría, en: http://revistas.unisinos.br/index.
php/otraeconomia.

http://revistas.unisinos.br/index.php/otraeconomia
http://revistas.unisinos.br/index.php/otraeconomia
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Un factor fundamental que define la operatividad de estos sistemas es 
el componente de la relación social entre las partes, y el reconocimiento 
del elemento subjetivo en el establecimiento de los términos del inter-
cambio entre ellas.6 Además del trueque, otras formas de espacios alter-
nativos de intercambio surgen en torno a las economías locales y solida-
rias; algunos podrían utilizar monedas locales o sistemas de cuenta 
reconocidos solamente por las personas involucradas directamente en las 
transacciones, mientras que otros usarían los dineros “oficiales” en curso 
en sus países, aunque quizá con precios o valores diferentes de los que 
prevalecen en los mercados “formales”, reflejando compromisos de retri-
buir correctamente a los productores por sus labores, el tiempo requeri-
do para la producción o los recursos naturales involucrados así como las 
labores de conservación de los ecosistemas.

Como es evidente en esta reflexión, el intercambio solidario analizado 
aquí es mucho más que una simple transacción entre mercancías o entre 
sus propietarios. Se resalta el carácter moral del proceso de intercambio, 
un carácter que el mercado capitalista ha logrado esconder eficazmente, 
al implantar en la conciencia de los participantes de la transacción una 
idea equivocada de un intercambio entre actores iguales y de la justicia 
en el proceso de compra-venta. En el mercado solidario se transforma 
este carácter, imprimiendo una naturaleza diferente de compromisos 
éticos para respetar y fortalecer las comunidades participantes y para 
realizar procesos productivos neguentrópicos,7 pero también para con-
servar y rehabilitar sus ecosistemas. De esta manera se hace evidente que 
no es el mercado mismo el que impone la explotación, sino el proceso 
de producción en el cual surgieron los bienes que se están canjeando.

6   Es notable, por ejemplo, que el intercambio realizado en los encuentros de trueque 
en el área de Pátzcuaro se caracteriza por tener cierta flexibilidad en los “valores” inter-
cambiados, si fueran evaluados en términos de los precios que rigen regionalmente para 
estos productos como mercancías expedidos en los comercios regionales. Las variaciones 
en cantidades de bienes ofrecidas por un determinado producto es tema de reiterados 
comentarios entre los muchos visitantes que asisten y tratan de analizar la experiencia.

7   Neguentrópico es un concepto acuñado por Erwin Schrödinger (1944) como entro-
pía negativa, refiriéndose al proceso de un organismo vivo que exporta energía para 
mantener baja su entropía, es decir, de reducir la generación de desorden que caracteri-
za los procesos de degradación descritos por la Segunda Ley de la Termodinámica (cf. 
Wikipedia en inglés y las referencias allá citadas).
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28.4. los dineros alternativos

El dinero alternativo es un tema muy cercano al corazón de muchos de 
los participantes en economía solidaria.8 El uso del dinero alternativo en 
la economía solidaria puede ser positivo, pero también puede ser una 
calamidad; su significado depende de los mismos factores conceptuales 
que diferencian a la economía solidaria de la economía convencional. 
En cualquier contexto, el dinero alternativo tiene la ventaja de que los 
participantes están obligados a hacer sus adquisiciones de otros miembros 
de la misma red, o de otras redes donde los dineros tendrían validez o 
reconocimientos recíprocos; esa característica ofrece una gran ventaja 
para los participantes, porque la economía alternativa en este sentido 
involucra necesariamente establecer una relación implícita, porque rara 
vez es explícita, de solidaridad entre los compradores y vendedores. Al 
usar dinero alternativo de esta manera se está cuestionando la misma 
autoridad del Banco de México, del Tesoro Norteamericano (Banco Fe-
deral de Reserva de Estados Unidos) o del Banco Central Europeo.

Sin embargo, tal como se está manifestando hoy, una parte demasiado 
importante del uso del dinero alternativo es para comprar productos que 
están producidos en la sociedad capitalista. Los participantes están inter-
cambiando productos que responden a una especie de patrón de consumo 
individualista y competitivo, y peor todavía, muchos de los productos 
vendidos y comprados con dineros alternativos son bienes producidos 
bajo condiciones de explotación proletaria por empresas transnaciona-
les en sistemas globales de gestión. Es decir, son mercancías producidas 
en organizaciones donde los productores no reciben salarios justos de 
sus patrones; los trabajadores se encuentran en condiciones laborales 
desfavorables y a menudo hasta peligrosas o dañinas para la salud. Por 
lo tanto, al ofrecer productos provenientes de estos circuitos están ne-
gando los principios de la economía solidaria. Por eso digamos, tiene una 
faceta positiva y una negativa.

Desgraciadamente, también enfrentamos el mismo fenómeno en 
empresas locales, promovidas por las bien intencionadas iniciativas de 
economía solidaria en la administración pública. ¿Cuántas pymes y “mer-
cados solidarios” están promocionando mercancías fabricadas en condi-

8   Es notable que actualmente en México circulan por lo menos unas 17 formas de 
monedas “alternas” en la economía social y solidaria. Por supuesto, hay múltiples de estas 
monedas en la economía “formal”, como son los monederos electrónicos de varias em-
presas comerciales, las millas de las compañías de aviación y los puntos acumulados en 
otros diversos medios de pago.



508� resistencias y alternativas. imaginar y construir el futuro

ciones de explotación laboral, con trabajadores asalariados remunerados 
con salarios que no les ofrecen la posibilidad de vivir dignamente o aun 
por debajo de los mínimos legales? ¿Cuántos trabajadores de productos 
vendidos en “mercados solidarios” o en empresas sociales del tipo promo-
vido por organizaciones como el Fondo Nacional de Empresas Sociales 
(fonaes, ahora inaes) trabajan en condiciones que amenazan su propia 
salud o que contaminan las comunidades o los acuíferos donde laboran? 
¿Cuántos productores se agrupan en organizaciones para comercializar 
su producción “social” simplemente porque son productores familiares 
—muchas veces con empleados pagados a destajo— que contribuyen al 
enriquecimiento del organizador que los aglutina en nombre de causas 
justas o accesos privilegiados a canales oficiales?9

En contraste, el surgimiento de mercados de comercio justo podría 
entenderse como una manera para que organizaciones solidarias puedan 
participar en los mercados convencionales, sin menospreciar la importan-
cia de las relaciones sociales y ambientales alternativas arraigadas en los 
propios productos. El comercio justo en los mercados dominantes ofrece 
una manera para que el comprador pueda expresar su apoyo por las dife-
rencias sociales y ambientales involucradas en los procesos de producción, 
respaldados por los organismos intermediarios que promueven estas opcio-
nes y operan a escala global. Pero la venta de productos bajo la etiqueta 
de “comercio justo” sin que se comunique la diferencia en la forma social 
de su producción y los compromisos que implica con el medio ambiente, 
constituye otra forma de engaño demasiado común en nuestro país.

28.5. la ética y el mercado

Así, como el dinero alternativo no garantiza que sea solidario, el dinero 
del microcrédito tampoco garantiza que sea solidario. Con la puesta en 
escena del microfinanciamiento a través del otorgamiento del Premio 
Nobel de la Paz al señor Yunes de Bangladés por su iniciativa del Grameen 
Bank,10 las instituciones oficiales están promoviendo el microcrédito como 

9   Desgraciadamente, todas estas preguntas tienen respuestas muy puntuales y docu-
mentadas que ilustran los múltiples abusos que caracterizan la práctica de promover la 
economía social en México hoy en día.

10   Como nota al margen, es importante notar que este banco ha funcionado para crear 
oportunidades para muchos pequeños comerciantes quienes venden productos globales, 
e.g., servicios de telefonía celular, generando servicios útiles y contribuyendo a reforzar 
las economías locales; sin embargo, las tasas efectivas de interés que cobran son elevadas, 
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una nueva “varita mágica” para enfrentar la pobreza. Más aún, algunos 
están promoviendo sus propias respuestas de créditos “éticos” para apoyar 
a las comunidades. Sin embargo, de la misma forma que cuestionamos 
el contexto social de los dineros alternativos, preguntamos: ¿para qué se 
usa ese dinero? y ¿cuáles son las relaciones sociales de producción y de 
intercambio que se generan con los fondos? Hemos visto que mayormen-
te son instancias para facilitar la comercialización de mercancías produ-
cidas en la economía globalizada por las empresas globales. Este dinero 
“ético” podría servir, en primer lugar, si facilitara el proceso de restituir-
le al dinero la función de intercambio de productos locales y regionales 
entre las comunidades y no de acumulación centralizada, y, segundo, si 
ese dinero se utilizara para reforzar esta economía en manos de la gente. 
Pero, si el dinero se va a utilizar para ir a comprar en el comercio formal 
controlado por los grandes consorcios o para vender los productos dis-
tribuidos a través de canales del comercio informal o piramidal, eviden-
temente esa microempresa deja de ser solidaria, más bien es una mi-
croempresa de economía popular, que no tiene nada que ver con la 
economía solidaria. Es decir, todo depende de en qué se use este finan-
ciamiento de la Banca Ética.

Por eso, queremos insistir en que participar en un mercado con dine-
ros alternativos no es automáticamente un mecanismo para incorporarse 
a la economía solidaria. No debemos conformarnos con definir a la 
economía solidaria como la creación de espacios de intercambio con 
dineros alternativos cuando se utiliza mayormente en productos de la 
economía globalizada, ya que se convierte en otro espacio de mercanti-
lización, otra forma encubierta de promover la enajenación. Hay que 
encontrar alternativas para que la relación entre actores refuerce el pro-
ceso social de responsabilidad mutua y solidaridad social. Eso implica 
insistir en que la producción se realice en condiciones de respeto hacia 
los seres humanos, la comunidad y el medio ambiente; cuando se cum-
plan estas condiciones, ya podemos hablar de ser solidarios.

llegando al equivalente de 80% al año. Para una crítica mordaz de estas instituciones y 
sus prácticas, véase Bateman (2010). La experiencia mexicana ofrece un panorama mucho 
más desolador; en el país la institución más grande que ofrece microcréditos es conocida 
y denunciada por ser usurera: Banco Compartamos es analizada con particular agudeza 
por Ashta y Bush (2007) y Ashta y Hudon (2009).
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28.6. ¿una utopía?

Avanzando, y anticipando algunas reacciones a este planteamiento, éste se 
podría criticar por ser un planteamiento utópico. Sin embargo, los grupos 
solidarios y los analistas que nos ocupamos del tema, trabajando con la 
gente y creando bases de confianza mutua, hemos identificado múltiples 
experiencias en las cuales están participando millones de mexicanos, acto-
res de las comunidades que están realmente construyendo de diversas 
maneras una transición hacia una existencia solidaria. Aunque muchas de 
las experiencias mexicanas tienen lugar en las zonas indígenas, donde se 
están implementando distintos procesos para crear espacios autonómicos, 
espacios de autogobierno y de autogestión, también se están gestando in-
tentos en áreas urbanas donde la propia dinámica de exclusión social y 
hostigamiento oficial está incitando a la sociedad a unirse para crear sus 
propios espacios sociopolíticos, y que éstos se vuelvan también productivos. 
Llama mucho la atención la diversidad de actividades emprendidas por 
estas comunidades, por personas que crecientemente están conscientes de 
la necesidad de escapar del dominio de la relación proletaria y de forjar 
mecanismos para generar excedentes que ellos mismos puedan gestionar 
para fortalecer sus comunidades y mejorar sus infraestructuras.

28.7. la construcción de alternativas

Hablar de la construcción de alternativas es entrar en los detalles opera-
tivos del funcionamiento de la economía solidaria. Esto implica buscar 
mecanismos para combinar la economía solidaria con la economía eco-
lógica, que podríamos enumerar cinco principios.11

Así, las actividades específicas en que estamos involucrados incluyen 
proyectos discutidos en capítulos anteriores de este libro, algunos de los 
cuales pueden sonar raros, tales como la producción de carne de puerco 
“light” (baja en grasas y en colesterol); huevos enriquecidos con omega-3 
(que son más saludables para los consumidores); artesanías con base en 
insumos propios, como la seda producida en las propias comunidades a 
partir de hilos generados por gusanos de seda criados por los comuneros, 
cuyo alimento, las hojas de árboles de morera proviene de árboles repro-
ducidos y plantados en sus terrenos y los de las comunidades. También se 

11   Para una mayor explicación de estos cinco principios, véase el último capítulo de 
este libro: “Construyendo mundos poscapitalistas”.
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está promoviendo la instalación de sistemas domésticos para la calefacción 
solar del agua y construcción de plantas locales de tratamiento de aguas 
residuales dentro de las comunidades para generar nuevas fuentes de agua 
para producción de traspatio y comunitaria. Otros grupos están creando 
empresas para ofrecer servicios de ecoturismo, de alimentos orgánicos y de 
comidas tradicionales. En otro plano, varias comunidades forestales están 
trabajando con sistemas comunitarios para el aprovechamiento sustentable 
y certificado de sus recursos naturales y para la participación en los mer-
cados internacionales de venta de servicios ambientales.

figura 28.1. metabolismo social
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fuente: elaboración propia.

Para nosotros, investigadores, el reto que tenemos es desarrollar estra-
tegias para acompañar a las comunidades, para cuando vayamos a cola-
borar con una comunidad a proponerles a sus integrantes algún proyec-
to, debemos preguntarnos qué garantía les podemos ofrecer de que 
nuestras propuestas no les van a hacer más mal que bien. Quisiéramos 
mencionar que ya hay experiencias de las cuales podemos aprender. Es 
aleccionador, por ejemplo, explorar las iniciativas actuales, evaluarlas y 
aprender de ellas; en la Ciudad de México hay experiencias extraordina-
riamente interesantes, tal es el caso de los 32 parques comunitarios y 
servicios de esparcimiento y en los municipios conurbados del Valle de 
México. Hay que decir que no todas las experiencias en estos parques 
han sido exitosas, sin embargo, algunas son verdaderamente buenas, 



512� resistencias y alternativas. imaginar y construir el futuro

como la del parque Ejidal San Nicolás Totolapan, donde 2 300 hectáreas 
de bosque han sido rescatadas y puestas al servicio de los visitantes por 
un grupo de campesinos, los que agregan a sus actividades cotidianas, la 
de ecoguías. También están las notables experiencias de algunos de los 
chinamperos de Xochimilco, empeñados en rescatar al ajolote (Ambysto-
ma mexicanum), tan apreciado como amenazado en su supervivencia 
como especie.

En las condiciones actuales de la sociedad mexicana, las iniciativas de 
la sociedad civil son particularmente importantes. Mediante sus acciones, 
están diseñando nuevas estrategias para promover el bienestar social y la 
conservación ecosistémica. En el proceso, los propios actores están gene-
rando alternativas que no se limitan a la esfera productiva, ya que su 
implementación requiere de actos de gestión que les llevan a asumir 
responsabilidades de gestión ambiental y gobernanza; estas acciones re-
sultan particularmente significativas, ya que históricamente las instancias 
“oficiales” no las han cumplido de una manera adecuada, sobre todo 
cuando se trata de beneficiar a grupos sociales de menores ingresos o a 
organizaciones locales y regionales que han adquirido capacidades para 
actuar efectivamente. Pero, en el proceso de generar y consolidar estos 
espacios políticos alternativos no podrán sobrevivir si no incluyen tam-
bién espacios territoriales donde sus actividades productivas, sociales, 
culturales y ambientales dejen una fuerte herencia que contribuya a 
elevar los niveles de bienestar de los participantes.

Por eso, es fundamental insistir en que el concepto de la Economía 
Solidaria y Ecológica no debería verse simplemente como otro modo de 
realizar la producción y la comercialización de los mismos productos, 
sino que contribuya a crear nuevas oportunidades para los que han esta-
do excluidos del modelo globalizado. Tampoco se trata de otra forma de 
exaltar la “economía popular” como la economía de los pobres, que va-
lientemente están mostrando su extraordinaria creatividad en establecer 
microemprendimientos que contribuyen a su capacidad de sobrevivencia 
en niveles un poco arriba del nivel de subsistencia. No es simplemente 
otra forma de apropiación social de la naturaleza y de comercializarla 
sino, más bien, constituye un nuevo modelo para satisfacer las necesida-
des básicas de la población y para organizar las formas colectivas para 
asegurar la inclusión de todos los sectores sociales en los nuevos compro-
misos asumidos por los impulsores de la economía social y solidaria 
(Barkin y Rosas, 2006). Como lo expresó Nicolás Georgescu-Röegen, 
considerado como el padre de la economía ecológica moderna, superar 
nuestras crisis actuales “…no será posible sin una profunda reestructura-
ción y una reorientación radical [de la economía]” (1995). En este sen-
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tido, cobra relevancia realizar procesos de apropiación social de la natu-
raleza desde una economía neguentrópica, desde un equilibrio dinámico. 
La implicación de esta aportación es que la sobrevivencia de la humani-
dad depende no tanto del “desarrollo sustentable”, el “estado estaciona-
rio” o del “crecimiento cero” sino de una dramática transformación en 
los patrones del metabolismo social para llegar a un modelo diferente 
de sociedad.

Esta agenda de principios y actividades dejaría de ser relevante en un 
plano nacional si nos limitáramos únicamente a sólo aquellas comunida-
des comprometidas con forjar soluciones para ellas mismas y para ofrecer 
aportaciones propias a aminorar los peores estragos ambientales del 
modelo nacional de economía y sociedad que tenemos. Las contradiccio-
nes fundamentales evidentes en la sociedad mexicana, generadas por las 
profundas crisis económicas y ambientales que se agudizan con el paso 
del tiempo, han motivado a millones de mexicanos —quizá un 15% de 
la población nacional— a dedicarse a construir otras sociedades dentro 
de la sociedad nacional, implementando los principios enunciados en lo 
que hemos planteado hasta ahora. La sugerencia enunciada al principio 
de este capítulo —la posibilidad de ofrecer una estrategia alternativa que 
terminaría con la manifiesta incapacidad actual para asegurar la satisfac-
ción de las necesidades básicas en las comunidades, en todos los hogares 
mexicanos, y con ello terminar con el desempleo— debe ser el punto de 
arranque de cualquier iniciativa para implementar una política de eco-
nomía social y solidaria.

Para finalizar: lo fundamental es asegurar a las comunidades con quie-
nes trabajemos, que nuestros esfuerzos conjuntos para generar el trabajo 
solidario, contribuirán a crear y reforzar a la comunidad, a reorganizar 
las prioridades y los sistemas de producción. Es en este proceso en el que 
podríamos construir puentes que nos comuniquen, basados en la con-
fianza mutua. Es imprescindible que estemos seguros de que en el pro-
ceso de tratar de colaborar para mejorar nuestras sociedades, tomemos 
caminos que nos unan, y no que nos dividan.

¡Otros mundos son posibles! ¡Ya están en construcción en México!
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29.  CONSTRUYENDO MUNDOS POSCAPITALISTAS1

con blanca lemus2

introducción

En el contexto del muy trillado compromiso oficial para instrumentar 
mecanismos de gobernanza ambiental, nos queremos ocupar en estas 
líneas de su práctica en Latinoamérica, la que, en nuestra opinión seguirá 
siendo difícil, si no imposible, de lograr. Esta dificultad es producto de las 
profundas desigualdades sociales y las tendencias y actitudes de las fuerzas 
hegemónicas que han mostrado una extraordinaria resiliencia perversa 
para impedir el progreso en la implantación de políticas públicas y es-
trategias sociales que protejan la abundancia de diversidad —biológica, 
cultural y étnica—, que el continente ostenta como su herencia (Barkin, 
2013).3 Como consecuencia, la injusticia ambiental se está agravando en 
todas partes del hemisferio. Estos cambios están provocando el doble 
movimiento que era central en el análisis de Karl Polanyi (2003): confron-
taciones directas entre, por un lado, políticos, inversionistas acaudalados 
y posicionados para operar en mercados internacionales, los proveedores 
de tecnologías, inversionistas con concesiones en regiones y sectores 
abiertos recientemente a la inversión extranjera, y, por el otro lado, di-
versos grupos sociales organizados que consideran a estas intromisiones 

1   Publicado en Culturas y Representaciones, vol. 10(19), 2015, pp. 26-60, <http://www.
revistas.unam.mx/index.php/crs/article/view/52075>.

2  Blanca Lemus Ruiz es Doctora en Medio Ambiente del Trabajo de la Universidad de 
Massachusetts, Lowell, y médica por la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidal-
go. Es jubilada de las Facultades de Medicina y Biología de ésta Universidad y sigue cola-
borando en investigaciones con el Dr. Barkin: urapeti@gmail.com.

3   La gobernanza debería encaminar al uso de los recursos públicos para el beneficio 
social; la captura de los procesos políticos por grupos hegemónicos, en un sentido 
gramsciano, tan común en América Latina, los desvía hacía fines particulares a expensas 
de la sociedad y del planeta, conduciendo a una resiliencia perversa en que las élites 
pueden seguir con sus prácticas devastadoras, tal como se examina en Barkin (2013). El 
análisis de la gobernanza local en las comunidades embarcadas en construir sus sociedades 
poscapitalistas ofrecido en este artículo muestra la posibilidad de otro tipo de acuerdo 
social para su buen uso comunitario. Los modelos de acción colectiva (Ostrom, 2011) y 
cooperación ofrecen mecanismos para contrarrestar las dinámicas traicioneras a un dis-
curso democrático, pero sólo aplican a sociedades locales, tal como se demuestra en nu-
merosos estudios de estas comunidades (e.g., Borrini-Feyerabend et al., 2007).

http://www.revistas.unam.mx/index.php/crs/article/view/52075
http://www.revistas.unam.mx/index.php/crs/article/view/52075


construyendo mundos poscapitalistas� 515

como una amenaza a sus sistemas productivos, a sus formas de vida y su 
salud, al tiempo que también son destructivas de sus comunidades, sus 
culturas y los ecosistemas de los cuales todos dependemos.

En esta contribución abordamos algunas de las causas subyacentes de 
estos conflictos, dando voz a algunos de los actores que participan acti-
vamente en el desarrollo de sus propias alternativas a las propuestas de 
desarrollo de las fuerzas hegemónicas que originan las transformaciones 
en sus sociedades. Estas alternativas surgen de grupos cuyas organizacio-
nes están conformadas por diferentes cosmovisiones, producto de sus 
múltiples orígenes étnicos, y por los profundos debates filosóficos y 
epistemológicos del pasado medio siglo, surgidos a partir de numerosos 
movimientos sociales, proponiendo diversas estrategias para progresar, 
mejorando su bienestar sin afectar, sino restaurar, sus ecosistemas.

Este análisis se basa en una importante literatura emergente que pro-
pone diferentes epistemologías y metodologías, reflejando la participa-
ción directa de una amplia diversidad de comunidades alrededor del 
mundo en investigaciones sobre sí mismas y sobre las posibilidades de 
poner en práctica diferentes enfoques para mejorar su bienestar. A pesar 
de que provienen de regiones muy alejadas y de tradiciones disímiles, 
existen sorprendentes similitudes en sus reflexiones sobre cómo deben 
realizarse las investigaciones y cómo ellos pueden colaborar con los “fo-
ráneos” para encontrar los métodos que les permitan avanzar en la bús-
queda de un mejor estilo de vida y de su capacidad de autogobernarse. 
Una notable contribución de esta corriente intelectual y académica es la 
de la socióloga maorí Linda Tuhiwai Smith (Smith, 2012 [1999]), en 
respuesta a la tendencia de muchos estudiosos de imponer sus modelos 
sobre las estructuras sociales locales, la viabilidad de producción y las 
capacidades de sus “aborígenes” para avanzar. Hoy en día hay una cre-
ciente literatura que destaca no sólo las limitaciones metodológicas de 
gran parte de los estudios académicos occidentales en el tercer mundo, 
sino que amplía la crítica a planos epistemológicos, éticos y cosmológicos. 
Los colaboradores de este proceso sostienen que, puesto que las clases 
sociales están profundamente enraizadas en las instituciones, se originan 
profundas dificultades cuando se trata de entender el discurso y las pro-
puestas de los pueblos de otras culturas, especialmente de los pueblos 
apartados de las sociedades arraigadas en la tradición judeocristiana; los 
obstáculos pueden rastrearse hasta la esencia misma de las diferencias en 
los sistemas de valores y la relación de la propia sociedad con el mundo 
que habitamos (v.g., Apffel-Marglin et al., 2010; Venkateswar y Hughes, 
2011; Stephen y Hale, 2013). El diálogo intercultural ha demostrado ser 
particularmente fructífero, yendo más allá tanto del universalismo como 
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del relativismo cultural, hasta involucrarse en la relatividad y el pluralismo 
cultural para una armonización democrática, justa y pacífica de los inte-
reses en conflicto (Panikkar, 1995; Vachon, 1995; Dietrich et al., 2011). 
El creciente interés en los comunes, como un sistema que emerge más 
allá del mercado y el Estado, expone el nuevo protagonismo en la escena 
social y política de antiguas y nuevas comunidades (Ostrom, 1985, 2011; 
Walljasper, 2010; Bollier y Helfrich, 2012; Linebaugh, 2013; McDermott, 
2014; Barkin y Lemus, 2014).

Nos basamos en las posiciones de una miríada de grupos locales y re-
gionales que intentan superar siglos de haber sido relegados a regiones 
cada vez más inhóspitas, al tiempo que también son blanco de opresión, 
como resultado de formas desiguales de integración, transformándolos 
de pueblos independientes en víctimas del colonialismo y del “desarro-
llo” capitalista (inter)nacional. Haciendo hincapié en su rechazo de las 
fuerzas del mercado que controlan y distribuyen recursos, estos grupos 
están intentando diseñar y ejecutar diversas propuestas para la toma de 
decisiones, basados en un sistema de valores que generalmente privilegia 
soluciones y bienestar colectivos por sobre el beneficio individual, y que 
asume una visión cosmocéntrica de la naturaleza. Estas propuestas emer-
gen de un sistema de objetivos diferente y más complejo, arraigado en la 
experiencia histórica, las tradiciones culturales y las relaciones y respon-
sabilidades intergeneracionales, que sitúan sus expectativas en un plazo 
mucho más largo que el considerado típicamente por las metodologías 
dominantes que actualmente orientan la gobernanza ambiental. Plantea-
mos que para superar las desigualdades heredadas y creadas por la políti-
ca pública, las comunidades tienen el reto de adoptar estrategias propias 
que generen oportunidades para sus miembros que tomen en cuenta, 
tanto el problema de justicia social, como el de restauración ambiental.

Debido a que intentan colocar la política y la ética en el centro de la 
vida social (de nuevo) —desplazando de la misma a la economía—, ex-
plícitamente rechazan la supremacía de un cálculo económico para to-
mar decisiones fundamentales sobre su sociedad, economía, o la gestión 
del ecosistema; éste es el meollo de la aportación de Polanyi (2003), que 
centró su crítica en el desarraigo impulsado por la dominación del mer-
cado internacional. Así, estas comunidades están construyendo activa-
mente alianzas entre sí, sin importar si están situadas en regiones conti-
guas, o asociadas a través de organizaciones sectoriales o culturales, 
creando plataformas para consolidar su habilidad de negociar con auto-
ridades locales y nacionales, o resistir la imposición de políticas o proyec-
tos a los cuales se oponen. Están intentando aislarse de la hegemonía de 
las epistemologías y fuerzas dominantes, forjando instituciones propias 
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para crear espacios de mayor autonomía en las esferas políticas, sociales 
y productivas, defendiendo su forma de vida y su territorio en contra de 
ser absorbidas por la economía internacional o incluso de su absoluta 
incautación o apropiación por el capital internacional.

Como se examina más adelante, están buscando nuevas maneras de 
fortalecer sus sociedades y mejorar su capacidad de autogobernarse. En 
muchos casos, esto implica una redefinición de sus identidades, combi-
nando el conocimiento de su patrimonio cultural con el entendimiento 
actual de la trascendencia de sus raíces culturales y la historia de sus lu-
chas contra muchas de las numerosas formas de injusticia a las cuales 
continúan sometidas. Estas luchas...

...nunca han sido un reflejo ciego, espontáneo, a las condiciones económicas 
objetivas, [más bien] han sido un conflicto consciente de ideas y de valores du-
rante todo el camino (Thompson, 1959: 110).

Tan es así que las comunidades han podido “aferrarse a la visión del 
bien colectivo”.4 

Es notable que una característica común de solidaridad en muchas de 
estas comunidades sea la creciente conciencia de la importancia de su 
patrimonio e historia, su contribución a sus propias definiciones como 
pueblos, cuyas identidades colectivas y sistemas de creencias han genera-
do formas únicas de organización y de dinámicas sociales.5 De esta forma, 
están descubriendo nuevas formas de integrar sus sistemas de creencias, 
sus culturas y su relación con el medio ambiente, a cosmovisiones que 
conducen a la creación de modelos contrastantes de sociedad, modelos 

4   Aunque Thompson describe la noción de conciencia de clases en la Inglaterra de la 
posguerra, parece apropiado aplicar su análisis a las luchas indígenas en América.

5   La diferencia sostenida por muchos grupos indígenas en México entre “pueblos” y 
“comunidades” refleja la dispersión de miembros de una sola etnia sobre grandes espacios; 
por eso, es también significativa la diferencia entre el concepto geográfico del espacio y 
el concepto sociopolítico de territorio que es defendida con gran vehemencia por muchos 
pueblos en la actualidad. Las diferencias entre el uso del concepto de pueblos en el Con-
venio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (oit) y en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, contrasta con el uso del 
término comunidad en el Artículo 8j de la Convención de Diversidad Biológica (cbd) y 
en el Protocolo de Nagoya sobre el Acceso y Participación Justa y Equitativa en los Bene-
ficios que se deriven de su Utilización al cbd. (Dos de estos documentos están menciona-
dos abajo y son fácilmente obtenidos en las páginas de internet de la oit y de las Naciones 
Unidas.) No es este el espacio para abundar sobre el tema, pero la sensibilidad de los 
grupos a estas diferencias no es, a menudo, entendida por los funcionarios encargados 
de negociar con el “México Profundo” (Bonfil, 1987).
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que abordan directamente las demandas de justicia social y sustentabili-
dad, mientras que protegen toda la panoplia de rasgos que definen a un 
pueblo.6 A pesar de que las incertidumbres actuales han favorecido la 
aparición de diferentes formas de localismo, de aislacionismo y funda-
mentalismo a menudo violento, la mayoría de las comunidades no tratan 
de volver atrás en la historia, sino al contrario, tratan de avanzar y des-
cubrir en sus tradiciones inspiración y alternativas sabias y razonables 
para sus actuales predicamentos.

Al mismo tiempo que crean estos nuevos modelos de sociedad, las 
comunidades están participando activamente en un complejo proceso 
para definir (o redefinir) sus identidades. Ya no basta con declarar que 
son de un origen étnico o de otro, o que son campesinos de una u otra 
tradición. Esta búsqueda de identidad es compleja e involucra la combi-
nación de numerosos contextos concéntricos y competitivos, procedentes 
de culturas nacionales y locales o regionales, de orígenes étnicos y carac-
terísticas ambientales que afectan las estructuras sociales. Viniendo desde 
un punto de origen diferente, la demanda por justicia social, por ejemplo, 
no puede consentir la idea de que las profundas desigualdades son par-
te de la condición humana; o que un simple cambio en el sistema jurí-
dico puede legitimar el saqueo de los recursos comunitarios o la destruc-
ción de los equilibrios planetarios. Esta discusión necesariamente 
conduce a una profunda distinción en lo concerniente a la naturaleza 
del contrato social sobre el que cada sociedad está construida, plantean-
do la cuestión de si el individuo tiene el derecho, en última instancia, de 
hacer valer su interés individual a expensas de los de la comunidad, un 
derecho que generalmente no está concedido en las comunidades con 
las que colaboramos. Para muchas de estas comunidades, el individuo es 
reconocido como una parte de las redes de relaciones, para las cuales la 
comunidad es la primera capa de su existencia personal.

Por supuesto, estos discursos también definen trayectorias para el pro-
greso social. Las iniciativas comunitarias latinoamericanas generalmente 
incitan a discusiones profundas sobre estilos de vida y organización co-
munitaria; enfoques simplificados como “buen vivir”, “mandar obede-

6   Cabe destacar que la búsqueda por integrar este rico patrimonio con los retos de 
asegurar una calidad de vida aceptable y la conservación de los ecosistemas parece ser un 
aspecto común entre las comunidades de diferentes culturas y regiones. La rica y abun-
dante literatura que sistematiza las experiencias de los pueblos indígenas que continúan 
defendiendo sus propias formas de vida e impidiendo que sus territorios sean saqueados 
o dañados, muestra claramente la posibilidad de formar estrategias alternativas para 
afrontar tales desafíos, como los vinculados a los discursos dominantes de la gobernanza 
ambiental que permanecen atados a las instituciones de la economía de mercado.
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ciendo” o “comunalidad”, son conceptos que implican la moderación 
como parte de estrategias complejas para construir organizaciones alter-
nativas. Identificamos, en este proceso de diálogo con las comunidades, 
cinco principios básicos: autonomía, solidaridad, autosuficiencia, diversi-
ficación productiva y el manejo sustentable de recursos regionales.7 

En lo que sigue, resumimos nuestra colaboración con comunidades y 
alianzas de grupos locales involucrados en el proceso de tratar de consoli-
dar sus propias estructuras de gobierno, que sean capaces de responder a 
su visión de una sociedad apropiada congruente con asegurar el bienestar 
y la sustentabilidad. Esta colaboración toma como punto de partida sus 
luchas para consolidar programas alternativos para producir los bienes 
básicos necesarios que aseguren sus medios de subsistencia y fortalezcan su 
capacidad de autogobierno, al tiempo que se respetan las posibilidades y 
los límites de sus ambientes. En esta colaboración nos ha llamado la aten-
ción la medida en que los participantes están sobradamente informados 
acerca de los crecientes debates sobre epistemologías que explícitamente 
cuestionan las estructuras lógicas del gobierno dominante y de los modelos 
de desarrollo;8 muchos de estos debates aparentemente académicos se han 
convertido en parte integral de las discusiones y el diseño de propuestas 
estratégicas en el interior de estos grupos locales, para entender e imple-
mentar programas encaminados hacia el avance local y regional.

En tanto que la mayoría del trabajo de campo se basa en interacciones 
intensivas con comunidades en el estado de Oaxaca, contamos también 
con contribuciones adicionales de otras partes de México y de América 
Latina, y con otros actores que están surgiendo de movimientos de resis-
tencia contra proyectos transnacionales de “desarrollo” para implementar 
sus propias propuestas y así consolidar una base material e institucional 
para mejorar el bienestar social y económico de sus comunidades y ase-
gurar su capacidad para promover el equilibrio del ecosistema.

7   La especificación de “sustentabilidad regional” refleja la importancia de definir los 
ecosistemas en cuanto a espacios naturales en lugar de administrativos o políticos. Las 
comunidades son sumamente conscientes de la importancia de respetar las construcciones 
naturales, tales como la cuenca de un río, lo que requiere cooperación y alianzas entre 
comunidades para la implementación de estrategias de gestión sustentable.

8   La importancia de estas otras epistemologías se examina en importantes contribu-
ciones a nuestro conocimiento por parte de colegas que participan en los intercambios 
con los pueblos cuyas organizaciones y sistemas productivos son guiados por otras cosmo-
visiones. Para una introducción a esta literatura, véase la contribución de Boaventura de 
Sousa Santos (2009) que ofrece una exposición clara de este enfoque. El trabajo seminal 
de Robert Vachon (1995) entre los iroqueses en América del Norte, y la tradición de Ivan 
Illich (1977, 1986, 1990), tienen ahora abundantes herederos/sucesores/seguidores.
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29.1. una metodología alternativa

Forjar sus propias soluciones es una meta ambiciosa para los pueblos que 
se proponen superar la discriminación, la marginación y los esfuerzos 
sistemáticos de las potencias coloniales de antaño y de las élites de poder 
de la actualidad para relegarlos a rincones de sus territorios cada vez más 
aislados y depauperados. Lo que es notable acerca de las historias que 
estamos encontrando y los colaboradores que tenemos la fortuna de 
conocer, es la abundancia de propuestas con las que están experimen-
tando y la tenacidad con la que continúan resistiendo las tentativas de 
integrarlos a la economía nacional e internacional como individuos des-
favorecidos en sociedades cada vez más polarizadas. Nuestros esfuerzos 
para invitar a varias comunidades a colaborar, para ayudarnos a entender 
sus planteamientos de gobernanza y sus aspiraciones, también añadieron 
otra dimensión a nuestro conocimiento sobre la dinámica social actual, 
un conocimiento que no se pierde en los analistas que modelan el pro-
ceso de globalización, sino que quizá es subestimado o incluso mal com-
prendido en la academia.9 En su evaluación de las probables tendencias 
mundiales en materia de seguridad nacional en el año 2015, el director 
de Inteligencia Central —como jefe de la Comunidad de Inteligencia de 
Estados Unidos— fue informado por un grupo de expertos externos en 
el año 2000 que los movimientos de resistencia indígena en Latinoamé-
rica serán uno de los principales desafíos para los gobiernos nacionales 
en los próximos quince años:

Los movimientos de protesta indígena [...] aumentarán, facilitados por las redes 
transnacionales de activistas de derechos indígenas y apoyados por grupos inter-
nacionales bien financiados de derechos humanos y defensa del ambiente. Las 
tensiones se intensificarán en la zona, desde México hasta la región amazónica 

9   Nuestra interacción con las comunidades es parte de un creciente reconocimiento 
de una importante dinámica comunitaria para emprender estrategias exitosas para la 
construcción de sociedades poscapitalistas. En México, algunos académicos involucrados 
en este esfuerzo han formado la Red de Etnoecología y Patrimonio Biocultural con el 
apoyo de conacyt, mientras que a nivel regional las actividades de organizaciones socia-
les como pratec (Perú), Agruco (Bolivia), Movimiento Sin Terra (Brasil) y Vía Campesi-
na en casi todos los países del hemisferio contribuyen a esta dinámica. Santos (2009) 
ofrece una visión metodológica para entender la que Martínez Luna (2003) y Díaz (Robles 
y Cardoso, 2008) habían comenzado para los pueblos oaxaqueños; Leff (2014) contribu-
ye con su exploración de los resultados neguentrópicos de estas comunidades; Toledo y 
Ortiz-Esquivel (2014) exploran la amplia difusión geográfica del proceso en México 
mientras que Fuente et al., (2012) presentan la riqueza de estudios detallados en la Sierra 
Juárez de Oaxaca.
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[...] [El informe prosigue:] Los conflictos internos derivados de las quejas de 
represión del Estado, injusticias de carácter étnico y religioso, aumento de las 
presiones de migración, o de los movimientos de protesta indígena, se produci-
rán con mayor frecuencia [...] en América Central y la región andina (Tenet, 
2000: 46-49).

Es evidente que los movimientos de resistencia que observamos en 
algunas regiones mexicanas están proliferando en todo el hemisferio, 
como reacción a las políticas del Estado para promover la integración 
local en proyectos de desarrollo nacional e internacional, permitiendo 
que foráneos tengan acceso privilegiado a los recursos naturales y a la 
construcción de infraestructuras en territorios tradicionalmente contro-
lados por estos pueblos.10 Hemos encontrado que también hay avances 
positivos que motivan a comunidades por todo el hemisferio a fortalecer 
sus capacidades para gobernar sus territorios, comprendiendo de una 
mejor manera las relaciones entre ellas mismas y su entorno, y al mismo 
tiempo a participar en esfuerzos deliberados para construir alianzas entre 
sí y con organizaciones transnacionales capaces de apoyarlos en la defen-
sa de sus demandas en los ámbitos internacionales.

La necesidad de este proceso de organización en las comunidades se 
ha hecho cada vez más evidente debido a que las condiciones dentro de 
cada país —y las internacionales— han cambiado dramáticamente. Un 
esfuerzo concertado para acelerar la integración y conectividad interna 
con la economía global, así como para facilitar el acceso de las empresas 
internacionales a los recursos nacionales como parte de una campaña 
para promover el crecimiento económico de la región, está cambiando 
el mapa de América Latina afectando principalmente a las comunidades 
indígenas del hemisferio. Estos analistas resumieron el problema:

El reordenamiento del territorio ha difuminado las fronteras en términos tanto 
económicos como políticos con proyectos tales como el Proyecto Mesoamericano 
(previamente Plan Puebla-Panamá) y la Iniciativa para la Integración de la In-
fraestructura Regional de América del Sur (Initiative for Regional Infrastructure 
Integration of South America, o iirsa), los cuales entraron en vigor después del 
año 2000.11 Sus objetivos primarios incluyen la construcción de redes de trans-

10   Un importante esfuerzo para sistematizar nuestro conocimiento de estos movimien-
tos está disponible en un consorcio europeo —Organizaciones de Justicia Ambiental, 
Responsabilidades/Obligaciones y Comercio (http://www.ejolt.org)—, el cual mantiene 
un inventario creciente de los movimientos de resistencia.

11   Ambos proyectos son propuestas de gran escala para inversiones en infraestructura 

http://www.ejolt.org
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porte y telecomunicaciones, así como proyectos de generación de energía tales 
como represas hidroeléctricas y parques eólicos. También proyectan designar 
parques nacionales, áreas protegidas, sitios Patrimonio de la Humanidad, áreas 
de conservación transfronterizas, parques transnacionales (también llamados 
Parques para la Paz), corredores biológicos y ecológicos y redes de áreas prote-
gidas [...] El diseño de estos proyectos es de hecho estratégico, y los gobiernos 
“progresistas” están presentándolos como una oportunidad de desarrollo (Nava-
rro y Bessi, 2014).

Ana Ester Ceceña, economista mexicana, agrega (Bessi y Navarro, 
2014):

Lo que sucederá con iirsa es que los gobiernos locales se verán obligados a 
ser más disciplinados, porque se les alineará en concordancia con los mercados 
globales. Existen 500 compañías transnacionales que producen la mitad del 
producto interno bruto global; cuando uno revisa el diseño de iirsa y los pro-
yectos de estas compañías, se complementan uno al otro: se está construyendo 
la cimentación para la circulación de la comunicación, la mercancía, las materias 
primas y la energía [...] El capital necesita una reordenación del territorio —con-
siderando esto como un tipo de construcción histórico-social— para continuar 
reproduciéndose, tanto en términos de materiales como en relaciones de poder, 
de acumulación de capital y de ingresos. El ordenamiento permite el acceso en 
una gran escala a ciertos tipos de material de la Tierra. En la caracterización 
de esta última forma de desarrollo neoliberal, Gustavo Esteva (2014) observó:

Los pueblos indígenas están en el frente de batalla, luchando en una guerra 
en beneficio de todos nosotros, porque es allí donde el sistema capitalista busca 
relanzar una nueva forma de acumulación.

Los pueblos indígenas son cada vez más insistentes en exigir el reco-
nocimiento y la integridad de sus territorios, muchos de los cuales se 
encuentran amenazados por las “grandiosas” propuestas del capital glo-
bal; sus acciones están confrontando directamente estos esquemas, y 
cambiando los mapas de las Américas en el proceso.12 

Han fortalecido su determinación para perseguir sus reivindicaciones 

para facilitar la penetración de grandes organizaciones capitalistas en las regiones menos 
explotadas pero bien dotadas y de gran importancia (cf. <http://www. proyectomesoame-
rica.org/ y http://www.iirsa.org/>.

12   La efectiva resistencia en México a los intentos de quitar a las comunidades de sus 
accesos al agua para transferirla a los demandantes urbanos y empresariales es un ejemplo 
de mucha actualidad. Gómez (2015) ofrece un análisis particularmente agudo de esta 
situación.
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históricas, volviéndose cada vez más hábiles para lograr el cumplimiento 
del Convenio de la Organización Internacional del Trabajo (oit) y ga-
rantizar el consentimiento previo de los pueblos nativos a las demandas 
territoriales de extranjeros para emprender actividades o explotar recur-
sos naturales en sus regiones.13 Acompañando este mapa cambiante se 
encuentra una nueva conciencia de las significativas diferencias en la 
comprensión incluso de los conceptos más elementales en sus intercam-
bios con sus interlocutores en los Estados de los cuales forman parte: 
aunque existe una significativa discrepancia a lo largo de las Américas, 
debido a que diversos pueblos y grupos sociales cuestionan los procedi-
mientos gubernamentales para encomendar a un sólo organismo la im-
plementación de políticas unificadas para la miríada de grupos étnicos 
en sus países,14 una fuente aún más grave de conflicto involucra la propia 
noción de propiedad y la aparente libertad con que los agentes externos 
(léase agentes del gobierno) pueden desdeñar los reclamos del pueblo 
por la tierra, por al agua y en general por los recursos naturales.

Este problema se presenta debido a las profundas diferencias entre el 
significado histórico de los diversos conceptos de propiedad y de territo-
rio. Para muchos grupos, territorio es un término incluyente con impli-
caciones complejas que no se incorporan fácilmente a los conceptos 
imperantes del significado de tierra o propiedad basados en el mercado. 
Esto es tan esencial que incluso la Organización de Estados Americanos 
se ve obligada a tomar nota de su importancia en el contexto de la de-
manda para elaborar una Declaración Americana de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas (oas-cjpa, 2003: 1-2):15

Los derechos territoriales son un reclamo central de los Pueblos Indígenas en 
el mundo. Esos derechos son el sustrato físico para su capacidad de sobrevivir 
como pueblos, para reproducir sus culturas, para mantener y desarrollar sus 

13   El Convenio 169 de Pueblos Indígenas y Tribales (<http://www.ilo.org/indigenous/
Conventions/no169>) garantiza este derecho y cuando es ratificado por una nación, tiene 
el estatus de mandato constitucional. Cabe destacar que de los 22 países que ratificaron 
la Convención, 17 son de América Latina.

14   Véase la reveladora presentación de Benno Glauser de este problema en sus inter-
cambios con líderes del pueblo ayoreo de Paraguay (Venkateswar y Hughes, 2011: cap. 1). 
En sus siete capítulos, este libro ofrece una abigarrada descripción del activismo indígena 
en muchas partes del mundo.

15   El grupo de trabajo encargado de preparar la “Declaración Americana de los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas” fue formado tras una resolución de la Asamblea General 
de la oea en 1989; sin embargo, no fue hasta junio de 2016 cuando se aprobó la Decla-
ración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (cf. <www.oas.org/es/
sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf>).

http://www.ilo.org/indigenous/Conventions/no169
http://www.ilo.org/indigenous/Conventions/no169
https://www.oas.org/es/sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf
https://www.oas.org/es/sadye/documentos/res-2888-16-es.pdf
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organizaciones y sistemas productivos [...] Los Pueblos Indígenas han fortalecido 
sus organizaciones y desarrollado una lucha más organizada para reclamar sus 
derechos. En el centro de esas demandas están los problemas relacionados con 
la tierra, los territorios y los recursos naturales [...] estos derechos no son mera-
mente un asunto inmobiliario [...] En cambio, los derechos indígenas sobre la 
tierra abarcan un concepto más amplio y diferente, que se relaciona con el de-
recho colectivo a la supervivencia como un pueblo organizado, con control sobre 
su hábitat como una condición necesaria para la reproducción de su cultura y 
para su propio desarrollo, o como los expertos indigenistas prefieren, para llevar 
adelante sus “planes de vida” y su institución política y social.

Las áreas indígenas, por ende, son una amalgama compleja de la cual 
depende la propia existencia de estos pueblos. Esto está claramente de-
finido en la nueva Constitución brasileña de 1988, que otorga renovada 
fuerza a la posesión ancestral como base de los derechos territoriales 
caracterizados por cuatro rasgos significativos: 1] posesión ancestral per-
manente; 2] áreas necesarias para sus actividades productivas, incluyendo 
la reproducción de flora y fauna; 3] áreas necesarias para su reproducción 
cultural y para su supervivencia como un colectivo; y 4] un hábitat con 
la capacidad física y la forma para permitir el pleno funcionamiento de 
los mecanismos de autoridad y autogobierno de los pueblos indígenas. 
Estos territorios son el hábitat necesario para su vida colectiva, sus activi-
dades, autogobierno y reproducción cultural y social.16 

Los problemas surgen cuando el Estado pretende ejercer su soberanía 
mediante expropiación, para construir infraestructura, para explotar u 
otorgar concesiones de explotación de recursos naturales, o cualquier 
otra acción o proyecto que pueda afectar las tierras indígenas y el uso de 
su territorio. El derecho internacional ahora restringe esta facultad, obli-
gando a una consulta previa, justa y formal con los pueblos indígenas 
afectados (Convenio 169, oit, nota vii).

Puesto que los pueblos indígenas están consolidando sus exigencias 
constitucionales y legislativas para codificar elementos simbólicos y polí-
ticos de autonomía y autogobierno, como elementos de autodetermina-
ción, los gobiernos se encuentran a sí mismos en un nuevo “terreno” al 

16   Capítulo VII, Artículo 231. En otros lugares de Latinoamérica, estos derechos terri-
toriales están protegidos constitucionalmente (Argentina, Bolivia, Colombia, Ecuador, 
México, Guatemala, Paraguay, Perú, Venezuela). La constitución de Ecuador también 
incluye componentes ambientales y de género desde 1998, derechos confirmados en la 
nueva magna carta de 2008.
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intentar conciliar visiones globales de “desarrollo” con esfuerzos locales 
para alcanzar el bienestar.17 

A lo largo del continente americano, los gobiernos continúan asumien-
do que los precios de la propiedad de la tierra y de los recursos naturales 
pueden fijarse según los métodos del mercado y, en el mejor de los casos, 
negociadores de buena voluntad pueden llegar a acuerdos mutuamente 
beneficiosos para su explotación, asegurando así su “desbloqueo” para 
promover el desarrollo nacional mediante su comercialización en el 
mercado mundial. En estas circunstancias, parece casi incomprensible 
para los grupos de poder que otros grupos locales puedan objetar los 
términos de estas negociaciones, negándose incluso a discutir la posibi-
lidad de emplazar una empresa forestal, una mina o un complejo de 
generación de energía en sus regiones, ya que molestarían un delicado 
equilibrio histórico y espiritual que ellos consideran una amenaza para 
su estructura social e integridad cultural, definidas en términos de una 
o más dimensiones no monetarias, para las cuales una compensación 
financiera es inconcebible.

La naturaleza y el alcance de esta lucha se remontan a tiempos colo-
niales. En el siglo xviii, por ejemplo, las áreas reclamadas por los indí-
genas en México fueron llamadas Repúblicas de Indios, indicando que 
no representaban sólo un pedazo de tierra sino toda una forma de vida 
y de gobierno, a pesar de estar subordinadas a la Corona española. Esta 
disputa también tiene antecedentes muy antiguos: conocida como la 
Carta Magna de las Libertades y la Carta del Bosque, el rey y la nobleza 
de Inglaterra acordaron, al final del “largo siglo xii”, establecer límites 
a su poder para asegurar la subsistencia de los plebeyos (Linebaugh, 2013: 
cap. 2). La tradicional lucha por la tierra provocó la primera revolución 
social del siglo xx en México, y ha actuado con diversa intensidad en 
todos los países latinoamericanos durante los últimos cien años.

En la actualidad, la agitación de los últimos veinte años representa una 
mutación política de esa tradición hacia una lucha por la defensa terri-
torial, según lo expresado en la Declaración de Quito (2009) de la Vía 
Campesina: “¡Por la Reforma Agraria y la Defensa de la Tierra y el Terri-
torio!” Esto implica un profundo cambio conceptual:

Se demanda una forma específica de relación con la tierra que es marcadamen-
te diferente a la impuesta por promotores públicos y privados en los últimos 

17   Desgraciadamente, el gobierno mexicano interpreta esta obligación a su modo, a 
veces definiendo los términos de las consultas y otras veces haciendo caso omiso de sus 
resultados.
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cincuenta años. Expresa una práctica soberana de la voluntad colectiva, que no 
contiene elementos separatistas pero que abiertamente desafía a las instituciones 
gubernamentales. La figura política de esta afirmación se presenta generalmen-
te como autonomía (Esteva, 2010: 65).

La defensa territorial es también un nuevo tema central en las ciuda-
des. La vieja tradición de asentamientos ilegales, que formó a la mayoría 
de las ciudades latinoamericanas durante el siglo xx, hoy se complemen-
ta con enérgicos movimientos para redefinir la vida urbana. El caso más 
espectacular fue el de Argentina (2001-2002), pero desde Oaxaca (2006) 
a Brasil (2014) movimientos vibrantes expresan la vitalidad de los nuevos 
sujetos sociales y las nuevas formas de protagonismo social (Mariotti et 
al., 2007; Zibechi, 2008; Giarraca y Teubal, 2009).

29.2. construyendo comunes: gobernanza colectiva y autonomía

Esta diferenciación entre territorio y propiedad realza el significado de la 
propiedad social y la pertenencia como algo muy distinto de las activida-
des individuales. Se extiende a otra dimensión aún más importante: las 
comunidades generalmente se consideran a sí mismas parte de los “comu-
nes”. Sin embargo, estos “comunes” no pueden reducirse a los recursos 
comunes; son mucho más que el aire, el agua o las otras dotaciones de 
la naturaleza que desató el debate de la “Tragedia de los Comunes” por 
Hardin (1995).18 Las actividades de las comunidades son algo mucho más 
parecido a lo que uno de los principales historiadores de este proceso 
describe para América Latina: “movimientos activos del hacer-común hu-
mano y demandas globales de distribución de la riqueza y de salvaguarda 
de los recursos comunes en cada continente” (Linebaugh, 2013: 279).

Estas organizaciones no están involucradas en la simple formación de 
“una economía alternativa, sino más bien una alternativa a la economía” 
(Esteva, 2014: i149). Para ellos, los comunes se ampliaron para abarcar 
los componentes sociales y culturales de la vida colectiva; no son simple-
mente un conjunto de cosas o recursos. Por el contrario, como muchos 
otros aspectos de estas sociedades, las organizaciones que están creando 
confieren gran importancia a las relaciones sociales dentro de la comu-

18   El mismo Hardin se vio obligado a reconocer, al final de su vida, que sólo examinó 
la “tragedia” de regímenes de acceso abierto, como los dominantes hoy en día, y no los 
comunes (The Ecologist, 1993: 13).
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nidad, así como un firme compromiso para garantizar la conservación e 
incluso la ampliación de los comunes.19 Esta relación refleja una trans-
formación colectiva y perdurable de la forma en que la sociedad se con-
cibe y se administra a sí misma, al tiempo que también desarrolla el 
fundamento para la gestión colectiva y comunitaria.

Proteger, defender y gobernar los comunes son procesos complejos y 
riesgosos. Complejos, porque abarcan todos los aspectos de la existencia 
social y biológica; arriesgados, porque implica desafiar a los poderes fác-
ticos y cuestionar la legitimidad de su “estado de derecho”, es decir, el 
sistema legal que ha creado y perpetuado una sociedad profundamente 
injusta, exacerbando las desigualdades sociales y acelerando la destruc-
ción del ambiente. Esta disputa sobre la naturaleza del Estado proviene 
de un rechazo de los fundamentos filosóficos de orden hegemónico, 
basado en la idea de un “contrato social” que presupone la posibilidad 
de aplicar normas universales, como justicia social, igualdad o incluso demo-
cracia, imparcialmente para atender las necesidades de todos los grupos 
sociales.20 Por esta razón, también implica un rechazo prima facie de la 
legitimidad de las “autoridades” nacionales, que asumen su derecho a 
transferir recursos de la comunidad —los comunes— a terceros por 
cualquier razón, sin tener en cuenta el bienestar de los pueblos, las 
decisiones locales o consideraciones históricas y ambientales, como es 
la práctica común en el contexto minero, forestal y de gestión del agua, 
a pesar de que actualmente se extiende a cuestiones complejas de bio y 
nanotecnología en muchas naciones.21 Por lo tanto, los esfuerzos para 
promover la solidaridad entre los diversos grupos sociales exigen un 
enfoque político que requiere que cada uno se libere de las institucio-
nes sociales y políticas dominantes que son incapaces de atender sus 
necesidades particulares.

Pero consolidar los cimientos de esta sociedad implica mucho más que 
emprender actividades específicas o establecer instituciones apropiadas 
para la gobernanza o gestión. La sociedad solidaria requiere compromi-
sos personales de cada miembro para asumir responsabilidad por el 
bienestar de los demás y para limitar las demandas individuales de acce-

19   No es mera coincidencia que las regiones de mayor biodiversidad en el país, son 
también las de mayor diversidad étnica, tal como lo documentó de una manera elegante 
Ekart Boege (2008).

20   Luis Villoro (2003) ofrece un análisis profundo de las diferencias en los significados 
de los contratos sociales en diferentes contextos sociales.

21   Las leyes mexicanas dan al gobierno el derecho a expropiar terrenos comunes para 
obras públicas o de interés público. En 2013, la Constitución fue reformada para permitir 
que esta facultad pudiera ser aplicada en beneficio de operadores privados.
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so a los recursos colectivos (Robles y Cardoso, 2008; Martínez Luna, 
2010). Para fortalecer estas bases, es esencial comenzar con una visión 
común de la sociedad como un conjunto, cuyo punto de partida sea 
revertir la tendencia histórica de enriquecimiento de unos pocos a costa 
de la mayoría; tan es así que han incorporado decisiones colectivas para 
garantizar la transparencia y la participación directa en la toma de deci-
siones y la responsabilidad universal para la administración o la aplicación 
de esta dinámica. Desafía la presunción de la libertad del individuo den-
tro del grupo, obligando a cada miembro a medir cuidadosamente su 
impacto sobre los otros y la totalidad del grupo y a guiarse por la refe-
rencia de su efecto sobre la colectividad en sus decisiones y acciones. En 
términos históricos y especialmente a la luz de la práctica en la sociedad 
globalizada de hoy, requiere de una redefinición de la relación de las 
personas con su sociedad, rechazando la noción de que una persona 
tiene el derecho irrestricto a alejarse de —o incluso oponerse— al bien-
estar de la comunidad después de haber participado en el proceso colec-
tivo para llegar a una decisión.

Este punto de partida tiene implicaciones importantes para la forma 
en la que se determinan las prioridades y en que las actividades están 
organizadas. Quizá una de las más llamativas y exigentes de éstas sea la 
necesidad de revertir la organización jerárquica de los lugares de trabajo: 
por supuesto, los individuos deben recibir un pago por su trabajo, pero 
no deberían tener que someterse a relaciones sociales autoritarias y de-
nigrantes para satisfacer sus necesidades básicas. La organización prole-
taria existente en la sociedad es parte de una condición subyacente de 
la indefensión de los trabajadores, incluso incapaces de sobrevivir sin 
ingresar a la fuerza laboral; la alternativa en construcción aquí parte de 
la presunción de que todos los miembros de la sociedad gozan del dere-
cho legítimo a una forma de vida socialmente determinada, independien-
temente de sus contribuciones a la producción o rendimientos. Su par-
ticipación en las actividades colectivas se basa no solamente en un 
sentido del deber y pertenencia a la comunidad, sino también en una 
obligación impuesta explícitamente por las autoridades comunales. Este 
enfoque elimina la doble enajenación del trabajo moderno: de los frutos 
del trabajo y de la lógica de la actividad creativa.
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29. 3. la importancia del excedente:  
creando las bases para la gobernanza comunal

La decisión entre pueblos indígenas y comunidades campesinas de crear 
formas autónomas de autogobierno representa un desafío audaz para el 
modelo imperante de gobernanza y de justicia social y económica basada 
en la democracia representativa y su matrimonio con el “libre” comer-
cio. Arraigado en el compromiso de definir y defender sus territorios, 
el proceso involucra la creación de nuevas instituciones y procesos para 
la apropiación social del entorno natural y los sistemas productivos que 
han creado con el fin de asegurar su capacidad de mantener y fortale-
cer su comunidad, para satisfacer sus necesidades básicas y facilitar el 
intercambio con sus pares (trueque) y en el mercado. Los mecanismos 
establecidos por las comunidades para la gestión a menudo involucran 
dinámicas complejas para la concertación entre los distintos grupos den-
tro de las comunidades, así como formas para delegar responsabilidades 
a sus miembros con base en sus conocimientos y compromiso social, o 
para asegurar una amplia participación política y la rendición de cuentas.

Por lo tanto, no es únicamente la propia elección de actividades, sino 
también los procesos de implementación de las mismas, lo que resulta 
crucial para el diseño de los mecanismos sociales que contribuyen a los 
resultados deseados relacionados con la equidad y la sostenibilidad. En 
la discusión sobre los proyectos individuales con los cuales hemos estado 
en contacto, un aspecto interesante del análisis es que no solamente la 
elección de la técnica, sino también —y a menudo igual de importante— 
la naturaleza de las actividades, hablan de una preocupación por atender 
las necesidades básicas socialmente definidas de los miembros de las 
comunidades, creando un equilibrio entre el uso de los recursos natura-
les y la restauración, regulación del uso de la tierra y conservación del 
ecosistema del cual se extraen.

Estas actividades están siendo organizadas de manera voluntaria para 
garantizar su viabilidad y continuidad. En muchos casos, los grupos están 
tratando de regenerar el tejido social erosionado por fuerzas internas y 
externas por igual. Si bien nos enfocamos en la naturaleza colectiva de 
la toma de decisiones, es igual de importante comprender los mecanis-
mos que hacen posible la consolidación de la comunidad y su capacidad 
para avanzar. Durante nuestras interacciones con las comunidades en su 
búsqueda de soluciones que proporcionarán los medios para seguir ade-
lante, identificamos una característica fundamental que contribuyó a este 
éxito, uno que también explica su capacidad para consolidar la capacidad 
de instrumentar el modelo de gobernanza colectiva que es fundamental 
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para la continuidad de la sociedad y su potencial para asegurar mejoras 
en las vidas de sus miembros: la organización explícita de recursos socia-
les y productivos que buscan generar excedente para “reinversión” y 
“redistribución” (Baran, 1959).

La importancia crucial del excedente en la gestión de la comunidad 
es un aspecto del proceso administrativo a menudo invisible y mal com-
prendido. Gran parte de la literatura describe a las comunidades rurales 
en general y a los grupos indígenas en particular, viviendo al límite de 
la subsistencia, puesto que la pobreza de recursos materiales limita su 
capacidad para avanzar y reduce las oportunidades de ampliar la gama 
de actividades que pueden llevar a cabo. En contraste, nuestras relaciones 
con comunidades a lo largo de las Américas revelan su capacidad y com-
promiso para producir este excedente y gestionarlo colectivamente, usán-
dolo para recompensar a los miembros que han hecho contribuciones 
importantes en la producción, canalizando el resto para fines colectivos.

Centrando la atención en los procesos de producción y gestión del 
excedente dentro de los límites para satisfacer necesidades socialmente 
definidas y las posibilidades de sus ecosistemas, esta estructura de gestión 
colectiva de los diversos proyectos locales ha demostrado ser eficaz en 
la construcción de un marco de justicia ambiental que resulta ser tan 
difícil de lograr en las sociedades mercantiles de las que forma parte. A 
diferencia de esas otras secciones de la sociedad fuertemente ligadas a 
la economía global, estas comunidades han creado posibilidades de or-
ganizarse para asegurar que sus miembros no tengan que sufrir pobreza 
extrema y desempleo. Como resultado, generan activamente un potencial 
productivo mucho mayor de lo que puede ser apreciado por una simple 
contabilidad de los recursos financieros que tienen a su disposición. Una 
parte de este potencial está bien documentada en la literatura, como es 
el caso del trabajo “voluntario” que se espera de todos los miembros para 
tareas colectivas, que incluyen construcción y mantenimiento de infraes-
tructura o conservación de los ecosistemas (v.g., tequio, faena, minga).

Los mecanismos sociales para la asignación y rotación de puestos ad-
ministrativos y políticos, tan importantes para la gobernanza local, son 
otra forma en que los recursos se generan en estas organizaciones comu-
nales, guiadas por cosmovisiones alejadas de las basadas en el beneficio 
material e individual. Pero, igualmente importante, el compromiso de 
inserción o participación universal también crea una responsabilidad 
compartida de los miembros para contribuir a las tareas colectivas, ase-
gurando que la mayoría de las personas estarán involucradas en una 
multiplicidad de actividades para su propio beneficio y el de la comuni-
dad. Estos recursos, a menudo invisibles en la economía de mercado, 



construyendo mundos poscapitalistas� 531

emergen de la capacidad social para promover una amplia participación 
en pos del bienestar general.

El excedente ha existido en la organización humana desde tiempos 
inmemoriales. Aun cuando no existía ninguna institución formal para el 
intercambio y la acumulación, la construcción de grandes y pequeños 
proyectos para canalizar el agua o crear monumentos es testimonio de 
la capacidad de las sociedades para avanzar más allá de sus necesidades 
inmediatas, construyendo proyectos para aumentar la capacidad produc-
tiva o la grandeza de sus “líderes”. Lo que distingue a las innumerables 
comunidades guiadas por cosmovisiones alejadas de las basadas en el 
beneficio material y el beneficio individual a expensas del conjunto, es 
su capacidad para promover una amplia participación en pos de generar 
el bienestar general.

Recientemente, estas sociedades han mejorado las posibilidades para 
poner en práctica nuevos proyectos y generar mayores fondos disponibles 
para esos proyectos.22 Están aprovechando ciertos avances en ciencia 
y tecnología, combinándolos con conocimientos autóctonos para una 
producción mayor o más eficiente, así como medios más eficaces para 
mejorar su bienestar y su habilidad para proteger sus ecosistemas. Me-
diante el examen de la disponibilidad y movilización del excedente, las 
comunidades están mejor equipadas para determinar la manera óptima 
de aplicar sus visiones a largo plazo. Lo que asombra acerca de las expe-
riencias individuales con las cuales hemos estado asociados, es el claro en-
tendimiento de muchos de los participantes y de los líderes de las formas 
en que determinadas actividades pueden contribuir a objetivos generales.

29.4. enfoques comunales para la justicia ambiental

Por todo el continente americano las comunidades están participando 
en el diseño e instrumentación de soluciones locales que contribuyan a 
su extensa lucha por la justicia ambiental en circunstancias de acoso y 
franca violencia ejercidas por los poderes del Estado sobre las sociedades 
de las que forman parte. Mientras deben dedicar gran cantidad de ener-
gía para protegerse contra las fuerzas que tratan de controlar sus recursos 
naturales y someterlos a las diferentes disciplinas de los mercados y los 

22   O’Hara (2011) editó una colección de ensayos sobre la relevancia del concepto de 
excedente como un fondo para el cambio social. Véanse, en particular, los ensayos de 
Stanfield y Wrenn en el número.
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sistemas políticos, es notable que continúen movilizándose a nivel local 
y nacional, al tiempo que se asocian internacionalmente con otras comu-
nidades y organizaciones no gubernamentales para consolidar nuevas 
líneas y tecnologías de producción y experimentar con formas para me-
jorar las actividades existentes.

Estas acciones son el producto de la compleja interacción de fuerzas 
dinámicas dentro de las comunidades y sus reacciones a presiones exter-
nas. Son parte de la búsqueda de una identidad única que se ha vuelto 
cada vez más importante en la medida que estos pueblos hacen valer 
legalmente su derecho a la autodeterminación, tal como se define por 
sus variadas historias y su comprensión de los privilegios otorgados con-
forme al Convenio 169 de la oit y acuerdos similares promulgados por 
otras instituciones internacionales. En México, como en otros lugares, 
este proceso tiene una larga historia, que fue plasmada en la Constitución 
de 1917, cuando las comunidades indígenas fueron reconocidas y se les 
otorgaron los derechos colectivos en la Reforma Agraria.23

Durante la segunda mitad del siglo xx, las comunidades mexicanas li-
braron una batalla implacable y difícil por hacer valer sus derechos sobre 
el control de las tierras que fueron capaces de conservar o de recuperar 
después de la Revolución. Fueron particularmente eficaces en arrebatar 
contratos de explotación de sus bosques comunales de las firmas privadas 
a las que se les habían dado concesiones para gestionarlos (Bray y Merino, 
2004). Hoy en día, existe una gran variedad de planes de gestión vigentes, 
testimonio de las habilidades que las comunidades han adquirido al in-
tentar conciliar presiones para asegurar la conservación, con la necesidad 
de crear empleos y generar ingresos. La literatura ofrece una relación de 
esta variedad de estrategias, y muchos estudios exploran el nexo entre 
estos enfoques y las cosmovisiones de las comunidades participantes, 
particularmente en bosques comunitarios, que constituyen el 71% de los 

23   La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
de 2007 (<http://undesadspd.org/indigenouspeoples/declarationontherightsofindige-
nouspeoples.aspx>) debería servir para reforzar la enmienda de 1992 al Artículo 4 de la 
Constitución Mexicana, afirmando la “composición pluricultural” del país. Desafortuna-
damente, los cambios legislativos no fueron acompañados de ajustes en la estructura legal 
para definir la relación judicial entre el Estado y las decenas de pueblos indígenas. Con-
tinúan surgiendo graves conflictos porque la legislación reciente (2013-2014) refuerza el 
derecho del Estado a apropiarse de los recursos en territorios reconocidos como pertene-
cientes a muchos de estos pueblos a pesar de su declarada oposición en términos del 
Convenio 169 de la oit.

http://undesadspd.org/indigenouspeoples/declarationontherightsofindigenouspeoples.aspx
http://undesadspd.org/indigenouspeoples/declarationontherightsofindigenouspeoples.aspx
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bosques de la nación (por ejemplo, Bray et al., 2007; Cronkleton et al., 
2011; Barkin y Fuente, 2013; Stevens et al., 2014).24 

El movimiento para reafirmar las identidades indígenas en México fue 
reforzado todavía más tras el levantamiento en enero de 1994 en Chiapas 
por el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (http://enlacezapatista.
ezln.org.mx) (Muñoz, 2003). Desde entonces, la actividad y visibilidad de 
los pueblos indígenas en todo México se ha incrementado, junto con un 
reconocimiento gradual de su importancia dentro de la población. Su 
creciente visibilidad es resultado, en parte, de sus respuestas a las acciones 
represivas del Estado y de algunas empresas privadas con concesiones 
para removerlos de sus territorios.25 Mientras que un recuento de las 
iniciativas que se están implementando en estas comunidades sería de-
masiado largo para su inclusión aquí, baste decir que la discusión de 
muchas de ellas en el marco del Congreso Nacional Indígena, y la cre-
ciente circulación de información y reuniones entre miembros, está 
contribuyendo a fortalecer la determinación y capacidad de sus miembros 
para llevar adelante sus proyectos.

Con respecto a sus esfuerzos por ganar reconocimiento y elaborar 
estrategias de gestión local, el control de los recursos hídricos ha sido 
particularmente polémico debido a que las comunidades intentan hacer 
valer su derecho a un abastecimiento adecuado y a proteger sus fuentes 
de agua. Estos movimientos ahora se encuentran inextricablemente aso-
ciados con otros que se oponen a megaproyectos de construcción de 
represas para generación de electricidad, o para su trasvase entre cuencas 
a gran distancia y así abastecer zonas urbanas. Como resultado, muchas 
comunidades que históricamente han sido capaces de satisfacer sus pro-
pias necesidades e incluso compartir los excedentes con las comunidades 
vecinas, ahora se encuentran involucradas en coaliciones con terceros 
defendiendo sus fuentes de agua, junto a los ecologistas que generalmen-

24   Los esfuerzos para asumir el control colectivo de los bosques se iniciaron en la 
década de 1970 (Simonian, 1995). Hoy en día, el movimiento de bosques comunitarios 
de México es reconocido como uno de los más eficaces y sustentables del mundo, abar-
cando más de una cuarta parte del territorio nacional. La Red Mexicana de Organizacio-
nes Campesinas Forestales y el Consejo Civil Mexicano para la Silvicultura Sostenible 
(ccmss) continúan desempeñando papeles importantes en la coordinación de sus activi-
dades y proporcionando información sobre su historia.

25   La misma definición de indígena ha cambiado en tiempos recientes. Mientras que 
Bonfil Batalla (1987) menciona que existen unos 8 millones de indígenas, el Censo re-
portó sólo 6 millones en 1990. Sin embargo, hoy existen entre 18 y 20 millones de perso-
nas que se consideran a sí mismas indígenas (Toledo, 2014). La población indígena 
mexicana es la más grande en el hemisferio; Bolivia, Ecuador y Guatemala tienen las 
mayores proporciones.

http://enlacezapatista.ezln.org.mx
http://enlacezapatista.ezln.org.mx
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te argumentan que los enfoques de las obras públicas y de ingeniería del 
sector público son inapropiados y que simplemente posponen “el día del 
juicio final” con respecto a la necesidad de una aproximación más eco-
lógica e informada para la gestión del agua.

Hicimos un hallazgo interesante en nuestras colaboraciones con co-
munidades involucradas en la protección de las fuentes de agua, es la 
combinación de tecnologías tradicionales con las de vanguardia para 
proteger sus fuentes naturales, arroyos y manantiales. Esta combinación 
de tecnologías con participación directa de la comunidad en la gestión 
del agua contrasta fuertemente con el enfoque de las autoridades nacio-
nales del agua, quienes prefieren un modelo administrativo homogéneo 
y centralizado. En respuesta a las grandes diferencias en las condiciones 
locales, hay muchos modelos tecnológicos de ahorro de agua que están 
siendo implementados por las comunidades, como la instalación de ino-
doros secos y la separación de los flujos de aguas negras y grises para 
permitir el procesamiento biológico pasivo y de bajo costo, congruente 
con prácticas ambientales restauradoras.

Un proyecto particularmente digno de mención es Agua para Siempre, 
que transformó un millón de hectáreas en una región cerca de Tehuacán, 
Puebla de una meseta árida con escarpadas pendientes, utilizando tecno-
logías “apropiadas”, para construir un gran número de proyectos de 
manejo de pendientes y de bajo impacto, incluyendo embalses y estan-
ques de roca para canalizar flujos superficiales y colectar los escurrimien-
tos, recreando acuíferos subterráneos y estructuras encontradas en algu-
nos de los proyectos de irrigación más antiguos en el hemisferio 
occidental desde el siglo xi. Este proyecto, que comenzó en la década de 
1980, combina actividades agroecológicas y agroindustriales de manejo 
comunitario con empresas cooperativas pertenecientes a los participan-
tes, generando empleos y productos que están resultando atractivos para 
los consumidores por sus cualidades sociales, ecológicas y nutricionales 
(Hernández Garciadiego y Herrerías, 2008).26 

En Bolivia, la experiencia de la “Guerra del Agua” del año 2000 en 
Cochabamba sigue viva en la memoria de la gente, ya que los comités 
locales del agua se siguen organizando activamente mientras resisten el 
empeño del Estado en administrar los comunes (Fogelberg, 2013; Dwi-

26   Este proyecto sigue movilizando la participación de más de 100 000 personas en una 
región que ha estado en operación por más de un cuarto de siglo. Centrándose en una 
amplia gama de actividades que crean numerosas oportunidades y que requieren incluso 
una mayor gama de habilidades, la región está alentando a la gente a permanecer ahí, 
fortaleciendo las comunidades y mejorando el bienestar de los pueblos.
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nell y Olivera, 2014). Estas propuestas de gestión comunitaria abarcan 
muchas áreas importantes de la existencia colectiva de sus miembros, 
pero no pueden proveer todas las necesidades de la comunidad. Contar 
con suministros adecuados de agua y modelos sustentables para la gestión 
de los bosques ofrece puntos de partida importantes para construir co-
munidades más fuertes y resistentes. Por desgracia, recientemente las 
presiones sobre los gobiernos nacionales para aumentar la producción 
de energía procedente de fuentes renovables están acentuando los con-
flictos con las comunidades indígenas amenazadas con ser desterradas 
de sus territorios.27 En México, la negativa del gobierno a permitir que 
las comunidades indígenas emprendan sus propios proyectos de micro-
hidroelectricidad evidencia claramente el miedo al grado de indepen-
dencia que este tipo de actividades podría promover.

A pesar de los obstáculos y conflictos, numerosas comunidades están 
llevando a cabo actividades productivas para abastecer sus necesidades 
básicas y producir bienes que puedan canjearse por otros (trueque). Los 
esfuerzos en curso están orientados a la identificación de nuevas activi-
dades que hagan uso de los recursos renovables disponibles para produ-
cir bienes que puedan intercambiarse ventajosamente con terceros para 
satisfacer estas necesidades básicas. El objetivo de este enfoque es inducir 
dinámicas sociales que agrupen a los productores en organizaciones más 
fuertes que se conviertan, a su vez, en parte de sus comunidades.

Como parte de este esfuerzo, muchos colectivos están acompañando 
a comunidades en la introducción de actividades complementarias y 
ayudándolas a modificar o introducir nuevas tecnologías que fortalezcan 
sus capacidades organizativas para contribuir al bienestar colectivo. El 
objetivo de estas iniciativas es sumarse a los esfuerzos de las comunidades 
para reforzar sus propias capacidades para gobernarse. Como ya se men-
cionó, una de las más importantes organizaciones dedicadas a acompañar 
a los pueblos en el fortalecimiento de sus comunidades, permitiéndoles 
satisfacer de mejor manera los desafíos para asegurar un mejor estilo de 
vida, es la Vía Campesina (vc, <http://viacampesina.org>). Este grupo 
tiene presencia en 73 países, representando a más de 200 millones de 

27   El alcance y la intensidad de los conflictos que originan los enfrentamientos para-
digmáticos en relación con el modelo apropiado para el manejo de agua y su uso son 
tales, que un número completo del Informe sobre Desarrollo Humano del Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud, 2006) fue dedicado al tema. Asimismo, el 
2013 World Social Report (2013) de la unesco, aborda la necesidad de un nuevo tipo de 
ciencia social causada por el alcance de los impactos sociales de los cambios ambientales 
resultantes de modelos contradictorios de gestión ambiental y los derechos legítimos de 
los pueblos indígenas.

http://viacampesina.org
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miembros; su propósito es promover la producción de alimentos median-
te técnicas agroecológicas para orientar a los grupos de productores hacia 
una mayor autosuficiencia.

En 1996, la vc aumentó y redefinió la soberanía alimentaria, asocián-
dola con la capacidad de determinar de forma autónoma qué comer y 
cómo producirlo (Rosset, 2013). La polémica decisión de la fao de de-
clarar 2014 el “Año Internacional de la Agricultura Familiar” refleja su 
mayor influencia para avanzar su agenda; de la misma manera, también 
logró incluir la agroecología como una de las estrategias principales que 
podrían asegurar el control de la agricultura por los productores y una 
respuesta adecuada a la necesidad de garantizar la soberanía alimentaria 
en los países donde está activa (cepal/fao/iica, 2014).

Otros grupos sociales participan activamente en las actividades que 
promueven cambios sociales, políticos y productivos para contribuir a 
mejorar sus propias vidas, así como las de los demás al tiempo que se 
intenta conservar y mejorar la calidad del medio ambiente o la sustenta-
bilidad. En Chiapas, México, los Caracoles (organismos de gobierno local 
establecidos en territorio zapatista en 2003) están contribuyendo a este 
objetivo, mejorando directamente la vida de cientos de miles de sus 
miembros, en tanto que también ofrecen un modelo de organización 
social y de cambio que sigue teniendo un poderoso efecto sobre otras 
comunidades así como en otros países. Existe amplia evidencia de que 
sus actividades están mejorando el bienestar, contribuyendo a la diversi-
ficación de la economía y aumentando la productividad en una región 
donde quizá hasta 500 000 personas están participando; los pueblos han 
alcanzado un altísimo nivel de autosuficiencia en alimentos, salud y edu-
cación (Baronnet et al., 2011).

En América del Sur, las comunidades andinas participan igualmente 
en la promoción de estrategias colectivas, conocidas como “Buen vivir” 
(sumak kawsay en quechua).28 A lo largo de las Américas, grupos de co-
munidades participan en las movilizaciones para defender sus territorios, 
culturas y sociedades de la invasión por parte de aquellos que ambicionan 
sus recursos, o de instituciones que pueden erosionar el fundamento de 
sus diferencias; hay grupos como Idle no More (de las Primeras Nacio-
nes) en Canadá, la Confederación Haudenosaunee (Iroqués) en el este 
de América del Norte; el Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin 

28   Existe una amplia literatura describiendo y evaluando este enfoque y propuestas 
similares para estrategias alternativas que mejoren la calidad de vida de una manera real-
mente sustentable, que emergió de las cosmovisiones indígenas (por ejemplo, Bretón, 
2005, 2013; Huanacuni, 2011; Lang, 2013; Hidalgo y Cubillo, 2014).
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Tierra (mst) en Brasil, los Mapuches en Chile, así como el Congreso 
Nacional Indígena, la Asamblea Nacional de Afectados Ambientales y la 
Red Mexicana de Afectados por la Minería en México, y muchos otros 
en toda la región.

Acompañando a estas acciones de resistencia, muchas comunidades 
están involucradas en otras actividades constructivas, promoviendo la 
colaboración con investigadores universitarios y de la sociedad civil que 
están contribuyendo a explicar el valor del trabajo, contribuyendo a la 
diversificación de las economías y al mejoramiento de la producción de 
manera sustentable (Toledo et al., 2013; Toledo y Ortiz-Espejel, 2014). 
Una aplicación que ha demostrado ser particularmente ilustrativa impli-
ca la inclusión de aguacates (Persea americana, “Hass”) no comerciables, 
que estaban causando una carga ambiental, en las dietas de cerdos de 
engorda en criaderos de traspatio, resultando en cambios metabólicos 
que producen carne de cerdo baja en colesterol, mejorando los ingresos 
de las productoras, ya que se comercializa en los mercados locales como 
un producto de primera calidad; en este caso, como en otros basados en 
un paradigma similar, las mujeres indígenas fueron especialmente bene-
ficiadas, ya que ellas pusieron en marcha los proyectos y pronto sus co-
munidades reconocieron sus capacidades de liderazgo (Barkin, 2012; 
Fuente y Ramos, 2013).

Con un enfoque diferente, activistas académicos están trabajando con 
productores en diversas regiones para proteger y mejorar la producción 
de una bebida alcohólica tradicional mexicana —el mezcal—, modifican-
do las técnicas tradicionales de siembra y cosecha de agave, cuidando el 
bosque y enriqueciendo la vida de la comunidad mediante la promoción 
de la producción cooperativa que está contribuyendo a aumentar los 
ingresos y la rehabilitación de los ecosistemas (Delgado et al., 2014). En 
el estado de Guerrero, México, este trabajo es parte de un ambicioso 
programa del Grupo de Estudios Ambientales (Illsley et al., 2007) que 
movilizó la capacidad local de gobernanza para promover formas locales 
del “Buen vivir” y la restauración de ecosistemas, que fue galardonado 
con el Premio Ecuador en 2012 por el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo.

En otra región de México, en el estado de Oaxaca, cuatro comunida-
des zapotecas en el distrito de Villa Alta siguen cuidando sus moreras 
(morus alba), criando gusanos de seda para producir el hilo tradicional 
que luego tejen en prendas muy atractivas que los artesanos comerciali-
zan a un muy buen precio; son comercializados localmente y a través de 
un bien manejado Museo Textil en la capital del estado. En otros lugares 
están experimentando con nuevas plantaciones de variedades perennes 
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de algodón nativo, coyuchi (que se cultiva ya desde antes de la Conquis-
ta española), tejido en magníficas artesanías como una alternativa al al-
godón genéticamente modificado que actualmente domina la industria 
artesanal.

Allende la frontera sur, en Perú y más recientemente en Bolivia, una 
organización de desarrollo y promoción técnica bien establecida, Pratec, 
está desarrollando estrategias efectivas para el aprendizaje de la comuni-
dad, mejorando la producción en las ecologías múltiples del mundo 
andino, centrándose en papas (Solanum tuberosum) pero equilibrando 
cuidadosamente su trabajo para apoyar el progreso diversificado con 
otros recursos (Gonzáles, 2014).29 El ecoturismo es una actividad aún más 
polémica, ya que se trata de una apertura explícita de la comunidad a 
los fuereños que con frecuencia son incapaces de comprender la magni-
tud del abismo económico y cultural que los separa de sus anfitriones 
(Barkin, 2002, Warnholtz y Barkin, 2015).

En otros lugares, los pueblos indígenas, campesinos y trabajadores 
industriales están explorando nuevas rutas para reorganizar sus lugares 
de trabajo y contribuir a mejorar los estándares de vida para ellos y sus 
comunidades. Nuevos sistemas de producción están siendo inventados 
en la medida en que los trabajadores ocupan algunas fábricas cerradas y 
continúan las operaciones cambiando los sistemas de gestión y de incen-
tivos (Ruggeri, 2013; Ness y Azzellini, 2011). En muchos casos, las inicia-
tivas no sólo colocaron a los productores directos en control de las em-
presas sino que también a menudo crearon posibilidades de inclusión de 
la comunidad en las decisiones y de incorporar el impacto sobre el medio 
ambiente en el nuevo criterio de toma de decisiones.30 

29   La extensión de esta creatividad no puede ser mostrada en esta discusión. Para 
más detalles sobre los proyectos mencionados en este párrafo, consulte los siguien-
tes sitios: <http://geaac.org>, <www.equatorinitiative.org/index.php?option=com_
winners&view=winner_detail&id=67&Itemid=683&lang=es>, <www.museodetexitoaxaca.
org> y <www.pratec.org>. Entre los grupos que participan en nuestro proyecto, las comu-
nidades indígenas y campesinas se dedican a la agricultura urbana, separación de residuos 
para la reutilización y aprovechamiento de agua de lluvia; cerca del centro de la ciudad 
capital de Oaxaca; una de estas iniciativas recibió un reconocimiento nacional (Premio 
Gobierno y Gestión Local) en 2012 (<http://oaxaca.me/recibe-san-bartolo-coyotepec-
premio-nacional-por-el-cuidado-ecologico>).

30   Una revisión de muchas de estas iniciativas, que implican diferentes modelos orga-
nizativos y la cooperación entre los productores y que abarca no sólo los aspectos produc-
tivos, sino también las instituciones de gobernanza que ahora están incorporando comu-
nidades enteras en el proceso de gestión (en Bollier y Helfrich, 2012; Burbach et al., 2013; 
Colectivo Lavaca, 2007; Giarraca y Teubal, 2005; Piñeiro, 2011; Rebón, 2004; Sitrin, 2005; 
Webber y Spronk, 2011).

http://geaac.org
http://www.museodetexitoaxaca.org
http://www.museodetexitoaxaca.org
http://www.pratec.org
http://oaxaca.me/recibe-san-bartolo-coyotepec-premio-nacional-por-el-cuidado-ecologico
http://oaxaca.me/recibe-san-bartolo-coyotepec-premio-nacional-por-el-cuidado-ecologico
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29.5. construyendo mundos poscapitalistas

Mientras que estas iniciativas están cambiando el mapa de América, mu-
chos otros “desarrollos” amenazan con erosionar las posibilidades de 
mejorar la vida de los pueblos y del cuidado del ambiente. Incluso cuan-
do las comunidades indígenas están afirmando sus recién reencontrados 
derechos para proseguir con sus actividades de gestión forestal y del agua, 
los gobiernos están alentando iniciativas a gran escala para empresas 
transnacionales que amenazan con alterar el delicado equilibrio de las 
actividades productivas de las que las comunidades dependen para su 
subsistencia y para el equilibrio de los ecosistemas. Estos proyectos plan-
tean interrogantes fundamentales acerca de la capacidad de las comuni-
dades para defender sus territorios, incluyendo su sustancial patrimonio 
cultural, social y productivo, que los integran a sus ecosistemas.

Los conflictos siguen y se agudizan, presentando diferencias aparente-
mente irresolubles y choques a menudo violentos, debido a que las minas, 
las presas, el ecoturismo y otros proyectos amenazan la existencia misma 
de las comunidades con las recientes reformas energéticas (no sólo en 
México), la fractura hidráulica (fracking) y otras formas de extracción de 
recursos. Generalmente, las comunidades rechazan la hipótesis de que 
los sacrificios que esta destrucción conlleva pueden ser compensados con 
ofertas monetarias que sólo los obligarían a ir hacia una senda de mar-
ginación institucionalizada como individuos aislados, una vida de opor-
tunidades limitadas sin los sistemas de apoyo social y la seguridad de las 
redes que sus comunidades ofrecen.

Las iniciativas en curso para fortalecer o generar “nichos de sustenta-
bilidad” por parte de comunidades campesinas e indígenas de América 
son sumamente importantes y alentadoras. Mientras que el impulso en 
el mercado global está amenazando claramente a los grupos sociales 
y ecosistemas en todo el mundo, los continuos y exitosos esfuerzos de 
pueblos indígenas y campesinos para implementar sus propias estrategias 
hacia el cambio social y productivo que deliberadamente incorporen el 
ambiente en el proceso, ofrecen una ventana para ver las posibilidades 
que pueden encontrarse y conseguir que la justicia ambiental sea una 
realidad en segmentos de la población cada vez mayores; esto no sucederá 
donde domine la estructura capitalista de producción y control. Por lo 
tanto, la implementación de soluciones locales, que crean áreas de acción 
autónoma, será aún más significativa y eficaz, mientras que los espacios 
dominados por el mercado mundial continuarán sufriendo deterioro 
ambiental y acentuados conflictos sociales.

Terminamos este capítulo explicando el porqué de su título. Mucho 
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de la epistemología y muchas de las experiencias resumidas en el texto 
son resultado de siglos de reflexión, de aprendizaje, que las comunidades 
han logrado rescatar de sus historias, de interpretar y reinterpretar las 
lecciones de sus ancestros y seguir un proceso de “innovar para mantener 
la tradición”.31 La gran mayoría de las sociedades involucradas en esta 
reconstrucción de sus mundos en el presente han pasado por muchas 
etapas de la historia humana: de ser pueblos “originarios” a ser sujetos 
coloniales y luego de ser relegados con la independencia para entonces 
verse incorporados en los peores lugares económicos, sociales y políticos 
del naciente capitalismo. Han sufrido todos los atropellos de la organi-
zación social y política que podría imponer el capitalismo. En este con-
texto y en la coyuntura actual, de un capitalismo que no conoce límites 
para su explotación del ser humano y de la naturaleza, estas sociedades 
y sus diversas comunidades están optando por salir, para vivir al margen 
de las naciones de las cuales son parte. Están organizándose sin las es-
tructuras proletarias y explícitamente reforzando sus ideas del ser colec-
tivo y del contrato social basado en la responsabilidad solidaria. Es en 
este sentido en el que están “Construyendo Mundos Poscapitalistas”.

31   Eric Wolf (1987) claramente discutió el problema de la tradición. Su juicio 
era que las sociedades tradicionales más exitosas eran las que supieron conservar lo que 
consideraban lo más importante e incorporar innovaciones que ayudaban a que funciona-
ran mejor sus instituciones, sus creencias, sus sistemas productivos.
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ensayo: la línea de tiempo

El desarrollo de las ideas en los ensayos en este libro en un lapso de más 
de medio siglo, refleja la maduración de las ideas que he venido reafir-
mando y repitiendo en los últimos años, en el sentido de que es necesa-
ria una profunda transformación en nuestras sociedades para construir 
“un mundo en el cual caben muchos mundos.” 

Mi arribo a una comunidad ribereña en Pátzcuaro, Michoacán, Méxi-
co en 1962, me encaminó hacia una trayectoria singular cuando el gene-
ral Lázaro Cárdenas me propuso realizar la investigación para mi tesis de 
doctorado sobre el programa de desarrollo regional que venía realizando 
desde hacía más de un decenio. Los resultados de la nueva infraestruc-
tura que él implantó contribuyeron a profundizar las contradicciones que 
estaban configurando una renovada estructura polarizada de clases y 
etnias en el país. A pesar de este proceso, que era evidente para cualquier 
observador del desarrollo en la Tierra Caliente, lo que más me llamó la 
atención, durante los cinco años en que tuve la oportunidad de interac-
tuar con el general Cárdenas, fue el profundo arraigo que expresaban 
los campesinos, que reiteraron su lealtad y fe en Tata Cárdenas, recono-
ciendo su compromiso de trabajar en su beneficio. Este complejo pano-
rama se refleja en el contraste entre los capítulos 6, 7, y 8. El primero, 
elaborado con material que mi comité de tesis, formado por economistas 
ortodoxos de Yale University, no permitió incluir en mi disertación, es 
una lectura que fue ampliamente t en los cursos de “desarrollo” en la 
cepal en la época y formó la base para un libro de circulación masiva en 
los quioscos mexicanos con la colaboración de Ángel Palerm y Eric Wolf, 
entre otros (Barkin, 1972). El segundo ofrece un análisis de la brecha 
entre el avance productivo y la destrucción social y ambiental de un pro-
yecto de infraestructura hidráulica. El tercero, escrito unos años después 
(1980) para un auditorio más amplio, refleja una radicalización de estas 
ideas para apoyar el incipiente “Sistema Alimentario Mexicano” (sam).

Mientras que concretaba mis estudios doctorales (1962-1966), tuve la 
oportunidad de estudiar la nueva estrategia pos-revolucionaria en Cuba. 
Para muchos de los que llegamos de afuera, era evidente que la decisión 
inicial de reducir el tamaño de la industria azucarera era errónea. Con 
base en colaboraciones con generosos compañeros cubanos en la dele-
gación frente a Naciones Unidas, elaboré un ensayo crítico de esta estra-
tegia (capítulo 12), llevándolo para su discusión a la Facultad de Econo-
mía de la Universidad de La Habana, donde generó una amplia discusión 
y su posterior publicación.

Terminando mi doctorado me incorporé como miembro fundador del 
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nuevo Centro de Estudios Económicos de El Colegio de México (1964). 
Colaboré en muchos temas que reflejaban la diversidad de preocupacio-
nes del nuevo equipo profesional y los primeros estudiantes del posgrado. 
Entre nuestras mayores preocupaciones estaba la cuestión de la forma tan 
segmentada de la educación que se estaba expandiendo en el país. Esto 
nos llevó a colaboraciones con colegas norteamericanos con similares vi-
siones; uno de estos productos es el segundo capítulo del presente libro, 
escrito a finales de los años sesenta (capítulo 2), que produjo un fuerte 
repudio entre los rangos de los economistas ortodoxos que se estaban en-
cargando de la planificación de la expansión educativa en México. En con-
traste, una copia del documento de trabajo llegó a manos de Iván Illich en 
su nuevo centro en las afueras de Cuernavaca, donde estaba empezando 
a elaborar las ideas de su muy polémico libro, La Sociedad Desescolarizada. 
Este fortuito evento nos llevó a desarrollar una cercana relación de varios 
años, al tiempo que se consolidaba su Centro Intercultural de Documen-
tación (cidoc), como un hervidero para nuevas epistemologías surgidas 
de una intensa interacción entre pensadores creativos de muchas partes 
del mundo, hasta que Illich lo cerró en los años ochenta.

Esta época era de mucha efervescencia campesina a raíz de las muy 
contradictorias políticas sectoriales. Mis trabajos iniciales enfocados a la 
importancia de la producción rural para el bienestar social me encami-
naron hacia una trayectoria poco valorada entre los economistas que se 
disputaban un lugar en las instituciones oficiales para promover la indus-
trialización. Ello me llevó a buscar colegas de otros campos de las ciencias 
sociales, lo cual fue muy afortunado, ya que fue el inicio de una muy 
larga colaboración (que aún mantenemos) con Gustavo Esteva, quien 
estaba involucrado en ese entonces en la consolidación de la conasupo, 
para afrontar el nuevo déficit alimentario que estaba generando severos 
estragos en la sociedad. Esteva y yo escribimos el ensayo sobre inflación 
que fue galardonado con el Premio Nacional de Economía Política, Juan 
F. Noyola (1976-1978) (capítulo 4). Es indicativo de los profundos errores 
de la política económica en nuestro país en los cuatro decenios siguien-
tes que el ensayo tenga quizá todavía más relevancia en 2018 que cuando 
se redactó originalmente. Tengo el gusto y el honor de que Gustavo haya 
escrito el Prólogo de este libro.

El decenio de los ochenta vio la profundización de mi visión de la im-
posibilidad de llevar a cabo un proyecto social dentro de los límites del 
sistema capitalista. El ensayo que asienta esta convicción abre el presente 
libro. Siguen agudizándose las contradicciones entre las promesas de la 
clase política y los límites biofísicos del planeta, evidenciando el Pacto 
Fáustico que ha operado durante más de medio siglo (capítulo 5). Para 
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ofrecer otra dirección de lo posible, promoví en varios foros la idea de 
una “Economía de Guerra” (capítulo 16) basada en la movilización masi-
va de la población para atender a sus propias necesidades, ya que las pro-
mesas estatales y del aparato productivo capitalista no las consideraban.

Los años subsecuentes reflejaban la agudización de la brecha al inte-
rior de la profesión de los economistas, resultando en numerosos esfuer-
zos para limitar el debate. Uno de los más brutales ejercicios de la repre-
sión estatal institucional de aquellos años fue la decisión de cerrar el 
Centro de Ecodesarrollo y otros del sistema conacyt por sus abiertas 
posiciones contestatarias a las políticas públicas, que promovían la inte-
gración internacional y la destrucción de las cadenas locales y regionales 
de producción a expensas del bienestar social y humano, así como de los 
ecosistemas (el material del capítulo 7 fue uno de estos productos). Con 
la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Nor-
te (tlcan) (1994), no se tardó en experimentar sus secuelas: el levanta-
miento zapatista y el desmoronamiento de la vida sindical y el empeora-
miento de las condiciones laborales en las grandes empresas resultaron 
evidentes (capítulo 3).

La ratificación del tlcan, con la creación de la Comisión de Coope-
ración Ambiental, generó un nuevo ímpetu para poner los asuntos am-
bientales en primera plana para las organizaciones de la sociedad civil 
mexicana. Con la victoria del movimiento “Para una Nueva Cultura del 
Agua” contra el régimen neoliberal en España (2001), se gestó un pro-
ceso que transformó el marco jurídico para la gestión de los recursos 
hídricos en la Comunidad Europea. Su influencia se extendió a América 
Latina; en México empezamos a dar visibilidad a algunos de los sistemas 
locales de gestión más equilibrada, mayormente operado por comunida-
des indígenas (capítulo 22). El conflicto en torno al control de la gestión 
del agua en nuestro país sigue agudizándose; a pesar de la reforma del 
Artículo Cuarto de nuestra Constitución Política en el cual se reconoció 
el “Derecho Humano del Agua” (2012), mandatando la promulgación 
de una nueva Ley General de Agua. Hoy en día, las profundas diferencias 
entre los intereses privados y los de la sociedad civil continúan impidien-
do un avance para resolver el terrible desorden que hay en la gestión del 
agua en México (capítulo 11).

Con la creciente presión para avanzar hacia nuevos enfoques para 
promover la “sustentabilidad” a raíz de la virtual avalancha de reuniones 
internacionales y materiales sobre el tema, surgieron voces discordantes 
que cuestionaron su posibilidad dentro del sistema capitalista. El Grupo 
Interamericano para el Desarrollo Sustentable de la Agricultura y los 
Recursos Naturales me invitó a escribir un ensayo en torno a este de-
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bate donde afirmé que “la misma acumulación de riqueza crea pobreza” 
(Barkin, 1998:55); a pesar de sus limitaciones, la versión bilingüe se 
volvió un éxito de librería y es ampliamente consultada en su versión 
electrónica de acceso abierto. Al mismo tiempo las luchas de grupos 
locales para defender sus territorios y promover modelos alternativos 
de organización social y productiva estaban intensificando sus activida-
des y ganando visibilidad (capítulos 9, 10, y 13). Un acontecimiento 
particularmente notable en esta época fue el resurgimiento del movi-
miento campesino con su propio reconocimiento de sus aportaciones 
al progreso del país, reflejado en un sinnúmero de dimensiones (capí-
tulos 15 y 17); mi ensayo sobre la persistencia de la cultura del maíz 
(capítulo 14) es producto de una intensa actividad académica y de la 
interacción con organizaciones sociales en torno a la movilización “Sin 
Maíz no hay País”. Para profundizar en esta línea, exploramos una cre-
ciente gama de actividades y círculos de intercambio social y económi-
co que se estaban gestando con la consolidación de las organizaciones 
sociales en el país (capítulo 25); reformulado para ponerlo en sintonía 
con los planteamientos del Ejército Zapatista de Liberación Nacional y 
con una de sus importantes iniciativas –en la que participé– para entrar 
en relación con las fuerzas progresistas del país y el mundo, refuerza 
nuestra convicción de que hemos superado la etapa de protestas para 
avanzar hacia la construcción de nuevos mundos (capítulo 26).

Al mismo tiempo, nuestras aportaciones para el enriquecimiento de 
los estudios de posgrado en la Universidad Autónoma Metropolitana 
empezaron a rendir frutos en trabajos conjuntos con los doctorantes. Con 
la creación del Laboratorio de Sustentabilidad, iniciamos líneas de tra-
bajo que combinaron la rica herencia del marxismo con los nuevos de-
sarrollos de la economía ecológica (capítulo 23). Durante el primer de-
cenio del nuevo siglo salieron a la luz trabajos que trasladaron nuestra 
anterior reflexión del concepto de la nueva ruralidad comunitaria (capí-
tulo 18) a las actividades muy concretas de las comunidades; resultado 
de investigaciones doctorales, estos ensayos han contribuido a forjar una 
nueva metodología, incorporando los propios actores a los equipos de 
investigación (capítulos 19, 20 y 21), así como un nuevo marco analítico 
para la propia economía ecológica (capítulo 27).

Acompañando este desarrollo intelectual y político, después de haber 
extendido su formación del reino de la medicina al de la salud comunitaria 
y de los trabajadores, mi colaboradora y compañera Blanca tomó una parte 
central en la transformación de las ideas, conceptos y epistemologías a una 
línea de trabajo que se plasma en gran parte de este libro, mucho más allá 
de los capítulos en que se reconoce la co-autoría (3, 24, 28, 29).
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